
A 





DE 

ALGUNOS DICTÁMENES ‘FISCALES 



PRESENTADOS AL 



EN LAS CAUSAS POR DELITOS ATROCES, COMETIDOS POR ECLESIASTICOS; 


CON EL LUMINOSO INFORME HASTA AHORA INÉDITO, 

OLE EN CUMPLIMIENTO DE LO MANDADO POR EL CONSEJO DE CAST1LL\ DIO E 
COLEGIO DE ABOGADOS DE MADRID EN 8 DE JULIO DE 1770, 


ACERCA DE LAS FAMOSAS TESIS DE OCHO V 


SOBRE REGALIAS DE LA CORONA- 


PUBLICADOS 


en la 





TOMO II. 


MADRID: 

Imprenta de la Revista de Legislación, á cargo de Julián Morales 

Honda de Atocha, nüm. 1;i. 


DICTÁMENES 

DE LA 

FISCALÍA DEL TRIBUNAL SUPREMO DE JUSTICIA. 


IEl delito de violación cometido por dos que se muestran dis¬ 
puestos á casarse con la agraviada los liberta de pena , si ella per¬ 
dona á ambos casándose con el que prefiere ? 

El Fiscal dice: que traída á inspección la causa formada en el 
Juzgado de primera instancia de... contra E. B. T. y S. B. 1., por 
delito de violación á D. A., resulta haber sido objeto de opiniones 
diversasen sus tres instancias, y que divididos los Jueces casi por 
mitad en la sentencia ejecutoria, ha venido á triunfar un fallo, en 
que parece haberse buscado mas bien una interpretación equitativa 
de la ley, que la aplicación de su tenor literal. 

El hecho según se refiere en la sentencia, y resulta del proceso 
fué, «que los dos procesados llevaron engañada á la D... hacia un 
barranco, y allí el E. le echó manos á los pechos con exigencias 
de tocárselos, pero negándose ella, la quitó los alfileres á viva fuer¬ 
za, luchó con ella, llamó al S., y ambos se lanzaron sobre la D., 
colocándola boca arriba, este la aseguró de los brazos y cabeza, E., 

m 

la alzó las sayas, aquel la puso un pañuelo en la boca, el otro le 
invitó á que sacase la navaja para matarla, pero en su lugar se ar¬ 
mó de una piedra, y ambos abusaron carnalmente de la misma, co¬ 
metiendo otros escesos deshonestos, y amenazándola con la muerte 
si llegaba á saberse el suceso.» 

Instruida la causa en primera instancia, y bien comprobado el 
hecho, los dos procesados, renunciando á su defensa, se allanaron á 
casarse con la ofendida, según la elección de esta, presentando 
además una escritura de perdón de la misma, y pidieron el sobre¬ 
seimiento. Pero el Juez, de acuerdo con el dictámen del Promotor 
fiscal, considerando que el allanamiento de los acusados y el perdón 
de la agraviada no libraban á aquellos de la pena establecida, sino 
que esta solo se estingue casándose el ofensor con la ofendida, se¬ 
gún lo dispone el artículo 371 del Código penal, declaró no haber 
lugar al sobreseimiento y condenó á los procesados E. y S. B , co¬ 
mo reos confesos de autores de dicha violación, en veinte años de 
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cadena al primero y diez y ocho al segundo, con las demás pena s 
accesorias correspondientes. 

Consultado este fallo con la Audiencia, pidió el Fiscal su con¬ 
firmación. Y conclusa ya la causa para la vista, se presenté por 
parte de los procesados la partida de casamiento del E. con la D., 
celebrado en la cárcel en que aquel se hallaba, invocando además 
el perdón que la agraviada habia concedido también al S... Con 
esta novedad se suspendió la vista y se comunicó la causa al Fiscal; 
quien, haciéndose cargo de la grave cuestión que ofrecía este nue¬ 
vo incidente, y dilucidándola conforme á las disposiciones del Có¬ 
digo, opinó por que se librase inmediatamente órden al Juez de... 
para la libertad del preso ya casado, E. B., pero que se continuase 
la causa contra el S. por no ser suficiente el perdón de la parte, 
según el testo del citado artículo 371; pareciéndole sin embargo, 
que en atención álo estraordinario del caso, debía acudirse al Go¬ 
bierno de S. M. haciendo uso del artículo 2.° del Código. La Sala 
segunda de la Audiencia de... opinando de otro modo, y conside¬ 
rando que con arreglo al artículo 21 del mismo, el perdón de la 
ofendida habia estinguido en este caso la acción penal, dictó el so¬ 
breseimiento, dejando sin efecto la sentencia consultada. 

Suplicó el Fiscal, fundado en que en el delito de violación, una 
vez denunciado, no cabe ya el perdón de la agraviada, sino que es 
necesario el matrimonio para que pueda cesar la prosecución por 
parte del Ministerio público. Y sustanciada la tercera instancia, se 
vió en Sala primera resultando discordia; y por fin se dió senten¬ 
cia ejecutoria en 15 de abril último, por nueve Jueces, confirmando 
la sentencia de vista; reservando su voto contrario el Regente, el 
Presidente de la Sala de revista y otros dos Magistrados. Los prin¬ 
cipales fundamentos de este fallo son, «que lo dispuesto en el pár¬ 
rafo segundo del artículo 371 sobre que para proceder en las cau¬ 
sas de violación bastará la denuncia de la persona interesada etc., 
aunque no formalicen instancia, no es otra cosa que un beneficio ó 
oscepcion que ha querido conceder á las mujeres violadas dispen¬ 
sándolas de aquel trámite, que es propio y privativo de los delitos 
de carácter privado, cuyo beneficio ó escepcion aconsejada por co¬ 
nocidos respetos sociales, no implica, ni mucho menos contradice ó 
falsea el sello distintivo del de violación, que por su naturaleza ú 
origen es privado, y privada también la acción penal que nace del 
mismo:» y «que el principio general establecido en el párrafo se- 
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guado del artículo 21, no es de aplicarse á ningún otro delito mas 
«ue á los de violación y rapto, como que estos son los únicos que 
no pueden ser perseguidos sin previa denuncia, segunasí se dispo¬ 
ne en el párrafo segundo del artículo 371: y esta disposición no se 
puede decir destruida ni modificada siquiera por la del párrafo ter¬ 
cero del mismo artículo que es el casamiento del ofensor con !a 
ofendida, pues siempre el perdón de esta queda eficaz por virtud de 
lo ordenado en el artículo 21 para esta clase de delitos.» 

A estos fundamentos viene á contestar el voto reservado de la 
minoría con los siguientes: «que por el artículo 12 del Real decreto 
de 21 de setiembre de 1848 se estableció, que bastaba la denuncia 
para proceder en las causas de violación, á diferencia de lo dispuesto 
en el primitivo testo que en su artículo 361 prevenia, que los reos 
de dicho delito y los de rapto y estupro, no podían ser penados sino 
á instancia de la parte agraviada ; trascendental reforma que, 
después de la denuncia, deja espedita la acción pública, sin que na¬ 
die pueda impedir que llegue á su término, salvo el matrimonio ce¬ 
lebrado entre el ofensor y la ofendida: que en el 2." párrafo del ar¬ 
tículo 21 solo se establece la enunciación de un principio, como es- 
cepcion general é indeterminada al consignado en el primer párra¬ 
fo del mismo, y reserva para desenvolverlas en el libro 2.° las re¬ 
glas de aplicación; lo cual se demuestra evidentemente al observar 
que ni en uno solo de los delitos susceptibles de la aplicación del 
principio establecido en el artículo 21, deja de consignarse la regla 
á que deban sujetarse los efectos del perdón, y la necesidad de 
este para laestincion de la acción penal, como se vé en los artículos 
359 y 391, por no haber estimado que la producía terminantemen¬ 
te la dispositiva del artículo 21: que también prueba lo espuesto el 
que la palabra denuncia estaba colocada en el artículo mismo del 
código primitivo, cuando no se habia empleado para ninguno de 
los delitos á que el propio artículo se referia, y solo se hizo uso de 
ella después de la reforma para los casos de violación; que el casa¬ 
miento que exige el art. 371 para la relevación de la pena, es una 
condición mayor que la de! perdón, y es evidente que la ley„no se 
ha considerado satisfecha con este. Que el párrafo 4.° del art. 571 
por su material contesto, no puede considerarse como preceptivo 
de la estincion del delito, ó de una absolución general dispensada ¡i 
las violaciones colectivas, sino como una relevación de pena ai 
ofensor por un acto personal del mismo, ó como un beneficio aísla- 
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do á un acto individual, dejando subsistentes las disposiciones ge¬ 
nerales relativas á los delincuentes. Y que, sin embargo, los incon¬ 
venientes de una persecución criminal, sostenida después del matri¬ 
monio, que la ley ha querido proteger, mas en favor de la perjudi¬ 
cada que del ofensor, y la perturbación que á esos nuevos lazos con¬ 
sagrados en beneficio de la familia, se llevaría, ya con los debates 
que mantendrían viva la idea de su origen, ya con el escándalo que 
siempre producen las actuaciones de esa índole, fundamentos que 
han servido en otras legislaciones para en casos análogos declarar 
estinguida la acción criminal respecto á lodos los que hubieren to¬ 
mado parte en los hechos punibles, cuando uno de ellos se casa con 
la ofendida; tales consideraciones solo pueden servir para esponer 
al Gobierno de S. M. los motivos de conveniencia que ofrece esta 
causa en favor del indulto del hoy procesado, y para demostrar la 
necesidad de reformar ó aclarar esta parte de la legislación como se 
há realizado en otros países.» Y sobre estos y otros fundamentos 
que detenidamente espone el voto de los cuatro Jueces de la mino¬ 
ría, formula su sentencia, supliendo y enmendando la de vista, y 
condena al S. B. en la pena de doce años de cadena con las acce¬ 
sorias correspondientes, mandando que para los efectos menciona¬ 
dos antes, se acuda al Gobierno de S. M. en los términos acor¬ 
dados. 

Por este breve estrado, se pueden comprender ya los razona¬ 
mientos principales que se hacen para sostener las dos opiniones 
encontradas: una, que el perdón déla mujer violada estingue la ac¬ 
ción penal; otra, que esta acción, después de la denuncia, solo 
puede estinguirse por el casamiento del ofensor con la ofendida. Y 
en presencia de las consideraciones espuestas y del testo claro de la 
ley, es bien de sentir que haya triunfado la opinión menos funda¬ 
da. No puede atribuirse este triunfo del número, sino á la especia¬ 
lidad del caso; á que, siendo dos los autores del mismo delito de 
violación, hubo de parecer muy injusto á los cinco Jueces de la ma¬ 
yoría el condenar al uno y salvar al otro, solo porque tuvo la suer¬ 
te de ser elegido en matrimonio con la ofendida. 

Gomo quiera: nosotros no podemos menos de opinar como* la mi¬ 
noría; que el perdón de la agraviada no estingue la acción penal de 
violación. Atentos, muy atentos siempre al tenor literal de las leyes, 
no nos parece permitido salir de él, en busca de su espíritu, cuando 
es claro y no tiene mas que un sentido. La reforma hecha en el ar- 
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tículo 371 del Código, modificó la antigua redacción, y según él, 
tío se necesita ya, como antes, la instancia de la persona interesada 
liara proceder en las causas de violación, sino que basta la denun¬ 
cia. Después de denunciado el delito, también «el ofensor se libra 
de la pena casándose con la ofendida.» Luego si no se casa no hay 
liberación de la pena. Luego el perdón no libra al ofensor. La ley 
bien sabia que el casamiento envuelve el perdón, y no obstante no 
dice que baste el perdón; ha querido mas, exige el casamiento, y 
solo el casamiento realizado, pues si no se realiza, sea el motivo el 
que quiera, no hay liberación. Este es el sentido recto de esa dis¬ 
posición. Y la primera regla de la interpretación doctrinal es que 
cuando las palabras de la ley son claras, no es lícito acudir á su es¬ 
píritu. «Cumin verbis nulla ambiguetas est, non debet admitti vo- 
luntatis quceslio .» Si fuera voluntario dar lugar á la cuestión y á la 
duda, á pesar del testo claro de la ley, ¿qué seria de su aplicación, 
qué vendría á ser de su inteligencia? Que cada juez la aplicaría se¬ 
gún su criterio particular; y siendo estos tan varios, se haria impo¬ 
sible la recta administración de la justicia. 

Pero la sentencia ejecutoria se atiene esclusivamente al artículo 
24, y cree que allí, en su párrafo 2.° se dicta una escepcion general 
del 4.° tan absoluta, que justifica su opinión. «El perdón de la par¬ 
te ofendida no estingue la acción penal», dice el primer párrafo. 
Pero el segundo le limita diciendo: «Lo dispuesto en este artículo 
no se entiende respecto á los delitos que no pueden ser perseguidos 
sin prévia denuncia ó consentimiento del agraviado.» Luego en el 
delito de violación, que es de esta clase, el perdón de la parte estin¬ 
gue la acción penal. Tal es el razonamiento de la Sala sentencia¬ 
dora. 

Estos argumentos á contrario sensu, son en efecto muy fuertes, 
y nosotros aceptaríamos el anterior, si no hubiera en el Código mas 
artículos que el 24, sobre el modo de proceder en las causas de vio¬ 
lación. Pero para que tales argumentos valgan, es preciso que no 
resulte de ellos corregido ó contrariado el derecho. Pues como dice 
un axioma respetable, largumentum á sensu contrario non habet 
locura, cum alliajura contradicunt .» 

Y aquí el artículo 24 está modificado por otros posteriores muy 
daros y directos. La escepcion que allí se hace no es mas que la 
proclamación de un principio. La aplicación de este principio viene 
después. Lo que en aquel artículo se proclama mas bien que san- 
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ciona es, que la regla general de que el perdón de la parte no es- 
tingue la acción penal, no se entiende con los delitos privados. Esto 
es genérico. No se añade, como ya seria concreto y preceptivo, 
que en estos delitos el perdón estinguiera la acción penal. Se re¬ 
serva para después el hacer la aplicación del principio general, con¬ 
cretamente á tales delitos, en la medida y forma que su diferente 
especialidad requiere. Y así es que, como dice muy bien la minoría, 
si en el artículo 21 quedaba ya sancionado que en estos delitos pri¬ 
vados el perdón de la parte estinguia la acción penal, estaría de 
mas el que luego se vol viera á sancionar esto mismo en los artículos 
359 y 591. Y hasta era escusado también que en el 571 se dijese 
que el ofensor se libraba de la pena casándose con la ofendida, 
puesto que bastaba el perdón. 

No; el Código no ha querido sancionar en el artículo 21 del mo¬ 
do indirecto que se supone, que el perdón de la parte interesada 
estinguia la acción penal absolutamente en todos los delitos priva¬ 
dos; porque tenia que hacer sobre ellos distinciones tan notables co¬ 
mo las que se ven, comparando las disposiciones relativas al adul¬ 
terio, al estupro, á la violación, y á la injuria y calumnia. El prin¬ 
cipio del artículo 21 se aplica á todos estos, pero de diferente ma¬ 
nera, y en la medida que ha parecido mas adecuada. 

Se replica que, el principio general establecido en el párrafo 2.® 
del artículo 21, no tiene aplicación á ningún otro delito mas que á 
los de violación y rapto, porque estos son los únicos que no pueden 
ser perseguidos sin prévia denuncia. Sin prévia denuncia ó consen¬ 
timiento, es como dice el artículo. Mas á esto deja ya contestado el 
voto de la minoría, que la palabra denuncia estaba colocada en el 
artículo mismo del Código primitivo, cuando no se habia empleado 
para ninguno de los delitos á que el propio artículo se referia, y so¬ 
lo se hizo uso de ella después de la reforma para los casos de viola¬ 
ción. Es visto, pues, que allí se ha querido definir los delitos priva¬ 
dos todos, bajo aquella espresion general, de los que no puedan ser 
perseguidos sin prévia denuncia ó consentimiento : y que así la es- 
cepcion hecha en el párrafo 2.° del artículo 21 de que no se entien¬ 
de respecto á estos delitos privados el principio del i.°, es aplicable 
seguramente á todos ellos lo mismo que al de violación. 

Cuando la sentencia sostiene que este delito de violación es pri¬ 
vado por su naturaleza ú origen, siendo privada también la acccion 
penal que nace del mismo, no se ha fijado bien en el fin y objeto 
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de la reforma hecha en el Código sobre tan interesante punto. Se¬ 
gún el artículo 361 primitivo, ciertamente, el delito de violación 
era de los privados, puesto que no podia ser penado sino á instancia 
de la parte agraviada. Mas, esto precisamente es lo que ha querido 
reformarse, reconociendo sin duda que un delito, cuya condición 
esencial era la fuerza y la intimidación, no podia dejar de ser delito 
público, salvos los respetos debidos á la honra ofendida; y en la re¬ 
forma se dijo, «para proceder en las causas de violación bastará la 
denuncia.» Viniendo de esta suerte á entregar en seguida el proce¬ 
dimiento á la acción pública, sin necesidad de que la parte lo insta¬ 
ra. Cierto es que todavía la parte misma puede hacerlo cesar casán - 
dose con el ofensor. Y esta es otra limitación de la acción penal. Pe¬ 
ro esta misma limitación, así tasada por la ley, está indicando que 
no verificándose el casamiento no se detiene el juicio, como cuando 
se trata de todos los demás delitos públicos. No es por lo mismo de¬ 
lito privado el de violación; aunque tampoco diremos que sea públi¬ 
co. Pero es un delito misto, esencialmente diverso de los privados: 
que participa de los caractéres comunes distintivos de unos y otros. 
No puede procederse sin la denuncia de la persona interesada, y en 
esto se asemeja al delito privado. Mas una vez denunciado, se encar¬ 
ga ya del seguimiento de la causa el Ministerio público, hasta ob¬ 
tener el castigo del agresor, y que este castigo se ejecute lo mismo 
que en las demás ejecutorias, en lo cual se reconoce que participa 
del delito público. Y si después cesa el procedimiento y se alza la 
condena, casándose el ofensor con la ofendida, y sometiéndolo así 
todo al interés privado, no por eso deja de encomendarse á la vigi¬ 
lancia fiscal el exámen de esta condición precisa, para que si no 
llega á cumplirse, se cumpla la justicia. Y por eso hay una grave 
equivocación en llamar hoy delito privado á este delito misto, y en 
suponer que el perdón de la parte estingue la acción penal. Y esta 
es la inteligencia que ya desde un princio dió al artículo 37i refor¬ 
mado, sin vacilar, uno de los primeros y mas notables comentado¬ 
res del Código. 

Vemos con tal claridad esta solución, consideramos tan respeta¬ 
ble el tenor literal de las leyes, creemos tan vedada la interpreta¬ 
ción cuando no hay ambigüedad en sus palabras, que insistimos en 
suponer que el error de la sentencia ejecutoria, es efecto de la es¬ 
pecialidad de esta causa. Siendo dos los violadores de una misma 
joven, y no pudiendo elegiresla mas que uno de ellos para casarse, á 
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pesar de estar el otro voluntario también al casamiento, hubo de pa¬ 
recer á los cinco Jueces sentenciadores, que era duro condenar con 
la pena gravísima de la ley al uno, mientras que se salvaba el 
«otro, no por menos culpable, sino por mas afortunado, y que no de¬ 
biendo quedar al azar la administración de justicia, era preferible la 
Interpretación aun siendo algo forzada. 

El voto de los otros cuatro Jueces de la minoría daba á esta difi¬ 
cultad una solución mas legal, acordando la esposicion al Gobierno, 
conforme al artículo 2.° del Código, por resultar notablemente es- 
cesiva la pena del codelincuente S. B. Si esta sentencia hubiese 
triunfado, si hecha la esposicion á S. M. se hubiera consultado al 
Tribunal, y oido á este Ministerio, no habría propuesto, sin embar¬ 
go, la absolución ó el indulto completo de ese reo. Hay mas gra¬ 
vedad en el delito de violación perpetrado por dos é tres, que por 
uno solo. Hay también algo de burla y de ilusorio, en la absolución 
de uno ó mas codelincuentes, libres, en presencia de otro que tuvo 
que casarse con la mujer violada para librarse de la pena. Hay, 
además, algo de contradictorio en semejante indulto, con el respeto 
que la ley quiso tener al matrimonio, á la honra de la ofendida, y 
á la felicidad de la familia ó á todos estos fines. Y tal vez por eso, el 
Código reformado no quiso sancionar tal liberación de pena para los 
demás codelincuentes, como en otras legislaciones. Sus autores no 
las ignoraban, no es que hayan previsto que este delito podia come¬ 
terse por dos ó mas violadores, pero no hubieron de creer justa ni 
conveniente la absolución de los no elegidos por la ofendida. No 
lo es en fecto. Esa completa indemnidad la rechaza la conciencia. 

Pero como también la conciencia repugna que en tales casos se 
imponga á los codelincuentes, llanos al casamiento, la misma severa 
pena de cadena, que si no se prestasen á tal reparación, ó que 
Si no quedare ya satisfecho el agravio de la ofendida por uno de 
ellos, parece que debería dejarse la latitud necesaria á los Tribuna¬ 
les, para que, bajando dos ó tres grados la penalidad, pudieran 
aplicar la mas oportuna, y hacer uso de la de destierro que acaso 
sea la mas adecuada á tales circunstancias, y al pensamiento de res¬ 
peto que el casamiento ha merecido á la ley, á fin de que la ausen¬ 
cia de los demás ofensores, y el tiempo, evitasen todo motivo de dis¬ 
cordia ó perturbación. 

Esto por hoy puede conseguirse, según sean los casos, por me¬ 
dio del indulto ó la conmutación, impetrado por S. M. en la forma 
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propuesta por la minoría: y la esperiencia irá aconsejando después 
lo mas acertado. 

Entretanto, y no dándose por ahora la casación criminal, no es 
posible alterar ni anular la ejecutoria dictada, aun reconocida su 
equivocación. Mas como el Tribunal no puede tampoco dejar de lijar 
su atención, y corregir cualquiera error de opinión que note en la 
aplicación de las leyes, para evitar su repetición. 

Puede servirse acordar en la forma acostumbrada, si lo cree 

conveniente, se diga á los Magistrados de la Audiencia de.que 

dictaron la sentencia de vista en la Sala segunda, y á los cinco que 
pronunciaron en revista en Sala primera la ejecutoria mandando so¬ 
breseer en el procedimiento contra S. B , en virtud del perdón de la 
violada D. A , y del casamiento de esta con el otro violador E. B., 
tenga muy presente en lo sucesivo el tenor literal del párrafo cuar¬ 
to, artículo 371 del Código. 

Madrid 5 de agosto de 1863. 


P. A. 

Alvarado» 


Nota. El Tribunal se ha conformado con la conclusión fiscal. 
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SI PUEDE 0 NO PERSEGUIRSE COMO DELITO 

EL HUSMO HECHO CASTIGADO COMO FALTA. 


El Fiscal dice: que observando por el exámen de las listas de 
causas pendientes, que existen diversas prácticas sobre «si puede ó 
no perseguirse como delito el mismo hecho castigado como falta,* y 
deseando fijar la buena doctrina y uniformar la jurisprudencia, pro¬ 
puso al Tribunal y V. A. acordó, pedir un informe á todas las Sa¬ 
las de Gobierno de las Audiencias del Reino, acerca de la práctica 
que rige en el respectivo territorio sobre dicho punto y de sus fun¬ 
damentos. Todas han evacuado este informe, y por su resultado se 
vé la diversidad de prácticas y pareceres que existe en los tribuna¬ 
les y Juzgados sobre el particular consultado, y se presenta como 
urgente la necesidad de remediar este mal, y procurar la uniformi¬ 
dad de la jurisprudencia por los medios posibles dentro de la legali¬ 
dad actual. 

La Sala de Gobierno de la Audiencia de Albacete, informa de 
un caso que ocurrió de haberse inhibido el Juez de primera instan¬ 
cia de una causa sobre hurto de uvas y amenazas, calificando este 
hecho de falta; cuya providencia llevó á efecto sin consulta, remi¬ 
tiendo las diligencias al Alcalde que celebró el correspondiente jui¬ 
cio de faltas. Y advertido por la Audiencia reclamó lo actuado, 
dejó sin efecto ía inhibición y el juicio verbal, y penó en definitiva 
el delito, abonando á uno de los penados la multa impuesta en el 
juicio de faltas. Y le parece legal esta práctica según las reglas 23 
y 24 de la ley provisional para la aplicación del Código, que en¬ 
carga á los Promotores denuncien los abusos que advirtieren si se 
califican de faltas los delitos. 

La de Barcelona cita otro caso ocurrido en aquella Audiencia, 
en que se ejecutó lo mismo, y opina del propio modo. 

La Audiencia de Búrgos informa de acuerdo con lo espuesto por 
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el Fiscal en un mny detenido dictámen, que en seis casos prácticos 
allí habidos, se dividieron las opiniones. En unos, considerando nu¬ 
las, como dictadas con notoria incompetencia, las sentencias de los 
Alcaldes, falló la Sala de Justicia castigando el delito. Pero en otros 
prevaleció la opinión contraria, que es también la suya, fundada 
en que no puede castigarse como delito el mismo hecho una vez 
juzgado como falta. La incompetencia de un Juez, dice, no siempre 
produce la nulidad del juicio en que entendió indebidamente. In¬ 
competentes son los tribunales ordinarios para conocer de un nego¬ 
cio propio de la Administración, pero si conocen de él y le fallan 
definitivamente, y ninguno de los interesados promueve dentro del 
término de la ley los recursos que esta deja á su arbitrio, esa sen¬ 
tencia es firme y firmísima tiene que reputarla la Administración 
misma, según el art. 5.° del Real decreto de 4 de junio de 1847. 
Incompetente es muchas veces la jurisdicción ordinaria para proce¬ 
der en materia criminal contra un aforado de guerra; pero si pro¬ 
cede, y ni por la parte ni de oficio se interpone inhibitoria ó decli¬ 
natoria antes de haberse contestado la acusación en primera instan¬ 
cia, aquel juicio es válido según las Reales órdenes de 30 de marzo 
de 1827 y 1850, y firme la sentencia que dictan en el los tribuna¬ 
les ordinarios á pesar del fuero irrenunciable del procesado, y de la 
incompetencia con que en su origen conocieron del asunto. Ya la 
ley 2. a , til. 48, lib. 41 de la Novísima Recopilación, habia dicho 
también que no hubiera recurso de nulidad de las sentencias dadas 
por el Consejo y Oidores de las Audiencias, cuando no eran sus¬ 
ceptibles de suplicación, «aunque se diga y alegue ser de incompe¬ 
tencia ó de defecto de jurisdicción, ó que della notoriamente cons¬ 
te del proceso y antes dél, ó en otra cualquiera manera.» El Real 
decreto de 4 de noviembre de 1838 en su art. 6.° resuelve, en fin, 
la cuestión estableciendo en términos absolutos que no cabe el re¬ 
curso de nulidad en las causas criminales. Y luego concluye di¬ 
ciendo, si convenimos en que según esto y la regla once de la Ley 
provisional, no cabe el recurso de nulidad contra las sentencias 
ejecutorias dictadas en los juicios sobre faltas, bien sean los Alcal¬ 
des los que califican de tal el hecho perseguido , bien hagan esa 
calificación los Jueces de primera instancia, bien la califiquen así y 
la corrijan las Audiencias por virtud de lo dispuesto en la regla 56 
de la misma ley reformada; si confesamos que el acto de perseguir 
á cualquiera como culpable de delito, después que hubo ya sufrido 
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la pena que por el mismo hecho calificado antes como falta, se le 
impuso en una sentencia ejecutoria, envolveria virtual pero nece¬ 
sariamente la nulidad de esta ejecutoria, contra la letra y el espí¬ 
ritu inequívoco de las disposiciones que se acaban de citar; y que 
nadie puede ser jamás penado dos veces por un mismo hecho. 
Aceptadas estas premisas, no hay medio de resolver la cuestión mas 
que en el sentido de que, no puede ya perseguirse como deli¬ 
to el mismo hecho castigado como falta. Proponiendo al fin que 
para evitar el abuso, se establezca la consulta de las sentencias 
que dictan los Alcaldes en los juicios de faltas, las cuales no ha¬ 
brían de ser ejecutorias hasta que los Jueces de partido aprobaran 
la calificación de falta dada al hecho. 

La Audiencia de Cáceres dice, que no ha ocurrido allí ningún 
caso práctico; pero opina lo mismo que la de Albacete. 

Y del propio modo informa la Audiencia de Canarias. 

La de la Coruna, de conformidad con la muy razonada opinión 
fiscal, dice: que son varios los casos allí ocurridos en que ha pre¬ 
valecido la doctrina de que la celebración del juicio de faltas ante 
el Alcalde sobre hechos que en realidad constituyen delitos, no es 
un obstáculo para que estos dejen de perseguirse como tales en 
procedimiento escrito por el Juez competente. Y en verdad, anade, 
que la ley quedaría ilusoria desde que se admita que un delito, un 
homicidio tal vez, pudiera hacerse pasar y ser penado como lesio¬ 
nes leves en un juicio de faltas. La razón capital que en contrario 
se invoca, de que nadie debe ser juzgado dos veces ejecutoriamen¬ 
te sobre un mismo hecho, carece de base y solidez. Porque no debe 
confundirse la competencia con la jurisdicción, ni darse igual valor 
á la falta de la primera que á la de la segunda. El punto de la com¬ 
petencia, en el concepto de que el Juez ejerce en su plenitud la 
jurisdicción criminal, sin dejar de ser importante, ofrece un interés 
mas secundario; y de ahí el que tenga marcados para sustanciarse 
suHiempo y forma. Cuando por el contrario falta la jurisdicción, no 
existe el juicio, y el fallo adolece de nulidad radical, y es como si no 
fuese. Y esto es lo que acontece en el particular que nos ocupa. En 
rigor, una infracción que corresponde ála categoría de los delitos, 
no puede considerarse juzgada en juicio de faltas, porque los Alcal¬ 
des y los Jueces de primera instancia cuando entienden en ellas por 
apelación, tienen una jurisdicción limitada á conocer de los hechos, 
en cuanto son faltas, ó lo que es igual, dado y sentado ese supuesto, 
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y por tanio no pueden decidir válida y ejecutoriamente acerca del 
supuesto mismo, ó sea acerca de si un acto determinado es delito 6 
falta; porque como eso equivale á decidir en absoluto acerca del ca¬ 
rácter de una infracción comprendida en el Código penal, solo cor¬ 
responde hacerlo á los que ejercen en toda su estension ó plenitud la 
jurisdicción criminal. De estas consideraciones se infiere, que en un 
juicio de faltas solo ha podido decidirse ejecutoriamente de un he¬ 
cho, en el supuesto de que corresponda á esa clase, quedando intac¬ 
to é injuzgado el delito si lo fuere. Y en nada cambiará el aspecto 
de la cuestión, la circunstancia de haberse ejecutoriado y aun lleva¬ 
do á cumplimiento el fallo condenatorio , porque si el que recae en 
la causa tiene el mismo carácter, habrá medio de compensarla pena 
sufrida en virtud del juicio de faltas, y si aquel es absolutorio, ya 
que no esté en lo posible suprimir el padecimiento irrogado por la 
pena personal, ésta perderá al menos el carácter de pena y su sig¬ 
nificación legal, que es todo lo que está en manos de los juzga¬ 
dores. 


En la Audiencia de Granada no ha ocurrido caso práctico. Pero 
la Sala de Gobierno opina negativamente, que juzgado un hecho 
como falta, no puede volverse á juzgar como delito, por el respeto 
de la cosa juzgada. 

En la de Madrid están divididos los pareceres. Pedido un infor¬ 


me al Decano de Jueces de primera instancia de la córte, dice, que 
no puede citar casos prácticos, pero opina con la mayoría de los 
Jueces, que el juicio de faltas, eu que resulte mal calificado un he¬ 
cho como falta, no es obstáculo para juzgarlo después como delito, 
si resultare serlo. Lo mismo opinan las Salas primera y tercera, 
sin haber tenido ocasión de conocer de ningún caso práctico. La 
cuarta informa que ha sido vária la jurisprudencia en los casos allí 
ocurridos, pero que hoy subsiste la de considerar nulas las senten¬ 


cias dictadas en juicio de faltas, cuando se califican de tales, con 
equivocación ó malicia, hechos que constituyen delitos; sin que 
sean obstáculo para abrir causa por el delito y juzgarlo. En la Sala 
segunda dos Magistrados opinan lo mismo. Pero la mayoría de 


tres, entiende que toda persona absuelta legalmente, no puede ya 
ser reconvenida ni acusada por razón del mismo hecho, conforme 
á la máxima adoptada por todas las Naciones latinas, non bis in 
Ídem, y al art. 360 del Código francés de instrucción criminal. Y 
el Fiscal es de este dictamen en un escrito muy detenido, v ate- 

fe 
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niéndose estrictamente á la ley provisional, que declara ejecutorias 
las sentencias dictadas en los juicios de faltas, añade: pero se dirá: 
¿y el delito ha de quedar impune? Indudablemente, atendiendo al 
rigorismo de los principios y de las formas. Unos y otras son la 
garantía mas firme de la justicia, y desgraciada la Sociedad desde 
el momento en que se permitiera á los tribunales, ó á cualquiera 
de los poderes públicos, sacrificar á ninguna consideración humana 
las formas de los juicios, ios principios sobre que descansan los 
procedimientos judiciales.... Cierto es también que la sentencia 
dictada por un Alcalde castigando como falta un verdadero delito, 
es á todas luces y por su misma esencia nula, puesto que el Juez 
que la ha dictado carece de jurisdicción; vicio el mas capital en 
que puede incurrirse. Pero porque sea nula ¿ha de quedar desde 
luego y sin otros trámites, sin valor ni efecto? ¿Habremos de esta¬ 
blecer una ficción destituida de fundamento y de razón, y decir que 
la espresada sentencia reclama su ineficacia, se destruye á sí mis¬ 
ma y desaparece por su esencia de los anales del foro? Esto seria 
un absurdo. Por grande, por notoria que sea la nulidad de un fallo 
ó de un juicio, preciso es que se respete mientras que otro fallo, 
resultado de un juicio posterior autorizado por la ley no lo anule 
ó destruya... ¿Y dónde está la ley que permite abrir ese segundo 
juicio de revisión del instruido por el Alcalde?.. Acaso pretenda 
decirse que no es necesario tocar la sentencia del Alcalde. ¿Pero 
cómo salvar un Juez el gran compromiso en que se encontraria 
en el momento en que abierto el procedimiento, se le presentara 
el procesado con un testimonio de la sentencia ejecutoria, dicién- 
dole, «abstente de conocer porque yo he sido ya juzgado y penado 
por ese mismo hecho?» porque es un principio eterno de justicia 
criminal, que sobre un mismo hecho no pueden seguirse dos juicios 
distintos, y dictarse dos sentencias también diversas por diferentes 
Tribunales independientes entre sí: non bis in ídem: y concluye 
diciendo, que así ha opiaado el Fiscal en algunos casos prácticos, 
aunque bien cortos en número, durante el ejercicio de su cargo, 
que han ocurrido en el territorio de esta Audiencia, por la cual se 
ha aceptada su opinión. 

La Audiencia de Mallorca informa, que en un caso práctico allí 
ocurrido sobre hecho mal calificado de falta, se siguió la causa y 
penó el hecho como delito, en la creencia de que la Sentencia del 
Alcalde, como de Juez incompetente, no merecía la consideración 
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v respeto que se debe á la cosa juzgada. Y opina que puede fun¬ 
darse esta práctica en los artículos 23 y 24 de la ley provisional: 
anadiendo que así se hacia también antes del nuevo Código penal, 
respecto á los hechos que los Alcaldes juzgaban como injurias ó 
faltas livianas, pues su juicio verbal no impedia en su caso el pro¬ 
cedimiento escrito. 

En Oviedo no ha ocurrido caso práctico. Los Jueces de primera 
instancia de aquel territorio á quienes se pidió informe lo afirman 
así, opinando que el juicio de faltas no puede ser obstáculo á la 
persecución de un delito, porque no debiendo quedar este impune, 
y no estando prescrito, debe castigársele. Pero la Sala de gobier¬ 
no opina por el contrario, que no puede ser juzgado dos veces el 
mismo hecho. 

Los casos ocurridos en Pamplona se resolvieron por el princi¬ 
pio de que los Alcaldes que en juicio de faltas conocen de un deli¬ 
to, juzgan nulamente, y nulas son de pleno derecho las sentencias 
que dictan: si bien se abonó á los penados la pena sufrida por el 
juicio de faltas. 

La Sala de Gobierno de la Audiencia de Sevilla no recuerda 
hechos prácticos, y dice que son varias las opiniones allí emitidas 
con este motivo, si bien la Sala con el Fiscal están por la de apli¬ 
car á estos casos el principio de que, res judicata pro veritate lia- 
betur, y que no se puede formar causa sobre el hecho ya juzgado 
en juicio de fallas. 

La de Valladolid dice, que en un caso de hurto de leñas juz¬ 
gado en juicio verbal, y perseguido después en causa criminal, se 
dividieron las opiniones de las Salas; y hoy sostienen la primera y 
segunda, que á pesar del juicio verbal puede ser perseguido el he¬ 
cho como delito si así resultare; mientras que la tercera y la de 
gobierno con el Fiscal opinan que no cabe segundo juicio sobre el 
mismo hecho. 

En la Audiencia de Zaragoza se ha fallado un caso como en las 
demás. Pero las opiniones están divididas. La mayoría de la Sala 
de gobierno cree que después de fallado un hecho en juicio verbal 
de faltas, no puede abrirse ya causa para juzgarlo como delito. Y 
el Fiscal y un Presidente de Sala llevan la opinión contraria sobre 
fundamentos semejantes á los espuestos. 

Y la Sala de gobierno de la Audiencia de Valencia dice, que 
fcubo allí tres casos que se resolvieron también en sentido de no 
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ser obstáculo e! juicio de faltas para perseguir el delito, y que coa 
esta práctica está conforme su opinión. 

Tal es el breve resúmen de los informes de las quince Audien¬ 
cias del reino. Solo en las de Burgos, Madrid y Valladolid, ha ha¬ 
bido variedad de prácticas. En las demás, siempre que ha ocurri¬ 
do algún caso en que se hubiera juzgado como falta un hecho que 
constituyese delito, ha sido uniforme la práctica de perseguir y 
castigar el delito, abonando á los interesados la pena impuesta en 
el juicio de faltas. Y en este sentido, y conforme á esta práctica 
mas general, se hallan también emitidas las opiniones de la gran 
mayoría de los Tribunales. 

Nosotros consideramos justificadas por la legalidad existente 
aquella práctica y estas opiniones. Creemos que hoy no puede de¬ 
cirse que haya un obstáculo legal para perseguir el delito que re¬ 
sulte de un mismo hecho indebidamente castigado como falta. Y 
nos fundamos para esto en la doctrina legal sobre el valor que ha 
de darse á la cosa juzgada. 

Es un principio establecido ya por el derecho romano, por el 
derecho canónico, y por nuestro derecho común civil y criminal, 
que toda persona legalmente absuelta no puede ser perseguida ni 
acusada por el mismo hecho que haya sido objeto de la acusación. 
Este principio compendiado en la máxima non bis in Idem , es has¬ 
ta de derecho público; porque, como dice un gran escritor, ¿quién 
querría vivir bajo un Gobierno que no ofreciese ningún refugio 
contra las persecuciones de la vindicta pública y del odio, y que 
dejase pendientes bajo el temor del castigo las libertades civiles 
de los ciudadanos? 

En este punto no puede caber duda. Nadie ha.de ser juzgado 
dos veces por un mismo hecho. Toda persona legalmente absuelta, 
tiene á su favor la escepcion perentoria que produce la cosa juz¬ 
gada. 

La dificultad, empero , de esta cuestión es de aplicación no de 
principios; consiste en saber si es ó no llegado el caso de aquella 
escepcion, ó si se trata ó no del mismo hecho ya juzgado. Porque la 
escepcion de la cosa juzgada no puede tener lugar sino cuando se 
produce nueva acusación contra el autor ó culpable del mismo hecho 
perseguido, que fué ya objeto de un juicio. Inspiciendum est, decia 
la ley romana, an idem corpas sit , quantitas eadem y idemjus , eadem 
causa petendi, et eadem conditio per sonar um. Sobre la misma cosa 
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y por la misma causa, entre las mismas personas, y con la misma 
calidad, según la fórmula de nuestros pragmáticos, no cabe un se¬ 
gundo juicio. Non bis in ídem, dice la máxima latina. Hay pues, 
que apreciar bien para no equivocarse la identidad de! delito ó del 

hecho justiciable. 

El mismo hecho. Hay pocas espresiones que parezcan tan sim¬ 
ples y claras, y que sin embargo hayan dado lugar á tantas difi¬ 
cultades, y sobre las cuales la jurisprudencia de la córte de casa¬ 
ción del vecino imperio parezca ofrecer mas confusión, según es¬ 
cribe el notable Consejero de la misma Mr. Mangin. Nosotros no 
tenemos hasta ahora una fuente de verdadera jurisprudencia propia 
sobre esta cuestión, y es lícito buscar en la estraña la solución de 
las dificultades ocurridas cuando solo se trata de la doctrina. 

Bajo tres hipótesis comprende aquel ilustrado escritor todos los 
casos particulares que pueden ocurrir sobre la duda de la identidad 
de los delitos: 

1. a El hecho que dá lugar á nueva persecución es distinto y 
separado de aquel que motivó la primera acusación. 

2. a El hecho que nuevamente se persigue era conexo con el de 
la primera acusación. 

3. a El hecho de la primera acusación ha generado otros delitos 
V las nuevas persecuciones son motivadas por uno de estos. 

Por este sencillo análisis del hecho justiciable, compuesto, cuya 
división se percibe mejor tratándose de delitos, pero que puede 
aplicarse igualmente á las faltas, se comprende desde luego en dón¬ 
de se encontrará á veces la dificultad de conocer si hav ó no iden- 
tidad de delitos, si se trata del mismo hecho si ha de valer la escep- 
cion de la cosa juzgada. 


Es fácil proponerse ejemplos de los casos ó delitos á que las 
tres hipótesis se refieren, y habrémos de limitarnos á esponer al¬ 
gunos de las faltas de que aquí únicamente se trata. 


De la primera hipótesis no es estrano el caso de que en una 
riña se havan causado por una misma persona á otras dos, lesiones 
simples de las de que habla el art. 484 del Código, que solo impi¬ 
den al ofendido trabajar de uno á cuatro dias, y de las que solo se 
baya quejado uno de los lesionados. Si después de celebrado juicio 
sobie e»ta queja se presentase el otro ofendido á perseguir también 
por su lesión al agresor, no podría éste oponer la eseepeion de cosa 
juzgada, pues que si bien la ofensa se habia causado en la misma 

TOMO ll. 
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riña y por ia misma persona, el hecho era distinto y separado del 
primero que solo habia sido objeto del juicio. Y tampoco habría 
identidad de hecho, si la primera lesión juzgada fuese verdadera 
falta, y 1a. que luego se persiguiera resultare mas grave constitu¬ 
yendo ya un delito. Mas difícil es el caso de hurto de lenas de que 
habla la Audiencia de Valladolid. Es de suponer que como falta se 
hubiese comprendido por el Alcalde en el art. 491 , apareciendo 
que el que habia entrado en monte á cortar ramaje ó hacer leña 
do taló árboles ni causó daño que escediera de dos duros. Pero des¬ 
pués habrá sido acusada la misma persona por verdadero hurto de 
leñas, talando árboles ó cansando daño por mayor cantidad. El 
hecho ha podido ser el mismo, y sin embargo se vé que se ha divi¬ 
dido. Perseguido primero como falta, y juzgado como tal bajo una 
apreciación rebajada, se ha acusado después como delito, sin duda 
bajo otras pruebas que así lo acreditasen. Esta segunda faz del 
hecho le hace ser distinto y separado del primero, y de todas suer¬ 
tes no se trata de la misma acusación objeto del primer juicio, ni de 
la misma causa, v la misma cosa, v faltando esta identidad no cabe 
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la escepcion de cosa juzgada. 

En la segunda hipótesis, se llama hecho conexo, al que en el 
idioma de nuestro Código sirve de medio para ejecutar otro. Uno 
se propone reñir con cualquiera y le insulta y luego en el mismo 
acto le hiere. El insulto ha podido ser lina injuria liviana de las de 
que habla el art. 493, y la herida un delito. Perseguido sin em¬ 
bargo el agresor benignamente por la falta y castigado, no puede 
aceptarse que la sentencia dictada en este juicio verbal, sirviera 
luego como escepcion de cosa juzgada, contra la acusación del Mi¬ 
nisterio público por el delito. No habia identidad de delito, ni se 
trataba del mismo hecho. Este era divisible puesto que el uno ha¬ 
bia servido de medio para cometer el otro. El segundo juicio no 
tenia por objeto la misma cosa y causa que el primero. Según el 
art. 77 del Código, no debe ciertamente imponerse mas que una 
pe na por estos dos hechos. Mas no por eso podrían considerarse 
juzgados ambos, y castigado el delito, y prescrita la acción pública 
para perseguirlo, porque se hubiera perseguido y castigado aisla¬ 
damente la falta. 

En la tercera hipótesis, cuando el hecho de la primera acusación 
ha generado otros delitos, ó como dice el citado artículo, cuando un 
solo hecho constituye dos ó mas delitos, debe acontecer lo mismo. 
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Hemos visto el «aso práctico de (pie en* una riña un hombre dió un. 
palo á otro en la cabeza por encima del sombrero, dejándolo ten¬ 
dido en tierra. De pronto no apareció mas que una contusión que 
¡¡e curó á los cuatro dias, y se castigó en juicio verbal como falta. 
Pero a pocos dias después, murió de repente el contuso, y hecha 
la autopsia, resultó la muerte causada por un derrame en el cere¬ 
bro, efecto de aquel golpe. Se abrió causa sobre este homicidio, se 
escepcionó la cosa juzgada, y no tuvo ni podía tener lugar la es- 
cepcion. El hecho era el mismo. Sus consecuencias fueron dobles; 
la contusión v la muerte. El juicio de faltas separó equivocadamente 
la primera, v el homicidio no podia quedar impune, y no podia de¬ 
cirse juzgado.—Otras veces sucede que una pedrada hiere á tres 
ó cuatro personas, y no porque una de estas se haya anticipado 
a perseguir al agresor en juicio de faltas, puede éste valerse de la. 
escepcion de cosa juzgada respecto á las demás. El hecho es en 
verdad el mismo, ó uno solo, pero las consecuencias se dividen, v 
ellas son las que han causado las diversas infracciones, que si no 
se castigan todasá la vez, pueden ser objeto de diferentes juicios. 

Y hé aquí como un mismo hecho, al parecer, no produce la 
identidad de delitos, ó del hecho justiciable; y cómo, faltando la 
identidad puede dividirse y juzgarse separadamente sin obstáculo 
de la cosa juzgada. 

Según esto, y de todas suertes, la cuestión de si puede peí se ¬ 
guirse como delito el mismo hecho castigado como falta, viene á 
resolverse en la cuestión de apreciación de la cosa juzgada. Y que 
e! delito puede y debe perseguirse siempre y en todo caso, mien¬ 
tras no se interponga la prescripción de la acción pública, no cabe 
dudarlo, puesto que la ley impone este deber al Ministerio público 
bajo su responsabilidad. 

Pero se ha dicho, que no dándose recurso alguno contra las 


sentencias ejecutorias dictadas conforme á la lev provisional en los 
juicios de fallas, ni existiendo todavía entre nosotros el Tribunal 
de casación en lo criminal, no hay términos hábiles para anular 
directa ni indirectamente tales sentencias; y ellas se oponen a 
¡apersecución como delito del mismo hecho castigado como falta. 

En esta manera de oponer los respetos de la cosa juzgada á todo 
examen del juicio verbal, parece haber algo de superstición ru blo 
en favor de la autoridad del mas débil, ó sea de los Alcaldes. Por¬ 
que sino, habría de reconocerse que aun tratándose de las ojéenlo- 
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rias de los Tribunales mas altos, se abren y siguen y juzgan nue¬ 
vas causas y se persiguen y castigan nuevos delitos, como no juz¬ 
gados ni comprendidos en juicios anteriores sobre el mismo hecho . 
Diariamente ocurren en los Tribunales nuevos procesos de esta cla¬ 
se en que se persigue algún delito procedente del mismo hecho an¬ 
tes juzgado, pero que no se había tenido presente en el juicio ante- 
rior. Y se opone la escepcion de cosa juzgada, y al estimarla, ó no, 
se viene á resolver sobre si existia, ó no, la identidad del delito ó 
del mismo hecho. 

No habían de ser de mejor condición las ejecutorias de los jui¬ 
cios verbales, que las de los demás Tribunales. Y si esto es legal 
como se vé, es fuerza concluir que los Jueces y Tribunales que tie¬ 
nen jurisdicción para conocer de los delitos, son competentes para 
juzgar si los mismos delitos han sido ó no objeto de otro juicio es¬ 
crito ó verbal anterior, ó lo que es lo mismo, para decidir sobre si 
há, ó no, lugar á la escepcion de la cosa juzgada. 

Y para esto no es necesario abrir un juicio de nulidad contra la 
sentencia ejecutoria dictada en el juicio de faltas, como lo indica 
uno de los informes. No se necesita tampoco, como otro lo creyera 
indispensable, anunciar ni formar una contienda de competencia. 
El Juez, de oficio, ó el Fiscal ejercitando la acción pública, no po¬ 
diendo prescindir del deber de perseguir todo hecho que aparezca 
constituir delito, promueven la averiguación sumaria del mismo, y 
la cuestión ó la escepcion de la cosa juzgada, salta al instante y se 
interpone naturalmente, si sobre el propio hecho ha ocurrido ya 
otro juicio; y en esa causa, en ese nuevo juicio criminal promovi¬ 
do, es fuerza discutirla y decidirla por el Juez mismo competente 
para conocer del delito, sin que pueda ponerse en duda la plenitud 
de su jurisdicción y competencia para estimar ó desechar la es* 
cepcion propuesta. Y sin necesidad de anular el juicio verbal ante¬ 
rior, que esto no entra en el objeto y fin del procedimiento; sin ne¬ 
cesidad de sustanciar un incidente de competencia, que no cabe 
tampoco entre el Juez inferior, y el superior gerárquico, queda re¬ 
suelto ese artículo prévio, ó se aplaza para definitiva si la dificul¬ 
tad del caso ó de la prueba así lo exige. Y lo que suele acontecer 
es que el mismo hecho que aparecía íntegramente juzgado como 
falta, era un hecho divisible, del cual solo habia conocido en parte 
el Alcalde, tomando una fracción por|el todo del hecho justiciable, 
y dejando intacto y sin juzgar precisamente el delito nuevamente 
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perseguido. Esto es común en la práctica, y no podrá decirse que 
la solución no sea legal. 

Para apreciar la escepcion indicada, podrán ser mas ó menos 
acertadas las soluciones de las hipótesis espuestas. En esa aprecia¬ 
ción, que muchas veces ha de ser difícil, cabe sin duda el error. 
Nunca será grande el perjuicio si en los fallos de tales causas, se 
abona á los juzgados por la falta la pena impuesta, como la prácti¬ 
ca lo viene haciendo. Siempre seria inmenso el daño social de la 
opinión contraria. Pero lo que no parece dudoso es que la cuestión 
propuesta tiene su solución en la cuestión de la escepcion de la cosa 
juzgada. El Tribunal de Casación en lo criminal es el llamado á 
fijar mas bien la jurisprudencia sobre la identidad de los delitos, 
ó del mismo hecho justiciable. 

Entre tanto, si V. A. halla acertado lo espuesto, puede resol¬ 
ver en sentido afirmativo la duda que ha dado lugar á este espe¬ 
diente informativo, «sobre si después de celebrado juicio verbal de 
faltas por un hecho mal calificado de falta, puede perseguirse este 
mismo hecho como delito en procedimiento escrito por el Juez com¬ 
petente.» En cuyo caso se encargará este Ministerio de circular lo 
conveniente á todos los funcionarios fiscales para procurar la uni¬ 
dad de la jurisprudencia. 

El Tribunal, sin embargo, resolverá como siempre lo mas 
acertado. 

Madrid 24 de diciembre de 1863. 

P. D. 

Al varado. 


Nota. El Tribunal resolvió, «corno propone el Sr. Fiscal.» 



22 


DICTÁMENES FISCALES. 


¿ Qué significan las palabras conforme de toda conformidad del 
párrafo 3.° de la regla 46 de la Ley provisional para la aplicación 
del Código penal ? 


{Dictámen de la Fiscalía del Tribunal Supremo de Justicia; por 
el Teniente Fiscal del mismo Sr. Alvarado.) 


El Fiscal dice: que el informe pedido á la Audiencia de. . . . 
sobre la esposicion que al Ministerio de Gracia y Justicia han ele¬ 
vado los dos Magistrados que eran de la Sala segunda de la misma 

D.y D.solicitando 

una aclaración al párrafo tercero de la regla 46 de la Ley provi¬ 
sional para la aplicación del Código penal, viene evacuado en cua¬ 
tro escritos razonados é instructivos, en que se examina la duda 
propuesta, bajo diferentes aspectos, y se resuelve en dos distintas 
opiniones. 

¿Qué significan las palabras conforme de toda conformidad , de 
que usa aquella regla? ¿Há de ser la conformidad absoluta de la 
sentencia de vista con la de primera instancia, no solo en su parte 
dispositiva, si no también en todos sus fundamentos? Tal es la duda 
consultada. 

Esta duda que no se habia presentado hasta ahora así formula¬ 
da, nació en el ánimo de aquellos dos celosos Magistrados en una 
ocasión grave y crítica; al votar la sentencia de muerte de í. 
C. y M. B., en la célebre causa de robo con homicidio en la calle 

de.de esta capital. El delito venia calificado por el 

Juez de primera instancia de premeditado: ellos creían que esta 
calificación era cuestionable, mientras que no podia serlo la de 
alevoso; y que era muy importante partir seguramente de este dato 
para penar á los encubridores. Dábase, además, este último carác¬ 
ter á una de las procesadas, fundándolo en una esposicion de he¬ 
chos que creían también equivocada, y que debía cambiarse por lo 
mucho que en su concepto afectaba á la buena doctrina: siendo 
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asimismo de parecer que el lenguaje- de la sentencia, al esponer los 
hechos podía adaptarse mas á las reglas de una buena construc¬ 
ción. Convenían, sin embargo, con sus compañeros, en todas las 
penas que se habían impuesto en la primera instancia, así á los 
reos principales como á los encubridores. Pero siendo su opinión 
que la conformidad completa entre la sentencia de primera instan - 
cia y la de vista, así abarca su parte dispositiva como las aprecia¬ 
ciones que en ellas se establecen; veían de diversa manera la cues¬ 
tión y estaban por dejar entrada al recurso de súplica. Y como la 
mayoría de la Sala confirmó en todas sus partes la sentencia de 
primera instancia, ellos salvaron su voto, V obtenida autorización 
para usar de él, se decidieron á recurrir á S. M. con la idea de ob¬ 
tener una aclaración que creen necesaria de las citadas palabras de 
la regla 46. 

El Fiscal de la Audiencia sostiene con mucha lucidez la misma 
opinión afirmativa. «Dice, que la nueva Ley provisional, dejando 
vigente el sistema misto que habia aceptado el Reglamento provi¬ 
sional para la administración de justicia, y por consiguiente el se¬ 
creto y procedimiento escrito, combinado con la publicidad y el 
juicio oral, así como también la pluralidad de instancias admitida 
por nuestras antiguas leyes, introdujo entre otras reformas la de 
que los tribunales y Jueces funden las sentencias definitivas: pre¬ 
cepto que derivándose necesariamente del principio de la publici¬ 
dad, constituye una garantía de los derechos sociales, por cuanto 
no solo se establece en todo fallo una verdad sobre el hecho con¬ 
trovertido, sino que se estiende su doctrina á todos los que puedan 
encontrarse en igual caso para que les sirva de norma en su con¬ 
ducta. Añade, que es imprescindible por lo tanto que, sirviendo 
como en realidad sirven de premisas de la parte dispositiva del fa¬ 
llo, los hechos y consideraciones que le preceden, haya enlace y 
relación en los pensamientos, formando todos ellos una cadena in¬ 
disoluble, para que no venga en último resultado á establecerse 
un verdadero divorcio entre la consecuencia y las premisas. Conti¬ 
núa esponiendo que si bien la Ley provisional, siguiendo el camino 
de reformas emprendido por el Reglamento, ha disminuido los ca¬ 
sos en que pudieran incoarse las terceras instancias, admite la sú¬ 
plica en los de pena de muerte, siempre que ambas sentencias no 
sean conformes de toda conformidad , como un justo tributo pagado 
por el legislador á la vida del hombre: y esto porque considera la 
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revisión de los fallos como una garantía de acierto. Y no vacila 
por tanto en asegurar que la conformidad absoluta de que habla el 
párrafo 3.° de la regla 46 citada, al tratar de la pena de muerte, 
no solo se refiere á la parte de la sentencia que contiene la dispo¬ 
sición, sino ásus fundamentos, que son como la síntesis del proce¬ 
so: porque sino podría decirse que aquellas palabras serian un pleo¬ 
nasmo, que no debe suponerse en ninguna ley. Para justificar mas 
bien su opinión, cita el caso práctico de que un Juez de primera 
instancia, formando causa contra determinada persona por homi¬ 
cidio plenamente probado, falló que había concurrido en la ejecu¬ 
ción la circunstancia de ensañamiento ; mientras que la Audiencia 
no hallándola bastante probada, declaró que la que lo estaba era 
circunstancia de alevosía. La pena capital se confirmó según pro¬ 
cedía en uno y otro caso; pero no cabía, dice, mayor discrepancia 
entre uno y otro fallo, distando tanto entre sí como la afirmación y 
la negación. Y solo en el caso de estar ambos tribunales conformes 
en la apreciación de una de esas circunstancias cualiíicativas pre¬ 
cisas que determinan la imposición de la última pena, que es lo 
que constituye la razón del fallo, podrá decirse moral y legalmente 
que existe la conformidad absoluta requerida por el párrafo 3.* de 
¡a regla 46, y todavía cree deber recordar que en la mayor parte de 
las naciones de Europa se halla establecido el recurso de casación 
en lo criminal, siendo en algunas de ellas necesario cuando se im¬ 
pone la pena de muerte. Esta garantía en muchos casos conduce á 
promover el ejercicio de la mas preciosa prerogativa que compete 
al Monarca, cual es la de perdonar á los delincuentes. Y ya que en 
España no se ha establecido aquel recurso, parece que no debe 
cerrarse la puerta al último á que puede acudir el desgraciado 
contra quien pesa la terrible condena de muerte.» 

La mayoría de la Audiencia, ó sean doce Magistrados, además 
de los dos recurrentes, aceptando completamente este ¡dictámen 
Fiscal, informan: «que si bien la sentencia de vista pronunciada en 
la causa que produjo la indicada esposicion, no da motivo á que se 
dude acerca de la verdadera inteligencia del citado pár. 3.° déla re¬ 
gla 46, porque habiendo consistido aquella sentencia en la acep¬ 
tación plena y absoluta de la de primera instancia, fué á todas 
luces conforme de toda conformidad con esta, es lo cierto que aquella 
sentencia dio ocasión á que discutiéndose entre todos los Ministros 
de la Sala acerca de la verdadera inteligencia de dicho párrafo 3.°, 
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se pusiera de manifiesto una divergencia sustancial en las opinio¬ 
nes de unos y otros; y mucho mas después en el Tribunal pleno al 
discutirse este informe. La dificultad, dicen, no consiste precisa¬ 
mente en las palabras conformes de toda conformidad, sino mas 
bien en la palabra Sentencia, que unos creen aplicable únicamente 
á la parte resolutoria, y otros la estienden también á sus prece¬ 
dentes ó fundamentos. Y la consignación de hechos y aplicación de 
derecho que en estos se hacen, son partes esencialísimas de la sen¬ 
tencia. ¥ por ello creen, que si la sentencia de vista no confirma la 
de primera instancia mas que en la imposición de pena de muer¬ 
te, v la altera por poco que sea en la aplicación de las disposicio¬ 
nes del Código penal, no hay la conformidad requerida, sino que 
hav una verdadera revocación ó discordancia esencial. Hacen al- 
gunas mas observaciones, omiten otras refiriéndose á lo ya espues- 
to en el informe fiscal, y concluyen haciendo mérito de un caso no 
mencionado allí que ocurre con frecuencia y ocurrió en la citada 
causa. Hasta ahora, dicen, se parte del supuesto de que la causa 
se dirija contra un solo reo, ó de que aun dirigiéndose contra va¬ 
rios, algunos de los cuales sean castigados con la pena capital, tanto 
por la sentencia de vista como por la del Juez inferior haya alguna 
diferencia no obstante respecto á los fundamentos. Pero puede su¬ 
ceder que comprendiendo en efecto una causa á diferentes reos, 
é imponiéndose por el Juez inferior á algunos de ellos la pena de 
muerte, y á los demás otras penas menores aflictivas, la sentencia 
de vista confirme completamente la del Juez en cuanto á los prime¬ 
ros, tanto respecto á la pena como á la consignación de hechos y á la 
aplicación del derecho, y la revoque en cuanto á los segundos , al¬ 
terando la penalidad que les impone. En este caso ¿será admisible 
con arreglo al espresado párrafo 5.° la súplica que interpongan los 
sentenciados á la pena de muerte? La Audiencia contesta con se¬ 
guridad que sí: ya porque muchas de las observaciones anteriores 
son aplicables á este caso; ya porque en él no habría completa con¬ 
formidad entre ambas sentencias, ni aun en su parte dispositiva; 
va finalmente, porque, si en el indicado caso, los reos condenados 
á penas aflictivas interpusiesen súplica de la sentencia de vista, 
podría suceder que por muy independiente y separada que hubiese 
aparecido en las dos instancias anteriores la delincuencia de unos 
y otros procesados, surgiesen y se presentasen en la instancia terce¬ 
ra nuevos datos y nuevas justificaciones que obligasen á cambiar ó 
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modificar el juicio de la Sala de revista respecto á los que en las 
sentencias anteriores habían sido condenados á la pena ca¬ 
pital.» 

Los Magistrados I). J. M. C., D.D. M. R. T. y D* F. F. N., 

informando por separado, «son no obstante de la misma opinión 
que la mayoría, están completamente de acuerdo con el dictamen 
fiscal, pero piensan, en su lugar, que no admite duda alguna la in¬ 
teligencia de la regla 46 de la ley provisional. Desde el largo 
tiempo que se aplican sus disposiciones, no han presenciado con¬ 
flicto alguno sobre su aplicación. Y temen que siempre que se quie¬ 
ra tocar á los principios generales en que descansan todas las re¬ 
glas del notabilísimo libro l.° del Código penal, lo mismo que la 
46 de la ley provisional, se tropezará con el gravísimo inconve¬ 
niente de llegar al casuismo tan peligroso: y pretendiendo esclare¬ 
cer aquella regla á título de desvanecer dudas, se procederá de 
una dificultad en otra á multitud de casos que se conciben á pri¬ 
mera vista y otros que irá exigiendo la necesidad permanente de 
la prácticaliasta descender á un verdadero tratado casuístico.» 

Y los otros cuatro MagistradosD. T. M., D. M. G., D. N. L., y 
D. A. G. C., evacuando su informe también separadamente, forman 
la minoría que sostiene la opinión contraria. «Creen que se daría 
demasiada latitud á la inteligencia de! párrafo 5.° de la regla 46 
admitiendo la súplica en las causas de muerte por cualquiera nove¬ 
dad que la Sala de vista considere necesario introducir en los fun¬ 
damentos de la sentencia de primera instancia. Y entienden, que 
es mas conforme á la recia interpretación de la misma regla el que 
la identidad absoluta á que se refiere haya de concretarse ála par¬ 
te dispositiva de las sentencias de vista, y de primera instancia, á 
la conformidad completa en la pena capital, sus accesorias é inci¬ 
dencias, cualquiera que sea la diversidad que entre una y otra 
exista en cuanto á los fundamentos de hecho y derecho. Dicen que 
lo que en sentida estricto y riguroso forma propiamente la verda¬ 
dera sentencia es su parte decisiva ó resolutiva: los fundamentos de 
ella, según las mismas palabras lo indican, no son otra cosa que la 
razón del fallo; de la propia manera que el fundamento de una dis¬ 
posición legal no es la ley misma sino solo la razón de ella: del mis¬ 
mo modo también que el preámbulo razonado,que precede á un 
Rea! decreto, no es lo que constituye el decreto , sino únicamente 
los motivos de sai promulgación. Y se apoyan además en La juris- 
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prudencia establecida por este Tribunal Supremo para casos idén¬ 
ticos eo los recursos de la casación civil. Así es que en sentencias 
de 18 de junio de 1857 y 25 de noviembre de 1859, ha declarado 
que el recurso de casación solo procede contra lo decisivo de las 
sentencias, y no contra los fundamentos de hecho y de derecho que 
con más ó menos oportunidad y acierto puedan consignarse: citan¬ 
do otras sentencias en que se hicieron declaraciones semejantes. 
Añaden, que precisamente en la ley de Enjuiciamiento civil y su 
artículo 1027 se usa de las mismas palabras que son objeto del in¬ 
forme. pues establece que preceda el depósito en el caso que indi¬ 
ca, si fueren conformes de toda conformidad las sentencias de pri¬ 
mera y segunda instancia. Y suscitada cuestión sobre su inteligen¬ 
cia acerca de si procedía ó no el depósito en un recurso propuesto, 
el Tribunal ha declarado en su sentencia de 5 de mayo de 1858, 
que la locución conformes de toda conformidad y de que usa el cita¬ 
do artículo, escluye toda interpretación, limitando la prescripción 
legal á la absoluta y completa conformidad de las sentencias en su 
parte dispositiva . Declaración que se habia hecho ya en otra sen¬ 
tencia de 23 de enero de 1857, en la cual hay de notable que se 
hizo encargo á la Sala segunda de la Audiencia de Mallorca, «que 
en lo sucesivo en casos iguales, esto es, en los casos en que la sen¬ 
tencia de vista en su parte resolutiva sea conforme de toda co?ifor - 
midad con la del Juzgado de primera instancia, no admita el recur¬ 
so de casación sin previo depósito.» Y creen, por último, que la 
doctrina de estos fallos supremos, es del todo aplicable á la cues¬ 
tión que se ventila, como que esta solo versa acerca de la genuina 
y verdadera acepción de la locución ó frase de que usa el párra¬ 
fo 3.° de dicha regla 46: y nadie, dicen, podrá dudar, que el sen¬ 
tido y valor de las palabras, ó el tecnicisimo jurídico, es siempre 
el mismo, é idéntica la acepción de las locuciones forenses, ora se 
trate de materia criminal, ora se contraigan á materia civil > 

Estos son los fundamentos principales de las diferentes opinio¬ 
nes que han surgido en la Audiencia de esta córte sobre la cuestión 
propuesta. 

El Fiscal después de haber examinado dichos informes, ha pe¬ 
dido antecedentes al archivo de la Fiscalía y al del Tribunal, y 
resulta que no se ha presentado aquí hasta ahora esta cuestión 
como duda ó consulta, ni como motivo de queja. Y no dehe estra- 
ñarse que no haya ocurrido todavía un verdadero conflicto desde 
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la fecha de la ley provisional sobre la aplicación de la regla 46. 
Los Jueces y Magistrados de este siglo, educados en los principios 
mas humanitarios del moderno derecho penal, con nada se preo¬ 
cupan tan profundamente, en el ejercicio de su difícil ministerio, 
como con las causas de muerte: están ya habituados á prestar mu¬ 
cho respeto á la vida del hombre, y á preservarse mas cuidadosa¬ 
mente del error, cuando se ven en la terrible necesidad de impo¬ 
ner la pena capital. Y siempre que hubo de ofrecerse la menor du¬ 
da, la mas ligera vacilación en la aplicación de esta condena, siem¬ 
pre se ha procurado formular en el fallo la desconformidad para 
dar lugar á la súplica. Habrá habido respeto supersticioso tal vez 
áesta práctica; defecto nunca; precipitación en un fallo de muerte, 
jamás. No tenemos noticia de ningún ejemplar. Por eso no ha de¬ 
bido ocurrir hasta ahora tal conflicto. Es, pues, preciso descartar 
de esta cuestión todo temor de un abuso semejante á que parece 
aludirse en alguno de los informes, porque una impresión de esta 
clase podría inducir en error, y llevarnos á una interpretación 
equivocada. 

El que suscribe no puede menos de contestar negativamente á 
la cuestión propuesta; porque entiende: que la conformidad com¬ 
pleta que requiere el párrafo 3.° de la regla 46 de la ley provisio¬ 
nal, eo la sentencia de vista con la de primera instancia, para que 
no haya lugar á súplica, se limita á la parte dispositiva del fallo, 
como lo dice literalmente el párrafo 2.°: que esta esplicacion no 
solo es conforme á la letra de aquella regla, sino á su espíritu: que 
hoy se halla además resuelto así, para una fórmula ó locución idén¬ 
tica por los documentos citados de la jurisprudencia: y que tal es 
también la jurisprudencia de otros países mas esperimentados en 
la institución de la casación, en lo criminal como en lo civil. 

Cuando fijamos bien la atención en el contesto de la citada re¬ 
gla 46, creemos ver dentro de su mismo tenor literal la solución 
que se busca. En el primer párrafo se establece la regla general y 
absoluta de que «no habrá lugar á súplica de la sentencia de vista, 
tratándose de penas correccionales, sea confirmatoria ó revocato¬ 
ria.» Y según esta disposición, si la seutencia impone solo penas 
correccionales, aunque sus fundamentos sean erróneos ó equivoca¬ 
dos, ó se esponga en ellos alguna duda sobre si el delito es mas ó 
menos grave, no cabe el recurso de súplica. 

Pero el párrafo 2.° es mas terminante. De dos modos diferentes 
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se espresa en él que la conformidad ó divergencia entre el fallo de i 
Juez inferior v el de la Audiencia se refiere solo á la parte disposi¬ 
tiva de la sentencia, sin lomar en cuenta sus fundamentos. «Tam¬ 
poco habrá lugar ásúplica, dice, aunque se trate de penas aflicti¬ 
vas, cuando la divergencia entre el fallo del Juez inferior y el de 
la Audiencia , no consista en lo sustancial de la pena , sino en las 
accesorias, ó incidencias de menos importancia, á juicio del Tribu¬ 
nal.» Asi se vé que la divergencia la limita al fallo, y á lo sustan¬ 
cial de la pena. Y la palabra fallo no puede aplicarse rectamente 
sino á la parte ejecutiva de la sentencia. Pero cuando todavía, 
añade, que la divergencia «no consista en lo sustancial de la pena, 
sino en las accesorias ó incidencias», no queda ya la menor duda de 
que solo se refiere á esa parte de la sentencia en que se hace apli¬ 
cación de las penas. Esta doble locución del párrafo aclara comple¬ 
tamente su pensamiento. El sabia que podía ocurrir divergencia , y 
muy esencial, entre los fundamentos de uno y otro fallo: no trata 
de ellos. Esos fundamentos, esos motivos ó parte puramente esposi- 
tiva no se toman en cuenta para el efecto de abrir, ó no, la tercera 
instancia. Para esto se mira solo á las penas que son las que se eje¬ 
cutan, no á los fundamentos, que no son nunca objeto de la ejecu¬ 
toria. Y conforme á este párrafo, aunque se trate de todas las penas 
perpétuas, y de la cadena, mas terribles para algunos que la mis¬ 
ma pena de muerte, si el fu lio del Juez inferior y el de la Audien¬ 
cia están conformes en lo sustancial de esa condena, aunque haya 
divergencia en las penas accesorias, ó incidencias de menos im¬ 
portancia, tampoco habrá lugar á súplica. Y así es también que 
aunque los fundamentos de los fallos estén tan divergentes que el 
uno califique el delito de homicidio alevoso ó premeditado , y de¬ 
clare el otro que no existe ninguna de estas circunstancias cualifi¬ 
cadas, s\x\o h de, ensañamiento, como la divergencia no consista 
en lo sustancial de la pena perpétna ó aflictiva, la súplica es abso¬ 
lutamente inadmisible. Tal es la sanción esplícita, inequívoca de! 
párrafo 2.° 

El párrafo 3.° se esplica ya por el 2." Ahora se comprenderá 
mejor su tenor literal. *Se esceptúa, dice, el caso en que la senten - 
cia de vista imponga la pena de muerte, pues entonces procederá la 
súplica, siempre que aquella no sea conforme de toda conformidad 
á la de primera instancia.» Como se ve, esta no es inas que una 
simple escepcion del párrafo anterior: no es una regla nueva. Cierto 
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es, que ya vuelve á usarse la palabra sentencia en vez de fallo , 
y esta variante es todo el fundamento de la duda contraria. Pero 
aquí se ha variado la locución como en muchos lugares del Código, 
sin variar por eso el significado de las palabras; solo por corrección 
de lenguaje y evitar repeticiones. En el primer párrafo se habia di¬ 
cho sentencia para espresar, como se ha indicado, solo su parte 
dispositiva: en el seguudo se dice fallo ; y en el 3.° huyendo de la 
repetición inmediata, vuelve á usarse la palabra sentencia: mas en 
todos, para espresar el mismo pensamiento concreto que tan claro se 
ve en el 2.° ¿Qué significa, pues, la escepcion de ese párrafo 3.°? 
Significa que cuando la sentencia de vista imponga la pena de 
muerte, no basta para que no proceda la súplica, que no haya di¬ 
vergencia con la del Juez inferior en lo sustancial de esa pena; sino 
que no ha de haberla tampoco en las penas accesorias; ni tampoco 
en las incidencias de menos importancia. Significa que la sentencia 
de vista tiene que ser conforme de toda conformidad con la de pri¬ 
mera instancia: conforme en la pena de muerte hasta en el modo de 
ejecutarla; conforme en todas las penas accesorias, y conforme aun 
en las incidencias de menos importancia, como son cualesquiera 
otras responsabilidades que el caso requiera. Esta es la plena con¬ 
formidad que se exige. Con ella se hace una escepcion muy marca¬ 
da del párrafo anterior. Allí uo bastaba una divergencia cualquiera 
en los fallos para caiísar la súplica; era preciso que consistiera en 
lo sustancial de la pena. Aquí toda divergencia, la más leve des¬ 
conformidad, no ya en la pena principal, siuo en cualquiera de las 
accesorias ó incidencias aun las de menos importancia, impiden la 
ejecutoria, y dan lugar á la súplica. Escepcion conocidamente he¬ 
cha en favor de la terrible pena de muerte. Pero no se puede decir 
queeste párrafo, al usar las palabras conforme de toda conformidad , 
y sentencia, ha querido significar que los fallos han de ser conformes 
hasta en sus fundamentos. Esto no esta en su letra, y para que tal 
se entendiera, seria preciso que espresamente lo digese, porque no 
puede deducirse por las reglas de interpretación. La escepcion es- 
cedería la regla, no quedaba dentro de ella, no era ya solo una li¬ 
mitación, sino que vendría á establecer una regía más, y esto re¬ 
quería otro artículo aparte. El párrafo segundo habla soto del fallo 
y de la aplicación de tas penas. El párrafo 5.° no puede esteuderse 
a ios fundamentos, sin violencia. Unicamente de las pena* trata to¬ 
da la regla 46: de las correccionales primero, de las aflictivas des- 
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¡mes, v por-último de la pena de muerte. Si el párrafo 3.° quisiera 
expresar otra cosa diría naturalmente, conforme de toda conformi 
dad no solo en el fallo sino en sus fundamentos. La regla 44 dejaba 
establecido que «los Tribunales y Jueces fundarán las sentencias 
definitivas.» Y esta locución parece establecer ya una diferencia 
entre las sentencias y sus fundamentos. Y cuando después en la 4f> 
se habla solo de senteucia y no de los fundamentos, la interpreta¬ 
ción pecaría de ostensiva comprendiendo estos en aquella. Por eso 
concluimos, que según el tenor literal de la citada regla, la confor¬ 
midad completa que requiere el párrafo 3.° se limita á la parte dis 
positiva de la sentencia. 

Pero se dice en contrario que los fundamentos no son mas que 
las premisas de la sentencia de la que no se pueden separar sin 
causar un verdadero divorcio, porque forman con ella una cadena 
indisoluble: que constituyen además una garantía de los derechos 
sociales, por cuanto no solo se establece en todo fallo una verdad 
sobre el hecho controvertido, sino que estiende su doctrina á todos 
los que puedan encontrarse en igual caso para que les sirva de 
norma en su conducta: y que las palabras conforme de toda confor¬ 
midad, no solo se refieren á la parte dispositiva, sino á los funda¬ 
mentos de la sentencia; que son como la síntesis del proceso, pues 
en otro caso serian un pleonasmo que no debe suponerse en ningu¬ 
na ley. Y se añade, ¿cómo se ha de decir conforme de toda confor¬ 
midad una sentencia de vista, por ejemplo, que revoca la de prime¬ 
ra instancia, declarando que no concurre en el delito la circuns¬ 
tancia cualificada de ensañamiento, sino la de alevosía, por mas 
que haya conformidad en la imposición de pena de muerte? 


Este último argumento es el que se presenta con mas fuerza á 
primera vista, porque ataca la inteligencia de las palabras por la 
acepción natural de las palabras mismas. Pues no hay dada que 
choca con el buen sentido el que se llame conforme de toda con¬ 
formidad una sentencia que revoca sus mas esenciales fundamen¬ 
tos. Pero ya la mayoría de la Audiencia ha observado muy opor¬ 
tunamente que la cuestión no es tanto sobre la inteligencia de 
aquellas palabras conforme de toda conformidad, como sobre la de 
sentencia. Y sentencia , tiene, hoy que se funda, la misma signifi¬ 


cación que antes, que no se fundaba. Por uu respeto exagerado 
principio de autoridad, y evitar malas interpretaciones, esta 



prohibido fundar las sentencias. Hoy por respeto al principio con- 
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trario, de discusión y responsabilidad, se mandan fundar. Esto no 
parece que varíe la significación esencial de aquello. Ahora como 
antes la sentencia no deja de ser una cosa distinta de sus funda¬ 
mentos. 

Cuando se arguye como en contrario, se ataca el principio de 
la divisibilidad de la sentencia. Y esta cuestión que no es mas que 
la de la divisibilidad del juicio, está ya resuelta uniformemente por 
la ley y por la práctica. El juicio sobre un mismo delito y la sen ¬ 
tencia se dividen en muchos casos. La continencia de la causa se 
divide si los reos son de diversos fueros. Cuando conviene hacer un 
pronto y saludable escarmiento se divide también formando piezas 
separadas conforme al Real decreto de 11 de setiembre de 1820. 
Pero sobre este punto la disposición legal mas decisiva es el ar¬ 
tículo 83 del Reglamento provisional. «Si no resultare, dice, abso¬ 
luta conformidad de los votos necesarios para hacer sentencia, se 
remitirá la causa en discordia: pero si dichos votos se conformaren 
absolutamente en algún punto principal, aunque discuerden en 
otro subalterno, accesorio ó diferente que no tenga conexión coo 
aquel, y que por tanto pueda bien separarse, habrá sentencia legal 
y valedera respecto á aquello en que estuvieren enteramente con¬ 
formes los votos necesarios.» Hé aquí sancionada la divisibilidad 
del juicio y de la sentencia. Hé aquí también mas limitada todavía 
por la ley la significación de la palabra sentencia , que ya no se re¬ 
fiere precisamente á toda su parte dispositiva, sino que se aplica á 
cualquier punto del mismo fallo en que estén conformes los jueces 
en suficiente número. 

Esta disposición legal contesta también al otro punto de duda 
de que hace mérito el informe de la mayoría. Cree la Audiencia 
que si una causa comprende á varios reos, y el Juez inferior im¬ 
pone á alguno de ellos la pena de muerte, y á los otros otras pe¬ 
nas, aunque la sentencia de vista sea conforme de toda conformi¬ 
dad respecto al primero, sino lo es respecto á todos, la sentencia 
es suplicable. Esta opinión es contraria al citado artículo 83 del 
Reglamento y no se aviene tampoco con los principios del enjui¬ 
ciamiento. Allí se dice que habrá siempre sentencia legal y vale¬ 
dera respecto á aquello en que estuvieren conformes los votos ne¬ 
cesarios, y pueda bien separarse de los demás puntos ó reos justi¬ 
ciables. El argumento de que esta separación pudiera ser aparen¬ 
te, y dar lugar luego á conflictos, no puede admitirse, porque la 
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mas leve duda sobre la independencia del punto, ó del reo así juz¬ 
gado, escluye el caso del artículo. Pero toda vez que haya juicio 
seguro, ó sea sentencia conforme sobre cualquiera de los encausa¬ 
dos, que pueda bien separarse de los demás, se causa la ejecutoria 
y no há lugar á la súplica. Y esto mismo dicen los principios. El 
objeto de los juicios es llegar á una sentencia justa, pronta y eco¬ 
nómica. Y una vez obtenida la verdad y la justicia del fallo, la 
prontitud y la economía recomiendan mucho esa solución del ar¬ 
tículo 83. Aunque sean varios los reos de una causa, á cada uno se 
formula su acusación, y su cargo y sus pruebas y se oyen sus de¬ 
fensas, completándose así tantos juicios dentro de la causa como 
son los encausados. Y conforme á este proceso de cada uno, recae 
también el fallo individual que puede bien separarse y se separa 
frecuentemente de los demás. Bien comunes son en la práctica los 
casos en que las sentencias se declaran ejecutorias respecto á los 
unos, y suplicables para los otros. No podemos, pues, aceptar la 
opinión que sobre este punto emite la Audiencia. 

Por otra parte, cuando se trata de la pena de muerte, y las sen¬ 
tencias están conformes en que es fuerza imponerla, no es en ver¬ 
dad de tanto interés ni de tan perjudicial trascendencia, el que 
discorden en la apreciación de la circunstancia cualificada que dá 
lugar á ella. Que el homicidio se haya ejecutado con alevosía, por 
precio, por medio de inundación, incendio, ó veneno, con preme¬ 
ditación , ó con ensañamiento, el artículo 333 del Código iguala á 
todos los delincuentes que así obran, con la misma pena, y esto 
basta para el escarmiento, y para que la sentencia sirva de norma 
de conducta á los demás. Si á pesar de la conformidad en la con¬ 
dena, se discordase en la apreciación de la circunstancia cualifi¬ 
cada, ¿qué se iria á buscar con la súplica? La justicia del fallo, no, 
puesto que en él estaban los Jueces conformes. Se aspiraría al im¬ 
posible de uniformar la jurisprudencia por otra Sala que no tendría 
mas autoridad, ni mas condiciones de acierto que la anterior, y á 
cuyas apreciaciones probablemente no habría esta de deferir. Se 
pretendería uniformar las opiniones, y resultaría la mayor confu¬ 
sión de otra tercera tal vez. 

Que no se trate, pues, de buscar esa conformidad completa de 

la sentencia de vista y la de primera instancia en sus fundamento-;. 

Que no se diga que aquella y estos forman un todo indisoluble. La 

sentencia no se comprende, es verdad, sin los fundamentos. Pero 
tomo ir. g 
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tampoco estos se comprenden sin el proceso; y no por eso habrá <le 
decirse que este es indivisible. Para el efecto de admitir la súplica 
ya se ha visto que la regla 40 separa el fallo de sus fundamentos. 
Y no por eso podrá decirse que hay un vicio de locución en su pár¬ 
rafo 3.°, usando innecesariamente de las palabras conforme de toda 
conformidad. Si este fuese un pleonasmo, se cometería del mismo 
modo con una ú otra inteligencia. Pero no lo es, porque esta es 
una figura de construcción que solo se comete cuando se sobrepone 
alguna palabra innecesaria para comprender el pensamiento. Y la 
primera palabra conforme no bastaría á darlo á entender, puesto 
que la conformidad podía ser parcial ó total, y se quería que fuese 
completa, ó de toda conformidad en todas las penas. Espresion mas 
enérgica y que habla con mas claridad, á la que hay que mirar 
esencialmente en el tecnicismo del foro. 

Se añade, no obstante, que con esas palabras del párrafo o.° 
se ha querido espresar un pensamiento de respeto á la vida del 
hombre, facilitando por este medio la revisión de los fallos como 
una garantía de acierto. 

Tampoco participamos de esta opinión. Creemos por el contra¬ 
rio que bien estudiado el espíritu de la regla 46 , se reconoce que 
el legislador no considera la tercera instancia como garantía de 
acierto. Seguido el juicio con todos sus trámites y garantías en la 
primera instancia, coa el Juez único, y revisado después en se¬ 
gunda con toda la latitud de defensa, por la pluralidad de Jueces, 
de mayor categoría, queda ya asegurado el acierto del fallo hasta 
donde es prudente y humanamente posible. La tercera instancia 
ante otros Jueces iguales en número, en categoría y autoridad mo¬ 
ral, al paso que no concede ya nuevos medios á la necesaria de¬ 
fensa, abre un campo mas á la intriga y á los esfuerzos desespera¬ 
dos del reo penado, y aventura la justicia. Las terceras instancias 
vienen combatiéndose por esto hace mucho tiempo, y no sufren ya 
el examen de la ciencia y la esperiencia. Ya se ha reconocido que 
el Reglamento provisional las ha reducido bastante. El Real de¬ 
creto de 20 de junio de 4852, las suprimió para los delitos de con¬ 
trabando y defraudación. Ya las había suprimido antes la ley de 37 
de abril de 1821 para las causas de conspiración ó maquinaciones 
directas contra la Constitución. Y sin hacer mérito de esa misma 
supresión completa según la nueva ley de Enjuiciamiento civil, 
puede asegurarse también que se suprimirá en la que se espera 
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dei Enjuiciamiento criminal. Y no se diga que la suplirá la casa¬ 
ción, porque esta no tiene mas objeto que evitar las infracciones 
de ley y de un trámite esencial del juicio, pero no el revisar los 
fallos en el fondo. Si el legislador considerase las terceras instan¬ 
cias como garantía de acierto, no vendría suprimiéndolas y redu¬ 
ciéndolas de este modo. Y esa misma tendencia se vé en la regla 
46. El párrafo i.° las ha suprimido completamente. El segundo las 
reduce hasta negarlas aunque haya divergencia en el fallo, como 
no consista en lo sustancial de la pena principal. Y el 3.° aunque 
hace unaescepcion para los casos de pena de muerte, las niega 
también si hay conformidad completa en los dos fallos. No puede 
decirse por tanto que la revisión está en el espíritu de esa regla. Se 
vé, al contrario, que fija la verdad legal en el fallo de vista en las 
penas correccionales, aun siendo revocatorio del de primera ins¬ 
tancia; y lo mismo respecto á las penas aflictivas cuando los dos 
son conformes. Y acepta este criterio con mucha razón, porque 
después de él no hay sino incertidumbre y peligros. En las revistas 
tres Magistrados de los cinco, pueden revocar la sentencia de otros 
cinco conformes con los dos restantes y con el Juez de primera ins¬ 
tancia, y resultará que la minoría de tres votos se sobrepone á la 
mavoría de ocho. 

Y no debo reducirse á esto solo el espíritu de esa regla. Hay otros 
fines altísimos de la justicia que no le habrán pasado desapercibí- 
dos. ¡Cuántas veces el bien del Estado y los grandes intereses de 
la justicia misma, reclaman con la mayor urgencia la espiacion de 
un gran crimen, el pronto escarmiento de una ejecución! Pues si 
aunque sea plenamente conforme la sentencia de vista con la de 
primera instancia en la imposición de la pena capital, ocurre por 
casualidad algún yerro 6 apreciación equivocada en los fundamen¬ 


tos, esa pena no podría ejecutarse por mas notoria que sea su jus¬ 
ticia, supuesta la necesidad contraria de que la reforma de los fun¬ 
damentos diese lugar á la súplica. Esto es muy grave para que 
haya dejado de entrar en el pensamiento de la regla 46. 

Coniorme á este espíritu y á la letra de esa regla , ha venido la 
jurisprudencia de este Tribunal de casación, aunqueen materia ci¬ 
vil, á íijar mas bien la signiíicacioa de las palabras conforme de 
toda conformidad . No era esta una frase nueva ni aun en materia 
criminal. El artículo 72 del Reglamento provisional usaba ya de 
esas palabras al mismo propósito de admitir ó no la súplica. Y como 
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entonces no se fundaban las sentencias, no podía referirse aquella 
conformidad sino á su parte dispositiva. Cuando la ley provisional 
las ha copiado con el propio objeto, debe suponerse que lo hizo en 
el mismo sentido, 6 significando la misma jurisprudencia. Pero el 
artículo 1027 de la ley de Enjuiciamiento civil, exige en los recursos 
de casación por infracción de ley ó doctrina, el depósito de cuatro 
mil reales, si fueren conformes de toda conformidad las sentencias 
de primera y segunda instancia. Y el uso de esta misma locución ha 
venido ádar motivo á lasdeclaraciones judiciales quecita el informe 
de la minoría de la Audiencia. Allí se citan las sentencias de este. 
Tribunal Supremo en que se ha declarado, «que dicha locución es 
eluye toda interpretación, limitando la prescripción legal á la absoluta 
y completa conformidad de las sentencias, en su parte dispositiva.» 

Y otras, además, en que se ha declarado igualmente «que el re¬ 
curso de casación solo procede contra lo decisivo de las sentencias, y 
no contra los fundamentos de hecho y de derecho que con mas ó 
menos acierto y oportunidad puedan consignarse. «Aquel informe 
mas circunstanciado y nutrido de citas, nada nos deja que añadir. 

Y solo repetirémos que tratándose de una locución para el foro, 
cuya ciencia tiene también su tecnicismo , no puede aceptarse que 
tuviera una significación particular en los juicios civiles, y otra di¬ 
ferente para los criminales.» 

Al contrario esa jurisprudencia de haber de estar solo á lo dis¬ 
positivo de las sentencias y no á sus fundamentos, seria mas peli¬ 
grosa en lo civil que en lo criminal, como contraria al derecho de 
defensa, si no estuviese apoyada en el fondo de la justicia, en este 
principio ya antes sancionado por nuestra ley recopilada de que, 
«los Jueces deben mirar y atender á la verdad sin detenerse en las 
solemnidades y sutilezas prescritas por el derecho para el orden de 
enjuiciar.» La sentencia en los juicios civiles tiene que ser confor¬ 
me á la demanda: en los criminales puede esceder la acusación. 
Pero por masque la sentencia en aquellos sea conforme con la de¬ 
manda, fundarse pudiera en motivos no alegados, en una causa de 
deber no contestada, en hechos esenciales equivocados. Y si á pe¬ 
sar de estos fundamentos erróneos no cabe contra ellos el recurso de 
casación, aparece así atacado en cierto modo el derecho de defen¬ 
sa. Esto no sucede en lo criminal. La defensa tiene mas latitud, 
toda cuanta requiera la prueba de la inocencia. El reo sabe que no 
solo tiene que defenderse de la acusación sino de todos los cargos 
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que puedan hacérsele por el proceso; porque el ministerio judicial 
está facultado para suplir la demanda fiscal; puede todavía entre 
nosotros mover de oficio la acción pública y aplicar sus efectos. Por 
esto son pertinentes para el reo cuantas pruebas quiera hacer de su 
inculpabilidad. Y por eso cualquiera apreciación nueva ó diferente 
que se haga luego en los fundamentos de la sentencia, no podrá de¬ 
cirse que haya dejado indefenso al reo. Así se vé que la jurispru¬ 
dencia establecida en lo civil, se adapta mas bien y con menos 
inconvenientes á lo criminal. Hay, pues, que reconocer que la ju¬ 
risprudencia por su órgano mas autorizado y legal ha venido á fijar 
la verdadera inteligencia de esas palabras del párrafo 3.° de la re¬ 
gia 46 en el sentido indicado de su letra y espíritu. 

La misma jurisprudencia, pero mas antigua, se halla estable¬ 
cida así en materia criminal como civil en otros países de mayor 
esperienciaen este punto, y señaladamente por el tribunal de ca¬ 
sación del vecino imperio. Dalloz , en su gran Repertorio de legis¬ 
lación, doctrina y jurisprudencia, tomo 7.°, artículo casation-cour 
decasation, num. 68, dice: «Los motivos de los juicios no deben 
confundirse con el juicio mismo. Es un principio general, como ya 
se sabe, que lo que constituye la decisión judicial, es lo dispositivo 
solamente, y no los motivos, porque estos no son otra cosa que los 
razonamientos que la ley sin duda prescribe, pero sin sujeción á 
ninguna forma.» Y se apoya en varios autores. Y mas adelante, 
núm. 434, añade: «Aquí (en materia criminal) como en materia 
civil, lo dispositivo , vicioso ó ilegal de las decisiones, es lo único 
que puede igualmente ser atacado: los motivos cualesquiera que 
ellos sean, irregulares, contradictorios ó erróneos, no pueden en 
presencia de un dispositivo regular y conforme á la ley, dar lugar 
á un recurso de casación. Así en esta materia, como en materia ci¬ 
vil, lo dispositivo de un juicio no se vicia por la incoherencia ó la 
contradicción de sus motivos.» Y lo apoya en las citas de varias 
decisiones y autoridades. 

Y esto es también lo que viene á disponer el art. 441 del Có¬ 
digo de instrucción criminal de la misma Francia, tCuando la pe¬ 
na pronunciada, dice, sea la misma que la señalada por la ley, na¬ 
die podrá pedir la nulidad de la sentencia, so pretesto de error en 
la cita del testo de la ley.» De modo que ni aun equivocando las 
citas, ó citando unas leyes por otras, ó uno en vez de otro artícu¬ 
lo, en los fundamentos de la sentencia, aun siendo estos funda- 
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meatos erróneos, incoherentes ó contradictorios, la legislación v 
jurisprudencia estrana como la propia, no dan lugar al recurso de 
casación siempre que la parte dispositiva del fallo es regular y 
conforme á la ley. 

Cierto es que en ese mismo país vecino, cuando se sentencia á 
un reo á la pena de muerte, aunque esto se hace siempre en juicio 
único, y no doble, como en el nuestrp, el Presidente del tribunal 
tiene obligación de avisarle que la ley le concede todavía el recur¬ 
so de casación. Pero el juicio que se abre por este recurso estraor- 
dinario no puede entrar en el fondo de la condena, y se limita á 
revisar si hay violación de las formas legales ó falsa aplicación de 
la iey. No es, pues, una garantía de acierto sobre el juicio esen¬ 
cial, como parece creerse en uno de los informes. 

Habrá de concluirse, por tanto, que, según la letra y el espíri¬ 
tu de la regla 46 de la ley provisional, y la jurisprudencia propia 
y estraña, las palabras conforme de toda conformidad del párra¬ 
fo 3.°. se refieren solo á la parte dispositiva de las sentencias y no 
á sus fundamentos; entendiéndose por sentencia lo que entiende el 
artículo 83 del reglamento. 

Para que el tribunal pleno pueda ahora consultar á S. M. acerca 
de la esposicion indicada lo quesele ofrezca aparezca, como de Real 
orden se le previene, hay que resolver si la duda propuesta es tal 
que exija necesariamente la aclaración pedida. La Audiencia dice 
que esta aclaración es ya una necesidad, vistas las dudas que allí 
han surgido. Solo el informe ó voto particular de D. J. M. G. y sus 
tres compañeros, la consideran innecesaria y perjudicial, por pare- 
cerles clara su opinión y por temor de llegar al casuismo. 

Este Ministerio, emitido va su dictámen con la convicción que 
lo hace, no ha vacilado en la inteligencia del punto consultado; no 
duda; y fiel á este juicio que tiene por seguro, cree que no se está 
en el caso de la aclaración pretendida. Piensa como los autores de 
aquel voto, que estas aclaraciones del legislador llevan en efecto 
al peligroso casuismo, cuando no están plenísimamente justificadas. 
Piensa, además, que en tales consultas, si no ha llegado aun ese 
caso estremo de lo insoluble de la duda, los tribunales vienen á ab¬ 
dicar, de algún modo, algo de su potestad esclusiva de aplicar las 
leyes en los juicios civiles y criminales, así en su espíritu como en 
su letra, interpretándolas según las reglas que el derecho esta¬ 
blece. 
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y por otra parte, pendientes aun de la ley orgánica de tribuna¬ 
les, y de la de Enjuiciamiento criminal, á que la duda levantada 
corresponde, son mayores las dificultades de la solución legisla- 
ti va, y la consulta una vez aceptada, viene entre tanto á dejar un 
vacío en la administración de justicia. 

La esperiencia de los tribunales nos tiene enseñado que tales 
dudas solo triunfan á veces por la sorpresa, en momentos dados. 
Pasan estos, sigue la discusión, vienen los casos prácticos, y lo 
que antes aparecía dudoso, vá poniéndose en claro, y consultadas 
otras opiniones y vista la jurisprudencia de otros tribunales, llega 
á no dudarse ya y á formarse un juicio mas seguro. 

Es verdad que el plazo de estas soluciones tarda mas, y no lle¬ 
ga tan naturalmente como vendría por la casación, que no tenemos 
todavía en materia criminal. Pero dadas las necesidades de esta 
clase, puede ocurrirse aellas por los medios supletorios de la legis¬ 
lación actual. 

Si se ejercitase ante este Tribunal algún recurso de responsa¬ 
bilidad criminal contra cualquiera Sala de justicia que hiciese una 
injusta aplicación de dicha regla 46, la sentencia que recayera 
vendría á ser una decisión de la jurisprudencia, sobre la inteligen¬ 
cia de su testo. 

¥ 

Si en vez de una acusación criminal se elevase al mismo, como 
sucede frecuentemente, alguna queja atendible, sobre abuso en el 
modo de entender y aplicar la misma ú otra regla, y el pretendido 
abuso no pasare de un error deopinion, efTribunal habría de tomar 
la providencia oportuna para remediarla conforme al art. 92 del 
Reglamento provisional, y esta resolución sería también otro caso 
de jurisprudencia. 

Y aunque en este espediente, en que solo se trata de un informe 
á S. M., no pueda el Tribunal comunicar su consulta directamente 
á la Audiencia que la ha causado, puede y debe proponer esta co¬ 
municación por lo que ella ha de influir en la solución de las dudas 
emitidas. 

Las Audiencias miran siempre en tales casos á las decisiones y 
opiniones de este Tribunal. Reconocen las mayores garantías de 
acierto que ofrecen, por el mayor número de votos, las mayores 
luces de esperiencia, y la autoridad de la categoría suprema. Están 
por eso habituadas á respetarlas, y solo anhelan conocerlas. No se 
las debe reusar este medio estraordinario de ilustrar las cuestiones 
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difíciles del derecho y resolver las dudas, cuando esto en nada 
pueda afectar á su libertad é independencia de opinión, consi¬ 
guiente á la responsabilidad de sus actos. 

El Fiscal, por tanto entiende: que puede el Tribunal servirse 
consultar á S. M. que las palabras conforme de toda conformidad 
del párrafo 3.°, regla 46 de la ley provisional para la aplicación del 
Código penal, que son objeto de la duda propuesta por la mayoría 
de la Audiencia de.se refieren en su concepto solo á la par¬ 

te dispositiva de la sentencia y no á sus fundamentos; enten¬ 
diéndose por sentencia lo que entiende el artículo 83 del Regla¬ 
mento provisional para la Administración de justicia; y que no 
considera por esto indispensablemente necesaria la aclaración so¬ 
licitada: proponiendo además á S. M. que, si lo tiene á bien, se 
digne acordar se comunique esta consulta á la Audiencia solo para 
su conocimiento. 

V. A., sin embargo, resolverá como siempre lo mas acertado. 

Madrid 12 de abril de 1861. 


P. I. 

Alvarado. 
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El Fiscal dice: Que con Real orden de l.° de marzo último, es¬ 
pedida por el Ministerio de Gracia y Justicia, se ha remitido á in¬ 
forme del Tribunal en cuanto se le ofrezca y parezca, una comu¬ 
nicación del Ministerio de la Guerra de 27 de octubre anterior, en 
que le dice: que «habiendo hecho presente el Tribunal Supremo 
de Guerra y Marina la conveniencia de que se dicte una medida 
general que determine que toda pena correccional impuesta por los 
Juzgados ordinarios, cuando recaiga en clases de tropa , la cum¬ 
plan en los calabozos de sus respectivos cuarteles, y en un castillo, 
si fueren oficiales, la Reina (Q. 0. G.) se ha servido resolver lo pu¬ 
siera en conocimiento de dicho Ministerio de Gracia y Justicia, para 
que manifieste si aquella ofrece algún inconveniente.» 

El Tribunal de Guerra y Marina no espone las razones que sin 
duda habrá tenido para apreciar la conveniencia de la medida ge¬ 
neral que indica. Y suponiendo que estas razones sean las mismas 
espuestas en otras reclamaciones semejantes, ha sido preciso reco¬ 
nocer antecedentes y tener á la vista espedientes anteriores, for¬ 
mados aquí á virtud de Reales órdenes análogas. 

En 3. de octubre de 1849 se pasó á informe del Tribunal otra 
consulta del de Guerra y Marina, acerca de la inteligencia que 
debía darse á la Real orden de 8 de abril de 1831, que tan termi¬ 
nantemente dispone que, «todo desacato cometido contra la Justi¬ 
cia causa desafuero, y deja sujeto á ella al que lo cometa, por pri - 
vilegiado quesea». La consulta partía entonces de la Dirección 
general de Artillería, diciendo que, la repetición de las decisiones 
de este Tribunal Supremo al tenor de dicha Real orden, á favor 
de la jurisdicción Real ordinaria, en las competencias con los Juz¬ 
gados de guerra, «constituían un régimen , que, si se sostuviese, 
produciría un justo descontento en el ejército, que se consideraba 
escudado por el fuero de que estaba en legítima posesión, conce¬ 
dido justamente á los que sacrifican su existencia en defensa del 
Estado, y que veía hollada su prerogativa mas predilecta, preci¬ 
samente en el punto mas delicado de todos, que es la seguridad 

TOMO II. *; " 
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personal.» El Tribunal, de acuerdo con el dictamen Fiscal, infor¬ 
mó á S. M. en 23 de julio de 1850 , entre otras cosas, que «muy 
acertadas anduvieron las Ordenanzas del Ejército en poner freno, 
con el desafuero en tales casos, como el que había motivado la 
consulta de la Dirección de Artillería, al espíritu altivo de inde¬ 
pendencia que engendran naturalmente la profesión y el fuero mi¬ 
litar: así ese espíritu no atropellará fácilmente con violento y re¬ 
pugnante menosprecio á la Autoridad pública.» Y que, la Real ór- 
den de 8 de abril de 1831, vino á confirmar la subsistencia de la 
ley 9, tít. 10, lib. 12 de la Novísima Recopilación por medio de 
una declaración general, esplícita, enteramente conforme á los 
buenos principios, que exigen se faculte á la Autoridad civil y á la 
militar, para vindicar, por sí y ante sí, cada una de ellas, las 
oíensas que respectivamente les hagan individuos dependientes de 
la otra. 

Por Real órden de 2 de setiembre de 1851 se mandó también á 
este Tribunal, consultase á S. M. lo que se le ofreciera, en vista de 
que por el Ministerio de la Guerra sedecia al de Gracia y Justicia 
que, consultado el Tribunal Supremo de Guérra y Marina, con res¬ 
pecto á los términos en que, sin lastimarse el fuero de guerra, pu¬ 
diera circularse á las Autoridades v Juzgados militares el nuevo 
Código penal, evitándose así los conflictos de jurisdicción que diaria¬ 
mente se suscitaban con especialidad si se trata de los juicios de fal- # 
tas, espuso dicho Tribunal lo que se espresaba en la acordada de 
que acompañaba copia, la cual se devolvió y no existe en el espe¬ 
diente. Pero, por lo espuesto en el dictámen Fiscal se infiere que el 
Tribunal de Guerra y Marina opinaba, «que no debían entenderse 
derogadas, á pesar de la ley provisional dada para el conocimiento 
y castigo de las faltas, todas las disposiciones en cuya virtud corres¬ 
pondía á la jurisdicción militar conocer de estos hechos y corregir¬ 
los con arreglo álaOrdenanza, y leyes anteriores á la promulgación 
del Código.» Este Tribunal consultó á S. M. en 17 de junio de 1853, 
entre otras cosas, que la misma necesidad que aconseja para la mas 
pronta y recta administración de justicia la conservación del fuero 
militar por lo tocante á los delitos militares, esa misma necesidad 
prescribe la conservación del fuero, que pudiera llamarse municipal, 
para la represión de las faltas que se cometan en los pueblos por 
quien quiera que sea. Y que pudiera, sin embargo, adoptarse, solo 
como una medida interina hasta que se reformase el libro 3.° del 
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Código, eo el sentido de reducirse las faltas á penas pecuniarias, 
con arreglo á su naturaleza y á la índole eu gran manera económica 
y reparadora de la jurisdicción administrativa, que después de eje¬ 
cutoriada la providencia dada en el juicio verbal de dichas faltas, se 
cometiese al superior del penado con arresto, la ejecución y cum¬ 
plimiento de esta pena. 

T todavía con otra Real orden de 19 de noviembre de 1858 se 
remitió á informe de la Sala de gobierno del Tribunal «una copia 
del espediente instruido por el Ministerio de la Guerra, para que 
se modifique , respecto de los que gocen fuero militar, la regla 1.® 
de la ley provisional para la aplicación del Código penal, en la par¬ 
te que establece la jurisdicción absoluta de los alcaldes en los juicios 
Je faltas , declarando que á la autoridad militar corresponde su ce¬ 
lebración.» El Tribunal de Guerra v Marina, informando á dicho Mi- 
nisterio, decía, que era «grande el perjuicio causado al fuero y dis¬ 
ciplina del ejército, por las disposiciones 1. a , 11 y 56 de la ley pro¬ 
visional para la ejecuciou del Código penal, y debían reformarse, á 
fin de dejar á salvo todas las prerogativas del ejército , que proce¬ 
den de la necesidad del servicio, de la justa recompensa que mere¬ 
cen los valientes defensores de los mas caros intereses sociales , y 
del prestigio y decoro de la clase : y que un sentimiento exagerado 
y equivocado acerca de la igualdad de lodos los españoles, ha dic¬ 
tado las disposiciones citadas, creyendo que por tratarse de asun¬ 
tos de poca entidad , no habia inconveniente en establecer la igual¬ 
dad absoluta, no solo en el fondo, sino también en la forma.» La 
Sala, aceptando el dictamen fiscal, informó a S. M. en 5 de febrero 
de 1859 negativamente , reproduciendo la consulta anterior, y es- 
poniendo, entre otras cosas, que por las autoridades militares se ha 
presentado equivocadamente como una novedad introducida, á con ¬ 
secuencia del sistema de gobierno que actualmente rige , la juris¬ 
dicción privativa de los alcaldes respecto de las faltas, y aunque 
haya en esto algo de verdad en cuanto á la forma, es completa¬ 
mente inexacto en cuanto al fondo: que la inmensa mayoría de los 
hechos comprendidos en el libro 3.° del Código penal, no son en 
rigor otra cosa que simples faltas de policía, y como tales han sido 
y tienen que ser necesariamente del esclusivo conocimiento de las 
autoridades encargadas de la policía; pues si éstas no tuvieran fa¬ 
cultad para reprimir tales faltas, no podrían ciertamente cumplir 
su cometido. Y que todos los sistemas de Gobierno entrañan ciertos 
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principios superiores á cualesquiera formas políticas: todos con- 
cuerdan en buscar medios de que coexistan la sociedad y el ejér¬ 
cito: y así es, que para lograrlo se han establecido reglas en todos 
tiempos procurando armonizar los intereses de los mismos, y esta¬ 
bleciendo al efecto el desafuero de los paisanos ó de los militares, 
según los casos respectivos. 

El conocimiento de estos antecedentes importa mucho á la cues¬ 
tión actual. Así se dejan presumir ya los motivos que habrá podido 
tener y no espresa el Tribunal de Guerra y Marina para hacer la 
nueva proposición de conveniencia. Así se comprende también la 
analogía ó identidad de objeto que hay en esta série de reclama¬ 
ciones modernas, con las incesantes, tradicionales ya, que nos viene 
manifestando la historia legislativa del fuero militar desde antiguo. 

Tómese, smo, la fecha de las Ordenanzas mismas del Ejército 
de 22 de octubre de 1768, en que se establece «que el individuo 
dependiente de la jurisdicción militar que incurriere en los delitos 
de resistencia formal á la justicia , desafío probado, etc., perderá 
el fuero de que goza, y quedará por la calidad de semejante esceso , 
sujeto al conocimiento de la justicia ordinaria;» véanse después las 
numerosas leyes recopiladas y Reales órdenes de este siglo, que 
vienen dictándose en sentido alternativo, hasta la citada de 8 de abril 
de 1851, terminantemente dada para sostener el desafuero en los 
casos de resistencia á la justicia, y se podrá juzgar de la necesidad 
que habría de la aclaración que dió lugar á la primera consulta in¬ 
dicada, y se descubrirá también la preocupación permanente que 
viene revelándose en todas las reclamaciones de esta clase. 

Cuando se estudia esta historia, se cree asistirá una lucha con¬ 
tinua entre el fuero común y el fuero de guerra. Este, por esten- 
derse; aquel por limitarlo. Y sin embargo, el desafuero nació el 
mismo dia que el fuero: ambos para vivir juntos; el uno para ser¬ 
vir de limitación al otro, sin destruirlo, para reconocer sus justos 
límites y velar porque no se traspasen. Pero los privilegios son de 
suyo orgullosos é invasores, y el fuero de guerra no ha cesado 
nunca de aspirar á su ensanche. 

Tal parece ser la pretensión de hoy. Es un ejemplar más de esa 
historia. La medida general que se propone de que toda pena cor¬ 
reccional impuesta por los Tribunales ordinarios á individuos del 
ejército la cumplan éstos si fuesen Oficiales en un castillo, y si de 
la clase de tropa en los calabozos de sus respectivos cuarteles, no 
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es ni mas ni menos que una pretensión de que se amplíe todavía 
mas de lo que está el fuero de guerra: que no es otra cosa el pro¬ 
poner que los militares, por mas que hayan merecido ser desafora¬ 
dos, vuelvan á gozar de su fuero en cuanto al cumplimiento de las 
penas correccionales á que se les condene. 

Esto no solo seria un verdadero anacronismo; no solo seria in¬ 
conveniente; seria contrario al principio de igualdad ante la ley, y 
un ataque al poder judicial, y no podría tampoco concederlo el Go¬ 
bierno de S. M. sino por medio de una ley. 

El Tribunal de Guerra y Marina propone, sin embargo, la me¬ 
dida como de conveniencia, y es de sentir que no manifieste los 
fundamentos. A nosotros nos parece que aun bajo el punto de vista 
esciusivamente militar, de la subordinación y disciplina del ejér¬ 
cito, seria inconveniente y contradictoria semejante concesión. 

La Ordenanza priva del fuero de guerra al individuo que come¬ 
te un delito de los que causan desafuero, por la calidad de seme¬ 
jante esceso. En nombre del honor militar y de la severidad de la 
profesión, lanza esa especie de escomunion contra el soldado que 
delinque, en castigo de su culpa. Su objeto es evidente; la espiaciou 
del delincuente y el escarmiento de los demás, para inspirarles un 
saludable temor y mantenerlos mas subordinados á las leves seve • 
ras de la disciplina. El desafuero en tales delitos comunes es. por 
tanto, de gran ejemplaridad, y de notoria conveniencia para ia su¬ 
bordinación misma del soldado. Y si hoy se pretendiera reducir este 
desafuero hasta el punto de que los desaforados, castigados con pe¬ 
nas correccionales, vuelvan á sus cuarteles á sufrir su condena, se 
contradice al objeto, se falta á las conveniencias que se buscaban. 
Los militares ya no temerán tanto la esclusion del desafuero, y no 
les servirá éste de escarmiento. Las leyes de la disciplina se priva¬ 
rían de un gran elemento de fuerza, de una sanción mas. No ve¬ 
mos, pues, la conveniencia de la pretendida concesión. 

Es posible que esta pretensión, que no sabemos se haya hecho 
antes de ahora, que de seguro no se hizo nunca con éxito, ni ano. 
en los tiempos de mas favor para los fueros especiales, sea suge¬ 
rida por el asentimiento de este Tribunal á que los militares, lo 
mismo que los eclesiásticos, penados por simples faltas cumplan sus 
breves condenas ante sus respectivos superiores ó Jefes. Pero de¬ 
bemos apresurarnos á manifestar, que si aquella transacción, desde 
aquí propuesta, dá bien á conocer que el Tribunal no hace una 
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oposición sistemática al fuero de guerra, hasta donde lo considera 
necesario para el servicio militar, la consultó únicamente como una 
medida interina, mientras no se verifica la reforma del libro 3.° del 
Código penal, reduciendo las faltas á las infracciones de policía, 
puesto que se ha creído necesario mantener por ahora el fuero mi¬ 
litar. 

Mas hay una gran distancia de aquel caso al actual, preten¬ 
diéndose hoy ensanchar este mismo fuero como nunca lo estuvo v 
tratándose ya, no de algunos dias de arresto, sino de las penas cor¬ 
reccionales de mavor duración. 

«i 

Y si todavía se dijera que en el estado actual de nuestros esta¬ 
blecimientos penitenciarios, es de temer que el soldado que se in¬ 
tente corregir llevándolo á ellos, se vicie mas con el contacto de 
otros criminales, y sea peligroso después para la moral del ejérci¬ 
to, esto no pasará de un temor que alcanzaría en mayor escala á 
la sociedad, y que es objeto por tanto de repetidas disposiciones 
del Gobierno de S. M. para mejorar el sistema de cárceles y presi¬ 
dios. Y en todo caso la misma severidad de la disciplina militar 
hará siempre menos temible aquel peligro. 

Pero esta grave cuestión tiene hoy límites mas estensos que el 
simple interés militar, según quiere entenderse. El Tribunal de 
Guerra y Marina, ha dicho en otra ocasión semejante que el fuero 
de guerra procede de justas recompensas á los servicios del Ejérci¬ 
to, y del prestigio y decoro de la clase, y que se le quiere limitar por 
un sentimiento exagerado del principio de igualdad. Esto solo pue¬ 
de invocarse como un hecho existente, pero interino, en presencia 
déla primera disposición transitoria del Código penal, que mante¬ 
niendo el fuero militar manda «que no se haga por ahora novedad 
en los casos reconocidos de desafuero.» Y desde luego, la concesión 
que se pretende seria una novedad contraria á esta misma escep- 
cion. 

Pero si sobre estos casos ocurre duda, si examinamos la razón 
déla conveniencia que se invoca, por el criterio de los principios 
que hoy nos rigen, es cuando se tropieza con el anacronismo y 
contraprincipio que envuelve el propuesto ensanche de fuero. 

Y no se diga que se exagera el principio de igualdad. Esto ha 
parecidq .siempre así desde el punto de vista de los privilegios. Y 
no debían ser en verdad los militares, que conservan todavía en 
nuestra época la plenitud de su fuero , contra las repetidas 
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sanciones constitucionales, los que tal exageración supusieran. 

La primera vez que, legislando sobre este punto, se dió una 
fórmula justa al principio de igualdad en el artículo 248 de la Cons¬ 
titución de 1812, se dijo: «En los negocios comunes, civiles y cri¬ 
minales no babrá mas que un solo fuero para toda clase de personas.» 
y la Comisión de las Cortes que formó el proyecto de aquel Código 
fundamental, decia: «Esta gran reforma bastará por sí sola á res¬ 
tablecer el respeto debido á las leyes y á los Tribunales; asegura- 
ara sobremanera la recta administración de justicia, y acabará de 
>una vez con la monstruosa institución de diversos Estados dentro 
»de un mismo Estado, que tanto se opone á la unidad de sistema 
aen la administración, á la energía del Gobierno, al buen orden y 
»á la tranquilidad de la Monarquía. Pero al mismo tiempo (la Co - 
«misión) ha creído indispensable dejar á los militares aquella par 
»te del fuero que sea necesaria para conservar la subordinación y 
«disciplina del Ejército y Armada.» 

La Constitución vigente, como aquella, y como todas, dice en su 
articulo 4.°: «Unos mismos Códigos regirán en toda la Monarquía.» 

Estos son los principios de igualdad, no exagerada sino univer¬ 
salmente reconocida, de que no podemos prescindir. Esta unidad 
de Códigos, aquella unidad de fuero, no son otra cosa que la fórmu¬ 
la del principio de igualdad ante la ley. Y esta igualdad, porque 
así la demanda la justicia; y la justicia es la primera necesidad 
social. Juzgar á todos igualmente ante los mismos Tribunales, por 
las mismas leyes, con las mismas penas, ejecutadas del propio mo¬ 
do, es el pensamiento completo de aquel principio. No basta, no, 
que seau unos mismos los Códigos, si los Tribunales fuesen de di¬ 
verso fuero, que no tengan un superior común que uniforme su ju¬ 
risprudencia. Porque, como ya se ha dicho en otra oportunidad, 
«no es la ley escrita lo único que constituye el derecho: su interpre¬ 
tación, la manera de aplicarla, la vida que recibe en el foro, es lo 
que lo completa.» 

Cuando se dice que el fuero de guerra procede de recompensas 
hechas al Ejército, y del prestigio y decoro debido á la clase, viene 
á abogurse contra su continuación. Entonces ya no es precisamente 
una necesidad de la institución: ya no es que se considere necesa¬ 
rio á la subordinación y disciplina. Será preciso reconocer que fué 
una concesión especial remuneratoria, que es un verdadero privile¬ 
gio. Pues hoy no pueden sostenerse tales condiciones; no pueden 
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recompensarse servicios con privilegios; porque desigualan á los 
ciudadanos, y establecen distinciones odiosas contrarias al principio 
de igualdad. 

Además, semejantes concesiones no serian otra cosa que des¬ 
membraciones de la jurisdicción ordinaria, que hoy no se puede 
enajenar, como se hizo algún tiempo, en favor de individuos ni de 
clases. La jurisdicción es un derecho inherente á la soberanía, ine¬ 
najenable, imprescriptible, y no pueden recompensarse con ella 
servicios algunos, comoquiera que fueren. 

El decoro y prestigio de la clase militar no se amengua hoy tam¬ 
poco porque sus individuos sean llamados y juzgados ante los mis¬ 
mos Tribunales que los demás ciudadanos, en los delitos comunes. 
Gomo no se amenguan las demás categorías y gerarquías sociales 
sometidas al fuero ordinario, salvas únicamente las diferencias de 
forma, establecidas también páralos militares. 

Solo podria defenderse ese pretendido ensanche del fuero de 
guerra por la necesidad del servicio, que no se invoca. Esta habrá 
de ser siempre la medida de la concesión. Solo hasta donde sea ne¬ 
cesaria, pero sin que esceda este límite. De ahí adelante resultaría 
lastimado el principio de igualdad. Pero todavía hay que conciliar 
esa misma necesidad del servicio con las demás necesidades so¬ 
ciales. 

Como una de estas, de primer órden, es la potestad esclusiva 
conferida á los Tribunales y Juzgados de juzgar y hacer que se 
ejecute lo juzgado. Para cumplir con este precepto constitucional, 
se les ha concedido también por la ley para el régimen de las pri¬ 
siones de 26 de julio de 1849, el derecho de visita en las cárceles 
y establecimientos penales para enterarse de que se ejecutan con 
exactitud las providencias judiciales y evitar detenciones ilegales, 
y si se cumplen las condenas en el modo y forma con que hubiesen 
sido impuestas. Si ahora se concediese que los militares desafora¬ 
dos, juzgados por los Tribunales ordinarios, fueran á sufrir sus pe¬ 
nas correccionales á los calabozos de sus respectivos cuarteles, se 
daria un verdadero ataque á esa potestad judicial, que no solo con¬ 
siste en juzgar, sino en hacer que se ejecute lo juzgado. Seria tam¬ 
bién privarles de ese derecho de visita, que solo tienen sobre las 
prisiones civiles, para enterarse de cómo se cumplen las condenas; 
seria privarles igualmente de las atribuciones concedidas con el 
propio objeto á las Juntas inspectoras penales de las Audiencias, y 
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seria, en fin, menoscabar la jurisdicción ordinaria en favor de la 
militar. 

De todos modos, esta cuestión no puede resolverse por una me¬ 
dida gubernativa. Pertenece á la ley de Enjuiciamiento criminal, ó 
á la de organización de Tribunales, pendientes ambas. Allí se resol¬ 
verá la materia de fueros, que hoy no está mas que aplazada. 

Entre tanto, la medida general propuesta como conveniente por 
el Tribunal de Guerra y Marina, no solo no presenta la convenien¬ 
cia indicada, ni es necesaria para el servicio militar, sino que me¬ 
noscabaría la potestad de los Tribunales ordinarios, y seria contra¬ 
ria al principio de igualdad ante la ley. 

Así puede servirse el Tribunal evacuar el informe pedido, ó en 
los términos que considere mas acertados. 

Madrid 25 de abril de 4861. 

Por Delegación, 

Al varado- 

Nota. El Tribunal consultó de conformidad con el dictamen 
fiscal. 
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Que há lugar al interdicto de despojo , en su caso , contra las provi¬ 
dencias de las Autoridades eclesiásticas. 

(Dictamen de la Fiscalía del Tribunal Supremo de Justicia, 
por el Teniente Fiscal Sr. Alvarado.) 

El Fiscal dice: que por la Real orden de 11 de junio próximo 
pasado se dice á este Supremo Tribunal, que el R. Obispo de..,,., 
elevó en 4 de enero último una esposicion á S. M., con el fin de 
impetrar el recurso de Real protección contra una sentencia dicta¬ 
da por la Audiencia de.. en la que, revocando la del Juez de pri¬ 

mera instancia, declaraba haber lugar á resolver sobre el interdic¬ 
to de despojo, introducido por los compradores del palacio que el 

Duque de., tenia en el pueblo de.. para continuaren el uso 

de la tribuna que daba á la iglesia parroquial, y cuya puerta había 
inandado el Provisor cerrar, después de haber intentado por medios 
suaves que lo hicieran los dueños del palacio: que en vista de las 
graves consideraciones espuestas por el R. Obispo, se acordó pedir 
el rollo original formado en la Audiencia, y mandar que informase 
la Sala de Justicia lo que tuviese por conveniente; y que, recibidos 
estos documentos y dada cuenta á la Reina (Q. D. G.), se ha servi¬ 
do disponer se remitieran originales á este Supremo Tribunal, á fin 
de que, fijando toda su atención sobre ios fundamentos del fallo y la 
naturaleza del conflicto suscitado, consulte: 

1. ° Qué es lo que procede hacer en el caso actual, proponiendo 
á la vez si debe otorgarse al R. Obispo la Real protección que so¬ 
licita, y en qué forma. 

2. ° Si convendría publicar una medida general, que, conforme 
con el espíritu de la Real orden de 8 de mayo de 1839, y la juris¬ 
prudencia establecida por el Consejo Real, ampliando su disposición 
á todas las Autoridades militares y administrativas, la hiciese igual¬ 
mente estensiva á los acuerdos tomados por las Autoridades ecle¬ 
siásticas dentro del círculo de sus facultades. Y concluye la Real 
orden diciendo, que S. M. desea que este Supremo Tribunal, á la 
mavor brevedad v con su reconocido celo, consulte sobre todas y 
cada una de las cuestiones á que dá lugar el presente conflicto, lo 
que estime mas justo, para que, sin cercenar en nada los derechos 
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de la Real jurisdicción ordinaria, no se invadan tampoco los que por 
¡as leyes correspondan á las demás. 

El Fiscal se ha enterado detenidamente de la esposicion del 

R. Obispo de.; de los fundamentos del fallo de la Sala de Justi¬ 
cia de la Audiencia de.y del informe evacuado por la misma. Y 

desde luego estraña la forma dada por el R. Obispo á su reclama¬ 
ción, con el titulo de Recurso de protección á la Corona. Porque de 
las sentencias de los Tribunales de Justicia no cabe tal recurso al 
Gobierno de S. M., que no puede revocarlas como se pretende. 
Las ejecutorias tienen á su favor la presunción de justas; son la 
sanción de la verdad legal; resuelven todas las dudas y terminan 
todas las contiendas, y llevan la paz al seno de las familias y de los 
pueblos, y por eso se cumplen y deben ejecutarse para mantener 
el buen orden de la sociedad. Y su garantía, no solo se halla en la 
pericia y rectitud de los Jueces, sino en la responsabilidad criminal 
y civil que se les pueden exigir personalmente, según el art. 70 de 
la Constitución, ante este Tribunal Supremo. A él debiera por tanto 
acudir el R. Obispo de.. si creía que la Sala segunda de la Au¬ 
diencia de.le causaba con su fallo el desdoro y menosprecio que 

imagina y faltaba á la justicia. Aquí se llamarían los autos, se exa¬ 
minarían conforme á derecho, el Fiscal coadyuvaría al recurso si 
viere que habia prevaricación, y se exigiría la responsabilidad á los 
Jueces si hubiese méritos para ello, quedando por este medio con¬ 
denada indirectamente su sentencia, para que no volviera á repe¬ 
tirse, ó declarándola implícitamente justa y arreglada. 

Y también por este medio se llegaría mas natural V legalmente 
á declarar la verdadera inteligencia del art. 69-2 de la ley de En¬ 
juiciamiento civil, cuyo texto tan preciso y claro no deja duda de 
que el conocimiento de los interdictos corresponde esclusivamente 
á la jurisdicción ordinaria, cualquiera que sea el fuero de los de¬ 
mandados. Y en el artículo constitucional que confiere á los Tribu¬ 
nales y Juzgados esclusivamente la potestad de aplicar las leyes en 
los juicios civiles y criminales, se halla la facultad consiguiente de 
declarar también su verdadero sentido. 

Pero en la esposicion del R. Obispo no solo aparece equivo¬ 
cada la forma y la dirección, según se acaba de ver, sino que se 
aprecia con igual equivocación, ó con una indulgencia que las 
cuestiones de derecho no permiten, la providencia ó medida violen¬ 
ta del Provisor. Allí se dice, «que supo por conducto fidedigno, que 
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los cinco compradores del palacio del Duque de. usaban de !a 

tribuna que está dentro de la Iglesia, y tiene comunicación por una 
puerta del mismo palacio, como pudiera hacerlo la familia del mis¬ 
mo Duque; que desde la tribuna se veía el hogar de la cocina, dis¬ 
trayendo la atención de ¡os asistentes al templo, y promoviendo 
conversaciones incompatibles con la modestia que debe guardarse 
en la casa de Dios; y que se cometían algunos desacatos é irreve¬ 
rencias, no sin escándalo y perturbación de los fieles. En vista de 
esta denuncia piadosa, mandó al Párroco que en términos suaves 
aconsejase paternalmente á los compradores que desistiesen del uso 
de la tribuna por cuanto no tenían ningún derecho á semejante 
privilegio, y que rehusándolo estos y desesperanzado el Provisor de 
conseguirlo por los medios dulces, pacíficos y amistosos, proveyó 
y mandó a! Párroco que cerrase la puerta por donde se sale á la- 
tribuna, como así lo ejecutó, acudiendo entonces los compradores 
al Juez de primera instancia con el interdicto de despojo. El Juez 

de. declaró primero no haber lugar al interdicto solicitado; y 

apelado este auto lo revocó ¡a Audiencia de.y el Juez en conse 

cuencia declaró el-despojo y acordó la restitución. 

Esta simple relación del hecho basta para reconocer que el Pro¬ 
visor obró, no como Juez, sino como parte, tomando una resolución 
violenta: porque no podía ni debia despojar á los compradores del 
palacio y la tribuna, de la posesión de ésta sin oirlos y vencerlos 
en juicio. Esto lo prohíben nuestras leyes, lo viene sancionando la 
jurisprudencia, y puede decirse que no es mas que la traducción 
de la base mas cardinal del orden público: que nadie pueda tomarse 
la justicia por su mano. ¥ de esta prohibición no está ni podia es¬ 
tar esceptuada la autoridad eclesiástica, cuyo carácter especial le 
vedaria siempre usar de la fuerza antes que de la justicia. Así prin¬ 
cipió á resolverlo el Provisor de.invitando paternalmente á los 

compradores á que desistiesen del uso de la tribuna, y buscando 
una solución conciliadora. ¥ por eso es mas estrano que, después de 
ese trámite de conciliación sin efecto, no haya acudido á la deman¬ 
da en justicia. Si consideraba que esta le asistía, debia invitar al 
Fiscal eclesiástico para que promoviese la acción correspondiente. 
Así se habria llegado á la declaración legal de si los compradores 
tenían ó no derecho para usar de la tribuna. Y entre tanto, si abu¬ 
saban de ella, no se había de condenar el uso por el abuso; que me¬ 
dios y autoridad suficiente tenia el Provisor, y el mismo Párroco, 
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para evitar las conversaciones é irreverencias que se cometieran, 
y obligar á los asistentes á la tribuna á guardar la compostura y e! 
respeto debido á la casa de Dios, como á los demás fieles. 

En la esposicion parece estrañarse la inteligencia dada al ar¬ 
tículo 692 de la ley de Enjuiciamiento civil, como si fuese una no¬ 
vedad introducida ahora en nuestra legislación. Pero no es así. Esa 
disposición está copiada de otras anteriores, observadas siempre , 
por la jurisprudencia de los Tribunales, sin que hayan dado lugar a 
conflictos ni dudas semejantes. La Sala segunda de la Audiencia 
de.las cita. La ley 2. a , tít. 34, libro 11 de la Novísima Recopi¬ 

lación dice: «que comete despojo, no solo el particular, sino el Juez 
que primero no llama, oye y vence en juicio ai despojado.» Y se¬ 
gún esta disposición tan terminante, no puede menos de calificarse 
al Provisor de autor de un despojo al mandar cerrar la tribuna sin 
primero vencer en juicio á sus poseedores, y de haberse por ello 
iegalmente acordado el interdicto y la restitución. 

El art. 44 del Reglamento provisional para la administración de 
justicia, dispone que toda persona que fuere despojada ó perturba¬ 
da en la posesión de alguna cosa profana ó espiritual, sea lego, 
eclesiástico ó militar el despojante, podrá acudir al Juez letrado de 
primera instancia del partido ó distrito para que le restituya y 
ampare.» 

Y ya antes habia dicho la ley 10, tít, 10, Partida 7. a , que el 
despojante pierde, por el hecho del despojo, cualquier derecho que 
tuviere en la cosa ocupada, condenando así severamente los ata¬ 
ques á la posesión. Y no solo nuestras leyes, sino todas las que vi¬ 
nieron después del derecho romano, adoptaron la forma de sus in ¬ 
terdictos, que no eran sino los decretos que bajo una fórmula dada 
pronunciaba el Pretor, sin figura de juicio, como remedios interinos 
para fijar la persona del poseedor y evitar disturbios. Por eso se, 
dan esos interdictos contra toda persona lega, eclesiástica ó militar, 
y contra toda perturbación en la posesión de cualquiera cosa, lo 
mismo espiritual que profana. Medidas de orden público no pueden 
reconocer escepciones. El artículo 692 de la ley de Enjuiciamiento 
civil, no es, pues, una innovación que venga á invadir atribuciones 
de la autoridad eclesiástica ni de otra alguna, sino la sanción de 

nuestras antiguas leyes y de la jurisprudencia común de los Tribu¬ 
nales civiles. 

Según esto, el fallo dictado por la Sala segunda de la Audiencia 
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de.. revocando el auto apelado del Juez de primera instancia 

de., en que este habia declarado no haber lugar á resolver el 

interdicto propuesto, está arreglado y conforme á justicia. Y sien¬ 
do como es ejecutorio, no procede mas que respetarlo, no cabe 
otorgar al R. Obispo la Real protección que solicita, ni puede exi¬ 
girse á los dignos Magistrados que lo dictaron la responsabilidad 
que en el caso contrario habría de imponérseles. 

Así resuelto el primer punto á que la Real órden se refiere, ha¬ 
brá de decirse respecto al segundo, que tampoco conviene ampliar 
á la Autoridad eclesiástica y á sus disposiciones gubernativas, la 
inmunidad concedida, por escepcion, en la Real órden de 8 de ma¬ 
yo de 1839 á las providencias que dicten los Ayuntamientos, y en 
su caso las Diputaciones provinciales, en los negocios que pertene¬ 
cen á sus atribuciones, según las leyes, sin que los Tribunales ad¬ 
mitan contra ellas los interdictos posesorios. 

Esta inmunidad se ha creído necesaria para las providencias ad¬ 
ministrativas, por la nueva organización dada á la Administración. 
Antes, en los Gobiernos absolutos, los poderes públicos se hallaban 
confundidos en una sola institución, en la mano del Soberano. Des¬ 
pués, establecido entre nosotros el Gobierno representativo, se ha 
llevado á la Constitución, y á las leyes orgánicas, el principio de la 
división de los poderes. Se ha limitado el poder judicial esclusiva- 
mente á juzgar y ejecutar lo juzgado, sin que pueda ejercer otras 
funciones que antes desempeñaba, y se ha organizado la Adminis¬ 
tración con estas y otras nuevas atribuciones, de un modo inde¬ 
pendiente. Se creyó que para esta independencia era preciso re¬ 
vestir de cierta inmunidad las providencias dictadas en los negocios 
que se le atribuyen; porque siendo su misión velar por los intere¬ 
ses generales y colectivos, así como lo es de los Tribunales la de¬ 
fensa de los derechos privados ó individuales, no debían sacrificar¬ 
se aquellos á estos; y sobre este principio se dictó la Real órden 
citada que prohíbe la admisión de interdictos contra las providen¬ 
cias administrativas. Sacrificio impuesto á las atribuciones que ha* 
bian sido siempre propias y privativas de la justicia. 

Pero esto, como se vé, se estableció en nombre de un principio 
nuevo, y con objeto de que nunca los intereses generales encomen¬ 
dados á las providencias de la Administración, pudieran sufrir per¬ 
juicio, postergándose á los de un particular. 

Y todavía esta manera de salvar la independencia de la Admi- 
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nistracion, no satisface tanto que no haya dado lugar á muchas 
quejas y dudas de si á ese poder nuevo, y como tal invasor, se ha¬ 
brá sacrificado demasiado la integridad del antiguo poder judicial. 
La esperiencia por lo menos viene demostrando, que las competen¬ 
cias entre esos dos órdenes de funcionarios, se han aumentado así, 
multiplicándose de un modo funesto, y que los derechos privados 
no siempre salen debidamente satisfechos, ni llegan á ser declara¬ 
dos, sino después de largos y costosos pleitos. Si se toma en la ma¬ 
no la colección de decisiones de la jurisprudencia administrativa, 
sobre las contiendas á que han dado lugar los interdictos posesorios, 
no es el estusiasmo por esa inmunidad lo que se apodera del áni¬ 
mo, sino un profundo sentimiento de duda, de que se haya exage¬ 
rado el principio de esa pretendida independencia. 

Como quiera, después de todo, el mal que del esceso ó la exa¬ 
geración pudiera venir, tendrá siempre un fácil correctivo, porque 
esos dos poderes reconocen un superior común, delegado también 
de la Corona, que resuelve los conflictos. Y esto no puede verifi¬ 
carse así con la autoridad eclesiástica, que es independiente de la 
civil. 

Tales son los motivos sobre que se dió la Real orden de 8 de 
mayo de 1859, y tales sus consecuencias, que en verdad no apare¬ 
cen tan satisfactorias que arrastren el convencimiento de que de¬ 
ban ser ampliadas como lo pretende el R. Obispo. 

Pero la autoridad eclesiástica ni ha recibido en nuestros dias 
una organización especial que hiciera conveniente proclamar de 
nuevo su independencia, como la Administración; ni como ella tiene 
á su cargo los intereses generales de! Estado, cuya atención ur¬ 
gente puede reclamar alguna vez aquella inmunidad; ni ha nece¬ 
sitado hasta ahora de ella respecto á sus providencias gubernativas 
en la jurisdicción temporal, para mantenerse independiente; ni se¬ 
ria posible concederle tal inmunidad sin someterla á las decisiones 
de competencia del Consejo de Estado, como lo está la Administra¬ 
ción, lo cual sobre ser muy anómalo, no seria seguramente el fin 
propuesto por aquel celoso Prelado. 

La potestad eclesiástica, independiente en su línea, como la po¬ 
testad civil en la suya, cuenta muchos siglos de existencia á su la¬ 
do, sin que haya necesitado tal indemnidad para sus providencias 
gubernativas, en el libre ejercicio de su jurisdicción temporal. Ni 
su independencia se ha menoscabado por eso, ni se la vé herida 
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tampoco ahora con el interdicto pronunciado contra la determina¬ 
ción del Provisor; porque esta determinación no es propiamente una 
providencia de una autoridad, que no podría dictarla sin audiencia 
de los interesados; es mas bien una resolución inpromptu de un 
particular. Pero aun siendo providencia y de un Juez, la dicha ley 
recopilada., que es del ano 1371, no solo concede el interdicto de 
restitución contra el Alcalde y Juez que despoja de su posesión á 
alguna persona sin primeramente ser llamada, oida y vencida por 
derecho, sino también contra las cartas ó albalaes Reales, sin tai 
audiencia espedidos. Y no se diría por esto que el Rey D. Eori 
que II, su autor, se consideraba desdorado y menospreciado cuan* 
do tal interdicto se diera contra una su Real carta en los casos de 
la lev, ni quedaba dependiente su autoridad soberana de la judicial. 
Antes bien quiso prestar así á la justicia el tributo que se le debe 
como soberana de toda sociedad bien ordenada. Y sin embargo, la 
potestad eclesiástica no ha reclamado contra aquella antigua ley, de 
un modo conocido, y el precepto de ésta se ha venido cumpliendo 
sin que le afectara su independencia. Ni pudiera pretender con ra¬ 
zón que sus providencias mereciesen mas respeto que las cartas Real 
les del Soberano, que sin audiencia se espiden. 

La verdadera independencia de la potestad eclesiástica consis- 
te, no en que se respete cualquiera abuso, ó fuerza de alguna de 
sus autoridades, sino en obrar en justicia conforme á las leyes de 
procedimientos y á ¡os cánones. Y obrando así, como lo acostumbra, 
y está en su propio interés, no debe temer que sus providencias gu¬ 
bernativas estén sujetas á la ley común de los interdictos, porque 
estos no alcanzarán á anular las que sean justas ó procedentes, pré¬ 
nda la audiencia debida. 

Sobre no haber tenido nunca la Autoridad eclesiástica esa in¬ 
munidad que reclama el Rdo. Obispo para sus providencias guber¬ 
nativas; sobre no considerarse necesaria para la verdadera inde¬ 
pendencia de la Iglesia; sobre no haber ocurrido por eso basta 
ahora conflictos graves conocidos que reclamaran imperiosamente en 
su favor esta nueva desmembración en la integridad del poder ju ■ 
dicial, todavía vendríamos á tropezar con esta otra gravísima di¬ 
ficultad de que los Tribunales de Justicia y las autoridades ecle¬ 
siásticas no tienen un superior común reconocido que pudiera diri¬ 
mir las contiendas de competencia á que la supresión de los inter¬ 
dictos posesorios habia de dar lugar. Estos conflictos de jurisdic - 
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cion, que tan frecuentes son con las autoridades administrativas, 
los resuelve el Consejo de Estado. ¿Se conformaría aquel celoso 
Prelado con que esta alta corporación resolviese también los con¬ 
flictos con la autoridad eclesiástica? Seguramente no. Y esto además 
de anómalo, ó mas bien contrario á los principios en que des¬ 
cansa la jurisdicción eclesiástica, seria someterla á la autoridad 
civil y atacar su independencia. 

Por último, no puede dejar de tenerse presente que los Ínter 
dictos de despojo interesan muy principalmente al orden público; 
que éste se halla esclusivamente á cargo de la autoridad civil; y 
que tal caso pudiera llegar, que revestida la autoridad eclesiástica 
de su independencia, y además con la inmunidad de sus providen¬ 
cias gubernativas, viniera á hacerse imposible el restablecimiento de 
ese mismo orden público, por alguna de tales providencias alterado. 

El Fiscal, por tanto, entiende: que debe evacuarse la consulta 
pendiente en los términos indicados, ó los que V. A. mejor estime, 
esponiendo respetuosamente á S. M.: 

1. ° Que el fallo de la Sala segunda de la Audiencia de.. man. 

dando admitir el interdicto de despojo entablado contra el Pár¬ 
roco de. por haber hecho tapiar la puerta de la tribuna de 

aquella iglesia parroquial, en cumplimiento del mandato del Pro¬ 
visor de la diócesis, sin audiencia de los interesados poseedores de 
la misma, es conforme á derecho y ejecutorio, y contra él no cabe 
el recurso de Real protección interpuesto por el Rdo. Obispo de..... 
ni otro alguno. 

2. ° Que no convendría de ningún modo estender á los acuerdos 
tomados por las autoridades eclesiásticas, la Real orden de 8 de 
mayo de 1839, ni otra disposición semejante, que llevara el mismo 
espíritu, por ser innecesario, incompatible con la misma indepen¬ 
dencia de la jurisdicción eclesiástica que se desea salvar, peligroso 
Y gravoso para la integridad del poder judicial. 

La Sala de vacaciones podrá servirse acordarlo así con la breve¬ 
dad reclamada por la citada Real orden, ó como considere mas 
acertado.—Madrid 6 de julio de 1860. 

P. A. 

Alvarado. 

Nota. El Tribunal resolvió de conformidad con la conclusión 
fiscal. 
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SOBRE LOS RECORSOS DE FUERZA Y PROTECCION. 


Dictámen emitido por D. Emilio Adán, Teniente Fiscal de la Ex¬ 
celentísima Audiencia de esta córte . 


El Fiscal de S. M., en nueva vista de estos autos, retira el re¬ 
curso de fuerza que en ellos interpuso, por medio de funcionarios 
que no son hoy los que ejercen este cargo , y espera de la Sala se 
sirva tenerlo por desistido de dicha pretensión, á los efectos en 
justicia procedentes. 

Bien que la unidad del Ministerio fiscal no padezca, ni se des¬ 
dore, por la conciencia singular de sus varios representantes; bien 
que nada necesite fundamentar cuando nada pide; todavía se tiene 
por obligado, en este momento, á trazar un breve bosquejo de los 
motivos en que funda su parecer, y sus conclusiones en materia tan 
delicada como la presente, serán tan claras y precisas en cuanto lo 
permitan sus alcances, como conviene á su carácter de antecedente 
y de consulta; fuera de que, para serenar esta acalorada competen¬ 
cia, no necesita por fortuna encender de nuevo esas apagadas cues¬ 
tiones y ya enfriadas querellas que entre la Iglesia y el Estado se 
han venido agitando sobre su respectiva supremacía. 

Porque, sin que le sea necesario montar este verdadero cabo de 
las tempestades del derecho canónico, se promete con toda con¬ 
fianza llegar á puerto abierto y seguro, ladeando ese imponente 
bullicio y algazara, con que bajo el vario nombre de regalistas y 
ultramontanos, se viene atronando la esfera de nuestro derecho pa¬ 
trio, durante la última centuria. 

Así los que profesan la creencia de la fuerza coercitiva del 
derecho divino positivo, establecido por la revelación, como los que 
encuentran mal avenido el principio de coacción esterna con la esen¬ 
cia del catolicismo y la universalidad de sus doctrinas: lo mismo los 
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que fundándose en los sagrados testos y en las alegorías bíblicas, ó 
bien en la antigua unidad de la autoridad suprema, creen que el 
Príncipe no puede usar de su espada sino por orden y bajo direc¬ 
ción de la Iglesia, que los que teniendo presente que esta se com¬ 
pone, en todo el orbe cristiano, de monarquías y repúblicas, es 
decir, de muchas supremas potestades, que han de vivir entre sí 
como los miembros de un mismo sér, y en tan íntima unión, como la 
de los cuerpos y las almas, establecen que, tanto la potestad espi¬ 
ritual como la temporal, tienen sendos derechos para resistir sus 
recíprocas invasiones: tanto los que aislando un solo período de la 
vida de la Iglesia, hacen de sus tres primeros siglos el ideal y la 
regla de su vida actual, pretendiendo un renacimiento intransigente 
y un no más allá en su desenvolviento histórico, como los que si¬ 
guiéndola de siglo en siglo, estudian el encadenamiento de los he¬ 
chos por medio de un triple método práctico, histórico y filosófico, 
todos convienen y convergen, en completa unanimidad, en el deber 
de amparo y protección, cualquiera que sea su origen, que consti¬ 
tuye la más preciosa de todas las prerogativas del sumo imperante 
para el régimen y dirección de sus Estados. Se ha dicho por muy 
ilustre escritor: «Proteger y defender de injurias y agresiones, es 
un oficio que nace vinculado á la dignidad real y es estensivo á to¬ 
dos los ciudadanos de su reino, y más principalmente á los misera¬ 
bles y desvalidos. No hay diferencia esencial de la potestad que ei 
Rey ejercita en la defensa natural de los oprimidos por los Jueces 
eclesiásticos, en las fuerzas, á la que usa en defender y amparar de 
iguales ó semejantes violencias á los que las padecen ó temen reci¬ 
birlas; y porque una y otra potestad es económica, tuitiva y pater¬ 
nal, y se imparte por medios estrajudiciales, sin mezcla de juris¬ 
dicción contenciosa.» 

Establecida por la Constitución del Estado la división de los po¬ 
deres y la delegación del judicial, conocida ya de muy antiguo por 
nuestras leyes pátrias, colocados los recursos de fuerza en la juris¬ 
dicción contenciosa, por nuestra última ley de Enjuiciamiento civil, 
y prescindiendo, por no ser del momento, de la cuestión tan reñida 
entre los clásicos de nuestro derecho, de si los recursos de fuerza 
constituyen verdaderos juicios; nada se podría añadir en la actuali¬ 
dad á las elocuentes palabras que se acaban de citar, fuera de las 
del mismo autor, en que se agrega: «Si el Rey es protector de sus 
vasallos para ampararlos y defenderlos de las agresiones y violen-- 
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cías que padecen ó les amenazan, también lo es de la Iglesia para 
cuidar de la observancia de los Cánones y de su disciplina, y para 
detener y apartar la injuria y el daño que se la intente irrogar.» 

Basta leer los libros l.° y 2.° de la Novísima Recopilación y la 
legislación posterior sobre estos recursos, para formar una idea 
exacta del particular esmero con que se ha tratado materia tan se¬ 
lecta como delicada. 

Allí, se establecen, regulan y definen los recursos de fuerza y 
de protección, bajo los nombres de conocer, en el modo y de no 
otorgar; contra los actos de la jurisdicción gubernativa ó volunta¬ 
ría eclesiástica, de protección del Santo Concilio de Trento, sobre 
presentación de bulas, breves y rescriptos apostólicos, examen de 
preces, competencias entre los eclesiásticos en las primeras instan¬ 
cias, intrusiones de los Nuncios apostólicos, en sede plena, en sede 
vacante, por denegación de justicia, inmunidades y asilos, ejecu¬ 
ción de testamentos y sentencias, y tantos y tantos otros, como sir¬ 
ven de limitación á la jurisdicción eclesiástica, según las leyes ca¬ 
nónicas y civiles. 

Allí, se fijan las reglas de doctrina y de procedimiento, esta¬ 
bleciendo los autos que han de tener lugar en su sustanciacion, con 
los nombres de legos, de autos diminutos, medio, condicional, mis¬ 
to, de cuarto y de quinto género, cartas ordinarias, sobre cartas, 
conminaciones, casos de formación de causas, ocupación de tempo¬ 
ralidades, recoger ios autos á mano real, y demás formas y ritos 
de dichos recursos. 

Allí, se fijan los Tribunales que han de conocer de estos distin¬ 
tos casos; Audiencias, Ghancillerías, Consejos de Castilla y de !n- 
dias, Cámara, Inquisición, Juntas llamadas de Fé, Tribunal Su¬ 
premo de Justicia, Coasejo de Estado, y en Aragón, Cancilleres y 
Arbitros de Competencias. 

No entra en el propósito del actual trabajo detenerse en ningu¬ 
no de estos particulares, cumpliendo únicamente á su objeto agru¬ 
parlos, en la breve reseña que se acaba de hacer, á fin de que con 
esto solo, con la descripción del caso de autos, y con la invocación 
de las más sencillas y triviales máximas del derecho, salte á la vis¬ 
ta menos amaestrada y perspicaz, la verdadera naturaleza del pro¬ 
cedimiento, y la genuina esencia del asunto que motiva estas ac¬ 
tuaciones. 

En una causa, por hurto y vagancia, incoada en el Juzgado 
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je_ ( el Juez, que en ella entendía, reclamó del Gura de la Par¬ 
roquial.. y con fecha del dia veintidós de enero de mil ocho¬ 

cientos sesenta y cuatro, la partida de bautismo de los procesa¬ 
dos C. y A. C.. 

Recordada esta reclamación en doce de febrero, se dirigió en 
diez y nueve del mismo mes y año el oficio que á continuación sé 


copia: 

«Siendo un deber en Vd., como en todos los individuos de la 
Sociedad, coadyuvar á la más pronta administración de justicia, y 
no pudieudo permitir por más tiempo la dilación que se observa en 
la remisión de las partidas de bautismo que le tengo reclamadas en 
veintidós de enero último y doce del corriente, referentes á C. y A. 
C. y F., hijos de A. y de M., el primero de veinte años y el segun¬ 
do de veinticuatro, he acordado dirigir á Vd. por última vez el 
presente, para que, en todo el dia de mañana, me sean remitidas 
las mencionadas partidas de bautismo, pues de no verificarlo, acu¬ 
diré en queja á la autoridad competente.» 

El Teniente Cura de.. D. F. B., en veintiuno de febrero 

ofició al Juzgado como sigue: 

«Contestando á la comunicación de V. S., fecha diez y nueve 
del corriente, deho manifestar que precisamente en el mismo dia se 
ha remitido oficio á su Juzgado, en que se manifiesta que ni en los 
años á que se refiere, ni anteriores, ni posteriores, aparecen las 
partidas de C. y A. C. y F., hijos de A. y de M., reclamadas en una 
sola comunicación, su fecha doce del actual; y mediando solo siete 
dias desde la petición á la reclamación, poco digna por cierto de 
ese Juzgado de primera instancia, no parece hay razón para una 
comunicación tan amenazadora.» 

Mandó el Juez que se ratificase dicho Teniente Cura en la ante ¬ 
rior comunicación, y como así lo hiciese, lo redujo á prisión, pro¬ 
cediendo criminalmente contra él por desacato grave á su auto 
ridad. 


El Vicario eclesiástico reclamó el conocimiento de esta causa, 

anunciando, caso contrario, una competencia, y el Juez de primera 

instancia se declaró competente para conocer, contestando al requi- 

rente, que de no conformarse remitiese los autos á la superioridad. 

prévio aviso, para que él también, á su vez, pudiese remitir los 
suyos. 


El Vicario insistió, 


y el Jne* - creyendo que hacia fuerza con 
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esta competencia á la Real jurisdicción, impetró el auxilio de la Sala 
para que hiciese cesar á dicho Vicario en sus procedimientos y 
oyendo á este Ministerio, fallase lo más procedente. 

Pedidos los autos á la Vicaría y remitidos originales, el Fiscal 
entabló el recurso de fuerza, de que hoy se desiste por medio de este 
escrito. 

Basta la más ligera comparación entre el asunto que se acaba 
de referir y lo antes manifestado sobre recursos de fuerza, para que 
se comprenda inmediatamente que no resultan términos hábiles 
dentro de los cuales pueda prosperar ninguno de esta clase, según 
Sa rigorosa acepción de dicha palabra. 

Porque el remedio de las fuerzas solo se otorga al que se vé 
gravado injustamente por el eclesiástico, sin poder conseguiré! ali¬ 
vio que le corresponde. Consiste en la opresión, en la fuerza, en la 
violencia, en la infracción de ley con que la jurisdicción eclesiásti¬ 
ca conoce en una causa meramente profana, ó respecto á seglares 
que no deben estarle sometidos. Es una querella entre el opresor y 
el oprimido, que solo el Soberano ó sus tribunales pueden y deben 
decidir. 

Pero en este caso, ¿dónde está el asunto meramente profano en 
que esté conociendo la jurisdicción eclesiástica? ¿Dónde el seglar 
que se vé perseguido por estos Tribunales? ¿Cuál la querella entre 
el poder espiritual y el súbdito oprimido, que se sujeta al fallo 
de V. E.? 

Lo que resulta de estos autos es lo enteramente opuesto. 

El Juez eclesiástico, lejos de invadir la jurisdicción civil, en¬ 
tiende que ésta invade la suya; y no se entromete violentamente á 
decidir en el fondo del asunto, sino que por el medio que le parece 
más prudente y ordenado, pide al Juez de primera instancia que 
le permita hacerlo, reservándose, caso contrario, acudir á V. E. con 
la misma pretensión. 

Un eclesiástico, un Teniente Cura, que parece naturalmente 
llamado á que se le juzgue por su propio fuero, se vé de hecho so¬ 
metido á la jurisdicción civil, indagado, preso por ella, arrancado 
del seno de su feligresía, y solo trata de redimirse por medios res¬ 
petuosos y legales. ¿Dónde está aquí esa agresión, esa violencia, 
esa infracción de ley por medio de la cual la jurisdicción eclesiás¬ 
tica arrebata á la civil una causa mere profana, ó se apodera de 
un seglar privándole abusivamente de su fuero? Y si no hay lo que 
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técnicamente se llama fuerza, ¿cómo ha de haber recurso alguno 

contra una fuerza que no existe? 

Ni se diga que la fuerza es la inhibitoria; porque recurso tan le¬ 
gal y ordenado, no merece, en verdadero purismo técnico, un nom¬ 
bre que tampoco le conviene; y para darle el suyo, es preciso lla¬ 
marle competencia que no recurso de fuerza. 

Pero según los buenos principios del derecho, el espíritu de 
nuestras leyes pátrias, y la jurisprudencia del Tribunal Supremo 
de Justicia, no pueden existir competencias entre la jurisdicción 
civil y la eclesiástica: por tanto, el Juez de primera instancia que 
no se ha visto legalmente requerido, siéndolo, por el contrario, en 
una materia en que es de todo punto ilegal una competencia, ha 
podido, en todo rigorismo, continuar procediendo sin necesidad de 
esperar á que se resolviera previamente cuestión alguna; y fuera 
por completo del alcance del art. 509 del Código penal, que exige 
como requisito indispensable, para que suspenda el procedimiento, 
que sea legalmente requerido. 

El eclesiástico hubiera acudido en queja á V. E. y la Sala, pré- 
vio el informe correspondiente, hubiera acordado que no habia lu ¬ 
gar á dicho recurso, porque, entre tales jurisdicciones, no podían 
existir verdaderas competencias. 

La competencia supone jurisdicción común entre los Jueces que 
las sostienen, y lo único que se cuestiona es cuál de los dos es el 
competente. 

Por eso no puede tener lugar entre la jurisdicción civil y la ecle¬ 
siástica, que no disputan por la competencia sino por la juris¬ 
dicción. Cada cual pretendeque su contraria usurpa un conocimiento 
que nunca puede tener, no porque ella sea más competente, en ra¬ 
zón de tal ó de cual circunstancia, sino porque la otra es incapaz, 
por su propia naturaleza, de entender en ningún caso, sobre cosa 
análoga ó parecida. La eclesiástica dice, que la materia es pura¬ 
mente espiritual, ó que por razón de las personas, ó por especiales 
concesiones ó concordatos, le corresponde entender en ella con es- 
clusion absoluta de la jurisdicción civil. Esta sostiene, por el con¬ 
trario, que no se trata de materia espiritual, ni de jurisdicción atri¬ 
buida, que la causa es meramente profana por su propia naturale¬ 
za, ó por razón del desafuero, y que el eclesiástico, no solo no es 

competente, sino que no puede serlo: que invade, que atropella, 
que hace fuerza. 
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Hay algo, siquiera no sea todo, de lo que ocurre en este género 
de conflictos, cuando son internacionales. 

No se trata de las diferencias que pueden surgir entre los fun¬ 
cionarios sujetos á una misma jurisdicción ó entre los de esta y los 
desús diferentes desmembraciones; y no puede, por consiguiente, 
un superior común declarar cuál es el más competente. 

En este caso, es otra la razón, otra la teoría. 

El Sumo imperante ha concedido á la Iglesia, establecida en sus 
Estados, tales ó cuales preeminencias, estas ó las otras facultades, 
para proceder y juzgar en casos precisos y determinados, que no 
son de la jurisdicción propia eclesiástica, sino de la que se ilama 
atribuida: se duda, si el de que se trata es ó no uno de esos gra¬ 
ciosamente otorgados, y en esta duda, el Sumo imperante, por sí ó 
por medio de sus Tribunales, se reserva ó reasume la facultad de 
declararlo. 

V. E. que no es propia y latamente hablando, superior de ¡a 
jurisdicción eclesiástica, y que, ni aun siquiera participa de esta 
jurisdicción, no podría fallar una verdadera competencia eclesiásti¬ 
ca por razón de superioridad ni de investidura: lo que hace, y lo 
único que puede hacer, en ejercicio delegado de la soberanía tem¬ 
poral, es rechazar las fuerzas con que Sa jurisdicción eclesiástica 
turbe y altere la paz y la tranquilidad del territorio. 

Bastan estas ligeras indicaciones, para demostrar que no se 
trata de una mera cuestión de nombres, por más que, á veces, las 
cuestiones se hacen interminables por no usar estos en su propia 
significación, sino que este dictamen entraña una verdadera cues¬ 
tión de principios, que no se pueden desatender, sin grave peligro 
de ofuscación y de estravío. 

De establecer semejante género de competencias seria menes¬ 
ter admitir, que el seglar pudiera á sa vez, entablarla contra el ecle¬ 
siástico; y entonces, de la misma manera que los Tribunales civiles 
no pueden nunca tener jurisdicción para decidir en una causa pura¬ 
mente eclesiástica, sobre un sacramento por ejemplo, el superior 
eclesiástico no podría tenerla tampoco para entender en un asunto 
meramente profano, por razón de la materia ó de las personas. 

Por eso, en la jurisdicción espiritual de la Iglesia no tiene poder 
alguno el Soberano, al paso que en los negocios temporales, no solo 
es superior á los Jueces eclesiásticos, sino que estos no tienen ju¬ 
risdicción en lo privativamente reservado á su potestad suprema 
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perteneciendo, aun en caso de duda, la resolución al Sumo impe¬ 
rante, pues por más que la jurisdicción eclesiástica sea mejor por 
la escelencia de su fin, es mucho mayor la de los Principes en los 
asuntos temporales, para mantener el orden público en sus Estados 
y la integridad de sus regalías. 

1 que este es el verdadero carácter de los recursos de fuerza, 
lo está evidenciando el que en ellos, la mayor parte de las veces, no 
solo no se disputa la competencia como en las inhibitorias, si no 
que en los del modo de proceder y en los de no otorgar, se recono¬ 
ce esa misma competencia en el eclesiástico, interponiendo única¬ 
mente el Soberano la protectora inspección de sus Tribunales, para 
que moderen y regulen el orden y la procedencia de la tramitación, 
no limitándose tampoco, en los de conocer, á quien sea el compe¬ 
tente, sino que además tiene el derecho y el deber de declarar nu¬ 
lo, en muchos casos, lo actuado por el eclesiástico, mandar que se 
cancelen sus autos, proclamar que se estralimitó con manifiesta 
transgresión de ley y notoria injusticia y usurpación, trastornando 
el orden público, vulnerando la Majestad y lesionando los principa¬ 
les atributos que constituyen el supremo conjunto de su Realeza. 

Asíes, que nunca prescriben estas regalías; que siempre se 
pueden interponer, que no hay ejecutoria, ni sentencia firme ecle¬ 
siástica que contra ellas pueda prevalecer. 

Por eso está espresamente recordado en la decisión de veinti¬ 
ocho de diciembre de mil ochocientos cincuenta y tres, tomo IX, 
número 55, de la Colección Legislativa, que los conflictos de juris¬ 
dicción que surgen entre la autoridad civil y la eclesiástica, no son, 
ni pueden ser, objeto de competencia, si no que se han de decidir 
precisamente por medio de recursos de fuerza. 

Pero entonces, en casos como el actual, ¿qué medios tendrán 
las autoridades eclesiásticas que se creen invadidas en su jurisdic¬ 
ción, por la civil, para redimirse de esta invasión? ¿Habrán de so¬ 
portarla pacientemente? ¿No tendrán ningún recurso legal para al¬ 
zarse de ella? 

De esto habla de una manera especial el Licenciado D. José de 
Covarrubias, y tan sábia y tan magistralmente como suele hacerlo 
en esta materia, con la copia y aparato de citas legales que acos¬ 
tumbra, y con un estilo tan claro y preciso como el de los párrafos 
siguientes: 

«¿Pero qué remedio tendrán los eclesiásticos cuando los Jueces 

TOMO II. 9 
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reales les quieran usurpar ó turbar su jurisdicción voluntaria ó con¬ 
tenciosa? Parece que así como el Juez real ó el lego introduce re¬ 
curso de fuerza debiera también el eclesiástico proceder del mismo 
modo, acudiendo, no á su superior, si no á los Tribunales reales, ó 
al Soberano, para que, como á protectores de su jurisdicción les 
defienda, y alce la fuerza que se les irroga. En efecto, así lo insinúan 
las leves nacionales que prescriben abiertamente este recurso en 
iguales casos.» 

Cita ea seguida multitud de leyes, y muy especialmente la Real 
Cédula de diez y nueve de noviembre de mil setecientos setenta 
y uno, que prescribe las reglas que, en casos tales, se han de 
seguir. 

En la primera se dice terminantemente «que si alguno de los 
Jaeces reales diese motivo de queja, lo representen los Prelados en 
derechura al Consejo ó por mano de mis Fiscales, para que se pro¬ 
vea de remedio conveniente, y en caso de que no lo tome, lo pueda 
hacer inmediatamente por la vía reservada del Despacho Universal, 
para que yo mande se tome la providencia que fuese más justa y 
conveniente.» 

En todas las demás insiste en referirse siempre y constantemen¬ 
te al Consejo . 

«Advirtiendo, sin embargo,continúa dicho célebre escritor, que 
es cierto que cuando los Magistrados reales se entrometen á cono¬ 
cer de las cosas eclesiásticas, acostumbran los Jueces de la Iglesia 
defender su jurisdicción perturbada por medio de censuras, que 
son sus propias armas espirituales.» 

«De este modo se traba competencia y el Juez conminado con 
las censuras ó declarado incurso en ellas introduce en los Tribuna¬ 
les superiores el recurso de fuerza, pero es mucho mejor, más acer¬ 
tado y más conforme al espíritu de los cánones que en iguales casos 
acudan los Eclesiásticos á la Real jurisdicción como se previene en 
las leyes del Reino.» 

El Fiscal hace particular mención de esta advertencia para que 
no pueda servir de fundamento al modo de proceder del Juez Ecle¬ 
siástico, en este punto; pues sobre calificarse en ella de abusivo y 
de verdadera corruptela, el caso de autos es en su esencia de muy 
diversa índole, al que, en dicha advertencia se supone. 0 

La tuerza de que en ella se hace mérito no consiste en la com¬ 
petencia sino en las censuras que vejan y oprimen á las autorida- 
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des civiles, en contravención á las leyes del Reino y á la sobriedad y 
circunspección tan recomendada, en su uso, por el Santo Concil io 
de Trento. 

Si se hubiesen impuesto en esta competencia, ó si hubiesen sido 
siquiera anunciadas, el Fiscal sostendría que se hacia fuerza á la 
jurisdicción civil y mantendría con plena conciencia este recurso: 
pero el solo anuncio de acudir á V. E., lejos de ser fuerza es acata¬ 
miento á dicha jurisdicción, y únicamente había de producir el 
efecto de que la Sala declarase que no podían existir competencias 
catre las mencionadas jurisdicciones y que solo era procedente en¬ 
tablar por la Eclesiástica un recurso de fuerza ó de protección con¬ 
tra la jurisdicción civil, si es que se creía por esta invadido. 

No es este el momento oportuno de establecer si el recurso de 
protección que la autoridad eclesiástica pudiera haber entablado, 
en el caso de autos, es uno de los que se hace mérito en la atribu¬ 
ción tercera del Consejo de Estado, cuando se dice, «será oido ne¬ 
cesariamente en pleno sóbrelos recursos de protección y fuerza, 4 
escepcion de los consignados en la ley de Enjuiciamiento civil como 
propios de los Tribunales» ni cumple á su propósito actual, diluci¬ 
dar, cuál sea la autoridad que haya sustituido en estas atribuciones 
al Consejo á los Fiscales y á la vía reservada, de que tanto se habla, 
ó á los que tanto se alude en la Real Cédula antes citada. 

El Fiscal por el contrario, entiendeque ha llenado ya en estees- 
crito la primer parte de su cometido, probando en su concepto: 

1. ° Que la naturaleza de lo actuado no consiente un recurso de 
fuerza interpuesto por la jurisdicción civil, en virtud de las invasio¬ 
nes ó atropellos que haya esperimentado, de parte de la Eclesiás¬ 
tica. 

2. ° Que no se dan competencias, propiamente hablando, entre 
estas dos jurisdicciones; y por consiguiente que no debe tener ulte¬ 
rior progreso la entablada bajo este nombre y en esta forma por la 
autoridad eclesiástica, debiendo por el contrario ser declarada ile¬ 
gal é improcedente. 

5.° Que en este sentido le seria fácil sostener el recurso interpues - 
to por su antecesor, que naturalmente no podría menos de prospe¬ 
rar en cuanto á su principal objeto, toda vez que V. E. declarase, 
como sin duda alguna declararía, de no atender más que á lo antes 
espuesto, libre y espedita la acción del Juez de primera instancia 
para seguir entendiendo en estos autos. 



68 DICTÁMENES FISCALES. 

Pero representante de la ley, ao puede aquietarse el Fiscal coa 
un triunfo de mera forma, en un asunto de órden público y de tan 
alta y tan trascendente importancia: su misión se estiende en estos 
casos á mirar lo mismo por la observancia de los Cánones que por 
la de las leyes, y á tener en tanto los santos fueros de la Iglesia, 
como las sagradas regalías de la Corona. 

Por eso, y por las consideraciones que pasa á esponer en la 
segunda parte de este escrito, tiene por más procedente retirar co¬ 
mo retira el recurso interpuesto por su antecesor, salvas las consi¬ 
deraciones que desde luego tributa á los muy atendibles móviles 
que sin duda alguna á ello le impulsaron. 

Dos son los principales fundamentos que se pueden alegar para 
sostener que el conocimiento de esta causa corresponde á la juris¬ 
dicción civil. 

4.° Que el hecho que la motiva puede ser calificado de delito 
atroz ó grave. 

2.° Que constituyendo desacato á la justicia civil causa desa¬ 
fuero. 

Las dilaciones y entorpecimientos que producía en su práctica 
lo establecido en la Real órden de diez y nueve de noviembre de 
mil setecientos noventa y nueve y las rebeliones y conspiraciones 
políticas de la última guerra civil, originaron el Real decreto de 
veinticuatro de octubre de mil ochocientos treinta y cinco, en que 
se mandó, que los Jueces y Tribunales civiles entendiesen en las 
causas contra eclesiásticos por delitos atroces ó graves: declarando, 
que lo eran los que por la legislación de entonces se castigaban 
con pena capital, estragamiento perpétuo, minas, galeras, bombas 
y arsenales. 

A la publicación del Código penal vigente surgieron acaloradas 
cuestiones sobre el modo en que se debía aplicar lo dispuesto en 
el decreto mencionado, con motivo de la nueva clasificación de los 
delitos en graves y menos graves. 

Sostenían unos, que los eclesiásticos continuaban desaforados 
en los mismos delitos en que lo habían sido espresamente por el 
Real decreto antes mencionado, cualquiera que fuese la penalidad 
que ahora les correspondiese, pues el epíteto de atroces demos¬ 
traba claramente que habían de ser de una enormidad y repugnan¬ 
cia notoriamente escepcionales. 

Otros entendían, que siendo las penas medida y graduación de 
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los delitos, los hoy esceptuados son aquellos á que actualmente se 
impone penas análogas á las que entonces fueron designadas. 

Entre estos, habia quien fijaba la analogía en el carácter seve¬ 
ramente aflictivo de dichas penas, que solo podia ser comparado 
con las que en las escalas graduales del Código actual siguen muy 
de cerca á la de muerte: quien se fijaba en la duración, escluyendo 
por este motivo todas las que no pasaban de seis años: quien aten* 
día tan solo al nombre, y desde el momento en que las ahora lla¬ 
madas aflictivas, constituían en graves los delitos que las moti¬ 
vaban, solo concedían el fuero eclesiástico á los que se penaban 
con las correccionales. 

El Tribunal Supremo de Justicia ha sancionado esta última 
doctrina, que empieza á ser ya jurisprudencia en todos los Tribu¬ 
nales del Reino. 

El Fiscal ladea y no toca estas cuestiones, porque si el hecho 
de que se viene haciendo mérito no constituye desacato grave, 
cualquiera que sea la calificación penal que merezca, nunca podrá 
ser castigado con pena aflictiva: y si constituye desacato, enton¬ 
ces, la primer cuestión se resuelve en la segunda, y de la solución 
de ésta pende la de ambas. 

Para resolver si ha existido ó no desafuero, importa fijar pró- 
viamentecual es el verdadero carácter de un Teniente Cura. 

Se llama curato un oficio espiritual con cura de almas, catego¬ 
ría que comprende lo mismo al Jefe de la parroquia que á sus Te¬ 
nientes ó Ayudantes. 

El Cura, pues, y sus Tenientes tienen el derecho y el deber de 
ejercitar el poder eclesiástico en proporciones determinadas, y en 
virtud de un título permanente. La suma de su poder constituye 
autoridad, majorüas, y corresponde á ella la obediencia de sus su¬ 
bordinados. 

En un breve término debe recibir todas las órdenes necesarias, 
se le exijen particulares requisitos, se le conceden por el Estado 
importantes exenciones, cargas, honores y derechos, es uno de los 
modos de salir de la patria potestad y nuestra misma legislación 
penal llama oficiales ásus comunicaciones, con el objeto de impo¬ 
ner penas mayores á los delitos que en ellas lleguen á cometer. 

El Cura administra el sacramento del bautismo, lavando el pe¬ 
cado original, remitiendo los hasta entonces cometidos, abriendo 
la puerta á los demás sacramentos, y siendo uno de los principales 
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medios, y en rigor el único, para ingresar en la Iglesia y en los de¬ 
rechos inherentes á la sociedad religiosa. 

Para tan importantes fines eclesiásticos, lleva y custodia los in¬ 
dispensables registros; y al espedir las certificaciones correspon¬ 
dientes, obra como Cura, dando fé, en virtud de su sagrado carác¬ 
ter, y siendo castigado como tal si en ello delinquiere. 

Nuestro derecho pátrio guarda un silencio mayor aun que el ro¬ 
mano sobre este punto relativo al estado civil de las personas. 

Desde muy antiguo han permanecido estos registros en manos 
de los eclesiásticos dándoles la sociedad la misma confianza que le$ 
venia prestando la piedad cristiana y valiéndose de su auxilio, pero 
sin que por eso perdiesen su verdadero carácter de eclesiásticos, ni 
los curas que los llevan adquiriesen el de oficiales del estado civil* 

Algo se ha proyectado en este sentido, á instancia de lo que su¬ 
cede en otros países, pero justamente estos proyectos son una 
comprobación más de que se carece de tales funcionarios y de ins¬ 
pección y reglamentación civil sobre esta delicada materia. 

El Párroco es el que, por su propio Ministerio, los cuida y los 
custodia, estando únicamente sujetos á las visitas establecidas por 
el Santo Concilio Tridentino; todo lo que evidencia que el Cura 
Párroco es un funcionario revestido de autoridad, y que obra en 
virtud de la misma al espedir tales certificaciones: y establecida 
esta premisa, queda completamente resuelta la cuestión que viene 
siendo objeto del debate. 

En las decisiones del Tribunal Supremo de Justicia de seis de 
febrero de mil ochocientos sesenta y uno se establece que no cons¬ 
tituyen desacato las espresiones más ó menos inconvenientes ú 
ofensivas que medien entre los funcionarios revestidos de autori¬ 
dad, cuando proceden en el ejercicio de la misma, y mucho menos 
si entre ellos no existe relación ni dependencia. 

Ahora bien: el Teniente Cura, que creyéndose escesivamente 
apremiado por el Juez de primera instancia en un servicio, que por 
más que esté obligado á prestarle, es en esencia propio de su Mi¬ 
nisterio Eclesiástico, le contesta que la comunicación que le dirijo 
es poco digna de un Juzgado de primera instancia, pues no cree 
haber merecido por tan leve dilación un recuerdo tan apremiante; 
cualquiera que pueda ser la calificación que merezca, no puede ha¬ 
ber incurrido en la de desacato, tratándose de una comunicación 
oficial, que como funcionario revestido de autoridad y en ejercicio 
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de ésta dirije á otro fuocionario, con quien no tiene relación de ór- 
den ni de dependencia en el modo y forma de llenar su encargo. 

Tan cierto es esto, que el mismo Juez lo reconocía así en su 
oficio anterior cuando le conminaba con acudir en queja á su su¬ 
perior : probando y confesando de este modo, que en este servicio 
no le consideraba sujeto á su dependencia. 

Las autoridades y los funcionarios públicos entre sí, cuando 
ejercen sus funciones y sobre todo cuando no dependen unos de 
otros y son por el contrario de distinta naturaleza, se merecen todo 
género de consideraciones, y deben ser modelo de atención y urba¬ 
nidad en las comunicaciones oficiales que se dirijan; pero no se 
pueden exigir unos á otros el acatamiento que sus inferiores les 
deben de derecho, y por su falta podrán quejarse de otros delitos, 
pero no del desacato é irreverencia, que solo con los superiores se 
comete. 

Tales son Excmo. Sr. los motivos que impulsan al Fiscal á de¬ 
sistir, como desiste, del recurso entablado, y que, al pedir á la Sala 
se sirva tenerle por desistido, ha creído deber designar, no solo por 
las razones que alegó al principio, sino á fin de que se puedan te¬ 
ner presentes para lo sucesivo, si como V. E. acostumbra en estos 
casos, manda espedir los correspondientes testimonios del presen¬ 
te escrito. 

La Sala sin embargo resolverá lo que tenga por más acertado. 
Madrid treinta de mayo de mil ochocientos sesenta y cinco. 

Emilio Adan. 


Nota.—L a Sala falló de acuerdo con la conclusión fiscal. 
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DICTAMEN 


DEL FISCAL DEL TRIBUNAL SUPREMO DE JUSTICIA 


SOBRE 

el recuno de responsabilidad intentado contra la Sala de la 
Audiencia . por la sociedad de los fer roncar riles de . 


El Fiscal dice: Que antes de entrar en el exámen del recurso de 
responsabilidad que la sociedad de los ferro-carriles de.ha in¬ 

tentado contra la Sala.. ... de la Audiencia de aquel territorio por 
la forma y términos en que se la declaró civilmente responsable de 
un siniestro, conviene reseñar los principales antecedentes del caso 
para que mejor comprenda V. A. las cuestiones y dificultades que 
hoy se hallan sometidas á su suprema decisión. 

En la tarde del 9 de mayo de 1864 el tren correo á poco de sa¬ 
lir de la estación de. atropelló y destrozó una caballería que 

después de haber atravesado sin novedad la vía, volvió á meterse en 
ella espantada por el ruido del silbato. Instruyó causa en su virtud 
el Juzgado de..... contra el maquinista N...., aunque citando tam¬ 
bién oportunamente á la Empresa, conforme á la práctica estable¬ 
cida, por lo que á sus intereses pudiera trascender el fallo. Pero 
apareciendo en definitiva que no era el Maquinista culpable de la 
desgracia por haber hecho cuanto de él podia buenamente exigirse 
para evitarla y que todo provino de no haber, como estaba manda¬ 
do, guarda, garita ni palenque en el paso á nivel por donde penetró 
el animal en un momento en que, si hubieran existido aquellas de¬ 
fensas, no hubiera podido hacerlo, la Sala. de la Audiencia 

de.en desacuerdo sobre este punto con el inferior, absolvió li¬ 

bremente al procesado y de acuerdo con él, pero separándose del 
dictámen fiscal, que solo proponía se reservase la acción civil á la 
parte perjudicada, condenó á la Empresa al pago del valor de la 
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caballería por vía de reparación del daño causado y en las costas y 
gastos del juicio. 

Aquí conviene advertir que cuando de este fallo se dió cuenta á 
V. A. para su inspección y el espediente se comunicó á la Fisca¬ 
lía, el Abogado fiscal encargado de su despacho no llamó la aten- 
cien del Tribunal acerca de dicho último estremo, porque recono¬ 
ciendo en su ilustración que algunas costas y gastos debía soportar 
la Empresa, que había gestionado en la causa, hubo de comprender 
que á ellas se referia y concretaba la sentencia. De otra suerte no 
hubiera dejado de observar que la responsabilidad civil déla Em¬ 
presa se llevaba mas allá de lo justo, imputándola al par que los 
derechos procesales que la convenían, otros que por su naturaleza 
eran y solo podían considerarse de oficio, atendida la libre absolu¬ 
ción del procesado Quede esto consignado'para prevenir equivoca¬ 
das interpretaciones. Al resolver V. A. de conformidad con dicho 
dictamen, prescindió de la cuestión de costas, guardó silencio sobre 
ella, y aquel silencio nada prejuzga, nada sanciona. Prosigamos. 

Llevada la sentencia á efecto en todas sus partes, la Empresa 
acudió á este Supremo Tribunal, y después de gestiones y trámites 
que no hay para qué recordar, entabló al fin recurso de responsa¬ 
bilidad criminal contra los Magistrados sentenciadores, alegando 
sustancialmente: l.° Que se le condenó por responsabilidad pura¬ 
mente civil en un juicio criminal. 2.° Que se le impuso la pena de 
las costas sin haber sido tratada como reo. 

Tales son los dos fundamentos esenciales del recurso. Los Ma¬ 
gistrados, á quienes pidió V. A. informe, lo han evacuado sobre uno 
y otro estremo, y ahora en vista de todo es ya preciso resolver si 
procede la formación de causa, si deberá en su defecto acordarse 
alguna advertencia ó corrección de carácter disciplinario, ó si por 
no resultar méritos para uno ni otro, deberá rechazarse el recurso 
absolutamanle con la simple fórmula de no há lugar. 

El Fiscal anuncia desde luego que no procede, en su sentir, la 

formación de causa por ninguno de los dos cargos en que, como 

queda dicho, viene á condensarse el recurso. No por el primero, 

porque parece poco fundado; tampoco por el segundo, porque, aun 

cuando le parece justo, no llega en su concepto á constituir mate¬ 
ria criminal. 

Examinémoslos por su orden. 


TOMO O. 


ÍO 
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Consiste el primero, como hemos visto, en haberse fallado so¬ 
bre una responsabilidad civil en juicio criminal. 

Los Magistrados sentenciadores impugnan en su informe el su¬ 
puesto jurídico de esta imputación, diciendo que la responsabilidad 
que alcanza á las empresas, según el art, 14 de la ley de policía de 
ferro-carriles, no es de naturaleza meramente civil en cuanto pro¬ 
viene de omisiones ó descuidos culpables y participa por lo mismo 
en cierto modo de la criminalidad que envuelve toda infracción de 
una ley escrita. De este principio y de que en casos como el actual 
es dicha responsabilidad directa y no subsidiaria, infieren los infor¬ 
mantes que debe ventilarse en el mismo procedimiento criminal á 
que ha dado origen el siniestro. 

El Fiscal acepta esta consecuencia y hará de ella su tésis contra 
el recurso, por mas que no esté enteramente de acuerdo con todas 
las premisas en los precisos términos, en que las formulan los infor¬ 
mantes. Para combatir el cargo no hay necesidad de desconocer 
que la responsabilidad declarada á las empresas en el art. 14 de la 
ley de 14 de noviembre de 1855, siquiera tenga algo de penal, ca¬ 
rácter de que participan siempre las indemnizaciones, es de índole 
civil sin mezcla alguna criminal en el sentido técnico de la palabra. 
Basten por ahora estas indicaciones, sobre un tema al que habremos 
de volver mas adelante. 

Nadie puede poner en duda que las cuestiones de derecho civil 
deben ventilarse civilmente ante los tribunales, esto es axiomático 
y hasta vulgar en el foro. 

Pero ese axioma, esa regla de enjuiciamiento puede hallarse en 
contacto con otras que la modifiquen respecto de ciertos casos, y 
así sucede en el presente. Esta es ley de todos los sistemas en que 
unos principios se limitan por otros, resultando de ahí la armonía 
de sus diversas partes y la unidad del conjunto. 

Civil es la responsabilidad que contrae el delincuente de repa 
rar el daño causado por el delito; civil la subsidiaria que impone el 
art. 18 del Código á personas que no han delinquido, y sin embar¬ 
go, en juicio criminal se litigan y deciden esas responsabilidades. 
¿Por qué? Porque aunque civiles, sobre tener, como queda dicho, 
algo de penales, se enlazan con cuestiones de índole criminal que 
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solo criminalmente pueden debatirse y de las cuales no es dable 
prescindir al fallar sobre aquellas; y porque implican intereses que 
la ley ha creído necesario proteger con las especiales formas y ga¬ 
rantías del enjuiciamiento criminal. 

Pues todas estas consideraciones concurren en el caso de que se 
trata. 

Se ha invocado una opinión del que suscribe, consignada en el 
dictámen de 17 de enero de 1863, en que comentó algunos ar¬ 
tículos de la lev de policía de ferro carriles y cuyas conclusiones se 
sirvió prohijar V. A. 

Allí efectivamente analizando el art. 14 de la ley, que declara 
responsables á las empresas de los daños y perjuicios causados por 
sus empleados en el servicio de esplotacion del camino y del telé¬ 
grafo, después de discernir el diverso carácter y estension que po¬ 
día tener esta responsabilidad según los casos, abordó el Fiscal la 
cuestión de competencia y de procedimiento relativamente á cada 
uno de ellos y escribiólo que sigue; «Si no hay mas responsabilidad 
•que la de la empresa; si no se mezcla con ella la individual del 
•empleado, el Fiscal entiende que el negocio debe espedirse civil - 

• mente.»—«Si á la falta de la empresa, que encierra el gérmen de 
•su responsabilidad (decía á renglón seguido) se adhiere el hecho 
«ilícito del empleado, parece lo mas regular y conveniente que en 
»e! proceso que se forme á éste se trate de todo, como se hace en 

• nuestro juicio criminal, aunque no lo promueva, ni se persone en 
•él la parte ofendida.» Y estampó con arreglo á estas ideas en la 
3. a de sus conclusiones: «Que la responsabilidad civil del empresa- 
«rio, principal ó subsidiaria, siempre que se ligue con un hecho ilí- 
•cito del empleado que dé lugar á procedimiento judicial, deberá 
•declararse en el mismo proceso, al cual ha de ser citado el em- 
«presario oportunamente en debida forma para que acuda, si le 
•conviniere, á usar de su derecho.» 

El argumento deducido de esta doctrina por el recurrente á pri¬ 
mera vista deslumbra. Aquí (viene á decir en sustancia) no había 
responsabilidad individual del empleado, como lo reconoció la Sala 
al absolverle libremente; aquí no había hecho ilícito del empleado 
con el cual pudiera mezclarse la responsabilidad de la empresa; 
luego esta responsabilidad que era principal, directa y civil, solo 
civilmente y á instancia de parte podia exigirse. 

El secreto del sofisma está en suponer al abrigo de la absolución 
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del maquinista que no hubo hecho ilícito de su parte. El maquinis¬ 
ta causó un daño en el atropello y muerte violenta de la caballería, 
y este hecho no es, no puede ser lícito. Lo que hay es que á juicio 
del Tribunal sentenciador lo causó en ocasión de ejecutar un acto 
propio de su oficio con la debida diligencia, y por lo tanto irrespon¬ 
sablemente, conforme al párrafo 8.° del art. 8.° del Código. 

Verdad es (y esto ha podido ofuscar á los defensores de la em¬ 
presa) que la Sala absolvió al procesado y no le declaró exento de 
responsabilidad. Pero los considerandos del fallo esplican suficien¬ 
temente que este y no otro fué el sentido de la absolución. Por lo 
demás, sin negar que la declaración de irresponsabilidad dá en sí 
misma lugar á menos dudas, y sin desconocer tampoco que es la 
fórmula generalmente empleada en tales casos por los Tribunales, 
el Fiscal observará que ninguna ley la prescribe y que quizá es 
menos técnica que la de la absolución. Absolver ó condenar; tal es 
!a alternativa del Juez en el fallo de todo juicio crimina!. ¿Y qué 
es absolver, rigorosamente hablando, sino declarar irresponsable 
bajo uno ú otro aspecto al acusado? La absolución podrá fundarse 
en diversos motivos, pero siempre significará que el acusado no ha 
caido realmente en la culpa que se le imputaba; que no merece el 
cargo que se le hacia; que no es criminalmente responsable como se 
habia creído. Si para algún efecto legal ó moral importa conocer el 
fundamento preciso de ella, eso los considerandos de la sentencia 
lo dirán, como bien claramente dicen los de la pronunciada en el 
proceso de que se trata que el maquinista, aunque agente inme¬ 
diato del hecho, se condujo de tal modo que no podia estimársele 
incurso en responsabilidad, ni digno por consiguiente de pena. 

Habia, pues, un hecho que no porque el empleado lo hubiese 
ejecutado irresponsablemente dejaba de ser ilícito de suyo, hecho 
ilícito con el cual se ligaba estrechamente la responsabilidad civil 
directa de la empresa producida por aquella falta propia del 
abandono del paso á nivel que habia dado ocasión á la desgracia, 
y que debia por lo tanto ventilarse en el proceso mismo que se 
abrió contra el autor material del siniestro, conforme á la doctrina 
del susodicho dictámen fiscal, aceptada por V. A. en 1863. 

Quizás se diga que de este modo nunca se realizará el otro es • 
tremo de la disyuntiva que entonces presentó el que suscribe, pues 
instruyéndose causa por todos los siniestros, y no pudiendo ser lí¬ 
citos estos, resultará siempre enlazada la responsabilidad de las 
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empresas con las imputaciones que, siquiera no sea mas que por de 
pronto, han de hacerse en tales casos á sus empleados. La réplica 
á esta objeción es obvia. Fácilmente pueden causarse danos y per ¬ 
juicios á particulares en el servicio de esplolaciou ó del telégrafo 
con actos que no constituyan lo que propiamente se llama un si¬ 
niestro, ni den lugar, al menos inmediatamente, al procesamiento 
de un empleado. El olvido ó el error en la trasmisión de un telégra- 
ma, la pérdida ó avería de un bulto, el estraordinario é injuslifica - 
do retardo en la salida de un tren, todo esto puede lesionar mas ó 
menos gravemente los intereses de un particular; todas esas y otras 
faltas análogas en el servicio, sean directamente suyos, ó de sus 
empleados, pueden arrojar sobre las empresas la responsabilidad 
que determina el art. 14 de la ley de policía, y á ellas aludia el que 
suscribe en su dictámende 1863; para ellas debe entenderse escrito 
lo de que si no hay mas responsabilidad que la de la empresa, debe 
el negocio espedirse civilmente. 

Para proceder de otro modo en los demás casos, existe una 
razón de buen sentido y suprema equidad, ya indicada en el pre¬ 
sente por la Sala sentenciadora, que bastaría á alejar del ánimo 
todo escrúpulo. Los procedimientos judiciales, no son labores de si¬ 
metría ni de ornato en que un perfil de mas ó de menos decida de su 
valoren la alta región de los principios. Criminales ó civiles, están 
instituidos para depurar la verdad y hacer justicia: sus condiciones 
esenciales son la audiencia, la prueba y la apelación. Todas estas 
garantías ofrece á las empresas la práctica establecida respecto de 
ellas en los procesos por siniestros, y de todas se aprovechó la de...,, 
en el que V. A. tiene á ia vista. Parte en la causa desde que co¬ 
menzó el plenario, pudo responder á la acusación fiscal, en que ya 
se pedia su responsabilidad y alegar y probar en ella cuanto esti¬ 
mara conducente á su derecho: condenada en primera instancia, 
se alzó para ante el superior, y en segunda pudo usar sin corta- 
pisa de todos los medios de defensa. Si tenia algunos de que no 
supo aprovecharse, impute! sibi. ¿De cuáles otros mas eficaces hu¬ 
biese dispuesto en un juicio civil? 

Cierto que en éste dá la ley el recurso de casación, de que ca¬ 
recemos todavía en el criminal; argumento que la empresa quere¬ 
llante no ha omitido para encarecer el agravió que se la infirió al 
declararla responsable en proceso criminal por una causa que de¬ 
bió litigarse civilmente. Adviértase ante todo que el argumento, si 
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alguna vez pudiese probar algo, no seria en este proceso. Lo que 
en él pudiera llamarse crédito personal contra la empresa, se re¬ 
duce á los 1,400 rs., valor de la caballería muerta, a cuyo pago se 
la condenó por vía de reparación; y una demanda civil de 1,400 
reales solo pudiera originar, según el art. 1162 de la ley de Enjui¬ 
ciamiento, un pleito de menor cuantía, en el cual, por declaración 
terminante del art. 1015, no tiene cabida el recurso de casación. 
Por este lado la suerte de la empresa no hubiera sido mejor en un 
litigio civil que en un proceso criminal. 

No podria decirse lo mismo en la eventualidad, harto posible, 
de que la responsabilidad ascendiera á mas de 5,000 rs. Pero á 
esto ¿qué ha de contestar el Fiscal? Que es doloroso que no haya 
casación en las causas criminales, que algún dia lucirá por esa an¬ 
siada reforma, pero que entretanto la ley es ley y no podemos dejar 
de plegarnos á sus disposiciones. La responsabilidad que en estos 
casos se exige á las empresas no es mas civil que la que impone el 
delito á su autor, ni las que subsidiariamente sobrellevan otras 
personas con arreglo al Código. Ni caben respecto de éstas menos 
errores judiciales que respecto de aquella. Y sin embargo, para 
ninguna escite el remedio de la casación. El mal, por consiguiente, 
pesa sobre todos, y no puede achacarse á los tribunales porque de¬ 
cidan por la vía crimina! las cuestiones que á este orden de juicios 
pertenecen. 

De todo lo espuesto se deduce que el primer cargo que la em¬ 
presa recurrente fulmina contra la Sala.de la Audiencia de. .. 

no tiene fundamento bastante legal ni racional para traer á la barra 
á aquellos magistrados. El que suscribe establece esta conclusión 
con tanto mayor tranquilidad de conciencia, cuanto que, prescin¬ 
diendo ya de la clase de juicio en que se declaró á la empresa ci¬ 
vilmente responsable del daño, ha estudiado los méritos del proce¬ 
so con el mas sincero deseo del acierto, y entiende que el fallo en 
este particular es de todo punto justo. ¡Ojalá pudiera decirse lo 
mismo del segundo cargo! 


Ii. 

Pero el segundo cargo, que si felizmente pequeño en su entidad 
material, noto es tanto con relación al interés de la ley, encierra un 
fondo de razón no despreciable. 
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La Sala. de la Audiencia de. condenó á la empresa al 

pago, no solo del valor de la caballería que destrozó el tren por vía 
de reparación del daño, sino también de las costas y gastos del 
juicio en su totalidad. Y dice el Fiscal en su totalidad, porque si 
bien no se usa de esta espresion en la condena (motivo por el cual 
sin duda no se reparó aquí en el esceso al inspeccionar la copia del 
fallo remitido á V. A), es lo cierto que así resulta de las posteriores 
diligencias de ejecución. 

Ahora bien: nada mas justo que haber obligado á la empresa al 
abono de las costas y gastos causados por su parte, puesto que in¬ 
vitada, no compelida, acudió voluntariamente al proceso en defen¬ 
sa de sus intereses. Tal es el deber que pesa sobre los litigantes en 
general, á no eximirles de él la sentencia, por el principio de que 
todo el que exige de otro un servicio le debe el precio ó recompen¬ 
sa de su trabajo. 

Mas ¿por qué la empresa habia de separar las costas y gastos 
concernientes al procesado, libremente absuelto en la ejecutoria? 

Su responsabilidad civil, única exigible y exigida en aquel caso, 
no podia llegar hasta ahí. 

Las costas y gastos del juicio criminal, por lo menos en la par¬ 
te que corresponde á las diligencias realmente necesarias para la 
comprobación de la verdad, así en el sumario como en elplenario, 
constituyen pena accesoria, y solo por efecto de la responsabilidad 
criminal son imponibles. Es decir, que ni pueden andar separadas 
de una á otra pena principal, ni pueden caer sino sobre delia - 
cuentes declarados tales por sentencia firme. Si el acusado es ab- 
suelto, aquellas costas y gastos se reputan y quedan de oficio. Esta 
es la regla que dá de sí el conjunto de las disposiciones del Código 
relativas al particular: esta es la jurisprudencia establecida en su 
virtud por nuestros Tribunales. 

Y ni aquellas disposiciones pueden estimarse modificadas, ni 
esta jurisprudencia admite alteración á consecuencia de la ley de 
policía de ferro carriles en los casos que, como el presente, deban 
ser por ella resueltos. 

El art. 14 de dicha ley quiere que los concesionarios ó arren¬ 
datarios de los ferro-carriles respondan á los particulares, lo mismo 
que al Estado en su caso, de los danos y perjuicios causados por 
los administradores, directores y demás empleados en el servicio de 
esplotacioa del camino y del telégrafo. 
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Esta responsabilidad será directa ó indirecta, principal ó subsi¬ 
diaria, según las circunstancias, problema que procuró esclarecer 
el que suscribe en el susodicho dictámen de 1863 aceptado 
por V. A.; pero principal ó subsidiaria, tal como la establece la ley, 
es meramente civil y está limitada á los daños y perjuicios causa¬ 
dos al particular ó al Estado. 

Pues bien: si era meramente civil la responsabilidad aquí exigi- 
ble á la Empresa, en manera alguna pudo estenderse á costas y 
gastos que entraban ya en el círculo de la responsabilidad criminal; 
si se limitaba á los daños y perjuicios causados al particular ofen¬ 
dido por el siniestro, esto es, al dueño del caballo, al importe de 
aquellos danos y perjuicios se debió circunscribir. Por cierto que 
hasta en eso cometió error la Sala sentenciadora, error dicho sea 
de paso favorable á la empresa y que quizás la desquitaconusurade 
las costas que ha satisfecho de más: la condenó al pago del valor 
del caballo, que era lo que constituía el daño, y dejó sin indemni¬ 
zación lo que propiamente podia llamarse perjuicio, á saber, las 
utilidades de que la pérdida del caballo hubo naturalmente de pri¬ 
var á su dueño. Volvamos á la cuestión. 

Si el ofendido usando de su derecho se hubiera mostrado parte 
en la causa para auxiliar á la Justicia en el esclarecimiento de los 
hechos, activar la marcha del negocio y obtener así lo antes posible 
una completa reparación, todavía las costas y gastos que en ello 
hubiese invertido pudieran estimarse un aumento de perjuicio, le¬ 
galmente imputable á la empresa en razón de la responsabilidad 
civil. 

Pero no fue así. El interesado no acudió al proceso, nada adeu¬ 
dó, nada desembolsó por costas ni gastos judiciales, y nada de con¬ 
siguiente tenia derecho á reclamar por semejante concepto. Fuera 
de las suyas propias, las costas y gastos que á consecuencia de la 
ejecutoria pagó ia empresa eran las que debían imponerse al pro¬ 
cesado caso de aparecer delincuente, ó declararse de oficio caso de 
deber ser, como lo fué, juzgado inocente y absuelto. 

De esta suerte, mientras se otorgaba una indemnización exigua 
al perjudicado, imponíase, so color de responsabilidad civil, á la 
empresa un sacrificio indebido en el pago de derechos procesales. 

Poco importaría que los resultados se compensaran. 

Esta compensación en primer lugar podrá ser para la empresa, 
que ahorra aproximadamente en indemnización lo que ha espendi- 
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do de más en costas; pero no para el efendido á quien ninguna uti¬ 
lidad reporta lo que han cobrado los curiales. Afortunadamente 
no ha reclamado. 

Y en segundo lugar, la compensación evitará que la empresa 
sienta en definitiva un verdadero menoscabo de intereses, pero 
no evita que se haya aplicado mal la ley sentando un precedente 
injusto y que, si hoy no, puede mañana producir graves perjui 
cios. 

Contra esto nada han dicho los Magistrados sentenciadores que 
pueda convencernos del pretendido acierto de su decisión. Partien¬ 
do siempre de que la responsabilidad de la empresa, nacida de una 
falta de cumplimiento á la ley, tenia algo de criminal, suponen que 
una vez declarada esa culpa en un proceso, no habia medio de exi- 
miral culpable de los gastos del juicio y costas. Y era tanto mas ine¬ 
ludible (añaden) la imposición de uno y otro, cuanto que, aun omiti¬ 
da, se hubiera entendido hecha por ministerio de la ley, pues así lo 
previene el art. 25 del Código, no solo respecto de los autores, cóm¬ 
plices y encubridores, sino también de las demás personas legalmente 
responsables, cuya última frase opinan al parecer los informantes 
que escrita después de designados los autores, cómplices y encubri¬ 
dores, únicas personas criminalmente responsables de los delitos, 
ha debido referirse á las demás que solo lo son civilmente como la 
empresa del ferro-carril en el caso del dia. 

Principiando por esta última observación, dirá desde luego e! 
que suscribe, que solo olvidando principios muy cardinales del Có¬ 
digo pudiera interpretarse así la disposición final de su art. 25. Se¬ 
ria tanto como suponer que en ella de una sola plumada se habia 
pervertido la naturaleza de la responsabilidad civil que nace del de¬ 
lito y trastornado los límites que la separan de la crimina!, espli- 
cada aquella y fijados éstos en el tít. 4.°, lib. l.° del mismo Códi¬ 
go, y no es de buena crítica atribuir semejantes contradicciones al 
legislador, sobre todo en testos que admiten una racional inteli¬ 
gencia. La de que los gastos y costas se estimen impuestos también 
por la ley á las demás personas legalmente responsables, como dice 
el art. 25 después de nombrar á los autores, cómplices v encubrí - 
dores,es naturalmente la de que, así como no hay necesidad de que 
la sentencia lo esprese para que el reo se entienda condenado en la 
pena accesoria de los gastos del juicio y costas, del mismo modo 
cuando uno ú otro forme parte de los perjuicios causados al agra- 
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viado. y haya persona subsidiariamente responsable de ellos, tampo¬ 
co será preciso que la parte del perjuicio cousisteate en costas y gas - 
tos del juicio se le imponga espresamente para que deba indemni¬ 
zar de su importe al perjudicado. Entre esta versión que sobre ser 
plausible deja intactas las bases de la ley, y la que las destruye y 
pone al legislador en pugna consigo mismo, la elección no puede 
ser dudosa. 

Por lo demás, poco hay que añadir á las indicaciones hechas ya 
en otro lugar para desvanecer la equivocación conque los magistra¬ 
dos sentenciadores aprecian la responsabilidad de las empresas de¬ 
clarada en el art. 14 de la Ley de policía de ferro-carriles. Que 
hay en ella algo de penal ya lo ha reconocido el que suscribe; que 
en casos como el de que se trata se debe investigar y hacer efectiva 
en el proceso mismo á que dá margen el siniestro, lo cree sincera¬ 
mente y lo ha demostrado una y otra vez con razones á su parecer 
incontestables. Pero no vayamos á confundir la culpa con el delito, 
ni á tomar lo penal por lo criminal, ideas que, aunque afines, no 
siempre son correlativas. Existen deberes cuyo quebrantamiento no 
llega á constituir delito; baste para convencerse de ello el recuer¬ 
do de la sencilla teoría de las culpas en materia de contratos. Exis¬ 
ten, asimismo, penas que no son sino correctivos de carácter civil, 
ora estipuladas por los particulares en las convenciones de cláusula 
penal, ora establecidas directamente por la ley como las costas que 
en los pleitos se imponen al litigante temerario. 

Y las indemnizaciones por regla general pertenecen á esa cate¬ 
goría de represiones, pues el que verdaderamente indemniza (no el 
que en la esencia restituye ó reintegra) esto es, el que repara un 
perjuicio que causó sin convertirlo en utilidad propia, tiene que ha¬ 
cerlo á espensas de sus bienes, sufriendo en ellos un efecto igual al 
que produce toda pena pecuniaria. Esto, sin embargo, no basta á 
imprimir á semejantes responsabilidades el sello criminal, ni some¬ 
terlas por consiguiente al imperio de las reglas por que se rigen 
los delitos. 

Por donde se vé que ni en la letra de la ley, ni en su espíritu 
encuentra apoyo la opinión de los Magistrados. 

Observará el Fiscal, sin embargo, que ni del tenor de la senten¬ 
cia, ni de los datos consignados en el recurso, ni de las esplicacio- 
nes de informe se infiere que los sentenciadores pecaran de malicia, 
circunstancia que la ley no presume en los fallos injustos, y q ue 
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es necesaria para que constituyan éstos el delito de prevaricación 
presvisto en el art. 269 del Código. Una equivocada inteligencia 
de la Ley, un error de opinión hijo tal vez de la rutina, eso es todo 
lo que se vé en la conducta de aquellos Jueces. 

Y el error, si entre nosotros se diese hoy el recurso de respon¬ 
sabilidad civil, que no se dá por los motivos que ya espuso el que 
suscribe en sus dictámenes de 19 de setiembre de 1863 y 10 de 
febrero de 1866, podría comprometer á los sentenciadores á la in¬ 
demnización de perjuicios en su caso, pero nunca sujetarles á un 
juicio criminal. Los esfuerzos que en el recurso se hacen para de¬ 
mostrar que también los errores judiciales pueden tomarse en cuen¬ 
ta de imprudencias y ser sometidos á la sanción del art. 480 del 
Código, se estrellan en las razones que tuvo Y. A. para desestimar 
hácia los principios de 186o, de acuerdo con el que suscribe, otro 
recurso parecido que habia intentado D. N. contra la Sala de ¡a 
Audiencia de... No fatigará el Fiscal la atención de V. A. reprodu¬ 
ciendo aquí lo que entonces espuso, porque si se estima oportuno 
consultarlo, fácil es llamar á la vista aquel espediente. 

No hay, en suma, materia sobre la cual pueda cimentarse un 
proceso contra los Magistrados que pronunciaron la sentencia de 
que se trata, ni por el primero de los cargos que formulan los re¬ 
currentes que resulta infundado, ni por el segundo que, aunqae 
algo tiene de fundado, es por referirse á un acto esencialmente in¬ 
justo, no porque esta injusticia, efecto como aparece ser de un 
simple error, pueda calificarse de prevaricato ni tampoco de puni¬ 
ble imprudencia. 

Pero si por tan perentorios motivos no es posible dar paso al 
recurso de responsabilidad criminal por las vías de justicia, otros 
de alta legalidad y pública conveniencia exijen que V. A., sabedor 
como es de que en el fallo de las cuestiones que acabamos de exa¬ 
minar se han deslizado trascendentales errores, procure rectificar¬ 
los adoptando en la esfera de la suprema inspección, que le está 
encargada sobre todas las Audiencias del Reino para promover la 
Administración de justicia, las medidas conducentes á evitar que 


vuelva á incurrirse en ellos viciando el genuino sentido de la ley 
y estraviando del buen camino la jurisprudencia. 

Por todo ello es de opinión que, 

Podrá V. A. desestimar el recurso entablado por la Empresa 
de ios ferro-carriles de... declarando que no há lugar á la formación 
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de causa contra los Magistrados que dictaron la sentencia de vista 
recaída en el proceso de que se trata, el cual se les devuelva por 
medio del Regente de aquel Tribunal; pero diciéndoles al mismo 
tiempo por acordada que en lo sucesivo tengan presente: primero, 
que á las personas ofendidas por los siniestros de ferro carriles se 
les debe no solo la reparación del daño causado, sino también la in¬ 
demnización de perjuicios; y segundo, que las Empresas, aparte las 
costas y gastos del juicio causados por ellas mismas en su defensa, 
no pueden á título de responsabilidad civil ser condenadas al pago 
de otros mas que los que se hubiesen irrogado al ofendido cuando 
éste comparezca en la causa para hacer valer los derechos, debien¬ 
do imponerse los restantes á los procesados, si merecen pena, ó ser 
declarados de oficio cuando éstos fueran absueltos. 

V. A., no obstante, resolverá como considere mas acertado y 
justo. 

Madrid 29 de octubre de 4867. 


Corzo. 


FUERO ECLESIÁSTICO. 


DICTAMEN 

de los Fiscales del Consejo de Castilla D. Francisco Arjona y 
Don Simón de Viegas en el espediente formado de órden del 
Rey Don Carlos IV, sobre fijar el modo legal é invariable de se¬ 
guir y sustanciar las causas criminales de los delitos atroces, 
cometidos por los eclesiásticos, tanto seculares, como regulares. 

El Fiscal D. Francisco de Arjona ha vuelto á leer con la seriedad 
que merece la importancia de la materia, el espediente formado de 
órden de S. M., y dictamen que en él dió por medio del Excmo. se¬ 
ñor D. José Antonio Caballero, en fecha de 20 de mayo del año 
próximo pasado, y de conformidad con su compañero el Sr. Don 
Simón de Viegas, sobre fijar el modo legal é invariable de seguir y 
sustanciar las causas criminales de los delitos atroces, cometidos 
por los eclesiásticos, tanto seculares, como regulares: y teniendo 
presente que juegan en el asunto los principios elementales del 
órden público, las basas de la justicia universal, el origen de la 
inmunidad eclesiástica, sus imprescindibles respetos con la salud 
pública, el trastorno y males que arrastra la impunidad de los delitos 
atroces y escandalosos de que se trata, á impulso de la errada opi¬ 
nión, que engendró la oscuridad de los siglos y sostuvo el interés y 
poderío de los Cuerpos, y la necesidad de restablecer la basa con¬ 
movida de la seguridad, regenerando la fuerza debilitada de los 
motivos tutelares por medio de una disposición uniforme é invaria¬ 
ble, que en la urgencia del mal que se padece, sea remedio capaz 
al mismo tiempo de repararle y prevenirle; Dice; que la medida ó 
proyecto de ley propuesto en su citado primer dictamen, es el 
único en concepto fiscal, que combinándose con los sentimientos de 
la piedad religiosa, con las esperanzas engendradas ó principios 
establecidos por las leyes civiles y eclesiásticas, y con los respetos 
de la salud pública, que es el objeto eminente de la legislación, 
puede llenar el vacío de que se aprovecha la esperanza de la im¬ 
punidad, para producir en aquella clase de hombres que destina y 
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mantiene la sociedad, á efecto de impedir el nacimiento de los deli¬ 
tos, mas reos atroces, sanguinarios y escandalosos, que en toda 
otra de cuantas se compone proporcionalmente. 

A partir de esta verdad pudiera decirse, que los elementos del 
órden están invertidos en esta parte. Tal es la consecuencia que se 
ha presentado mas de una vez al celo é ilustrada justificación de los 
Fiscales del Rey, y la que se ha oido de su boca repetidas veces en 
el Consejo. 

El caso de SanLúcar deBarrameda, acaecido en 1774, llenó de 
escándalo y perturbación la Andalucía y aun el reino entero. Los 
recursos al Consejo del Magistrado secular, que conoció de este ne¬ 
gocio, y los del defensor de las regalías, con las dificultades que 
tuvieron que superar para el ejercicio desús nativas é indisputables 
facultades, así de parte del órden á que correspondía el religioso, 
de cuyo alevoso y proditorio homicidio se trataba, como del muy 
reverendo Cardenal Arzobispo de Sevilla, ocuparon á los señores 
Fiscales de aquel tiempo, y les hicieron hablar el lenguaje de la ley 
y de la razón en su informe de 2 de octubre de dicho año. Clamaron 
en él contra la frecuencia y casi diaria repetición de estos crímenes 
atroces de parte de los regulares y otros eclesiásticos con individua¬ 
lización de hechos. Demostraron ios orígenes impuros de este furor 
sanguinario, que había penetrado en la Iglesia y en los claustros 
(asilos santos por su instituto de la piedad y mansedumbre) y apo- 
dcrádose de los Ministros de la religión: de aquellos mismos, que 
encargados de mantener una de las sanciones de la moral, la san¬ 
ción religiosa, debían formar, por decirlo así, la vanguardia de la 
ley y un cuerpo de institutores morales, que sin poder contra los 
crímenes, combatiesen los vicios de donde éstos proceden, haciendo 
por este medio mas raro el ejercicio de la autoridad, y manteniendo 
por este órden la pureza de las costumbres y la subordinación. 

A este ejemplar escandaloso habían precedido los del mismo 
San Lucar, Llerena y otros varios que indican los fiscales. Poste¬ 
riormente han sido, por desgracia bien comunes, las prodiciones, 
los asesinatos, las alevosías, los infanticidios y otras especies de 
delitos atroces en los individuos del clero regular y secular; lo 
que convence al que dice de que, á pesar de haberse señalado por 
sus predecesores en aquel dictámen los orígenes de este mal es¬ 
pantoso, no fueron tan poderosas las medidas adoptadas en obse¬ 
quio de la tranquilidad y del órden público , que causasen la total 
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obstrucción de aquellos, ó que cuando menos, hiciesen conocer con 
el tiempo su menor fecundidad. 

El mal está en la opinión, dijeron. En la opinión de una doc¬ 
trina errónea, antilegal é inrreligiosa, cuyos elementos son las 
equivocadas ideas de la inmunidad eclesiástica, engendradas en si¬ 
glos oscuros, y la nimia ó falsa piedad del nuestro que las proteje y 
autoriza. La doctrina conspira, se dirige á desviar de todo punto 
la sanción de las leyes penales de los eclesiásticos atrozmente de¬ 
lincuentes, colocándolos en cierto modo fuera de la esfera de su 
dominación y de la de las facultades del magistrado secular, en¬ 
cargado de mantener la seguridad pública á favor de la saludable 
y espedita ejecución de aquellas, á que nada debe resistir en el 
Estado. La falsa piedad ha contribuido al logro de este desgracia 
do suceso; y la historia de los crímenes atroces de los eclesiásticos 
de nuestros dias, es la de las ignominiosas resistencias, hechas al 
poder de la ley para retardar ó remitir la pena, ó para asegurar de 
todo punto la impunidad de estos criminales. 

Sobre estos principios concluyeron los fiscales en el caso dado, 
que el conocimiento de la causa sobre el homicidio proditorio, per¬ 
petrado por aquel sacerdote religioso Carmelita, era del resorte 
privativo de la jurisdicción temporal, y su instrucción de la misma, 
asistida ó acompañada del juez eclesiástico, y nada conformes al 
espíritu de la Iglesia y principios de la jurisprudencia canónica las 
medidas y procedimientos del M. R. Cardenal Arzobispo de Sevi • 
Ha en el incidente sobre deposición, degradación y consignación 
libre del reo al magistrado secular para la pronunciación déla sen¬ 
tencia y ejecución de la pena. 

Pero los efectos que produjo este espediente ea el sistema de 
la legislación penal del reino, fueron muy pequeños ó casi ningu¬ 
nos. La firmeza del alcalde mayor de S. Lúcar, la energía del de¬ 
fensor de la real jurisdicción en Sevilla, y la sabiduría elocuente de 
los fiscales en el Consejo, hicieron sí, perder algún terreno á la 
supersticiosa preocupación acerca de la inmunidad personal de los 
eclesiásticos en los delitos de la especie, y otros de igual conse¬ 
cuencia; pero el vacío de una regla fija, que uniformando la prác¬ 
tica legal de esta especie de procedimientos, removiese los obs¬ 
táculos que pr oducian la impunidad, la remisión ó la tardanza del 
castigo; y por consecuencia, la diaria repetición de los delitos, 
quedó sin llenarse consentimiento de los espíritus justos que aman 
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el bien, y ven en las leyes penales de los Estados el Palladium de 
la seguridad pública é individual de cuantos los componen. 

Los fiscales de aquella época no dejaron de conocer este vacío, 
ni menos la medida adoptable para llenarle; pero á las veces hasta 
los errores exigen condescendencia de parte de los sabios, y no 
siempre los nuevos proyectos de ley dirigidos á atacar las esperan¬ 
zas engendradas y envejecidas, aunque sean falsas y perjudiciales, 
suelen tener el mejor suceso. 

En el dia, la necesidad del remedio resulta de la série y conti¬ 
nuación de los males: de los males, que han promovido este espe¬ 
diente: de los males, que han puesto al Rey en la necesidad de pedir 
al Consejo su dictamen. A la esperiencia de entonces se ha juntado 
la posterior y la del dia. El reinado del empeño y de la preocupa¬ 
ción ha precedido, el de la razón y el de la utilidad debe seguirle. 
El objeto de las leyes se reduce á esta espresion única: prevenir un 
mal . El que se padece es conocido. Trátese, pues, de la adopción 
de un remedio, que ofrezca, cuando no la seguridad de prevenirle, 
á lo menos la certidumbre de repararle. 

El Fiscal concluirá por proponerle, anunciando desde luego y 
calificando por el mismo orden seguidamente los elementos de la 
composición, á saber: l.° Competencia privativa de la real juris¬ 
dicción para el conocimiento de los delitos atroces de los eclesiásti¬ 
cos. 2.° No necesidad legal de la intervención de! eclesiástico en la 
formación del proceso por el lego. 3.° Repugnancia del juicio ecle¬ 
siástico para la deposición verbal del reo, condenado por el Juez 
secular. Y 4.° Necesidad del rito solemne de la degradación real y 
libre entrega, con el modo de pedirla y otorgarla. 

Competencia. —Sobre este punto se dilataría el Fiscal dividiéndole 
en dos partes, de las cuales la primera comprenderá los principios 
elementales del orden público, apoyados en las máximas de la San¬ 
ta Iglesia y autoridad de los Padres; y la segunda el origen, pro¬ 
greso y último estado de la inmunidad personal délos eclesiásticos, 
así en las causas civiles como criminales, reduciendo la primera 
parte á las proposiciones siguientes: 

Primera. Cualquiera que sea la forma constitucional de un Es¬ 
tado, su ley civil es siempre la voluntad del soberano legítimo, que 
le gobierna, revestida de un sigao esterior para que sea conocida de 
todos, y su influencia sensible sobre las acciones individuales de 
cuantos componen el Estado, ó están dentro de la esfera de la po- 
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teñe ¡a física ó moral de la ley. Per me Reges regnant, et legum 
conditores justa decernunt. 

Segunda. La potencia física de la Ley es la fuerza pública que 
la sostiene y realiza su ejecución, residente en su totalidad y en 
grado supremo en el Soberano, cabeza del Estado, y dividida en 
fracciones entre los magistrados temporales, que le representan, y 
de quién la reciben para hacer su empleo oportuno en los casos 
y necesidades, que las leyes mismas les señalan, en el modo y con 
la economía que les previenen. La fuerza moral la componen ios 
motivos, que obran sobre el espíritu del que ha de obedecerla, con¬ 
duciéndole á la ejecución, é inspirándole el amor del órden esta¬ 
blecido por el presentimiento de un bien asequible, ó de un mal 
evitable. 

Tercera. Quien dice ley civil, dice penal. En la íntima conexión 
de estos dos derechos es, cuando no imposible, á lo menos muy di¬ 
fícil hallar una distinción positiva. La única que se presenta, es: Que 
una ley civil es la que establece un derecho. Una ley penal la que 
en consecuencia del derecho establecido por aquella, ordena el cas¬ 
tigo de tal ó tal modo contra el que la hubiere violado. Así que Sa 
ley que se contentase con prohibir simplemente el homicidio, seria 
una ley civil: La ley que decreta la pena de muerte contra el homi¬ 
cida, es la ley penal. La ley civil: No matarás, habla con el ciudada¬ 
no y con el magistrado indistintamente. La ley penal: El homicida 
muera por ende, habla con solo el magistrado juez. Le manda em¬ 
plear una cantidad determinada de le fuerza pública contra el homi¬ 
cida reconocido, y para el único mal físico de privarle de la existen¬ 
cia. Fijar los respetos del homicidio es el objeto de la ley civil. De¬ 
terminar la cantidad y modo de emplear la fuerza pública contra el 
homicidio, es el objeto de la ley penal. La combinación de estos dos 
objetos forma lo que se llama un juicio criminal, una sentencia, una 
ejecución. 

Cuarta. De aquí nace que la ley penal es el complemento del 
derecho, porque reúne los dos estremos que constituyen la verda¬ 
dera esencia de una ley. La voluntad y el poder del legislador. La 
historia nos dice que en las sociedades nacientes el Soberano era el 
legislador y el verdugo. Ulises castigaba con sus propias manos al 
petulante Tersito. Pedro I era también el ejecutor de sus propios 
decretos, y abatía con fiereza y por sus propias manos imperiales la 

cabeza de los desgraciados, que condenaba. El oficio de verdugo no 
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degrada en el dia á los Emperadores de Marruecos, y su destreza 
en los suplicios es en aquel pais una de las pompas de su Corona. 
En las sociedades civilizadas (que merecen este dictado, por haber¬ 
se establecido en ellas el hábito de la obediencia) se encuentra divi¬ 
dido el poder del mando del poder de la ejecución. El primero es 
solo ejercido por los reyes y sus ministros, y el segundo abandona¬ 
do á cierta clase de gentes, á quienes envilece mas ó menos su 
práctica. Nom enim sitie causa gladium portal . Dei enim minister 
est 9 vindex in iram ei qui malum ágil . 

Quinta. El poder de hacer leyes reside suprema é incomunica- 
lúemenie en el legítimo Soberano del Estado, cualquiera que sea la 
constitución orgánica de éste. El poder de juzgar conforme á las le¬ 
yes. por él establecidas; es decir, el poder de aplicar la sanción de 
las leyes á las acciones de los individuos que obran en conformidad 
ó disconformidad con ellas: validarlas, sostenerlas, castigarlas, este 
poder, digo, reside igualmente y en el mismo grado en el Soberano 
legítimo; y por especiales concesiones suyas, y en cantidades de¬ 
terminadas, con destinos precisos y objetivos, en los magistrados 
públicos, que le plugo crear para multiplicar su presencia indi¬ 
vidual sobre todos los puntos del Estado, y presidir constante¬ 
mente al mantenimiento del orden y conservación de la salud pú¬ 
blica. 

Sesta. Poder político, que no emane del Soberano, el Fiscal no 
le conoce. Poder de declarar, de estatuir sobre los derechos civiles; 
poder de castigar y aplicar la fuerza pública contra un individuo, 
violador de la ley, es poder político. 

Sétima. Luego si los eclesiásticos lo son del Estado: si la Igle¬ 
sia se erigió en el Estado, y no el Estado en la Iglesia; es claro que 
para pretender aquellos el ejercicio esclusivo de este poder político 
bimembre sobre los individuos que no dejan de serlo del Estado 
porque lo sean de una sección particular de él, llamada cuerpo ecle¬ 
siástico, han de remontar al único y preciso origen, que puede te¬ 
ner esta derivación en ellos: al Soberano. ¿O tienen título, ó no le 
tienen? Si le tienen y le producen, se hallará ser concesión de los 
Emperadores y Reyes. Si no le tienen, usurpan: y los derechos de 
la soberanía jamás envejecen, no mas que el objeto de su estable¬ 
cimiento en la tierra bajo los auspicios del Ser Supremo. 

Estos principios de la Dialéctica legal, que sostienen los sagra¬ 
dos é invulnerables derechos de los Soberanos contra los atentados 
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de los usurpadores y máximas de la superstición, eonducen al esta¬ 
blecimiento de otra verdad igualmente demostrada, á saber. 

Octava: Si la masa total del poder, que reside en el Soberano, 
tiene por objeto la salud pública, las concesiones parciales de este 
poder hechas por el Soberano, no p ueden prescindir del mismo ob¬ 
jeto. ¿Contradice, ofende su ejercicio á la utilidad general? El re¬ 
torno es necesario al punto de donde partieron. El Soberano no 
solo puede, sino debe variar su empleo, modificarle, restringirle, 
incorporarle, reasumirle. La utilidad común es la ley suprema. ¿Y 
estará fuera de la regla la inmunidad eclesiástica? La respuesta re¬ 
sultará de la demostración de su origen y vicisitudes por la histo¬ 
ria y demás monumentos conducentes. 

El Fiscal ha presentado las basas racionales de su opinión para 
calificar las nativas é inabdicables facultades de los Soberanos en 
el punto cuestionado. Réstale hacer ver la correspondencia de ellas 
con las máximas infalibles y práctica de la primitiva Iglesia; á lo 
que procede, poniendo la inmunidad eclesiástica en el punto de 
vista, que la corresponde, y determinando las causas de su origen, 
progreso y vicisitudes. 

Origen, progreso y estado de la inmunidad en las causas civiles. —Obser¬ 
vando San Pablo el espítu de discordia y litigio, que habían susci¬ 
tado entre los Gorinthios los intereses del siglo, los increpó de que 
llevasen sus pleitos á los Tribunales profanos de los infieles. «Hay 
«entre nosotros, dice, quien quiera mas sujetar sus contiendas á la 
«decisión de los Iníquos que á la de los Santos», epítetos, que cor¬ 
responden en boca del Apóstol á los de infieles y cristianos. Pero 
debe advertirse que esta increpación del Apóstol se dirige contra el 
actor y no contra el reo, obligado á seguir el fuero competente, y 
á no recusar al Juez Etnico siendo legítimo, conforme á lo preveni¬ 
do por San Pedro en la epístola 1. a , en cuanto á la sujeción de los 
cristianos á toda humana criatura en reverencia de Dios, ya sea al 
Rey, ya al Duque, por el mismo Dios enviados, y asi bien contra la 
preferencia habitual del medio contencioso al del arbitrage de los 
varones cristianos y prelados virtuosos de la Iglesia. 

De aquí vino que como los obispos tenian en ella la principal 
autoridad, se introdujo poco á poco la costumbre de encargarles 
los fieles sus propios negocios como á sus padres y directores espi¬ 
rituales, y como á ellos correspondiese por tantos respetos la recon¬ 
ciliación de los ánimos de sus hijos y propios súbditos, y el aplicar 
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lenitivos al desordenado afecto de las cosas terrenas; de aquí fuéque 
los santísimos obispos juzgaron propia de su ministerio la audien¬ 
cia y definición amigable de las causas y controversias, suscitadas 
entre los fieles, aun de aquellas puramente profanas y temporales, 
y la interposición de su autoridad para pacificar á los contendientes, 
haciéndoles sentir la predilección, que debían merecerles los bienes 
del cielo sobre los de la tierra, por que litigaban. El celo y las fati¬ 
gas de un San Agustín en esta parte tienen en Posidonio, su bió¬ 
grafo, un testimonio irrefragable; y el mismo Santo lo repite en 
varios lugares de sus obras, citando por modelo á San Ambrosio. 

Esta ocupación de los obispos en determinar y transigir los ne¬ 
gocios civiles, llenaba de satisfacciones á los Emperadores cris¬ 
tianos, amantes de la paz y concordia entre sus súbditos; y de aquí 
vino la aprobación y confirmación con leyes expresas de las deci¬ 
siones y juicios de los obispos. 

De Constantino el Grande escribe Sozomeno que permitió á los 
litigantes la provocación al juicio de los obispos, interpuesta 
recusación de los Magistrados civiles: estableciendo que fuesen 
legítimas, y preferentes á los juicios de otros sus sentencias; y que 
las cosas juzgadas por el Obispo fuesen egecutadas por los rectores 
de las provincias y sus oficiales. 

En el Código de Justiniano se lee una ley de Arcadio, que dis¬ 
pone lo mismo; y en elia, para dar mayor fuerza á la sentencia 
pronunciada como árbitro por el Obispo, se declara inapelable y 
exequible sin detención por los Jueces temporales. 

Yalentininiano III permitió también que , precediendo compro¬ 
miso , se tratasen las causas pecuniarias de los legos delante del 
Obispo, pero con calidad de que hubiera de concurrir «el consenti¬ 
miento de ambas partes. Si las dos ó una de ellas reusare , guár- 
»dense las leyes públicas y el derecho común.» 

Todo prueba que los juicios de los Obispos eran laudos ó arbi- 
trages amigables por estipulación conforme de los contendientes, 
y que los seculares no surtían fuero ante ellos, sino de su propia 
voluntad, lo que declara bien San León en su epístola 2. a á Rústi¬ 
co , Obispo de Narbona, suponiendo que estaba en la elección de 
los legos el recurso á los Jueces eclesiásticos ó seculares. 

Una ley estravagante, inserta en el Apéndice del Código de 
Teodosio, permitía llevar al Tribunal de los Obispos las causas de 
los legos , no solo por consentimiento recíproco de los litigantes, 
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sino también aunque mediase oposición de alguno de ellos. Prohibía 
así bien la retractación de las sentencias episcopales, y declaraba 
concedida esta autoridad á los Obispos, á fin de impedir las discor¬ 
dias y los litigios, y de promulgar la ley misma con el consenti¬ 
miento de todos los fieles, tanto legos , como eclesiásticos. 

Gotofredo , con otros eruditos, no sin copia de razones, calificó 
de falsa esta ordenanza ; pero Ivon y Graciano la refirieron en sus 
decretos, é Inocencio III la insertó y aprobó en las Decretales, como 
promulgada por Teodosio, y renovada por Cario Magno; y aun 
pretendió á favor de ella con equivocación de principios, decidir la 
diferencia suscitada entonces entre Juan, Rey de Inglaterra, y 
Fhilipo, Rey de Francia. 

Entre tanto, esta decretal de Inocencio y las de los Pontífices 
siguientes son pruebas perentorias de que en los primeros siglos de 
la Iglesia no fué otra la jurisdicción de los obispos en las causas 
profanas, tanto de los legos, como de los eclesiásticos, que el ejer¬ 
cicio del celo pastoral por el bien de la paz entre los fieles; ó bien 
un poder paterno ó tutelar, ejercitado para componer las disensio¬ 
nes amigablemente, sin estrépito de juicio ni contención de autori¬ 
dad: y que si con el trascurso de los siglos, y después de la erec¬ 
ción de los Tribunales eclesiásticos pretendieron éstos atraer á si 
todas las causas civiles de los legos y eclesiásticos, y sugetarlos á 
su jurisdicción contenciosa, debe contarse esta pretensión como 
uno de los muchos empeños, que concibieron en aquellos dias, en 
que la oscuridad de las luces confundía los orígenes de las cosas, y 
no dejaba ver los verdaderos principios de la disciplina ecle¬ 
siástica. 

La opinión común de los eruditos afirma que por once siglos 
continuos estuvieron los eclesiásticos en la posesión pacífica de de¬ 
cidir las causas profanas, asi de los individuos del clero como de 
los legos: al menos las que éstos llevaban de su grado al exámen de 
sus Tribunales. Así fué como la condescendencia religiosa de los 
Emperadores de los primeros dias del nacimiento de la Iglesia, 
tuvo por mas de mil años después concepto de título de una usur¬ 
pación notoria de los derechos de los Tribunales seculares. Y en 
efecto observa justamente Wanespen, que ni en los primitivos Sy- 
nodos ni en los decretos de los Pontífices se lee que los clérigos ni 
los monges estén exentos é independientes de la autoridad y juris¬ 
dicción de los magistrados seculares en el conocimiento v decisión 
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de sus controversias ea materias profanas y civiles; ni tampoco se 
halla cosa semejante en las leyes de los Emperadores, al meaos 
hasta el tiempo de Justiniano, que fué el primero á conceder en las 
suyas á los clérigos y mouges cierta exención de la jurisdicción y 
autoridad de los Jueces seculares en el modo y términos prescritos 
en las indicadas leyes. Novell. 12o. 

La historia de las causas testamentarias es la prueba mas con¬ 
cluyente del origen y progreso de esta pretendida inmunidad, y 
privativa jurisdicción eclesiástica en los siglos de la ignorancia. El 
supersticioso respeto de los romanos á los últimos elogios de los 
difuntos, cuya propalacion importaba un sacrilegio, fué causa de 
que, á efecto de asegurar su conservación, se depositasen en los 
templos las tablas testamentarias al cuidado y vigilancia de los 
Prefectos. La historia nos dice igualmente, que los Emperadores 
cristianos encargaban el cuidado de sus últimas disposiciones y la 
religiosa ejecución de ellas al celo de los obispos. El ejemplo de los 
Príncipes generalizó el uso entre los cristianos; y de esta costum¬ 
bre nació probablemente la devolución privativa del conocimiento 
y decisión por punto general de todas las causas testamentarias 4 
los Tribunales Eclesiásticos por las mismas once Centurias. No 
contribuyó poco á fortificar esta preocupación la signatura de los 
Notarios eclesiásticos, por cuyo medio se creia obrada la metamor¬ 
fosis de la disposición mas profana y orgullosa del hombre en espi¬ 
ritual y eclesiástica. 

Así nacen y se perpetúan los errores. Hasta el siglo XV no fue¬ 
ron éstos combatidos, y como en los precedentes la fuerza respetada 
de los Tribunales eclesiásticos habia estendido los efectos dejuna 
atracción universal sobre casi todas las causas profanas de clérigos 
y legos en todos los paises catálicos; ¿qué clamores no costó el res¬ 
tituir á la Potestad temporal el uso de sus nativos usurpados dere¬ 
chos? ¿Qué esfuerzos no fueron necesarios para tirar la línea de de¬ 
marcación entre ambos Continentes? En Francia se congregaron los 
barones y magnates del reino, y juraron reivindicar la jurisdicción 
secular, absorvida casi enteramente por los eclesiásticos. En España 
se hizo la Ley prohibiendo á los legos prorogar, siendo reos, la ju¬ 
risdicción eclesiástica; y cuando actores, demandar en sus Tribuna¬ 
les, sopeña de nulidad de todo lo obrado, con la inyunción á los Fis¬ 
cales del Rey de pedir que así se declarase. Y en fin en otros paises 
fué necesario el recurso á medidas igualmente fuertes para restituir 
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las cosas; sino del todo, al meaos en ¡o posible, al orden, d.e que 
las habian sacado la ambición y la ignorancia. 

Tal filé el origen y progreso de la inmunidad, ó por mejor decir, 
de la jurisdicción eclesiástica, en cuanto al conocimiento de las 
causas profanas de los eclesiásticos y legos, hasta que los males pú¬ 
blicos resultivos de una usurpación semejante, obligaron á las Po¬ 
testades temporales áquitar casi del todo á los Tribunales eclesiás¬ 
ticos, ó á disminuir en su mayor parte, conforme á la práctica re¬ 
ciente, la autoridad que ejercían en las causas civiles. 

Origen, progreso y estado de la inmunidad en las cansas criminales. —Si ad¬ 
mira que el celo verdaderamente pastoral de los Varones y Prelados 
Santos de los primitivos siglos de la iglesia, apoyado en la condes¬ 
cendencia de los Emperadores y Reyes, y el ejercicio pacífico de 
él á guisa de tutores ó padres, para decidir entre los individuos de 
la misma comunión, las controversias puramente temporales, no 
tanto según el rigor de las leyes y del derecho civil, cuanto á la 
norma de las reglas de la caridad, ex equo el bono: si admira, dice el 
Fiscal, que esta especie de magistratura doméstica, ó tutelar pu¬ 
diese ser convertida, contra las siempre pacíficas intenciones de la 
Iglesia por los sucesores de aquellos Santísimos Prelados en juris¬ 
dicción de guerra, contención y tumulto, sin límites conocidos, y 
con desaire de las autoridades temporales legítimas, despojadas de 
su ejercicio competente; ¿qué decir del abuso igualmente introduci¬ 
do de hacer privativas de los Tribunales eclesiásticos las causas 
criminales de los individuos de este cuerpo, aun las de los delitos 
mas atroces y sanguinarios, atribuyendo á este desorden un origen 
no menos que divino? 

Iguales principios é iguales combinaciones de ignorancia y de 
ambición produjeron iguales resultados en unas y en otras. Parecía 
necesario que para venir á la adopción de un trastorno semejante en 
aquellos tiempos de obscuridad y tinieblas , se hubiera condenado á 
perpétuo silencio el libro Santo de la Ley, la Escritura sagrada y la 
tradición constante de los Padres de la Iglesia. Si el Fiscal se esplica 
en este lenguaje fuerte, es porque no puede mirar con sangre fría 
que haya llegado hasta nuestros dias la duda sobre la calificación de 
este error grosero. Error, dice, cuya práctica hasta los siglos XIII 
y XIV llenó el mundo cristiano de perturbación y de escándalos; y 
error, repite, que conserva todavía monumentos erigidos á su glo¬ 
ria en las leyes de aquel tiempo, como se demostrará mas abajo. 
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Quedan sentados oportunamente los principios elementales, 
sobre que descansa el ejercicio de lo que los jurisconsultos llaman 
mero y misto imperio, ó jus gladii, privativo é inabdicable de la 
soberanía temporal, que le ejercita por sí y sus magistrados secu¬ 
lares subalternos sobre todos los individuos indistintamente del 
Estado sujeto á su dominio. En apoyo de esta verdad viene la Es¬ 
critura y la tradición. El Apóstol no pudo declararlo con espresiones 
mas significantes en la Epíst. á los romanos, donde trata de la po¬ 
testad de los soberanos. Non enim sine causa , dice, gladium portat. 
Del enim Minister est , vindex in iram ei , qui malum agit. Estío 
traducía estas memorables palabras del Apóstol diciendo: «Lleva la 
»espada el Príncipe como Ministro de Dios, de quien la recibe, para 
»que en su lugar y nombre ejerza la justicia vengadora, y castigue 
»á los que, obrando mal, perturban la paz pública, y ofenden á la 
»honestidad de la vida común. Sobreestá basa se instituyó la potes- 
4ad secular para mantener la paz y la honestidad de las costumbres.» 

De estos principios partió la doctrina conforme de los padres de 
ia Iglesia y el testimonio unánime con que decidieron, que el Após¬ 
tol habia declarado sugetos á las Potestades soberanas ó magistra¬ 
dos civiles, que llevan la Espada; esto es, que tienen derecho so¬ 
bre la vida de los hombres, no solo á los legos, sino también á ¡os 
Obispos y á los demás ministros de la Iglesia. Son dignas de trans¬ 
cribirse las palabras de Nacianceno sobre la citada autoridad del 
Apóstol en el sermón que hizo al presidente iracundo y ai pueblo 
consternado. «Nuestra sujeción á Dios, dice, y á los magistrados, 
•que con el imperio nos presiden en la tierra, para el mantenimien¬ 
to del orden, debe ser inalterable. Entre nuestras leyes tenemos la 
»que ordena, que así como obedecen los esclavos ásus dueños: las 
»mujeresá sus maridos: la Iglesia á su señor: y los discípulos á sus 
«prelados y Doctores; así también nosotros debemos una sujeción y 
•una obediencia ciega á las supremas Potestades, no solo por temor 
»al castigo, sino también por principios de conciencia.» 

No se esplicaban con menos claridad y elocuencia San Juan Cri- 
sóstomo y San Bernardo; y éste particularmente cuando escribía al 
Arzobispo de Senz , declarándole la verdadera inteligencia de la es- 
presion general del Apóstol omnis anima ; y concluyendo de ella 
que hasta el mismo Arzobispo debía reconocerse sujeto á la Potes¬ 
tad Soberana, con esta prevención: si alguno intenta esceptuarse, 
procura engañarse . 
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Es escusado que el Fiscal se dilate acumulando otros iguales y 
semejantes testimonios de los oráculos de la Iglesia para conven¬ 
cer la verdad que intenta demostrar: Que ningún orden sagrado, 
ni aun el episcopado puede hacer exento á algunó de la potestad 
de los príncipes seculares y de los magistrados civiles: por mane¬ 
ra que todos aquellos indiferentemente que perturban la República 
y quebrantan la seguridad engendrada y garantida por las leyes, 
pueden y deben ser corregidos y castigados por el Príncipe, ei 
cual, como ministro de Dios, deputado para reprimir con el castigo 
á los que delinquen, tiene el privativo é inabdicable derecho de usar 
contra ellos de la espada material, según la sentencia del Apóstol- 

Estos principios gobernaron constantemente y sin la menor re¬ 
sistencia de parte del clero, en los cuatro primeros siglos de la 
Iglesia. El Fiscal no se atreve á lijar la época en que empezó á sa¬ 
car la cabeza el principio de la novedad; pero fundado en la Ley 
4í. Cod. Teod. de Episcop. et Cleric., del emperador Honorio, 
promulgada por los anos de 412, entiende que en ella tuvo origen 
la distinción de los delitos en eclesiásticos y comunes, habiéndose 
dado á estos posteriormente en el uso del foro unas veces aquella 
denominación,’y otras la de civiles privilegiados, ó casos insuseep™ 
tibies del fuero clerical. 


El fiscal usará solamente déla primera denominación, enten¬ 
diendo por delitos eclesiásticos ó del primer género, los que se co¬ 
meten propiamente contra ia disciplina, orden y estado eclesiásti* 
co, y tienen establecidas penas canónicas correspondientes; como 
¡a exautorizacion, la privación de la comunión, la suspensión del 
orden, etc. Estos se llaman con razón delitos eclesiásticos, porque 
se cometen por los elesiásticos como tales. Entenderá por delitos 
comunes, lo mismo que por privilegiados, aquellos que el derecho 


común y las leyes públicas vengan y castigan con penas propias, y 
que hablando bajo de inspecciones precisas, no se cometen contra 
la disciplina eclesiástica, sino contra la disciplina civil ó gobierno 
político; ni por los clérigos como personas eclesiásticas, sino como 
ciudadanos de la República: respetos inconfundibles que no pudo 

menos de reconocer en los individuos de su estado aun ei Cardenal 
Belarmino. 


Sea, pues, la ley predicha, ú otra cualquiera el origen de la 
distinción indicada, que aprobó Justiniano por sus novelas 83 y d 25 , 
es lo cierto que ella fué el gérmea de !a posterior confusión de las 
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ideas, y del empeño animoso con que los Tribunales eclesiásticos 
sostuvieron en los siglos sin luz, la pretensión del conocimiento 
privativo en sus Tribunales de las causas criminales de los eclesiás¬ 
ticos, reos de delitos comunes, contra lo espresamente dispuesto en 
las novelas constituciones. 

Justiniano en la primera ordenó que los clérigos acusados de 
delitos civiles, fuesen juzgados por los Jueces seculares compe¬ 
tentes y por los presidentes de las provincias, y que, siéndolo por 
delitos eclesiásticos, que trajesen consigo la necesidad del castigo 
coa pena eclesiástica, no procediese contra ellos el Obispo, sin dar 
algún aviso á los Jueces de la provincia: con lo que, y sin otro co¬ 
nocimiento de parte de éstos, habían de ser examinados eclesiásti¬ 
camente, y corregidos con penas eclesiásticas. 

Por la segunda dispuso: que siendo acusados clérigo, monje ó 
monja, de los delitos civiles ante el Juez secular, no se procediese 
al castigo de ellos sin prévia remisión de los autos al Obispo, y su 
aprobación de la sentencia del Juez lego, salva siempre la decisión 
de la autoridad imperial en el caso de discordia. 

Este privilegio ó inmunidad, concedido al clero por el Emperador 
Justiniano en su última novela, le hallamos también ‘en varios cá¬ 
nones del siglo VI en los que se estatuye que los Jueces seculares 
no causen molestia alguna á los clérigos, sin dar parte á los Obis¬ 
pos ó Prelados eclesiásticos. Y sí bien en dichas novelas se están 
palpando el origen de la concesión de la gracia y sus canceles pri¬ 
mitivos, con la dependencia indefectible, que dice de la autoridad 
soberana, es lo cierto que, á la vuelta del tiempo y al auxilio de la 
credulidad condescendiente, las causas crimiuales de los eclesiásti¬ 
cos, sin distinción alguna de delitos, se devolvieron privativamente á 
los Jueces y Tribunales eclesiásticos, y se erigió en regla la com¬ 
petencia universal, sobre principios erróneos, diseminados en las 
compilaciones canónicas v leves civiles, que produjeron los si¬ 
glos XII y XIII. 

El monje Graciano trabajaba su decreto hácia la mitad del si¬ 
glo XII: por manera que su compilación vió la luz del dia por los 
anos de 1151 en el Pontificado de Eugenio III. La conducta de este 
monje para levantar en su obra el coloso de la inmunidad eclesiás¬ 
tica fué la mas pobre y reprensible. No pudiendo menos de remon¬ 
tar á su origen y leyes imperiales de donde emana, y donde pue¬ 
den verse los límites precisos en que faéconcedida (especialmente en 
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ia Constitución de Graciano y Valenliniano. Sénior, del año 376, in¬ 
serta en ¡a ley 23 del tít. De Episeop■ et Cieñe: en la 1. a del título 
DeReligione y en la 3. a De Episcopali judicio, todas del Código de 
Teodosio), se vale del subterfugio de insertar un fracmento trunca¬ 
do de la última citada ley 3. a En ella con palabras terminantes se 
concede á los eclesiásticos la exención ó inmunidad de la jurisdic¬ 
ción laical, por lo respectivo únicamente á las causas eclesiásticas; 
y omitiendo cuidadosamente el compilador estas palabras y calidad 
sustancial, forma en la causa 11. a , cuest. 1. a , el canon 3.°, que dice, 
así: «Declaramos por esta ley perpétua que ninguno de los Obis- 
»pos ni demás empleados en el servicio de la Iglesia, sean obliga- 
idos á comparecer en los Tribunales de los Jueces ordinarios ó es- 
«traordinarios, pues tienen sus propios Jueces, y no hablan con ellos 
»!as leyes públicas.» Tal fué ¡a conducta ignorante ó maliciosa del 
monje compilador. Sobre un supuesto así equivocado no era difícil 
formar tan bizarra teoría, y forjar el cánon de la independencia 
absoluta de los eclesiásticos de la potestad y leyes del imperio, im¬ 
poniendo perpétuo silencio á la razón divina y humana, sostenida^ 
de la Escritura y voz de los Padres de la Iglesia. Partiendo de este 
principio, ¿qué márgenes había de dar Graciano á la inmunidad de 
los eclesiásticos? ¿Y quién había de combatir este error en un siglo 
lleno de ellos? La falsedad del supuesto del monje es notoria, y es 
cusada otra calificación de esta paradoja, que la que hace de ella 
3a juiciosa y crítica pluma de Wanespen. 

A la compilación de Graciano sucedieron otras cinco, y un siglo 
después la memorable de llaimundo Penafort, conocida con el nom¬ 
bre de Decretales de Gregorio nono, por haberse hecho de orden 
de este Pontífice: la cual se publicó por los años de 1250. Si e! 
compilador dominicano y capellán del Papa aplicó algunas correc¬ 
ciones, y ordenó en mejor forma los elementos de la de Graciano y 
siguientes, es lo cierto que en el punto de la inmunidad no solo no 
rectificó los errores de aquel, sino que contribuyó á que echaran 
mas profundas raíces. En efecto. El capítulo 12 de Foro competenti , 
contiene la carta de Inocencio III al arzobispo de Pisa, en la que se 
declara «que tanto los Obispos como los Diáconos y cualquiera otro 
«Clérigo que, abandonando el juicio del eclesiástico en causa cri- 
»minal, traten de disculparse ante el juez lego, pierdan los grados 

«que tuvieren, aun cuando la sentencia se haya pronunciado y los 
declare inocentes.» 
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Son muchos los capítulos y decretales de esta especie, conteni¬ 
dos en dicha colección, y particulares los arbitrios adoptados para 
desnudar á los delitos de su atrocidad, y eximir á los delincuentes 
de la sanción penal de las leyes divinas y humanas: de lo que halla- 
rá un ejemplo bien notable en el libro 5.°, tít. 12 De homicidio vo » 
luntario vel casuali , el que lea el cap. l.° y compare su disposición 
con lo prevenido en la rübricaó epígrafe que le precede. El capítulo 
es la ley testual del Exodo, que dice: «Al que con asechanzas y 
»premeditacion matare á suprógimo, le arrancarás de mi Altar, y 
^morirá por ende.» Y la rúbrica dice: «El clérigo homicida, incor- 
*regible , debe ser depuesto y entregado á la curia secular, para 
*>que muera.» Si el delito es la violación de una ley penal: si delin¬ 
cuente el que violó la ley una vez conocida: si incorregible el con¬ 
suetudinario; y consuetudinario aquel, en quien la frecuencia de las 
violaciones legales ha engendrado la facilidad de repetirlas, sin te¬ 
mor ni respeto á la pena, resultará que la diferencia entre el epí¬ 
grafe y el capítulo dicho es la siguiente: «El que una vez mata vo¬ 
luntariamente, muera sin remedio.» Así la ley. Y la rúbrica: «El 
^clérigo, que mata voluntariamente, no sea degradado, ni muera 
»por la 1. a , 2. a y 3. a vez, que (según el Abad in cap. cum non ah 
))homine column. 9, núm.° 28), son cuando menos necesarias 
»para haberle por incorregible.» La rúbrica es del compilador: La 
ley es de Dios. ¡Qué horror! ¡Y qué consecuencias no derivarían en 
la práctica de la violación consiguiente del precepto divino, si se 
siguiera el epígrafe y no el capítulo, cuyas palabras no pudo alte¬ 
rar el catalán Peñafort!: cien clérigos, matadores voluntarios, deso¬ 
larían una provincia entera, antes que la ley pudiera descargar el 
golpe del castigo sobre ninguno de ellos. ¡Pobre humanidad, si la 
aurora del siglo XV no hubiera disipado tantas tinieblas! 

El Fiscal no puede menos de llamar en este instante la atención 
del Consejo sobre nuestras leyes patrias; sobre aquellas que tuvie¬ 
ron su origen en el siglo mismo que la compilación Peñafortina con 
posterioridad de 30 anos, poco mas ó menos. El Sr. D. Alonso el 
Sabio se dedicó á dar la última mano á la obra de las Partidas, co¬ 
menzada por su padre, y la concluyó por los años de 1260: si bien 
no se publicaron ni tuvieron fuerza legal hasta el reinado délos se¬ 
ñores reyes Católicos. En la 1. a y tít. 6.° de los Clérigos, reunió 
aquel legislador todo lo concerniente al privilegio del fuero é inmu¬ 
nidad personal de los eclesiásticos. E! que haya leído las decreta- 
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les v compare coa ellas las leyes de Partida, hallará el original y la 
copia, la matriz y el traslado, y aunque con alguna restricción du¬ 
dosa en cuanto á la competencia general de las causas de los ecle¬ 
siásticos á su fuero, los mismos y únicos casos para la degradación 
actual y libre entrega. Tal es el ascendiente de las opiniones rei¬ 
nantes, que á las veces sin exámen y otras por necesidad las adop¬ 
tan los legisladores. El Consejo tiene una prueba irreplicable de 
esta verdad en la ley 61 de dicho título 6.°, comparada con el cita¬ 
do cap. l.° De homicidio voluntario. La hase de la opinión común 
era que la disposición real y pena de muerte no tenia lugar en ei 
homicidio voluntario perpetrado por un eclesiástico, á no concur¬ 
rir en él la incorregibiddad. Esta opinión la enuncia la rúbrica de! 
capítulo, aunque contra el fondo y sustancia de la ley del Exodo, 
que hace toda la decretal. La ley de Partida se arregla, forma y 
modela por la rúbrica; y requiere igualmente que ella la incorregi - 
bilidad del eclesiástico, para que tenga lugar la deposición real, y 
* cabimiento la pena de muerte en el homicidio voluntario. Por fortu- 
. na esta ley no tuvo practica alguna entre nosotros, como lo confir¬ 
man irreplicables testimonios de la historia, de que hará mención 
elFisca! uupoco mas abajo; individualizando las ejecuciones capita¬ 
les de eclesiásticos que precedieron y se siguieron á su promulga¬ 
ción por crímenes de esta naturaleza. Estas leyes no deben emba¬ 
razar al Consejo mas que los modelos por donde se cortaron, contra 
los cuales lleva el Fiscal dicho lo bastante, y dirá lo que en mejores 
dias y en todos los países católicos adoptó la práctica para hacer 
frente á las consecuencias de estos errores, v formar el sistema mas 
ó menos regular, que se observa en el dia acerca del conocimiento 
de las causas criminales sobre delitos comunes de los eclesiásticos. 

Pero no olvidará jamás que no hay todavía una derogación es- 
presa de dichas leyes, ni una regla invariable que las reemplace; y 
que este defecto ha producido acaso las dudas, las competencias v 
las animosidades éntrelos Tribunales, y con la impunidad de ios reos 
la repetición de los delitos. El Consejo sabe bien que, cuando las 
luces y prácticas actuales de un pueblo no están de acuerdo constis 
leyes añejas; que, cuando las hechas en un siglo oscuro no se re¬ 
forman en otro de civilización, los Tribunales fluctúan, sin saber n 
qué atenerse, si á la práctica nueva, ó á la máxima antigua: na¬ 
ciendo de aquí una especie de combate entre la ley que envejece, 
y el uso que se introduce, y por resultado la debilitación del poder 
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legal sobre la esperanza, y una casi certidumbre de la impunidad: 
consideración digna de que el Consejo la aplique á la esperiencia de 
los males del dia. 

A la prodigiosa estension que dieron las decretales y escritores 
«le aquel tiempo al privilegio de la inmunidad, se agregó el núme¬ 
ro incalculable de personas, que debían gozar de él por consecuen¬ 
cia de la opinión vigente entre los canonistas del siglo XIII y XIV 
empeñados en sostener que la tonsura clerical debia contarse entre 
los órdenes sagrados, y que imprimía carácter indeleble: de donde 
concluían que los iniciados de ella eran personas sagradas é invio-» 
la bles, exentas del fuero secular, aun cuando no hiciesen uso de la 
tonsura y vestidos clericales. 

Cuales fueran los efectos de estas dos opiniones en la salud pu¬ 
blica, nos lo dice Roxelio en su historia pontificia de aquellos siglos 
refiriendo varios ejemplares de simples tonsurados, sin embargo que 
de haber resultado reos convictos hasta de lesa Majestad humana, 
habían sido entregados al Juez eclesiástico, y gozado del privilegio 
del fuero y su consiguiente impunidad. Y aun la triste esperiencia 
que en el dia nos aflije, es hija en parte de las raíces mal estopa¬ 
das de aquellas opiniones, á pesar de los esfuerzos continuos, que 
desde el siglo XV han hecho los magistrados seculares para resta¬ 
blecer el derecho constitucional, la fuerza relajada en los siglos 
anteriores, con grave daño de la República y escándalo de la 
iglesia. 

Nada podia parecer mas claro que lo dispuesto en la novela cons¬ 
titución de Justiniano, que dejamos citada. En ella estaba determi¬ 
nado el principio y origen de la inmunidad clerical: en ella demar¬ 
cados los límites fijos é inalterables de la concesión; y en ella es¬ 
tatuido que el conocimiento de los delitos civiles, ó lo que es lo 
mismo (según Cujacio y otros) comunes ó privilegiados, pertenezca 
privativamente á los magistrados seculares, ejecutores de las leyes 
civiles, de las leyes del imperio, únicas, que contienen la sanción 
penal contra estos crímenes atroces, que comprometen la seguridad 
pública: y el de los llamados eclesiásticos, es decir, el de aquellas 
culpas cometidas singularmente contra los santos decretos, cons¬ 
tituciones canónicas y leyes disciplinarias, de aquellos en una pa¬ 
labra quoe mensuram non egrediuntur eclesiasticce vindicte , perte¬ 
nezca á los Jueces eclesiásticos siu intervención de los legos. Pero 
la ignorancia y la ambición fueron siempre los dos mayores ene- 
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migos del orden público, y acaso las que suscitaron todas los discor¬ 
dias entre el Sacerdocio y el Imperio. 

El remedio de los males se hizo urgente; y desde el siglo XV 
las providencias adoptadas por los soberanos en sus respectivos Es¬ 
tados, conspiraron todas á restablecer la observancia de la consti- 
eion de Justiniano, casi obliterada. 

El Fiscal escusa afectar erudición historial exótica, y recomien¬ 
da únicamente á la consideración del Consejo la ejecución capital, 
en el siglo XIV, del Arcediano de Ecija por juicio y mandamiento 
del Rey D. Enrique III: la del Gran Maestre de Santiago en el XV, 
por el de D. Juan el II: la memorable del Obispo Acuna por el 
Alcalde Ronquillo en la fortaleza de Simancas, lugar del delito, 
Tribunal del juicio y teatro del castigo de aquella horrorosa ale¬ 
vosía, sin otra etiqueta ni formalidad estrínseca que la del conven¬ 
cimiento: la que cita el Obispo Lugo en su práctica criminal canó¬ 
nica de cuatro regulares sacerdotes en la ciudad de Sevilla en el 
ano de 1536, precedida degradación; y otros varios ejemplares con¬ 
signados en los fastos de la historia de aquel tiempo y posteriores. 
Recomienda igualmente la carta escrita por los Oradores del Rey 
Católico en el Concilio de Trento al Obispo de Atrebatene; y la so* 
¡emne protesta, que contiene, en guarda y conservación de las 


regalías del Soberano de España, y del ejercicio constante de ellas 
por sí, sus Tribunales y Magistrados públicos en lo que respecta aS 
conocimiento y castigo de los delitos comunes, perpetrados por los 
elesiásticos, sin dependencia alguna de los Jueces y Tribunales de 
esta clase; y finalmente advierte que, si la sabiduría y firmeza de 
aquellos oradores prevaleció eo el siglo XVI contra la descomedida 
pretensión del Legado de Julio III, Presidente del mismo Concilio, 
es muy justo que en el siglo XIX la dignidad del Consejo y su su¬ 
prema ilustración incline la piedad del Rey á la adopción de un 
proyecto de ley que, removiendo ¡as dudas, obstáculos y subterfu¬ 
gios, que aseguran la impunidad, ó dificultan el castigo de los 
eclesiásticos así regulares como seculares, reos de atroces delitos, 
sirva de márgen al torrente de los que afligen y consternan al reino 


en estos últimos tiempos con grave ofensa de la Religión, de las 
leyes, de las costumbres, y de la tranquilidad pública. 

Ultimo estado, y regla de la respectiva competencia.—Antes de presea- 
tarle observará el Fiscal que por consecuencia de las disposiciones 
de los Soberanos posteriores al siglo XV , y todas dirigidas á dar 
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la correspondiente estension á la autoridad de los Tribunales Reales 
y Magistrados legos con respecto al conocimiento y castigo de los 
delitos de los clérigos, quedó establecida casi por punto general la 
distinción prevenida por Justiniano en su Novela , y erigida en re¬ 
gla de competencia respectiva la siguiente: «El conocimiento de las 
»causas sobre delitos comunes ó privilegiados de los eclesiásticos 
«corresponde privativamente á los Magistrados Reales: entendién- 
»dose por delitos comunes y privilegiados aquellos que las leyes 
aciviles castigan con pena capital ó corporal aflictiva que importe 
«infamia. El conocimiento de los delitos civiles menores, insuscep- 
»tibies de dichas penas, con el de todos los llamados eclesiásticos, 
«corresponde privativamente al Juez de la Iglesia.» 

Diferencias y variaciones en el modo de proceder.— Esta fué la regla casi 
generalmente adoptada, pero en cuanto al modo de proceder hubo 
algunas diferencias. Los Pragmáticos que escriben acerca de la 
práctica de la Francia, refieren que, según un edicto de Enri¬ 
que III del año de 1580, la formación del proceso contra las perso¬ 
nas eclesiásticas sobre un delito privilegiado, se debía hacer por el 
Juez Real, en unión con el eclesiástico , pasando aquel en persona 
á la curia eclesiástica á la práctica de las diligencias de su instruc¬ 
ción. PeroRoxelio, en su historia, y Fleuri en sus instituciones, 
contrayéndose á la práctica vigente en Francia al tiempo que es¬ 
cribían , aseguran que ios Jueces Reales se opusieron á esta unión 
con el eclesiástico para la instrucción de los procesos sobre delitos 
atroces , como el de lesa Magestad , el parricidio, el homicidio vo¬ 
luntario, el cometido por asechanzas, la sodomía y otros semejan¬ 
tes, igualmente horrorosos y detestables, y quedó único y privati¬ 
vo el Juez Real sin intervención de la Iglesia. 

Los mismos Pragmáticos en la sujeta materia contestan que la 
ejecución capital de los Eclesiásticos pronunciada por los Jueces le¬ 
gos en causas criminales de la gravedad antedicha, no podía verifi¬ 
carse en Francia sin que precediera la degradación actual de los reos 
por el Obispo, y la consignación libre al Magistrado secular: en 
prueba de lo que se remiten al cap. 14, de una ordenanza de 1571, 
en que se dice: Que los Presbíteros y los que hubieren recibido los 
demás órdenes sagrados, no sean decapitados, sin que preceda la 
degradación, por el temor de que se profane la santidad del orden, 
mientras que el reo conserva las marcas ó insignias de él. Pero aña¬ 
den dichos escritores que como los Obispos tratasen de tomar cono- 
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Amiento de la causa antes de proceder á la degradación, V se di 1 - 
riese estraordinariamente por este medio la ejecución de la senten¬ 
cia, quedando las mas veces impunes los delitos; para obviar á este 
abuso, cesaron los Magistrados de mirar como necesaria la degrada¬ 
ción, persuadidos con justicia de que un clérigo quedaba suficien¬ 
temente degradado delante de Dios y de los hombres por los críme¬ 
nes que le habían acarreado tan vergonzosa infamia. De donde vino 
haberse observado constantemente la práctica de ejecutar sin degra¬ 
dación precedente desde principios del siglo XVII. 

Venecia parece que siguió la costumbre moderna Galicana en 
cuanto á los delitos atroces de los clérigos, juzgando á los reos por 
sus Magistrados temporales, sin intervención del eclesiástico ; y 
procediendo á la ejecución capital sin necesidad de la degradación 
precedente. 

Por lo que hace á la nuestra, y se infiere de las leyes del títu¬ 
lo 6.° de la Partida 4. a , como igualmente del testimonio de Grego¬ 
rio López, de los casos citados y autoridad de Lugo , parece que 
observada la distinción entre los delitos privilegiados y eclesiásticos, 
y el respectivo conocimiento de ambos tribunales (sin que se atre¬ 
va el Fiscal á asegurar la intervención del eclesiástico en la ins¬ 
trucción de los procesos de la competencia del lego hasta el caso 
de San Lúcar de Barrameda), precedió en algunos casos la degra¬ 
dación á la ejecución capital, como testifica Lugo en el particular, 
que refiere. Una y otra circunstancia merecen que el Fiscal haga 
sobre ellas unas cortas observaciones. 


f 


Acompañado eclesiástico.—La intervención ó acompañamiento de! 
Juez eclesiástico para la instrucción y formación del proceso por el 
secular, en los casos privilegiados y de su conocimiento, parece es¬ 
tar fundada en uno de dos respetos: á saber: l.° ó en el de su com¬ 
petencia, en cuyo caso entrará como conjuez del lego con autoridad 
igualmente privativa que éste; ó 2.° en una condescendencia, de 
que quisieron usar los soberanos para con los eclesiásticos en aque¬ 
llos tiempos, en que la prevención y los clamores de éstos llamaba 
usurpaciones y atentados á los decretos, hechos para restablecer en 
esta parte el ejercicio de los derechos de la Soberanía, y poner 
márgen á la impunidad de los crímenes de los Ministros del San¬ 
tuario. 

El 1.°, esto es, la competencia no puede ser en concepto fiscal, 
resultando demostrado el origen que tuvo la pretendida inmunidad 
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eclesiástica: su emanación del seno de la autoridad üeal los límites 
precisos, con que fué concedida: ei abuso, que de ella quiso hacer 
la oscuridad de los tiempos: la necesidad de la reasunción : la rea- 
suncion misma como principio del restablecimiento del órden, y en 
fin cuanto queda dicho, y concurre á calificar de inabdicable de la 
soberanía este derecho, y su ejercicio por los Magistrados seculares 
esclusivamente en los casos privilegiados y crímenes , atroces de los 
clérigos. 

El 2.°, es decir, la condescendencia, pudo ser política y saluda¬ 
ble en aquellos tiempos, en que la razón y la utilidad trataban de 
sacar justo partido de la preocupación encastillada. En el dia de¬ 
prime la jurisdicción secular, poniendo al Magistrado del Rey un 
testigo de vista en sus operaciones, que confia la ley á su probidad 
en todos los demás casos, aunque en ellos se trate de la vida, del 
honor, de la propiedad de uno ó de muchos ciudadanos. La condes¬ 
cendencia no es título en concepto fiscal, y no teniendo el eclesiás¬ 
tico el de la competencia, parece que su entrada en la formación 
del proceso del lego, y uo la del lego en la del proceso del eclesiás¬ 
tico, tiene poco de legal, y mucho de reparable. 

Degradación, origen y vicisitudes. —La segunda circunstancia, es 
decir, la precedencia de la degradación, entendida, como debe ser, 
la considera el Fiscal muy conforme á los juicios de la iglesia, y 
muy conciliable con el bien del Estado. Originariamente la degra¬ 
dación no es otra cosa que la deposición misma, es decir, la priva¬ 
ción de los grados y de los órdenes eclesiásticos. Hasta la Decretal 
de Bonifacio VIII no nació la confusión de estas dos voces: deposi¬ 
ción degradación . Después de ella se distinguió la deposición en 
verbal y actual , y se llamó á la última degradación . La primera, 
hija de un juicio formal y contencioso, consiste eu el pronuncia 
miento ó sentencia, que priva á un eclesiástico de todos los oficios, 
beneficios, y respetos eclesiásticos, siendo Juez privativo para pro¬ 
nunciarla, conforme á la disposición del Tridentiao, el Obispo, ó 
por delegación de él su Vicario: y la segunda en la figurada ejecu¬ 
ción de esta sentencia por el Obispo privativamente, bajo las formas 
y aparato prescritos para ei efecto. A que se sigue la consignación 
y libre entrega del reo al Juez secular, para que proceda contra él 
a la imposición de la pena, sancionada en la ley civil, por el delito 
en que la Iglesia se contentó con la degradación, á causa de oo ha¬ 
ber en sus leyes canónicas otra pena proporcional y establecida 
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para castigarle: lo cjue prueba bien el capítulo degradatio de penis 
insexto , y el 7.° distinción 81. 

Efectos de la degradación.— El Fiscal observa, que una v otra dees- 
tas degradaciones, cuando la deposición es pura y simple, priva 
al degradado de las funciones de su órden: de ios derechos de ju¬ 
risdicción, si la ejerce: dei goce de los beneficios y honores ecle¬ 
siásticos, y le reduce al estado de los simples legos: por manera 
que todos los beneficios quedan vacantes é impetrables desde el 
dia de la sentencia, y aun desde el de la perpetración de los crí¬ 
menes, siendo de el número de aquellos que obran la vacante ipso 
jure , con arreglo á lo dispuesto en el capítulo l.° de homicidas in 
sexto , por el que se ordena que el clérigo proditor y el asesino in¬ 
curran ipso jure en la degradación real, sin necesidad de que inter¬ 
venga otra formalidad extrínseca. 

Observa en segundo lugar, que ni una ni otra de dichas degra¬ 
daciones quitan á los degradados el carácter indeleble de su orden; 
pues pueden celebrar, aunque pequen celebrando: quedan someti¬ 
dos á las cargas del Estado sin participar de sus honores, y suje¬ 
tos á la observancia del voto de castidad, sin aptitud á casarse: 
siendo el principio, que hoec pena non ponitur ad tollenda grava- 
mina , sed ad tollendos honores . 

Diversos respetos de la degradación en un juicio que en otro. —Este punto- 
de vista que determina los efectos de la degradación, en el que la 
padece por consecuencia de un delito, juzgado y sentenciado con 
objeto preciso á venir á la imposición de ella, como único castigo, 
que tienen las leyes canónicas contra el delincuente, presenta la 
vista fiscal dos respetos inconfundibles en la degradación, los mis¬ 
mos que envuelven la deposición verbal, y la real ó actual, cuando 
se considera la 1. a como objeto de un juicio eclesiástico en los de¬ 
litos eclesiásticos de su resorte y competencia; y la 2. a como un 
medio ó predisposición para la ejecución de la sentencia, pronun¬ 
ciada por el magistrado temporal contra el eclesiástico en los casos 
y delitos privilegiados de su privativo conocimiento. Por manera, 
que allí la degradación es una cantidad determinada de mal, que 
en forma de pena aplica la ley canónica al castigo del culpado, 
privándole de todas las ventajas de su estado por consecuencia de 
un crimen juzgado y sentenciado eclesiásticamente; y aquí, lejos 
de ser cantidad determinada de mal por sí misma, esuano valor 
en sus efectos sobre el culpado, habiendo de confundirse todos en 
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el mal supremo de la pérdida de ¡a existencia física , ó de la civil, 
acompañada del mal corporal y caractéres de la infamia. 

En el juicio del eclesiástico contra el eclesiástico, la degrada¬ 
ción es la realidad de una pena: en el del magistrado civil contra 
el eclesiástico, la degradación es la ilusión de una pena. En ambos 
casos la ejecución corresponde al eclesiástico: en el l.° como reali¬ 
dad, exige de su parte una discusión y un pronunciamiento: en el 
á.° como ilusión, le basta un requerimiento, la petición de un au¬ 
xilio por el Juez, que ha conocido y pronunciado sobre la realidad 
ele otra pena, que la envuelve con esceso, y á cuva aplicacionde- 
be venirse de necesidad por no ser suspendibles los efectos de la 
ley, que habla, pronuncia y manda por el órgano de un magistrado 
legítimo. 


Bajo de este respeto sin duda la consideraron célebres doctores 


y buenos canonistas, juzgándola ro necesaria en los crímenes atro¬ 


ces escandalosos de los eclesiásticos para llegar á la ejecución de 
las sentencias capitales, pronunciadas contra ellos por los magis¬ 
trados del siglo; y por estos mismos principios se condujeron sin 
duda las naciones, que abolieron su uso, teniendo además presentes 
los males resultivos de la dilación del castigo, ó de la impunidad de 
los reos, cuando los obispos exigían nuevo conocimiento de causa 
antes de descender al aparato de la ejecución. 

Pero si bien este pretendido nuevo conocimiento de parte de los 
prelados de la Iglesia, anterior ó posterior al pronunciamiento del 
Juez seglar sobre un crimen de su privativa competencia, conven¬ 
cido y calificado por el estado del proceso, es en concepto del que 
dice ilegal, y poco conforme á principios, con arreglo á los que deja 
indicados; juzga igualmente que 1a, abolición total de la degrada¬ 
ción fué en las naciones que la adoptaron, y sena en otra cualquie¬ 
ra que la adoptase en el día, una medida poco conforme á las prác¬ 
ticas recibidas de la Iglesia, y á los .verdaderos intereses de la po¬ 
lítica del Estado. 

Sí, señor. En buena hora que bajo la inspección que ha dado el 
Fiscal á la degradación del clérigo, condenado sobre delito atroz, 
sea esta una pura ilusión, precedente á la pena real, contenida en 
la sentencia del Juez lego; pero, así como la pena real no puede de 
jar de ser aparente, sino se ha de perder para el público, así e 
grande arte de la política lega! consiste en aumeatar la pena apa 
rente sin aumentar la pena real: lo que se consigue, ó á virtud de a 
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eieccion misma de las penas, ó de las solemnidades impostoras que 
acompañan á su ejecución. Si la ilusión pudiera sostenerse, con * 
vendría que todo se hiciese en efigie, pues la realidad de la pena no 
es necesaria sino para sostener su apariencia. Se trata de inspirar 
tanto mas horror á los crímenes atroces, perpetrados por los ecle¬ 
siásticos, cuanto es mayor la santidad de su ministerio, y cuanto 
que ellos mismos están en la sociedad para inculcar sobre la creen¬ 
cia de un poder sobrenatural é inevitable, que no deja á los culpa¬ 
dos esperanza alguna de impunidad, supliendo á su tiempo á la im¬ 
perfección del poder de los hombres con la recompensa ó castigo 
de las acciones, que ellos no recompensaron ni castigaron. 

Es conveniente, pues, que á la apariencia de la pena real, co¬ 
mún al eclesiástico con otro cualquier ciudadano, se agregue y };re - 
ceda la de la ilusión particular, que debe además acompañar á la 
de aquel; siendo por lo tanto la ejecución pública de la degradación, 
tanto á los ojos del clero, como á los del pueblo congregado, una 
trajedia verdaderamente importante y patética por la triste realidad 
ce su catástrofe y la grandeza de su objeto. El aparato, la escena, 
la dignidad del Tribunal, el acompañamiento, las vestiduras sagra¬ 
das del delincuente, el modo de despojarle de ellas, la pronuncia ¬ 
ción de las preces por el Obispo, y la entrega de aquel á la justicia; 
todo debe llevar consigo un carácter lúgubre y grave, y concurrir 
poderosamente á detener el curso de los maleficios atroces de los 
eclesiásticos, cuyo remedio y castigo se procuran en este espedien¬ 
te. Además de que, si el respeto de los soberanos al sacerdocio es¬ 
timó conveniente, la precedencia de esta solemnidad de forma á la 
ejecución, y ella no ofende á la espedita administración de justicia 
en el concepto insinuado; esto solo debía bastar para sostenerla. 

El Fiscal concluye por la necesidad y conveniencia de la de ¬ 
gradación real actual, y celebración de su pompa por el Obispo con 
precedencia á la consignación libre del reo y ejecución de la senten¬ 
cia, ya pronunciada por el Juez secular, imponiéndole la pena capi¬ 
tal ú otra corporis aflictiva, que importe infamia; pero entendién - 
dose con calidad de que el Obispo eu concepto de Juez auxiliar de 
la real jurisdicción en este caso, no haya de suspender en manera 
alguna la celebración del acto y libre entrega, so pretesto de nuevo 
conocimiento, que no le corresponde, siéndole pedida la degrada¬ 
ción por el Juez lego, después de pronunciada la sentencia y antes 
de su ejecución, por medio de exhorto instruido suficientemente coa 
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las resultancias del proceso é inserción literal del pronunciamiento 
conforme á derecho. 

Conclusión y proyecto de ley.— De todo io dicho con proligidad dedu¬ 
ce el Fiscal los tres resultados que indicó en un principio, y son en 
su sentir indudables. 

1. ° Competencia privativa del Juez secular para el conocimien¬ 
to y castigo de los delitos comunes ó privilegiados de los eclesiás¬ 
ticos tanto regulares como seculares: entendiéndose por delitos co¬ 
munes ó privilegiados aquellos contra los que las leyes del reino 
tienen acordada la pena capital ó la corporis aflictiva, que importe 
infamia. 

2. ° La no necesidad legal de la intervención del Juez eclesiás¬ 
tico, como acompañado del lego, para la instrucción del proceso en 
el caso dado. 

Y 3.° La no correspondencia en el de la deposición verbal, ó 
juicio del Obispo, y sí la necesidad de la degradación actual y so¬ 
lemne para la entrega del reo sentenciado á requisición por exhorto 
del Juez, que le condena á una de las penas antedichas. 

Proyecto de ley.—El Fiscal se resume y concluye sobre estas tres 
basas y sobre los fundamentos en su apoyo alegados, que una ley 
que uniformase en todo y por todo e! seguimiento, sustanciacion y 
determinación de las causas criminales de los eclesiásticos de uno 
y otro estado sobre delitos de la naturaleza antedicha, y suscepti¬ 
bles de las penas legales indicadas; con los principios, reglas y 
práctica que tienen establecidas las leyes generales del reino, para 
las que se promueven contra los demás vasallos, y que removiendo 
la necesidad de la concurrencia del Juez eclesiástico para la instruc¬ 
ción del proceso, declararse forzosa é indispensable en los Obispos 
la prestación del auxilio de la degradación actual, solemne y libre 
entrega del reo, sin pretensión á nuevo conocimiento de causa, y sí 
solo en vista del exorto, suficientemente instruido del Juez secular 
requirente; seria un término final é intrasgresible á las dudas, com¬ 
petencias, recursos, animosidades de los cuerpos, á las dilaciones 
de los procedimientos, compromisos de los Ministros de Justicia, 
incertidumbre de las penas, ó por mejor decir certidumbre de la 
impunidad, sobre que tanto han clamado en esta parte los fiscales 
del Rey, apoyados en ejemplares notorios que los conducían al pre¬ 
sentimiento, que está justificando en el dia la triste esperiencia de 
los crímenes atroces frecuentes con que los eclesiásticos escandali- 
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zan las provincias del reino. La sabiduría del Consejo tendrá pre¬ 
sente para consultará S. M. que el ejemplo obra como una instruc¬ 
ción, y hace concebir al hombre la primera idea de recurrir al mis¬ 
ino espediente para satisfacer á las mismas pasiones. El que vé ha¬ 
lla la cosa posible con tal que sepa conducirse. Ejecutada por otro, 
le parece menos difícil y menos peligrosa. Tal es la huella que ¡e 
guia en un sendero, que no hubiera osado hollar el primero. El 
ejemplo de la impunidad ó de la dilación de la pena tiene un efecto 
notable sobre su espíritu, que es el de debilitar la potencia de ios 
motivos que le detenían. El temor de las leyes pierde una parte de 
su fuerza, mientras que el culpado subsiste impune. 

El temor de la vergüenza se disminuye igualmente, porque tiene 
á la vista cómplices, que le ofrecen (digámoslo así) una asociación 
segura contra ¡a desgracia del menosprecio. Esto es tan cierto, 
como que la frecuencia y la impunidad de los delitos en cierta clase 
de hombres engendra en sus individuos la facilidad de perpetrar¬ 
los sin el menor remordimiento ni asomo de vergüenza. Así se es- 
plicaba un sabio hablando de la impunidad y de la remisión que 
causa en los efectos de las penas la tardanza de su aplicación. El 
Fiscal lo contrae, y lo contrae con dolor á la repetición frecuente 
de los crímenes sanguinarios; cuyo remedio pronto y castigo cierto 
ha promovido este espediente: de los crímenes dice de los eclesiás - 
ticos de un reino, que por su adhesión á la fé, delicada observan¬ 
cia de las máximas de la Iglesia, reglas de disciplina, y otras con¬ 
sideraciones políticas parecía deber tener un clero el mas respeta¬ 
ble de cuantás naciones componen el mundo cristiano, y el mas 
irreprensible en su vida y costumbres. 

Si el mal es cierto: si el remedio es necesario; y si el proyecto 
de ley, que el Fiscal propone, es adoptable, lo examinará el Conse¬ 
jo con su acostumbrada madurez; y consultará, como siempre, 
a S. DL lo mas acertado. Entre renglones—En—Engendradas en 
siglos oscuros.—Dias—Valgan.—Madrid y julio 2 de 1804—Don 
Francisco de Arjona.—( Este dictámen está copiado con la debida 
autorización , lo mismo que las consultas y nota que siguen, del es¬ 
pediente original á que se refieren.) 
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CONSULTA 


del Consejo de Castilla de 25 de agosto de 1804 sobre fijar el modo 
legal é invariable de seguir y sustanciar, las causas criminales 
de los delitos atroces , cometidos por los eclesiásticos, tanto secu- 
lares como regulares. 


S. E. 

Isla . 

Mon. 

D Gomalo José de Vilches. 

D. José Antonio Fita. 

D. Benito Puente. 

D. Antonio Villanueva. 

D. Pedro Gómez. 

D. Juan Antonio Morales. 

D. Juan Antonio Pastor. 

D. Felipe Antonio de Canga. 

D. Antonio González Yebra. 

D. José María Puig. 

D. Sebastian de Torres. 

El Marqués de Fuente Hijar. 

I). José Navarro. 

D. Domingo Fernandez Campo 
manes. 

D. Andrés Lasauca. 

D. Antonio Alvarez de Con 
treras. 

D. Antonio Ignacio Cor lavar- 
ria. 

D. Francisco Domenech. 

D. Tiburcio del Barrio. 

D. Adrián Marcos Martínez. 


Señor: En Real orden de diez 
y nueve de noviembre de mil se¬ 
tecientos noventa y nueve, dijo 
V. M. al Consejo, que enterado 
de la causa criminal escrita en 
Sevilla con motivo de la muerte 
violenta dada á Francisca Suarez, 
mujer de José de Reina, y en que 
estaban indicados éste y su her¬ 
mano D. José de Reina, clérigo 
tonsurado y Beneficiado, y de las 
ocurrencias que con motivo del 
fuero eclesiástico que éste gozaba 
habían mediado entre aquella Au¬ 
diencia y el Tribunal Elesiásti- 
co hasta haberse pronunciado au¬ 
tos de legos por los oidores de 
aquella Audiencia, sobre lo que, 
y demás procedimientos, se había 
quejado el R. Arzobispo de Sevi¬ 
lla, había notado V. M. que aun¬ 
que aquella Audiencia había pro¬ 
cedido bien en no deferir á la en¬ 
trega que desde^ los princios so¬ 
licitó el eclesiástico arreglándose 
á lo que el Consejo la previno en 


quince de junio de noventa y ocho, no así se la podía aprobar que 
sin haber consultado con V. M. ó con su Consejo, procediese á ser 


la primera que en materia tan delicada diese una forma que no es¬ 
taba terminantemente prevenida; pues aunque era indudable que el 
origen de la jurisdicción contencioso-eclesiástica, no tenia otro prin¬ 
cipio que la liberalidad de los Reyes, el honor á Dios y á sus Minis¬ 
tros, que había sido la causa impulsiva de ella, exigiati de nccesi- 
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dad que los Tribunales procediesen siempre, en cuanto sea respec¬ 
tivo á minorar estos derechos por los caminos y medios que el 
mismo Soberano les señale, y que hasta aquí no se han determina¬ 
do; pues no habrá mas relaciones que las respectivas á que la ju¬ 
risdicción Real ordinaria conozca desde el principio contra todo 
eclesiástico en los delitos atroces y públicos, con intervención del 
Juez Eclesiástico, sin que, de cuantas órdenes y casos se hallan ci¬ 
tados en los autos, resulte se haya dicho quien deba sentenciar la 
causa; como deba pedirse y determinarse la degradación ó deposi¬ 
ción; si deberán tener solo lugar, conforme á los cánones, cuando 
esté el reo convicto ó confeso; si bastarán solos indicios, que es lo 
único que habia en aquel caso; si la degradación ó deposición de¬ 
bería tener solo lugar cuando se trataba de imponer para capital, ó 
si también cuando el reo, como D. Manuel de Reina, solo se habia 
condenado en diez años de presidio; igualmente tampoco se habia 
dicho cosa alguna sobre si habrá términos hábiles para el recurso 
de fuerza en conocer y proceder cuando el eclesiástico no declara ¬ 
se la degradación ó deposición, pues no así como puede tener lu¬ 
gar por estar espresamente mandado en los de inmunidad local, se 
hallaba resolución que quitase á los eclesiásticos esta facultad, y 
que el Rey haya querido que sus Tribunales lo ejecuten, aunque 
en ello no hubiere, como no habia, resistencia legal. Que por éstas 
y otras consideraciones, y por lo mucho que se frecuentaban estos 
casos, habia creido V. M. preciso que el Consejo formase una ins¬ 
trucción detallada, sobre esta materia, que sirviese de regla gene¬ 
ral á todos los Tribunales y Justicias del Reino, y con lo que al 
mismo tiempo que se conservase la jurisdicción eclesiástica con¬ 
tenciosa, concedida justamente á la Iglesia por nuestros augustos 
soberanos en honor de Dios y sus Ministros, no se estendíese á im¬ 
pedir que la Real ordinaria castigue y contenga aquellos delitos 
atroces públicos, y que trastornan el orden común, y cuyas penas 
esceden las facultades eclesiásticas.=Y que era la voluntad de Vues¬ 
tra Majestad, que entretanto se evacuaba este punto, se observase 
lo hasta entonces mandado , s & saber: que conociese desde princi¬ 
pio la jurisdicción ordinaria con el eclesiástico, hasta poner la cau¬ 
sa en estado de sentencia, y que entonces se remitiese á la vía re¬ 
servada de Gracia y Justicia para lo que hubiere lugar.=En vista de 
lo espuesto por los vuestros señores fiscales, mandó el Consejo, en 
doce de mayo de mil ochocientos, se comunicase la órden corres- 
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pendiente á !a Sala de Alcaldes de Gasa y Córte, y Cliancillerías v 
Audiencias del Reino para su inteligencia y cumplimiento en lo que 
les correspondiese, y para que con presencia de los casos que hu¬ 
biesen ocurrido en sus respectivos Tribunales v ovendo á los Fis- 
cales y á las Salas del crimen, informasen cuanto se las ofreciese v 
pareciese, para que pudiese el Consejo formar con esta instrucción 
lo que V. M. se servia encargarle: Y que las escribanías de Gobier¬ 
no y Cámara del Consejo buscasen los antecedentes que por ellas 
hubiese pasado para que se uniesen á este espediente, haciéndose 
lo mismo por el Archivero del Consejo, quien informase de las no¬ 
ticias que hubiesen en él acerca de este asunto.=En cumplimiento 
de esta orden del Consejo se ha verificado la remisión de todos los 
informes los que forman la pieza segunda que acompaña el Consejo 
á V. M. con esta reverente consulta, por evitar duplicaciones y con¬ 
fusiones, y porque componiéndose toda de solos los informes, se 
hacia difícil su reducción v mas disfusa esta consulta. Posteriormen- 
te, coa motivo de ¡a que hizo el Consejo á V. M. ea catorce de oc¬ 
tubre de mil ochocientos y dos, acerca de la causa que se le remi¬ 
tió formada contra D. Juan Enriquez, clérigo de primera tonsura y 
Beneficiado en la villa de Benavente, sobre las muertes violentas, 
dadas por éste á D. Juan Antonio Martínez, presbítero, y á Doña 
Antonia Rodríguez, su tío y prima, en la que hizo presente á Vues¬ 
tra Majestad lo que estimaba correspondiente en este caso, se sir¬ 
vió V. M. conformarse con su dictamen y mandar, que los vuestros 
Fiscales D. Francisco Arjona y D. Simón de Viegas, le informasen 
sobre el espediente que acerca de esta materia mandó V. M. al 
Consejo formar en noviembre de noventa y nueve, proponiendo lo 
que se les ofreciese y pareciese. A consecuencia arreglaron los 
vuestros Fiscales, con vista de los informes, que ya entonces se ha¬ 
llaban en el espediente que no eran todos los del dia, la instrucción 
que con Real órden de veintitrés de mayo de rail ochocientos tres 
remitió V. M. al Consejo para que la tuviese presente al evacuar el 
encargo que se le había hecho. Y últimamente, habiéndose pasado 
todo el espediente,á los vuestros tres Fiscales, han dado con sepa¬ 
ración sus fundados y dilatados dictámenes en los términos que 
comprende la pieza primera original, que también acompaña el 
Consejo á V. M«, habiéndose traído después el espediente para su 
decisión. 

El Consejo, señor, ha examinado este asunto con la detenida 
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meditación que merece, no omitiendo medio que pudiera conducir 
á darle la instrucción completa que le han proporcionado los infor¬ 
mes de la Real Sala de Alcaldes de Gasa y Córte, de todos los Tri¬ 
bunales provinciales del Reino y de vuestros Fiscales, y teniendo á 
la vista los espedientes que de esta clase se han presentado al Con¬ 
sejo de algunos años á esta parte, y las reglas adoptadas en ellos, 
no menos que las doctrinas, opiniones y sentencias de los autores 
mas clásicos y bien recibidos, con las variaciones, usos y costum- 
bres de otras potencias y países, y en todo ha notado el estudio é 
ilustración con que se ha atendido á este asunto. 

Sin embargo, el Consejo conviene en hacer presente á Y. M., 
que los eclesiásticos seculares y regulares y demás personas que 
disfrutan este fuero con arreglo al Santo Concilio de Trento, reos 
de delitos atroces que merezcan por las leyes la pena capital, que¬ 
dan por el hecho mismo de su perpetración desaforados y sujetos 
como los legos á la jurisdicción Real ordinaria, la que debe proce¬ 
der por sí sola á la prisión de! reo eclesiástico, dando cuenta al 
Tribunal territorial y Juez superior eclesiástico, y á la sustancia- 
eion de la causa, determinándola con arreglo á las leyes; y después 
de dada la sentencia, pasar testimonio literal de ella, únicamente 
a! superior eclesiástico para que realice la degradación dentro de 
tercero dia ó en el término que Y. M. se sirviese señalar para que 
pueda á continuación el Juez Real ejecutar su sentencia, imponien¬ 
do al reo la pena en que le condenó. Si el Juez eclesiástico no cum¬ 
pliese por su parte en el término preferido, lo que ciertamente no 
es de esperar de su prudencia y amor al servicio de V. M. y bien 
del público, se le recuerde por oficio del Juez, y si aun se resistie¬ 
re ó detuviere en cumplir sin que haya motivo justo para ello, se 
le haya por incurso en las temporalidades y demás penas de las le ¬ 
ves y se proceda á la ejecución de la sentencia sin la degradación, 
llevando al reo en hábito laical, cubierta la cabeza ó corona con 
gorro negro, ó bien se dé cuenta á V. M. para que determine lo 
que estime conveniente. 

De este modo parece al Consejo que no hay necesidad de formar 
instrucción alguna para la susbtanciacion y determinación de las 
causas contra los eclesiásticos, pues una vez que se les tenga por 
iguales en todo á los seglares como es justo se estime, no se presen¬ 
ta motivo de desviarse de lo que tan oportunamente tienen esta¬ 
blecido las leyes sabias que nos gobiernan, y que determinan lo 
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que debe hacerse en esta clase de negocios. Quedan, pues, en su 
fuerza todas las disposiciones legales, y á ellas habrán de arreglar¬ 
se, así las justicias ordinarias como los Tribunales superiores en 
todos los casos que ocurran, cuidando, y es la única advertencia 
que conviene, de que al reo eclesiástico se le trate siempre con toda 
la distinción y decencia posibles; mas sin faltar á la seguridad de 
su persona, ni á la ejecución de cuanto exija la causa. 

Si este parecer no fuere enteramente del agrado de V. M., y por 
el honor debido á Dios y á sus Ministros, de que V. M. cuida tan 
celosamente, y de que no intenta separarse de modo alguno el Con¬ 
sejo, estimase Y. M. debe haber diferencia en el progreso y deter¬ 
minación de estas causas, podrá declararse que siguiendo el espíri¬ 
tu de lo determinado por V. M. en la Real cédula de ocho de febre¬ 
ro de mil setecientos ochenta y ocho para la sustanciacion y deter¬ 
minación de las causas de contrabando contra personas eclesiásticas, 
de que se acompaña un ejemplar, y la que no consta se halle recla¬ 
mada, y sí en perfecta observancia, se proceda por el Juez Real 
con la asistencia precisamente del eclesiástico que se hubiesen nom¬ 
brado en los pueblos para este fin por los reverendos Arzobispos, 
Obispos y sus Provisores, Vicarios y demás regentes de la jurisdic¬ 
ción eclesiástica á quienes se encargue lo verifiquen desde luego, y 
sin que su falta de asistencia, estando avisado por el Juez, pueda 
detener á éste no mediando motivo razonable para ello, en solos 
aquellos actos que directamente toquen á la persona del reo ecle¬ 
siástico, y puedan agravar su condición, cuales son, sus declaracio¬ 
nes, confesiones, careos y toda otra diligencia de esta clase; mas 
no en las que sean necesarias practicar con las demás personas que 
intervengan en la causa, como testigos ó algunos otros. Bajo este 
respecto se continuará la causa hasta la determinación que dará el 
Juez Real, y de que pasará testimonio al superior eclesiástico para 
que como'en el caso anterior, y con arreglo en todoá lo prevenido 
en él, veriíique|la?degradacion del reo, y se pueda proceder á la 
ejecución de la sentencia. 

Conforme á esta órden se deberá observar la instrucción si¬ 
guiente: 

capítulo l.° 

Luego que se tenga noticia de algún delito de los que merezcan 
por las leyes la pena capital, y por las primeras diligencias practi- 
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cadas por el Juez Real resultare reo uu eclesiástico secular ó regu¬ 
lar, ó cualquiera de los que gozaa el fuero eclesiástico según el 
Concilio de Trento, se procederá por el mismo Juez solamente á la 
prisión y seguridad de la persona en la cárcel Real, cuidando se la 
coloque en el paraje mas decente de ella, y se la trate con distin¬ 
ción posible. 

capítulo 2.° 

El propio Juez Real dará cuenta inmediatamente de esta prisión 
con testimonio de las diligencias hasta allí practicadas, al Tribunal 
superior territorial para su noticia, ó en el caso de que Y. M. esti¬ 
mase que estas causas hayan de determinarse en los Tribunales 
provinciales, para que se le prevenga lo que deba practicar hasta 
perfeccionar el sumario. 


capítulo 3.° 

Igualmente dará cuenta al Juez eclesiástico superior del terri¬ 
torio para su inteligencia. 


capítulo 4.° 

El Juez Real continuará la sustanciacion de la causa por sí solo 
en todas las diligencias que ocurrieren, esceptuando las que sean 
dirigidas y toquen inmediatamente á la persona eclesiástica y pue¬ 
dan gravar mas su condición, cuales son sus declaraciones, confe¬ 
siones, careos y todas otras de esta clase, á las que habrá de asis¬ 
tir precisamente el eclesiástico del pueblo, deputado para ello por 
los RR. Arzobispos, Obispos y demás Regentes de la jurisdicción 
eclesiástica, y sin que su falta de asistencia estando avisado por 

el Juez pueda detener á éste, no mediando motivo razonable 
para ello. 

capítulo S.° 

Esta asistencia del Eclesiástico no será necesaria en las decla¬ 
raciones de los testigos y demás personas que intervengan en la 
causa, y como cómplices, ó con cualquiera otro respecto; pues en 
todas estas diligencias procederá el Juez Real por sí solo. 
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CAPÍTULO 6.° 

Puesta la causa bajo de este respecto en estado de sentencia, la 
pronunciará el Juez Real sin concurrencia del eclesiástico. 

CAPÍTULO 7.° 

De ella pasará testimonio literal sin incluir otra cosa alguna al 
superior eclesiástico del territorio, para que sin nuevo examen ni 
oira diligencia alguna, proceda á la degradación del reo en el tér¬ 
mino de tercero dia, ó en el que Y. M. se sirviere señalar por re¬ 
solución á esta consulta. 

capítulo 8.° 

Si el eclesiástico no lo cumpliese en el que se prescribiere, lo 
que de ningún modo debe esperarse de la cordura y prudencia su¬ 
ya, se le dirigirá nuevo oficio de recuerdo por el Juez Real, y si 
aún no verificase la degradación no habiendo justo motivo que ie 
detenga, además de habérsele por incurso en las temporalidades y 
demás penas de las leyes, se pasará á la ejecución de la sentencia, 
sin preceder la degradación, conduciendo al reo en hábito laical, y 
cubierta la cabeza ó corona con un gorro negro. 

El Consejo cree que no es necesario ni corresponde otra decla¬ 
ración en este punto; pues conociéndose cuáles son los límites del 
fuero eclesiástico que no alcanza á eximir de modo alguno á sus in¬ 
dividuos de la sujeción á la jurisdicción suprema que ejerce Vues¬ 
tra Majestad por medio de sus Ministros Reales, es indudable que 
no puede impedir la fijación de este sistema el largo trascurso de 
tiempo en que se ha procedido bajo uu concepto muy diverso, dan¬ 
do ocasión á la impunidad y frecuencia de los delitos de esta clase. 

Mas si en la determinncion de la causa no impusiese el Juez 
Real al reo eclesiástico la pena capital sino otra estraordinaria, de¬ 
berá entonces en uno y otro caso de esta consulta remitir el reo al 
Juez eclesiástico, coa testimonio de lo que contra él resultare y de 
la sentencia para su ejecución. 

El Ministro del Consejo D. José Gonzalo de Vilches , hace voto 
particular, con el dictamen de que se proponga á Y. M., que por el 
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prolijo exámen que se ha hecho de esta materia v la instrucción 
dada al espediente con el informe de todos los tribunales provincia¬ 
les, no resulta calificada la necesidad ni la utilidad de que se varíe 
lo mandado ni altere la práctica observada en la formación de los 
procesos por delitos que hayan cometido los eclesiásticos, la sen¬ 
tencia y su ejecución, y que convendrá no se haga novedad por 
ahora. 

Que sin embargo de este dictamen, y en puntual cumplimiento 
de la Real órden de diez y nueve de noviembre de mil setecientos 
noventa y nueve, que motiva esta consulta, se forme la instrucción 
detallada que en ella se mande, y que esta se conciba y entienda 
según y en los términos que la propuso la Sala de Alcaldes de Cór¬ 
te en su esposicion de veintinueve de diciembre de mil ochocientos 
y dos, que original acompaña á esta consulta en la pieza segunda 
de informes que. se pasa á las Reales manos de V. M. 

El Consejo, sin embargo, no estima acceder á este dictamen, 
pues con solo ver el contenido de la Real órden de veintinueve de 
noviembre de mil setecientos noventa y nueve, y lo que movió 
á V. M. á creer que era preciso que el Consejo formase la instruc¬ 
ción de que se trata, se descubre la menos solidez del primer par¬ 
ticular del voto anterior. Y. M. manifestó ¡a frecuencia de estos ca¬ 
sos atroces, y que debían prescribirse reglas para contenerlos. El 
espediente presenta también varios cometidos en tiempo que regia 
la regla que, como V. M. asegura en su citada Real órden, y era ¡a 
única que había dada, y que quería se observase entre tanto que el 
Consejo evacuaba su encargo; en todos se dice que la indulgencia 
é intercesión del eclesiástico daba motivo á la impunidad de los de¬ 
litos, y con ella se alentaban los reos para no retraerse de sus esce- 
sos. La asistencia por otra parte del Juez eclesiástico al progreso 
de la causa en calidad de con-juez, no puede menos de ser una 
demora para la conclusión de ella, privando á la sociedad de la uti¬ 
lidad que recibida con verificarlo. Buena prueba de todo esto debe 
ser el que á pesar de saberse diversos delitos cometidos por perso¬ 
nas eclesiásticas, así en estos anteriores últimos tiempos, como en 
nuestros dias, ninguno se ha visto recibir el público castigo que 
merecía, y sí por el contrario eternizarse la causa en términos de 
evitar el escarmiento general que correspondía, de lo que aun hay 
algún ejemplar en los Tribunales provinciales. ¿Pues qué mayor ne¬ 
cesidad y utilidad pueden darse de la variación del sistema que se 
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intenta? ¿Y qué nuevas pruebas se quieren buscar para haber de 
convenir con el dictáraen del Consejo? Aunque de este no resultase 
mas utilidad como se intenta que la de reducir cada potestad á los 
justos límites que la corresponden, bastaría para que se debiese se* 
guir sin dificultad alguna. 

El Reglamento que propone la Sala de Alcaldes de Córte, no 
desempeña este estremo según conviene: reconoce necesaria la 
consecuencia del Juez eclesiástico en la sustanciacion del sumario, 
quiere que su intervención y la consideración con que se le haya de 
mirar para la determinación de la causa sea capaz de impedir este 
objeto, dando lugar á recursos á los Tribunales provinciales, y so¬ 
bre todo que despoje á Y. M. y sus Ministros de la autoridad su¬ 
prema que le es inherente en este punto, y después confiesa que 
por la resistencia del Obispo de la diócesis á verificar la degrada 
cion, y como que se opone á la observancia de las leyes, incurrirá 
éste en las temporalidades y demás que por ella se previene para 
los que desobedecen á V. M. y sus Tribunales; y que si el esceso 
fuese tan grave que conviniere al bien del reino la ejecución de la 
sentencia, se procederá á ella, no obstante dicha degradación, por 
ir envuelta en el delito la pérdida del fuero y del cánon en el mis¬ 
mo hecho de cometerlo. 

Esta consideración de donde el Consejo hace partir toda la doc¬ 
trina que debe gobernar en la materia, se halla contrariada en las 
primeras proposiciones de la Sala, y es difícil conciliar su sentir 
sin notar esta diferencia y contradicción. Por lo tanto, el Conse¬ 
jo, consiguiente al principio que conoce único en la materia, ha 
procurado reglar á el mismo todo el sistema del conocimiento de 
estas causas, y no puede acomodarse de modo alguno al que com¬ 
prende la esposicion de la Sala de Alcaldes ni al voto particular que 
lleva impugnado, sin incurrir igualmente en una repugnante con¬ 
tradicción. 

El Ministro D. Benito Puente, hace también su voto particular 
y dice no presentársele otro camino para formar la instrucción 
que V. M. previene, sino el que para la privación de la inmunidad 
personal de los eclesiásticos, se sigan y adopten las mismas reglas 
y medidas que V* M. y sus gloriosos predecesores adoptaron en 
distintos tiempos, para que la inmunidad local de los templos fue¬ 
se contenida en aquellos justos límites en que lo están en el di a 
con decoro de la misma Iglesia y sus debidas exenciones. 
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Que para eslo debe ante todas cosas pedirse y obtenerse á nom¬ 
bre de Y. M. un breve Pontificio en que se espresen los delitos 
atroces públicos que, cometidos por eclesiásticos seculares ó regu¬ 
lares de cualquier orden, clase y dignidad en que se hallen consti¬ 
tuidos, les haga perder la inmunidad personal y local, si se reunie¬ 
ren en su personas, sujetándolas á la jurisdicción y conocimiento de 
las justicias y Tribunales Reales, como lo están los demás reos le¬ 
gos, siendo aquellos sus jueces únicos para asegurar sus perso¬ 
nas, formarles y sentenciar sus causas, y luego que se hallen sen¬ 
tenciadas y merezcan ejecución, pasar testimonio literal de ellas al 
R. Obispo á quien corresponda, para que proceda á la degradación 
del reo ó reos de semejantes delitos, guardando el rito y solem¬ 
nidades que para esta ceremonia prescribe el Santo Concilio de 
Trento. 

Que por este medio se evitarán competencias entre las jurisdic¬ 
ciones eclesiástica y secular, habrá una regla fija y uniforme, y los 
Ministros del Santuario no tendrán justo motivo de queja de que se 
les vulneran sus exenciones, porque el concurso de las dos auto¬ 
ridades aleja todo motivo y fundamento para semejantes racio¬ 
cinios. 

Y que si este dictamen prevaleciese, se deberá poner particular 
cuidado en la formación de las preces, y no incluir para la pérdida 
de la inmunidad personal de los eclesiásticos seculares y regulares 
delincuentes, otros delitos que aquellos que tengan el carácter de 
atroces públicos que trastornan el orden común, y cuyas penas es- 
ceden las facultades eclesiásticas. 

Pero el Consejo que conoce por supérflua, escesiva y aun in - 
debida esta impetración, pues está declarado en bastante forma 
por las leyes el perdimiento de la inmunidad eclesiástica personal 
en los delitos atroces de pena capital y que, aun en caso de ser ne¬ 
cesaria una declaración formajes toda propia y privativa de Y. M., 
no estima por necesario ni conveniente semejante Breve, porque 
siempre es depresivo á la soberana autoridad de V. M., y con cual¬ 
quier título que se impetre y obtenga, siempre presta una especie 
de dependencia que no hay ni puede haber en esta materia de la 
Silla Apostólica, y una gracia sin la cual se cree vulgarmente que 

no podrá V. M., y en su representación vuestros Jueces Reales, 

proceder en las causas atroces capitales de los clérigos, que se<nm 
el Concilio gozan del fuero eclesiástico, y religiosos y religiosas" de 

TOMO II. Jí3° 
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vuestro reino, á la formación de la causa, su determinación y eje¬ 
cución sin el concurso y anuencia del Juez eclesiástico. 

Esta creencia general ó modo de pensar, se apoya en las mis¬ 
mas fórmulas de las Bulas ó Breves que, aun cuando sean únicamen¬ 
te pretendidos y obtenidos ad-cautelam , ó por mera consideración 
á la Silla Apostólica ó al Estado eclesiástico, en las materias propias 
y privativas de la jurisdicción ó autoridad Real de V. M., vemos 
que usa la Silla Apostólica de las voces acordamos, reducimos y 
otras semejantes que presentan una especie de sujeción y depen¬ 
dencia de la autoridad eclesiástica, que no es justa , cierta ni 
compatible con la Soberanía y su independencia absoluta en lo 
temporal, sin distinción de personas, estados ni condiciones. 
Por estas consideraciones insiste el Consejo en lo que ha propuesto 
á Y. M., quien resolverá como siempre lo que fuese mas acertado y 
de su Real servicio. Madrid veinte y cinco de agosto de mil ocho¬ 
cientos cuatro. 

Es copia literal de la consulta que el Consejo Pleno elevó á las 
Reales manos de S. M. en veinte y cinco de agosto de mil ochocien¬ 
tos cuatro, que original acompañó á 1a, de catorce de diciembre de 
mil ochocientos diez y seis, de que certifico, Yo Don Valentín deP¡~ 
nilla, Escribano de Cámara del Rey Nuestro Señor, y de Gobierno 
de dicho Supremo Tribunal, con remisión al registro que de la 
misma existe en la espresada Escribanía de Gobierno. Madrid 
veinte y cuatro de setiembre de mil ochocientos veinte v cuatro 
Don Valentín de Pinilla. 


NOTA DEL CARDENAL GONSALVX, DE 30 DE JULIO DE 1805, 

en contestación á la que el Ministro plenipotenciario y Enviado es- 
traordinario de España en Roma dirigió á Su Santidad esponien~ 
do las instancias de S. M. Católica, á fin de que se autorizase á 
sus Tribunales seculares para proceder en los delitos atroces, ó 
sean capitales, contra las personas eclesiásticas de cualquiera cla¬ 
se , seculares ó regulares , y pronunciar contra ellas la pena de 
degradación y por consiguiente la de muerte . 

Excmo. Sr.: El infrascripto Cardenal Secretario de Estado ha 
dado cuenta á nuestro señor de la apreciahle nota de V. E. de te- 
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cha de cinco del corriente Julio, en que ha espuesto las reales ios* 
tancias de S. M. Católica, á fia de que sean autorizados sus Tri¬ 
bunales seculares para proceder en los delitos atroces, ó sean ca¬ 
pitales, contra las personas eclesiásticas de cualquiera clase , secu¬ 
lares y regulares, y pronunciar contra ellas la pena de degradación 
y por consiguiente la de muerte. 

El Santo Padre, movido de su vivo y constante empeño en dete- 
rir en cuanto lesea posible á las instancias del Augusto Soberano, 
ha tenido en la mas madura consideración estas Reales instancias, y 
habiéndolas hecho examinar con la mayor diligencia, ha debido co¬ 
nocer, y según los deberes de su sagrado ministerio, estar íntima¬ 
mente convencido de no poder condescender con la generalidad dei 
sistema con que se han espuesto las tres peticiones relativas al ob¬ 
jeto de que se trata, al tenor de la enunciada nota de V. E. 

Es tal el ansia de su Santidad, de dar en cualquiera ocasión las 
mas evidentes pruebas de su afectuosa adhesión á S. M. Católica, y 
de su mas empeñado deseo de satisfacerla, que ha encargado al in¬ 
frascripto Cardenal de esponer compendiosamente á Y. E. las ra¬ 
zones que dan motivo á su íntima persuasión de no poder condes¬ 
cender en la forma espresada con las susodichas Reales instancias: 
con la seguridad de que según la acrisolada religión y acreditada 
rectitud del incomparable Soberano, no podia menos de quedar con¬ 
vencido. 

El Santo Padre ha debido, pues, de reflexionar primeramente 
que la primera y principal de las tres peticiones por la cual se que¬ 
ría que en los delitos atroces, formada la causa por el Juez Real, y 
puesta en estado de sentencia, la pronuncie el mismo sin interven¬ 
ción del eclesiástico, tiene dos distintas relaciones é incluye dos se¬ 
paradas importantísimas autorizaciones: la primera, que el Juez se¬ 
cular sea habilitado para inquirir criminalmente y sentenciar las 
personas eclesiásticas: la segunda, que generalmente en los delitos 
atroces, puedan las mismas ser condenadas por el mismo Juez se¬ 
cular á la pena de degradación y por consiguiente de muerte. 

La exención de los eclesiásticos de la jurisdicción de los Jueces 
seculares, y su privativa subordinación al competente Juez eclesiás¬ 
tico en las causas de cualquiera especie ó naturaleza, y mas parti¬ 
cularmente después en el juicio de los delitos, y cuando se trate de 
su castigo, es una máxima tan sagrada, cuanto es cierto que fué es¬ 
tablecida por ordenación divina, según la litera! espresion de! Sa- 
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crosaato Concilio de Trento. Por tanto, no necesita otro apoyo para 
reconocer su solidez por la mas cierta, como la han reconocido uná¬ 
nimemente en los primeros siglos de la Iglesia las leyes de los pri¬ 
meros Emperadores cristianos, y alguno de los mismos Emperado¬ 
res gentiles, y en todo tiempo, sin escepcion, los sagrados cánones 
y los Concilios, los monarcas católicos y los escritores ortodoxos de 
todas naciones, entre los cuales se han distinguido principalmente 
los jurisconsultos españoles, que tantas luces han comunicado al 
mundo en la jurisprudencia, tanto civil como canónica. De estos, 
pues, poderosísimos fundamentos, ha sido consecuencia en todos 
los siglos la coerente costumbre de los Tribunales católicos tanto 
eclesiásticos como seculares. Por eso no puede el Juez secular to¬ 
mar conocimiento ninguno en las causas pertenecientes á las per¬ 
sonas de la gerarquía eclesiástica, y tanto menos en las causas cri¬ 
minales, cuanto estas traen consigo el ejercicio de la mas eminente 
jurisdicción, y al mismo tiempo con el decoro del ministerio ecle¬ 
siástico comprometen la libertad personal y la existencia de sus in¬ 
dividuos, y esta es la primera autorización á que se refiere la espre* 
sada Real petición, ó quiere decir, para derogar la referida máxima, 
habilitando al Juez secular para proceder y sentenciar en el delito 
de un eclesiástico. 

Semejante máxima que eximiendo al eclesiástico de ser confun¬ 
dido con el estrépito, las fórmulas, la condición y las leyes del 
fuero civil, ha contribuido no poco á consolidar el libre ejercicio 
de su ministerio, y acrecentar el lustre de la religión, y mucho mas 
á imprimir en los ánimos del pueblo una respetuosa opinión de sus 
Ministros, ha contribuido después necesariamente á determinar otra 
que, deducida de un mismo principio, reconoce fundamentos de igual 
solidez, y que presenta la materia de la segunda relevantísima au¬ 
torización contenida en la citada Real instancia, sujeto el eclesiás¬ 
tico á las disposiciones de las leyes canónicas y á la potestad de los 
Jueces eclesiásticos, así como la Iglesia católica, según su constante 
carácter de lenidad y de mansedumbre, procura siempre por cuan¬ 
tos medios le son posibles el arrepentimiento y no la perdición de 
sus hijos, y por eso ha estado siempre agena del ejercicio de la pena 
de sangre; del mismo modo la persona eclesiástica juzgada por su 
competente privativo fuero, por los delitos de que acaso vá á ha~ 
cerse deudora, no puede ser sujetada á la pena de muerte, exención 
que así mismo ha coadyuvado al decoro de los Ministros de la reli- 
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gion, escusando aquella pública mancha de la santidad de su mi¬ 
nisterio, que seria inseparable de la ejecución de una pena pública 
deshonrosa. 

Pero la misma Iglesia siempre sabia y circunspecta en sus con - 
sejos y en sus deliberaciones, no ha dejado de tener á la vista acer¬ 
ca de esto la quietud de los pueblos, y la utilidad que para tal 
efecto resulta del mas rigoroso castigo de los delitos. Por tanto, 
previendo el caso de que sus Ministros, ó por la perseverancia de 
un doloroso estravío de sus obligaciones se hicieren verdaderamen¬ 
te incorregibles, ó que se arrojasen á cometer algún delito de los 
mas enormes y mas perniciosos, digno por tanto de aquel ejemplar 
castigo que no correspondía á su carácter y por consiguiente á su 
fuero, determinó en el género de las penas por ella adoptadas la 
de la degradación, mediante la cual, depuesta de su orden la perso¬ 
na eclesiástica, despojada de la dignidad, de los beneficios y de los 
• privilegios eclesiásticos, y separada del gremio y del fuero eclesiás¬ 
tico, queda reducida á la condición de un mero seglar, y sujeta al 
absoluto poder de las leyes y Tribunal secular, de forma que este 
puede ejecutar en él las penas que son comunes á cualquiera otro 
seglar. 

Pero se habría contradicho la Iglesia á sí misma, esto es, á aquel 
carácter de lenidad y mansedumbre que debe ser la norma de sus 
juicios, si hubiese abrazado el sistema de una pena tan severa en 
cualquier delito que por las leyes y por los Tribunales seculares es 
reputado digno de la pena de muerte, y de este modo habría hecho 
igual la condición del delincuente seglar con la del eclesiástico, co¬ 
mo así mismo el proceso y la sentencia de uno y otro fuero. Esta 
fué la razón porque al determinar la pena de la actual solemne de¬ 
gradación determinó también los delitos en que haya de tener lugar, 
esto es, algunos de aquellos que corresponden á la clase de los atro¬ 
císimos, y que mereciesen, ya por su intrínseca malicia, ya por ir 

acompañada de agravantes circunstancias, el mas rigoroso ejem¬ 
plar castigo. 

En algunos cánones sagrados y por diversas constituciones de 
los Sumos Pontífices, están señalados y espresados semejantes de¬ 
litos, fuera de los cuales no puede el Juez eclesiástico proceder á la 
misma pena por ningún otro delito. Igual máxima es esta, para cuya 
solidez se reúne el consentimiento de todas, aun las mas antiguas 
leyes canónicas, la inmemorial constante costumbre de todos lo? 
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Tribunales católicos, y la universal opinión de los autores de Juris¬ 
prudencia así civil como canónica, y aun considerando los mismos 
sagrados cánones y las constituciones de los Sumos Pontífices, la 
importancia gravísima de la pena de degradación, quisieron que al 
delito de que podía dimanar, precediese el mas maduro y diligente 
juicio del Tribunal eclesiástico, de modo que fuese autorizada, no 
con el solo título y con la mera imputación del delito, sino con el 
mas escrupuloso examen, mediante el cual verificase el Juez ecle¬ 
siástico y pronunciase previas las mas solemnes formalidades judi¬ 
ciales, que en la persona del eclesiástico se verificaba convincente¬ 
mente aquel delito, que por las leyes canónicas estaba señalado y 
espreso como digno de degradación. Considerando el Santo Pa- 

i 

dre por las razones hasta aquí espuestas, el resultado importantísi¬ 
mo de la autorización que presenta la Real petición de S. M. Cató¬ 
lica, está muy seguro de que el religiosísimo Soberano, según los 
acreditados sentimientos de su justicia, y la estension de sus luces, 
comprenderá fácilmente cuán fundada y puesta en razón sea su 
resistencia á condescender con la generalidad del sistema que pro¬ 
pone la instancia. El Papa no debe por una autoridad absoluta, abo¬ 
lir v destruir sustancialmente en su totalidad un derecho innegable 
de la inmunidad, ó sea de la gerarquía eclesiástica en general y de 
sus individuos en particular, como vendría á hacerlo, si según la 
enunciada petición, á todos los eclesiásticos del reino de España en 
todos los delitos capitales los sustragese del poder y del juicio del 
Juez eclesiástico, sujetándolos á la absoluta V libre potestad del Juez 
secular, y estendiendo á éstos la pena de la actual degradación re¬ 
servada únicamente á algunos de los mas especiales enormes deli¬ 
tos capitales, y si escluyendo enteramente al Juez eclesiástico del 
juicio de competencia de degradación lo atribuyese tan solo al co¬ 
nocimiento del Juez secular. 

El Papa debe ser un Guarda vigilante y un defensor de la inte¬ 
gridad de estos derechos, y puede usar de su potestad para dero¬ 
garles siempre que una absoluta necesidad del mejor gobierno de la 
Iglesia, ó una causa importante de pública utilidad así lo exija, pe¬ 
ro siempre con tal moderación y con tales medidas y cautelas, que 
por preservar la sustancia del derecho no estrae la derogación en la 
menor parte posible, y con los mas reducidos límites si su Santidad 
accediese enteramente á la pedición de que se trata, haria una cosa 
de que no hay ejemplo en las disposiciones de sus predecesores. ¡No 
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es necesario, pues, entrar en el pormenor de las otras dos peticione?* 
espuestas en la apreciable nota de V. E. como que dependen de la 
primera y solo ha debido observar el Santo Padre respecto de la 
tercera que no podría admitirse la ejecución de una sentencia capi¬ 
tal en persona eclesiástica sin su anterior degradación, según las 
fórmulas canónicas. Esta es una formalidad esencialísima de la 
mas antigua institución canónica, ni se ha omitido jamás en ningu¬ 
na ocasión, cuando la potestad secular ha tenido que poner en eje - 
cucion una sentencia capital en la persona eclesiástica. 

Nada desea mas el Santo Padre que la quietud y felicidad de 
¡os Reinos de España, que tan loablemente empeña los particulares 
desvelos de aquel augusto Soberano. No hay duda que, á tan inte¬ 
resante objeto, opone un obstáculo la impunidad de los delitos; pero 
esta impunidad no resulta efectivamente respecto de los eclesiásti ¬ 
cos del sistema de las leyes canónicas, y de su exención del fuero 
secular: fuera de que la degradación como se ha visto, vá á hacer¬ 
los dignos de castigo en algunos mas especialmente enormes deli - 
tos, pues que con la pena capital tienen los tribunales eclesiásticos 
m su arbitrio el ejercicio sobre las personas eclesiásticas, no solo 
de las penas espirituales, sino también de las temporales, incluyen¬ 
do la estrecha reclusión en un Monasterio, ó encierro en una cárcel 
por toda su vida natural. Semejantes penas incluyen una severidad 
tanto mas relevante para compensar el delito de un eclesiástico, 
cuanto es cierto que privado de su libertad personal, acompañada 
como suele practicarse su reclusión de penitencias corporales, no se 
alimenta hasta que termine su vida, sino de un pan de amargura y 
de dolor. 

El celo de los vigilantes Obispos de España no dejará segura¬ 
mente de hacer un uso adecuado de estas sus facultades, y de tener 
por lo mismo apartada de sí toda idea de impunidad de los delitos 
en los eclesiásticos. Pero si, no obstante esto , continuase S. M. 
Católica en juzgar por necesaria en las especiales circunstancias de 
sus vastísimos dominios alguna estraordinaria providencia para 
proceder en los delitos de calificada atrocidad; es tanto lo que se 
interesa el Santo Padre en coadyuvar en cuanto pueda los deseos 
de S. M., y en concurrir á la quietud y al mayor bien de sus feli¬ 
císimos Estados, que se propone esperar de la espresada S. M. el 
proyecto de algún temperamento, con el cual, sin próvidas miras 
por la tranquilidad pública y seguridad, se convienen cuanto sea 
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posible cod las sobre dichas máximas de la sagrada inmunidad ecle¬ 
siástica, que es lo mismo que decir con el respeto y decoro de la 
Religión, el cual está tan estrechamente unido con el mismo bien 
del Estado. 

Espuestos á Y. E. los sentimientos del Santo Padre, para que se 
sirva elevarlos á la alta comprehension de S. M. Católica, no resta 
al infrascripto mas que repetirle el constante afecto de su mas dis¬ 
tinguido respeto. De nuestra residencia del Quirinal á treinta de 
julio de mil ochocientos cinco. Servidor verdadero de Y. E.-— 
E. Cardenal de Consalvi.—Excmo. Sr. D. Antonio Vargas y Lagu¬ 
na, Consejero de Estado y Ministro Plenipotenciario y Enviado es- 
traordinario de S. M. Católica. 

Es copia de su original, de que certifico, Yo D. Antonio López 
de Salazar, Secretario de la Reina Nuestra Señora y su Escribano 
de Cámara mas antiguo en el Supremo Tribunal de España é In¬ 
dias. Madrid cuatro de junio de mil ochocientos treinta y cinco.— 
D. Antonio López de Salazar. 





CONSULTA 


del Consejo de Castilla de U de diciembre de 1816 sobre fijar el 
modo legal é invariable de seguir y sustanciar las causas crimi¬ 
nales de los delitos atroces, cometidos por los eclesiásticos, tanto 
seculares como regulares. 


El Duque , presidente. 

/). José Joaquín Colon. 

D. Manuel de Lardizabal. 

D. Bernardo Riega. 

El Conde del Pinar. 

D. José María Puig. 

D. An tonio Alvarez de Conlreras. 
D. Ignacio Martínez de Vilella. 
D. Miguel Alfonso Villagomez. 
D. Juan Antonio Carrillo. 

D. Benito Arias Prado. 

D. Nicolás de Sierra. 

D. Francisco Marín. 

D. Tadeo Gómez. 

D. Manuel de Torres Cónsul. 

D. Ramón López Pelegrin. 

D. Juan Benito Hermosilla. 

D. José Montemayor. 


i Señor.—Con fecha diez y nue- 
1 ve de noviembre de mil setecien¬ 
tos noventa y nueve, se remitió 
al Consejo por la Secretaría de 

¡ Gracia y Justicia la Real orden 
siguiente:—Enterado el Rey de 
la causa criminal escrita en Se¬ 
villa, con motivo de la muerte 
violenta dada á Francisca Sua- 
rez, mu jer de José de Reina, y en 
que están indiciados éste y su her¬ 
mano D. Manuel de Reina, Cléri¬ 
go tonsurado y Beneficiado, y de 
las ocurrencias que con el motivo 
fuero eclesiástico que este 
goza, han mediado entre aquella 
Audiencia y el Tribunal ecle- 
1 siástico hasta haberse pronun¬ 
ciado auto de legos por los oi¬ 


dores de aquella Audiencia , en quince de octubre de este año, 
sobre lo que y demás procedimientos se ha quejado el R. Arzobis¬ 
po de Sevilla; ha notado S. M. que aunque aquella Audiencia pro¬ 
cedió bien en no haber deferido á la entrega que desde los princi¬ 


pios solicitó el Eclesiástico, arreglándose á lo que el Consejo le pre¬ 
vino en quince de junio de noventa y ocho, no así se le puede 
aprobar que sin haber consultado con S. M. ó con su Consejo pro¬ 
cediese á ser la primera que en materia tan delicada diese una 
forma que no está terminantemente prevenida, pues aunque es in¬ 
dudable que el origen de la jurisdicción contenciosa eclesiástica no 
tiene otro principio que la liberalidad de los Reyes, el honor de Dios 
y á sus Ministros que ha sido la causa impulsiva de ella, exigen de 
necesidad que los Tribunales procedan siempre en cuanto sea res¬ 
pectivo á minorar estos derechos por los caminos y medios que e! 
tomo n. 47 
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mismo Soberano les señale y que hasta aquí no se han determinado, 
pues no hay mas resoluciones que las respectivas á que la jurisdic¬ 
ción Real ordinaria conozca desde el principio contra todo eclesiás¬ 
tico en los delitos atroces y públicos con intervención del Juez ecle ’ 
siástico, sin que de cuantas órdenes y casos se hallan citados en los 
autos resulte se haya dicho quién deba sentenciar la causa* cómo 
deba pedirse y determinarse la degradación ó deposición; si debe¬ 
rán tener solo lugar conforme á los Cánones cuando esté el reo 
convicto ó confeso; si bastarán solos indicios, que es lo único que 
hay en el caso presente; si la degradación ó deposición deberá te¬ 
ner solo lugar cuando se trata de imponer pena capital, ó si tam¬ 
bién cuando el reo como D. Manuel de Reyna, solo se ha condenado 
m diez años de presidio; y últimamente, tampoco se ha dicho 
cósa alguna sobre si habrá términos hábiles para el recurso de 
fuerza en conocer y proceder, cuando el Eclesiástico no declarase la 
degradación ó deposición, pues no así como puede tener lugar por 
estar espresamente mánda lo en los de inmunidad local, se halla 
resolución que quite á los eclesiásticos esta facultad, y que el Rey 
haya querido que sus Tribunales lo ejecuten, aunque en ello no 
haya, como no hay resistencia legal. Por estas y otras considera¬ 
ciones, y por lo mucho que se frecuentan estos casos, ha creído 
S. M. preciso que el Consejo de Castilla, forme con la posible bre¬ 
vedad una instrucción detallada sobre esta materia, que sirva de 
regla á todos los Tribunales y Justicias del reino, y con lo que, al 
mismo tiempo que se conserve la jurisdicción eclesiástica conten¬ 
ciosa concedida justamente por nuestros augustos Soberanos á la igle¬ 
sia, en honor de Dios y sus Ministros, no se estienda á impedir que la 
Real ordinaria castigue y contenga aquellos delitos atroces y pú¬ 
blicos, y que trastornan el orden común y cuyas penas esceden las 
facultades eclesiásticas. También quiere S. M., que entre tanto que 
el Consejo evacúa este punto, no se observe mas que lo que hasta 
aquí está mandado: á saber, conozca desde el principio la juris¬ 
dicción ordinaria con el eclesiástico hasta poner la causa en estado 
de sentencia, y que entonces se remita á esta vía reservada para 
loque haya lugar. Ultimamente, es la voluntad de S. M. que la 
presente causa seguida en Tribunal eclesiástico, y retenida por 
ei auto de legos, se devuelva á dicho eclesiástico, que la Sala 
del crimen ponga á la disposición de éste la persona de D. Manuel 
Reyna, remitiendo testimonio de cuanto contra él resulte, para que 
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sea corregido por él según derecho, quien avisará á S. M. por mi 
mano de la sentencia que pronunciare, y que la Audiencia de Se¬ 
villa por lo que toca á José de Reyna, sustancie y determine la 
causa, obrando conforme á derecho. El Consejo, habiendo oido á 
vuestros Fiscales, mandó en decreto de doce de mayo de mil ocho¬ 
cientos, se guardase y cumpliese la referida Real órden y que, con 
su inserción, se comunicase la correspondiente á las Chancillerías y 
Audiencias del Reyno para su inteligencia y cumplimiento y para 
que con presencia de los casos que hubiesen ocurridoen los res¬ 
pectivos Tribunales, oyendo á los Fiscales y Salas del crimen , in¬ 
formasen al Consejo cuanto se le ofreciese y pareciese, ó fin de 
que con esta instrucción se pudiese formar la que V. M. se servia 
encargar. Comunicadas las órdenes, hicieron las Chancilierías y Au¬ 
diencias los informes que se contienen en la pieza que original se 
acompaña con esta consulta, por no hacerla tan dilatada y evitar con¬ 
fusión. Y visto todo en el Consejo, con loespuesto por vuestros Fis¬ 
cales, se acordó en veinte y cinco de agosto de ochocientos cuatro, la 
consulta que también se acompaña original. Habiéndose promovido 
un espediente en el Consejo con motivo de las esposiciones, la hecha 
á Y. M. por los RR. Obispos de Valladolid y auxiliar de esta Córte, 
sobre el modo de procederá la degradación del Presbítero D. Joaquín 
Calvo Domínguez, condenado á la pena de garrote por la Comisión 
encargada de la sustanciacion y determinación de las causas de Esta¬ 
do, y habiendo consultado el Consejo lo que estimó conveniente, se 
le comunicó una Real órden con fecha cuatro de marzo del mismo 
año de ochocientos quince, en la que después de resolver V. M. en 
aquella causa, se sirvió mandar se pasasen todos los antecedentes 
á los Fiscales para que sobre la regla general ó nueva ley que hu¬ 
biese de establecerse para lo sucesivo, espusiesen lo que tuviesen 
por conveniente y consultase el Consejo su parecer. El Consejo en 
decreto de siete del mismo mes de marzo, mandó guardar y cum¬ 
plir la anterior Real órden, y que con su inserción se pasasen los 
correspondientes oficios á quienes correspondía, y que así ejecuta¬ 
do pasasen á vuestros Fiscales con los antecedentes causados en el 
Consejo. Entre estos hay una nota original pasada por el Ministro 
de esta Córte en la de Roma D. Antonio de Vargas y Laguna en 
quince de diciembre de mil ochocientos cuatro al Cardenal Consal- 
vi, Secretario de Estado de S. S. y la contestación también origi¬ 
nal de éste, fecha treinta de julio de mil ochocientos cinco, remití- 
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das al Consejo en once de enero del mismo ano, que dice así: (A,qu£ 
se inserta á la letra la Nota del Cardenal Consalvi. 

Los Fiscales de V. M. en vista de todo, dijeron loque resulta de 
la copia certificada que se acompaña á beneficio de la brevedad. El 
Consejo, Señor, que opina en ei ano actual del mismo modo que con¬ 
sultó á vuestro augusto padre en el año de mil ochocientos cuatro, 
después de haber oido á todos los Tribunales y Fiscales superiores 
de estos Rey nos, según resulta de la pieza segunda, que acompaña 
original por evitar toda confusión, debería ser hoy muy lacónico 
pasando segunda vez á las Reales manos de V. M., la referida 
consulta documentada en el modo solemne que lo ejecutó en el año 
de cuatro, y en su consecuencia se elevaron en la forma ordinaria 
á S. S. las mas fervorosas preces por el conducto ordinario de su 
ministro en Roma D. Antonio Vargas, haciéndole presente como 
Padre universal de sus pueblos los frecuentes perjuicios que pade¬ 
cían por la multitud de atroces y atrocísimos delitos que cometían 
los clérigos abusando de su mal entendida impunidad, con escán¬ 
dalo de la misma Iglesia sin embargo de los perjuiciosque ocasionaba 
al Estado este pernicioso desorden digno de remedio. Con efecto, en 
quince de diciembre de mil ochocientos cuatro fueron presentadas al 
Santo Pad 1Í '1‘, Üpreces de vuestro Ministro en los términos mas ca¬ 
tólicos fundados en ¡a turbación que padecía la sociedad en general, 
en el perverso exemplo que causaban los Ministros del Santuario y 
en la conciencia del Rey en permitirlos. En la presentación de esta 
moderada súplica á S. S., cumplió S. M. no tanto con lanecesidadde 
obtenerla para quietud de sus Reynos, cuanto con su católica piedad 
en favor de nuestra Santa Iglesia. Quería S. M. (porque correspon¬ 
día á la espada única que Dios le confió) ejercerla en su caso, sin 
ofensa del respeto profundo que la merecía; quería que la po¬ 
testad espiritual é inmunidad de sus Ministros, no fuese causa 
de sediciones, crímenes de lesa Magestad, falsificaciones, ho¬ 
micidios sagrados, incorregibilidades en daño de su elevado ca¬ 
rácter, con escándalo de los demás vasallos de sus Reynos; que¬ 
ría en fin S. M. conservar á la Iglesia todos los honores, prero¬ 
gativas y exenciones que les concedieron sus católicos predeceso¬ 
res, pero que fuesen sin perjuicio de lo que previenen nuestras mas 
antiguas leyes que juramos, y sin las cuales carecería el Prínci¬ 
pe de la suficiente autoridad para serlo: ¿Quién se persuadirá 
que tan recomendable súplica fuese despreciada y negada por el 
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Santo Padre sin embargo de ser solicitado por el Rey Católi¬ 
co de España que tanto ha cuidado en las calamidades ante¬ 
riores del Santo Padre y de la Iglesia? ¿Y en qué se funda 
esta repulsa inesperada? En la respuesta del Secretario de Esta¬ 
do de S. S. el M. R. Cardenal Consalvi que remitió á nuestro Mi¬ 
nistro en Roma con fecha treinta de julio de mil ochocientos cinco, 
la cual queda inserta literalmente en esta reverente consulta por 
ser el documento principal y digno déla consideración de Y. M. y 
de vuestro Real Consejo. No puede este Supremo Tribunal formar 
el reglamento ó formulario legal (según se le manda por vuestra 
Real orden) que deben observar la jurisdicción eclesiástica y civil, 
en las causas atroces y atrocísimas, sin hacer manifiestas las in • 
exactitudes de la respuesta del Cardenal, Ministro de Estado Con¬ 
salvi, y las ofensas que encierra contra la Soberanía de V. M. y de 
todos los Príncipes, opuestas á las reglas que dejó á su Iglesia Je¬ 
sucristo y que se han observado en España desde los Ataúlfos, Sis- 
nandos y Fernandos. Esta es la razón, porque el Consejo no puede 
menos de ocupar la atención de V. M., mas de lo que quisiera, en 
vindicación délas necesarias consecuencias y principales regalías 
de vuestro augusto trono, y de la consulta de vuestro Consejo en el 
año de mil ochocientos cuatro, que procuró sostenerles con la fide¬ 
lidad inseparable que le distingue. La repulsa del Santo Padre la 
funda el M. R. Cardenal, en queda inmunidad eclesiástica es de de¬ 
recho divino, como asegura que lo declara el Santo Concilio de Tren - 
to, y por consiguiente, que no está en su arbitrio dispensarla. El 
Concilio de Trento aunque así lo diga, y el Consejo no se oponga, 
los abusos que se han introducido y su impunidad en los crímenes 
horrendos, no puede ser de ordenación divina ni dejar de pertene¬ 
cer su castigo á las potestades civiles de la tierra, con arreglo á las 
leyes de la sociedad en común. Lo contrario es contra lo que nos 
dejó escrito el Apóstol, que todos sin escepcion de clases ni personas, 
pueden ni deben eximirse de la potestad temporal mas sublime, 
cual es la que reside en el Príncipe, á quien, como Ministro de Dios, 
se le concedió la Espada para el ejercicio de la Justicia vindicativa, 
especialmente contra los que turban la tranquilidad pública y es¬ 
candalizan la sociedad en que viven con crímenes que afligen á la 
humanidad. Todos (repite la epístola del Apóstol) incluso el misino, 
estamos sujetos al Príncipe, porque el Prelado, el Obispo y el Cléri¬ 
go no dejan de ser sus vasallos sin ofensa, ni incompatibilidad de su 
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carácter. La inmunidad de los clérigos no debe disminuirse, ni 
entorpecer la autoridad de los Príocipes Seculares en cuanto exige 
la sociedad civil para su conservación. Esta Doctrina sí que es de 
ordenación Divina, sin que pugne con la declaración del Concilio, 
pues de otro modo serian inconciliables ambas potestades, lo que 
no cabe en la sabiduría de Dios, que las ha criado para nuestro me¬ 
jor orden y salvamento. Dios quiere que el santuario y todos sus 
Ministros sean inmunes en el respeto que se les debe, en que nadie 
les ofenda, en que sus templos, sus vasos sagrados y cuanto sea 
destinado á su ínclito culto sea exento del comercio de los hombres, 
y que sus personas sean también exentas de todo cargo, oficio y 
gabela pública que no sea propio de su ministerio, ni compatible 
con su sagrado ejercicio. Los Príncipes Cristianos, á proporción de 
su mas ó menos exaltada piedad, ampliaron sus privilegios á favor 
del clero como lo han hecho los Señores Reyes de España en los 
negocios civiles y en los criminales, en cuanto los ha permitido el 
Gobierno de sus reynos y la integridad de su soberanía: pero esto 
no puede decirse que proviene de ordenación Divina, por mas que 
se haya procurado sancionarlo en algunas congregaciones eclesiás¬ 
ticas y particulares Concilios. Las leyes que se conservan de los 
primeros Emperadores Cristianos como Justiniano, Valentiniano, 
Arcadio y Honorio, refieren las gracias que por su piedad concedie¬ 
ron á la Iglesia, dándoles su conocimiento á los Obispos, y son todas 
las causas, inclusas las criminales que proviniesen de delitos ecle¬ 
siásticos, como son las faltas de residencia, las de disciplina, regu¬ 
laridad y otras semejantes y aun las estendieron á otras leyes que 
no fuesen de las reservadas en daño de la sociedad. Se sabe y cons¬ 
ta auténticamente, que á propuesta por el Legado de S. S. en e! 
Concilio de Trento, el sábio Francisco de Toledo, insigne orador de 
nuestro Rey Católico, el Sr. D. Felipe II, resistió la inmunidad cle¬ 
rical absoluta por el grave perjuicio que resultaba á la jurisdicción 
Real de S. M. C., en privarla del conocimiento privativo y ejecuú- 
vo contra los clérigos y prelados reos de atroces delitos. «En España 
tenemos (dijo este insigne letrado) Reales ordenanzas, privilegios 
antiquísimos y muy laudables costumbres, que autorizan'todo lo 
contrario de lo que propone el Legado del Santo Padre en cuanto al 
estilo de proceder en estos casos privilegiados y singulares en que 
conocen los Tribunales Reales por derecho en virtud de repetidos 
Concordatos.» En ellos (prosigue) se conoce de todas violencias, se 
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les imponen las temporalidades á los eclesiásticos que resisten y no 
obedecen los Reales mandatos, se egecuta lo*mismo contra los que 
turban la pública tranquilidad, ó se rebelan contra la Real Jurisdic¬ 
ción, y finalmente se hace lo mismo contra los eclesiásticos que 
cometen delitos enormes, debiendo llevar á efecto las penas que le¬ 
galmente merecen: concluye diciendo que este modo de proceder 
contra los eclesiásticos facinerosos, debe llamarse mas bien protec • 
cion, defensa y conservación del estado político, que usurpación de 
la inmunidad eclesiástica. También padece equivocación el M. R. 
Cardenal Ministro de Estado en su respuesta, cuando supone en 
ella que la inmunidad absoluta de los clérigos y exención de la Real 
potestad, acredita el lustre de la Religión é induce al arrepentí - 
miento de los reos eclesiásticos , sea cual fuese su delito, aunque 
en los atrocísimos admite la degradación atribuyéndola á los Cáno¬ 
nes. ¡Así la esperiencia no hubiera demostrado lo contrario en to¬ 
dos los siglos, en especial en estos últimos, en que la frecuencia de 
los delitos atroces, su impunidad y reiteración por los Ministros de 
la Iglesia, no hubiesen eclipsado el esplendor de ella, V. M. se hu¬ 
biera abstenido de dirigir al Santo Padre las religiosas preces, como 
único remedio para la seguridad de! Estado, y particularmente para 
que la Iglesia y sus Ministros recobrasen el alto concepto que me¬ 
recen, hoy sería el dia en que se conservarían en honor suyo las 
mismas gracias con que la adornaron los Constantinos y sus piado¬ 
sos sucesores! Entonces el pueblo hubiera crecido en piedad, y los 
sagrados Ministros la hubieran edificado. Pero Señor, se desviaron 
como hombres de las sendas del Evangelio, y este desvío obligó á 
los Príncipes á coartarles parte de su confianza en beneficio de su 
pueblo. Todo fué efecto de la impunidad y del abuso, y para de¬ 
mostrar Justiniano á su Imperio que la Iglesia era inculpable y que 
detentaba á tales miembros que afrentaban su santidad y pureza, 
quiso que sus Magistrados conociesen de los grandes crímenes pri¬ 
vilegiados ó comunes y ordenó el aparato público y solemne de la 
degradación, sin que esta significativa y solemne ceremonia, según 
se egecuta, pueda atribuirse á los Cánones, como supone el M. R. 
Cardenal, según se puede ver en la Novela ciento veinte y tres, ca¬ 
pítulo veinte y uno. El objeto piadoso del Emperador, no fué otro 
que manifestar al público que la Iglesia no consiente ni encubre 
semejantes maldades, ni debe contarse quien las comete por miem- 
bio suyo. Nadie mas franco para con los eclesiásticos que Cario 
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Magno, como lo dicen sus capitulares, y por igual abuso se vieron, 
en la necesidad sus inmediatos sucesores de oir las quejas de sus 
pueblos y del mismo clero, y corregir en parte sus perjudiciales 
franquezas. No se puede negar que sin embargo de la in¬ 
munidad clerical concedida por los Príncipes, y decretada en 
su virtud por los concilios en especial por el Constanticiense 
en mil cuatrocientos diez y siete, los Tribunales seculares conocían 
libremente de aquellos delitos mas atroces, cuya impunidad era 
motivo de escándalo y de incentivo á los eclesiásticos para repe¬ 
tirlos en detrimento de la República y de la humana sociedad. Los 
Autores y Historias de aquel siglo van conformes en esta verdad. 
En esta misma se fundaron el Sr. D. Gárlos IV y su Consejo en el 
ano de mil ochocientos cuatro, como dicen las preces presentadas 
á S. S. por su Ministro en Roma. Hace largo tiempo (dijo á S. S. su 
Ministro D. Antonio Vargas) que habia observado S. M. la multipli¬ 
cidad de delitos atroces que se cometían en su Revno por los ecle¬ 
siásticos seculares y regulares, observación hecha de antemano por 
su augusto Padre, y que habiendo escitado su vigilancia paternal é 
indagar el origen de semejantes desórdenes, lo habia encontrado en 
la impunidad que, demasiado fácilmente aunque con grave escán¬ 
dalo del Pueblo, conseguían los eclesiásticos delincuentes, habién¬ 
dose casi perdido la memoria de su degradación; y no pudiendo 
S. M. dejar de poner coto á tan repetidos ejemplares de que dima¬ 
naban las mas funestas consecuencias para la quietud y seguridad 
de la Nación, le habia sido preciso reflexionar que las personas 
que según el sagrado Concilio de Trento gozan de su inmunidad 
personal por el fuero y por los cánones, todas en el hecho de ha¬ 
cerse reos de aquellos delitos atroces, por las leyes se castigan con 
pena capital, decaen de exención y quedan sujetos como los segla¬ 
res á la Jurisdicción Real ordinaria, la cual debe proceder por sí 
sola á la prisión del reo y á la formación y decisión de la causa, et¬ 
cétera, etc. El exordio de estas preces fué recibido por el M. R. 
Cardenal Secretario con la mayor serenidad, pesando mas en su 
ánimo esta inhumana costumbre y perjudicial práctica, que la sal¬ 
vación de todo un Reino y la tranquilidad de la Iglesia y del Esta¬ 
do. Funda su negativa, según consta de su respuesta, en que la 
inmunidad absoluta la reconocieron los primeros Emperadores 
cristianos, los Cánones, Concilios, los Monarcas Católicos y los Es¬ 
critores ortodoxos, especialmente españoles, concluyendo con que 
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esta práctica era corriente en todos los siglos, y en la universal 
Iglesia Católica. Todo lo contrario es el dictamen desde el tiempo 
de los Apóstoles y de los Santos Padres. Para probar esta proposi¬ 
ción basta leer la constitución de los Emperadores Gratiano y Va- 
lentiniano en el año trescientos setenta y seis, que á la letra la 
traslada el Código Justiniano, la cual es apoyada por los Empera¬ 
dores Arcadio y Honorio, los cuales declaran como uu principio 
elemental: «Que todas las causas que tratan de Religión deben 
pertenecer su conocimiento á los Reverendos Obispos; pero todas 
las demás, que tocan al público, deben sujetarse á los Jueces ordi¬ 
narios, y juzgarse conforme á las leyes de la sociedad. * San Ambro¬ 
sio apoya esta doctrina, y no hay Santo Padre que no la confirme, 
advirtiendo á los eclesiásticos que deben sujetarse á las potestades 
de la tierra, no solamente propter iram, sino propter conscientiam. 
Pudiera el Consejo referir á la letra sus autoridades si no temiese 
molestar la soberana atención de V. M. 

Asimismo es equivocado el supuesto del M. R. Cardenal en 
cuanto asegura que su sentencia es conforme á las leyes y uso de 
España y de sus escritores Regulares. 

El Consejo no puede menos de manifestar á V. M. todo lo con¬ 
trario desde su mas remota antigüedad, por ser punto de su primiti¬ 
va inspección. 

En el cuarto Concilio de Toledo, coa asistencia del Rey Sis— 
nando, de los Prelados mas respetables de su Reyno, y de los gran¬ 
des Señores de su Córte, celebrado de su Real orden en la era de 
681» se estableció la pena de los traidores al Rey y al Reyno. 
Aterra la ley 9. a del Fuero Juzgo, en que se refieren los anatemas, 
escomuniones y castigos mas terribles con generalidad, privándoles 
de sus bienes y de sus dignidades, y para que no se dudase de que 
los Clérigos y hasta los Prelados eran comprendidos (si delinquie¬ 
sen en tales crímenes atroces), se estableció y promulgó por el 
mismo Sisnando la ley siguiente, la que parece previo los desór¬ 
denes del presente siglo. 

Es digno de que el Consejo la haga presente á S. M., y dice así: 
«Algunos Clérigos eran de tan gran liviandad y de tan gran locura 
que no se membran de su orden, nin del Sacramento que habían 
fecho, viviendo el Príncipe á quien había de guardar Saldad é por 
ende este osamiento nos conviene desfacer, é deraigar dentre nosas 
compañas» aconseja que de las penas que establece para Clérigos 
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y Legos no se perdone á los primeros por el mal ejemplo c¡ue cau¬ 
san. Con estos principios, Señor, se fundó la Monarquía española, !a 
cual V. M. dignamente posee por Dios y por herencia, y no es*de 
esperar, como sucede, que V. M» sea menos grande, menos Padre 
de sus Pueblos, y menos justo para con los eclesiásticos que Sis¬ 
mando. 

En el sesto Concilio de Toledo, no solo se confirmaron estas gra¬ 
vísimas penas, sino que las exacerbaron contra los Clérigos con 
nuevos anatemas sin distinción. Molestaría el Consejo á Y. M. si la 
trasladase á la letra, y así se contenta con copiar su conclusión que 
es la siguiente:=«Todo home que venir quiser contra esta consti¬ 
tución, é contra el Rey sea descomulgado, y sea condenado en el 
abenimiento de Jesucristo, é sea parcionero con Judas Iscariote, 
el é todos sus compañeros. »=En el mismo sesto Concilio de Tole¬ 
do, que es la ley 12 del Fuero Juzgo, se repiten las escomuniones 
por los Obispos, y se manda que ninguno conspire contra la vida 
del Rey, ni intente la menor usurpación ni rebelión en todo, ni en 
parte contra él, ni contra el Reyno, y que todos ayuden á ven¬ 
garle. 

Se dirá acaso, que ninguna de estas penas pronunciadas con 
intervención y consejo de los Padres de los referidos Concilios con¬ 
tienen efusión de sangre ni mutilación de miembro contra los cléri¬ 
gos que cometen tales atrocidades. Es verdad, y aun podrá añadir¬ 
se , que estos venerables Prelados tampoco las pronunciaron contra 
los Legos; ¿y podrá inferirse que por las Leyes de los wisogodos espa¬ 
ñoles los Legos que incidían en tan infames traiciones, no eran casti¬ 
gados ellos (y hasta sus hijos) con la última pena los primeros, y con 
la confiscación de bienes los segundos? Los Prelados, Príncipes de la 
Iglesia, en aquellas asambleas mistas, no eran mas que unos Conse¬ 
jeros del Rey: era sin duda contra la lenidad que debían observar, 
si sus consejos hubiesen sido sanguinarios contra legos y eclesiás¬ 
ticos; su potestad santísima era toda espiritual y espirituales sus 
armas; de estas usaron en un grado terrible hasta con ellos mismos, 
como puede verse por la ley del fuero hecha en el décimosesto Con¬ 
cilio de Toledo, la excomunión en el modo como la pronunciaban, 
era una muerte espiritual mas terrible para los verdaderos creyen¬ 
tes, que la temporal que pueden imponer y que imponen las Po¬ 
testades de la tierra. 

En aquellos remotos siglos la Iglesia auxiliaba con sus armas 
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espirituales á la Real jurisdicción que residía en el Príncipe, á ven¬ 
gar tales atrocidades que afrentaban á sus Ministros y turbaban la 
sociedad; pero en los siglos en que vivimos, los mismos Ministros, 
ofendiendo la santidad de la Iglesia , creen con error , que sus in¬ 
munidades consisten en su absoluta impunidad. La Iglesia v el 
Príncipe deben estar siempre unidos en conservar la sociedad civil 
limpia de tales abominaciones. Si á sus Ministros , que como hom¬ 
bres no carecen de pasiones, se les exime de toda pena, ¿cómo 
podrán los fieles amarles, reverenciarles y oirles con confianza en 
sus desconsuelos y postreras aflicciones? ¿Es posible que Jesucristo 
permita en su escogida grey unos Pastores sin freno para su ins¬ 
trucción , edificación y gobierno? No parece creíble que la respuesta 
del Cardenal Consalvi, dada á nuestro Ministro en Roma, tan 
opuesta á lo que nos dejaron los Apóstoles, haya sido con sabidu¬ 
ría de nuestro Santísimo Padre Pió VII, cuyas altas virtudes nos 
son notorias. 

La Iglesia se entristece con los escándalos de aquellos hombres 
escogidos en suerte de Dios para salvamento de su pueblo y cor¬ 
rección suya, como dice el Sr. D. Alonso el Sabio. Las demostra¬ 
ciones de la Iglesia contra sus Ministros, manchados con crímenes 
atroces, no pueden ser mas significativas, como puede leerse en el 
Pontifical Romano, y ya que no la es permitido esgrimir la espada 
contra ellos, ni despojarles de su indeleble carácter, los aparta en 
cuanto puede de su gremio, los degrada, Ies arranca de sus hom¬ 
bros las vestiduras sagradas, y hasta el Santo Óleo con que fueron 
ungidos, procura ceremonialmente raerlo y entregarlos al brazo 
secular. En ciertos crímenes, aunque atroces, los juzgaba la Iglesia 
hasta este punto por especial gracia de los Emperadores cristianos; 
pero en otros crímenes que son atrocísimos, no habia necesidad de 
esta solemne degradación, ni de que el Juez eclesiástico intervinie¬ 
se en sus causas, porque la degracion la lleva consigo el mismo de¬ 
lito sin esta ceremonia. 

El Sr. D. Alonso el Sabio numera unos y otros en la Partida 
primera, título sexto, ley cincuenta y nueve y siguiente. La degra¬ 
dación solemne la estableció la Iglesia de España en sus mas anti¬ 
guas leyes desde sus primitivos Concilios, con aprobación de la 
Iglesia universal, conforme á la novela del Emperador Justiniano, 
como se ha dicho. Su principal significado es el de manifestar á 
los legos la detestación de tales Ministros, y el sentimiento de su 
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desvío; la Iglesia se honra á sí misma con estos signos esteriores de 
dolor en tales acontecimientos, y los mismos fieles la acompañan 
en su justa aflicción; pero cuando advierten la frecuencia de tales 
crímenes, y el empeño de las curias eclesiásticas en ocultarlos, v 
los RR. Obispos en sostenerlos, entorpeciendo los procesos, fati¬ 
gando á los Tribunales Reales con injustos recursos para ganar 
tiempo, para eludir la pena á que son acreedores, entonces es cuan¬ 
do se escandaliza la sociedad, se entibia el fervor, y dudan, si cabe, 
de la santidad de la Iglesia. Este frecuente modo de proceder turba 
en tanto grado la administración de justicia por los Tribunales Rea¬ 
les, que hasta en las causas mas comunes que no pertenecen al 
íuero eclesiástico, se impide la comparecencia de los clérigos para 
declarar como testigos ante los Jueces seculares en causas de 
muerte contra legos. Es á la verdad una costumbre ó privilegio 
bien nocivo á la sociedad, á la Iglesia y al Estado, en cuya pureza 
deben interesarse todos los que viven en ella. 

Sierppreque este perjuicio no lo disipe V. M. (como por sí pue¬ 
de), su Real jurisdicción y soberanía no es suficiente para el gobier¬ 
no de sus Reynos. 

El Consejo no quisiera recordar á V. M. los sucesos sanguina¬ 
rios de San Lúcar, de Llerena, Huercanos, de Valladolid, de Grana¬ 
da, de Segovia y otros demasiado frecuentes en nuestros dias, no 
habiendo podido la justicia Real castigar á ninguno de estos mal¬ 
hechores eclesiásticos por los ardides indicados, que constan de sus 
respectivos procesos. No hay atrocidad que no haya quedado im¬ 
pune. En el pueblo de Cigüeñuela, muy próximo á Valladolid, por 
los años de mil setecientos ochenta en la misa solemne, dia de la 
Ascensión, hallándose presente la mayor parte del vecindario, el 
Diácono y el Subdiácono dieron veneno al Preste que celebraba el 
Santo Sacrificio de la Misa; no murió porque era tan mortífera la 
ponzoña, que la conoció al llegar á los labios, y le quemó las sa¬ 
gradas vestiduras. Este horrendo atentado no solo quedó sin casti¬ 
go, sino que tampoco pudo la justicia Real, ni la Chancillería de 
Valladolid, concluir la causa por los estorbos que inventó la juris¬ 
dicción eclesiástica. Difícil es que se olvide tan horrenda profana¬ 
ción. No hay cosa que aborrezca mas la Iglesia que la incorregibi- 
lidad en sus Ministros, cuya entrega al brazo seglar la ordenan los 
Sagrados Cánones, nuestras sábias leyes, los Santos Padres y los 
Concilios; sin embargo, permanece en la cárcel un eclesiástico 
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incorregible en delitos atroces condenado á muerte, declarada su 
i d corregíbi 1 idad por su mismo Obispo, sin poder, no obstante, ha¬ 
cerse efectiva la pena por la resistencia de este propio Prelado en 
degradarlo. Un ano hace que con frívolos pretestos frustra las provi- 
denciasde V. M. y las del Consejo, sin que la Chancillería, ni el Con¬ 
sejo, ni V. M. mismo (que ha prefijado término para que obedezca), 
haya podido conseguir de modo alguno el desagravio del Santuario 
y del Trono. ¿Podrá decirse, según la contumacia de este Prelado, 
que cumple con la obligación sagrada de prestarse ambas potesta¬ 
des mútuamente el auxilio necesario para que sus providencias, y 
en especial las del Soberano, no queden ilusorias? Estas artificiosas 
lentitudes son precisas ilaciones de la escuela del M. R. Cardenal 
Consalvi, en la cual se desconoce la salud de la patria, el decoro 
de la Iglesia y las sagradas personas de los Príncipes seculares. Si 
las suaves penitencias conocidas en nuestro siglo, fuesen tan peno¬ 
sas como en aquellos tiempos en que hablando los sábios Benedic¬ 
tinos de la Congregación de San Mauro, dicen en las notas á la 

carta 25 de San Ambrosio que los trabajos de tales penitencias eran 

* 

tantos y tan dilatados, que no era estraño se subrogasen á la pena 
capital como una muerte mas penosa y prolongada, podrían el 
Príncipe y sus Jueces Reales confiar en su aspereza y rigor; pero 
habiendo desaparecido esta disciplina, han quedado los crimines de 
los Ministros del Altar impunes, por una y otra potestad, como 
esperimentamos con dolor. 

No conocen los respetables Prelados y Jueces Supremos de la 
Iglesia el perjuicio que la causan cuando la sociedad vé con admi¬ 
ración la inmunidad de un asesino, de un infiel al Rey, de un per¬ 
turbador de la República, libertarse de la pena que merece solo 
por su carácter. El sábio presidente de este Supremo Consejo Don 
Diego de Covarrubias, Obispo de Segovia, fiel intérprete de las de¬ 
cisiones del Concilio de Trento, aunque opina por la degradación 
en general, dice, que si el crimen cometido por un clérigo ordena¬ 
do in sacris, fuese pernicioso en alto grado á la sociedad, puede y 
será justísimo ejecutar la pena sin degradación en el caso de que 
haya sospecha que el Juez eclesiástico la detiene con el fin de con¬ 
seguir su libertad é impunidad. Parece que este sábio Prelado 
escribió para desaprobar la artificiosa lentitud del R. Obispo de 
Valladolid, y su desobediencia en el caso que dá motivo á esta v 
otras reverentes consultas. La Real jurisdicción que reside en V. Al 
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no seria plena ni suficiente, si dependiese de otra potestad mayor 
que impidiese la ejecución de las penas que con arreglo á las leyes 
impusieren vuestros Jueces Reales ó estorbase la formación de las 
causas y captura de los reos legos, á pretesto de su inmunidad 
¡ocal. El Sr. D. Felipe V conociendo la estension sin límites de 
ella, y la multiplicidad de delitos horrendos que causaba á la so¬ 
ciedad, quiso corregirla y acordó en el ano de mil setecientos trein¬ 
ta y siete sobre estos puntos con la Santa Sede, aunque con corla 
utilidad, según los embarazos que se inventaron en su ejecución. 
El mismo Sr. Rey dijo que para mantener la tranquilidad del pueblo 
é impedir que con la esperanza del asilo se arrojasen á cometer 
mas graves delitos, diese S. S. en cartas circulares á los RR. Obis* 
pos las órdenes necesarias para que la inmunidad no sufragase a 
los salteadores de caminos, homicidas ni agabillados para robar al 
Rey todo ó parte de sus dominios, fundándolo en la ley del Fuero 
Real donde se previene que la Iglesia no defiende al Robador ni 
a delincuentes tan nocivos. 

Los señores Reyes Católicos tomaron en su tiempo (y año de 
4498) sabios temperamentos para cortar de raíz los abusos que in¬ 
festaban su Reino, que defendían con acaloramiento y tesón los Mi¬ 
nistros de la Iglesia. Así lo espresan las preces que se elevaron 
á S. S. y que motivaron la espedicion del Concordato referido, ha¬ 
biendo llegado á tal grado de corruptela, que se llamaban lugares 
de asilo los santuarios y ermitas en lugares desiertos. Tampoco 
fueron suficientes estas declaraciones Pontificias para cortar de raíz 
la frecuencia de crímenes espantosos, y conociéndolo así el augusto 
Abuelo de V. M. (por su gran práctica de Reynar), consiguió de la 
Santa Sede el Breve, de doce de setiembre de mil setecientos se¬ 
tenta y dos el que reduce los asilos á una sola Iglesia, ó á lo mas 
dos, si el pueblo es populoso. En un solo año consiguió S. M. hacer 
efectiva su ejecución á pesar de las dificultades que ocurrieron. 

Acaso podrá advertir la ilustración de V. M. que el Consejo se 
distrae á un asunto concluido y ejecutado felizmente sobre el cual 
no se le pregunta. Así es, señor. Pero como después de los prime¬ 
ros y mas florecientes siglos de la Iglesia empezaron á salir á la luz 
las falsas decretales de Isidoro Mercator y la publicación del decre¬ 
to de Graciano, en que se reúnen una y otra inmunidad con origen 
divino sin admitir temperamento; es preciso hacer ver que así co¬ 
mo el Sr. D. Cárlos III consiguió en el año de rail setecientos 



CONSULTA DEL CONSEJO DE CASTILLA SOBRE EL FUERO ECLES. 143 

setenta y dos reducir los asilos á lo justo y conciliar el respeto de 
la Iglesia con la seguridad del Estado, así también debió conside-- 
rar el Cardenal Consalvi que no le era lícito repulsar las preces del 
augusto Padre de V. M., queriendo ensalzar la inmunidad personal 
del sacerdocio, multiplicando los delitos de sus Ministros, inclusos los 
mas atroces y escandalosos. Lo que no es fácil comprenda el que 
lea su respuesta es, que al mismo tiempo que dice que la escepciou 
de los clérigos debe ser absoluta, acrecienta el lustre de la religión 
é induce al arrepentimiento de los reos eclesiásticos, por cuya razón 
no pueden sujetarse á la pena de muerte, sin embargo en los atro¬ 
císimos públicos admite la degradación, suponiéndola dictada por 
los cánones, y añade, olvidado de su negativa, que en algunos casos 
puede dispensar el Papa. 

La contradicción que envuelve esta escepcion no necesita glosa, 
y ella misma induce al Consejo á preguntarle. Que si en algunos 
casos puede dispensar el Papa, y estos casos los incluyen las pre- 
ees, ¿porqué la negativa á todas ellas es absoluta? ¿Por qué siendo 
ambas inmunidades local y personal de ordenación divina, encontra - 
ron el Santo Padre y el Sr. D. Cárlos III modo de temperar y con¬ 
ciliar la local y no la encuentra en la personal el Cardenal Consal- 
vi en el año de 1805, siendo mucbo mas urgentes, mas graves y 
mas trascendentales las circunstancias en que el celo de V. M. 
por la Iglesia y por el Estado sumisamente lo solicita? Es verdad, 
que al mismo tiempo que así lo dice el M. R. Cardenal, añade, que 
también en los atrocísimos el Juez Real no puede proceder á for ¬ 
mar la causa, con lo cual queda la Suprema potestad del Príncipe 
sin ejercicio y los eclesiásticos libres de su espada, sea de la espe¬ 
cie que quiera su delito, y de las penas canónicas antiguas. 

Esta escepcion ó temperamento es muy débil, porque queda en 
el arbitrio del Juez eclesiástico de invalidar y hacer inútil la juris¬ 
dicción Real como V. M. lo esperimenta en la causa citada del reo 
condenado á muerte, y detenida su ejecución por mas de un año 
por el R. Obispo de Valladolid con solo seguir la doctrina del 
M. R. Consalvi, á imitación de otros R.R. Prelados que han hecho 
lo mismo en las causas atroces que se han citado y en otras varias 
mas modernas que se omiten por consideración á la brevedad. V. M., 
si por sí, como puede y debe, no remedia este daño que por grados 
ha llegado á lo sumo en la época del actual M. R. Nuncio de S. S., 
peligra vuestra sublime soberana jurisdicción, inferior ya, y subyu- 
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gada por los abusos de la privilegiada. No puede llamarse verda¬ 
dero Soberano el que do es árbitro de las penas y castigos con ar¬ 
reglo á sus leyes. ¿Cómo podrá el Príncipe dar cuenta á Dios de su 
Pueblo si permite en él una clase de domiciliados exentos de su po¬ 
testad aun cuando exijan lo contrario la seguridad suya y la tran¬ 
quilidad de sus Revnos? 

Molestado el Sr. D. Carlos II con infinidad de quejas contra los 
eclesiásticos por el abuso desús inmunidades y la lexactitud en el 
ejercicio de su jurisdicción, mandó al Consejo en veinte y tres de 
mayo de mil seiscientos sententa y siete le propusiese los medios 
convenientes para contenerla, teniendo presente cierta anterior 
consulta de mil seiscientos diez y nueve. El Consejo dividió su pa¬ 
recer en tres puntos: el primero sobre la forma con que se ejerce 
en estos Reynos la jurisdicción eclesiástica y los remedios contra los 
abusos según leyes y pragmáticas. El segundo sobre los escesos del 
Estado eclesiástico, secular y regular; y el tercero sobre los danos 
que se siguen á la causa pública. S. M. se conformó con el parecer 
del Consejo y sus remedios reducidos al uso de las fuerzas, pero en 
el dia han encontrado arbitrios los Jueces eclesiásticos para eludir¬ 
las confiados en la piedad y condescendencia de nuestros Católicos 
Soberanos, como se ha verificado hasta en los sucesos mas atroces 
de nuestros tiempos. 

Sobran los Rreves y Concordatos para que V. M. pueda por sí 
ejercer contra los eclesiásticos facinerosos todo el lleno de su po¬ 
testad soberana, como to ejecutaron sus Augustos predecesores 
desde el origen de la Monarquía , y aun con mas anterioridad. Pu¬ 
diera el Consejo añadir á las leyes y autoridades insinuadas otras 
infinitas que prueban hasta la evidencia que los Emperadores y Re¬ 
yes han sido absolutos en conceder, ampliar y restringir las inmu¬ 
nidades eclesiásticas con aquiescencia de la Iglesia universal, de los 
Santos Padres y Concilios. El mismo Sr. D. Felipe II, cuya Real 
Cédula (acaso por razones políticas con la Santa Sede) se halla á 
la cabeza del Santo Concilio de Trento, fuéel mas delicado y cuida¬ 
doso en mandar que no se hiciese novedad en el uso de las fuerzas 
ni en otros puntos prohibidos por el mismo Concilio, sin duda por 
que en puntos que pertenecen á la Real potestad y á su ejercicio 
nadie puede coartársela y la necesita para el gobierno de su Reyno 
en España y en sus Indias. 

Seguros de esta verdad, los Señores D. Juan el 1 en Segovia, 
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año de mil trescientos ochenta, y el Sr. D. Enrique III, establecie 
ron con anterioridad cada uno en su tiempo la pena de Jos que 
blasfemaban contra el Rey, el Estado y personas Reales, dijeron lo 
siguiente, en la ley segunda, título primero, libro tercero de la No¬ 
vísima Recopilación: «Porque algunos malos hombres, no temiendo 
á Dios y olvidando la lealtad á que son tenidos á su Señor y Rey 
iíatural y á sus Revnos donde son naturales, se atreven con malicia 
á blasfemar y decir palabras injuriosas y feas, y mandamos que si 
fuese hombre de mayor guisa y Estado, que sea luego preso por la 
justicia donde esto acaeciere: y otrosí rogamos y mandamos á los 
Prelados de nuestros Reynos que si algún fraile, clérigo ó ermitaño 
úotro religioso digere alguna cosa de las susodichas, que lo pren¬ 
dan y nos lo envien preso ó recaudado: y quien dice mal de Nos ó 
de alguno de Nos ó de nuestros hijos, es alevoso por ello, y la mitad 
de sus bienes son para la nuestra Cámara, y el cuerpo á la nuestra 
merced.» 

El Sr. D. Cárlos III en San Ildefonso por Real decreto de ca¬ 
torce de setiembre de mil setecientos sesenta y seis, inserto en 
Real cédula del Consejo de 18 del mismo, que es la Lev sétima, li¬ 
bro l.°, tít. 8.° de la Nov, Rec., dijo lo siguiente: 

«El buen ejemplo del clero secular y regular trasciende á todo 
el cuerpo de los demás vasallos en una Nación tan religiosa como !a 
Española: el amor y e! respeto á sus Soberanos, á la familia Real y 
al gobierno, es una obligación que dictan las leyes fundamentales 
del Estado, y enseñan las Letras Divinas: de aquí proviene que los 
eclesiásticos no solamente en sus sermones, ejercicios espirituales y 
actos devotos, deben infundir al pueblo estos principios, sino tam¬ 
bién, y con mas razón, abstenerse ellos mismos en todas ocasiones, 
y en las conversaciones familiares de las declamaciones v murmura- 
ciones depresivas de las personas del Gobierno, que contribuyen á 
infundir odiosidad contra ellas, y tal vez dan ocasión á mayores es- 
cesos; cuyo crimen estima como alevosía y traición la ley :2. a , títu¬ 
lo l.°, lib. 3.° de esta Recopilación.» 

Para evitar semejantes escesos estableció el Sr. D. Juan I una 
ley solemne en las Cortes de Segovia (que es la petición 28), que 
es literal la que acaba de copiarse en el párrafo anterior, la cual la 
hizo saber el Consejo de Real orden á todos los R. R. Obispos y 
Prelados Regulares de estos sus Reynos. 

Asi usaba el Sr. !). Carlos íll de la sublime potestad ctue 
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á Ministro de Dios le correspondía para el mejor orden de sus Rey- 
nos. En la sabiduría de esta Ley deben considerarse dos cosas: la 
primera la pureza y lealtad á su Rey y Patria ea los Ministros ecle¬ 
siásticos hasta en las conversaciones privadas, declarando lo con¬ 
trario en ellos por alevosía y traición: la segunda que el castigo de 
semejantes crímenes, la aprehensión y la formación de las causas la 
reservó á sí y á sus familias y Tribunales seculares, sin necesidad 
de Breves ni recursos á Roma que impidiesen el uso de su potes¬ 
tad, como ha sucedido al presente con la respuesta que ha dado á 
V. M. el Cardenal Consalvi. 

No se puede decir que el Sr. D. Cárlos III, de gloriosa memoria, 
no estaba adornado de la delicada ciencia deReynar, y de conciliaria 
con la observancia religiosa de la Religión Católica y de las inmu¬ 
nidades de nuestra Santa Iglesia; sabía que esta Regalía era inhe¬ 
rente á su Corona é inalienable de su augusto Trono, y tampoco ig¬ 
noraba que sin ella peligraba su delicada conciencia y las costum¬ 
bres puras de su Reyno, no pudiendo hacerse temer por sí de ios 
Ministros del altar en los casos graves que lo mereciesen, sin redu¬ 
cir á lo justo sus inmunidades. Con este fin, noticioso de los desór¬ 
denes, abusos y competencias que fatigaban á los Tribunales Rea¬ 
les y Jueces eclesiásticos en ambas Américas, espidió S. M. una 
Real cédula en 15 de marzo de 1787 con trece capítulos, sin necesi¬ 
dad de acudir á Roma, la cual se observó sin contradicción ni compe¬ 
tencia, habiendo producido los mejores efectos, y evitado fastidio¬ 
sas y estériles disputas que ocupaban el tiempo á los Tribunales y 
Jueces seculares, como se esperimeuta actualmente en España, mo¬ 
lestando sin cesar á V. M. sin considerar sus gravísimas atenciones. 

Dios no permita que declinemos un punto del respeto profundo que 
lodos debemos mantener al Santo Padre como cabeza de la Católica 
Iglesia; sin embargo, la esperieocia nos manifiesta que no tienen to¬ 
dos sus Ministros, por respetables que sean, el mismo desinterés y 
sana intención que S. S., ni lo han tenido en España desde los siglos 
anteriores. Los Señores Reyes Progenitores de V. M. reunían ambos 
conocimientos, y atentos siempre á conciliar el bien de sus Reynos 
con el acrecentamiento en ambos mundos de nuestra Santa Iglesia, 
jamás permitían la circulación de los Breves y Bulas Apostólicas sin 
que primero las examinase su Consejo coa Audiencia de los Fisca¬ 
les. Así lo mandó el Sr. D. Cárlos III en la ley 14, tit. o.°, lib. 2. 
de la Novísima Recopilación, inserta en la Instrucción de Corregí- 
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dores ea Real cédala de quince de mayo de 1788, en el capítulo 2. 

Hay ciertas materias en que la Córte de Roma ha trabajado con 
porfiado tesón en estender su jurisdicción por medio de sus congre¬ 
gaciones y de sus Ministros de Estado, sin hacer caso (cuando se les 
permite) de los mas solemnes Concordatos. 

Los Señores Reyes de España, penetrando su importancia y su 
disfrazado disimulo, no les han permitido esceder de sus límites, en¬ 
cargando así al Consejo y mandando se circulasen sus soberanas pre¬ 
cauciones, para evitar su infracción, que no siempre se ha conseguido. 

Una de las precauciones que mas ha combatido la Córte de Ro¬ 
ma ha sido los recursos de fuerza, prohibiendo su conocimiento en 
el Consejo y Audiencias de las causas de Espolios y demás perte¬ 
necientes á la colecturía, cuya prohibición apareció inserta con di¬ 
simulo en ei Breve que presentó Monseñor Montí, Nuncio y Colec¬ 
tor general de la Cámara Apostólica en estos Reynos por los años 
de mil setecientos treinta. Conociólo el Consejo, y avisó al Sr. Don 
Felipe V, manifestándole los graves perjuicios que resultarían á sus 
vasallos de esta novedad; y S. M. á consulta del Consejo mandó 
retener el Breve y prohibió para lo sucesivo se admitiesen semejan • 
tes cláusulas inhibitorias. 

El Sr. D. Fernando VI mandó en el año de mil setecientos cío- 
cuenta y uno, á consulta del mismo Tribunal, no se admitiese Bola 
ni Breve contra los recursos de fuerza; sobre lo cual se formó la 
dignísima ley 22 del tít. 2.°, ¡ib. 2.° de la Novísima Recopilación. 
Basta leerla para no permitir jamás que decaiga esta importante 
regalía; dice, pues, este católico y religioso Monarca, lo que sigue: 
«Habiéndose cometido por el Tribunal de la signatura de Justicia 
de la córte de Roma el intolerable esceso de declarar por nulo y 


atentado un recurso de fuerza á una de sus Reales Audiencias, im¬ 
pidiendo sus efectos con el terror de las censuras de la Bula de i-a 
Cena, no admitida cuestos Reynos, para impedir las perniciosas con¬ 
secuencias que deberían seguirse de tan desarreglados procedi¬ 
mientos si quedasen tolerados, no bastando ya como no basta, el 
estrañamiento de aquellos inconsiderados vasallos que fomentan y 
dan causa á tan enormes abusos; para evitarlos, puedo y debo (en 
la estremidad á que llegan) mandar que se pasen los mas sérios y 
eficaces oficios á S. S., á fin de que con su paternal amor é inalte¬ 
rable justicia mande a la signatura de justicia testar y borrar de 
^ e reto que motivó oí primer rescripto de doce de 
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mayo de mil setecientos cuarenta y siete en que casó, anuló y abo¬ 
lió como atentado el recurso y auto de fuerza provehiáo por nii Real 
Audiencia, y la providencia dada por el Cardenal prefecto de aquel 
tribunal, negando al recurrente su audiencia y condenándole en las 
costas, etc.» 

El Consejo no puede menos de recomendar á V. M. la lectura 
reflexiva de esta ley y sus enérgicas espresiones dictadas por un 
Soberano cuyas virtudes, justicia y deferencia á S. S., eran admi¬ 
rables en la Iglesia y en sus reinos. No comprende ni atribuye al 
Santo Padre el atentado que reclama S. M., sino á los malos vasa¬ 
llos y singularmente al Cardenal prefecto. Esto mismo dice el Con ¬ 
sejo de la negativa á las preces sobre inmunidad personal anun¬ 
ciada por el Cardenal Consalvi. Otro de los puntos que mas desor¬ 
den ha causado en vuestros Reales Tribunales, es la inobservancia en 
los Concordatos y resoluciones en las materias y gobierno de los re¬ 
gulares. El Sr. D. Carlos II, en diferentes épocas de su reinado, la 
prohibió en los anos de mil seiscientos treinta y siete, y repitió su 
prohibición y pase de tales Breves, encargándolo al Consejo por dos 
veces. No por estos y otros desengaños desistió la córte de Roma 
de su empresa de querer que la Real jurisdicción de Y. M. fuese 
subalterna de la privilegiada eclesiástica que ejerce en estos reinos. 

Sin duda lo hubiera conseguido en el año de mil setecientos 
sesenta y siete, si el Sr. D. Carlos III, á consulta de este su Con¬ 
sejo no hubiera señalado con sabia precaución los límites de el am- 
plicísimo Breve espedido en diez y ocho de diciembre de mil sete¬ 
cientos sesenta y seis por el Papa Clemente XIII. Las restricciones 
con que fué admitido por el Sr. D. Carlos III, constan en la ley 4. a , 
título 4.°, libro 2.°, y de la ley 8. a del mismo título y libro, espe¬ 
dida por el Sr. D. Carlos IY en treinta y uno de diciembre de mil 
setecientos noventa y cuatro, á las que el Consejo se remite por 
evitar mayor dilación. 

Todo, Señor, es análogo á que la Suprema potestad de V. M. 
en sus Reynos sea en todos sus ramos suficiente para su gobierno, 
sin dependencia alguna como lo procuraron sus augustos predece¬ 
sores, cuyas oportunas leyes manifiestan la necesidad de su obser¬ 
vancia. Importantes y útilísimas fueron en los casos que se sancio¬ 
naron, sin que para ello necesitasen de mas facultades que las in¬ 
herentes á su Ministerio; pero son de corto momento estas últimas, 
por las que niega á V. M. en su respuesta el Cardenal Secretario 
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de S. S. Potestad sin mero misto Imperio no es Potestad, ni cabe 
tan errónea limitación en la concedida por Dios á los Príncipes se¬ 
culares de la tierra. De esto se trata, y de rebatir el Consejo un error 
productivo del último y mas fatal que puede sobrevenir á Y. M. v 
á estos reinos. El Consejo pudiera llenar volúmenes en apoyo de su 
dictámen y de una verdad, que aunque se ha trabajado por obscure¬ 
cerla en ciertos siglos, nadie hoy la niega, pero le ha parecido ceñir¬ 
se para presentarla á V. M. á las doctrinas que nos dejaron los Após¬ 
toles v Santos Padres, á los Cánones de nuestros Concilios naciona- 

•J _ 

les de Toledo, á las leyes de los primeros Emperadores Cristianos, á 
las de los wisogodos, á las de las Córtes ó Asambleas mistas , á las 
del Fuero Juzgo, Fuero Real y Partidas del Sr. D. Alonso, á las que 
nos dejaron nuestros Reyes de Castilla y León antes y después de 
la dominación sarracena, á las que dictaron y usaron los señores 
Reyes después de la espulsion de los Moros, á las de Vuestros pro¬ 
genitores, á las de vuestros abuelos, tio y padre , á lo que consta 
de sabios escritores españoles y á otros que pudieran citarse, y 
últimamente á la esperiencia y consultas uniformes de este Consejo 
desde su antigua creación. 

A la vista de estos solemnes documentos , comprensivos de io¬ 
dos los siglos y edades desde el nacimiento de la Iglesia católica y 
de nuestra monarquía, ¿puede decirse que la inmunidad personal, 
aunque sea en los delitos atroces, es de derecho divino? ¿Que así lo 
han reconocido ¡os primeros Emperadores cristianos, los cánones, 
concilios, los Monarcas Católicos, los escritores ortodoxos, en espe¬ 
cial los españoles, y que esta doctrina ha sido corriente según ase¬ 
gura el M. R. Cardenal Consalvi en su respuesta ó nota que pasó al 
Ministro de S. M. Católica D. Antonio Vargas, en treinta de julio 
de mil ochocientos cinco, negando en nombre de S. S. las preces 
que sobre él puso en manos del Santo Padre en quince de diciem¬ 
bre de mil ochocientos cuatro? El mayor favor que se le puede dis¬ 
pensar al M. R. Cardenal es que uo escribió lo que sentía, pues un 
sugeto de sus luces y de su instrucción uo es posible que opine con¬ 
forme aquellas doctrinas y cánones, reputados por apócrifos (que 
tanto daño han causado á la Iglesia), como se ha demostrado con 
demasiada claridad. 

Lo mas obvio y regular (dijo el Consejo en la consulta de veinte 
y cinco de agosto de mil ochocientos cuatro) era que no se hiciese 
ni formase instrucción aiguna para la sustanciacion y determina* 
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cíod de las causas contra los eclesiásticos respecto á que en lo cri- 
niioal deben ser reputados por iguales á los seglares y juzgados por 
las sabias leyes que nos gobiernan; pero si este parecer, prosiguió, 
no fuese enteramente del agrado de V. M., podrá declararse que si¬ 
guiendo el espíritu de lo determinado en la Real cédula de ocho de 
febrero de mil setecientos ochenta y ocho parala sustanciacion de 
las causas de contrabando y su determinación contra personas ecle¬ 
siásticas (de que se acompaña un ejemplar, sin que esté reclamada), 
se proceda por el Juez Real con la asistencia precisamente del ecle¬ 
siástico que hubiese nombrado en los pueblos por los RR. Arzobis¬ 
pos, RR. Obispos, etc., etc., sin que su falta de asistencia, estan¬ 
do avisado por el Juez, pueda detener á éste no mediando motivo 
razonable para ello, etc. 

El Consejo, Señor, se conforma nuevamente con la citada Real 
orden de ocho de febrero de mil setecientos ochenta y ocho, que 
está en observancia, y también es de dictamen que sin necesidad 
de recurrir á S. S., como lo han ejecutado en iguales casos (se¬ 
gún se ha dicho), los augustos predecesores de Y. M., se observe 
en las causas criminales contra eclesiásticos, la instrucción si¬ 
guiente: 

capítulo l.° 

Luego que se tenga noticia de algún delito, de los que merez¬ 
can por las leyes la pena capital, y por las primeras diligencias 
practicadas por el Juez Real, resultare reo un eclesiástico secular ó 
regular, ó cualquiera de los que gozan del fuero eclesiástico según 
el Concilio de Trento, se proceda por el mismo Juez á la prisión y 
seguridad de la persona en la cárcel Rea!, cuidando se la coloque 
en el paraje mas decente de ella, y se le trate con la distinción po¬ 
sible. 

capítulo 2.° 

El propio Juez Real dará cuenta inmediatamente de esta prisión 
con testimonio de las diligencias hasta allí practicadas, al Tribunal 
Superior territorial para su noticia, ó en el caso que S. M. estima¬ 
se que estas causas hayan de terminarse en los Tribunales Provin¬ 
ciales, para que le proponga lo que debe practicar hasta perfec¬ 
cionar el sumario. 

capítulo 3 .° 

Igualmente dará cuenta al Juez Superior eclesiástico del terri¬ 
torio para su inteligencia. 
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CAPÍTULO 4.° 

El Juez Real continuará la sustanciacion de la causa por si 
solo en todas las diligencias que ocurrieren, esceptuando las que 
sean dirigidas y toquen inmediatamente á. la persona eclesiástica, 
y puedan gravar mas su condición, cuales son sus declaraciones, 
confesiones, careos y todas otras de esta clase, á las que habrá de 
asistir precisamente el eclesiástico del pueblo Diputado para ello 
por los RR. Arzobispos, Obispos, y demás Regentes de la jurisdic¬ 
ción eclesiástica, y sin que su falta de asistencia, estando avisado 
por el Juez, pueda detener á este, no mediando motivo razonable 
para ello. 

capítulo 8.° 

Esta asistencia del eclesiástico no será necesaria en las declara¬ 
ciones de los testigos y demás personas que intervengan en la cau¬ 
sa, ó como cómplices ó con cualquiera otro respeto, pues en todas 
estas diligencias procederá el Juez Real por sí solo. 

capítulo 6.° 

Puesta la causa bajo este respecto en estado de sentencia, la 
pronunciará el Juez Real sin concurrencia del eclesiástico. 

..y 

CAPÍTULO 7.° 

De ella pasará testimonio literal sin incluir otra cosa alguna al 
Superior eclesiástico del territorio, para que sin nuevo examen ni 
otra diligencia alguna proceda á la degradación del reo en el tér¬ 
mino de tercero dia, ó en el que S. M. se sirviese señalar por re¬ 
solución á esta consulta. 

capítulo 8.° 

Si el eclesiástico no lo cumpliese en el que se le prescribiese (lo 
que de ningún modo puede esperarse de la conducta y prudencia 
s-uya), se le dirigirá nuevo oficio de recuerdo por el Juez Real, y si 
aun no verificase la degradación (no habiendo justo motivo que le 
detenga) además de habérsele por incurso en las temporalidades y 
demás penas de las leyes, se pasará á la ejecución de la sentencia 
sin preceder la degradación, conduciendo al reo en hábito laical, 
cubierta la cabeza ó corona. 

El Consejo cree (según dijo á S. M. en el año de mil ochocien¬ 
tos cuatro, y lo mismo repite ahora) que no es necesaria ni corres- 
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ponde otra declaración en este punto, pues conociéndose cuáles son 
los límites del fuero eclesiástico, que no alcanza á eximir de modo 
alguno á sus individuos de la sujeción Suprema que ejerce V. M. 
por medio de sus Ministros Reales, es indudable que no puede im¬ 
pedir la fijación de este sistema la perniciosa costumbre en contra¬ 
rio, dando ocasión á la impunidad y frecuencia de los delitos de 
esta clase, que fue el objeto que tuvo el Sr. D. Carlos IV para diri¬ 
gir las malogradas preces á S. S. por el conducto ordinario de su 
secretario. 

Mas si eu la detenniaacioa de la causa uo impusiere el Juez 
Real ai reo eclesiástico la pena capital, siuo otra estraordiaaria, de¬ 
berá entonces en uno y otro caso de esta consulta remitir el reo al 
Juez eclesiástico con testimonio de lo que contra él resulte y de la 
sentencia para su ejecución. 

El Consejo, Señor, se adhiere en todo al dictámen que elevó en 
el referido ano de ochocientos cuatro, pero advierte que la instruc¬ 
ción que acaba de copiarse solo habla de los delitos capitales que 
merecen pena ordinaria, cometidos por los eclesiásticos; pero omi¬ 
te hablar de aquellos crímenes atrocísimos, que son los que mere¬ 
cen la mayor atención y deben evitarse coa todo el rigor de la ley, 
como mas perniciosos á una y otra Magestad Divina y humana y al 
común de la sociedad y de la Pátria. A. los reos de esta cualidad 
debe tratárseles del mismo modo que á los legos, sin que el ecle¬ 
siástico tenga que intervenir en cosa alguna ni sea necesaria la de¬ 
gradación, porque en el mismo hecho de cometer semejante delito 
queda el que lo comete degradado. 

La ley 59, Part. 1. a , tít. 6.°, espresa por cuáles razones pierden 
los clérigos las franquezas que han, é pueden ser apremiados por 
los Reyes é por los legos que hán poder de juzgar. El espíritu de 
esta ley se entiende con claridad leyendo la ley siguiente, que es 
la sesenta del mismo título y Partida, cuyo epígrafe se reduce á se¬ 
ñalar. «Por cuales cosas pierden los clérigos las franquezas que 
han, é deben ser degradados é dados al fuero seglar:» una y otra 
ley hablan de los delitos cometidos por los eclesiásticos que mere¬ 
cen pena capital. En esta última, dice, deben ser degradados, y da¬ 
dos después al Juez lego, para que ejecute la sentencia, y en la an¬ 
terior habla de otros delitos mas graves, en los que desde luego to¬ 
ca el conocimiento al Rey, y á sus Jueces, sin hablar ni uaa pala - 
bra de degradación. 
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El Consejo no puede menos de proponer á V. M. para que 
nada falte á esta instrucción, si fuese de vuestro Real agrado, 
que cualquiera que sea la que V. M. apruebe, para el conocimien¬ 
to de tales causas, deberá mandar que se adopte en todos vues¬ 
tros reinos, inclusos Aragón, Valencia, Cataluña, Mallorca y Cana¬ 
rias, derogando sus fueros y concordias, si las hubiere, en lo que 
se oponga á lo que en ella se prevenga, porque conviene mucho 
que sean conformes las leyes de todos vuestros Revnos y provin¬ 
cias de V. M., especialmente en asuntos tan delicados, con lo que 
la observancia será mas fácil y V. M. evitará muchas molestias y 
Vuestros Tribunales multitud de negocios. 

Veneremos, Señor, las casas de Dios v sus elevados Ministros, 
guardémosles sus esenciones de modo que no perturben la socie¬ 
dad ni el Principado, pero no se disimule á los que pisan y me¬ 
nosprecian su elevado carácter, incomprensibles á la limitación de 
los hombres. 

No tema la religiosa piedad de V. M. ni su católico celo por la 
exaltación de la Iglesia, en seguir estos infalibles principios que 
solo pueden ofender á los que aparenta seguir en su nota el 
M. R. Cardenal Consalvi. Tendrá contradicciones el Consejo, pero 
en punto alguno en que sea preguntado por V. M. temerá en de¬ 
cir con claridad y respeto cuanto juzgue conveniente á la sagrada 
persona de V. M. y á su Reyno. 

Dos Ministros del Consejo, que son D. Bernardo Riega y D. José 
Montemayor, han hecho voto particular, adicionando la con¬ 
sulta de veinte y cinco de agosto de mil ochocientos cuatro (que el 
Consejo repite á V. M.) en los términos siguientes: «Primero: que 
debe conocer el Juez Real desde el principio de todo delito atroz, 
y que por la Ley del Reyno, merezca pena capital, que se cometa 
por cualquier clérigo ó religioso, pero simultáneamente y coa asis* 
tenciadel Juez eclesiástico, en todos los actos que directamente 
toquen á la persona del reo, y graven su condición, como son de¬ 
claraciones, confesiones y careos, sin que su falta, estando legíti¬ 
mamente citado por medio del correspondiente oficio, vicie de ma¬ 
nera alguna el proceso. Segundo: que estas causas se sigan y de¬ 
terminen como caso de Córte en las Chancillerías y Audiencias ter¬ 
ritoriales, y sus reos se custodien en los parajes mas decentes de 
las cárceles, en cuanto sea compatible con la seguridad personal 
de los mismos. Tercero: que conclusas y puesta sentencia en ellas 
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por solo la correspondiente Sala de! crimen, siendo la capital, y 
antes de pasarse á la ejecución, se remitirá testimonio ínlegro de 
ella al R. Obispo de la Diócesis, para que proceda á la degradación 
del reo en el preciso término de ocho dias. Cuarto: pasado el tér¬ 
mino sin que por el R. Obispo se haya ejecutado la degradación, 
se le pasará oficio por el Regente del Tribunal, pidiéndole de nue¬ 
vo proceda á ejecutarla en el término de tercero dia, con lo que 
quedará preparado el correspondiente recurso de fuerza en el modo 
con que conoce y procede, y al que no accediendo el ordinario ecle¬ 
siástico sin mas dilación, se establecerá en una de las Salas civiles 
en la misma Audiencia por el Fiscal de V. M., y declarado que la 
hace, se le obligará á que la alce y proceda á la degradación por 
los medios que las leyes establecen de estrañamiento y privación 
de temporalidades, dándose cuenta en este caso á V. M. 

Estos dos Ministros reconocen la certeza y validez de todos los 
principios en que se funda el dictamen del Consejo; pero como V. M. 
únicamente le mande en su Real órden de diez v nueve de noviera- 
bre de noventa y nueve que motivó la consulta de ochocientos cua¬ 
tro, que se reitera de nuevo, forme una instrucción detallada con 
la que al mismo tiempo que se conserve la jurisdicción eclesiástica 
contenciosa, concedida justamente á la Iglesia por sus augustos 
predecesores en honor de Dios y sus Ministros, no se estienda á 
impedir que la Real ordinaria contenga y castigue los delitos atro¬ 
ces y públicos, y cuyas penas escedan las facultades eclesiásticas, 
parece que á esto solo debe ceñirse el Consejo. 

El eclesiástico regular ó secular procesado de un delito atroz, 
ínterin la sustanciacion de la causa, es solo reo presunto de él, y 
por la sentencia definitiva es cuando se le declara su verdadero 
autor, se le condena á la pena que las leyes establecen, y por una 
consecuencia forzosa queda privado absolutamente del fuero é 
inmunidad personal que antes disfrutaba. Desde el principio de la 
causa habrá la suficiente para que el Juez Real proceda á su for¬ 
mación por el carácter que presenta el delito atroz, ser de los es- 
ceptuados y de los que la Iglesia por su moderación no tiene pena 
correspondiente que imponerle; mas deberá hacerlo hasta el punto 
de la sentencia simultáneamente para conservar hasta este último 
caso el honor debido á la Iglesia y sus Ministros, que es conforme 
con lo que hasta aquí se ha observado. La degradación debe pre¬ 
ceder á la ejecución de la sentencia de pena capital pronunciada 
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contra el eclesiástico, por prevenirlo así la ley 60, tít. l.°, Part. 6. . 
«Ca, por cualquiera de estas maneras sobredichas que dice esta ley, 
debe ser dado el clérigo al Juzgado seglar luego que fuese degra¬ 
dado, juzgando contra el que muera, ó que haya otra pena según el 
fuero de los legos.» Ley concordante con el párrafo segundo de la 
novela ochenta y tres del tiempo del Emperador Justiniano, donde, 
hablando de los delitos esceptuados de los clérigos dice: «Illud pa 
lam est : si reum esse putaverit , eum qui convenitur preses provin- 
cioe , et pena judicaverit dignum; priushunc expolian á Deo amabili 
Episcopo sacerdotali dignitate , el ita snh legum fieri manu .» 

En observancia de la ley se practicó la ejecución de la senten¬ 
cia capital de cuatro religiosos Agustinos de la ciudad de Sevilla, 
precedida su degradación en el ano de mil quinientos veinte y seis 
por haber dado muerte á su Provincial v se ha practicado última¬ 
mente con el clérigo Agonizante Vítores: práctica, que además 
debe conservarse por la utilidad política que envuelve haciendo 
por lo mismo mas horrible á los ojos de los delincuentes esta 
clase de delitos cuyas penas se les prepara con un aparato cierta¬ 
mente espantoso por los actos que preceden á la degradación para 
despojarles en cuanto sea posible de la alta dignidad que disfruta¬ 
ban: práctica contra la que nada podrá alegar la Córte de Roma, 
aun valiéndose de los mas esquisitos pretestos, pues se ha observa¬ 
do tantas veces con su ciencia y conocimiento y práctica en fin, 
que en las actuales circunstancias no creen político variar estos 
Ministros á quienes estas consideraciones justas y legales, en su 
concepto, han obligado á hacer voto particular contra su carácter y 
costumbre. Madrid veinte y uno de octubre de mil ochocientos diez 
y seis—Bernardo Riega =José Monterjiavor.» 

El Consejo, aunque aprecia el dictamen de estos dos dignos 
Magistrados en toda su estension, repara lo siguiente. Primero: que 
nada podrían decir contra la legitimidad de los documentos de tanta 
autoridad que se han insertado en esta consulta, para no dudar de 
que los delitos de los clérigos pueden y deben ser castigados por el 
Príncipe, como Ministro de Dios, por sí solo, sin necesidad de re¬ 
currir á otra distinta potestad en la misma forma que los cometidos 
por los legos, según su mayor ó menor malicia, ó mayor ó menor 
perjuicio de la sociedad en que viven. Segundo: que aunque clérigos 
son vasallos suyos, y deben ser juzgados en los crímenes comunes 
por las leyes y Tribunales Reales, tratándoles con el respeto que 
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merece su clase, según se ejecuta con los individuos de otras diversas 
gerarquías. Tercero: que sin esta preeminente potestad, no podría 
el Principe gobernar su reino, ni cumplir con sus estrechas obliga- 
ciones. que las pruebas de estas verdades son sacadas nada menos 
que de los Apóstoles, de los Santos Padres, de nuestros Concilios na¬ 
cionales, de nuestras antiguas leyes y de las sancionadas por nues¬ 
tros mas modernos Soberanos, con elogio de nuestros sabios escrito¬ 
res. Cuarto: que tampoco contradicen estos dos Ministros la escanda¬ 
losa frecuencia de crímenes atroces con desdoro de la misma Iglesia 
y con reprensible abuso y sensible profanación de sus inmunidades. 
Quinto: que tampoco niegan que la Real orden de diez y nueve de 
noviembre de mil setecientos noventa y nueve en que se mandó al 
Consejo formar la instrucción, que tuvo efecto en ochocientos 
cuatro, no tuvo otro objeto que el de cortar de raíz, si fuese posible 
se repitiesen tales abominaciones por unos Ministros católicos que 
por su estado deberiau evitarlo. Sesto: y que en fin, callan que á 
mas de la frecuencia de estos casos horrendos y que se han insinua¬ 
do, y otros muchos que por desgracia pudieran referirse, han que¬ 
dado impunes los reos por medios de artificios, preparadas dilacio¬ 
nes, fuerzas para ganar tiempo, y molestias, súplicas á los Sobera¬ 
nos, abusando de su paciencia. 

Pues, si todo esto, y mucho mas no se contradice por medio de 
un silencio insignificante: ¿Qué consecuencias podrá sacar el Conse¬ 
jo de estos antecedentes? ¿Serán acaso las de fiar al Juez eclesiás¬ 
tico la prisión de estos malhechores? ¿Será la de fiarles la sustan- 
ciacion de sus causas? ¿Será la de permitirles como hasta aquí, que 
el castigo penda de su arbitrio? ¿Será que para efectuar el castigo 
haya de preceder la solemnidad de la degradación? ¿Será la de que 
para verificarla se le haya de entregar al Juez eclesiástico el pro¬ 
ceso, ó para que forme otro á su antojo, ó para que promueva 
recursos impertinentes, ó pretensiones ilegales? ¿Será en fin para 
que invente especiosas razones para desobedecer á V. M. y á sus 
mas altos tribunales? El Consejo lo deja á la sabiduría de V. M. 
sin que necesite de insinuar la consecuencia. 

No es esto solo lo que nota este Tribunal en el voto singular que 
por su oficio y práctica se vé en la necesidad de impugnar. No se 
distingue en la calidad de los delitos por punto general; en todo» sin 
escepcion, establece como requisito necesario la degradación antes 
de ejecutarse el castigo. Consiguiente á este principio no se hace 
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cargo de los delitos atrocísimos en los cuales no es necesaria esta 
solemne ceremonia, porque la lleva consigo el mismo delito por su 
singular atrocidad. Los dos Ministros se fundan en la ley sesenta 
de la Partida primera, título sesto, la cual no hay duda que confir¬ 
ma lo que dice el voto, pero no se hacen cargo de que en la ante¬ 
rior, que es la cincuenta y nueve, se habla de aquellos delitos que 
por su naturaleza deben ser desde luego los reos entregados al Rey 
y á sus tribunales seglares sin competencia y sin degradación. 

La razón de que así se debe entender la ley cincuenta y nueve 
es muy clara: si una y otra hablasen de los delitos graves capitales, 
habría una contradicción manifiesta, porque en la sesenta exige pre¬ 
cisa degradación por el Juez eclesiástico y la anterior no la nom¬ 
bra. En la sesenta fia el proceso y la sentencia al eclesiástico, y en 
la anterior le escluve enteramente. En la sesenta no quiere que se 
entregue el reo al Rey ni á sus Jueces Reales, y en la cincuenta y 
nueve dice lo siguiente: «Apremiar pueden los Reves á los otros 
legos que han poder de juzgar en su lugar de ellos á los clérigos en 
algunas cosas, ca tobo por bien Santa Iglesia, que si algún clérigo 
por codicia ó por su atrevimiento quisiere tomar poder por sí para 
ser apostólico, no siendo elegido que á tal como éste los Príncipes 
seglares lo pudieren apremiar ó echarlo de aquel lugar; é esto deben 
facer desque lo ficieren saber aquellos, en cuya mano fincó el poder 
para elegir, é otrosí cuando algunos clérigos facen ó dicen alguna 
cosa contra la fé católica para destruirla ó embargarla, é los que 
meten desacuerdo ó facen departimiento entre los cristianos para 
partirlos de fé católica: ca los legos gelo deben vedar prendiéndolos 
é faciéndoles el mal que pudieren en los cuerpos ó en los haberes. 
Otrosí. El clérigo que despreciare la descomunión é fincare en ella 
fasta un año, puédelo apremiar el Rey ó el Señor de la tierra donde 
fuere tomándole todo lo que le fallaren fasta que venga á facer en¬ 
mienda á Santa Iglesia. E non tan solamente pueden tos legos apre 
miar los clérigos en estas cosas sobre dichas, más aun en todas las 
otras en que los Prelados demandaren sus ayudas; mostrando que 
non pueden cumplir sus sentencias contra ellos según manda Santa 
Iglesia. Ca en cualquier de estas cosas sobredichas pierden los clé¬ 
rigos sus franquezas, que ante habian de no ser apremiados por 
juicio de los legos.» A estos delitos atrocísimos que pertenecen á 
nuestra Santa Fé y á la Cabeza y demás Prelados de la Iglesia deben 
unirse los atrocísimos cometidos por los mismos eclesiásticos con- 
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tra ei Soberano y la patria y otros de que la humanidad se acongoja 
por sus eslraordinarias circunstancias. Esta doctrina es común, y 
queda probado por nuestros concilios nacionales y leyes mas anti¬ 
guas del reino. De unos y otros debe entenderse la ley citada cin¬ 
cuenta y nueve, y á estos tales manda que se entreguen al Rey y 
á los legos juzgadores anadiendo «que los prendan é les fagan todo 
el mal que puedan en el cuerpo, é en los haberes, i ¡Terrible pena 
que no se encuentra mayor ni igual en código alguno criminal! El 
señor D. Alonso, á tan inicuos clérigos los abandona y ni aun los 
considera dignos de degradación. 

El Consejo repite que sin embargo de que conoce el celo de 
ambos Ministros, no conviene adoptarlo en las presentes circuns¬ 
tancias en que por todas partes se observa cargada la admósfera po¬ 
lítica contra nuestra Santa y única Religión. La Iglesia y nuestros 
respetables Ministros solo podrán disipar las tempestades que nos 
amenazan, procurando su pureza auxiliando á la potestad civil, y 
arrojando de su seno á los que la manchan con crímenes que la 
ofenden y la abaten con desprecio público. V. M. es hijo y protec¬ 
tor de ellas, y el único medio de venerarles y engrandecerle es ar¬ 
marse contra los que la ofenden estraordinariamente, y por lo mis¬ 
mo el Consejo insiste en su modo de pensar. 

Y es cuanto puede hacer presente á V. M. quien como en todo, 
determinará lo mas oportuno á la Iglesia y al Estado. Madrid ca¬ 
torce de diciembre de mil ochocientos diez y seis. 

Es copia literal de la consulta que el Consejo pleno elevó á las 
Reales manos de S. M. en catorce de diciembre de mil ochocientos 
diez y seis, de que certifico yo Don Valentín de Pinilia, Escribano 
de Cámara del Rey N. S. y de Gobierno de dicho supremo Tribu¬ 
nal, con remisión al Registro que de la misma existe en 1a. espresa- 
da Escribanía de Gobierno; y para que conste en cumplimiento de 
!o mandado por S. E. el Sr. Gobernador de el, en su orden de diez 
y seis del corriente mes, firmo la presente en Madrid á veinte y 
cuatro de setiembre de mil ochocientos veinte y cuatro. D. Valen¬ 
tín de Pinilla. (Se publica esta consulta, como las demás , con la 
debida autorización.) 
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CONSULTA 


del Consejo Real de 20 de noviembre de 1824 sobre la manera 

de proceder en las causas criminales por delitos atroces de los 

clérigos. 

El Gobernador. | .Señor; 

D. Felipe de Sobrado. Con fecha veinte y dos de febre- 

D. Tadeo Soler. 1ro de este año se comunicó al 

D. José Cavanilles. |Consejo por Vuestro Secretario 

D. MiguelModet. ide Estado y del Despacho Uni- 

D. Francisco Fernandez del Pino, (versal de Gracia y Justicia, la 
D. Juan Martínez Oliva. /Keai orden siguiente: 

D. Juan Garrido. ( «Persuadido el Rey Nuestro 

D. Miguel Otal. '¡Señor de la necesidad de que se 

D. Joaquín Almazan. jestablezcan reglas y medidas in- 

D. Tadeo Ignacio Gil. ¡variables para que la execucion 

D. Luis de León. I de las sentencias de los Tribu- 

D. Gabriel Suarez Valdes. I nales y Justicias del Reyno con- 

/). Dionisio Catalán. j tra los Eclesiásticos por delitos 

\ atroces no sufran los entorpeci¬ 
mientos y dilaciones que suelen producirse ó quede desairada la ju¬ 
risdicción Real ordinaria, logrando su impunidad el delincuente por 
un celo indiscreto, se ha servido resolver S. M. con presencia de lo 
manifestado por V. I. en oficio de cuatro del corriente acerca de la 
causa pendiente en la Sala de córte contra el Presbítero D. Marcelo 
AldamaGoyri por insultos hechos á su Real Persona, que el Consejo 
forme y consulte con la brevedad posible el sistema invariable que 
se haya de adoptar en esta clase de negocios, según ofreció el Au¬ 
gusto Padre de S. M. en su Real orden circulada de diez y nueve 
de noviembre de mil setecientos noventa y nueve, que hoy forma la 
nota décima á la ley diez y nueve, libro segundo, título primero de 
la Novísima Recopilación. Lo que comunico á V. í. de Real órden 
para inteligencia y cumplimiento del Consejo.—Francisco Tadeo 
de Calomarde.—Señor Gobernador del Consejo Real.» 

Después de oido el Fiscal de V. M. acordó el Consejo dirigir, y di¬ 
rigió alas Reales mánosde V. M.en veinte y siete de marzo siguien¬ 
te la oportuna consulta con el dictamen de que por ahora se obser- 
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ven las reglas que están dadas basta aquí, y se espresan en la Real 
orden de diez y nueve de noviembre de mil setecientos noventa y 
nueve, que se comunicó entonces á las Chancillerías y Audiencias, 
se circuló por el Consejo en trece de setiembre de mil ochocientos 
quince, y constan en la nota décima, título primero, libro segundo 
de la Novísima recopilación. V. M. se sirvió decir: «Como parece.» 
Con fecha veinte y cinco de setiembre de este ario, se comunicó al 
Consejo por el Vuestro Secretario de Estado y del Despacho Uni¬ 
versal de Gracia y Justicia, la Real orden siguiente: 

«Excmo, Sr,: Para que el Consejo con toda la posible brevedad 
consulte lo que se le ofrezca y parezca, remito á V. E. de Real ór- 
den, las adjuntas esposiciones de la Sala segunda de Córte, ele¬ 
vando á noticia de S. M. la sentencia de pena de muerte dictada 
contra el presbítero D. Marcelo Aldama Goyri, como reo de alta 
traición en primer grado; la del Vicario eclesiástico de esa Córte y 
sus Conjueces, su fecha diez y nueve de julio de este año, .pidiendo 
se conmutase dicha pena en otra menos grave con la contestación 
de V. E. y el dictamen de la Junta de Gobierno del Colegio de abo¬ 
gados de esa villa, en vista del informe que se le pidió en primero 
de agosto xíllimo, y las nuevas representaciones del R. Nuncio de 
Su Santidad y de los propios Vicarios y Conjueces, sus fechas diez 
y siete y diez ocho de este mes; el primero intercediendo por la 
vida del reo, y los segundos resistiéndose á disponer la degrada¬ 
ción del mismo. 

La Sala segunda de Alcaldes de Vuestra Real Casa y Córte, en 
su esposicion fecha veinte y cuatro de abril, dijo:Quecumpliendo con 
la Rea! orden que se la comunicó en veinte y dos de febrero, había 
procedido s la vista de la causa formada y sustanciada c-ou inter¬ 
vención de la jurisdicción eclesiástica contra el presbítero D. Mar¬ 
celo de Aldama, por haber injuriado á V. M. de varios modos y en 
varias ocasiones; especialmente en el año de mil ochocientos vein¬ 
te y uno, y después deespresar el resultado sustancial de dicha cau¬ 
sa, concluyó diciendo, que por los méritos que producía había conde¬ 
nado á dicho D. Marcelo á la pena de muerte en garrote. 

El Vicario eclesiástico de Madrid y los Conjueces nombrados pa¬ 
ra entender en la degradación de dicho presbítero D. Marcelo en 
su esposicion á V. M. fecha diez y nueve de julio de este año, dige- 
ron, que el principal cargo que se le hizo era el de haber insultado 
de hecho á V. M. á su venida del Escorial en noviembre de mi 
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ochocientos veinte, presentándose en la Plaza del Real Palacio ele¬ 
vado en hombros de otros con el libro de la Constitución en la mano 
y dirigiendo la palabra á V. M. con espresiones provocativas é in¬ 
decorosas en sumo grado. ¿Pero este hecho tan criminal y digno de 
severo castigo resulta probado? ¿Y la prueba privilegiada? V. M. 
no podrá menos de admirarse al saber que del inmenso pueblo allí 
reunido, solo hay un testigo que le deponga como presencial, y que 
éste mismo espresa no haber conocido al presunto reo, ni oido las 
palabras que profirió por la distancia en que se hallaba. Los demás 
examinados hasta el número de trece, todos sonde oidas vagas, 
reprobados por la ley, y si alguno determina persona á quién lo 
oyó, evacuada la cita, jamás se pudo salir de referencias á voces y 
rumores igualmente vagos, resultando á cada paso mas debilitada 
la prueba por la diferencia de los dichos suponiendo unos al reo 
vestido de fraile dominico, otros solo de fraile sin espresar el hábi¬ 
to, y otros de clérigo con sombrero de teja. 

¿Y serán estas las pruebas mas ciaras que la luz del medio dia 
que se consideran necesarias por los criminalistas, para la imposi¬ 
ción de la pena que corresponda al delito? No señor, un solo tes¬ 
tigo presencial de un hecho público que ignora las circunstancias 
mas agravantes y desconoce hasta la persona, nunca se ha tenido 
por prueba legal, ni hubiera podido merecer este concepto á no ha¬ 
ber sobrevenido la sencilla, y se puede decir espontánea confesión 
de! reo, quien con la mayor ingenuidad y candor, con solo pre¬ 
guntarle sise había hallado en alguna de las alarmas del liempo de 
la Constitución, manifestó no solamente lo que le había ocurrido en 
la Plaza de Palacio, sino otros sucesos diferentes, sobre lo que no 
habia sido preguntado, y hoy le sirven de cargo por su sola confe¬ 
sión; pues que ni la menor enunciativa resulta de la causa para 
ser reconvenido sobre ello. ¡Tan distante estaba sin duda de mali¬ 
ciar el triste estado á que le conducía su franqueza, y de advertir 
que por ella seria acusado y condenado como reo convicto y con¬ 
feso de crimen de lesa Magestad en primer grado! 

Lo fué sin embargo, en el progreso de la causa, y es preciso 
convenir en que si es cierto e! convencimiento y confesión de tan 
horrendo crimen, será consecuencia necesaria la de un funesto re¬ 
sultado. Por lo mismo, es preciso detenerse á examinar esta certe¬ 
za, como que de ella pende la suerte de este desgraciado, y no 
será para ello necesario un prolixo exámen; pues que en orden a! 

TOMO II. Q)\ 
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convencimiento, no puede ser otro que el que arrroje de sí la prue¬ 
ba, y V. M. está ya enterado por lo anteriormente dicho del nin¬ 
gún mérito legal de la producida contra el reo, para que por ella 
pueda tenérsele por convicto, ni en .el hecho, porque la depone 
un solo testigo, ni en las palabras ofensivas que forman ei cuerpo 
del delito, porque ninguno testifica haberlas oido. 

En cuanto á la confesión, seria una injusticia notoria el darla 
estensiou á lo no confesado y abiertamente negado por el reo, para 
darle el concepto de confeso. Confiesa, es verdad, el trabajo que le 
ha sucedido en la Plaza de Palacio y en presencia de V. M. en ía 
ocasión y dia que se señala; pero espresando al mismo tiempo la 
violencia que le causó un grupo de gentes para levantarle en hom¬ 
bros , rasgándole la sotana y estropeándole el sombrero por lo mu¬ 
cho que se resistió, y niega haber proferido las palabras que se le 
atribuyen; no habiendo podido articular alguna por el trastorno de 
su cabeza. ¿Y cómo puede graduarse de reo confeso el que niega 
abiertamente lo principal del cargo? Téngasele enhorabuena por tal 
en el mero y nudo hecho de haber estado levantado en hombros 
con el libro de la Constitución en la mano, pero no se pase de aquí 
á lo no confesado, y lejos de producir la clasificación que se le ha 
dado, quedará reducido á uno de los muchos acontecimientos en 
que abundó la manía constitucional, tal vez menos calificado , que 
tantos otros que sufrió y condonó el generoso corazón de V. M. Las 
particulares circunstancias de este eclesiástico,su limitada carrera 
é instrucción, su debilidad y falta de fuerzas, y principalmente el 
resultar de la misma prueba contraria no haber insultado á nadie 
en particular de hecho ni de palabra , todo, Señor, inclina á un 
concepto mas favorable acerca desús intenciones; y cuando su carác¬ 
ter sacerdotal no baste para que sea creído sobre la violencia que 
padeció y afirmó bajo la religión del juramento, no hay razón al¬ 
guna para que deje de serlo en las demás circunstancias, que sin 
prueba alguna se supone acompañaron aquel acto, que desnudo de 
ellas pudo muy bien verificarse sin la malicia que se la acrimina, 
ó por un loco arrebato por el ídolo de la Constitución sin trascen¬ 
dencia á la sagrada y Real Persona de V. M., ó ya por otras causas 
que la caridad y la justicia, siempre suponen, mientras no fuere 
probado lo contrario. 

Otro cargo resulta que presenta mas gravedad por la mayor 
apariencia de prueba, y le forman los dichos de dos testigos, que 
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aunque diferentes en las palabras, parecen contestes en el sentid 
El unoespresa haber oido decir al reo «que ínterin no quitasen las 
cabezas á los frailes v al principal motor que era el Rey, no habría 
cosa buena en España,» y e! otro «que era menester quitar la cabe¬ 
za al Rey y arrastrar á todos los serviles por ser la causa de todas 
las facciones que se levantaban.» Espresiones seguramente subver¬ 
sivas y alarmantes en estremo; por cuanto una y otra manifiestan el 
infame y aleve deseo déla muerte de V. M., pero que no deben tur¬ 
bar el ánimo tranquilo del Juez para darlas su verdadero valor en la 
balanza de la justicia; examinando atentamente las circunstancias de 
ocasión, tiempo y lugar en que fueron dichas. El primero dice «que 
las oyó hablando Aldama con un vecino que ha fallecido ya, á des¬ 
hora de la noche, que eran cuando tenían sus conversaciones de 
balcóná balcón por lo inmediato que estaban,» pero sin espresar 
noche y hora en que se oyó. El segundo se las oyó en las conver¬ 
saciones que tenia con dicho vecino, difunto, por las noches de bal¬ 
cón á balcón, desde las once á la una, sin espresar tampoco la no¬ 
che en que sucedió. Por este litera! contesto no consta que las hu¬ 
biesen oido juntos en una misma noche y hora, y la diversidad de 
palabras y aun de ideas con que se esplican, dan mas bien á enten¬ 
der lo contrario. Por consiguiente, solo se les puede considerar 
como testigos singulares de diversos casos; y desaparece por lo 
mismo toda la fuerza legal que solo tienen dos testigos cuando con 
testan como presenciales en un mismo caso. 

Mucho pudiera reflexionarse además sobre el valor de estas y se¬ 
mejantes espresiones, harto comunes en las bocas de los exaltados 
de aquella época, porque no es lo mismo decirlas que desear formal¬ 
mente loque manifiestan con ánimo deliberado; pero escusan toda 
reflexión las palabras terminantes y decisivas del caso presente de la 
ley primera, título trece de la partida segunda, que son las siguien- 
tes: «Ga según fuero antiguo de España, todo orne que cobdiciase 
ver muerte de su Señor el Rey diciéndolo paladinamente, si le fuere 
probado, debe morir por ello como alevoso é perder cuanto obiere. 
E si le quisiesen dejar la vida, la mayor merced que le pueden fa- 

zer es, que le saquen los ojos, por que nunca puedan ver con ellos 
lo que codiciara.» 


Supóngase si se quiere que el Presbítero Aldama codició ver la 
muerte de su Señor el Rey, pero juzgúesele por el contesto de la 
!ey, y aplíquesele la pena en su caso si la mereciese. Para ello es 
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necesario que con el deseo ó codicia de la muerte concurran las dos 
condiciones que se espresan por aquellas palabras, diciéndolo pa¬ 
ladinamente y si le fuese probado. Paladinamente, según todostos 
comentadores y el mismo Diccionario de la lengua castellana, tanto 
quiere decir como públicamente ó delante de muchos; y el si fuese 
probado, nadie ignora la fuerza que tiene en el sentido legal. ¿Y se 
podrá decir que Aldama enunció sus deseos públicamente, cuando 
los testigos declaran que lúe a deshora de la noche, o desde las on¬ 
ce á la una de balcón á balcón, por lo inmediato que estaban el del 
reo y el del vecino confidente, ya difunto, con quien tenia estas 
conversaciones? ¿Y será probada esta publicidad por dos solos testi¬ 
gos singulares, cuyos dichos la contradicen? ¿Cómo, pues, se aplica 
la pena de la. ley sin verificar las condicione; que ella requiere, 
y cuando verificadas todavía deja ella misma arbitrio para hacer 
merced al reo conmutándole la pérdida de la vida en la de la vista? 
Parece, Señor, increíble, que haya podido llegar á tal estremo la 
desgracia de este Presbítero, y podrá ser permisión del cielo para 
que resplandezca mas y mas la justicia y clemencia de V. M. 

Desvanecidos los dos principales cargos que le pusieron en tal 
conflicto, no es justo molestar la atención de V. M. con los demás 
de que filé acusado, y pueden mas bien ser razones para mover á 
compasión por el estado lastimoso que suponen de su cabeza; por¬ 
que el entretenerse en enseñar á bailar á unos perritos al son de las 
canciones patrióticas, y el haber espresado que no decía misa, por¬ 
que se le figuraba que en lugar de «Dominus vobiscum,» diría «viva la 
Constitución,» son hechos tales que confirman su simplicidad y poco 
juicio; y cuando mas, su exaltación y locura por el sistema, que 
tiene bien acreditada con haberse incorporado por dos veces en el 
batallón sagrado, y con haberlo confesado sin ser preguntado ni re¬ 
convenido por ello. 

Podrá acaso parecer por todo lo dicho hasta aquí, que los espo- 
nenles únicamente se han propuesto hacer la defensa del reo, pero 
reflexiónese la necesidad de estos antecedentes para preparar e-1 
Real ánimo de V. M. con los méritos de la causa, y justificar por 
ellos el juicio unánime que han formado de no haber lugar á la pe¬ 
na canónica de degradación. Esta, Señor, la mas terrible que puede 
imponer la Iglesia, tiene sus casos y crímenes determinados en ms 
cánones y Bulas Pontificias, de los que no pueden salir los Ordina 
rios y Jueces eclesiásticos sin nueva declaración de la Silla Apos- 
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tólica, y á ninguno de los declarados parecieron pertenecer los que 
resultan probados contra el Presbítero Aldama. Se le acusa y con¬ 
dena como reo de alta traición y de lesa Magestad en primer gra¬ 
do; pero no es el nombre el que hace punible el crimen, sino es su 
gravedad y Ja prueba de haberle cometido. V. M. ha visto ya la 
que contra sí tiene, y no puede dejar de conocer con su alta pene¬ 
tración, que si Aldama se le clasifica como reo de lesa Magestad en 
primer grado, ninguno habrá en qué colocar á los que osaren co¬ 
meter y se les probaren los mas enormes y demás funestas conse - 
cuencias contra la persona de su Rey y Señor. 

No por eso aspiran á que se le declare inocente, y lejos de ello 
le consideran merecedor de pena grave cual corresponde á sus es- 
cesos y delitos, y que siendo capaz de corregirle sirva á otros de 
escarmiento y de reparo del escándalo público que ha dado. Esta 
ha sido siempre la conducta y espíritu de la Iglesia, por cuyas de¬ 
terminaciones, salvo los crímenes espresamenle esceptuados, solo 
tiene lugar la degradación de sus Ministros, y entrega al brazo se¬ 
cular, cuando ya nada reste que hacer para su enmienda y correc¬ 
ción. A este fin ha usado constantemente y con felices resultados, 
de penas canónicas menos graves, cuales son la suspensión de ofi¬ 
cio y beneficio, y del ejercicio de las órdenes por tiempo determi¬ 
nado ó indeterminado; la privación absoluta ó deposición, y el en¬ 
cierro ó reclusión en algún Monasterio temporal ó perpétua. Por 
alguno de estos medios podrá ser condigna y canónicamente casti¬ 
gado el Presbítero Aldama si V. M. se dignare conformarse con 
este nuestro juicio, mandando al efecto que la Sala le ponga á dis¬ 
posición del Juez eclesiástico, ó destinándole desde luego al servi¬ 
cio de un hospital en alguno de los presidios por el tiempo que 
fuere del Real agrado de Y. M. 

Así, Señor, se lo prometen y esperan el Vicario eclesiástico y 
sus Conjueces, del paternal y generoso corazón de V. M. recordan¬ 
do para ello el Real indulto de primero de mayo, cuyas excepcio¬ 
nes no hallan á la verdad puedan obstarle atendido su literal con¬ 
testo, como está mandado por Real orden de trece de junio úl¬ 
timo. 

Otro de los documentos remitidos al Consejo con la citada Real 
orden, es el informe dado al Gobernador de Vuestro Consejo en tres 

de setiembre por la Junta del Colegio de Abogados de esta Córte 
en que dijo: 
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La Jacta de nuestro Ilustre Colegio, agradecida á la confianza 
honrosa que hace de ella Y. E. en su oficio de diez y nueve del cor¬ 
riente, ha examinado con la mas detenida reflexión, los anteceden- 
tes que V. E. la acompañó para proponer su dictamen en la causa 
seguida contra el Presbítero D. Marcelo Aldama y Goyri, como lo 

pasa a hacer con el respeto y sumisión que debe á sus superiores 
luces y conocimientos. 

No se detiene por de contado en la justicia de la sentencia con¬ 
sultada por la Real Sala de Córte á S. M. en veinte y cuatro de 
abril último, y solo hace mención de ella para sentar como princi¬ 
pio incontestable, que la causa del Presbítero D. Marcelo Aldama 
y Goyri, se ha fallado por autoridad superior legítima y competen¬ 
te, habiéndose sustanciado con intervención del Delegado eclesiás¬ 
tico, que es el orden prescrito y observado en todas las de su clase. 
Esto supuesto, y que la jurisdicción eclesiástica ni contradice ni 
puede contradecir la legitimidad y competencia del Tribunal que 
ha pronunciado el fallo, la Junta no puede menos de opinar que el 
Vicario eclesiástico y sus conjueces en la representación que ele¬ 
varon á S. M. en diez y nueve del pasado julio, han ofrecido un 
nuevo exemplar de los que motivaron la sabia consulta del Consejo 
de catorce de diciembre de mil ochocientos diez y seis, que S. M., 
según se infiere de la orden comunicada á V. E. en veinte y dos de 
febrero de este año, quería resolver para evitar estos graves incon¬ 
venientes, y que dejó de resolver acaso por adherirse á la que le 
elevó el Consejo en veinte y siete de marzo siguiente, opinando que 
por ahora se observasen las reglas dadas hasta aquí, y que se es 
presan en la Real orden de diez y nueve de noviembre de mil sete¬ 
cientos noventa y nueve. 

La esposicion de los Jueces eclesiásticos, está concebida en tér¬ 
minos que no deja lugar á que se dude de los principios que go¬ 
bernaron á sus autores. Ellos sientan que no pudieron menos de 
penetrarse de la necesidad de examinar el proceso con la madurez 
y circunspección que exigía su gravedad, antes de delegar las fa¬ 
cultades que se Ies pedían, y para cuya concesión consideraron pre 
cisa éindispensable la prévia declaración y formal sentencia ecle¬ 
siástica de deposición verbal, por la que se estimase la de degrada¬ 
ción Real y solemne, penas gravísimas que jamás habia impuesto la 
Iglesia á sus Ministros sin conocimiento de causa, ni resultaban 
hasta ahora impuestas en la del Presbítero Aldama, no habien 
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do intervenido el Eclesiástico sino en lo instructivo del proceso. 

Afirman también que no se ha escedido la Real Sala en proce¬ 
der á sentenciar la causa, porque saben que no está decidido hasta 
ahora cuál de las dos jurisdicciones que concurren deba hacerlo 
según se espresa terminantemente en la citada Real órden de diez 
y nueve de noviembre de mil setecientos noventa y nueve, pero 
que esta misma indecisión y lo que en todo derecho importa el con¬ 
cepto del Juez en cualquiera causa, les autorizó para no detenerse 
en pronunciar también su sentencia con arreglo á los cánones, y 
en la forma prevenida por el Santo Concilio; usando en ello de la 
misma libertad é independencia con que obró la Real Sala, y sin 
pensar de modo alguno ofender la justificación de sus Ministros y 
Fiscal. 

Este es, Señor Excmo,, el exhordio con que dicen que entraron 
en el juicio canónico como Jueces para ver y determinar la causa 
de un Presbítero acusado de crimen de alta traición en primer gra-, 
do, y condenado como tal á la pena ordinaria de muerte, para cuya 
ejecución debia preceder y se pedia la degradación; y era en ver¬ 
dad muy consiguiente, ó que habiéndole encontrado al Presbítero 
Aldama merecedor de la deposición, hubiesen nombrado Delegado 
para realizarla, entregando después al reo para su execucion á la 
jurisdicción Real, ó que en otro caso atacaran indispensablemente 
como ha sucedido, por mas que se preteste lo contrario, la justicia 
de la sentencia de la Sala, formando un juicio unánime de no ha¬ 
ber lugar á la pena canónica de degradación que tiene sus casos y 
crímenes determinados en los Cánones y Bulas Pontificias, de los 
que no pueden salir los Ordinarios sin nueva declaración de la Silla 
Apostólica. Así concluyen, suplicando á S. M. ó que la Real Sala 
ponga el reo á disposición del Juez eclesiástico para imponerle la 
pena canónica correspondiente á sus escesos, ó que S. M. le destine 
desde luego al servicio de un hospital por el tiempo que fuere de 
su Real agrado. 

La insinuación que hace V. E. á la Junta en su oficio de remisión 
previniéndola que tenga presente cuanto importa la defensa de la 
jurisdicción Real ordinaria, el conocimiento teórico y práctico que 
tienen todos sus individuos de la importancia de la conservación de 
las regalías de S. M. y la memoria viva que conserva esta corpora¬ 
ción, del celo y energía con que siempre las ha sostenido el Ilustre 
Colegio, obligan á la Junta á manifestar á V. E. con respetuosa 
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franqueza, que en esta ocasión, tal vez mas que en otras, se ataca 
directamente la mas inherente á la Soberanía de S. M., la de que 
mas necesita para el Gobierno de sus Reynos, y en ¡a que se cifra 
con mas particularidad la conservación del órden social. Será si se 
quiere un efecto de celo apoyado en prácticas mas ó menos tolera¬ 
das por esceso de la piedad; pero si se dejan correr libremente los 
principios que establece en su esposicion el Consejo eclesiástico, 
está casi sancionada la impunidad de los delitos atroces de los in¬ 
dividuos de su estado, y queda reducida en sustancia la jurisdicción 
Real ordinaria á la simple formación de la causa, bajo la tutela de 
un Delegado eclesiástico, pues que la ejecución de la sentencia que 
pronuncie ha de pender del juicio que forme el Consejo eclesiástico 
erigiéndose en Juez, y conociendo como tal sobre los méritos de la 
causa. 

¿Pero y quién la ha concedido á la jurisdicción eclesiástica 
estas ámplias y esclusivas facultades en las causas de delitos atro¬ 
ces y atrocísimos de individuos de su gremio? ¿No se confiesa que 
la Real Sala ha procedido con autoridad competente y con inter¬ 
vención del Delegado eclesiástico hasta el estado de sentencia? 
¿No se hace el debido honor á la justificación de su Fiscal y Señores 
Ministros? Pues ¿cómo á renglón seguido se erige otro Tribunal, se 
analiza la causa, se encuentra la sentencia desconforme con los 
méritos de ésta, se forma un juicio unánime de no haber lugar á 
la degradación, y se pide el reo para que un Juez Eclesiástico le 
imponga la pena canónica que verdaderamente corresponde á sus 
delitos? 

Todas estas graves contradicciones se salvan por el Vicario 
eclesiástico y sus conjueces, con dos sutilezas á cual mas dignas de 
atenderse por la inversión de principios en que se fundan. A saber: 
Primera, que la degradación es una pena canónica que sin nueva 
autorización de la Silla Apostólica no pueden imponer los Jueces 
eclesiásticos, sino en los casos determinados por los Cánones y Bu¬ 
las Pontificias; y segunda, que no está determinado quál de las dos 
jurisdicciones que concurren en este género de causas deba pro¬ 
ceder á sentenciarlas, según se espresa terminantemente en la Real 
órden de diez y nueve de noviembre de mil setecientos noventa y 
nueve. 

Mientras se desconozca que la degradación en estos casos ni se 
pide ni la exigen las leyes como pena canónica; que todas las fun - 
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ciones de la jurisdicción eclesiástica en semejantes causas están 
reducidas á intervenir por medio de su Delegado en la sustancia¬ 
ron hasta el estado de sentencia, y que pronunciada esta sin su 
intervención, como es preciso que se pronuncie, no hay otra pena 
para el reo que la que le impone la jurisdicción Real; ni tiene la 
degradación otro objeto que el de emancipar en lo posible al reo 
del respetable gremio á que pertenecía, y del que sustancial y ver¬ 
daderamente le segregó la misma atrocidad de sus delitos. Siempre 
tendrán los Jueces eclesiásticos un arbitrio infalible para sustraer al 
reo de la ejecución, y quedará sancionada la impunidad del delín¬ 
queme y el desaire de la jurisdicción Real y ordinaria. Esta proce¬ 
de con toda la plenitud de autoridad que la dá el Legislador Supre¬ 
mo, quien con respecto á los delitos que ofenden y turban la socie¬ 
dad. la tiene absoluta v esclusiva sobre todos sus súbditos sin dis- 

/ 1/ 

tinción de clases ni de Estados. Los reos Eclesiásticos de estos crí¬ 
menes, están sujetos á las penas determinadas para ellos en las leyes 
que no pueden imponerles los Tribunales Eclesiásticos, y caducarían 
estos infalibles principios con mucho desdoro de la Real autoridad 
soberana y con indecible perjuicio de la sociedad, si revistiendo á 
la degradación en estos casos del carácter de pena canónica, se le 
permitiese al Eclesiástico conducirse en ellos como en los casos en 
que un clérigo incurre en delitos por los que debe ser juzgado por 
la jurisdicción eclesiástica y en que puede llegar á ser merecedor 
de la degradación como pena canónica. Para el infeliz sobre quien 
recae, siempre será la degradación que debe preceder á la muerte 
un grave aumento de pena, pero es forzoso reflexionar, que no se 
ia imponen las jurisdicciones que la motivan la piedad y el respeto 
debido á su estado; que este gana en decoro todo lo que el reo 
pierde en sentimiento, y en fin, que no la sufre directamente por el 
delito que ha cometido, sino como un preliminar indispensable para 
espiarle por consideraciones piadosas del Imperio en unión del Sa¬ 
cerdocio. 

Este es en compendio, el resultado de las observaciones de la 
Junta en cuanto al primer extremo de los dos anunciados, en que se 
apoyan el Vicario Eclesiástico y sus Conjueces, para haber conocido 
del mérito intrínsico de la causa, y haber formado el juicio unáni¬ 
me de no haber lugar á la pena canónica de la degradación. 

En cuanto al otro extremo le halla todavía la Junta mas chocan¬ 
te. El Vicario y sus Conjueces dicen que no se ha excedido la Real 

TOMO II. 99 
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Sala en sentenciar; pues que saben que no está decidido hasta ahora 
quál de las dos jurisdicciones que concurren en este género de 
causas, deba hacerlo según se espresa terminantemente en la R.eat 
orden de diez y nueve de noviembre de mil setecientos noventa y 
nueve; pero en esta Real orden que forma hoy la nota décima de la 
Lev diez y nueve, del titulo primero del Libro segundo de la Noví¬ 
sima Recopilación, al paso que S. M. resuelve que se observe lo 
hasta entonces mandado, á saber, que conozca desde el principio la 
jurisdicción ordinaria con el Eclesiástico, hasta poner la causa en 
estado de sentencia, y que entonces se remita á la vía reservada de 
Gracia y Justicia para lo que haya lugar, se refiere que S. M. habia 
resuelto que el Consejo de Castilla formase «con la posible brevedad 
una instrucción detallada que sirviese de regla general á todos los 
Tribunales y Justicias del Reino, y con la qual al mismo tiempo 
que se conservase la jurisdicción Eclesiástica contenciosa, conce¬ 
dida justamente á la Iglesia, no se estendiese esta á impedir que la 
Real ordinaria castigue y contengan los delitos atroces públicos 
que trastornan el orden común, y cuyas penas exceden las faculta¬ 
des Eclesiásticas. ¿A. dónde, pues, está esa indecisión que ha obli¬ 
gado al Consejo Eclesiástico á creerse con facultades para exigirse 
en Juez, y á no extrañar que lo haya hecho también por su parte 
la Real Sala hasta el extremo de pronunciar sentencia? Lo hasta 
entonces mandado y cuya observancia se reencarga, era que sustan¬ 
ciada la causa por la jurisdicción Real con intervención del Ecle¬ 
siástico v hallándose en estado de sentencia, se remitiese á la vía 
reservada de Gracia y Justicia, para lo que hubiese lugar; y es 
bien seguro que en llegando este caso, S. M. no habia de remitir 
las causas de delitos atroces á los Tribunales Eclesiásticos para que 
las sentenciasen; porque como queda dicho en la misma órden, lo 
que tenia pedido era una instrucción detallada para fijar los límites 
de ambas jurisdicciones; de modo que la Eclesiástica no pudiese 
impedir á la Real ordinaria el castigar y contener los delitos atro¬ 
ces y públicos que trastornan el orden común y exceden las facul¬ 
tades Eclesiásticas. 

A. la Junta le parece que no puede decirse con mas claridad, que 
los Jueces eclesiásticos no tienen facultades para sentenciar las cau¬ 
sas de delitos atroces públicos, que trastornan el órden común, 
y que su intervención debe ceñirse de modo que no impida á la ju¬ 
risdicción Real su corrección y castigo. Así pues, el Vicario y sus 
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Conjueces han fundado en esta ocasión su. derecho en la ley que se 
lo niega mas terminantemente. 

Dando todavía la Junta mayor estension á sus observaciones so¬ 
bre estos estrenaos no puede prescindir de anunciar á V. E. que en su 
concepto es éste el paso mas avanzado que ha dado hasta ahora la 
jurisdicción eclesiástica por esceso de celo, para turbar el ejercicio 
de la autoridad Real en una materia de tanta trascendencia: cierto es 
que han sido continuas las quejas de los Tribunales contra los 
efugios de que se valían los Jueces eclesiásticos para impedir la 
ejecución de las sentencias capitales, no asintiendo á la degra¬ 
dación que debe preceder; pero al fin se trataba en todas de efu¬ 
gios y de ardides que ponian trabas por medios acaso indirectos 
ó bajo pretestos especiosos. Mas en esta causa por el contrario 
no se buscan arbitrios, sino que se sientan principios y se estable¬ 
cen abiertamente máximas que si se dexan correr, fixarian una 
legislación enteramente nueva para los delitos atroces de los Ecle¬ 
siásticos : ya no basta que haya intervenido el delegado hasta el 
estado de sentencia: ya no está decidido si es la jurisdicción 
Real ó la Eclesiástica la que ha de pronunciar la sentencia: ya la 
degradación se hace mirar en los Eclesiásticos condenados á pena 
capital por la jurisdicción Real como pena canónica: ya por consi * 
guiente ha de conocer la jurisdicción Eclesiástica del mérito intrín¬ 
seco de la causa después de sentenciada: ya por atroces y atrocísi¬ 
mos que sean los delitos en que haya incurrido el reo y por que 
haya sido sentenciado con arreglo á las leyes, no puede el Consejo 
eclesiástico condenarlo á degradación, sino ha incurrido en ¡os casos 
para ello determinados por los Cánones y Bulas Pontificias: ya, si 
así no se reconoce, se violan los decretos del Santo Concilio de 
Trento, de que es S. M. glorioso protector, se atacan las inmunida¬ 
des, y se le dá ocasión en cierto modo al Pueblo para menospreciar 
al estado Eclesiástico; y ya en fin, sea qual fuere el juicio que ha 
formado la Real Sala de los delitos del Presbítero Aldama, ni están 
bien probados con arreglo á las leyes, ni ha incurrido en ninguno 
de los determinados para merecer la degradación por los Cánones y 
Rulas Pontificias. 

Todo esto se desprende incontestablemente de la esposicion del 
Vicario eclesiástico y sus conjueces, y la junta no tiene noticia de 
que se haya dado en ningún tiempo un ataque mas brusco á las 
supremas regalías de S. M., ni con que se aspire mas directamente 
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á fixar una jurisprudencia nueva, y tal vez la mas á propósito para 
animarse á cometer atroces crímenes con desconsuelo general de 
todos los vasallos del Rey sobre quienes gravitan sin escepcion las 
leyes. Efectivamente, adoptados estos principios, la Real Sala ha 
sido injusta aúnen la hipótesis de haber obrado en la esfera de sus 
atribuciones, y aunque los crímenes del Presbítero Aldama estu* 
viesen tan bien probados como no los encuentra el Juez eclesiásti¬ 
co, nunca podría expiarlos con la pena de la Ley ¡ porque para su 
ejecución, es preciso un juicio canónico de degradación , que ya 
está dicho que no le alcanza, por no estar en los casos determina¬ 
dos por los Cánones y Bulas Pontificias. 

Este es, Señor Excmo., un pequeño bosquejo de las terribles pre¬ 
tensiones del Consejo eclesiástico y de las funestas consequencias 
que se seguirían de apreciarlas; y la junta se abstiene de trazar en 
grande el cuadro como pudiera hacerlo con facilidad; porque al en¬ 
terarse de los antecedentes que Y. E. la remitió para su instrucción, 
tropezó con la incomparable consulta que elevó el Consejo á S. M. 
en catorce de diciembre de mil ochocientos diez y seis, en la que 
halló muchísimo que aprender y expuesto con la mayor sabiduría, 
solidez y acierto, mucho mas de lo que pudieran dar de sí reunidas 
las luces de todos sus individuos. Se vio el Consejo entonces en la 
necesidad de luchar con el talento de un Purpurado, consumado po¬ 
lítico que en nombre de uno de los Pontífices mas gloriosos, negó á 
el Augusto Padre de S. M. las preces que en su Real nombre elevó 
á su Santidad el Ministro Plenipotenciario en Roma; y así como 
nada le quedó por decir al Prelado Romano para sostener los dere¬ 
chos de la Jurisdicción eclesiástica que quiso apoyar en la ocasión 
hasta con las opiniones de los mas célebres jurisconsultos Españo¬ 
les; así el Consejo tratando de la materia desde la época de los pri¬ 
meros Emperadores cristianos, analizando y desplegando prolixa- 
mente los principios mas luminosos de la jurisprudencia civil y ca¬ 
nónica, citando y no hablando en globo como el Cardenal Consalvi, 
los Concilios Toledanos, las leyes del fuero y posteriores de nues¬ 
tros Códigos y los grandes escritores Españoles, pulverizó por de¬ 
cirlo así, toda la contestación del Cardenal Romano, y afianzó en 
los mas sólidos cimientos la potestad Suprema de los Príncipes Se 
culares sobre todos sus vasallos; sin distinción de clases ni estados, 
haciendo palpables hasta el grado de la demostración los males que 
se seguían al Estado de la impunidad que infaliblemente resulta a 


CONSULTA DEL CONSEJO REAL SOBRE EL FUERO ECLESIASTICO. 1 

del exceso de piedad coo que se toleraban estos abusos, y la ur¬ 
gentísima necesidad que había de cortarlos de raiz, por los medios 
que propuso en los ocho capítulos que elevó en consulta á S. M. y 
sobre que no llegó á recaer la soberana resolución. 

¡Hasta cuando pues se sostendrá con tan perjudicial generali 
dad la idea de que en los conflictos de jurisdicción, exalta siem¬ 
pre el celo á los respectivos defensores para extralimitarse en la 
emisión de sus opiniones! Así ha sucedido ciertamente en muchas 
ocasiones y sobre diversas materias, pero la de que se trata no la 
parece á la Junta subsceptible de semejante peligro, y por lo mismo 
se la hace mas reparable la vehemencia con que se sostiene por parte 
de la jurisdicción eclesiástica. Los crímenes que merecen el nombre 
de atroces y atrocísimos atraen siempre sobre el criminal !a pena de 
muerte que la lenidad de la Iglesia se abstiene de imponer, y con 
la jurisdicción Real ordinaria no puede menos de satisfacer á la vin¬ 
dicta pública. Este es el gran principio que dictan ¡a razón, que esta- 
blecen las leyes de España de todos los tiempos, que no contradi¬ 
cen los Cánones y que explanó el Consejo en su citada consulta, con 
toda la energía propia de un Tribunal Supremo, preguntado por un 
legislador que no podia renunciar sus altos derechos sin inhabilitar¬ 
se para el gobierno de sus Reynos. ¿ Cómo ha de poder pues haber 
esceso ni por celo ni por otra causa en los defensores de la jurisdic¬ 
ción Real ordinaria siendo infalible por una parte que los Jueces 
eclesiásticos no pueden pronunciar sentencia capital, y por otra 
que los reos eclesiásticos de crímenes atroces y atrocísimos no de¬ 
ben quedar impunes, porque la inmunidad que se la consideró á la 
Iglesia quando nació en el Estado , ni es decoroso, ni justo que lie 
gue hasta este extremo? Y ¿se merecerá también los honores de la 
impugnación la favorita especie con que siempre se ha tratado de 
adormecer al legislador Supremo, á saber la de que aunque no le 
quepa al criminal atroz eclesiástico la pena de sangre no por eso 
queda impune, porque se lo imponen otras temporales ó perpétuas 
qne traen consigo privaciones y mortificaciones mas sensibles á ve¬ 
ces que la misma muerte? Los escollos se multiplican á proporción 
que se analizan las observaciones del Consejo eclésiástico y la Jun¬ 
ta se vé en la precisión de pedir á V. E. que disimule su prolixidad 
atribuyéndola al interés con que llenando sus deberes y sus jura¬ 
mentos mira por la conservación y por la integridad de las regalías 
de S. M. 
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¿Qué jurisconsulto ha, dicho hasta ahora que no queda impune 
el delínqueme cuando no sufre la pena establecida por la ley para 
su delito? Verdad es que hay en el orden de los sucesos humanos 
situaciones tan amargas para el hombre , que le obligarían á pre¬ 
ferir la muerte á una vida miserable, y á una existencia siempre 
penosa y agitada , pero esta clase de teorías de grande uso v apli¬ 
cación en la moral, no debe tener la menor influencia en la legisla¬ 
ción criminal, porque es otro y muy otro el punto de donde parte 
la proporción entre los delitos y las penas, y sobre todo porque á 
los jurisconsultos y á los Jueces, no les toca examinar la justicia 
de las leyes, á no ser consultados por el legislador para crearlas, y 
sí linicamente cuidar de su aplicación y de su rígida observancia. 
Estando pues establecida por ellas la pena capital para los delitos 
atroces y atrocísimos sin distinción de personas ni de fueros, no ha¬ 
bla en su propio idioma el Juez que dice, que no queda impune el 
reo atroz condenado á una pena estraordinaria temporal ó perpé- 
tua; pues que la Ley no quiere ya ni sus padecimientos ni su en¬ 
mienda, sino el sacrificio de su vida para castigo suyo y escarmien¬ 
to ageno. 

Se objetaria acaso dándose lugar á entrar en contestaciones, que 
hoy se trata precisamente de fixar esa ley que falta para evitar los 
inconvenientes que se tocan, y que hablando para ello los defenso¬ 
res de ambos fueros, están justamente en el caso de presentar to¬ 
das sus observaciones con absoluta independencia del estado actual 
de las cosas; mas este sería un nuevo error voluntario indisculpable 
porque de lo que se trata no es de fixar una legislación hasta ahora 
incierta sobre el modo de proceder en las causas criminales de deli¬ 
tos atroces de los eclesiásticos, sino esdefijarreglasinvariablespara 
evitar las trabas y entorpecimientos que ponen los Jueces eclesiásli- 
cos'al ejercicio de la jurisdicción Real, bien fixado para la prosecu¬ 
ción de estas causas, y aun para esto solo está consultado el Consejo 
de modo que siempre resulta inesacta la idea de que haya ni deba 
haber un conflicto ó competencia de las dos jurisdicciones que no hay 
efectivamente ni otra cosa en la realidad que una tendencia cons¬ 
tante de la eclesiástica á entrabar y entorpecer el ejercicio de la 
Real en las causas de los delitos atroces, y una urgente necesidad 
por consecuencia, de destruiría, de asegurar el ejercicio de la Su¬ 
prema autoridad civil, y de evitar la desastrosa impunidad que de 
tanto tiempo á esta parte nos aflixe y se incrementa. 
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Los continuos recuerdos que han hecho los Tribunales Superio¬ 
res de Provincia, especialmente desde la época de la causa desgra* 
ciadamente célebre, llamada de Huercanos en Valladolid, se han 
dirigido constantemente á pedir un remedio contra las trabas y en¬ 
torpecimientos que oponía la jurisdicción Eclesiástica al ejercicio de 
la Real ordinaria; las Reales órdenes que en diferentes tiempos se 
han espedido sobre la materia, tampoco han exigido mas que ins¬ 
trucciones detalladas para evitarlas; y el Consejo en sps sábias con¬ 
sultas, no ha aspirado á otra cosa que á proponer medios para con¬ 
seguir este solo objeto. No ha habido, pues, ni aun ocasión para 
dudar de la competencia de la jurisdicción Real ni de la incompe¬ 
tencia de la Eclesiástica para sentenciar en estas causas: el mal no 
ha estado nunca en desconocer abiertamente la autoridad para co¬ 
nocer y fallar, sino en ingerirse á analizar el fallo para impedir su 
execucion; y quando solo se buscan medios para impedir la repeti¬ 
ción de este abuso, nada sería mas á propósito para no encontrar¬ 
los que el reducir de nuevo á question los ¡imites de las dos jurisdic¬ 
ciones que nadie desconoce. ¿Y qué otra cosa sucedería si el res¬ 
peto que profesamos a nuestra Santa Madre la Iglesia, y á sus dig¬ 
nos Ministros nos condujera hasta el estremo de inclinar el juicio a 
creer que se está en el caso de apreciar las consideraciones que 
hace el Consejo eclesiástico en uno solo quilate mas de lo que las 
avalora el celo de los beneméritos individuos que le compusieron? 
Ellas conducen directamente á negar á la jurisdicción Real ordina¬ 
ria el derecho esclusivo de sentenciar estas causas, pues que con¬ 
cluye fundando en ley la idea de que no está aun decidido qual 
de las dos jurisdicciones que concurren á ellas deba proceder á sen¬ 
tenciarlas, y á establecer el principio de que no se puede proceder 
á la degradación del Eclesiástico sentenciado á pena capital, sin que 
preceda la sentencia de deposición con pleno conocimiento de cau¬ 
sa por Jueces que no pueden pronunciarlas sino en casos determi¬ 
nados. Luego es positivo que si se aprecian las consideraciones que 
hace en su exposición el Consejo eclesiástico, se volverían á reducir 
á question los principios mas bien establecidos y demás inconcusa 
observancia en la práctica; pues que nunca se ha combatido con 
fruto aunque sí muchas veces inutilizado con fortuna. 

El mismo espediente que Y. E. se ha servido acompañar á su 
oficio de remisión, es el mejor comprobante de que la legislación 
sobre la materia está bien establecida y de que ni se trata ni 
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se puede tratar de otra cosa que de impedir las dilaciones v 

entorpecimientos, y el desaire por ellos á la jurisdicción Real óÑ 

drnaria, que nunca tal vez se ha intentado mas directamente que 
en esta ocasión. Puesta ya la causa en estado de sentencia con in¬ 
tervención del delegado eclesiástico, se remitió á S. M. por la vía 
de Gracia y Justicia, cumpliendo con la Circular de trece de setiem¬ 
bre de mil ochocientos quince, y oido el dictámen de Y. E. que 
S. i\L tuvo á bien pedir, la devolvió el Ministerio de su Real orden 
con oficio de veinte y dos de febrero, para que el Consejo formase 
y consultase el sistema invariable que ofreció el Sr. D. Cárlos 
Quarto, de feliz memoria en la ya citada Real orden de diez y nue¬ 
ve de noviembre de mil setecientos noventa y nueve, siendo digno 
de notarse que S. M. tomó esta resolución persuadido de la nece¬ 
sidad de que se estableciesen reglas y medidas invariables, para que 
la execucion de las sentencias de los Tribunales y Justicias del 
Reyno contra los eclesiásticas por delitos atroces no sufran los 
entorpecimientos y dilaciones que suelen producirse, ó quede des¬ 
airada la jurisdicción Real ordinaria, logrando su impunidad el 
delinquente por un celo indiscreto. 

Este es leguage literal del Legislador Supremo que sin necesidad 
de comentario, dice con la mayor claridad que la ejecución no debe 
ser entorpecida: que la jurisdicción Real no debe ser desairada: que 
el delincuente no debe quedar impune: que estos inconvenientes se 
suelen producir por un celo indiscreto, y qüe hay necesidad de es¬ 
tablecer reglas para que no se reproduzcan. El Consejo quiso oir á 
los Señores Fiscales y estos cuya piedad, respeto y luces son de¬ 
masiado notorias para que pudieran ignorar ni la importancia de la 
materia niel objeto de la consulta, digeron en pocos renglones, que 
todo lo que S. M. pedia estaba ejecutado mucho tiempo hace con el 
mayor detenimiento, prolijidad y distinción, sin que ni á ellos nial 
Consejo les restase hacer otra cosa que recordar el despacho de la 
consulta de catorce de diciembre de mil ochocientos diez y seis, de 
la que no había el menor motivo para variar, y antes sí por el con 

trario era muy urgente insistir en ella. 

Hecha consulta por el Consejo en veinte y siete de marzo si¬ 
guiente, acordó qüe se observasen por ahora tas reglas que están 
dadas hasta aquí y se espresan en la Real órden de diez y nueve 
de noviembre de mil setecientos noventa y nueve, circulada á os 
Tribunales del Reyno en trece de septiembre de mil ochocientos 
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quince, y S. M. se conformó con este dictámen. La Junta quisie¬ 
ra poder prescindir de elevar á V. E. las reflexiones que la ha 
obligado á hacer este dictámen; pero tanto por corresponder a su 
honrosa confianza como por llenar sus deseos y sus votos, se cree 
en la necesidad de elevárselas en la segura confianza de que no 
disminuirá por eso el concepto que presume tener bien merecido en 
orden al profundo respeto que profesa al Tribunal Supremo de la 
Nación de cuya protección se gloría. 

La Rea! orden de diez y nueve de noviembre de mil setecientos 
noventa y nueve nada prevenia, sino que puesta la causa en esta¬ 
do de sentencia, se remitiese á,S. M. por la via de Gracia y Jus¬ 
ticia, para lo que hubiese lugar: Quando el Consejo dió en veinte 
v siete de marzo este dictámen, ya estaba cumplida dicha orden, 

•j 

porque se había remitido á S. M. legítimamente sustanciada, y en 
estado de sentencia, habia sido Y. E. consultado; v precisamente 
para decidir en este estado de la causa lo que hubiese lugar, se le 
dirigió al Consejo por medio de V. E. el oficio de veinte y dos de 
febrero. En él mandaba S. M., que se le consultasen reglas inva¬ 
riables para que procediese la ejecución sin entorpecimiento: los 
Señores Fiscales dixeron que estaban consultados desde catorce de 
diciembre de mil ochocientos diez v seis, como lo están con efecto 
en los ocho Capítulos con que el Consejo finalizó aquella sabia 
Consulta: luego parece indudable que el dictamen de veinte y siete 
de marzo, no llenó el objeto de! oficio de veinte y dos de febrero, 
porque concretándose á que se observara lo que ya habia precedi¬ 
do, esto es, la remisión de la causa en estado de sentencia para 
que S. M. resolviese lo que hubiese lugar, no dictó regla ninguna 
para allanar la ejecución de las sentencias, que filé lo que pi¬ 
dió 5. M. quando le fué remitida la causa eo estado de sentencia. 

Como la causa remitida en este estado, le fué devuelta á la 
Sala á consecuencia sin duda de la conformidad de S. M. con el 
dictámen del Consejo de veinte y siete de marzo procedió sin de¬ 
tención á sentenciarla, y se practicaron á lo que parece, las demás 
diligencias consiguientes, á saber la Consulta á S. M. de veinte, y 
quatro de abril y las subcesivas de estilo para realizar la degrada¬ 
ción; cuyo éxito es la prueba mas relevante de la necesidad que 
habia de dictar las reglas invariables que pidió S. M. en su Real 
órden de veinte y dos de febrero, de que los señores Fiscales alla¬ 
naron grandemente el camino en su respuesta de primero de m- #• 

TOMO II. ' 
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zo, y de que no se consiguió el objeto por la consulta de veinte y 
siete del mismo mes. 

La Junta está bien convencida, de que el Consejo no pudo pre- 
veer lo que ha sucedido, y sí antes bien que atendido el conjunto de 
circunstancias, debió creer que en esta ocasión no ofrecería la de¬ 
gradación dificultades; mas por desgracia las ha ofrecido de tal na¬ 
turaleza, que pasan de la esfera de dilaciones y entorpecimientos 
que eran los que deseaba evitar S. M. y rayan en la de pretensio¬ 
nes francas para sugetar las sentencias de la jurisdicción Real or¬ 
dinaria á un nuevo juicio, del que si el reo sale absuelto, que des¬ 
airada la jurisdicción que le condenó, y frustrada la ejecución de la 
sentencia; y si sale condenado, viene á resultar juzgado por el Tri¬ 
bunal eclesiástico, y solo cometida su execueion al brazo secular; 
el qual en los casos en que la jurisdicción eclesiástica condenó 
reos dentro de su propia esfera, jamás se entrometió á conocer de 
los méritos de la causa, ni opuso la menor traba ni entorpecimien¬ 
to á la ejecución de las sentencias. 

Este es Sr. Excmo. el resultado y el estado de la causa que 
V. E. quiso prevenir: la junta cree dejarle presentado en su ver¬ 
dadero punto de vista, sin mas que haber analizado con imparcia¬ 
lidad y exactitud, la esposicion hecha á S. M. por el Vicario 
eclesiástico y sus Conjueces; y convencida de que ésta no es mas 
que un nuevo egemplar de las dilaciones y entorpecimientos con que 
en la mayor parte de las ocurrencias, se ha procurado evitar, la 
ejecución de las sentencias pronunciadas por la jurisdicción Real 
ordinaria, pasa á esponer su dictámen protestando su veneración á 
la Iglesia y sus respetables Ministros, su acatamiento al Consejo 
Real su protector, y su gratitud á V. E. 

La autoridad suprema de S. M. depositada en los .Ministros que 
exercen en su Real nombre la jurisdicción Real ordinaria para co¬ 
nocer y sentenciar en las causas de delitos otroces y atrocísimos de 
los eclesiásticos, es tan innegable como la incompetencia de la ju¬ 
risdicción eclesiástica para sentenciar en causas de sangre. 

La degradación que se exige en estas causas para proceder á la 
ejecución con todo el miramiento, decoro y respeto que se merece 
el estado eclesiástico, no es la pena gravísima y última canónica 
designada por los Cánones y Bulas Pontificias para los determina¬ 
dos casos, en que juzgando y sentenciando sola y exclusivamente 
la jurisdicción eclesiástica, conceptúa haber incurrido el reo en 
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alguno de ellos, sino una ceremonia augusta é imponente en quanto 
cabe, para secularizar ó profanar del modo posible al individuo, á 
quien por la misma atrocidad de su delito no pudo aprovechar el 
fuero eclesiástico, para que al paso que se satisfaga la vindicta 
pública, vea el Pueblo religioso hasta dónde llega la piedad y res¬ 
peto del Príncipe hácia la Santa Iglesia, aun con los individuos que 
tanto le ofendieron, olvidados de la mansedumbre y santidad de 
sus estados. 

La jurisdicción contenciosa que nuestro Soberano manda en sus 
Reales decretos que se conserve á la Iglesia como justamente con¬ 
cedida, no se turba en lo mas mínimo, interviniendo el Delegado 
eclesiástico á su satisfacción en las Causas de delitos atroces hasta 
que llegue el estado de sentencia ; pues en llegando el caso déla 
degradación, no se le pide ni se le concede al eclesiástico un acto 
de jurisdicción, sino que segregue de su respetable gremio, á un 
individuo que vá á sufrir una pena impuesta por autoridad legítima 
con su intervención, por todo el tiempo en que fué necesaria para 
la preservación de la inmunidad eclesiástica. 

Las sentencias pronunciadas por la jurisdicción Real ordinaria, 
cuya justicia queda á cargo de ios Ministros que las pronuncian sin 
que otra alguna autoridad deba bajo ningún pretesto censurarlas, 
han de tener su pleno y cumplido efecto, so pena de quedar desai¬ 
rada la autoridad Real, sin satisfacción la vindicta pública, é impu¬ 
ne el delincuente. 

Estos principios están reconocidos y establecidos desde muy an¬ 
tiguo, y aun se puede decir que practicados; pues el que hayan 
quedado algunas sentencias sin la ejecución que en otras se ha ve¬ 
rificado, esto no se puede atribuir á la incertidumbre de la legisla¬ 
ción, ni en quanto á la autoridad que debe sentenciar, ni en quanto 
á la ejecución que deven tenerlas sentencias, sino á las que los 
Monarcas mismos llaman dilaciones y entorpecimientos, con que 
queda desairada su Real autoridad. Si nuestros Soberanos han pedi ¬ 
do reglas invariables, solo ha sido para que no se repitan; y sería 
verdaderamente absurdo que en un caso en que se llegan á repetir 
quedase la sentencia sin execucion solo por no haber aun recaído 
resolución soberana á la consulta que ya hizo el Consejo, y que so¬ 
lo se le pidió para evitar la reproducción de unos abusos tan tras¬ 
cendentales. 

Así, pues, Sr. Excmo. la Junta reflexionando que las reglas que 
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propuso para el objeto el Consejo en su consulta de catorce de di¬ 
ciembre de mil # ochocientos diez y seis á continuación de un dicté - 
mén verdaderamente incomparable, son las mas conformes y ade¬ 
cuadas para conseguir el justo fin de que la jurisdicción Real órdi • 
liaría, quede expedita en sus funciones, sin trabas ni embarazos que 
la enerven; y que en la causa en question están cumplidos en lo 
sustancial todos los artículos hasta el séptimo inclusive; es de dic- 
támen, que Y. E. siendo servido, podrá consultar á S. M. que ma¬ 
nifieste al Vicario eclesiástico y sus Conjueces, ser su Soberana vo¬ 
luntad, que sin embargo de lo expuesto, procedan á verificar la de¬ 
gradación, como es de esperar que lo hagan, quedando en otro caso 
lugar para ulterior resolución, conforme al segundo estremo del 
capítulo octavo de la citada consulta del Consejo; y que para evitar 
en lo subcesivo la repetición de estos excesos, podrá S. M. además 
prestarse sin el menor escrúpulo de conciencia ni rezelo, á aprobar 
y mandar observar las reglas propuestas en los ocho capítulos de 
la referida Consulta del Consejo de catorce de diciembre de mi! 
ochocientos diez y seis. 

En ocho de dicho mes de setiembre, e! Gobernador del Vuestro 
Consejo pasó al Secretario de Estado y del despacho Universa! de 
Gracia y Justicia un oficio concebido en los términos siguientes: 

Excmo. Sr. De orden del Rey Nuestro Señor me remitió V. E. 
en primero de agosto último para que informara lo que se me ofre¬ 
ciera y pareciese la exposición que devuelvo del Vicario eclesiás¬ 
tico de esta villa y los Conjueces constituidos en dignidad Eclesiás¬ 
tica nombrados para entender en la degradación del Presbítero Don 
Marcelo Aidama y Goyri, sentenciado por la Sala segunda de Alcal¬ 
des á la pena capital, proponiendo se substituya ésta en una reclu¬ 
sión, con cuyo objeto me acompañó V. E. también para el oportuno 
conocimiento la consulta de ¡a Sala que yo había dirigido á S. M. 
con mi oficio de veinte y quatro de abril, elevando á su Rea! noticia 


ia espresada sentencia. 

Leí detenidamente la exposición del Vicario y Conjueces, peí o 
no conviniendo con las ideas que tengo de la Suprema autoiidaJ ^e 
S. M., el dictámen del mismo Vicario eclesiástico y Conjueces sobre 
la causa seguida en la Sala contra el Presbítero D. Marcelo Aidama 
y Goyri, y considerando ser este un ejemplar de gravísima trascen 
dencia para consentirlo, resolví pedir un interine a la Junta de go 
bierno del Colegio de Abogados de esta córte, persuadido de que ia 
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ilustración desús actuales individuos en la ciencia y práctica de la 
legislación civil y canónica, presentaría datos luminosos sobre la 
materia en defensa de la jurisdicción Real ordinaria; y con efecto 
me ha remitido el que original acompaño, llenando enteramente el 
objeto que me propuse. 

Satisface en mi concepto dicho informe, de un modo decisivo y 
concluyente, los equivocados principios que sientan en su exposi¬ 
ción el Vicario eclesiástico y sus Gonjueces para deprimir las rega¬ 
lías de S. M., y por lo mismo presto mi entera conformidad á quan- 
to en él se propone, debiendo solo añadir, que no adoptándose para 
lo sucesivo el sistema que se establece, quedará sancionada la im 
punidad de los delitos atroces de los eclesiásticos y degradada la 
jurisdicción Real ordinaria, que es la madre y origen de todas las 
jurisdicciones, hasta el estremo escandaloso de ponerse bajo la tu¬ 
tela de Jueces eclesiásticos para ejecutar sus sentencias, atacándose 
así directamente la soberanía de S. M. que siempre debe quedar 
espedita para el gobierno de sus Reynos y conservación del órden 
social. 

Así lo espreso á V. E. para que, dando cuenta á S. M., se dig¬ 
ne resolver lo que fuere mas de su Real agrado.=Ignacio Martínez 
de Viliela.—Sr. Secretario del Despacho de Gracia y Justicia. 

El Vicario de Madrid y sus Gonjueces, con fecha diez y ocho del 
mismo mes, dirigieron á V. M. la representación siguiente: 

Señor:—El Vicario de Madrid y los Conjueces constituidos en 
dignidad Eclesiástica, que con él entendieron en la causa de degra¬ 
dación del Presbítero D. Marcelo Aldama y Goyri, se han enterado 
de una Real órden comunicada por vuestro Secretario de Estado y 
del Despacho de Gracia y Justicia con fecha de quince del corrien¬ 
te, por la que se les dice que V. M. ha resuelto que, sin embargo 
de las observaciones que han hecho anteriormente sobre el parti¬ 
cular, procedan á la degradación de dicho Presbítero. 

Llenos, Señor, por una parte de! mas profundo respeto á las ór¬ 
denes de V. M., é impedidos por otra de dar cumplimiento á lapre 
sente por defecto de facultades, se creen obligados á ocupar nueva¬ 
mente la soberana atención de V. M. con una manifestación clara y 
sencilla de la imposibilidad de ejecutarla, prometiéndose que el 
piadoso corazón de V. M. no hallará en este paso mas que el des 
emperno de un deber sagrado que les impone su conciencia. 

^o ic^ora que así como los Obispos consagrados son los 
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Vínicos que pueden ordenar los demás Ministros de la iglesia, del 
mismo modo les está reservado el hacer la degradación de los'que 
ya estuvieren ordenados en su caso y lugar* sin que pueda ejecu¬ 
tarlo otro alguno que no esté revestido del carácter episcopal, por 
cuya razón se contienen en el Pontifical todas las ceremonias que 
¡os Obispos deben observar en tan terrible acto. Y como ni el Vi¬ 
cario eclesiástico ni alguno de sus Conjueces se hallan en tan supe¬ 
rior grado, es punto indudable y asentado que no puedan proceder 
á la degradación del referido Presbítero, por faltarles la que llama 
el derecho Potestad de orden. 

Tal vez se creerá, que pueden dar comisión ó nombrar algún 
Obispo consagrado para que la egecute, en cuyo sentido se per¬ 
suaden se habrá estendido la Real órden para que procedan á ella. 
Si se tratase de una pena que pudiese imponer la autoridad secular, 
ninguna dificultad pudiera ofrecer el dar cumplimiento á la Supe 
rior de V. M. á quien todos estamos obligados á obedecer, como 
nuestro legítimo Soberano; mas siendo una pena canónica propia 
y privativa de la jurisdicción Eclesiástica, preciso es que haya de 
imponerse por la autoridad de la Iglesia, y por las reglas ó cáno¬ 
nes que tienen establecidos para ello, de los que no pueden apar¬ 
tarse los Jueces en las sentencias que hubieren de pronunciar en 
nombre de la misma Iglesia sin prevaricar. 

Estos principios invariables que no pueden ser desconocidos á 
la alta comprensión de V- M. han sido ¡os que han gobernado á 
los exponentes en el conocimiento de la causa de Aldama, en la 
que después de haber consultado los cánones con el cuidado y di¬ 
ligencia que exigía la gravedad del asunto y comparándoles cada 
uno según sus luces y capacidad con los méritos del proceso, ha 
sido el juicio de todos el de no haber lugar á la degradación por las 
razanes que tuvieron el honor de elevar á V. M. en su reverente 

consulta de diez y nueve de julio ultimo. 

Para esta declaración, procedieron con la correspondiente auto 
rizacion eclesiástica, por la Comisión especial dada por el Cabildo 
de Toledo, Gobernador del Arzobispado, Sede vacante, á su Vicario 
en esta Córte, observaron las formas establecidas por el Santo Con 
cilio de Trento, y nada omitieron de quanto se requiere para un 
juicio canónico, el que pronunciado legítimamente, no puede va e 
jar de ser considerado como juicio de la misma Iglesia, en cuyo 
nombre le profirieron. Pudieron errar, es verdad, pero ya es juicio 
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acabado, y do está en sus facultades el contradecir lo juzgado por 
su autoridad, y el modo y forma que prescriben sus cánones. 

Por consiguiente, tampoco tienen la facultad de delegar la de ¬ 
gradación solemne, que no es otra cosa que la ejecución de la ver¬ 
bal, declarada antecedentemente por la competente autoridad ecle¬ 
siástica y mandada por la misma, por ser ambas penas canónicas. 
¿Y cómo podrían, Señor, mandar egecutar lo contrario á la senten¬ 
cia que han pronunciado sin mentir á sus conciencias y hacer trai¬ 
ción al juicio de la Iglesia? Aun quando por la común flaqueza co¬ 
metiesen esa debilidad, es bien seguro que no habría Obispo alguno 
que se prestase al acto de la degradación, porque todos necesitarían 
estar competentemente autorizados, y ninguno podría estarlo me¬ 
diante la sentencia y declaración contraria de un juicio canónico 
que ya no es posible retractar. 

Señor, V, ¡VI. como tan religioso, y como hijo predilecto de la 
Iglesia, no puede menos de sentir en su piadoso corazón la fuerza 
de estas verdades, y conocer el amargo conflicto en que se hallan 
los que representan, al ver que se Ies manda por una Real órden 
proceder á la degradación de un Presbítero que tienen desestimada 
con la autoridad de la Iglesia Santa, á la que solo pertenece el im¬ 
poner y egecutar semejante pena. V. M., como verdadero protector 
de los cánones y del Santo Concilio, jamás ha desmentido este con¬ 
cepto, ni permitido que se alteren sus disposiciones, y menos pre¬ 
tendido reformar en esta parte la disciplina observada hasta ahora 
en este punto; y habiéndose conformado con ella religiosamente los 
que subscriben, tampoco puede dejar de conocer que les es absolu¬ 
tamente imposible el dar cumplimiento á la expresada Real órden, 
no pudiendo proceder por sí ni por otro á la degradación que se les 
manda. 

Esperan por todo que mejor informado el Real ánimo de V. M. 
sea servido mandar suspender sus efectos, y no permitir que se les 
obligue ni estreche á lo que no pueden ejecutar, y causaría un ejem¬ 
plar nunca visto en los dilatados dominios de Y. M., contrario á la 
libertad que siempre ha gozado en ellos la Iglesia, para la imposi¬ 
ción y aplicación de sus penas; porque aunque en la aciaga época 
de la rebelión se haya visto ejecutar las sentencias de muerte en 
los Eclesiásticos sin aguardar la degradación, por no prestarse los 
Obispos á egecutarla en el corto y perentorio término que para ello 
les daba, nunca se ha oido que tratasen de obligarles á ello iaipe* 
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misamente, y menos debe pensarse que pueda verificarse en el Rei¬ 
nado de V. M. cuya C. R. P. conserve el Cielo dilatados años para 
bien de la Monarquía. 

( Ultimamente el M. R. Nuncio de S. S. en estos Revnos, con fe¬ 
cha diez y siete de dicho mes, pasó al Vuestro Secretario da Estado 
y del Despacho Universal de Gracia y Justicia la nota siguiente: 

Excmo. Sr. Muy Sr. mió y de todo mi aprecio: En el mes de ju¬ 
nio próximo pasado pedí en Aranjuez, audiencia á S. M. que se dig¬ 
nó concedérmela, y me permití recomendar á su Real Clemencia^ 
D. Marcelo Aldama, Presbítero, condenado por la Sala de Alcaldes de 
Casa y Córte á la pena capital. Yo no me interesaba por la perso¬ 
na, sino por el estado Eclesiástico y por el augusto carácter sacer- 
, en cuyamon gua recahía la infamia de un suplicio, que en es¬ 
tos desgraciados tiempos no podía menos de engendrar en el Pue¬ 
blo mayor desprecio para el Sacerdocio. 

Después he sabido que esta Vicaría eclesiástica, á la que se había 
pasado el proceso del Mencionado Aldama, á efecto de imponerle la 
pena de degradación, no habiendo hallado mérito para ella, y no 
juzgando el crimen del reo digno de pena tan grave, se ha reasado 
enteramente á ello. 

Apesar de esto y de las razones expuestas por una Junta de Ca¬ 
nonistas nombrada por la misma Vicaría, he oido haberse pasado 
mievas órdenes terminantes para que se ejecute la degradación , á 
la que persiste en oponerse e-te Vicario, como contrario á su con¬ 
ciencia y á los deberes de su Ministerio. 

Yo no puedo dispensarme de acudir á V. E. y de reclamar de la 
piedad , de la justicia, y de la religión de S. M. C. la observancia 
de la inmunidad personal eclesiástica en un punto tan esencial. 

La degradación, es la mayor de las penas canónicas que pue¬ 
de imponer la Iglesia. La pena supone un juicio que no puede ha¬ 
cerse sino por la competente autoridad eclesiástica , á quien según 
b s Ganónos pertenece el decidir libremente si ha ó no lugar á se 
mcjaule castigo. Si se pretendiese violentar la misma autoridad, 
entonces desaparecería el juicio v la degradación seria no jus a, 
ilegal v contraria á todos los principios de la equidad natural, 

la justicia v de la Religión. . c . p . 

Por este motivo, acudo coa toda confianza a ua piadoso So 

rano que distinguiéndose siempre por su firme at e^ion 
sia y por su empeño en sostenerla, no queirá cau^ai a un 
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tan grave como laque le originaria una coacción á la conciencia de 
los Jueces eclesiásticos, que ya si cedieren á ella, se harían res¬ 
ponsables delante de Dios, de un atentado cuyas funestas resultas 
son demasiado trascendentales para no estremecer á qualquiera. 

V. E. es demasiado celoso de los intereses de la Religión y de 
los de S. M. para no conocer desde luego lo mucho que los perju¬ 
dicaría un acto que llevando consigo el sello de la violencia produ- 
ciria un efecto enteramente contrario al que debe proponerse en 
los castigos de los delincuentes. 

Yo no digo por eso que se deje de imponer una pena al Presbí¬ 
tero Aldama. Su conducta lo ha hecho acrehedor á que se le casti¬ 
gue, pero puede hacerse de modo que sin deshonra del estado 
eclesiástico y sin ofensa de la iumunidad, experimente todo el sa¬ 
ludable rigor de la justicia de las leyes. 

Espero que V. E. recibirá con la mas favorable acojida la re¬ 
presentación que hago en descargo de mi deber y de mi conciencia 
y que inclinará el Real piadoso ánimo de S. M. á la resolución 
conveniente, en el ínterin quedo con las veras del mas distinguido 
aprecio y consideración: Exmo: Sr.=S. Arzobispo de Tiro.=Exce- 
lentísimo. Sr. Ministro de Gracia v Justicia. 

4 J 

El Consejo mandó que con urgencia y los antecedentes, pasase 
todo á los Fiscales de V. M., y estando en su poder se comunicó en 
trece de octubre siguiente la Real orden que dice así: 

Excmo. Sr.: El Rev Nuestro Señor, en celebridad dei feliz dia 
<ie su cumpleaños, y usando de un acto de su Soberana clemencia, 
ha venido en indultar al Presbítero D. Marcelo Aldama Goyri, pre¬ 
so en la cárcel de Córte de esa villa, de la pena ordinaria de muer¬ 
te de garrote, á que había sido sentenciado por la Sala de Alcal¬ 
des, como reo de alta traición en primer grado, conmutándosela en 
diez años de reclusión al Hospital de Ceuta, con destino á cuidar de 
los enfermos, de donde no podrá salir sin expreso Real permiso 
de S. M., todo sin perjuicio de que el Consejo eleve la consulta que 
le está pedida en Real orden de veinte y cinco de setiembre de este 
año, sobre los demás particulares y ocurrencias de la citada causa 
y P«tra evitar otras iguales á lo subcesivo. Lo que comunico á Y. E. 
de Real órden para su inteligencia y cumplimiento.—Francisco Ta - 
deo Calomarde.—Sr. Gobernador dei Consejo Real. 

.Los Fiscales de V. M. en veinte y cinco de dicho mes de octubre 
dieron la respuesta siguiente: 
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Los Fiscales se han enterado de la Real orden con que se ha re¬ 
mitido al Consejo para que consulte una exposición de la Sala se¬ 
gunda de córte elevando á noticia de S. M. la sentencia de pena de 
muerte dictada contra el Presbítero D. Marcelo Aldama Goyri, como 
reo de alta traición en primer grado, prévia la degradación: otra del 
Vicario eclesiástico de Madrid y sus Conjueces, manifestando no 
haber lugar á la pena de degradación, y pidiendo se conmute la im¬ 
puesta á dicho Presbítero en otras menos graves. El informe del 
señor Gobernador del Consejo conviniendo con el que le dió la Jun¬ 
ta de Gobierno del Colegio de Abogados de Madrid, acerca del par¬ 
ticular: y las nuevas representaciones del M. R. Nuncio de Su 
Santidad, y los citados Vicario de Madrid y Conjueces, el primero 
interesado por la vida de! reo, y los segundos resistiendo á disponer 
la degradación del mismo. 

Y dicen: Que habiendo tomado en muy detenida consideración 
ios fundamentos que han movido al referido Tribunal eclesiástico 
para proceder del modo que se vé, los encuentra poco ó nada con¬ 
formes con las máximas y disposiciones de derecho, y en gran ma¬ 
nera ofensivas á las supremas regalías de S. M. Brevemente lo de¬ 
mostrarán. 

Quando un juicio se sigue con todas las formalidades que pre¬ 
vienen las leyes, V lo juzga ó determina la competente autoridad, 
la sentencia ó cosa juzgada en él, produce los maravillosos efectos 
que se refieren en el derecho, y que son bien notorios á todos. Su 
contenido se considera como una verdad legal: como una presun¬ 
ción juris el de jure, que no admite prueba en contrario: como una 
prueba probada que trae preparada execucion: y loque es mas, 
como una fuente de donde nace una acción que es diversa de la 
que se exerciló en el juicio acabado, y se dirige á conseguir todo 
lo que se ordena en la ejecutoria ó cosa juzgada. 

Por manera que presentada esta á qualquiera Juez si después 
de haberla examinado, observa que el juicio se siguió con arreglo 
á derecho, y que lo determinó el que era competente , inmediata¬ 
mente cree su contenido, no admite pruebas contra él, procede á 
ejecutarlo, y prescindiendo de si es justo ó injusto, solo se detiene 
á saber lo que declara ó manda para respetarlo y contribuir á que 
tenga efecto. 

Así es, que si en el Tribunal Real se presenta una executoria 
dimanada del eclesiástico en que se declara válido un matrimonio, 
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el Jaez Real venera la decisión, ó cosa juzgada, y partiendo de 
ella, procede á dar la hacienda á los hijos habidos en el tal matri¬ 
monio. Y si en el Tribunal eclesiástico se presenta otra executoria 
dimanada del Real en que se declara á favor de una persona el de¬ 
recho de patronato, el Juez- eclesiástico venera también la decisión* 
ó cosa juzgada, y tomándola por base ó fundamento, procede á ad¬ 
mitir la persona que el tal patrono ha presentado , y á darla la co¬ 
lación ó canónica institución del beneficio. En el primer caso, por¬ 
que el Juez eclesiástico es el competente para conocer de la nulidad 
ó validación del matrimonio. En el segundo , porque el Real lo es 
también para conocer de la sucesión en el derecho Real del Patro¬ 
nato. Y en ambos , porque los juicios se han seguido con las solem¬ 
nidades que prescriben las leyes. 

Pues de todas estas máximas de derecho ha prescindido en el 
caso actual el susodicho Tribunal eclesiástico de Madrid , y con 
notoria oposición á ellas ha dirigido sus procedimientos. Véase la 
prueba. 

Se pasó al Vicario eclesiástico de Madrid el proceso criminal 
formado contra el Presbítero D. Marcelo AJdama, con la sentencia 
que pronunció la Sala á virtud de Real orden de veinte y dos de 
febrero de este año, la qual había ya visto y aprobado S. M., y se 
pasó con el objeto de que se procediese á la degradación de aquel, 
préviamente á la execucion de la sentencia. 

Al examinarlo dicho Tribunal eclesiástico, se convenció plena¬ 
mente de dos cosas. La una, de que el juicio estaba seguido con 
todas las solemnidades que previenen las leyes, puesto que en la 
primera exposición que hizo á S. M. nada objetó relativamente á 
este punto. Y la otra de que la Sala tenia la autoridad competente 
para determinarlo, una vez que en la exposición afirmó que aquella 
no se habia excedido en proceder á sentenciarlo. 

Si se convenció de los espresados estrenaos, debió respetar la 
sentencia ó cosa juzgada: Y resultando de ella que hubo crimen de 
lesa Majestad en primer grado: Que lo cometió el Presbítero Don 
Marcelo Aldama, y que por ello se le condenó en la pena de muerte 
de garrote prévia su degradación en la forma ordinaria, debió creer 
y tener por cierto este juicio, considerándolo como un hecho pro 
bado, no suscitar duda sobre su certeza legal, y proceder en su 
consequencia á la degradación verbal; mayormente quando ésta, 
aunque pena canónica, era necesaria y no voluntaria: quando se 
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pedia por respeto á Dios, á la Santa Madre Iglesia y al decoro de 
los individuos de su gerarquía; y quando el Capítulo canónico man¬ 
da pedir y prestar el auxilio, non acl prejudicandum sed potius ad 
ea que Deo sunt placita prosecuendum. 

Pero no sucedió así: prescindiendo el Tribunal eclesiástico de 
las máximas de derecho que se han indicado, se detuvo á investi¬ 


gar si en el proceso había pruebas legales del delito y de su autor: 
si la egecutoria ó cosa juzgada estaba ó no arreglada v conforme á 

tu 


ellas: si la pena de degradación debía ó no imponerse: y por una 
eonsequencia legítima, aunque tácita, si la sentencia pronunciada 
por la Sala era justa ó injusta, y debía ejecutarse ó suspenderse. 
Opinó que no habia lugar á la degradación, y por este medio frus¬ 
tró los maravillosos efectos que produce la cosa juzgada, y vino á 
erigirse virtualmente en Juez superior á la Sala. 

¿Dónde se habrá visto un procedimiento de esta clase ni que la 
jurisdicción contenciosa que por privilegio de los Príncipes se con¬ 
cedió á !a Iglesia, se anteponga á la Real de donde dimana? ¿ Dón¬ 
de tampoco que aquella impida el ejercicio de ésta: que la desaire; 
y que en último resultado ataque la mas preciosa regalía del So¬ 
berano, sin la qual es imposible que govierne el Revno y lo man¬ 
tenga en paz y justicia? Al Vicario de Madrid y sus Conjueces no 
seles han podido ocultaressas reflexiones, y por tanto se han an¬ 
ticipado á cohonestar la conducta que han tenido exponiendo los 
fundamentos en que la han apoyado. Los Fiscales se harán cargo 
de ellos para que el Consejo se penetre de su ninguna impor¬ 
tancia. 

El primero se reduce á decir, que hasta ahora no se halla de¬ 
cidido qual de las dos jurisdicciones que concurren á la formación 
de este género de causas debe sentenciarlas, según se expresa ter¬ 
minantemente en la Real orden de diez y nueve de noviembre de 
mil setecientos noventa y nueve, renovada é inserta en otra de 
trece de setiembre de rail ochocientos quince: mas aun que es ver¬ 
dad que no hay tal decisión espresa para todos los casos en gene¬ 
ral también lo es que la hay tácita, y para el presente muy especí¬ 
fica y determinada. 

La hay tácita, porque la espresada Real orden de mil setecien¬ 
tos noventa y nueve, dice literalmente que no hay resistencia legal 
para que sea la jurisdicción Real quien sentencie y después manda 


al Consejo que forme una instrucción detallada sobre esta materia 
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que sirva de regla general á todos ios Tribunales y justicias del 
Reino; y con la que al mismo tiempo que se conserve la jurisdic¬ 
ción Eclesiástica contenciosa concedida justamente á la Iglesia por 
nuestros augustos Soberanos, no se extienda á impedir que la Real 
ordinaria castigue y contenga aquellos delitos atroces públicos que 
trastornan el orden común, y cuyas penas esceden las facultades 
Eclesiásticas. 

¿Cómo diría todo esto la indicada Real órden si fuese la juris¬ 
dicción eclesiástica quien deviese conocer y sentenciar este género 
de causas? Coa que tácitamente está decidido que debe ser la Real 
ordinaria. 

Fuera de eso: este punto se halla ya bastantemente apurado y 
persuadido en la sábia y prudente Consulta que el Consejo elevó 
á S. M. en catorce de diciembre de mil ochocientos diez y seis, 
proponiendo las reglas y medidas invariables que podían adoptarse 
y que deseaba y exigia el Sr. Rey D. Cárlos Quarto. La Junta del 
Colegio de Abogados de esta Córte ha extractado su contenido en 
el informe que la pidió el Sr. Gobernador del Consejo, y corre con 
el expediente; y por eso excusan los Fiscales la molestia de repetir¬ 
lo. Así que insisten en afirmar que hay una decisión tácita para to¬ 


dos los casos de delitos atroces en general. 

También la hay espresa, para el de que se trata, por que bien 
claramente dice la Sala en su exposición, que procedió á la vista 
del enunciado proceso crimina!, en cumplimiento de la Real órden 
que se la comunicó con fecha veinte y dos de febrero último. De 
consiguiente falta la indecisión que pretexta el Tribuna! Eclesiásti¬ 
co de Madrid, y que tomó como primer fundamento para examinar 
su contenido, y ver si estaba ó no probado el delito como supone la 
egecutoria ó cosa juzgada: 


El segundo fundamento lo toman de la necesidad en que los po¬ 
ne la qualidad de Jueces en qualesquiera causa: mas este pensa¬ 
miento coincide con el anterior, y solo se diferencia en el modo de 


explicarlo. El Eclesiástico no es ni puede ser Juez de ningún delito 
en que la ley impone pena de sangre. El espíritu de lenidad de la 
Iglesia lo resiste: solo lo es en el juicio de degradación. Allí se le 


pjeterna una ejecutoria que sirve de materia para ejercitar sus 
funciones. En ella examina si el juicio se arregló á lo que mandan 
las leyes, y si la ejecutoria la pronunció Juez competente. En in¬ 
formándose de ambos estrenaos, ya cumple ¡os deberes que le im- 
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pone ¡a qualidad de juzgador. Y si encuentra que aquellos concur¬ 
ren, debe tener por una verdad lega! la cosa juzgada, y partir de 
este principio para pronunciar la sentencia de degradación. Qual- 
quiera otra cosa, es opuesta á las máximas de derecho que se han 
sentado.=Y el tercero y último fundamento lo esplican diciendo: 
Que la Iglesia tiene sus casos y crímenes determinados en los cá¬ 
nones y Bulas Pontificias, de los quales no pueden salir los Ordi¬ 
narios y Jueces eclesiásticos sin nueva declaración de la Silla Apos¬ 
tólica; y á ninguno de los declarados parecieron pertenecer los que 
resultan probados contra el Presbítero Aldama. Pero los Fiscales 
creen que á esta doctrina se la debe dar alguna mayor amplifi¬ 
cación. 

Como que la degradación es una materia de disciplina, el San- 
to Concilio de Trento fixó la que en la actualidad debe observarse. 
En el capítulo cuarto de la Sesión trece de reformación dice literal¬ 
mente: «Cuín vero tam gravia non nutnquam sint delicia ab ecle- 
siaslicis commisa personis, ut ob eorura atrocilatem, é sacris ordi - 
nibus deponendcc, el enrice sint tradendee secularis.» Por estas pala¬ 
bras se vé, que el Concilio estimó la pena de degradación para to¬ 
dos los delitos atroces que cometiesen los Eclesiásticos, va estén 
espresos en los cánones, ó ya no lo estén, porque usó de la propo¬ 
sición indefinida que en derecho equirale á la universal, y porque 
no hizo distinción entre los espresados y los no espresados en los 
cánones, y según regla de derecho, tampoco nosotros la debemos 
hacer. 

De esa manera puso término á las questiones que habian agitado 
los Canonistas sobre los mismos puntos. Mas sin embargo el espíritu 
de partido las ha continuado después, y ahora las renuevan el Vi¬ 
cario eclesiástico de Madrid y sus Coojueces, afirmando que no pue¬ 
den salir de los casos y crimines determinados en los cánones y 
Bulas Pontificias para imponer la pena de degradación de la Silla 
Apostólica. Es decir en substancia y por vía de ejemplo, que pue¬ 
den degradar á un eclesiástico si ha falsificado las Letras Apostóli¬ 
cas, porque lo expresan los cánones: y por que no lo expresan, no 
pueden hacer lo mismo con el que ha conspirado contra el Rey y su 
legítimo gobierno, v biene por ello condenado á muerte, si el Papa 
no lo declara. Esto no se puede oir con paciencia, y solo sirve para 
hacer conocer hasta qué estremo conduce el deseo de hacerse inde¬ 
pendiente de la potestad temporal. 
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Aquí llegaban los Fiscales, quando se les pasó la Reai orden de 
trece del corriente, por la qual el Rey N. S. en celebridad del feliz 
dia de su cumpleaños, y usando de un acto de su Soberana clemen¬ 
cia, vino en indultar al Presbítero D. Marcelo de Aldama de la pena 
ordinaria de muerte á que fué condenado por la Sala de Alcaldes, 
conmutándosela en diez años de reclusión al hospital de Ceuta, con 
destino á cuidar de los enfermos, y de donde no podrá salir sin es- 
preso Real permiso de S. M.: todo sin perjuicio de que el Consejo 
eleve la consulta que le fué pedida en veinte y cinco de setiembre 
último, sobre los demás particulares y ocurrencias de la citada 
causa, y para evitar otras iguales en lo sucesivo. 

Ya dejan los Fiscales manifestada su opinión en orden á los pro¬ 
cedimientos del Vicario eclesiástico de Madrid y sus Conjueces an 
tes de pronunciar la sentencia en que declararon no haber lugar á 
la pena de degradación del Presbítero Aldama. Fueron opuestos á 
derecho, y al respeto que se merece la ejecutoria ó cosa juzgada 
por la autoridad competente. Mas no así los que subsiguieron ai 
pronunciamiento de dicha Sentencia eclesiástica. Con ella conclu¬ 
yeron su oficio, y quedaron sin jurisdicción para revocarla. Y por 
esta razón, aunque S. M. les mandó en 45 de setiembre último que 
procediesen sin embargo á la degradación, ya les fué imposible 
practicarla, y obraron muy bien en representarlo á S. M. como 
aparece de la segunda esposicion. Ahora, pues, dirán quanto les 
parece para que en lo subcesivo se eviten iguales ocurrencias, y 
no quede desairada la jurisdicción Real ordinaria, ni sufran menos¬ 
cabo ó mengua alguna las regalías de S. M. 

Los multiplicados delitos atroces que en el siglo pasado come 
tieron algunos eclesiásticos, ya regulares y ya seculares, dieron 
ocasión á que los Tribunales Reales formasen las correspondientes 
causas para castigarlos, y á que en la sustanciacion de ellas pusiere 
algunos embarazos la jurisdicción eclesiástica. Con este motivo se 
expidió y circuló la Real orden citada de diez y nueve de noviembre 
de mil setecientos noventa y nueve, por la qual mandó S. M. que 
el Consejo formase con la posible brevedad una instrucción deta 
liada sobre esta materia que sirviese de regla general á todos los 
Tribunales y Justicias del Reino, y con lo que al mismo tiempo que 
se conservase la jurisdicción eclesiástica contenciosa concedida jus¬ 
tamente á la Iglesia por nuestros augustos Soberanos en honor de 
Dios y sus Ministros, no se extendiese á impedir que la Real ordi- 
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caria castigase y contuviese aquellos delitos atroces públicos que 
trastornan el orden común , y cuyas penas esceden las facultades 
eclesiásticas. 

Para cumplir lo prevenido por S. M. mandó el Consejo que in¬ 
formasen todas las Chancillerías y Audiencias del Revno, con pre¬ 
sencia de los casos que hubiesen ocurrido en sus respectivos terri¬ 
torios. Y entre tanto que lo verificaban , ocurrió la muerte alevosa 
que Fray Pedro de Huercanos, Religioso Capuchino, dió á Don 
Miguel Langroniz, marido de Francisca Matute: y que por delito 
tan atroz la Sala segunda del crimen de la Cbancillería de Vallado- 
lid le impusiese en mil ochocientos uno la pena de muerte prévia 
la degradación. Para que la hiciese el R. Obispo de Calahorra á 
quien competía , se le remitieron los autos. Y seria increíble, si no 
se viese, la multitud de arbitrios que buscó para dilatar por lo me¬ 
nos la degradación. Raste decir que en mil ochocientos ocho no se 
habió verificado aun, y que según parece el reo se fugó de la 
cárcel y quedó impune su delito. 

En mil ochocientos dos ocurrieron también las muertes violen¬ 
tas, que en la villa de Benavente dió D. Juan Enrique, Clérigo de 
Prima y Beneficiado en la misma, á su tio y prima D. Juan Antonio 
Martínez Presbítero y Doña Antonia Rodríguez. En el año de mil 
ochocientos quatro, ocurrió así mismo la muerte alevosa que dió á 
Estévan de Mosteiro el Religioso del Convento de Santi Espíritus, 
Cura Párroco de Gundullim. Y con vista de estos escesos tan re¬ 
petidos, se mandó al Consejo en Real orden de veinte y nueve de 
junio de mil ochocientos quatro, que quanto antes evacuase la Con¬ 
sulta que le estaba pedida, 

Efectivamente la hizo en veinte y cinco de agosto de mi! ocho¬ 
cientos quatro proponiendo una instrucción comprensiva de ocho 
capítulos, en los que concilio los respetos debidos al santuario con 
los derechos incontestables al Imperio; y se redujo en sustancia, á 
que la jurisdicción Real, conociese sin intervención alguna de la 
Eclesiástica, de los procesos de los delitos atroces, y los sentencia¬ 
se; á que así ejecutado, se pasase una certificación de la sentencia 
al Juez Eclesiástico, para que sin nuevo examen ni ningún otro 
documento ni diligencia, procediese á la degradación del reo en el 
término de tres dias, ó en el que S. M. se dignase señalar: y á que 
si el Ecco. no la practicase después de segundo dia, se le conside¬ 
rase iccurso en la pena del perdimiento de las temporalidades v de- 
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más impuestas por las leyes, y se procediese á la ejecución de la 
sentencia, sin que precediese la degradación. 

Uno de los Señores Ministros que votaron, parece no se confor ¬ 
mó con el dictamen del Consejo, y que no reconociendo en la auto¬ 
ridad Real todo el poder necesario para perseguir y castigar los 
Eclesiásticos perturbadores del órden y tranquilidad pública, pro¬ 
puso se solicitase un acomodamiento con la Santa Sede. El Sr. Don 
Carlos Quarto, movido sin duda por su excesiva piedad, se confor¬ 
mó con este último medio, pero no consiguió fruto alguno. Porque 
entabladas las negociaciones correspondientes con la Curia Romana 
v el M. R. Cardenal Consalvi, Secretario de Estado de ella, éste 
pasó una nota, manifestando que Su Santidad creia no poder con¬ 
descender con las preces ó proposiciones que se ie hacían, por los 
varios fundamentos ó razones que largamente refirió. 

Sin otro curso quedó la citada negociación: y principiada la 
guerra de la independencia, luego que felizmente acabó, y que 
S. M. fué restituido al trono de sus mayores, la comisión nombrada 
para conocer de las causas de Estado, formó la que merecia el Pres¬ 
bítero D. Joaquín Calvo Domínguez, por el delito de Lesa Magostad 
que cometió. Habiéndola sustanciado conformeáderecho y á la prác¬ 
tica constantemente observada, ^sentenció en ei año de mil ocho¬ 
cientos quince, y condenó a dicho Presbítero á la pena de muerte, 
prévia la correspondiente degradación. Para que tuviese efecto, se 
remitió el proceso al Ordinario eclesiástico, y éste formó su juicio 
canónico, cuya determinación fué la de no haber lugar a la degra¬ 
dación que aprobó S M. condenándole en la pena de diez años de 
presidio, con retención en el de Melilla. 

Interin se seguía dicho juicio canónico ante el Eclesiástico, se 
hicieron varios recursos y consultas al Consejo de S. M, y en quatro 
de marzo de mil ochocientos quince, se comunicó una Real órden, 
mandándose pasasen todos los antecedentes á los Fiscales, para que 
sobre la regla general ó nueva ley que hubiese de establecerse para 
lo subcesivo espusiesen lo que tuviesen por conveniente. 

Con efecto así lo hicieron en catorce y veinte y tres de marzo y 
trece de setiembre de mil ochocientos diez y seis: y con presencia 
todo, en catorce de diciembre consultó el Consejo á S. M. quanto 
había ocurrido sobre el asunto y le parecía, acerca de la materia: 
fundando con la sabiduría é ilustración que acostumbra, la compe 
tencia de la jurisdicción Real, para conocer de los delitos atroces 
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que cometen los Eclesiásticos, y castigarlos satisfaciendo á los re¬ 
paros que la Curia Romana había puesto en las negociaciones cita¬ 
das por medio de su Secretario de Estado el M. R. Cardenal Con- 


salvi, y proponiendo las ocho reglas.que debían observarse para la 
substanciación y determinación de las causas relativas á ellos, y 
execucion de las sentencias que se dictasen. 

No recavo tampoco resolución alguna sobre dicha consulta. Y 
en veinte y dos de lebrero de mil ochocientos veinte y quatro, quan- 
do ya se habia formado la causa al Presbítero D. Marcelo Aldama 


Govri, y comunicada la Real órden á la Sala de Córte para que la 
viese y determinase, se pasó otra al Consejo, en que se le dijo: Que 
persuadido el Rey Nuestro Señor de la necesidad de que se estable¬ 
ciesen reglas y medidas invariables, para que la execucion de las 
sentencias de los Tribunales y Justicias del Reyno contra los Ecle¬ 
siásticos por delitos atroces no sufriesen ¡os entorpecimientos y di 
laciones que solian producirse ó quedase desairada la jurisdicción 
Real ordinaria logrando su impunidad el delinquente por un celo 
indiscreto; se habia servido resolver S. M. con presencia de lo ma¬ 
nifestado por el Sr. Gobernador acerca de la causa de dicho Pres¬ 
bítero Aldama, que el Consejo formase y consultase con la breve¬ 
dad posible el sistema invariable que se hubiese de adoptar en esta 
clase de negocios, según ofreció el augusto Padre de S. M. en su 
Real órden circulada de diez y nueve de noviembre de mil setecien¬ 


tos noventa y nueve. 

Pasada esta Real órden con todos los antecedentes del asunto á 
los Fiscales, digeron en primero de marzo del corriente año, que 
todo quanto se preceptuaba en ella, estaba executado mucho tiem¬ 
po hacia con el mayor detenimiento, prolixidad y distinción, sin que 
por su parte restase nada que hacer ni por la del Consejo otra 
cosa, que recordar el despacho de la consulta hecha en catorce de 
diciembre de mil ochocientos diez y seis, que era el último estado 
que tenia este asunto, y del qual no habia el menor motivo para 

variar. 

Visto el negocio en Consejo pleno y con asistencia de los Fisca¬ 
les, se acordó y elevó consulta á S. M. en veinte y siete de marzo 
último, con el dictamen de que por ahora se observasen las reglas 
que estaban dadas hasta aquí, y se espresan en la Real órden cir¬ 
culada de diez y nueve de noviembre de mil setecientos noventa v 
nueve. Y S. M. se sirvió resolver: Como parece. 
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Mas á pesar de haberse observado dichas reglas en la ca usa 
formada contra el Presbítero D. Marcelo Aldama, ya ha visto el 
Consejo el suceso que ha tenido. La sentencia que en ella pronun¬ 
ció la Sala de Alcaldes, no ha podido egecutarse, porque el Tribunal 
eclesiástico declaró no haber lugar á la pena de degradación, y se 
escusó por consiguiente de realizarla. Quedó desairada la jurisdio 
cion Real ordinaria, y libre el reo de la pena de muerte, que im¬ 
ponen las leyes del Reyno á su delito de alta traición en primera 
ciase. Se imitó el exemplo que ya habia en la sentencia pronun¬ 
ciada por el Ordinario eclesiástico, y aprobada por S. M. en la causa 
contra el Presbítero D. Joaquín Galbo Domínguez. Y se halla abierto 
el camino para que en lo sucesivo suceda otro tanto en causas de la 
misma especie y naturaleza. Todo ello es opuesto á lo que de¬ 
sea S. M., y á lo que exigen el bien público, paz y tranquilidad del 
Reyno; y los Fiscales no encuentran otro medio mas á propósito pa¬ 
ra evitarlo, que el que se resuelva la consulta de catorce de diciem¬ 
bre de mil ochocientos diez y seis, donde se propusieron las reglas 
y medidas invariables que se creyeron justas y oportunas para que 
se ejecutasen las sentencias de los Tribunales Reales en las causas 
de delitos atroces cometidos por los eclesiásticos. La esperiencia 
de lo últimamente ocurrido en la causa del Presbítero Aldama viene 
en apoyo de la necesidad de esta medida. Y por tanto son de pare¬ 
cer: Que el Consejo sin embargo del dictámen que espuso en veinte 
y siete de marzo de este ano , consulte á S. M. ser absolutamente 
forzosa la resolución de la citada Consulta de catorce de diciembre 
de mil ochocientos diez y seis acompañando certificación de ella, 
por si la original se hubiese estraviado, ó acordará como siempre 
aquello que mas estime. 

«El Consejo, Señor, adoptando el dictámen de los Fiscales de 
>V. M. con una pequeña modificación que indicaré después, no 
•hace mas que su deber. Este es el de preservar, como correspon¬ 
de» las eminentes prerogativas anexas á la Soberanía de V. M. de 
•poder sin tropiezo y sin las voluntarias dificultades que en todos 
•tiempos se han esperimentado con ofensa de la recta y pronta ad- 
•ministracion de justicia, procesar y castigará los Eclesiásticos reos 
•de delitos atroces. Ellos son unos vasallos de V. M. y en semejan¬ 
te concepto, sugetos á las leyes del Estado; y si la respetuosa 
•consideración de los Monarcas de España, ha sido y es tal que 
•concede 4 los Eclesiásticos el exercicio de la jurisdicción conten- 
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»ciosa en las cansas civiles, y en los crímenes que no tocan en la 
..línea de atroces; esto es un privilegio, rasgo del acatamiento deh, 
»do á la sagrada Religión que profesamos y sus Ministros, que debe 
..suspenderse, ó mejor dicho no tener cabimiento quando los aten- 
»lados cometidos por los Clérigos, parece como increíble lo sean 
»por unas manos consagradas al santuario, y quando exige su 
«enormidad que la vindicta pública, se satisfaga por mano de los 
»Jueces civiles con castigos executivos, y sin la lenidad muy pro- 
»pia de la Iglesia. Tal vez la inmunidad personal habrá alentado á 
. muchos Eclesiásticos á la perpetración de delitos atrocísimos de 
«que se hubieran abstenido á estar desengañados, de que para ellos 
»no les valdría, y que la degradación en tales casos es un acto ex¬ 
terior ó ceremonial, dirigido á conservar la veneración que merece 
«el clero, y manifestar que el delínqueme ya deja de pertenecer á 
«su gremio. Justo es, pues, que se establezca de una vez el órden, 
»y que vista la continua lucha que la jurisdicción eclesiástica opo¬ 
site en cada lance que se ofrece para exercitar los Magistrados la 
«indisputable facultad que á nombre de V. M. tienen de procesar, 
»é imponer las penas correspondientes á los eclesiásticos reos de 
«atroces crímenes, cese de hoy mas, todo obstáculo que entorpezca 
nina marcha libre y franca eu la rápida administración de justicia, 
»y sirva de asilo á unos vasallos delincuentes en sumo grado, sin 
«que se ofenda en modo alguno el respeto que se merece la Iglesia, 
»á cuyo divino autor no puede hacerse mas aceptable sacrificio, que 
«el desnudar la inflexible espada de la justicia, contra el que viola 
«las leyes con crímenes de cierta clase que no puede ni debe permi- 
»tir un soberano, se espíen sino con sangre, y por sentencia de los 
«Jueces establecidos para castigarlos. Y este remedio, Señor, es el 
«de que según opinan vuestros Fiscales, se resuelva la consulta 
«elevada á las Realas Manos de V. M. en catorce de diciembre de 
«mil ochocientos diez y seis, y resuelta se execute inviolablemente 
»lo que en ella se propuso, suprimiéndose el uso del gorro negro, 
«que entonces pareció oportuno al Consejo; en cuyo diclámen las 
«saludables medidas que contiene dicha consulta, contendrá á los 
«Eclesiásticos avocados á delinquir, y á sus Jueces, á ser mas obe- 
«dientes al Legislador en cuyos dominios viven, y á cuyas disposi- 
«ciones deben someterse como súbditos, que no es dable desconoz¬ 
can el peso de los sanos y sólidos principios y fundamentos, con 

«que escritores de gran nota, el Consejo y sus Fiscales, y el Colé- 
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i)gio de Abogados de esta córte en su exposición, hecha de orden 
«del Gobernador, para mayor ilustración del negocio, han tratado 
»de demostrar, que la inmunidad personal eclesiástica, es un privi¬ 
legio que puede restringirse ó ampliarse según convenga al bien 
«del Estado, que qualquier resistencia que se haga, es reprensibi¬ 
lísima, y que es harto reparable que entregado un reo eclesiástico 
•por su Juez al Magistrado civil para la ejecución de la pena capital, 
•este ni pida, ni menos examine el proceso y aquel no solo no se 
«contente con ser testigo de las diligencias de la causa por medio 
»del Clérigo llamado Delegado, sino que quiera inspeccionarla, 
«graduar sus méritos, y llegar hasta pronunciar, como acaba de su— 
«ceder con la del Presbítero D. Marcelo Aldama, que los Jueces 
•civiles imponen dicha pena, sin motivos ó fundamentos bastantes 
«para ello.» 

El Ministro D. José Cavanilles fué del voto siguiente, á que sus¬ 
cribe el Ministro D. Juan Martínez Oliva: 

«Aunque abundo en los mismos principios en que se apoyaron 
las consultas de veinte y cinco de agosto de mil ochocientos quatro, 
y catorce de diciembre de mil ochocientos diez y seis, y en los que 
han manifestado en este espediente la Junta del Colegio de Aboga ¬ 
dos y los Fiscales de S. M., no puedo sin embargo conformarme con 
el dictámen de V. A. reducido á que se resuelvan dichas consultas, 
ó lo que es lo mismo, á que desde luego se adopten las reglas que 
contienen, suprimiendo el gorro negro. S. M. fué servido aprobar 
la consulta uniforme de veinte y siete de marzo último, en que se 
indicaron los inconvenientes de poner en práctica semejantes reglas 
en las circunstancias en que entonces nos hallábamos, y estas cir¬ 
cunstancias ni han variado, ni podido variar en tan corto tiempo. 
En el estado actual de cosas, tengo por mas acertado, que se con¬ 
tinúen las negociaciones con la Santa Sede, como propuso el 
Fiscal de S. M. D. Francisco Gutiérrez de la Huerta , en trece de 
setiembre de mil ochocientos diez y seis, protestando respetuosa¬ 
mente á Su Santidad, que se dá este paso, *por deferencia al estado 
eclesiástico, y que sino tiene á bien acceder á las preces, no deberá 
estranar que el Rey N. S. tome las medidas que están al alcance de 
la Soberanía temporal de que no puede prescindir. Desenvueltos 
oportunamente los principios que contiene esta Consulta y las de 
mil ochocientos quatro y mil ochocientos diez y seis, quizá no serán 
ya vanas las diligencias, y si lo fuesen por desgracia, podrían mas 
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¡nielante resolverse aquellas consultas sin el riesgo que ahora. 
Entre tanto convendrá se observe la Real órden de diez y nueve 
de noviembre de mil setecientos noventa y nueve, y se consulte al 
Consejo en el caso de que la autoridad civil sea desairada por la 
eclesiástica, según lo ha sido en la causa de D. Marcelo Aldama, 
sobre que justamente se ha abstenido V. A. de hablar, por haberle 
indultado S. M. de la pena de muerte.» 

«El Ministro D. Tadeo Ignacio Gil, aunque bien ageno de opinar 
que la inmunidad ó fuero personal eclesiástico en materias tem¬ 
porales y profanas, sea debido á sus individuos por derecho divino, 
antes reconociendo con la ley del Reino que su origen dimana de 
concesión de los señores Reyes y Emperadores que así lo estimaron, 
por motivos justísimos y fundados en equidad natural; es sin era- 
embargo de sentir, que ninguna novedad se haga por ahora en la 
sustanciacion de las causas de que se trata, continuándose la prác¬ 
tica mandada observar en Real órden de diez y nueve de noviembre 
de mil setecientos noventa y nueve, por las razones que expuso el 
Consejo en su Consulta de veinte y siete de marzo del corriente, en que 
se dignó conformarse S. M. E igualmente disiente del parecer del Con¬ 
sejo, en la parte relativa á la ejecución pública déla sentencia pronun¬ 
ciada contra el reo de fuero eclesiástico, en el caso de que el Ordi¬ 
nario se niegue á practicar la degradación , y opina que entonces 
debiera ejecutarse la pena secretamente en la misma cárcel, y lue¬ 
go exponer al público el cadáver del reo; no tanto por consideración 
á su persona, quanto por honor á su estado, y para hacer conocer 
con esta distinción, el aprecio que de todos modos se merece el 
sagrado carácter indeleblemente gravado en aquel criminal, y 
que la piadosa religiosidad de nuestro Católico Monarca , estendia 
su consideración así al honor del Estado eclesiástico, hasta quanto 
lo permitía la Justicia. Y en el supuesto de dever quedar ejecutada 
la sentencia no obstante la negativa del Ordinario eclesiástico á la 
degradación, es igualmente el voto de este Ministro, que de modo 
alguno se use de las temporalidades contra el Ordinario, por el solo 
hecho de no haberse prestado á la degradación; pues que á mas de 
los resultados políticos que esto pudiera ocasionar, no parece deba 
reputarse inobediencia ó desacato al Soberano y en efecto no lo han 
reputado otros Gobiernos, especialmente el del Reino de Francia, 
en donde solamente ha quedado sin uso la degradación, por la resis¬ 
tencia de los Jueces eclesiásticos á practicarla en las sentencias 
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capitales pronunciadas por los Ministros de la jurisdicción ReaL® 

El Ministro D. Miguel Modet hace voto singular en esta cónsul- 
la, y al manifestar su dictamen , deseando presentarle con la posi¬ 
ble claridad sobre los principios verdaderos é innegables en que le 
funda, no se puede dispensar de poner á la vista los antecedentes y 
circunstancias del grave negocio en que ha de recaer. &penas habrá 
en España quien ignore que en las causas criminales de los Ecle¬ 
siásticos , aunque los delitos de que en ella se trate sean atroces, 
tienen ordenado las leyes del Reyno, de conformidad con los Cáno¬ 
nes y reglas de la Iglesia, que los Jueces eclesiásticos conozcan en 
ellas, sustanciándolas y determinándolas por sí solos con arreglo al 
derecho canónico; y que si en esta determinación definitiva halla¬ 
sen que procede la degradación del reo y su relaxacion ó entrega 
al brazo secular , declarado y pronunciado que sea en la sentencia, 
se lleve á efecto por el orden y forma solemne que está prevenido, 
y el reo así degradado y reducido á la condición lega y común, sea 
entregado con el proceso de su causa al Juez Real, el qual con vista 
y exámen de los autos, sin obligación de pasar por el juicio y fallo 
canónico, v solamente en el caso de estimar como el Juez eclesiás- 
tico, y que el Fiscal ó acusador ha probado bien y cumplidamente 
su acción, pronuncie por sí su sentencia de condenación de la pena 
ordinaria contra este reo, y la haga ejecutar en él como en otro 
qualquiera. 

«Esta es en mi concepto la doctrina legal, y la práctica inconcusa 
que inalterablemente se ha venido observando en el Reyno desde 
los tiempos mas remotos hasta nuestros dias: pero á vista de que 
en este punto se oyen proposiciones enteramente opuestas y con¬ 
trarias, se hace preciso presentar la prueba de lo espuesto en la 
ley cincuenta, título seis, partida primera, donde se declara por 
quáles cosas pierden los clérigos las franquezas que han é deben 
ser degradados , é dados al fuero seglar. Y en la ley segunda , tí¬ 
tulo primero , libro tercero de la Novísima Recopilación; así como 
en la Curia Fhilípica que exhive con exactitud la práctica observa¬ 
da en la aplicación de la doctrina y decisiones legales en la parte 
tercera, juicio criminal, párrafo tercero. Ni se puede decir por eso 
que sea esta una jurisprudencia original de España , porque el Im¬ 
perio Romano, por cuyas leyes fué gobernado todo el mundo cono¬ 
cido , acerca de este punto tenia establecida v promulgada en ellas 
Ja misma doctrina, como se puede ver en el capítulo tercero, título 
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sesto, novela ciento veinte y tres de las auténticas del Emperador 
Justiniano , si no se quieren examinar otras mas antiguas. 

«Mas el año de mil setecientos sutenta y quatro, habiendo ocur¬ 
rido una muerte atroz en San Lúcar de Barrameda de que resultó 
ser autor un sacerdote profeso, del órden de Carmelitas Descalzos, 
prevenida la causa por aquel Alcalde mayor, procedió á la prisión de 
dicho Religioso, á quien por falta de otra segura, condujo á la cár¬ 
cel pública, y prosiguió en las demás actuaciones. De todo dió 
cuenta al Consejo con testimonio, y en su vista, habiendo oido el 
tlicláinen del Fiscal D. Pedro Rodríguez de Campomanes, aprobó 
los procedimientos del Alcalde mayor, pero le hizo la prevención de 
que nada hiciese ni proveyese en aquella causa, sin la concurren¬ 
cia del Juez, Vicario Eclesiástico, para evitar los inconvenientes 
que de lo contrario podrían seguirse en adelante; y este es el pri¬ 
mer ejemplar autorizado que ha llegado á mi noticia, de entender 
y conocer en España el Juez secular en la formación y sustancia- 
cion de las causas criminales de los Clérigos, por delitos atroces, 
sin que yo sepa las razones ó fundamentos que el Alcalde mayor 
de San Lúcar, hubiese podido alegar para haber hecho y sostener 
una novedad de este tamaño. 

«Como la causa fué de suyo ruidosa, y el modo con que en ella 
se procedió por los dos Jueces era desconocido en nuestras leyes 
corrió en pocos dias la noticia del suceso principal con todas sus 
particularidades, que llamaron la atención de todos los letrados, y 
con este motivo en los casos que sucesivamente fueron ocurriendo 
de esta naturaleza, ios Jueces seculares, por lo común, siguieron el 
ejemplo del de San Lúcar en prevenir las causas, y proceder por sí 
á su formación y diligencias, desentendiéndose del Eclesiástico, sin 
embargo de lo mandado por el Consejo en la de San Lúcar hasta 
que por Real Cédula de diez y nueve de noviembre de mil sete¬ 
cientos noventa y nueve, se sirvió S. M. mandar por punto gene¬ 
ral que mientras el Consejo le consultava la regla general que con¬ 
viniese observar en semejantes casos, y salvase los derechos de 
ambas jurisdicciones y la pronta administración de justicia, se for¬ 
masen y sustanciasen estas causas con asistencia del Juez Ecle- 
siástico, y quando se hallasen conclusas y en estado, se remitie¬ 
sen áS. M. por la vía reservada para la resolución que pareciese. 

«Así se vino á fixar por entonces el modo de íormar y seguir di - 
chas causas, el qual no ofreció mayor inconveniente durante la 


CONSULTA DEL CONSEJO REAL SOBRE EL FUERO ECLESIASTICO* 201 

sustanciacion; pero debiendo llegar con precisión el momento de 
fallarlas definitivamente, cavo punto quedaba pendiente en la cita¬ 
da Real cédula, desde luego se dejavan conocer las dificultades con 
que se había de encontrar el ejercicio y derechos de cada una de 
las dos jurisdicciones. Porque habiéndose actuado la causa por el 
Juez Real ordinario y teniéndola en su poder, trataría, según ha 
sucedido, de sentenciarla inmediatamente por sí solo, como que el 
Eclesiástico no podía concurrir con él en aquel acto; V anticipada 
de este modo la sentencia de pena capital, ó el Eclesiástico habia 
de ser excluido de todo conocimiento y exámen ulterior en la cau¬ 
sa desde aquel acto en este género de causas, ó la sentencia del 
Juez Real ordinario habia de hallar embarazada su ejecución, y 
sufrir la detención del tiempo que el Juez eclesiástico necesitase 
para ver los autos, y pronunciar su sentencia canónica; pero aun 
debiaser mayor el desaire de aquella sentencia sí, como podia su¬ 
ceder, el Juez eclesiástico juzgase defectuosos, ó de otra manera 
ilegales los procedimientos de la sustanciacion, y mucho mayor, si 
dicho Juez estimase que no procedía la degradación con arreglo 
á los Cánones. 

«Ninguno de estos inconvenientes se notó en la causa de San 
Lúcar, pues por una parte el Consejo considerando que era la pri¬ 
mera que se sustanciaba por aquella nueva forma, fue dirigiendo 
todos sus pasos hasta el último, y por otro tanto el Juez secular co 
mo el Eclesiástico tenían poco que hacer, y menos que dudar, me¬ 
diante á que el hecho del delito habia sucedido eu sitio público á la 
hora de salir de misa, y además el reo se prestó voluntariamente á 
confesar todas las circunstancias que habían antecedido y acompa¬ 
ñado ó intervenido en la muerte: por lo que no hubo dificultad ni 
detención en diligencia alguna y la causa llegó corrientemente á su 
término, y conclusa el Alcalde mayor hizo se sacase un testimonio 
de toda ella, y se remitiese al Diocesano, para que por los trámites 
regulares, procediese á la degradación y libre entrega del reo, así 
se hizo, y el Cardenal Arzobispo lo remitió á su Vicario general, 
quien por fin declaró á el Religioso incurso en la pena de degrada¬ 
ción: pero en las que ocurrieron después, de todo se ha ido esperi- 
mentando. 

«La del Capuchino Fr. Pedro de Huercanos que dió la muerte 
alevosa á D. Miguel Langroniz en la noche del dos de abril de mil 
setecientos noventa y nueve, es una que después de la de San Lu- 
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nenio" 0 , 11 7 ,0n , nalinente seatenciada eQ diciembre de mil ocho - 

degradación C v an( ° í* ^ Pedro en la pena de Parricida, prévia la 
” ’.y eD calorce de enero de mil ochocientos uno, S. M. 

"I, 0 * iciese justicia. La Sala remitió al R. Obispo de Calahor- 
•. cer íticacion de la sentencia para que procediese á la degrada¬ 
ron, y contestó que no podia pasar á decretarla sin conocimiento 
de causa, y que consultaba á S. M.; lo hizo también la Sala. S. M. 
mandó le consultase el Consejo, que lo hizo en veinte de julio de 
ochocientos uno, y en vista de todo, se dignó S. M. mandar que la 
Sala remitiese los autos originales al R. Obispo, para que éste por 
los mismos autos declarase si el reo gozaba ó nó del fuero eclesiás¬ 
tico, y se expidió á este efecto Real cédula en diez y seis de agosto 
de ochocientos uno. 


‘ Recibidos los autos por el Obispo, éste por su Provisor citó á su 
1 ribunal al Capuchino, se entregaron los autos al Fiscal, que pidió 
la degradación, y el reo que se declarase nula la confesión que hizo 
en Torrequemada, nula la ratilicacion, careo y demás diligencias, 
fondado en que el Provisor de Calahorra, no asistió á las actuacio¬ 
nes en Valladolid, por su delegado, sino que lo hizo el Provisor de 
Valladolid por su Comisionado. El Provisor de Calahorra despreció 
la solicitud del Capuchino, é interpuesto por éste recurso de fuerza 


para la Chancilleria y admitido, se declaró á favor del Capuchino 
con consulta áS. M. que á consulta del Consejo se dignó aprobar el 
auto de la Sala: en su cumplimiento dispuso el Ordinario Eclesiás¬ 
tico, se recibiese nuevamente la confesión y otras diligencias. 


•Después ha habido otras diferentes causas de eclesiásticos por 
iguales delitos, en que se han tocado, y por un efecto casi necesario 
se han de tocar los encuentros que arriba quedan insinuados, y 


son consiguientes á la anticipación de la sentencia del Juez secular, 
con inversión del tiempo, lugar y caso en que á cada uno de los dos 
le corresponde por derecho hacer su pronunciamiento, sin que haya 
razón justificada ni verosímil para atribuirlo á otra causa. 

• Por todo lo espuesto y en particular lo que se contiene en la ci¬ 
tada Consulta del Consejo de veinte de julio de mil ochocientos uno, 
cree no poder convenir en el dictámen de la pluralidad, ni en la 
■íholicionó supresión que en cierto modo encierra de la jurisdicción 

f ÍSca e! estas Isas. , júntente de 

del dero que el Concilio de Trento ahrma ser de derecho divino, V 

£ Ía paTte no habiendo el Consejo en la Consulta ,«e ** • 
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S. M. en marzo de este año, con la que S. M. tuvo la dignación de 
conformarse, adoptando los artículos y reglas que se proponen y 
contiene la Consulta de catorce de diciembre de mil ochocientos diez 
y seis, que aun no está resuelta, le bastaría esta circunstancia para 
persuadirse que de ningún modo conviene adoptar dicha consulta 
de mil ochocientos diez y seis. 

»Es pues de parecer, que las causas criminales de los eclesiásti¬ 
cos por delitos atroces, continúen formándose y sustanciándose por 
los dos Jueces, Secular y Eclesiástico juntos, y quando se hallaren 
conclusas en estado de sentencia, el Juez eclesiástico lleve los au¬ 
tos, los vea y pronuncie su sentencia y fallo canónico, en el qual si 
procediere la degradación solemne del reo, la execute en la forma 
que corresponde, y seguidamente haga la entrega del reo y autos 
al Juez Real, y éste después por lo que de los mismos resulte, de¬ 
termine lo que haya lugar según las leyes. Y en el caso, no espe¬ 
rado, de que el Juez ó Tribunal Real ordinario hechare de ver que 
el Eclesiástico procediendo la degradación no la ha estimado como 
debia en justicia, dé cuenta á S. M. por la vía reservada, para que 
haciendo se le remita el proceso por la misma, le mande ver y re¬ 
suelva lo que pareciere conveniente. Esta cree es, la providencia 
que reclaman las leyes, y la que al mismo tiempo que conserva la 
jurisdicción eclesiástica contenciosa, hace que no se estienda á im¬ 
pedir que la Real ordinaria, castigue y contenga los delitos atroces 
públicos, que trastornan el orden común, y cuyas penas exceden 
Jas facultades eclesiásticas; que es lo que S. M. quiere y manda en 
la Real orden de diez y nueve de noviembre de mil setecientos no¬ 
venta y nueve; pero si á S. M. no le pareciese suficiente esta me¬ 
dida, qualquiera otra que sea, entiende este Ministro debe acordar¬ 
se entre S. M. y la Santa Sede.» 

El Consejo, sin embargo de lo que se expone en los anteriores 
votos particulares, insiste y reproduce su dictámen. 

V. M., sin embargo, resolverá lo que fuese de su Real agrado. 
Madrid 20 de noviembre de 1824.—Hav catorce rúbricas. 
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ENJUICIAMIENTO CRIMINAL. 


El procedimiento de la ley de 17 de abril de 1821 ¿ debe apli¬ 
carse por la jurisdicción ordinaria á las causas de robo en cuadri¬ 
lla, después de promulgada la ley de órden público de 20 de marzo 
de 1867? 


Dictámen fiscal emitido en la competencia negativa suscitada entre las Sa¬ 
las primera y tercera de la Audiencia de Madrid sobre el conocimiento 
de la causa seguida en el Juzgado de primera instancia de Alcalá de 
Henares contra Lucio Simón Alcol y consortes por robo en cuadrilla y 
homicidio de Santiago Martin. * 

El Fiscal dice: Que entre la Sala primera y la tercera de este 
Superior Tribunal se ha suscitado una competencia negativa que, á 
la importancia que siempre llevan en sí esta clase de conflictos, 
reúne el trascendental interés de entrañar una grave cuestión de 
procedimiento, cuya resolución debe poner fin á la tramitación di¬ 
versa que, desigualando la condición de los reos de un mismo de¬ 
lito, viene dándose en el territorio de esta Audiencia á las causas de 
robo en cuadrilla. 

Afirma la Sala primera que no le corresponde el conocimiento 
de la causa seguida en el Juzgado de Alcalá de Henares contra 
Lucio Simón Alcol y consortes por robo en cuadrilla y homicidio 
de Santiago Martin, que le fué repartida en virtud del turno espe¬ 
cial establecido para las sustanciadas con arreglo á la ley de 17 de 
abril de 1821; porque aquel proceso no ha debido sujetarse á la 
tramitación escepcional de esa ley, derogada cuando se cometió el 
delito, por la disposición 3. a adicional de la de órden público de 20 
de marzo de 1867. 

Por el contrario, la Sala tercera niega que ni implícita ni esplí- 
citamente se haya verificado esa derogación, y rechazando el co¬ 
nocimiento, que por estar adscrito á la misma el Juzgado de Alca¬ 
lá le correspondería si la causa debiera seguirse con arreglo al 
procedimiento común, lo atribuye á su vez á la Sala primera, 
puesto que á los trámites de la ley de abril se ha sujetado y ha de- 
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bido sujetarse el Juez de primera instancia al proceder contra los 
ladrones en cuadrilla. 

Basta formular así la cuestión, reduciéndola á sus puntos cul¬ 
minantes, como el Fiscal acaba de hacer; basta indicar los térmi¬ 
nos en que la doble incompetencia viene sustentada, para, sin ul¬ 
terior estudio y de primera intención, adquirir el convencimiento 
de que una y otra opinión debe tener en su apoyo argumentos de 
gran valía, cuando no han podido ponerse de acuerdo para evitar 
el conflicto Magistrados igualmente celosos por el prestigio de la 
administración de justicia á quienes son familiares los buenos estu¬ 
dios jurídicos y la esperiencia de los negocios tiene aleccionados 
suficientemente para juzgar con acierto de la fuerza, del carácter, 
de la estension, del espíritu, del conjunto y de los detalles de las 
leyes en general, pero mas especialmente de las leyes de procedi¬ 
miento, que diariamente aplican. 

El mismo Ministerio fiscal tampoco ha tenido en este asunto un 
punto de vista constante. 

Ante la Sala primera ha indicado su opinión favorable á la dero¬ 
gación de la ley de abril: ante la Sala tercera, en su última censu¬ 
ra, ha sostenido otra. Pero esta divergencia de pareceres, así en 
las Salas como en los que han llevado la voz de! Ministerio públi¬ 
co, no prueban otra cosa sino lo arduo y difícil del asunto contro¬ 
vertido; demuestra solo el deseo del acierto en todos, y no impone 
á cada uno otra obligación que la de estudiar detenidamente la 
materia y obrar, una vez ilustrada su conciencia, en el sentido 
que juzgue mas arreglado á derecho y mas conforme con sus de- 
beres. 

La cuestión, sin embargo, no ha debido tomar tan altas pro¬ 
porciones. Si desde el principio se hubiera fijado algo más la aten¬ 
ción en el motivo en virtud del cual la causa fué pasada á la Sala 
primera, el conflicto, si no es seguro que se hubiera evitado, pue¬ 
de ciertamente afirmarse que no hubiera llegado á alcanzar la im¬ 
portancia de que no puede despojársele desde el momento en que 
por las Salas se ha hecho consistir su iucompetencia, en si está ó 
no derogada la ley de abril por la de orden público, ley esta últi¬ 
ma, cuyo vigor y eficacia para mayor dificultad no está al abrigo 
de séria contradicción. 

Lo primero, pues, que en concepto del Fiscal debió hacerse es 
dejar á un lado la cuestión de legalidad del procedimiento, y limi- 
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tarse á examinar si realmente al entregar la causa para su sustan- 
ciacion en la Sala primera, cumplió ó dejó de cumplir el Repartidor 
con lo que la Sala de Gobierno tenia acordado sobre el modo de 
llevar los turnos. Así la competencia negativa, si hubiera llegado á 
surgir, hubiera carecido de interés, en nada hubiera afectado á la 
forma del procedimiento, sobre el cual la Sala de Justicia, á quien 
la de Gobierno resolviese que debia haberse repartido el proceso, 
hubiera podido dictar las providencias, que en uso de sus faculta¬ 
des libérrimas hubiera creído correspondían en derecho. 

Pero no sucedió desgraciadamente así. No se hizo poner testi¬ 
monio siquiera del acuerdo de la Sala de Gobierno, que habla esta¬ 
blecido ei turno; y lo que no podia menos de ser una cuestión de 
repartimiento mas ó menos bien hecho, se convirtió en una tras¬ 
cendental cuestión de procedimiento, desde que, desintiendo las 
Salas de Justicia y haciendo de aquel punto la base de su respec¬ 
tiva incompetencia, han elevado á V. E. la causa para que, con 
arreglo a lo que dispone el art. 78 de las Ordenanzas, decida lo 
que corresponda. 

Se ha unido á la causa, al comunicarse últimamente á esta Fis¬ 
calía, el espediente de repartimiento formado en la Sala de Gobier¬ 
no, pocos meses después de publicarse la ley de orden público de 
1867.—En él hay dos providencias, cuyos términos interesa aquí 
recordar. 

La primera, de 16 de diciembre de 1867, dice así: «Sien¬ 
do ya varias las causas incoadas á virtud de la ley de orden 
público de 20 de marzo, exigiendo la sustanciacion de las mismas 
en esta Audiencia en virtud de aquella disposición legal una rapi¬ 
dez que impide igual curso en las demás que se siguen por delitos 
comunes y aun en los asuntos civiles; y no siendo equitativo que 
estos retrasos y mayor aumento de trabajo se hagan sentir en una 
sola Sala , esta de Gobierno, oido in voce el Fiscal de S. M., y de 
conformidad con su dictamen, acuerda que se abra un reparto en¬ 
tre las tres primeras Salas de Justicia que turnarán entre sí el co¬ 
nocimiento de las repetidas causas, pasándose á las mismas, cuan¬ 
do vengan de los Juzgados en apelación ó consulta.» 

La segunda, de 14 de enero de 1868, está concebida en los tér¬ 
minos siguientes: «Entiéndase ei repartimiento de causas, acorda¬ 
do en providencias de esta Sala de diez y seis y veinte de diciem¬ 
bre último, respecto á las que se incohen por virtud de la ley de 
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orden público vigente, snbdividido en tres turnos; uno que com¬ 
prenda las que no lleguen á quinientos fóüos; otro de las que lle¬ 
gando á quinientos no escedan de mil, y otro de las que esceden de 
este número, incluyéndose en este sistema de repartimiento, las 
que aun puedan existir incohadas con arreglo á la ley de 17 de 
abril de i 821.» 

¿Cuál es el espíritu de estos dos acuerdos? El Fiscal confiesa, 
por mas que esta declaración hasta cierto punto pueda perjudicar 
á las conclusiones que en último estremo sostendrá en este escrito, 
que de sus palabras claramente se desprende que la Sala de Go¬ 
bierno quiso en primer lugar que las causas contra los delitos de 
orden público, que exigían una rapidez que impedían igual curso 
en las demás que se seguían por delitos comunes se sujetasen á un 
repartimiento especial, y en segundo, que á ese propio reparti¬ 
miento especial se sujetasen también las que aun pudieran existir 
incohadas con arreglo á la ley de 11 de abril. 

¿Y por qué no las que se incohasen en lo sucesivo? Notoriamen 
te porque la Sala de Gobierno debió creer, con razón ó sin ella, 
que después de la ley de orden público no deberían sustanciarse 
con arreglo á la de abril las causas á que antes se espücaba aquel 
procedimiento. ' 

Pero el hecho es que así no ha sucedido. Precisamente á los 
pocos dias de dictado ese acuerdo comenzó en el Juzgado de Al* 
calá, la causa que motiva esta competencia, y se siguió con arre¬ 
glo á aquella ley, que el Juez de primera instancia ha creído, bajo 
su libre responsabilidad legal que está vigente, como bajo esa pro¬ 
pia libre responsabilidad legal lo cree la Sala tercera de esta Au¬ 
diencia y deja de creerlo la primera. 

¿Qué hacer en este caso? 

En el acuerdo de 14 de enero ya hemos visto que no habia sido 
previsto. La Sala de Gobierno no habia dado regla alguna para el 
repartimiento de las causas que se incohasea con arreglo á la ley 
de abril después de la publicación de la de orden público; en las pa¬ 
labras de las providencias recordadas, era inútil buscar la solución; 
el repartidor debió conocerlo así y la buscó en su espíritu, el que 
claramente quedó consignado al espresarse que se sujetaba á repar¬ 
timiento las causas relativas á los delitos de orden público, porque 
exigían una sustanciacion que requería una rapidez que impedía 
aquel curso en las demás que se seguían por delitos comunes; rapidez 
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(¡ue igualmente itíclaman las que se instruyen con arreglo á los trá¬ 
mites de ¡a lev de abril. 

tu 

Supuesto, pues, que la ley de orden público no haya derogado 
en todas sus parles á la de 1 / de abril, ha estado en su lugar el re* 
partidor con arreglo al espíritu, ya que no al tenor literal de los 
acuerdos de 16 de diciembre y 14 de enero de la Sala de Gobierno, 
pasando á la Sala primera para su sustanciacion la causa seguida 
con arreglo á la ley de 17 de abril en el Juzgado de Alcalá. ° 

Pero es, se dice, que esa ley ha sido derogada, y esa causa, si 
hubiera sido sustanciada con arreglo á los trámites ordinarios, no 
hubiera podido corresponder a la Sala primera. Pero es, contestará 
el Fiscal, que eso no era cuenta del repartidor ni pudo declararlo 
la misma Sala de Gobierno en 1867 que, al dictar sus disposiciones 
reglamentarias por la mejor y mas igual distribución de los asuntos 
criminales, ni quiso ni pudo querer resolver si estaba derogada ó 
no la ley de abril, por mas que pudieron así creerlo en el fondo in¬ 
terno de su conciencia los individuos que la componían. 

Descartada ya esta cuestión, á última hora suscitada por la Sala 
primera áque muy especialmente se contraen los últimos dos consi¬ 
derandos de la providencia de 27 de abril último, conviene también 
eliminar del debate otro punto acerca del cual, aunque al parecer 
disienten la una y la otra Sala contendientes al presentarlo como 
consideración atendible para robustecer su respectiva declaración 
de incompetencia, no es de creer que resolvieran en sentido di- 
derso, si él fuese el solo motivo y la base de la controversia juris¬ 
diccional. 

Alude el Fiscal á si la lev de 17 de abril de 1821 en su carác- 
ter de ley adjetiva estaba ó no vigente respecto á las causas de 
robo en cuadrilla cuando se publicó la de orden público de 20 de 
marzo de 1867. 

En rigor la Sala primera no se ha atrevido á sostener claramen¬ 
te la negativa. Es mas, no podia hacerlo desde el punto en que con¬ 
signó como primer fundamento de su incompetencia, el que la ley 
de 17 de abril había sido derogada por la disposición o. adicional 
déla de órden público (providencia de 50 de marzo último;) lo que 
era tanto como confesar que antes de la publicación de esta últi¬ 
ma ley aquella otra estaba vigente. 

Sin embargo de ello, en la segunda providencia que ha dictado, 
en el dia 27 del mes próximo pasado, insistiendo en su incompe- 
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teocia ha consignado una série de datos que derechamente condu¬ 
cen á poner en tela de juicio la eficacia legal de las disposiciones 
especiales de la ley de abril respecto al procedimiento en las cau¬ 
sas de los delitos de robo en cuadrilla, independientemente de su 
pretendida derogación por la de orden público. 

Refiérese el Fiscal á los repetidos casos que cita en que se ha 
aplicado la sustanciacion ordinaria á los robos en cuadrilla en el 
territorio de esta Audiencia. Pero ¿qué prueban estos casos? ¿Qué 
la ley escepcional está derogada? De ningún modo, sino que no ha 
sido, como ha debido, siempre aplicada. La Sala tercera recuerda 
á su turno una causa de robo en cuadrilla sujeta á aquella especial 
tramitación. Lo que en ese casóse hizo debió ejecutarse en todos: 
Las leyes no pierden su fuerza, sino por otras que espresa ó vir¬ 
tualmente las derogan ó por la costumbre que, con el trascurso del 
tiempo, llega á adquirir carácter de ley, lo que aquí no ha podido 
suceder, por muchos precedentes que se invoquen, porque nada va¬ 
len ante la autoridad del Tribunal Supremo que, implícitamente ai 
decidir varias competencias en favor de la jurisdicción ordinaria, y 
esplícitamente al resolver en 3 de abril de 1837, la promovida en¬ 
tre el Juzgado de primera instancia de Oviedo y el cuarto departa - 
mentó de Artillería, ha declarado que el modo de conocer en las 
causas contra los salteadores de caminos en poblado y en despobla¬ 
do debía regirse por la ley de 17 de abril que no estaba derogada. 

Viniendo ya á la cuestión en su mas concreta espresion, tal como 
ha sido planteada por la Sala primera y aceptada por la tercera, 
eliminadas las dos incidentales, tardíamente presentadas por ¡a Sala 
primera, la pregunta que debe hacerse V. E. y á que debe respon¬ 
derse, en concepto del Fiscal, puede formularse en los términos si¬ 
guientes : 

El procedimiento de la ley de abril, ¿debe aplicarse por la juris¬ 
dicción ordinaria á las causas de robo en cuadrilla, después de pro¬ 
mulgada la ley de órden público? 

El Fiscal debe á la Sala la manifestación sincera de sus opinio¬ 
nes. Puede estar equivocado, lo teme, en vista de la ilustración y 
competencia que se complace en reconocer en los dignos Ministros 
que sostienen lo contrario; pero está persuadido de que cuanto 
mayor sea el estudio que consagre á la materia, tanto mas ha de 
crecer en el ánimo de V. E. el convencimiento que ha de impelerle 
á contestar afirmativamente á aquella interrogación. 
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La ley de 17 de abril no puede decirse en absoluto que tiene un 
carácter esencialmente político, si por leyes de tal índole se toman 

las que concierne en una ó en otra línea á la constitución y gobier¬ 
no de las naciones. 

Al sostener esa opinión, al afirmar que solo los delitos de cons¬ 
piración ó maquinación contra la seguridad interior ó esterior del 
Estado habían sido objeto de sus disposiciones, se atiende solo á 
una de las clases de delitos que según el arl. l.° caen bajo su san¬ 
ción, a saber* los de conspiración o maquinaciones directas contra 
ia observancia de la Constitución, pero se olvidan las palabras con 
que el testo termina «ó contra la seguridad interior ó esterior del 
Estado, ó contra la sagrada é inviolable persona del Rey.» 

Para mejor apreciar su espíritu importa no desconocer que esa 
ley no obedece á un tecnicismo propio. Formado en pocas horas el 
proyecto por una comisión de las Córtes; disciftido rápidamente, 
no hay que buscar en ella un método científico ni clasificaciones 
genéricas que agrupen en órdenes superiores, según sus analogías, 
las diversas especies de atentados á que se refieren sus preceptos. 
En este punto no hizo novedad alguna. Después de su promulga¬ 
ción los delitos de conspiración, los delitos contra el orden interior 
ó esterior del Estado, los delitos de robo en cuadrilla continuaron 
siendo lo que eran antes bajo su punto de vista técnico en el siste¬ 
ma general de nuestras leyes. Un digno Magistrado, miembro de 
la Comisión, el Sr. Garely así lo declaró, defendiendo, y al propio 
tiempo esponiendo la doctrina del art. 2.°—Si se quiere, dijo, una 
clasificación de lo que se llaman delitos de conspiración, ó contra 
la seguridad interior ó esterior, ó contra la sagrada é inviolable 
persona del Rey, es preciso que el proyecto vuelva á la Comisión. 
Entre tanto, ésta ha dejado vigentes en el particular las leyes es¬ 
tablecidas, y se limitó á declarar el fuero competente en dichas 
causas y á simplificar su actuación, que es lo que se le en¬ 
cargó. 

Lo que hay, pues, que examinar es, á qué órden de delitos con¬ 
siderábase entonces que correspondían los de robo en cuadrilla, 
siendo ya indudable que el legislador no quiso perdieran el carác¬ 
ter genérico que tenían, con arreglo á los principios y al derecho 
constituido. 

La determinación de ese carácter es afortunadamente fácil, n 
efecto, los legisladores del trienio constitucional de 1820 á 1823, 
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consideraban, no sin razón, que el robo en cuadrilla, sin dejar de 
ser de suvo un delito contra la propiedad, se distingue por la mag¬ 
nitud de los intereses sociales á que afecta y por la especial alarma 
que infunde todo ataque á la seguridad interior de un país. Así es 
que el Código de 1822, preparado necesariamente con mucha ante¬ 
rioridad al 8 de junio de aquel ano, fecha de su aprobación, inclu¬ 
ye las cuadrillas de malhechores en el título 3.° de su parte 1. a , ó 
sea entre «/os delitos contra la seguridad interior del Estado y con¬ 
tra la tranquilidad y orden público.» Y para que ninguna duda 
quede á la Sala, de que así quiso hablar la ley de las cuadrillas 
permanentes como de las que se disolvieran después de dar un 
golpe de mano aislado, puede observar que el art. 388 abraza toda 
reunión ó asociación de cuatro ó mas personas mancomunadas, para 
cometer juntas ó separadamente, pero de común acuerdo, algún 
delito ó delitos contra las personas ó contra las propiedades, sean 
públicas ó particulares. 

Iba, pues, la ley de 17 de abril de 1821 algo mas allá de lo 
que hoy se llaman, en la acepción usual, delitos políticos; y era muy 
lógico que, tratándose en general de los delitos contra la seguri¬ 
dad interior del Estado, estendiese sus disposiciones por su art. 8.° 
á los ladrones en cuadrilla. 

Pero como se insiste en que no puede afectar la ley de abril, 
sino á aquellas cuadrillas de malhechores permanentes , que roban, 
al propio tiempo que conspiran ó maquinan contra la seguridad del 
Estado, no quiere el Fiscal dar por terminada la impugnación de 
esta proposición, sin traer en apoyo de la doctrina que defiende las 
dos autoridades mas respetables que se pudieran desear. La de un 
autor de la ley y la del Tribunal Supremo de Justicia. 

Creen los que sostienen que la ley de 17 de abril tiene carácter 
puramente político, que al hablar de las cuadrillas de malhechores 
no quiso referirse sino á los escesos que contra las personas y la 
propiedad cometiesen las partidas, permanentes y armadas de re¬ 
beldes. Pero los legisladores de 1821 hacían ostentación de ideas 
de todo punto contrarias. Su pensamiento fué aplicar á los delitos 
de conspiración y rebelión el mismo temperamento que el derecho 
en general tenia designado para reprimir el delito común de robo 
en cuadrilla. Bien claramente lo dejó consignado el Sr. Garely, que 
que es la persona cuya autoridad el Fiscal ha invocado en primer 
término, en la discusión del art. 2.° de la ley. «Este que ahora sq 
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discute dijo en último resultado solo espresa. que así como los sal¬ 
teadores y bandidos estaban por la citada ley sujetos á !a jurisdic¬ 
ción militar, asi ahora aquella clase de bandidos y salteadores que 
atacan directamente el sistema constitucional, como dice el art 1 °* 
que forman ya cuerpo de fuerza armada, quedarán sujetos á dicha 
jurisdicción siempre que la aprehensión se haga por destacamentos 
ó partidas que el Gobierno destinare á su persecución; es decir, que 
a esta clase de reos los considera la comisión como verdaderamente 
bandidos; bien que en cierto modo se agravia á estos con semejante 
comparación, pues sus delitos son mucho menores que los de aque¬ 
llos que son objeto de nuestra ley, respecto á que los primeros ata¬ 
can á la seguridad individual en el distrito ó comarca donde ejercen 
sus correrías, al paso que los segundos hacen guerra abierta al todo 
de la Nación.» 

No es, pues, la cuadrilla de malhechores que ataca la constitu¬ 
ción política del país !a que solo cae bajo el precepto de la ley de 
abril sino que también en ella está comprendida la cuadrilla de la¬ 
drones que meramente ataca la propiedad ó la seguridad personal 
en un distrito ó en una comarca. 

Mas para que esto se verifique, ¿no será al menos necesario que 
no sea accidental, sino permanente la reunión de los criminales que 
constituyen la banda? El Tribunal Supremo ha declarado que no. 
En la competencia misma que el Fiscal no ha mucho ha recordado 
entre el Juez de primera instancia de Oviedo y el Departamento 
de Artillería, éste precisamente fundaba su razón para conocer* 
en la causa que se seguía contra varios aforados, en que no podía 
tener lugar el desafuero en favor de la jurisdicción ordinaria que 
establecía la lev de 17 de abril, porque ésta no tenia aplicación 
sino á los ladrones en despoblado y en cucidvillci pevwi(iticiite. Sin 
embargo de lo cual, el Tribunal Supremo resolvió la competencia á 
favor del Juzgado de primera instancia estimando que todos los la*" 
drones en cuadrilla en el hecho de serlo y no ser apreendidos por 
fuerza armada destinada por el Gobierno á su persecución, están 
sujetos á la jurisdicción ordinaria y debe aplicárseles el procedí 

miento de la ley de abril. 

A mayor abundamiento, demuestra que el objeto de la ey, euj© 
carácter el Fiscal viene determinando, no fué esclusivamente po 1 - 
tico un hecho sobre el cual debe fijarse la atención de la Sala, a 
raiz de su promulgación ya se dudó si seria aplicable á las cau~a- 
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pendientes contra cuadrillas de salteadores y ladrones por delitos 
cometidos antes de publicarse la Constitución ; y habiendo consul¬ 
tado el Tribunal Supremo de Justicia a! Gobierno, el cual en 26 de 
junio de 1821 remitió la consulta á las Cortes, resolvieron éstas, en 
orden de 2 de mayo de 1822, que realmente no habia duda ni moti¬ 
vo fundado que la indujera, porque la disposición de la ley en la 
materia era clara, terminante y génerica , sin distinción de tiempos 
ni excepción alguna . 

Quien así declaraba auténticamente la ley es obvio que para 
dictarla no habia atendido á simples intereses políticos de actuali¬ 
dad, ni tomado en cuenta tan solo las circunstancias creadas por la 
revolución del año anterior. 

Una vez penetrado V. E. de esta verdad, el Fiscal entiende que 
no puede abrigar dudas acerca de la no derogación de la lev de 
abril por la de Orden público, en el punto base de la competencia y 
*asunto de este dictámen. 

Es cierto que esta última ley en la tercera de sus disposiciones 
adicionales, derogó todas las dictadas anteriormente en la materia, 
pero esta declaración, que rara vez se omite en las leyes nuevas, se 
ha de entender naturalmente circunscrita á las que no podrían se¬ 
guir en pié sin contradecirlas, es decir á las leyes de su propia es- 
pecie, á las leyes que versaban sobre idéntico objeto. 

Vjpndo pues el objeto á que se consagró la de 20 de marzo de 
1867 es como V. E. ha de llegar á conocer cuáles otras de las an¬ 
teriores quedaron por ella derogadas. Y el claro tenor literal de su 
art. 1.° aleja toda duda de la cuestión del dia pues entre los delitos 
que allí se enumeran contra el orden público, como actos que son 
objeto de la ley, no hay la menor alusión al robo en cuadrilla. 

Queda el recurso de decir que también es este delito contra el 
orden público, pero con semejante argumento podría llegarse á 
probar que todos los delitos, menos los vulgarmente llamados pri¬ 
vados, entraban en el círculo de aquella ley, pues poco ó mucho, 
todos atacan al orden público. 

Esta objeción ha sido contestada de antemano por los mismos 
autores de la ley. He aquí las palabras que escribieron en el 
preámbulo: «Considerando el órden público en su acepción mas lata 
todo cuanto altera la armonía del conjunto moral ó materialmente, 
cae en rigor bajo la jurisdicción científica de este trabajo. Dejando 
no obstante á los Códigos y á otras varias leyes especiales su carde - 
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ter distintivo , la que ahora se propone, se reduce á los actos 
meramente estemos que pueden ser mirados como trasgresiones 
legales ó reglamentarias perturbadoras de la paz pública que es la 
libertad de todos.o 

Si, en virtud de las consideraciones que indugeron á los legis¬ 
ladores de la época del 20 al 23 á hablar en la ley de abril del 
robo en cuadrilla, hubiera hecho bien la ley de 20 de marzo en 
someterlo también á sus disposiciones, no hay para qué discutirlo 
ahora. Lo que importa es penetrarse de su verdadero espíritu y en 
apoyo de que no comprende los robos en cuadrilla se puede alegar 
además de lo dicho una razón análoga á la que ha servido para 
determinar el carácter de la ley de 17 de abril. 

Si, á la manera que para interpretar aquella ha consultado el 
Fiscal el criterio legal de su tiempo, se digna V. E. consultar el 
de 1867 para interpretar la de 20 de marzo, no podrá menos de 
convencerse de que bajo la denominación de delitos contra el órden 
público no debieron quererse incluir en ella los robos en cuadrilla 
por la perentoria razón de que no los considera tales el Código 
penal. Lo que debe suponerse por el contrario y así lo persuade el 
contesto de la ley, es que los que en su art. l.° se consideraban de¬ 
litos contra el órden público son los mismos que, como de esta cla¬ 
se, agrupó el Código en el título 3.° de su libro 2.° 

Entiende en resúmen el Fiscal que la ley de 17 de abril solo en 
cuanto á los delitos espresamente designados en la de 20 de marzo 
fué derogada por ésta, quedando vigente respecto á los de robo en 
cuadrilla y, por tanto, que con arreglo á esta conclusión y á las 
indicaciones que deja espuestas acerca del turno especial estable¬ 
cido por la Sala de Gobierno en sus acuerdos de 16 de diciembre 
de 1867 y de 14 de enero del siguiente año, debe declarar V. E. 
que el conocimiento de la causa motivo del conflicto, corresponde á 
la Sala 1. a , y mandar se le remita á los efectos oportunos, dando 
de todo conocimiento á la Sala 3. a ; ó resolver en otro caso, como 
siempre, lo que estime mas arreglado á derecho. 

Madrid tres de mayo de rail ochocientos sesenta y nueve (1). 

Groizard. 


(1) Aceptando sus fundamentos la Sala de Gobierno resolvió la com 
petencia de conformidad con el dictámen fiscal. 
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Ed roas de una ocasión nos han suplicado muchos de nuestros 
suscritores que publicásemos documentos importantes que sobre 
el derecho público eclesiástico y otras materias canónicas se en¬ 
cuentran en los archivos del Estado. Nosotros, queriendo atender 
á esta justa pretensión de algunos de nuestros favorecedores, no 
hemos podido resistir á la idea de buscar documentos de esta espe¬ 
cie, que tanto ilustran las cuestiones sobre que versan, debidos á 
la pluma de nuestros mas famosos jurisconsultos y canonistas; y 
hoy podemos ofrecerles el luminoso y concienzudo dictámen que el 
Colegio de Abogados de Madrid dió en 8 de julio de 1770 en cum¬ 
plimiento de lo mandado por el Consejo de Castilla, acerca de 
las Tésis sostenidas en la Universidad de Valladolid por el Bachiller 
D. Miguel Ochoa y González de Asarta el dia 31 de enero del mismo 
año, en las que se menoscababan las regalías de la corona y la au¬ 
toridad de los Príncipes temporales. 

Conveniente será que al insertar tan notable documento rese¬ 
ñemos, aunque muy á la ligera, la historia de los sucesos que die¬ 
ron lugar á dicha famosa censura. El Dr. D. José Isidro de Torres, 
del gremio y claustro de la Universidad de Valladolid, trató de 
defender en 1769 seis Tésis en las que afirmaba que la inmunidad 
y exención que gozan los clérigos trae su origen de beneficio y 
gracia de los Príncipes seculares; que los Reyes pueden suplicar 
y apelar de las constituciones eclesiásticas cuando usurpan sujau- 
toridad ó perjudican al Estado; que los Príncipes tienen jurisdicción 
directiva y autoridad sobre los eclesiásticos en ciertos casos, y que 
á los Tribunales Reales corresponde conocer de los recursos que se 
introducen por las violencias y fuerzas de los eclesiásticos, con 
gran utilidad de los vasallos oprimidos. 

Para imprimir estas Tésis, las presentó el Dr. Torres al Decano 
de la Facultad de Derecho Civil, Dr. D. Antonio de Villanueva, 
quien se las devolvió diciéndole que como eran todos los puntos de 
que se trataba en las Tésis, Eclesiásticos, Canónicos y Pontificios, 
sin que nada hubiese que perteneciese al Derecho civil , debia 
recurrir por tanto para su aprobación al Decano de la facultad ca- 
'■ rúnica. Con efecto, así lo hizo el Dr. Torres, remitiendo sus Tésis 
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al Decano de esta última facultad Dr. D. Pedro Martínez Ufan o 
j\o merecieron las Tésis su aprobación, sino que se contentó con 
enviarlas al Claustro pleno para que las censurase, tratándose de 
unas posiciones que habia de defender un doctor sobre materia 
tan importante. Presentóse al Claustro el Dr. Torres para comba¬ 
tir públicamente la sentencia del Decano de la Facultad del Dere¬ 
cho civil, y escitar al de la canónica á que le señalase proposición 
alguna contenida en sus Tésis que fuese contraria á los dogmas re¬ 
velados, malsonante u opuesta á los derechos de la monarquía. 
Ninguno se atrevió á dar por falsas las proposiciones, antes por el 
contrario el P. M. D. Manuel Diez y el Dr. D. Pedro del Val las 
sostuvieron en el Claustro; pero á pesar de tal defensa, como los 
Decanos alegaban que en las Tésis se defendía que la exención de 
que gozaban los Eclesiásticos no provenia del derecho natural, di¬ 
vino ó positivo, ni canónico, sino de mera gracia y concesión de 
los Príncipes, el Cláustro en su mayor número, siguiendo la opinión 
de Villanueva y Martínez Ufano que en aquel mismo ano habia 
defendido en la Cátedra provenir la exención de los eclesiásticos 
del derecho divino, acordó dirigir las proposiciones al Director de la 

r 

Universidad, sin aprobarlas ni desecharlas. Este, considerando el 
asunto de gravedad, puso el asunto en conocimiento del Consejo 
de Castilla para que acordase lo que tuviese por conveniente, y 
dicho alto cuerpo, después de haber oido al Sr. D. Pedro Rodríguez 
de Campomanes, Fiscal de S. M., autorizó al Dr. Torres para de¬ 
fender sus Tésis, que lo verificó el dia 29 de enero de 1770. 

No habia aun bajado de la Cátedra de defender las proposicio¬ 
nes, cuando llegó á noticia del Dr. Torres que el Bachiller D. Mi¬ 
guel Ochoa y González de Asarta trataba de propugnar el dia 31 
del mismo mes seis Tésis que estaban en contradicción con las su¬ 
yas, puesto que se defendía en ellas que la exención de los Eclesiás¬ 
ticos no provenia de la concesión de los Príncipes, sino de la auto¬ 
ridad de la Iglesia. Mostróse ofendido el Dr. Torres por las Tésis 
del Bachiller, ya que éste se espresaba en ellas con frases duras y 
calificativos fuertes contra los que sostenían la opuesta opinión; y 
tratando de evitar que se defendiesen en el dia señalado, recurrió 
al Rector para que juntase el Cláustro y decidiese éste lo conve 
niente. Reunióse en efecto el dia 30 de enero del referido año 1770, 
y el Dr. Torres espuso las razones que tenia para opinar que las 
Tésis del Bachiller Ochoa, De Clericorum exemptione á temporali 
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urvilio et saculari jurisdictione, eran contrarias á la regalías de la 
Corona y depresivas de la autoridad de los Príncipes, y que por lo 
mismo debían borrarse de las proposiciones aquellas palabras que 
envolvían esta censura. El Cláustro oyó al Dr. Ufano que habia au¬ 
torizado las Tésis del Bachiller, y en vista de todo permitió que se 
apoyasen al dia siguiente, pero con la condición de haber de espli- 
car bchoa en la Cátedra ciertas palabras que pudieran interpretarse 
como contrarias á las regalías; mas el P. M. D. Manuel Diez y ei 
Dr. D. Pedro del Val salvaron su voto, por considerar el primero 
que las espresiones que usaba el Bachiller en sus conclusiones eran 
por lo menos, atendidas las circunstancias, perturbativas de la paz 
é injuriosas al Gobierno; y el segundo por ser ágrias y mordaces, y 
en cierto modo injuriosas las frases empleadas, y por lo cual creia 
que no debían defenderse sin modificarse. 

Apoyadas las Tésis el consabido dia, el doctor Torres delató al 
Consejo de Castilla lo acaecido en la Universidad de Valladolid, 
acompañando un ejemplar de ellas; y el Consejo, antes de propo¬ 
ner resolución, estimó conveniente oir el parecer del ilustrado Cole¬ 
gio de Abogados de Madrid, que, en cumplimiento de lo mandado, 
lo evacuó en 8 de julio de 1770. Conformóse con el dictamen del 
Colegio de Abogados aquel alto Cuerpo, y en su consecuencia re¬ 
cayó la Real Provisión de 6 de setiembre del mismo año, en la que 
se inserta íntegro el espresado dictámen; se hacen las correspon¬ 
dientes amonestaciones á los Doctores Ufano y Villanueva y al Ba¬ 
chiller Ochoa, y declaraciones honrosas en favor del P. M. Diez v 
del Doctor D. Pedro del Val; se ordena el establecimiento de censo¬ 
res Régios en todas las Universidades del Reino, y se manda que se 
defiendan pro Universitate, en Valladolid, conclusiones que vindiquen 
la autoridad Real ofendida por el Rachiller Ochoa en sus conclu¬ 
siones: según todo puede verseen la Real Provisión que insertamos 
íntegra. 

En cumplimiento, pues, de lo mandado, el Doctor D. Simón 
Narciso Iriberri y Villa, designado por el Claustro, defendió en 7 
de julio de 1771 seis Tésis, De Spirituali, et temporali potestatibus, 
en lasque se vindica á la autoridad Real de los ataques del Rachiller 
Ochoa, y se pone correctivo á sus doctrinas. 

Con estos breves apuntes podrán formar ¡dea nuestros lectores 
del espediente instruido con el espresado motivo, y que dió már- 
geo al notable documento que trascribimos; del cual tanto provecho 
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pueden sacar los que le lean, por la manera profunda con que se 
tratan las cuestiones mas graves y arduas del derecho público 
eclesiástico. 


REAL PROVISION DE S. M. 

y señores del Consejo de 6 de Setiembre de 1770, en la qual se da 
regla para preservar las Regalías de la Corona y de la Nación en 
las materias y questiones que se defiendan y enseñen en las Uni - 
versidades de estos Reynos ; con la creación de Censores Regios en 
ellas y demás que contiene . 

D. Carlos por la gracia de Dios, Rey de Castilla, de León, de 
Aragón, de las Dos Sicilias, de Jerusalen, de Navarra, de Grana- 
da, de Toledo, de Valencia, de Galicia, de Mallorca, de Sevila, de 
Cerdena, de Córdoba, de Córcega, de Murcia, de Jaén; señor de 
Vizcaya y de Molina, etc. A Vos el Presidente de la nuestra Real 
Audiencia, y Chancillería, que reside en la Ciudad de Valladolid, 
salud y gracia: Sabed, que en el nuestro Consejo se ha formado un 
Espediente, que tuvo principio por una Representación que hizo en 
31 de Enero de este ano el Doctor D. Joseph Isidro de Torres, del 
Gremio y Cláustro de la Universidad de esa Ciudad, delatando co¬ 
mo ofensivas á las Regalías y Derechos de la Nación, unas Conclu* 
siones defendidas en ella por el Bachiller D. Miguel de Ochoa en 
el mismo dia 31 de Enero; cuyo asunto es De Clericorum exemp - 
tione á temporali servitio y el sceculari jurisdictione f divididas en 
seis Thésis, ó Posiciones, en oposición de otras que sustentó el 
mismo Doctor Torres con licencia de nuestro Consejo, á favor de 
las mismas Regalías; quejándose al propio tiempo de los Decanos 
de las Facultades Civil y Canónica de dicha Universidad, por ha¬ 
berse escusado, ó tratado impedir por varios medios las que eran 
favorables á la Autoridad Real, y permitido defender, imprimir, y 
repartir las contrarias, á beneficio de ciertas esplicaciones verbales 
que debía hacer el sustentante; y á fin de proceder en este asunto 
con la Instrucción que requiere, providenció el nuestro Consejo se 
pasase al Colegio de Abogados de esta Córte dicha delación, y un 
ejemplar de las citadas Conclusiones, para que examinándolas, es- 
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pusiese sobre cada una su dictamen; lo que executó por su Informe 
de 8 de Julio de este año: el tenor del cual dice así: 

I. Señor: La materia de las Thésis remitidas á la Censura de! 
Colegio, es un manantial de Jurisprudencia Canónica, y un Indice 
de las Controversias mas arduas entre las Potestades Espiritual y 
Temporal, sobreque hay compuestos innumerables Volúmenes. El 
Colegio cree no satisfacer al espíritu del Consejo, y honor de la 
Comisión, con apuntar áridamente su dictámen: ni tampoco juzga 
oportuno tomar sobre sí el oficio de Apologista, ó Tractista, para 
formar alguna prolija Disertación, repitiendo infinitas cosas comu¬ 
nes, que se presentan en los libros. Deseando pues, hallar el de¬ 
licado punto de la obediencia, elige el medio, no de quien impugna 
ó defiende, sino de quien informa ó instruye sin adhesión. 

II. Como Españoles, debemos vindicar el derecho de la Pátria» 
sin faltar al profundo respeto de la Iglesia; como Calhólicos, debe¬ 
mos propugnar los de la Religión, sin abandonar las obligaciones 
que nos exige la Nación por los vínculos de naturaleza (*). Si es¬ 
tos dos respetos no acompañan, con sinceridad unidos, á la pluma* 
saldrá necesariamente destemplada; ó por un supersticioso zelo de 
la Religión, ó por un desordenado amor de lo temporal. Espera 
pues el Colegio, que la sencilla indiferencia con que produzca sus 
pensamientos, sera el mérito único para la condonación de sus 
yerros. 

III. Prescinde el Colegio de los interiores sentimientos del au¬ 
tor, y del estraño gusto que ha manifestado en la elección de unas 
opiniones, que ciertamente no son las mas fundadas; y aun algunas 
merecen en España la censura de improbables. Tiene presente dos 
cosas: una es, que tales doctrinas se ven esparcidas en no pocos li¬ 
bros Theólogos y Canonistas, propios y estraños, que por una in¬ 
feliz educación literaria, ó por empeño de partido escribieron así: Y 
otra la libertad con que impunemente, ó como una especie de par¬ 
ticular fuero se escribe y sustenta en las Universidades de España 
quanto se propone al ingenio, ó á la emulación, con tal que no se 
considere proscripto. 


( ) Nec emm volumus , aut pro Principum potentia Ecclesiasticam 
rnmui atgmtatem, aut pro Ecclesiastica dignxtate Principum potentiam 
mutilan; ne apud nos ocasione alterutra pax turbetur Ecclesioe. Pas- 
cnai. 11. ad Basilium Hieroso! ymitanum Regem Epist. 29. 
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IV. Por eso cine su censura al concepto objetivo de las Thé¬ 
sis, mientras el Consejo no toma algún sério temperamento para 
corregir una práctica no poco disonante de las sábias medidas que 
se observan en el Gobierno. 

V. Sino es que se considere á las Universidades, como unos 
cuerpos existentes fuera de la República, ó con independencia de 
sus Leyes, no se puede entender, que se derramen y enseñen allí 
unas doctrinas opuestas abiertamente á las Leyes Reales , al systhe- 
ma de los Tribunales Altos, y aun á la tranquilidad común, como 
se verá. 


PRIMERA THÉSIS. 

VI. La Thésis primera dice así: «La Disciplina Eclesiástica, 
«instituida en quanto á lo esencial por Jesu-Christo soberano Prín¬ 
cipe de la Sagrada República, aumentada y fortalecida en quanto 
»á otras cosas por sus Vicarios en los concilios Generales y Parti¬ 
culares, se redujo al Cuerpo disciplinar, en que últimamente ha 
aparado: Este Systhema del Derecho Canónico, asegurado de ante- 
amano con la observancia, y recibido públicamente en las Univer¬ 
sidades, se intenta con mordacidad y acrimonia desterrar de ambos 
)) fueros, y proscribir en las Escuelas por los defensores de la exterior 
«política; pero no pudiendo ser el Sustentante corrector de las DeT 
creíales de Gregorio IX y otros Pontífices, no permite con igualdad 
í>de ánimo asentir á los principios de estos Políticos, que inducen tan 
«grave novedad, mientras las Supremas Potestades Legisladoras no 
^determinan se enmiende el referido cuerpo del Derecho.» 

VIL Aquí se deja conocer, que el Autor entiende por el Cuerpo 
Disciplinar Eclesiástico la Colección de las Decretales, dispuesta de 
órden de la Santidad de Gregorio IX, la del Sexto que formó Bo¬ 
nifacio VIII y las Clementinas, Extravagantes, y otras Bulas y 
Constituciones Apostólicas; cuya Colección se ordenó de mandato 
de diferentes Pontífices, que corren haciendo un cuerpo con las 
Decretales. 

VIIL No creemos comprehendidas en la letra y espíritu de la 
Thésis la Colección de Graciano, ni sugeto por lo mismo este cuerpo 
á la censura del dia; así porque en todas nuestras Universidades no 
tiene la deferencia ciega que se dá á las Decretales, siendo obra de 
un particular Compilador, como porque nadie ignora los yerro» y 
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defectos que ha sufrido, y aun contiene, después de muchas y 

sérias correcciones. . . 

IX. En la Colección Gregoriana se notan vanas Decisiones 

Apócrifas, alteradas otras, y no pocas opuestas al establecimiento 
que forman en diferentes materias nuestras Leyes Reales, y la prác¬ 
tica universal de los Tribunales del Reyno. Unas condiciones tan 
Notables, no pueden indiferentemente mirarse por un cuerpo de 
Letrados Españoles, en quienes la autoridad de las Leyes Reales 
debe causar, no solo el respeto común á todos los Vasallos, sino 
tanto mayor, cuanto es mas estrecho y noble el vínculo de su 
profesión. 

X. Notan, pues, y demuestran Autores graves (1) que usando el 
Colector de las Decretales de la facultad amplia conferida por la 
Santidad de Gregorio IX, omitió muchos pasages de los Cánones y 
Decretales que se registraban en las Colecciones antiguas; alteró 
otros, y los mudó de forma, que esta variación se tiene por una de 
las causas principales de la decadencia de la primitiva Discipli¬ 
na (2). Cuyas alteraciones (entre otros Eruditos) especifica, y con - 
vence el Doctísimo Francisco Florenle, como puede verse en varios 
Capítulos de sus Tratados Canónicos (3). 

XI. Contiene también, como se ha insinuado, dicha Colección, 
no pocas resoluciones contra espresas decisiones de nuestras Leyes, 
contra lo establecido por loables costumbres del Reyno, y contra 
el Systhema del Gobierno. Esta oposición puede comprehendersede 
los Capítulos 13 de Judiciis, el 8, 13 y 18 de Foro competenti, el 
Capítulo 1, 7,9, 10, 11 y 13 de Testamentis. 

XII. No es pues compatible con lo determinado en dicho Cuer¬ 
po Canónico, el uso inmemorial de los Recursos de fuerza, reco¬ 
mendados por las Leyes Reales, ni el conocimiento de Causas de 
nuevos diezmos, y otros Juicios á que se estiende la Potestad Su¬ 
prema del Soberano, que insinuarémos después. Pudieran citarse á 
este propósito otros Capítulos, comprehendidos en las Decretales, 
cuya disposición padece una general exclusiva por nuestras Leyes 
en materias puramente civiles; previniendo éstas alguna qualidad 


JV Jo , aD r Des Do "H- Prwn. Can.,lib. 4. cap. 24, n. 6, Vanesp., part. 8 
de Decret Gieg. IX, §. 4, et. o m tract. Histor. Canon, in omnes Cáno¬ 
nes Concxl. tam Grcec. quam Latinos , etc. 

(2) Fleuri in Hist. Ecles., disc. 7. 

(3) Prcesertim in Prwfat. de Method. et auctor. jur. Canon. 
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para el valor de las disposiciones humanas, fuera de lo ordenado, 
y alguna vez contra lo dispuesto en las Leyes Eclesiásticas. De que 
proviene, que en España, y aun en el Orbe Christiano no tienen 
aceptación: como sucede con la disposición del Cap . 30 de Electio- 
ne> et Electi potest. con el 2 de Sentent . et Re Judicat. in 6., con el 
® d e Voto , et Voti Redempt . y con la Clement. Unic. de Jure jur . 
Cuyas Decisiones, que directamente ofenden á la Regalía y Potes¬ 
tad independiente de los Príncipes Supremos, nunca se han reco¬ 
nocido como Leyes dignas de observancia, mirándose únicamente 
como unas sútiles tentativas de los Curiales, para dominar sobre los 
derechos de las Provincias Christianas. Es pues asombroso, que 
entre ios mismos enfermos haya muchos tan inadvertidos, que de¬ 
fiendan y justifiquen los insultos de la enfermedad. 

XIII. En confirmación señalaremos entre innumerables, tres 
casos de las Decretales, en que al descubierto se toca el agravio, 
que hiere en lo mas vivo, de la Suprema Potestad Temporal. En 
el Cap . Novit . 13 de Judiáis vemos á la Santidad de Inocencio III 
constituirse en Juez entre los Reyes de Francia, é Inglaterra, sobre 
cumplimiento de un pacto temporal, con el color de que hubo culpa, 
y de que fué fortificado con juramento ¿Pudo ser mas manifiesto el 
exceso de jurisdicción? Cada dia entre nosotros conocen los Jueces 
Seculares del cumplimiento de los contratos, sin embargo de la qua - 
lidad accidental del juramento; cuyo pretexto previnieron, y recha 
zaron nuestras Leyes (4). Y si la culpa en el cumplimiento de un 
pacto profano basta para fundar la Jurisdicción Eclesiástica, ¿qué 
causas se reservan para la Real? Siendo tan común en los Litigan¬ 
tes, alegar no solo culpa, sino dolo contra sus adversarios. Eran en 
tal caso muy propios los suaves oficios de un Padre universal del 
Christianismo, á quien deben profundamente venerar los Príncipes; 
pero erigirse Juez riguroso contra un Soberano, que solo á Dios re¬ 
conoce sobre sí en lo temporal, ni parece admisible, ni conveniente 
á la quietud de la Iglesia. ¿Qué dirémos de esta Decretal, que se 
lee y propugna en las Universidades, poco menos que un Dogma t 

XIV. Sea segunda confirmación lo que el mismo Inocencio III 
consultado por el Conde de Tolosa, le respondió (5). Tres fueron 
los puntos de la Consulta, y de la Decisión de el Papa. El primero 


(4) L. \ [ y {2, tit. /, iib. IV Recop . 

(5) Cap. Super quisbusdam de Verb . signif. 
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sobre losHereges públicos ó manifiestos: en que solo hay que ad¬ 
vertir, que entre las penas señaladas á tan grave crimen, impone 
la confiscación de bienes; pues aunque en este Capítulo no decla¬ 
ra el Papa, quien sea el Autor de esta pena, ya el mismo en otra 
antecedente que empieza Vergensis de el mismo título, havia di¬ 
cho: In terris vero temporali nostrce jurisdictioni subjectis , bona 
Boereticorum statuimus publican ; et in aliis idem prcecipitnus fieri 
per Potestates et Principes Saculares. No alcanzamos por donde la 
Jurisdicción Eclesiástica pueda estenderse á imponer á los Prín¬ 
cipes un precepto sobre bienes temporales, ni cómo puedan que¬ 
dar sujetos á la Censura con que se les conmina en esta Decretal. 

XV. El segundo punto de la Consulta del Conde Tolosano, re¬ 
caía sobre las Contribuciones que havia impuesto á sus Vasallos, y 
el Legado Apostólico de Orden del Papa revocó por defecto de po¬ 
testad en el Conde. Que el Rey de Francia, á quien se suponía 
sujeto, enmendase el agravio á los Vasallos, nada habría que es- 
trañar como Soberano en lo temporal; pero en la Potestad Ecle¬ 
siástica parece que fué exceso de jurisdicción notorio. Como su¬ 
poner, que estos tributos podían establecerse con autoridad del 
Concilio, ibi: Vel Lateranensis Concilii largitione concessa . No en¬ 
contramos ejemplo en los Concilios Generales, donde la Yglesia 
haya pretendido apropiarse facultad tan eslraua. 

XVI. El tercer punto consultado contenia dos partes: mandan¬ 
do en la primera, que en quanto á los Capítulos de la Paz se ob¬ 
servase lo que su Legado tenia ordenado ú ordenare con autoridad 
Apostólica; sobre que ya Alexandro III pocos años antes havia 
dispuesto algo en el Concilio Lateranense III, y aunque esta Con¬ 
ciliar Disposición, según algunos, se dice formada con acuerdo de 
los Príncipes interesados (6), y aun la glosa del Cap. I de Tregua 
et Pace previene que no fué observada; vemos no obstante, que 
Ynocencio III sugetó á su autoridad un punto el mas respetable del 
Derecho Público y Político. 

XVII. La segunda parte y última de esta Decretal Innocenciana, 
ordenaba que el Conde de Tolosa respondiese en el Tribunal Ecle¬ 
siástico á los cargos temporales, que le quisiesen formar las Viudas, 


¿. e ¿J us Marca de Concord . Sacerd. et Imper . lib . 4, cap , 14 
at\‘ jfferentta ínter bella privata et publica. Et Clarius González in 
Notts ad cap . 1, dict. tit. deTreg. et Pac . n. 9. 
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Pupilos, Huérfanos, y personas miserables: Item Viduis , Pupilli <?* 
Orphanis, et personis miserabilibus tenearis in Judíelo Eclesiático 
respondere; como si las personas de esta clase dejasen de ser súb¬ 
ditos del Príncipe; ó como si en este ó sus Ministros no pudiesen 
hallar cumplimiento las Leyes Reales que tratan á las personas mi¬ 
serables con especial indulgencia, distinguiéndolas de las demás 
clases. 

XVIII. Es semejante (y sirva de tercera confirmación), esta Pon¬ 
tificia Ordenación á la del cap. Cum sit generale 8. de Foro Com- 
pelent. en que al Prelado ó Juez Eclesiástico se adjudica el conoci¬ 
miento de las personas y cosas temporales, si el Juez Secular fuere 
negligente en la administración de Justicia. Con este título de ne¬ 
gligencia privó el Papa Ynnocencio IV al Rey de Portugal del Go¬ 
bierno del Reyno, y lo cometió á su hermano el Conde de Bolonia, 
como se lee en el cap. Grandi 2 de supplenl . neglig. Proel . in 6. e 
diciendo el epígrafe: que el superior puede remover del oficio al infe¬ 
rior negligente. Con que se confirma la falsa opinión de ser el Sumo 
Pontífice Superior, y Director délos Soberanos en lo temporal. Esta 
Decretal y todas se defienden en las Universidades, como Decretos 
incontrovertibles, no obstante que la Ley Real (7) ordena lo con¬ 
trario, diciendo: Otro sí, guando el Juez Seglar no quiere facer de¬ 
recho á los que se querellan de algunos á quien él há poder de juz¬ 
gar , estonce puede el Obispo amonestarle que lo faga , é si non lo 
quisiere facer , débelo embiar á decir al Rey , por desengañarlo del 
fecho de su tierra , etc. 

XIX. ¿Será, pues, tolerable, que sobre estos sucesos y resolu¬ 
ciones se dé á la Jurisdicción Eclesiástica una extensión que asom¬ 
bra? Es fácil á los que leen V escriben por los dos Partidos, acumu¬ 
lar ejemplares, que sin propiedad llaman hechos de la causa. In¬ 
numerables casos podrían señalarse de la introducción de la Potes¬ 
tad Eclesiástica en lo profano; y no pocos de la Jurisdicción Tem¬ 
poral en lo Eclesiástico: pero uno y otro, solo dá materia á los preo¬ 
cupados. El juicio debe emplearse en el discernimiento. 

XX. No dice bien la Thésis, afirmando, que el systhema Gre¬ 
goriano ha sido absolutamente comprobado con la observancia. ISu 
hay tal observancia, sino es que se hable superficialmente. Antes se 
notan en España tantos actos contrarios, quantos son las Lejes, 

(7) L. 48, tít. 6, Part. i, prope fin. 
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Decretos y Ordenaciones Reales que resisten las opuestas disposi- 
ciones del Cuerpo Gregoriano en los puntos insinuados; quantos 
son los Recursos de fuerza, de retención y semejantes; quantas son 
las modificaciones puestas por el Consejo á las facultades de los 
Nuncios; quantos son los clamores del Revno que se leen en las 
Córtes; y quantas son las súplicas y contradicciones, que llenas de 
zelo y veneración han hecho desde lo antiguo nuestros Príncipes á 
la Córte de Roma, para la enmienda de los perjuicios que ha pade¬ 
cido, y sufre España. 

XXI. Todos estos Actos, con los escritos que no pocos sabios 
Españoles de tiempo en tiempo han publicado en defensa de los de¬ 
rechos de la Nación, han sido, y son otras tantas protestas muy sé- 
rias, que destruyen el asylo de la observancia contraria. Ni el uso, 
ó el abuso de las Universidades ha podido añadir el menor valor á 
las Decretales en los puntos perjudiciales al Estado, porque como 
advertía un Rey Christianísimo á cierto Prelado de su Reyno, se¬ 
mejante ejercicio solo se permite para la erudición de los Profeso¬ 
res. En cuya práctica siempre deben entenderse reservadas las Or¬ 
denaciones Reales, la Regalía, las loables costumbres del Reyno, y 
todo perjuicio público (8). 

XXII. En las materias temporales debe decirse del Cuerpo Ca¬ 
nónico, lo mismo que todos saben del Civil Romano, admitido en las 
Universidades, no en el concepto de Leyes, sino para erudición de 
la Juventud. Aunque es cierto que uno y otro pedia mas precau¬ 
ción. 

XXIII. La última proposición del Preliminar de la Thésis pro¬ 
cede equivocadamente; suponiendo ser necesaria una formal cor¬ 
rección de las Decretales para que dexen de obligar. Basta la Potes» 
tad Suprema Temporal para dexar sin uso las Leyes de Disciplina 
Eclesiástica opuestas al Estado. No arguye bien, induciendo obli¬ 
gación de observarlas, mientras no se corrijan, ó revoquen. 

XXIY. La revocación en rigor, solo toca á la Suma Potestad 
que estableció la ley: pero la resistencia á su ejecución nociva, es 
igualmente propia de la Soberana Potestad Temporal. 

Y solo con esta distinción justa debe correr la confusa ó myste- 
riosa cláusula, con que finaliza la Posición sobre las Potestades Le- 


(8) Phiiippus Pulcher citat. á Franco Florent. 
Arte, et Auctoritat. Juris Canon, in fine. 

TOMO II. 


dissert. de Orig 
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gisladoras, que según dice, deben concurrir á la corrección del 
Cuerpo de las Decretales. 

XXV. La segunda parte, que es el Theorema propuesto al 
Theatro de la Disputa, sostiene: «Que los negocios y Pleytos Ecle¬ 
siásticos deben decidirse según el Derecho Canónico, donde no 
»haya otro establecimiento particular.» Para descender el Autor 4 
esta primera Conclusión, usa de la voz inicial Quare , en que ma¬ 
nifiesta el concepto, sujetando precisamente la decisión de las Cau¬ 
sas de los Eclesiásticos á las Leyes contenidas en las Decretales, de 
que habla en la parte presupositiva. 

XXVI. En estas conclusiones, muchas voces y frases son mys- 
teriosas y equívocas. No nos detendriamos en entender significadas 
por las palabras Ecclesiástica negotia las Causas espirituales ó Sa¬ 
gradas, en otro escrito, y en otro tiempo; pero aquí, para no errar, 
es preciso distinguir. En el sentido explicado, de ser la materia ó el 
Derecho Sagrado, la proposición es legal: pero si se dicen Eclesiás¬ 
ticos por las personas que gozan del Fuero, siendo temporal la ma¬ 
teria del litigio, en esta inteligencia es censurable. 

XXVII. Ni este sentir en el Autor es mucho de extrañar, supues¬ 
ta la deferencia ciega que se tributa á las Decretales en las Univer¬ 
sidades con desprecio de nuestras Leyes; pues en el cap. 9. de Foro 
Comp. expresamente se ordena , ibi: Mandamus , quatenus si quas 
causas pecuniarias Clerici Parisiis commorantes habuerint contra 
aliquos , vel aliqui contra eos, ipsas jure Canónico decidatis . La glo¬ 
sa de este capítulo, para salvar la repugnancia que ofrece á prime¬ 
ra vista, equivoca un principio muy sentado. Aunque el Obispo en 
París tuviese el Señorío Real, no por eso dexaria de ser temporal su 
jurisdicción, y de juzgar las Causas de esta especie según las leyes 
Temporales: y así los Prelados prestan vasallage, y están sugetos 
á los Tribunales Reales de apelación, en las causas y territorios 

donde tienen Señorío por el Rey. 

XXVIII. Ni el Papa puede conceder un Privilegio tal, para que 
los legos sean reconvenidos en el Tribunal Eclesiástico, y juzgado^ 
por las Leyes Canónicas. Solo el Príncipe, que es el dueño de la ju¬ 
risdicción, puede cederla, ó limitarla. Un principio tan óbvio no ne¬ 
cesita mas argumento que la razón natural. 

XXIX. La doctrina déla Thésis y de esta Decretal es intolerable 
en España: porque las Leyes Eclesiásticas no pueden disponer sobr»> 
materias temporales, como son Contratos, Testamentos, y semejan- 
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tes. De el derecho pasivo, en que consiste la exempcion (de quaU 
quier principio que provenga) nada se infiere para el activo de ha¬ 
cer ordenaciones: y como en la limitación que contiene el Theore- 
ma, de la falta de particulares establecimientos, no parece com-, 
prendió el Autor otro Derecho que el Eclesiástico, en esta inteli¬ 
gencia se presenta también censurable la Conclusión. Y siempre lo 
seríala expresión impropia de reducir á limitación, lo que debía 
proponerse como regla indefectible, diciendo, que los Eclesiásticos 
en las causas temporales siempre deben ser juzgados por las Leyes 
Pátrias, del mismo modo que los Seglares; pues indistintamente se 
hallan como Vasallos sujetos á su Rey y Señor natural. De cuyo 
punto se tratará en otro lugar mas despacio. 

SEGUNDA THÉS1S. 

XXX. En esta se dice: «Que el Obispo tiene potestad para juz- 
»gar, castigar y corregir canónicamente á su Clero, á fin de que 
* los dedicados al Culto Divino vivan en paz, y obedezcan á su Pas- 
»tor.*> Es proposición innegable, y tiene conformidad con lo dis¬ 
puesto en las Leyes 4 y 5, tít. 3.°, lib. l.°, Recop. Si esta conclusión 
se propusiera sin enlace con las primeras, tendría un sentido justo 
é inocente por cualquiera aspecto; pero siendo consequencia de la 
incierta doctrina que en la antecedente se (ixó por regla, debe 
acompañarse de las restricciones explicadas para que pase sin sos¬ 
pecha. 


TERCERA THÉSIS. 

XXXI En la tercera Posición merece también separado exámen, 
como en la primera, el preludio. En él se explica así el Autor: 
«Ninguno, sino el huésped, ó forastero en la Jurisprudencia Sagra- 
»da, se atreverá á negar que no es lícito que los Ministros del Al - 
»tar se sujeten á arbitrio de las Potestades Seculares.» 

XXXII. Esta proposición parece sacada de la Ley final del Có~ 
digo Theodosiano de Episcopal . Audient y de la Ley 50 , Tít. 6.‘\ 
Part. 1. a Sin embargo del determinante absoluto, con que empieza, 
«Nullus ni in Sacra Jurisprudencia hospes infUiabitur » sería per¬ 
mitida, si por las antecedentes y consiguientes proposiciones no tu¬ 
viéramos bien penetrados los sentimientos del Autor. Baste decir 
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ahora, que debe ajustarse á la doctrina que dejamos establecida 
y á la que se producirá en esta Thésis, y en las sucesivas. 

XXXI11. Coa dicha salva desciende el Autor á proponer por 
Conclusión, que «la exempcion pasiva del clero en negocios tem- 
»porales no dimana de la liberalidad de los príncipes, sí que í'ué es¬ 
tablecida por autoridad de la Yglesia. Lo que, dice, se atreve á 
«afirmar sin duda alguna, pues siempre fué conveniente que los in - 
«divídaos de la Celestial Milicia estuviesen abstraídos de los Tribu- 
anales seculares.» 

XXXÍV. Tiene muy presente el Colegio la respuesta que en 
este mismo Expediente dió el Sr. Fiscal D. Pedro Rodríguez Cam- 
pomanes, tratando de las Conclusiones del Doctor D. Joseph de 
Torres, en que expuso, que el punto sobre el origen de la Inmuni¬ 
dad, ó Libertad Eclesiástica, es opinable en los Escritores. 

XXXV. No es lugar este en que debemos formar alguna diser¬ 
tación sobre el origen de la Inmunidad, capaz de admitir muchos 
volúmenes; ni el repetirlos serviría de ilustración; con todo, no po¬ 
demos dejar de insinuar contra la Thésis una ú otra comprobación, 
á nuestro entender no despreciable. La primera se funda en la Ley 
50, tít. 6.°, Part. d.% cuyas palabras son: «Franquezas muchas han 
ilos Clérigos, mas que otros homes, también en las personas, como 
»en sus cosas; é esto les dieron los Emperadores, é los Reyes, é 
»los otros señores de las tierras, por honra, ó por reverencia de 
íSanta Yglesia.» 

XXXVI. A los Vasallos que tienen la felicidad de gobernarse 
por unas Leyes tan sábias y christianas, como las de España, no 
debe ser lícito apartarse de ías sentencias que abrazen, y prefieran, 
entre las que de suyo fueren problemáticas. El peso de autoridad 
que dan nuestras Leyes á qualquiera opinión, debe inclinar la ba¬ 
lanza del juicio, sacrificándole dichosamente. En las leyes de Toro, 
tenemos no pocos argumentos de esta máxima. Porque á la verdad, 
tiene ayre de desacato en un súbdito, el opinar contra el sentimien¬ 
to ya declarado de su Príncipe. Notando, que los sábios que de 
mandato del Rey concurrieron á la formación de las Partidas, en 
ningún punto se mostraron sospechosos contra la Inmunidad, sino 
muy defensores; y con todo reconocieron su principio inmediato en 
la Potestad Régia. 

XXXVII. La segunda comprobación nace de una verdad, que 
sientan todos los que no quieran hacerse sospechosos en el juicio. 
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Esta es, que solo los Príncipes del mundo pueden formar leyes en 
las materias temporales. Lo contrario debe llamarse error. Asi dixo 
San Agustín (9), ibi: iQuo jure defendis Villas Ecclesioe? ¿ Divino, 
an humano? Divinum Jus Scripturis habemus ; humanum iti Legibus 
Regum: unde quisque possidet, quod possidet, ¿Nonue jure huma¬ 
no? Jure ergo humano dicitur hcec Villa est mea 9 hic servus, hoec 
Domus; Jura autem humana , Jura Imperatorum sunt. ¿Quaret 
guia ipsa Jura humana per Imper atores, et Rectores soeculi Deus 
distribuit humano generi. Item, tolle Jura Imperatorum, ¡Et quis 
audet dicere , hoec Villa est mea? ¿Meas servas ? ¿Mea Domus ? Si 
autem, ut teneantur ista ab hominibus, Regum Jura fecerunt, 
¿ Vultis ut resiceamus Leges ? 

XXXVIII. Esto sentado, el discurso dice así: Nadie puede, ni 
debe limitar la ley, sino el mismo Legislador que la forma: la Ygle- 
sia no pudo, ni puede formar leyes en lo temporal, porque su Di¬ 
vino Autor la separó de este empleo coa su doctrina y con su exem- 
pío (10): luego no pudo la Iglesia exceptuar de la ley general de los 
Principes á los Eclesiásticos, que como Vasallos le estaban sugetos: 
luego solo los Príncipes, reconocidos á su dignísima Madre la Igle¬ 
sia, tuvieron la potestad de distinguirla, y privilegiarla ya en la 
exempcion de tributos, ya ea sus personas, ya en la inmunidad de 
los Templos, de que habla el Concilio de Toledo 4. Can. 17. 

XL. En la Ynmunidad de las cosas propiamente espirituales, co¬ 
mo la Religión, Sacramentos, Culto, y verdadera Disciplina Ecle¬ 
siástica, por la razón opuesta se verifica lo contrario; porque no te¬ 
niendo los Príncipes potestad legislativa en las materias sagradas, 
tampoco puede la exempcion provenir de un principio donde no se 
forma la ley. Así discurre el Colegio. 

XLI. Y anade, que no es argumento concluyente para demos¬ 
trar en la Potestad Régiael principio de la Ynmunidad, el que se 
toma de la ley de Constantino , registrada en el Código Theodosia- 
no (11). La verdad, y atribución de esta ley es irrefragable, con el 
testimonio de Eusebio Caesariense, Nicefóro, y Sozomero (12), aun- 


(9) S. Aug. tract. 6 in Joann. 

(10) Luc . c. 12. v. 13 et 14. 

(11) 1 Cod. Theod, de Episc. audíent. 

(12) CaBsariens. de Vita Constante lib . 4. 
iib. i. cap . 9. 


cap. 27., lib. 7. cap. 46., 
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que débilmente lo contradicen algunos; pero su contexto es insuti - 
cíente prueba de la aserción tan cierta, que propugnamos. 

XL1I. No es lo mismo encontrar ordenaciones sobre disciplina 
Eclesiástica entre las Leyes Imperiales, y Reales, que reconocer su 
origen y potestad en ellas. Esto advertimos por obsequio de la ver¬ 
dad. No pocas cosas ordenó la Iglesia en los primeros siglos, fián¬ 
dolas á la tradición, que después se escribieron en los Códigos Im¬ 
periales, antes que en los Canónicos. 

XLIII. La primera ordenación que leemos del Patronato sobre 
las Iglesias, dispensado á los Fundadores, se enquentra en una 
Constitución del Emperador Zenon ; y en el siglo siguiente, en 
otras del Emperador Jusliniano (13): ¿Luego el Patronato délas 
iglesias reconoce su principio en la Potestad Temporal? Así argu¬ 
yen algunos notados con razón. 

XL1V. Luego el origen de la Ynmunidad de! Clero en la Potes¬ 
tad Real, no se convence bien do la ley de Constantino, aunque su 
verdad es irrefragable, sino por el sólido principio, que San Juan 
Crhysostomo, San Agustín, y otros Padres establecen en la Autori¬ 
dad Suprema, y Privativa de los Príncipes, para ordenar leyes en 
lo temporal; que nadie puede negar sin contradecirá la Escritura; 
y como la limitación (lo repetimos) debe hacerse por el Autor de la 
disposición, se convence, que no pudo la Iglesia limitar ó eximir de 
la ley, que no pudo establecer. 

XLV. Así pues, como la Ynmunidad en lo verdaderamente es¬ 
piritual, proviene del Derecho Divino, y Canónico, porque estas 
son las fuentes donde se formaron las leyes, y reglamentos de las 
materias sagradas; así por el contrario, en lo temporal solo dimanó 
la exempcion de aquella Autoridad, á quien cometió el Altísimo la 
formación de las leyes profanas. 

XLVI. Nadie mejor que Santo Thomás, tenia bien registrado el 
piélago profundo de la Escritura Santa; y no hallando en él prin¬ 
cipio alguno inmediato de la Ynmunidad de los Tributos, de que allí 
hablaba, vino á decir, que se debia á la indulgencia, y al reconoci¬ 
miento de los Príncipes (14), ibi: Ab hoc tamen debito liberi sunt 


(13) L. 45 Cod. de Sacrosanct. Ecclcs. leg. 45. de Episcop. et Cleric. 
Novell . 57. 67. et 42. cap . 48. 

(44) Epist. ad Rom. c. 43. 
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Clerici ex privilegio Principum; quod quidem oequitatem natura- 
lem habet. 

XLVII. Ni mas expresamente puede decirse, que San Grego¬ 
rio Magno en la Epístola primera ad Parmenium , Ibi: Porró alii 
sunt 9 qui non contenti decimis (id est Episcopi ), et primitiis , 
prcedia , Villas , et Castella , Civitatesque possident , ex quibus Cce - 
sari debent 9 tributa , nisi imperiali benignitate inmunitatem hujus- 
modi promeruerint . 

XLVIII. El Colegio entiende, que el dictámen que va propug¬ 
nando, es mas que opinión: porque lo vé demostrado en el capítu¬ 
lo 13 de la Epístola ad Romanos de San Pablo. No consiste la prue¬ 
ba, en que el Apóstol intima á todos, sin excepción de grados, y 
personas, la sujeción á los Príncipes Temporales; esto es obvio, y 
se ha ponderado muchas veces; sino en que para confirmar esta 
verdad, añade, Ideo enim , et tributa prcestatis; luego no puede de¬ 
cirse que los tributos que entonces pagaban los Eclesiásticos á los 
• Príncipes, era una acción violenta, ó injusta. 

XLIX. El Apóstol lo trae como efecto de la sujeción á la potes¬ 
tad Temporal, y Santo Thomás comentando dichas palabras, Ideo 
enim et tributa prcestatis , dice, primo ponit subjectionis signum , 
dicens, ideo enim, scilicet, quia debetis esse subjecti; et tributa 
pmstatis, id est, prmtare debetis in signum subjectionis» Seria error 
grande decir, que para convencer San Pablo la potestad legítima 
de los Príncipes, trajese por prueba un efecto injusto de la misma 
potestad. Y así dice Santo Thomas, prcestare debetis . Luego hasta 
que la indulgencia de los Príncipes, bien merecida de la Yglesia, 
eximió á los Clérigos de este débito, legítimamente lo satisfacían, 
según San Pablo. 

L. Pero igualmente debe el Colegio en honor de la Justicia y 
de la Yglesia sentar, que estos privilegios son de una esfera 
muy eminente sobre todos los de otra especie. La naturaleza 
de los Privilegios, y sus condiciones, tienen para su graduación dos 
reglas ciertas y magistrales, ó tres, para decirlo todo. La causa, el 
sugeto á quien se dispensan y el concedente (15). De aquí es, que 
los concedidos por la Yglesia á los Príncipes no están sujetos á de¬ 
rogaciones, ni á otras providencias Pontificias por fuertes que sean: 


(15) Thuseus, Pract. litt. R. 
ream alleg. 13. án. 2. 


cono» 82. n. 28. et. 29. et aliiapud Lar - 
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v si, inconsulto Príncipe , se intentasen alterar, los celosos Patro - 
nos del Fisco no renunciarán el recurso de la protección. 

LI. Procediendo esta doctrina con sobresaliente motivo en los 
Reyes de España, sobre los derechos de Patronato, Tercias y otros 
que gozan en las iglesias, en retribución de la sangre, de las vidas, 

5 de los intereses que con sus Vasallos sacrificaron en honor de la 
Religión (46). ¿Pues qué se dirá por el opósito, de los Privilegios 
que los mismos Príncipes concedieron á su dignísima Madre la Igle¬ 
sia? ¿Hay en la línea de lo criado mérito comparable, con los que 
en su principio, y progreso hizo, y los que continúa, y continuará 
hasta su término? No hay Príncipe, Revno, ni alguno de los mor¬ 
tales que dexe de reconocerse sublimemente beneficiado de la libe— 
ralísima mano de esta piísima y poderosísima Madre: luego sus 
exenciones, aunque por una mysteriosa providencia del Criador 
traygan origen de la Potestad Régia, ya deben considerarse como 
remuneraciones onerosas é indelebles, y como contratos de riguro¬ 
sa justicia, exentos de las comunes reglas de los privilegios. Por 
eso dixo Santo Thomás, que esta exención se fundaba en la equidad 
natural; quod quidem naturalem oequitatem habet (47). 

LII. Apenas se lee en la Historia triunfo grande de las Monar¬ 
quías Cathólicas, que no se deba en gran parte á la poderosa me¬ 
diación de la Yglesia con el Rey de los Exércitos; y quando el rigor 
del cuchillo no ha alcanzado á vencer muchas perniciosas turbacio¬ 
nes y rebeldías, se han visto allanar con la dulzura de la voz Evan¬ 
gélica, y con el apremio terrible de la censura. 

Lili. De esta casta son los privilegios y esenciones de la Ygle< 
sia, en cuya ilustre confirmación no podemos omitir las cláusulas de 
la Ley Real citada (48), llenas de piedad y respeto, ibi: E pues que 
los Gentiles que no tenían creencia derecha, ni conocían á Dios , 
cumplidamente los honraban tan to , mucho mas lo debemos hacer los 
Christianos, que han verdadera creencia, é cierta salvación, é por 
ende franquearon á sus Clérigos é los honraron mucho; lo uno por 
la honra de la Fé , é lo al, porque mas sin embargo pudiesen servir 
á Dios, é facer su oficio, que non se trabajasen si non de aquello - 
No obstante, la incomparable fuerza y veneración de los privilegios 


06 ) 

07 ) 

O») 


eg. 18 tít. 5 . Part. I. „ . t ^ 13 

anet. Th.in Comment. adprcedictam Epistol. ad Ro . P* 

Hct. leg . 50 . tit. 6 . part . /. 
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concedidos á la Yglesia, pueden por varios modos, en que el bien 
universal del Estado se interese, admitir ciertos temperamentos, y 
restricciones de que sobran ejemplos en España y en otras Provin¬ 
cias Cathólicas, llevando siempre por objeto la salud pública, como 
ensena San Juan Chrisóstomo (19). 

QUARTA THÉSIS. 

LIV. Se ha hecho mucho alto sobre la primera parte de la 
Thésis quarta, que en todo dice así: «Después que la Yglesia favo¬ 
reciendo la suerte, vindicó del todo sus primitivos derechos, 
«usurpados por la injuria de los tiempos , y sobervia de los que 
mandaban, con la gran fuerza de las Armas; de tal suerte vemos 
«ampliada, y fortalecida la libertad Eciésiastica por Sanciones de 
«Concilios, y Decretos Pontificios, que los Clérigos, ni voluntaria- 
«mente pueden sujetarse á los Juicios Seculares, siendo su peculiar 
«fuero concedido al Cuerpo del Estado Eclésiastico por derecho 
«público; el qual es muy manifiesto no puede derogar el consenti¬ 
miento de los particulares: ni juzgamos sea admisible la contraria 
«costumbre, que antes debe llamarse perniciosa corruptela.» 

LV. No nos detenemos en que la generalidad de la proposi¬ 
ción, sin contraerse á personas y tiempos, basta para salvar qual- 
quiera imaginada ofensa; mayormente pareciendo referirse á los 
primeros Siglos de la Yglesia, en que los Emperadores Gentiles, en 
odio de la Religión Christiana, apuraron todos los fondos de su 
crueldad, y maligna astucia. Esto es obvio en los Cánones, en la 
Historia, y en los Santos Padres; pero demos (como puede ser) que 
la Thésis quisiese comprender los siglos posteriores, desde el 
quarto en que la luz de la verdad con la dulce fuerza del Evange¬ 
lio, entró á dominar dichosamente sobre el Ymperio Romano , em¬ 
pezando en Constantino: desde este Príncipe, hasta el infausto 
Cisma del Phseudopatriarca de Constantinopla Phocio, apenas se 
señalará Emperador del Oriente, reservando uno ú otro, que no 
metiese la mano en los puntos mas sagrados de Religión, de que se 
quexael eruditísimo Claudio Fleuri en el tratado de las costumbres 
de los Christianos. 

XVI. Y porque no faltan Escritores estraños, que sobre tales 


(19) S. Joann . Chrysost . Homil. 25. ad 1. Epistol ad Cor . 
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hechos violentos pretenden amplificar la Jurisdicción Temporal, no 
sin ofensa de los mismos Príncipes Christianos y Píos, así como 

por el opuesto egecutan otros lo mismo con la eciésiastica sobre los 
abusos de sus Jueces; esta consideración ha obligado al Colegio á 
emplear algunas cláusulas sobre la especie de la Thésis, distin¬ 
guiendo lo violento de lo justo: con la seguridad de c¡ue nuestros 
yerros solo podran durar el corto tiempo que tarden en presentarse 
á la sábia Censura del Consejo. 

LVII. Aunque fué gloriosa, é incomparable la piedad y reli¬ 
gión del Grande Constantino sabemos por las Apologías de San 
Atanasio, y sus Epístolas, especialmente ad solitarios , quanto pa¬ 
deció este gran Padre después del Concilio Niceno, por las suges¬ 
tiones malignas de los Eusebianos, que lograron el arte de preocu¬ 
par engañosamente al Emperador; con cuyas providencias y auto¬ 
ridad, formaron Conciliábulos, y sostuvieron su cruel persecución 
contra Atanasio y otros Prelados Santísimos, durante la vida de 
Constantino. 

LVIII. Dígalo el Conciliábulo de Tyro ; díganlo las cabilosas 
fórmulas, con que prevalidos de la amistad del mismo Emperador, 
trastornaron y quisieron obscurecer la fé de Nicea, promoviendo el 
Arrianismo. Sufrieron San Atanasio y los Catbólicos esta cruel 
tempestad de sus Enemigos, que obraban á la sombra de un Prín¬ 
cipe en el fondo verdaderamente Cathólico; pero con la desgracia 
de haber admitido á su intimidad á Ensebio Nicomediense , cabeza 
de los Eusebianos, que á el fin de su vida le bautizó, como afirma 
el Cesariense de la misma Secta, y hoy es el sentir recibido. Estos 
sucesos son dignos de advertencia, pero no dignos de imitación. 

LIX De la sentencia que pronunció Constantino sobre la causa 
de los Donatistas, después de resuelta por diversos Concilios, no 
haréraos mérito, sabiendo ser un problema entre los Eruditos (20). 
Y solo advertimos, que San Agustín para escusar la acción, recur¬ 
re á sentar, que el Emperador procedió con ánimo de pedir vénia á 
los Padres, ibi: Ut de illa causa post Episcopos judicaret (id est 
Constantinus) á Sanctis Antistibus veniam postea petiturus (21). 

luego reconoció éxceso, pues necesitaba vénia. 

LX. De Constancio su hijo, y sucesor en el Oriente, dán tes- 


(20) Natal. Alex. in Histor . Eccléc. Disert . 5 ad sacul. 4 per tot. 

(21) S. August . Epist . 162. 
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timonio las raras violencias ejecutadas con nuestro incomparable 
Ossio , y el Papa tiberio. 

LXI. El Henóticon, ó Edicto del Emperador Zenon , el Ecthesis 
de Heraclio , y el Tipo de Constante , eu favor del Euthiquianismo, 
y Monothelismo muestran bien quanto padeció y sufrió la Yglesia 
por la conducta de estos Príncipes; en que solo es de notar el 
zelo del Papa Theodoro , que en un Concilio Romano, para conte¬ 
ner tan asombrosa conducta, usó en vez de tinta, de la sangre con ¬ 
sagrada de Jesu-Christo, con que firmó la excomunión y condena* 
cion de Pyrro, uno de las cabezas del Monothelismo. Ni causaron 
menos estragos los tres famosos Capítulos publicados por el Empe¬ 
rador Justiniano, que aun después del quinto Concilio General con¬ 
tinuaron con daño indecible de muchas Provincias Christianas. 

LXII. Si para concluir la especie, recogemos la vista ácia el 
nuevo imperio del Occidente, establecido por Cario Magno, no 
hay mas que leer al sapientísimo Doctor de la Sorbona Juari de 
Filesac en su Tratado de Sacrilegio Layco. AJIí se ven las Execra¬ 
ciones de los Padres de varios Concilios, las Censuras, y Cánones 
terribles contra los usurpadores y profanadores de lo sagrado, na¬ 
ciendo ver dicho Autor, que este escandaloso mal cundió por todas 
las Provincias de la Christiandad, singularmente desde el siglo 
octavo. 

LX1II. En que solo gloriosamente notamos, no estar señalada 
España; porque tal qual desorden inevitable de nuestras Provin¬ 
cias no fué comparable con los innumerables y asombrosos de otras. 
Distinguióla el Altísimo en esta pureza de religión y piedad; así 
como entre los Emperadores del Oriente solo hubo un Theodosio 
Magno, Español, en quien recopiló la Providencia todas las virtudes 
que se vieron esparcidas en los mejores Príncipes del Ymperio Ro¬ 
mano. Con que no sin gran justicia Aurelio Víctor hizo de él la 
heróyca definición, y elogio que viene superior á todos los Prínci¬ 
pes de aquellos siglos. 

LXIV. Por el opuesto, no es poco lo que se ha escrito y sabe¬ 
mos de lo que excedieron algunos Papas, para ampliar las facul¬ 
tades de la Curia, deprimiendo y hollando el Ymperio supremo de 
los Reyes; deponiendo á unos, y entronizando á otros, constituyén¬ 
dose Jueces Supremos en las diferencias temporales de los Prínci¬ 
pes, y limitándoles las soberanas facultades de imponer tributos á 
sus Vasallos , al mismo tiempo que recargaban á las Provincias 
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Christianas, y á España mas que á otras, con exacciones pecu¬ 
niarias. 

LXV. Hay de estos sucesos Documentos, y libros enteros; pero 
el Consejo sabe, y el Colegio repite, que así como sin una censu¬ 
rable pasión nadie puede sacar á la Jurisdicción Eclesiástica de sus 
justos Canceles para estenderla sobre unos hechos tan violentos, 
así tampoco cabe en un Juicio recto, elevar la Jurisdicción Tempo¬ 
ral sobre el falso cimiento de las acciones notadas en los antiguos 
Príncipes. 

LXVI. Que los Clérigos no pueden renunciar el Fuero y Pri¬ 
vilegios de su estado, es cosa sentada, y no admite censura; pero 
que su inmunidad no esté sugeta en parte á la fuerza de la costum¬ 
bre, y que ésta se haya de llamar corruptela, precisamente porque 
deroga algunos de sus derechos, merece corregirse. El derecho 
propio de la Comunidad no debe estar sujeto al arbitrio de cual¬ 
quiera Yndividuo: esta razón intergiversable en todas las leyes, fa¬ 
vorece al Clero. Y anade el Colegio; que igualmente aprovecha á 
la Jurisdicción Real en su línea. 

LXVIi. Si no es falsa, es equívoca y perjudicial la distinción 
que suele hacerse entre el Juez Real como incapaz, y el Eclesiástico 
como puramente incompetente. Dejando á un lado el conocimiento 
del Dogma, esencialmente privativo de la Iglesia, en los puntos 
de Policía Eclesiástica, y temporal, tan incapaz es el Juez Secular 
de prorogar su jurisdicción por el consentimiento de un Clérigo, 
como el Juez Eclesiástico por el de un Secular: la razón es igual 
en ambos casos. 

LXVIII. La Jurisdicción Reales la parte mas esencial de la Co¬ 
rona, luego no puede ser perjudicada por el consentimiento de los 
Vasallos. Y si el Rey puede delegar en los Eclesiásticos su jurisdic¬ 
ción como lo hace; también el Papa lo ejecuta en algunos seglares, 

salvando lo que es puramente espiritual (22). 

LXIX. En cuanto á la eficacia de las costumbre contra la Yn- 
munidad, parece siguió el Autor de las Thésis el sentir de varios 
especialmente Theólogos, que recopilad laxísimo, y apasionadísimo 
Diana (23). 

(22) D. Mattheu de Regim . Reg. Valent. cap. 8. §.l. n. 3; Curtel de 
Frisca et Recent. Ynmunit. lib. 2 quest . 6 n. i. 2. 3. 

(23) Baldel Theolog. Mor . lib. 5. Disputat. 3. 9. 9; Diana Resolut. 
Moral, truel. 2 de Ynmunitat . Ecclesioe f resolut. 13. 
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LXX. Si no hubiera sido tolerable en las Universidades tanta 
libertad en escribir y defender, como si fueran unos cuerpos exen¬ 
tos de la República, é independientes de sus Leyes, y Gobierno; 
debería haberse atemperado el Autor á lo que nuestras Leyes pres¬ 
criben, venerando á la costumbre como uno de los fundamentos 
principales de los Recursos Régios en materias Eclesiásticas, y á lo 
que han escrito varones doctísimos y piísimos, así estraños , como 
nuestros (24). 

LXXI. Nada mas propio que lo que dijo el Papa Celestino I1L 
Undé consultiüs duximus multitudini et observatce consuetudiní 
deferetulum, quam aliud in dissenssionem et scandalum Populi 
statuendum , quadam adhibita novitate (25). 

LXXIL Aquí pudiera notarse la conseqüencia perjudicial de la 
opinión poco probable, que atribuye el origen de la Ynmunidad en 
lo Temporal al Derecho Divino; porque sentando el principio de no 
estar sujeto á derogaciones de qualquier Potestad creada, deducen 
los adversarios ser igualmente inalterable la Ynmunidad Eclesiás¬ 
tica. Pero á semejante discurso contradicen los mismos Sumos 
Pontífices, que templaron y derogaron los Privilegios del Clero, ya 
con especiales Concesiones, ya por Concordatos con los Príncipes 
Seculares, que entre muchos Escritores refiere Mario Cúrtelo (26). 
De modo que aun los estranamente afectos á la Ynmunidad, co¬ 
mo Marta y la Rota , no hallan reparo en conciliar con aquel 
origen la derogación de la Ynmunidad Eclesiástica, por ciertas cau¬ 
sas legítimas (27). 

LXXIII. Si la costumbre antigua contra la Ynmunidad debe 
subsistir como inductiva de algún Privilegio Apostólico, según 
siente Cúrtelo con inconseqüencia, y no pocos; es punto en que 
caben insignes equivocaciones perniciosas al Estado: sobre que nos 
remitimos á la Conclusión siguiente: 

QUINTA THESIS. 

LXXIY. La quiDta Thésis procede en estos términos: 


(24) L. 36. tit. 5. lib. 2. Recopil. D. Covarr. Pract. Cap . 35. núm . 3. 
D. Martin Azpücueta in cap. Cum contingat , remedio I. pág. 147. 

(25) Cap. Quod dilectxo de Consanguinitat. 

(26) Lib. 2, de Frisca et Recent. Ynmunitat. qucest. 6. 

(27) Marta de Jurisdict. part. 4. cent. 1 . cas. 62. cum Rota decís 
1027, lib. 3. part. 3. 
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«Lo que hasta aquí queda establecido eu honor del Estado 
»Eclesiástico, debe entenderse sin ofensa del bien público, y Rega¬ 
día de los Príncipes. La Religión no intenta perjudicar al Estado, 
»antes bien por su enlace fraternal incesante y recíprocamente se 
©auxilian. No ignoramos que los Clérigos, como Ciudadanos y 
»principalesmiembros de la República, deben obtemperar á las 
»Leves establecidas para la tranquilidad, y paz pública, sin perjui¬ 
cio de su Ynmunidad; porque aquel obsequio no denota jurisdic¬ 
ción en los Príncipes sobre los Ministros de la Iglesia, sino la ad¬ 
ministración de sus Reynos. Mas hay algunos casos en que con- 
•viene al Gobierno Eclesiástico, que los Jueces Seculares tengan 
»potestad por autoridad de los Cánones para castigar, y juzgar las 
©Causas de los Clérigos, especialmente Criminales, los quales esta¬ 
mos prontos á declarar en la Cáthedra, según la ocurrencia.» 

LXXV. Por mas que se disfrace la intención en esta Thésis, no 
puede dejar de entenderse que la subordinación que impone á los 
Eclesiásticos respecto de su verdadero Príncipe, y Señor natural, 
no es coactiva, sino directiva. Cierto es que la frase de obsequio 
que aplica á la observancia del Clero en las Leyes Temporales, pu¬ 
diera significar una rigorosa obediencia, como ya se lee en Tertu¬ 
liano, y otros Eruditos; pero no deja libertad para este sentido la 
distinción que hace el Autor, negando absolutamente jurisdicción 
á los Príncipes sobre los Clérigos, y graduando su potestad en el 
concepto puro de administración. 

LXXVI. Aun mas que jurisdicción podría llamarse Ymperio, si 
no olvidamos las distinciones delicadas que nos enseñan los Legis¬ 
tas sobre los principios del Derecho Civil: donde sientan, que la 
coacción, que es el distintivo del Ymperio, añade un grado eminen¬ 
te á la jurisdicción (28). Luego negándose en la Thésis á los Prín¬ 
cipes la jurisdicción sobre los Eclesiásticos, por argumento de ma¬ 
yoría excluye la obediencia coactiva. Pero no pasarémos de aquí 
sin esclarecer una especie, á que tal vez puede aludir la Conclusión. 

LXXVII. En el señor Salgado y otros (29), se sienta, que el co- 


(28) Ex lea. Imperium , 3 ff. de Jurisdict. ibi: Merumestimperium 
habere gladii potestatem. L, Yllicitas 6. §. 8 ff- de Officio Prxst- 

dis , et Cujat. in glos. leg. 3, citat. , . 

(29) Salgado de Reg. Protect. parí. 2. cap. 2. á n. 20, et apud id* 
sum vide alios, et obiter D. Covarrub. Pract. Qucest. cap . 35. n, l. vera 
sexto: Non negamus. 
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nocimiento que la Regalía ejerce en los Recursos de fuerza, no es 
judicial, sino extrajudicial; satisfaciendo con esta distinción á las 
cláusulas tremendas de la Bula de la Cena. Nos persuadimos, que 
el rigor de la Constitución Pontificia puso á un hombre tan grande 
como el señor Salgado, en la precisión de buscar esta salida. ¿Pero 
no es obvio, y llano el camino que el mismo Autor nos ensena con¬ 
tra las Leyes de Disciplina Eclesiástica , que ofenden la Regalía, 
turban la paz, ó de qualquier modo perjudican al Estado? Presto 
harémos ver, y es sentir de los hombres sábios y juiciosos, que las 
Leyes de Disciplina, á diferencia del dogma, no tienen vigor en la 
ejecución sin la aprobación expresa,ó virtual del Príncipe. Esto re¬ 
cientemente se ha declarado, ó repetido de la Bula de la Cena, y 
debe entenderse de qualquiera otra Ley semejante: ¿Pues para qué 
es recurrir á una distinción, que hablando con candor no tiene con- 
seqiienciacon los principios que dicho sapientísimo Autor, y los Le¬ 
gistas grandes sientan? 

LXXVIII. Que en los Recursos de fuerza de conocer y no olor- 
gar no haya traslados, ni otros Ritos comunes del Foro, no hace 
taita para que el conocimiento sea verdaderamente judicial. En ios 
de segunda suplicación, y de injusticia notoria se observa la mis¬ 
ma simplicidad de estilo, pues con los Autos solos de la Chancille- 
ría ó Audiencia se resuelven: (30) Y qué, ¿dexa de ser judicial el 
conocimiento del Consejo Real, como delegado del Príncipe en los 
primeros, y por su autoridad en los segundos? 

LXXIX. Al contrario, los recursos de nuevos diezmos y los de 
retención son verdaderas especies de los que se llaman de fuerza ó 
protección; (*) y en estos hay la misma observancia ritual que en 
los juicios comunes, hasta admitir instancia de Revista ; sin que se 
halle tropiezo con la Jurisdicción Eclesiástica, ni con la Ynmunidad. 
Y la razón, que es la clave de la materia, consiste en el bien pú¬ 
blico á quien debe acomodarse la disciplina exterior de la Yglesia, 
que por lo mismo es tan vária y alterable como ensena el Concilio 
Lateranense quarto. (31) Donde hay Juez y Partes hay Juicio. La 
calidad de la causa podrá graduar la especie, pero no borrar el 


(30) L. 2. tit. 20. lib. 4. Recop. 

O D - Covarr. PracL cap. 35, num. 2. D. Salgad, de Retent . part. i 
cap. per tot. et variis in locis. 

(31) Relatum in cap. Non debel 8, de Consanguin. 
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concepto genérico de juicio. Luego el conocimiento de tales Re¬ 
cursos es judicial, aunque de esfera mas noble. 

LXXX. Si la Potestad Temporal no fuese competente para co¬ 
nocer en tales causas, el rito no la preservaría del atentado; luego 
el método ó estilo no es quien distingue el conocimiento. Assí co¬ 
mo en las causas executivas y sumarias no dexa de ser el conoci¬ 
miento judicial, aunque no observan las formalidad de las ordina¬ 
rias (32). 

LXXXL El Príncipe no solo es legítimo Juez, y sus Tribunales 
Altos, para conocer en semejantes causas; sino que puede alterar 
y prescribir nuevo orden en ellas, si el fin principal, que es el bien 
público, lo exigiese. 

LXXX1I. Toda esta doctrina legal procede sobre el principio, de 
que en semejantes recursos la Jurisdicción Real nada define sobre 
lo espiritual, sino sobre lo temporal. En los de conocer absolutamen¬ 
te, viene solo á declararse, que la causa es de el todo profa 7 ia (33); 
en los del modo, el espíritu del decreto se reduce á decir, que se ha 
faltado por el Juez Eclesiástico al órden legal de los Juicios , en que 
se interesa la libertad de los Litigantes, y el Público (34). 

LXXXIII. Yése aquí la definición propia del Recurso de cono¬ 
cer en el modo. 

La razón radical es: porque el órden de los Juicios es una parte 
esencial del Derecho público. Asíase percibe bien, y se justifica 
esta casta de Recurso, practicado privativamente en el Consejo, 
pues en las Chancillerías se estila el Auto que llaman Medio, ó de 
tercer género , en algo solo equivalente. 

Por eso debe leerse con precaución lo que el Sr. Salcedo tiene 
escrito (55), justificando y describiendo los recursos en el modo de 
conocer v proceder: porque sus máximas tienen un sonido sobrada¬ 
mente indefinido, capaces de comprender los autos del Eclesiástico 
precisamente injustos, como opuestos á los Cánones, y á las Leyes. 
La injusticia y la fuerza son dos estreñios que deben profundamente 
distinguirse ; para que no se equivoquen nuestros recursos, que con 


(32) Paz Prax. Ecles. tom. /, part. 4, cap . 2 , num. I. . g* 
Reg* Protect. y par . 3, cap. 13, n. 1 et 2. 

(33) Cebaílos, de Fuerzas glos. 13, n. 2. 

(34) Esta es la observancia del Consejo . 

(3 5) D. Salcedo de Leg. Polit. lib . i, cap. 21. nn. 27 et 28. 
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tan religiosa exactitud se manejan, con lo que algunos Rxtranjeio» 
escriben sobre las apelaciones ab abusu de otros Rey nos. 

LXXXIV. En la fuerza de no otorgar únicamente se declara, 
que el Juez Eclesiástico oprime al Vasallo , privándole de la liber¬ 
tad y derecho natural de la apelación: cuyo punto es de hecho v 
temporal (36). En los de retención, descifrada el alma del Decreto 
del Consejo, solo significa que la Regalía , ó la Causa Pública se 
ofenden por la Bula que se retiene ; que es también cosa de hecho , 
y temporal (*). 

Y últimamente en el recurso de nuevos Diezmos, lo que viene 
á declararse con la Ejecutoria del Consejo, es, que no hay costum¬ 
bre en un Pueblo , ó Provincia de pagar el Diezmo que se pide (*)„ 
LXXXV. De suerte, que aunque el Recurso de fuerza ten«:a 
todas las partes esenciales de un Juicio, y el conocimiento sea ver¬ 
daderamente judicial, como la decisión no recae sino sobre el he¬ 
cho, que es cosa temporal, no se ofende la Inmunidad. Y si se de¬ 
clara sobre lo temporal (en cuya verdad deben todos convenir), 
¿qué repugnancia hay para que el conocimiento se llame judicial? 

LXXXVI. Si alguno quisiere ver reducido á dos palabras, el 
espíritu de todos los Decretos del Consejo en esta clase , y su justi¬ 
cia; sepa, que los de fuerza todos dicen así, v no mas: La Bula ó 
Auto Eclesiástico de que se trata , perjudica al Público. Este es el 
Decreto de todos los recursos de fuerza; y el mismo es su apología; 
pues manifiesta, que se cine á lo temporal, y que el interés es del 
Público. Aquí se encierra todo el Tesoro de la Regalía. 

LXXXVII. Aunque el conocimiento de las fuerzas sea verda - 
deramente judicial por las razones insinuadas, no por eso dexa de 
ser un juicio extraordinario, sabiendo todos que el juicio se di vid« 
en extraordinario y ordinario. En los demás ordinarios y comunes, 
el derecho privado es quien regula los intereses de los particulares; 
pero en los de fuerza, el móvil inmediato es la causa pública. 

Aquí se toca la diferencia esencial y noble de unos y otros: lue¬ 
go los recursos de fuerza, aunque verdaderos juicios , con propie-» 
dad se llaman extraordinarios, y de protección. 


(36) D. Salg. de Reg. Protectparí, i, cap. 2, n. 201 
O ldem D Sal g. de Reteñí, parí, i, cap. 76, núm 3t. 
( ) L. 7, Tit. 5, lib . I , de la Recop. et ibi Glosatores. 


Pract. cap. 35, n. 2, vers. Quarto erit . 


D Covarrub , 


TOMO II. 
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IXXXYilI. E! Colegio ha hecho alto sobre esta distinción vul¬ 
gar , porque ve en la Thésis cubierto el espíritu de aquellos Theo- 
logos y Canonistas que impugnan la justicia de la Regalía , supo¬ 
niendo que su fundamento consiste en las voces ó en el ápice de 
llamarse judicial o extrajudicial su uso. Con que de todos modos se 
convence la falsa opinión que sigue la Thésis, con no pocos Escrito¬ 
res, negando al Rey la Suprema Jurisdicción en dichas causas, y de¬ 
primiéndola con el impropio concepto de administración. 

LXXXÍX. Con este supuesto no inútil, pasamos á tocar algo en 
el fondo de las dos proposiciones capitales de la Thésis: á saber, 
la sujeción del Clero en lo temporal á la Suprema Potestad del 
Rey; y la eficacia de la Potestad Temporal en los puntos de Dis¬ 
ciplina Eclesiástica. Las controversias entre ambas Potestades se 
ponen mas distantes de la concordia , quanto es mayor el ardor de 
la defensa. Todo parece consiste en los supuestos que cada partido 
voluntariamente se fija para graduar la especie del govierno ecle¬ 
siástico, y temporal; suponiendo unos ser Absoluto y Monarchico 
el de la Iglesia, le aplican aquellas condiciones y facultades que 
los Maestros de la ciencia política señalan al Monarchismo; y así, 
no quieren oir las limitaciones prudentes que se les oponen, para 
que este Gobierno se ajuste á las templadas providencias de los 
Cánones antiguos, á la moderación que resplandece en los Papas 
santos y doctos de los siglos mas distantes, á los documentos de 
los Santos Padres que nos dexaron escritos, y observaron; y en 
fio , para que se atempere á las justas proposiciones que los Prin¬ 
cipes en todos tiempos han puesto á la consideración de los que 
goviernan la Iglesia, mirando por el bien del Estado. 

XC. Por e! opuesto, siguiendo otros los principios de los mis¬ 
mos libros, lo reducen á la clase de la Aristocracia, ó mixto: de¬ 
duciendo Conclusiones tan diversas, que son irreconciliables, y 
pedían para su egecucion un trastorno general. De unos principios 
tan encontrados nunca podrá deducirse conseqüencia segura: por¬ 
que á ia verdad, si el antecedente es problemático, y siempre al¬ 
tercado, nunca el consiguiente podrá ser cierto, ni admitido sin 
repugnancia. 

XCL Los Maestros antiguos de la política común Platón y Aris¬ 
tóteles entre los Griegos, Talio. Libio, Salustio, y otros entre los 
Romanos, nos dexaron preceptos muy útiles para el gobierno, que 
trasladados é ilustrados por lossábios de otros siglos definen, v ex- 
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pitean todas las clases con que se han gobernado las Repúblicas 
mas señaladas en la prosperidad; pero todas esas máximas, que los 
de uno y otro partido loman como reglas para graduar ambos Go¬ 
biernos Eclesiástico, y Temporal, son al parecer tan extrañas, que 
¡os obscurecen en vez de ilustrarlos, repugnan mas que aprovechan 
para su conocimiento, 

XCII. Todos esos sábios procedían y proceden en un supuesto, 
que no puede verificarse en la iglesia. Suponían que en cualquiera 
de las Repúblicas que consideraban, residiese una sola Potestad 
Suprema ó independiente de quien dimanasen las demás, fuese el 
Príncipe, ó fuese el Pueblo. En esta hypothesi, discurrían sobre 
el modo vario con que la única Suprema Potestad podría reducirse 
á exercicio, y explicar sus funciones; de suerte, que las clases de 
govierno que prescribieron todos , reconocen por principio una po¬ 
testad independiente en la República, aunque en el modo de exer- 
citarse, v acomodarse al Pueblo, varíe. 

XCIÍi. Yése aquí el principio inalterable sobre que discurrían 
aquellos Maestros, que han arrastrado á sí infinitos de los Escrito¬ 
res, en todos los siglos; pero ni se les ofreció, ni pudo ofrecérseles, 
que pudiera formarse una República donde cupieran muchas Potes¬ 
tades Supremas, en su línea independientes, y con tal unión, que 
manteniendo su independencia, conservasen un enlace que sea in¬ 
disoluble según sus leyes. Esta es la definición del govierno de la 
Iglesia, que por lo que mira á este punto, ordenó sabiamente su 
Divino Autor. 

XCIV. La Yglesia no es otra cosa que el Orbe Christiano com 
puesto de Monarchías y Repúblicas, de Goviernos notablemente di¬ 
versos, é independientes, y todas sujetas en lo espiritual á una Lev 
y á una Cabeza. ¿Y esto pudieron presentir aquellos Sábios? Mas 
es; y ahora nos acercamos al asunto: La Yglesia es un Cuerpo, 
donde no solo caben Potestades Supremas, é independientes, entre 
sí, sino que en cada parte principal de este Cuerpo, esto es, en 
cada Reyno Cathólico concurren estas dos Altísimas Potestades, que 
siendo soberanas en su línea, léjos de producir cisma, ó división, 
como se ha visto en otras mundanas, léjos de embarazarse en sus 
egercicios se fortifican, y perfeccionan. ¿Podrían los Sábios de la 
antigüedad, cuyas máximas adoptan los posteriores, conciliar estos 
arcanos con sus Leyes, y systhemas? Dentro pues de cada parte 
principal de la Yglesia, como es un Reyno Cathólico, sin ofender su 
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unidad, residen estas dos Supremas Potestades, reconociendo am¬ 
bas un mismo origen que es el Divino Legislador, de quien sor, 
Vicarios en sus lineas los Sumos Pontífices, y Príncipes Tempora¬ 
les, como afirman nuestras Leyes Patrias, los antiguos Cánones v 
Padres de la Yglesia (37). 

XCV. Antes de pasar de aquí hágase algún alto y considérese, 
si es componible el Govierno Monarchico dentro de un Cuerpo, 
como la Yglesia, en que caben estas dos Potestades Supremas, é 
independientes: son términos sin duda repugnantes para el Monar- 
chismo Eclesiástico y absoluto. ¿Luego serán dos Repúblicas muy 
diversas, Temporal, y Espiritual, dirá alguno, como lo son las Po¬ 
testades? ¡Qué consecuencia tan errada! Este, Señor, es el princi¬ 
pio de las falsas opiniones que impugnamos, y de otras perniciosas 
al Estado. Por este falso supuesto se atreven á sostener muchos, que 
los Clérigos son independientes de la Potestad Suprema Temporal; 
que no están sujetos á las Leyes Civiles, y que los Príncipes en 
ningún modo pueden conocer de sus Causas; porque si lo egecu- 
tan, debe ser, dicen en fuerza de algún Privilegio Apostólico. 

XCVI. No son pues dos Repúblicas, sino una, la que existe 
compuesta de las dos esenciales partes Espiritual y Temporal. Esta 
proposición es uno de los principios capitales que se deben conside¬ 
rar bien, y nunca olvidar, si querernos preservarnos de consecuen - 
cías temibles. Si esta verdad se llegara á conocer, y meditar despa¬ 
cio, muchos dictámenes encontrados tal vez podrían conciliarse. 

XCVIL Esta independencia en las soberanas Potestades Espi¬ 
ritual y Temporal dentro de un cuerpo, que parece contradicción, 
y lo ha sido siempre en las Repúblicas Profanas, es el Phenómeno 
del cielo ignorado de los Filósofos del mundo; para cuya descifra- 
cion son del todo inútiles, y aun repugnantes las leyes que nos de - 


(37) Prólogo de la Partida 2, l. 5, tít. t, Partida 2, Concil. 8, act. 6, 
Sol. Just. et Cocc París, sub. Lud. Pió anco 8*29. Prmcipahter itaqve 
totius Sanclce Dei Ecclesice Corpus induas eximias personas Sacerdotaiem 
videlicet. et Regalem , sicut á Sanctis Patribus traditum accepimus , ai- 
visum. Concil. Theodooense sub Carolo Calvo, cap . Bene nostis 2... 
Ecclesiam dispositam (á Christo ), ut Pontifican authoritate , et e & 

potestate gubernetur. . D et 

Sanct. August, tract. in Joann , cap. H5, n. 3 . Non quia Beg > 

S. Joannes Chrvsostom. in Epist . ad Corint ., Hotnil. i5. 

S. Gregor. Naciao., orat. 17. 

Nicol. I, in Epist. 7, ad Michal. Ymperat. 
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«jaron. Pero San Pablo , que supo mas que todos, nos dice ex¬ 
presamente : Sicut enim in uno corpore multa membra habemus , 
omnia autem membra non eumdem actum habent: Ita mutti unum 
corpus sumus in Christo. Y en otra Epístola: Nunc autem multa 
quidem membra , unum autem corpus (38). 

XCVIII. Así como la carne y el espíritu forman un todo, no 
obstante la diversidad de sus predicamentos; así de ambas Leyes 
Temporal y Eclesiástica, se forma una República con tan suave 
unión, que una parte no haya de consentir ei perjuicio de su compa¬ 
ñera: Y en fin, así como de la Gracia y de la Naturaleza, que son 
dos líneas tan distantes, forma el Autor Divino un todo ó complexo 
admirable, y de suma consonancia, pero asombroso á los mayores 
sábios, así también las leyes de la Yglesia, y las Temporales forman 
una República, sin embarazo, y sin perjuicio alguno en sus partes. 

XCIX. ¿Por dónde, pues, los Eclesiásticos podrán eximirse de 
esta divina, é indisoluble unión? Seria preciso, que estrañándose 
de la República temporal, pasasen á ser miembros de otra diversa; 
esta es imaginaria, quedando demostrado que es una sola, luego 
manifiestamente es falsa y perniciosa á la República y al Estado, la 
opinión que separa los Eclesiásticos de la Potestad Temporal. 
Sobre esta definición incontestable del Gobierno Eclesiástico v 

mJ 

Temporal, sobre esta unión y orden que el Legislador Yníinito es¬ 
tableció entre estas dos partes de un todo, fundado San Gregorio 
Nacianceno declaró la estrecha sugecion de los Eclesiásticos (com¬ 
prendiéndose el mismo Santo Padre) á los Principes Temporales, 
diciendo sobre aquellas palabras de San Pedro , Subjecti esto- 
le ... (59) Así: Simus subjecti et Deo , et invicem , et terreáis Prin - 
cípibus ; Deo propter omnia... Principibus propterrecti ordinis con - 
servationem. Se disolvería el orden divinamente establecido (dice 
este Santo Padre) al punto que cualquiera de sus partes eclesiásti¬ 
ca ó temporal se separase de la sujeción del Príncipe. 

G. No son pues dos Repúblicas, sino una indivisa, á que están 
tan unidos, y sujetos los Eclesiásticos, como los Seglares, salvando 
su esencion en los casos señalados. Esta unión y sujeción se dedu¬ 
ce igualmente de la máxima tan celebrada de San Optato Milevita- 
no, que decía: Ecclesiam essein República , manifestando el enlace 


«A 


/on! ?'r aul ’ *” E P istoL ad Corint. 1, cap. 12, vers. 20. 

{ó ) o. Nücidn.j in orcit . ad PopuL timcrc psrculsutn. 
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íirme de estas dos partes; y aunque anadia: Non tíempublicam m 
Ecdesia esse; esto denotaba, ó que hay Repúblicas como las Ynfie- 
les, que no están en la Yglesia, ó la diferencia de superioridad en 
lo Espiritual, i especio de lo Temporal; porque el espíritu es quien 
tiene el influxo de perfección en la carne; y no al contrario: así 
como se dice que el alma está en el cuerpo, y no el cuerpo en d 
alma, denotando la influencia activa del alma al cuerpo, y no del 
cuerpo al alma. 

Cl. No solo los Vasallos, sino los Emperadores, y Príncipes, 
así en su vida particular como en sus oficios, que es la vida del 
Público, son partes de este cuerpo: Ex quo totum corpus compac- 
tum, et conexum per omnem juncturam , dice San Pablo (40). Ei 
Emperador Theodosio el joven, á quien debemos el Código Theodo- 
siano, en la Epístola á San Cyrilo Alejandrino , que se halla entre 
las Actas del Concilio Ephesino , que autorizó, y confirmó, mani¬ 
festó este firme lazo del Gobierno Temporal con el del Evangelio, 
t ¿Noris Ecclesiam , et regnum nostrum conjuncta esse , nostraqne 
accedente authoritate, et imperio, et Christi servatoris accedente 
providentia , magis subinde Ínter se cohüura esse?» Cuya noble 
aserción se repitió en la Epístola 17 de las mismas Actas, y confir¬ 
mó el Papa Celestino , escribiendo á dicho Príncipe. 

CII. De esta íntima unión sale como inmediata y necesaria 
conseqüencia, el derecho que la Potestad Temporal tiene para re¬ 
sistir qualquiera exceso de la Espiritual, que le perjudique, y ai 
contrario: Quod si invicem mordetis , et comeditis , videte ne ad 
invicem consumamini; decía y advertía San Pablo á las partes 
de este cuerpo que es la República Christiana. Luego todo el de¬ 
recho V uso de la Regalía, respecto de las Causas Eclesiásticas, no 
hay que buscarle en otros principios obscuros ó remotos; pues en la 

Constitución misma de la Yglesia está fundado (41). 

CIII. Y qué ¿la sujeción de los Eclésiasticos á la Potestad 
Temporal sera de puro obsequio, ó directiva, como insinúa Ja 
Thésis v como tantos Theólogos defienden? (42) San Pablo abier¬ 
tamente condena semejante doctrina : admirándonos que no esté 
ya proscrita como sediciosa. 


(40) Epist. ad Ephes. cap. 4, vers . 16. 

(41) Ad. Galat. cap, 5, vers. lo. 

(42) Vázquez. Prim . Secun , disp. 167, cap. 4. 
ract. 2 , part. 1 . fíesolut . 8 , vers. Dico igitur . 


Diana. Besolut. Mor . 
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CIV. Después de haber dicho el Apóstol, que resiste á Dios 
quien á las Potestades resiste, prosigue: Si autem malum feceris, 
time ; non enim sine causa gladium portat. Vindex in iram ei gui 
malum agit : ideo necessitaie subditi stote , nonsolum propter iram , 
sed etiam propter conscientiam (45). 

CV. ¿En qué se significa la coacción, sino en la espada de ios 
Príncipes? ¿Y en qué el apremio, sino en el temor de su indigna¬ 
ción, y de su ira? Con estas penas temporales apercibe San Pablo 
á todos los Súbditos Eclesiásticos y Seglares: no hace distinción de 
penas, unas para unos, y otras para otros: luego la sujeción que á 
todos declara é intima, no es de puro obsequio, no es directiva, ó 
de conciencia solo, sino rigurosa y coactiva: Non solum propter 
iram sed etianrpropter conscientiam . 

CV1. Santo Thomás que en todo escribió con tanta circuns¬ 
pección, usó en este punto de una discreción que no dejase lugar á 
equivocaciones ó dudas. Quando llegó á las palabras que indicaban 
la obligación en los Clérigos de pagar tributos á los Príncipes, in¬ 
mediatamente dijo el Santo: Ab hoc lamen debito liberi sunt Clerí- 
ciex privilegio Principum (44). Puso, pues, la esencion en los tri¬ 
butos precisamente, ab hoc debito: no dijo ab hac subjectione. 
Con que dejó sentada, é indélebie la sujeción estrecha de los Ecle¬ 
siásticos á los Príncipes Temporales, y á sus Leyes, en que no re¬ 
conoce exención. 

CVII. Un Gentil, aunque muy sabio, propuso esta question: 
¿Si podría ser varón justo el que no fuese buen Republicano? y al 
oposito: ¿Si cabía ser buen Patricio el que no fuese hombre justo? 
Aristóteles preguntó y respondió, negando lo primero; porque buen 
Patricio se dice el que observa las Leyes de su República; y ya se 
vé que el tranagresor de éstas no puede ser justo delante de Dios. 
Si autem malum feceris : dice el Apóstol, time , non solum propter 
iram, sed etiam propter conscientiam. Luego no posee recta con¬ 
ciencia el transgresor de las Leyes Temporales: luego el Eclesiás¬ 
tico inobediente á las Leves, ni es buen Ciudadano, ni buen Ecle¬ 
siástico. 

^ CVIIL Esta unión y armonía que Dios puso en las Repúblicas 
Christianas, entre lo Temporal y Espiritual, como no puede ser So- 


(43) D. Paul, ad Román . C. 13. versic. 2, 4. et 5. 

(44) D. Thum. in Epist . ad Rom. eap. 13. 
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dedad Leonina, induce una recíproca obligación entre ambas Po¬ 
testades y Leyes. Hemos ponderado justamente, quánto es el 
Poder de Jas Leyes Civiles, respecto de los Elesiásticos, y luego 
mosírarémos mucho mas; esto es, quánla es la excelencia de la 
Potestad Temporal Suprema para contener en sus justos límites á 
las Leves de Disciplina Eclesiástica. Razón es que se diga algo 
también, si la unión es recíproca, del respeto que las Leyes Civiles 
tienen, y deben tener á la Ley Eterna. 

C1X. Creerá tal vez alguno, que las Leyes Temporales, como 
empleadas en el Gobierno Civil de los hombres, no deben apartar 
su vista de la tierra, y del polvo del mundo. ¡Qué engano tan te¬ 
mible! No hay Ley Humana (si es justa) que pueda prescindir, ni 
dejar de tener subordinación á la del Criador. Aun entre Ynfieles 
es verdad constante, según los Padres de la Yglesia: en las Repú¬ 
blicas Christianas hay mayoría de razón: y en España urge la obli 
gacion mas que en las restantes del Orbe Christiano (45). 

CX. Dos cosas son igualmente ciertas: una es, que el Gobier¬ 
no civil tiene por objeto inmediato á la felicidad del Estado: y otra, 
que las Leyes Civiles no pueden estenderse á prohibir aquellos ex¬ 
cesos privados, que no disuelven, ni ofenden á la Sociedad Co¬ 
mún (46). Las Leyes del mundo, son por este capítulo imperfectas, 
dice Sanio Thomás , respecto de la Evangélica, que arregla y no 
omite aun las faltas leves (47). Ambos principios son sentados; con 
todo, es indubitable, que las Leyes Temporales no pueden proce¬ 
der sin atención, y subordinación al último fin, que es Dios, como 
Autor de la Naturaleza, á lo menos. Así dijo San Agustín: In 
temporali Lege nihil est justum, ac legitimum , quod non ex Lege 
ce terna ¡tomines sibi deribaverint (48). Nuestro San Ysidoro en las 
tres condiciones que puso á La Ley Justa, comprendió la que ex¬ 
plicamos, y todas. Et ideó Ysidorus (refiere Santo Thomás), in 
conditione Legis primo quidem tria posuit , scilieet; quod Religioni 
congruat, in quantum est proportionata Legi divinos: quod Disci¬ 
plinas conveniat in quantum est proportionata Legi naturoe: quod 


(45) L. 6, 10, 18, tit. 1. Partida i. Leg. 2. tit. 2. Partida 2. 

( 46 ) Prólogo de la Partida 2. lbi: E estas son las dos Pot ^ stade \ p ° la 
que se mantiene el mundo: la primera Espiritual , e la otra 
Espiritual taja los males escondidos ; é la Temporal los manifiestos . 

(47) i. 2. queest. 98. art. 2. ad 3. et queest. 100. art. 2. 

(48) Lib. 1 de Líber. Arb. cap. 6. 
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valutiproficiat,inquantunestproportionata utilitati humance (49). 

GXI. ¿Qué arroyo puede en sus aguas prescindir de las calida¬ 
des del manantial? Luego si las Leyes Temporales se derivan de ia 
eterna ( per me legum Conditores justa decernunt,) ó no son justas, 
ó deben contener una precisa relación á la Ley del Criador. Y así 
como éste proveyó al hombre de felicidad temporal, como medio, 
v no como término, deben también las Leves del mundo observar 
esta distinción. 

CXII. Aunque el objeto inmediato del Gobierno Civil sea la fe¬ 
licidad temporal, en este mismo objeto, y en sus medios, se encier¬ 
ra un respeto y subordinación á la Ley Eterna, como término, se¬ 
gún ensena Santo Thomás. Y á la réplica de que las Leyes Tempo¬ 
rales toleran muchas cosas que se reprueban por la Eterna; ya res¬ 
ponde San Agustín: Lex, quoe populo regendo scribitur, rede 
multa permita y quoe per Divinam Providentiam vindicantur (50). 
Y Santo Thomás, Ybi: Ad lertium dicendum , quod Lex humana 
diciiur aliqua permitere, non quasi aprobaos , sed quasi ea dirigere 
non potens ; undé hoc ipso quod Lex humana non se intromütit de 
his quoe dirigere non polest, ex Ordiñe Legis Mlernoe provenit: se- 
cus autem esset, si aprobaret ea quoe Lex Mterna reprobat . Undé 
ex hoc non habetur, quod Lex humana non derivetur á Lege Mter¬ 
na, sed quod non per fe dé eam assequi posset (51). 

CXIII. Ya pues venimos á dar en la resolución breve de aque¬ 
lla duda insinuada, y tan propia para acabar de entender esta pro ¬ 
digiosa unión, que Dios ha puesto entre las dos Potestades, ó Go 
biernos Temporal y Espiritual: ¿Si será buen Republicano en un 
Reyno Catholico, el que no sea hombre justo? ¿Si será exactamente 
observante de las Leyes Civiles, el que fuese transgresor de las 
Christianas? Todas las virtudes tienen íntima conexión entre sí, 
dice San Gregorio ; de suerte, que no puede darse una perfecta sin 
las demás. Una virtus sirte alus , aut omnino nulla est, aut im¬ 
perfecta (52): Y antes sentó San Ambrosio, que las virtudes, ibi: 


(49) San Ysidor, lib. 5. Ethimol. cap. 4 et D. Thorn. 1 . 2. qucest. 
95. art. 3. in corp. et qucest. 93. art. 3. Utrum omnis Lex á Lege Mt, - 

terna derivetur et art. 6. Utrum omnes leges humance subjiciantur 
Legi ASternce. 

(50) De Líber, arb. lib. í. cap. 5. 

(51) D. Thom. I. 2. qucest. 93. art. 3. ad 3. 

(52) Lib. 22. Moral, cap . 2. 

TOMO II. 
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Conexce sibi sunt, concatenatceque (53): ¿Y qué mucho, si un Fi¬ 
lósofo Gentil, como Cicerón , conoció esta verdad diciendo: Si 
nnam virtutem confessus es, te non habere , nullam necesse est, te 

habiturum (54). Cuya doctrina pudo saber de Aristóteles en los 
Ethicos (55). 

CXIV. De aquí es, que la prudencia, que es quien dirige las 
demás Viitudes Civiles, especialmente para el Gobierno, es imper¬ 
fecta, si no tiene el fondo de la caridad. No puede ser perfecta pru¬ 
dencia (dice Santo Thomas) , la que no dirige al hombre á su últi¬ 
mo fin,que es eterno: Ad rectam autern rationem prudentioc mullo 
magis requiritur , quod homo bené se habeat circa ultimum finem , 
quod fit per Charitatem{ 56). Y aunque es cierto, que la Antigüedad 
Gentílica veneraba como Héroes en las Virtudes Civiles á algunos 
Filósofos y Príncipes, ya advierte San Agustín (57), que á lo mas 
eran virtudes imperfectas, siendo por lo común verdaderos vicios. 
Con que de paso se convence, quán imperfecta es la ciencia pura¬ 
mente Filosófica para el conocimiento de la Ley Eterna, y para 
formar leyes convenientes á la Sociedad Civil. La Ley del Criador 
es el original, y la idea de todas las Leyes humanas (58): luego no 
conociéndose bien el original, que es la Ley inmutable , ¿cómo sal¬ 
drán las Temporales, que son las copias? Quia ventas de Deo 
per rationem investigata , á paucis , et per longum tempus , et cum 
admixtione multorum errorum homini proveniret (59). 

CXV. Si las Leyes Civiles miradas en sí, aun entre los Ynfie- 
les no pueden ser justas, sin un respeto y especial subordinación 
á la Ley Eterna ; preciso es, que las establecidas en las Repúblicas 


(53) S. Ambros. in Luc . c. 2. super illud: Beati Pauperes, etc. 

(54) Cicer. in 2. Tuscul. qucest. ante. med. 

(55) Arist. Ethic. in 6. cap. ult. 

(56) D. Thom., 1. 2. qucest. 65 , art. 2, in Corp. 

(57) In Glos . Epist. ad Rom., cap. 14 , super illud: Omne quod non 

ftst ex fide etc. ,. 

(58) D. Thom., 1, 2, qucest. 93, art. 1 , in Corp. Ibi: fíespondeo di- 

cendum , quod sicut in quolibet arti/icé prceexistit vatio earum , quw 
constituuntur per artem , ita in quolibet gubernante opportet , quod pros 
existat ratio ordinis eorum quce agenda sunt per eos , qui guberna loni 
subduntur: est etiam Deus gubernator omnium actuum, et motionufn , 
quce inveniuntur in singulis creaturis^unde sicut ratio Divince Sapien ix 
in quantum per eam cunda sunt créala rationem habet artis, veí ext tk 
plaris , vel idece ; ita ratio Divince Sapienhoe moventis omnia ad debí u 
finem obtinet rationem Legis. 

(59) D. Thom., parí. í, qucest. i , art . 1, in corpor . 
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Christianas, tengan mayor subordinación ai Evangelio: V así como 
los Eclesiásticos no pueden llamarse hombres justos y verdaderos 
Ministros de Dios, sin la obediencia exacta á las Leyes Temporales; 
así por el contrario no puede decirse perfectamente, sino secumíum 
quid buen Patricio, ni observar con perfección las leyes de la Pa¬ 
tria el que fuere transgresor de las Leyes Chistianas. 

CXVI. Si esto es difícil en qualquiera otra República, en España 
sin duda es imposible (60). No hay Código ó Cuerpo de nuestras 
Leyes, que ante todo no nos presente á la vista en los primeros libros 
y títulos las materias mas sagradas de la Religión, de la Fé Galbo»* 
lica, de los Sacramentos, de los Prelados, de los Clérigos, de ios 
derechos de la Yglesia: intimándonos la profunda obediencia y vene¬ 
ración á esta Santísima Madre, de quien los Españoles con grandes 
fundamentos pueden tener la gloria de gozar la primogenitura, 
aunque la emulación de unos y poca consideración de otros lo 
dificulten. También esta conducta de nuestros Príncipes en la Reco¬ 
pilación de sus Leyes, está significando el zelo y vigilancia grande 
que nuestros Magistrados han tenido siempre, tienen y tendrán 
sobre la observancia de los Preceptos Evangélicos, y de la Ygle¬ 
sia ¿Y qoé mucho, si aun Jmliniano , que ha sido un objeto pro¬ 
blemático en las cosas de Religión, puso en el Ymperio una Ley 
general, tanto mas heroica, quanto mas religiosa, que decia: Plus 
studii adhibendum sibi esse circa Sacrorum Canonum y et divinarum 
Legum custodiam , quoe super salutem animarum dejinilce sunt; 
quam super Leges civiles (61)? 


CXVII. La Regalía pues incontestable se ejercita en las Leyes 
Eclesiásticas, y en todas las providencias, sean Conciliares, ó Pon¬ 
tificias, que versan sobre la Disciplina. Aquí es donde se hace inex¬ 
cusable la atención del Príncipe para resistir qualquier Artículo 
que perturbe la paz de su Estado; Y si esto procede respecto de las 
mismas Leyes de Disciplina Eclesiástica ¿qué será en orden á ia su» 
jecion y obediencia del Clero en lo temporal? 

CXVIII. Pero es preciso distinguir las leyes que pertenecen a! 
Dogma, y buenas costumbres relativas á la salud eterna, de las que 
puramente son de Disciplina. En aquellos dos primeros puntos, que 
son los esenciales de la Religión, todos los Fieles desde el mas alto 


(60) Leg. 4. Tit. i Part. 2. ibi: Todos los mandamientos , etc 

(61) Novell. 136 in prcefat. 
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grado están enteramente subordinados á laYglesia. No cabe en los 
Gefes de lo Temporal, contradicción ni examen; ni la Regalía, ni 
fas costumbres del Pueblo, ni la tranquilidad del Estado pueden de¬ 
cir contradicción con la Fé, No es la Iglesia quien estableció los 
preceptos esenciales de nuestra creencia. No tiene mas Autor que 
al mismo Dios, que los dejó impresos en la Escritura Santa, y en la 
tradición (62). Y así dice Santo Thomás, que la Yglesia no puede 
añadir nuevos artículos de creencia, sino declarar los que se hallan 
ya establecidos en la palabra escrita, v no escrita, que es la Tradi¬ 
ción Canónica (65). 

GXIX. Dios, que fué único Autor de estas leves fundamenta¬ 
les, como era infinito en saber y poder, pudo abrazar todas las di¬ 
ferencias de los Siglos, de los Imperios, y de las personas, para que 
á todas, y en todo tiempo se ajustasen suavemente (64). Esta esce- 
fencia, ni á la Yglesia quiso conceder. Y así no hay en la tierra po¬ 
testad ni sabiduría, para hacer una Ley, que en su justicia y equi¬ 
dad sea tan fija, que no pueda variarse. Luego el Gobierno Civil, 
siendo Christiano, debe en todo estar subordinado al Evangelio. 

CXX. Aunque en tales puntos no tiene la Regalía uso para el 
examen, y resistencia; con todo, conviene, y aun es indispensable 
que el Soberano se halle préviamente advertido, para allanar los 
obstáculos que suelen presentarse en la publicación de semejantes 
Decretos, ya en el tiempo, en el lugar, y en el modo. 

CXXI. El Señor Salcedo, tratando de los Decretos Dogmáticos 
y Doctrinales, defiende como preciso el conocimiento prévio de los 
Príncipes; no para examinar su fondo, que es muy ageno de la Po¬ 
testad Temporal, sino para allanar los estorvos extrínsecos en su 
promulgación (65). 

Esta misma distinción entre lo dogmático, ó doctrinal, y la dis¬ 
ciplina, abraza, y defiende el Obispo Pedro de Marca (66); y el 

(62) D. Paul. ad. Tliesalon. Epist. 2, cap. 2, vers. 14. Concil. Tri - 

dent. sess. 4. Decret. de Canonicis Scfipt. 

(63) D. Thom. 2. 2. quoest. 1. art. 7. per tot. 

(64) Nicolaus Papa ad Michael. Imperator. Ibv. Imperadores s y n0 ™- 

libus Conventibus ínterfuerunt, in quibus de Fide tractatum . 

universalis est; quce omnium communis est , quce non solurn a 

eos, verum etiam, ad laicos , et omnes otnnino pertmet caris %a 
Tertulian, jam antea ídem elegantius statuerat . 

(65) Deleg. Polit. lib. 2. c. 3. á n. 63. usque ad fin. 

(66) Lib. 2. c. 10. n. 8 et 9. 
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Señor Ramos del Manzano está constante en la misma docüina, con 
grande y sólida erudición (67). Pasemos pues á los puntos de Dis¬ 
ciplina, donde la Regalía tiene propiamente su egercicio. 

CXXIL La regla del Christianismo, su exacta definición, y su 
mayor timbre es la atención del bien público, Ucee est Christianis - 
mi regula (dice San Juan Chrysóstomo ), hxc illius exacta dif/initio 9 
hcec vertex super omnia eminens f publicoe utilitati considere . Esto 
indicó San Gelasio Papa in tom. de Anathemate : Esto San Geróni¬ 
mo, los Concilios, y los Santos Padres; y sobre todos, nuestro doc¬ 
tísimo San Ysidoro (68). 

CXXIII. Sentado este principio, los mismos Papas reconocen 
y nos manifiestan en sus Decretales, que están sujetos á engaños, y 
á inferir perjuicios al publico: y así dixo San Agustín, que los De« 
cretos Conciliares (se entiende en quanto á disciplina) se habían re * 
formado y reformaban por los Concilios posteriores. Por eso tam¬ 
bién los Sumos Pontífices, no solo consienten, sino que mandan á 
los Obispos suspendan la execucion de sus Bulas* si contienen per¬ 
juicio (69): porque es cosa sabida, que la Yglesia no tiene el Don 
de la infidencia en los puntos de disciplina (70). 

CXXIV. Si esto es así: ¿Qué resta para el uso de la Regalía 
contra las Decretales y Bulas perjudiciales al Estado? No se ofen¬ 
de al Gobierno Eclesiástico y sus defensores, de que se suspen¬ 
dan sus providencias, sino de la mano regia que lo executa. Y ahora 
es donde entra la censura de la última parte de la Thésis, que para 
salvar esta inmemorial é incontestable práctica de todas las Nacio¬ 
nes, obscuramente y sin distinción de casos la interpreta como una 
delegación de la Yglesia. 

CXXV. Este modo de discurrir envuelve una depresión intole¬ 
rable de la Soberanía Temporal. Es querer borrar aquel alto carác¬ 
ter, con que el Legislador Divino distinguió á los Reyes, constitu- 


(67) Ad legem. Jul. et Pap. lib, 3. cap . 44 per. tot. 

(68) Lib. 5 Ethimol. cap. 21. 

(69) Cap. Si quando 5 de Rescript. cap. Cum teneamur 6 de Pra - 
bend. cap. Pastoralis. 8 de Fid . Intrum. 

(70) Concil. Later. sub Ynnoc. ///. Non debet roprehensibile judica» 

ri, si secundum varietaten temporum, statuta , quandoque varientur 
humana: prcesertim cum urgens necessitas , vei evidens utilüas id expos - 
cit: quoniam ipse Deus ex his quoe in Vetere testamento statuerat non - 
nulla mutavit in Novo. Cap. á nobis 28. de Sentent. Excomun et cav 
Alma, mater. 24. eod. tn6, ’ ' r 
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yéndoles protectores de todo el GéaeroHumano. Que algunos Theó- 
logos, y Canonistas discurran así por su partido, nada tiene de sin* 
guiar, sino la nota de preocupados; pero que semejante sentencia 
se enquentre en nuestros Legistas, en los que corren con el distin¬ 
tivo de defensores de la Regalía, parecía increíble (71). 

(AXVI Para defender la Protección Régia en los recursos de 
fueiza, retención, y otras especies, juzgan estos hombres sapien - 
lisimos de varios modos. Casi todos son oportunos, y legales; lo 
reparable es, que llegando a! título fuerte de la costumbre inme¬ 
morial, la expliquen y defiendan por unos modos, que dexan á ía 
Potestad Soberana del Príncipe dependiente y como delegada de 

9 rw w • 


la 


Pontificia. Lo primero quieren persuadirlo, dando valor á la in¬ 


memorial por la voluntad tácita del legislador Eclesiástico: v lo 
segundo, incluyendo en ella por su virtud prodigiosa, una gracia 
apostólica ó privilegio presunto. 

CXXVII. Este es el systhema de dichos Regalistas. Y para que 
no se crea ponderación, ponemos sus palabras: A Potestate Ponti¬ 
ficia descenderé has cognitiones coram scecularibus Judicibus, di- 
cendum est; non disposilione ipsius consuetudinis ; sicut qui in ma¬ 
teria delegata , aut concessa per Pontificem disponit ; non per se , 
sed per Pontificem disponere, notat Anguianus dict . lib. 2, de Bey. 
rontrov. 24, n . 27, ubi vide alios : Así se esplica el Señor Sal¬ 
cedo (72). 

CXXVII1. Mario Cúrtelo , hombre erudito y generalmente zelo- 
so de la Regalía en este punto procede incautamente. Dice así: Ut 
lamen in ómnibus Pontificibus beneficentia agnoscatur , illique ac - 
ceptum referatur , illius nomine agere , ac uti sciant ut habetur in 
cap. ad Audientiam de prcescriptionibus. Ut sibi,nontanquam sibt , 
sed tanquam Eclesice Romance, cujus authoritate ... atque huc exis 
timo referenda esse concordata aliqua in piuribus fidelium Regnis , 
ínter Pontífices Regesque confería, ut postremo beneficium illud á 

Sancta Sede proficisci videatur (73). 

CXXIX. Si se dice, que este es un medio subsidiario de defen - 


(71) D. Salcedo de Lege Polit. lib. 1 . cap. 8. prcecipue num. 28 \.et 
47. et in aliis usque in finem. I). Ramos del Manzano ad Leg. Juiiam. 
et Pappiam , lib. 3. cap. 44. num . 13. 

(72) Lib . i, de Leg. Polit. cap. 8, citat. núm. 47. 

(73) Lib. 2 de Prisca , et Recent , Inmunitat. qcest. 4 , n. o , V 
ad 33. 
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sa, ó de supererogación, reponemos que todo subsidio supone indi¬ 
gencia; y lo segundo, que la supererogación es útil para ampliar, 
mas no quando desautoriza las armas mas sólidas de la justi¬ 
cia, como aquí sucede; porque estando constantes, que la Regalía 
para resistir qualquier agravio del Gobierno Eclesiástico, es inata 
a la Magestad, y un don inestimable de la mano de Dios; nunca 
hay prudencia para hacerlo dependiente y como efecto de otra Po¬ 
testad creada, como escribia San Agustín , ibi: Non tribuarnus dan¬ 
di Regni potestatem, nisi Deo vero (74). 

CXXX. No pudieran los adversarios buscar arbitrio mas deli¬ 
cado y especioso para deprimirla Regalía, y desautorizarla, ya 
que no pueden destruirla. 

CXXXI. Para no ser reconvenidos con la confusión, es preciso 
distinguir las causas Eclesiásticas en dos clases. La primera es 
aquella en que el Rey solo trata de preservar al Estado de los in¬ 
sultos y novedades que perturban la paz: de esta clase son todos 
los recursos de fuerza, y otros que si no tienen el nombre, tienen la 
misma substancia y designio. Tales son el exámen de las Bulas, 
y Leyes de disciplina; los recursos de fuerza en el conocer absolu¬ 
tamente, en el modo y de no otorgar: los de nuevos Diezmos; los 
de protección especial sobre las Religiones y Cuerpos considera¬ 
bles Eclesiásticos del Revno; la Regalía de citar á los Prelados en 
ciertos casos, excitarlos, y compelerlos honestamente á la reforma 
de los abusos; el extrañamiento de los Eclesiásticos, v otros de e! 
género, de que tratan nuestros Escritores. 

CXXXII. Todo esto hace el constitutivo mas esencial de un 
Soberano (75). ¿Y hemos de convenir, en que el ser de la Sobera¬ 
nía y sus partes mas preciosas, son gracia accidental superve¬ 
niente de otra mano? Claro que se quita á Dios, lo que se atribuye 
a las criaturas. Dios afirma, que ha dado á los Príncipes la protec¬ 
ción para defender á sus vasallos de qualquier insulto y daño; que 
los ha autorizado para hacer en este punto justas ordenacio¬ 
nes (76): Y ahora nos quieren persuadir, que es una causa segun- 


(74) De Civitat. Deicap. 21, 

(75) R. Salgado de Suplicat. part. i. cap. Un. 18. et 48. cad . 
parí. 1. c. 5. (ere per tot. et precipue, num. 46. D. Salcedo, Ub. 2. 

ei }r b ' ca P- 7 ‘ P reci P ue num. 6. D. Covarr. Pract. c. 35 

(76) Hteron. cap . 21. et 22. 
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da ó creada la que á los Reyes concede estas gracias. ¿Y esto se 
ha de escribir y defender por los nuestros? 

tXXXIII No pretendemos inventar nuevos modos de defender 
la Regalía. Nos confesamos muy distantes de la alta sabiduría de 
dichos Maestros! solo deseamos ajustar sin inconseqiiencia y sin 
perjuicio de la Magestad, lo que con tanta erudición se ha espar¬ 
cido en volúmenes. Allí leemos, que la defensa honesta de qual- 
quier insulto ó agravio tiene su origen en el Derecho Natural, y 
en el Divino (77); que el regular y ceñir esta defensa á ciertos li¬ 
mites en los súbditos, no es porque no sea propia, ó porque pro¬ 
venga de causa extraña, sino por evitar el abuso; cuyo inconvenien¬ 
te cesando en los Príncipes, viene en ellos á verificarse sin restric¬ 
ción, y sin agravio de tercero, la defensa natural de sus Derechos, 
y de sus Vasallos contra un poder superior á sus condiciones. 

CXXXIV. Sobre este principio se hace ver por nuestros sábios 
Legistas, que los recursos de protección ó fuerza, desentrañados 
bien, no son otra cosa que el uso bien regulado de la defensa natu¬ 
ral, contra un agravio que hiere en el público (78). Luego es con¬ 
tradicción visible, persuadir por otro lado que este derecho innato 
de la Soberanía puede provenir de una causa extrínseca, y tan di¬ 
versa como la Potestad Suprema, sea de la Iglesia, ó Pontificia. 

CXXXV. Si se pidiese una descripción analítica del exercicio 
de la Suprema Potestad Temporal, ó no se había de definir, ó se¬ 
ria preciso contar entre las partes mas importantes de la descrip¬ 
ción, la repulsa de los agravios que se causan al Estado. La escri¬ 
tura menciona esta acción entre las esenciales de la Magestad (79). 
Luego afirmar que una Regalía semejante se. funda en Privilegio 
Apostólico presunto, es sostener que la Yglesia presta al Príncipe 
el constitutivo de la Soberanía. No pudiendo tampoco negarse, que 
el mismo Autor Divino que formó la República Christiana de lasdos 
partes esenciales que quedan esplicadas, en la misma constitución 
de la Temporal, incluyó la potestad de resistir qualquier agravio de 
la otra parte, que es la Espiritual: siendo absurdo claro, que una 


(77) D. Salg. de Regia Protect. 1. parí. cap. t. Prelud. j. ó n. 40 
D. Sal. lib . 1 . cap . 7. et cap. 18. 

(78) Ex Aduct. sup. num. 71. . „„„ 9 

(79) Jerem. cap. 22 . Sapient. 6 . D. Paul» Epist. adTtmoth , 1 . P • 

Regum, \ . cap. 9. 
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parte hubiese de participar de la otra, lo que cada una necesita en 
su línea. 

CXXXVI. Concluimos pues, que esta clase de recursos y todos 
los que entendidos bien, se reducen á los términos de una necesa¬ 
ria defensa para la conservación del Estado Temporal, no pueden 
reconocer por causa eficiente á la Yglesia. 

CXXXV1I. La segunda clase es de aquellos Derechos, que 
siendo ya Regalía, reconocen su origen en una generosa, pero jus¬ 
tísima remuneración de la Yglesia: como son Tercias, Diezmos, Pa¬ 
tronatos, y otros de la especie (80). Dirá tal vez alguno, que el co¬ 
nocimiento que el Rey exerce sobre estas causas, pudo venir embe¬ 
bido en las mismas gracias Apostólicas. Es máxima del Derecho, y 
aun de la razón natural, que el Autor de una douacion puede cali¬ 
ficarla con condiciones que la restrinjan, ó la amplíen (81), y como 
una práctica inconcusa ha radicado en el Rey el conocimiento de 
dichas causas, parece no haber repugnancia en decir que semejan¬ 
te conocimiento provino del mismo principio, de donde nació la 
substancia de la donación. 

CXXXVIII. No obstante, el Colegio discurre de otro modo. Los 
Diezmos, las Tercias, el Patronato y demás Derechos que dimana¬ 
ron de la Yglesia, al punto que pasaron á la Corona, quedaron pro» 
fanos; porque lo que se llama Espiritual en estos derechos, es una 
qualidad extrínseca por el fin á que están destinados; cuya ver¬ 
dad declara bien Santo Tilomas, contra la pretensión de mu¬ 
chos (*). Variando el fia de los Diezmos, ya no son Diezmos; que¬ 
dando en su lugar subrogados los bienes que se desestiuáreo á la 
dotación de las Yglesias. Siendo pues profanos, la Jurisdicción Real, 
que por su esencia abraza todo lo temporal, los comprehende ne¬ 
cesariamente: con que es inútil recurrir á buscar otra jurisdicción 
adventicia, concurriendo la propia. Y este discurso tiene el Cole¬ 
gio por mas fondado. Pero si en la concesión pusiese la Yglesia al¬ 
guna calidad sobre el modo de ejercer la jurisdicción en tales cau¬ 
sas ¿quién podrá dudar, que debe religiosamente observarse? 

CXXXIX. Hay un tercer género, que son algunas causas Ecle- 


(80) Castill. de Tertiis, c. 12. Frass. de Reg. Patrón. D. Abreu et 

aliis. 1 

(81) L. 4. el 6. til. 4. parí, 5. 

(*) 2. 2. qucest. 87. articul . 1. 

TOMO ii. S3 
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siásticas, ó de los Eclesiásticos, ea que los Tribunales Reales sue¬ 
len proceder. Pénese el egemplo en las Audiencias que conocen de 
las causas posesorias beneficíales. No ignoramos, que este conoci¬ 
miento se defiende por el concepto de ser cosa Temporal la pose¬ 
sión que allí se controvierte; con cuyo respecto la Jurisdicción 
Real tiene en sí lo suficiente para proceder; pero de qualquier mo¬ 
do, el origen se disputa, y á esta censura no toca el exámen. 

CXL. En quanto á las criminales de los Eclesiásticos, si se tra¬ 
ta de los delitos de Lesa Magestad, ó de los que tocan al Estacio, 
siempre entenderémos, que quando los Príncipes concedieron al 
Clero las exempciones que goza, es sumamente violento persuadir¬ 
se, que no se reservasen esta facultad nativa, que miraba á la in¬ 
demnidad de sus personas y de sus Ymperios (82). Luego parece 
implicar que tal conocimiento proceda originalmente de la Potes¬ 
tad Eclesiástica. 

CXLI. Ni carece de sólidos fundamentos la sentencia que atri¬ 
buye á la Potestad Temporal el conocimiento innato sobre las 
Causas de Amortización en los Reynos de Valencia y Mallorca: 
pues siendo la exempcion de tributos (como Santo Thomás afirma) 
un efecto gracioso, aunque fundado en equidad, de la liberalidad 
de los Príncipes (83), aparece mas claro en dichas Provincias, que 
al tiempo que el Rey D. Jayme limitó la exempcion Real se reser¬ 
vó también el conocimiento judicial sobre tales causas (84). 

CXL1I. No es tan fácil discurrir así de la Regalía singular que 
el Rey de España goza en el Reyno de Valencia, para conocer 
sobre las Causas de ¡os exemptos Regulares y Seculares, de que 
trata doctamente el Señor Matheu; á cuyo juicio y el del Consejo 
se remite el Colegio. Luego es intolerable la falsa opinión que ge¬ 
neralmente declara á la Autoridad Eclesiástica, como fuente de la 
jurisdicción que ejercen los Príncipes en repelidas Causas de los 
Eclesiásticos. 

CXLIII. Por los principios esplicados, aunque incontrastables, 
no puede regularse el conocimiento de las causas mixtas, dirá al¬ 
guno. Parece que en este punto vacila nuestra doctrina, ó á lo me- 


(82) Bobad. lib. 2. cap. 18. núm. 14. Cúrtelo de Prisca, et Recent. 
Ymmunitat. lib. 2. qucest . 22. precipite núm. 23. 

(83) In Epist ad Román, cap. 13. , 

(84) Bellug. \Specul. Princip. Rúbrica de Amort. 14. cap. 1. num.o i. 
P. Matheu, de Regim. t cap. 2. §. 5. núm. 1U. 
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nos es insuficiente para conservar los justos é invariables límites* 
señalados á ambas Potestades por el Legislador Sumo. porque 
cualquiera de las dos á quien se aplique el conocimiento de seme 
jantes causas, preciso es que se introduzca en la esfera de su com¬ 
pañera: pues no es así. 

CXLIV. Hay crímenes que por la materia participan de lo tem¬ 
poral y espiritual. Una usura por sí es un crimen temporal, como 
el hurto: pero si se le añade el error de tenerla por lícita, en esta 
hypótesis se llama delito mixto. Lo mismo sucede en qualquiera 
otra especie de crímenes. En Francia conocen los Jueces Eclesiás¬ 
ticos de los delitos de los Clérigos quando son comunes; pero de los 
que llaman privilegiados, como el de Magestad, de Estado, el ho¬ 
micidio, alevosía y semejantes conocen los Jueces Reales. Sucede 
que el crimen cometido participa de ambas condiciones; y entonces 
proceden ambos Jueces, cada uno respecto de la calidad del cri¬ 
men; el Eclesiástico como común, y el Real por lo que tiene de 
privilegiado. 

CXLV. De suerte, que la pena impuesta por el Eclesiástico, que 
siempre es moderada por la equidad canónica , no impide que el 
Juez Real castigue también al reo con el rigor de las Leyes Civi¬ 
les (85). Por este medio ambas jurisdicciones tienen su ejercicio sin 
embarazarse; y sin dar ocasión ai fomento de los delitos, si solo la 
jurisdicción Eclesiástica procediera con su natural benignidad. No 
es, pues, caso de prevención el de los delitos mistos, como algunos 
entienden mal. El prevenir aquí un Juez, no quita el procedimiento 
del otro; porque cada uno procede privativamente; el Eclesiástico 
respecto de la calidad que le pertenece, sea de heregía ó de reli¬ 
gión ó indiferente; y el Juez Real en órden a lo temporal, en que 
se interesa el bien de la República. Si no se hiciera esta distinción, 
daríamos en el inconveniente de que el Juez Eclesiástico conociera 
í juzgara en las materias profanas, ó que el Juez Real se mezclara 
en los puntos de Religión, ó, en fin, que el delito quedara sin cas- 
tigo en alguna de sus calidades; pues ninguna de las dos jurisdic 
dones puede conocer sola de lo temporal y espiritual juntamente. 


(85) Cabasutio in Theorica , et Prax. Canon . lib, 4. cap 4 á núm 
41, usquead 17. vide Altesera de Jurisdic. Eccles . lib. 4. cap. 3. et Fvl 
bret de Appelat. ab abusu , quem Ule impugnat, sed utrumque canil 
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CXLVI. En España es doctrina común que funda eruditísima- 
mente el célebre D. Miguel Cortiada, refiriendo varias decisiones 
del Chanciller Mayor de Cataluña (86). En los delitos de rapto y 
estupro, cuando se mezcla causa esponsalicia ó matrimonial sobre 
punto de Derecho, el conocimiento del estupro ó rapto, como tem¬ 
poral, toca al Juez Real; pero el Eclesiástico debe conocer del va¬ 
lor ó nulidad de los esponsales ó matrimonio. Así se declaró repe¬ 
tidas veces, como refiere Cortiada, dividiendo el conocimiento para 
no embarazar á las jurisdicciones en su ejercicio. Por la misma re¬ 
gla, cuando en el juicio de sucesión de bienes incide la cuestión de 
legitimidad en cuanto al valor del matrimonio, se divide también el 
conocimiento, dejando este punto al Eclesiástico, á diferencia de 
cuando se trata del hecho puramente, ó de los efectos precisamente 
temporales, sujetos á las Leyes Civiles, aunque el matrimonio sea 
válido (*). 

CXLVII. Por la misma doctrina declara Cortiada la atribución 
de ambas jurisdicciones para dividir el conocimiento sobre los sa¬ 
crilegios. Se llama sacrilegio aquel delito que trae perjuicio ú 
ofensa á las cosas sagradas. Estas se dicen tales intrínsecamente, 
como los Sacramentos, por su virtud sobrenatural ó unión inme¬ 
diata al Autor de la Gracia. Otras son estrínsecamente sagradas, 
en cuanto sirven al uso de los Sacramentos,próxima ó remotamen¬ 
te. De suerte, que el sacrilegio recibe mas ó menos grados, según 
la ofensa ó calidad del objeto sagrado; y por esta proporción el 
delito vendrá á ser mas ó menos espiritual para fundar la jurisdic¬ 
ción de la Iglesia, quanto hiera mas en el mismo Sacramento. Pero 
como apenas hay delitos de estos que no traigan perjuicio de ter¬ 
cero, ó del público por el mal ejemplo, se descubre ya la raíz de la 
jurisdicción temporal para su conocimiento y castigo, según las 
penas civiles, al mismo paso que funda la jurisdicción Eclesiástica 
para la imposición de las penas espirituales. Toda esta doctrina 
explica gallardamente Cortiada (87). 



(86) Decís. 272. « sq. ad 75. et in aliis, sparsis per quatuor vo- 
IU P?%. Covarr. deMatrimon. 2. parí. cap. 8. §. 12. núm. 3. Nogueral. 

(87) Decís. 235. per tot. et 269 etiam pertot. Vtde D. Covarr. 
Decretal, part. 2. cap. 7. §. 3. A núm. 6. Gutierres, Procí. Cw. 
ijuaist. 8. et Pigoatel. Tom. i. Cons. Nobis. Consult. 115. per • y 
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CXLVIII. ¿Y qué dirémos finalmente de la regalía, que han 
"usado, y compete á los Príncipes en la Convocación de los Conci¬ 
lios, en la concurrencia á ellos por sí, ó sus Ministros, y en la Con¬ 
firmación que han dado á muchos Generales? ¿&caso deben esta re¬ 
galía á la autoridad Canónica? Es tan innata á la Mageslad, como 
útil al Christianismo: aunque no poco se lee en las Decretales que 
puede ofenderla. 

CXLIX. No es del caso presente entrar en la disputa, sobre si 
los Concilios del Oriente fueron todos, ó algunos convocados junta¬ 
mente, y confirmados por los Sumos Pontífices. Los Occidentales 
es cierto que en lo general tienen estas dos condiciones de la Santa 
Sede. Y así dejando las cuestiones sobre lo pasado, decimos para 
lo futuro, que en su convocación, celebración, y confirmación tie¬ 
nen un interés relevante ambas Potestades Supremas. Lo espiritual 
y temporal en tales Congresos van á recibir una impresión, y acaso 
alteración grande: luego con respecto á este sumo interés, no pue¬ 
de negárseles el concurso en todas tres acciones, de convocar, ce¬ 
lebrar, y executar las resoluciones Conciliares. ¿Y á este Concurso 
de la Potestad Temporal qué nombre darémos? Por los nombres se 
hacen eternas muchas disputas: sea el que fuese, creemos incon¬ 
testable dicha regalía. No negamos que la Religión es causa prima¬ 
ria, y objeto principal de los Concilios Ecuménicos, sea en el Dog¬ 
ma, sea en la Disciplina: ¿Pero cuántas consecuencias temporales 
necesariamente ocurren en el movimiento de todas las Provincias 
Christianas, y en atraer para su formación á los Prelados, que de¬ 
ben ser interpelados por sus respectivos Geíes? Una acción seme¬ 
jante ni puede intentarse, ni llevarse á egecucion, sin la protección 
y mandato de los Príncipes. Lo que conoció bien San León Magno 
escribiendo á la Emperatriz Pulcheria (88). Es pues indispensable 
el concurso de la Autoridad Régia en la convocación de los Conci¬ 
lios Ecuménicos, sin detenernos, como algunos, escrupulosamente 
en el nombre que deba darse al uso de esta regalía. 


Tum ultimas Author , et si probet delictum de quo agit aliquid spirituale 
inciudere, nec probat, nec negat quid temporale etiam involvere : Unde 
cognitio ejus ad forum Ecclesice, et temporale simul per tiñere, exeis* 
dem Scriptoribus , et Pignatel concluditur ; non prceventive , sed separa - 
tim; primum cognoscit quod penas spirituales , et secundum quod ci - 

(88) S. Leo. Epist . 29. 
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CL. La concurrencia de los Príncipes por sí ó sus Ministros en 
ios Concilios ya legítimamente formados, tiene tres efectos que in¬ 
teresan notablemente á la Religión y al Gobierno Temporal. El 
primero es poner en una decorosa libertad á los PP. para inquirir 
y determinar lo conveniente á la Iglesia, refrenando á los sectarios, 
y conteniendo á los díscolos perturbadores de la paz. Eu este im¬ 
portantísimo efecto resplandeció mucho la protección del Gran 
Constantino en el Concilio de Nicéa: Y lo contrario se experimentó 
en el de Tiro por el Ministro que allí destinó. Theodosio el menor m 
el Concilio Ephesino, III. Ecuménico declaró este gran designio, se 
gun parece en el Concilio de sus Actas, diciendo que el destinar al 
Conde Condidiano como Ministro suyo, no fué para que se mezclase 
en el conocimiento de las cuestiones eclesiásticas: Sed nt Monachos , 
et Seculares , qui espectacuii causa eo confluerent , summoveret , et 
omnem injuriam , vim , et seditionem , atque omne impedimentum á 
Sínodo propulsar et. Bien que los oficios del Ministro Regio cor 
respondieron exactamente á las generosas intenciones del Monarca, 
inclinándose, y favoreciendo artificiosamente á Nestorio. 

CLI. En el mismo principio se funda la Regalía que usan los 
Reyes, de nombrar alguna vez Ministros para que asistan á las 
elecciones de Prelados, y funciones de las Comunidades Regulares, 
ó Eclesiásticas, á fin de que se celebren con paz, libertad, y de» 
coro (89). Y acaso fué este el origen de la concurrencia de los Em¬ 
peradores á las elecciones de los Sumos Pontífices, que según los 
tiempos, y sucesos tuvo alteraciones muy notables. 

CLII. El segundo efecto de la protección de los Príncipes en la 
concurrencia á los Concilios, es proponer á la inquisición y juicio 
de los PP. los puntos dignos de providencia, ó reforma; como lo 
practicó religiosamente el Emperador Marciano en el Concilio I\ 
Ecuménico; Justiniano , no sin violencia, en el V y en otros Conci¬ 
lios universales, y particulares de España y Francia se vio innume¬ 
rables veces. 

CL1II. Se termina igualmente esta autorizada concurrencia de 
los Príncipes, á prevenir el daño que á sus Estados pudieran traer 
las providencias tocantes á disciplina; pues las del Dogma y doc¬ 
trina (como queda insinuado) son immutables. De esto pudieran 
conducirse repetidas confirmaciones; pero bastan los oficios sérios 


(89) Salced. lib. i. cap. \Z. §. único, per totum. 
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que los Potentados hicieron en el Concilio de Trento , reclamando 
lo que podía alterar las costumbres de sus Reynos, y lo que perju¬ 
dicaba á los derechos de la Magestad: lo cual por los efectos se vi¬ 
no á conocer, no habiendo sido admitidos varios puntos de disci¬ 
plina en algunos Reynos (90). 

CL1V. El tercero efecto de la protección Régia resplandece en 
la egecucion de los Decretos conciliares. Aquí se vé, y se admira 
la primorosa unión entre las dos Potestades: Res humanas aliter 
tutas esse non posse (afirma San León Magno) nisi quce ad Divinani 
confessionem períinent , et Regia , et sacerdotalis defendat authori- 
tas (91). A que aludió después nuestro grande San Isidoro: Vt per 
eamdem Potestatem (Principes seculi) disciplinam ecclesiasticam 
muniant (92). 

CLV. La confirmación de los Decretos conciliares no solo fué 
usada de los Emperadores en los Concilios de Oriente, si no pedida 
é instada algunas veces por los mismos PP.; pero es grande equi¬ 
vocación, querer que estos actos en tan diversas materias, y perso¬ 
nas de distinto orden, tengan un mismo efecto. San Ambrosio (ve- 
conviniendo al Emperador Valentiniano III) decia, que para que 
hubiese proporción entre la causa y el Juez, debían ser de un orden 
mismo (93). 

CLVI. La elección del Obispo no era subsistente, mientras no 
fuese confirmada por el Metropolitano, y la de éste por el Concilio 
Provincial (94); cuyos derechos se adrogaron después los Sumos 
Pontífices; semejante efecto se vé también en las confirmaciones 
de otras elecciones, y funciones eclesiásticas; porque estos superio¬ 
res confirmantes tienen directa Potestad para aprobar, ó anular el 
acto (95). 

CLVII. Hay confirmaciones significadas con distintos nombres 

(90) D. Salg. de Suplicat. ad Santit. parí. cap. 2 . núm. 133 
€t 134. 

(91) S. Leo , cit. Epist. ad Pulch. August . 

(92) S. Isidor., De Sum . bon., lib. 3 , cap .51. 

(93) S. Ambros., Epist. 32 ad Valent. Ne quisquam contumacem iudú 
care me debet, cum hoc asseram, quod augustoe memorice pater tuus non 
solum sermone respondit; sed etiam legibus sanxit: Yn causa fidei , vel 
Ecclesiastici alicujus ordinis , euxn judicare debere qui nec muñere 

impar sit, nec jure discimilis. 

(94) Concil. Nicen. i.Eucumen. cap. 4 . 0 et 7 . Concil. Aurelian . 2 . 
Canon. 18. Concil . Toletan. 4 . Canon. 18 . 

(9o) Barb. Vot. decís . 4 et 25, lib. 2. 
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en el Derecho, que solo piden el consentimiento del que tiene grave 
interés en la acción, aunque no sea Juez de ella; porque su perjui¬ 
cio le habilita para contradecir (96). En este sentido los Príncipes 
Temporales pueden en ios Concilios inquirir sobre los Decretos de 
Disciplina, para resistirlos si perjudican á la tranquilidad pública, 
á la Regalía, costumbres, y derechos seculares, ó para consentirlos 
si no perjudican. 

CLVII1. Demos que no causen perjuicio al Estado; en tal caso 
no puede la Potestad Temporal introducirse á conocer de la justicia 
ó prudencia de las leyes eclesiásticas; porque este exámen es pri¬ 
vativo de la Iglesia. Y así redargüía nuestro insigne Oscio al Em¬ 
perador Constancio, hijo de Constantino :¿Quid tale á Constante 
actum estl ¿ Aut cuando judiáis ecclesiasticis ÍnterfuiVt Ne te mis- 
ceas Ecclesiasticiis ; ñeque nobis in hoc genere prcecipe ; sed potius 
á nobis disce (97). Cuya admonición repitió San Gelasio en la fa¬ 
mosa Epístola á Anastasio Augusto. 

CLIX. Y el mismo San Isidoro , que ponderó lo útil de la pro¬ 
tección régia dentro de la Iglesia para hacer observar sus leyes, 
dijo en el mismo lugar; que las Potestades seculares vivían sujetas 
á la disciplina eclesiástica ; ibi: Sub Religionis disciplina soeculi 
Potestates subjeclw sunt (98). A todos dió ejemplo el Emperador 
Marciano , quando propuso á los PP. del Concilio Calcedonense va¬ 
rios capítulos de reforma, para que determinasen: Qucedam capi¬ 
tula sunt y quoe ad honorem vestroe reverentice servabimus; decorum 
esse judicantes, á vobis hoec canonice potius fonnari per Sinodum f 
quam nostra lege sanciri. Véanse San Gregorio Magno y el Na- 
zianceno en los lugares del margen (99). 

CLX. De suerte, que así como las resoluciones tomadas en 
nuestros Concilios Toledanos sobre las cosas temporales, no se atri¬ 
buyen á la Potestad Eclesiástica, sino á la del Rey que intervenia 
también, auxiliada de la Yglesia, debemos por el opuesto, enten¬ 
der los Decretos de los Príncipes sobre materias eclesiásticas, en el 
sentido explicado, que es propio de su protección. Ni otra inteli¬ 
gencia justa puede darse á los Capitulares de los Emperadores del 


(96) Capit. Dicernimus 32. cap . 16, qucest . 7. 

(97) S. Athaoasio in Epist. ad Solitar. 

(98) S. Isidoro, dic. lib. deSum. bono , cap. 51. r « 

(99) S. Greg. Mago, lib . 2. Regestri in dict . H. Epist. 62. Leg . a 

Epist. 249. 
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nuevo imperio Occidental, Cario Magno , Luis el Pió , y algún otro; 
porque las leyes prudentes y santas que allí se leen, para la di¬ 
rección y reforma del Estado Eclesiástico Secular y Regular, eran 
los antiguos Cánones selectamente recopilados, y aumentados cuyo 
valor consistía en la autoridad de la Yglesia, que formó unos y 
aprobaba otros. Así lo protestaba hablando á los PP. del VIII. 
Concilio General del Oriente el Emperador Basilio: Hoec enim ex- 
cuciendi et in utramque partem agitanáis Patriarcharum , Sacerdo- 
tum, et Doctorum est officium (100). Por cuya razón, aun después 
de haber confirmado los Cánones Conciliares, se confesaba obedien¬ 
te v observante de ellos el Emperador J ustiniano , et Cánones tam- 
quam Leges observan (101). 

CLX1. Concluyamos pues este importantísimo punto con la re¬ 
flexión siguiente. La coníirmaciou de los Emperadores recaía indis¬ 
tintamente sobre el Dogma y Disciplina; y aun en los Concilios V 
y VI Generales que no ordenaron Cánones de Disciplina, la con¬ 
firmación de Justiniano 9 Constantino y Pogonato , solo comprendie¬ 
ron los puntos de Religión, contra los Origenistas, Eutiquianos, y 
Monhotelistas: Ningún Cathólico puede afirmar, que la confirmación 
del Dogma argüía facultad en los Príncipes para establecerlo, ó 
declararlo: luego de la confirmación tampoco puede deducirse fa¬ 
cultad para formar leyes de disciplina, sino para resistir las per¬ 
judiciales al público. Y vése ahora, porque Justiniano indistinta¬ 
mente se confesó obediente al Dogma y á la Disciplina en dicha 
Novella: Synodarum dogmata velut Sanctas Scripturas á se suscipi , 
et Cánones tamquam leges observari: esta era la-disciplina, esplica- 
da entonces con el nombre de Cánones . 

CLX1I. Todas las cosas ordenó Dios coa número, peso y medi¬ 
da: no hemos de negar esta sabia exactitud en la constitución de 
ambos Goviernos, y Potestades Supremas: Para conservar los Prín¬ 
cipes con tranquilidad á sus Reynos, bastan las facultades esplica- 
das: porque formando con soberana independencia leyes justas, y 
resistiendo cualquier insulto, ó agravio del Estado, se consigue con 
su observancia la paz común: luego el propasarse á ordenar leyes 
sobredi gobierno de la Yglesia, se representa como un olicio re¬ 
dundante, fuera de medida y peso. ¿Qué diriamos, si la Yglesia in- 

(100) In actis Conciliis proedict. 

(401) Novell. 3t. cap. i. 

TOMO II. 
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tentara hacer ordenanzas en lo temporal? Si hay pues orden justo 
entre ambas Potestades, debe decirse lo mismo de la temporal 
respecto de la Yglesia. 

CLXIII. ¿Porqué pues (dirá alguno) los Concilios Generales ce¬ 
lebrados en el Occidente, desde el Lateranense primero hasta el 
Tridentino, no se ven confirmados por los Príncipes Temporales, 
como los Orientales? Esta pregunta, en el supuesto está convencien¬ 
do, que la subsistencia de las determinaciones conciliares en lo esen¬ 
cial no penden de la Suprema Autoridad Real: porque serla pre¬ 
ciso negar el valor, que ningún Cathólico piensa, á tantos Concilios 
Ecuménicos del Occidente. ¿Pues qué, los Príncipes han abandonado 
tan importante Regalía? De aquí podría acaso tomarse indicio para 
afirmar, que su uso pende únicamente de la Autoridad Eclesiástica, 
y vendría á confirmarse la intolerable aserción de la Thésis. 

CLXIV. Respondemos, que por una verdadera equivalencia ¡a 
misma confirmación Regia tienen los Concilios Occidentales Ecu¬ 
ménicos, que los Orientales. La diferencia está en el modo. Lo que 
en los de Oriente se llama confirmación , en los de Occidente se 
explica con el nombre de aceptación, ó admisión en los Estados 
Temporales. El Príncipe, que en todo ó parte de la disciplina (porque 
en lo doctrinal nunca hay ni debe haber controversia) los admite en 
su Ymperio, por el mismo hecho los aprueba, y confirma; quedan¬ 
do su observancia fortificada con el auxilio de su protección, y con 
las penas temporales que obligan al cumplimiento de los Vasallos. 

CLXV. Si en los Orientales la confirmación Régia se demostraba 
en los tres efectos antes declarados, propios de la protección tem¬ 
poral, los mismos experimentamos en los del Occidente. En este 
sentido la disciplina del de Trento no tiene aceptación en Francia 
sobre innumerables puntos; y en España debe decirse lo mismo de 
algunos capítulos: en que debían estar mas advertidos los Jueces de 
ambas jurisdicciones, para no proceder con una ciega generalidad. 

CLXVI. Luego el medio de saber cuáles son los justos canceles 
de las Leyes de disciplina Eclesiástica, cuál el efecto de la confirma¬ 
ción temporal, ó aceptación de los Príncipes, y cuál la clave segura 
v exacta para el uso de la protección régia; es la que propuso 
San Juan Chrisóstomo , y se dijo arriba: Hcec cristianismi regu¬ 
la, públicos ulilüati consulere : (102) El bien público es el centro 


(102) Homilía 25 in Epist . ad Corinth. 
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de toda ley, y de todo govierno; el bien público verdadero, no apa¬ 
rente. De esta capital máxima abusaron los díscolos para ponerse á 
cubierto de la protección de los Emperadores, como insinuamos 
arriba, y después muchos sectarios de otros Reynos para patrocinar 
sus desvarios (103), Santo Thornás: Aliud est bonum aporens et 
non verum; Quia abducit á finali Bono. Por aquí se distingue el 
bien aparente del verdadero que San Isidoro llama honesto. 

CLXVII. Nace de todo el artículo una diferencia notable entre 
los dos Gobiernos, ó Potestades Supremas. Tiene la Eclesiástica en 
su centro una limitación puesta por el Altísimo con que no ha querido 
estrechar á la Temporal. No es (como se ha demostrado) algún dis¬ 
curso de verosimilitud. Dentro de la Yglesia, y de un Reyno Cathó- 
iico (como se explicó) reside la Potestad Suprema independiente de 
los Príncipes, para resistir al uso de la disciplina quando perjudica 
verdaderamente al Estado: pero en el Ymperio temporal no hay 
poder independiente que resista á las leyes del Soberano. 

CLXVIII. Y la razón de esta diferencia es muy propia é inse¬ 
parable de la naturaleza de los Gobiernos. Dentro del Temporal 
fuera verdadero scisma, si no fuese única la Potestad Suprema. Y 
así se ha visto peligrar la Monarquía Romana, cuando sus Prínci¬ 
pes han intentado dividir el Gobierno. Pero el de la Iglesia lejos 
de embarazarse, está fundado según los PP. en el lazo armonioso, 
suave y firme de ambas Potestades. De suerte, que para verificar 
que la potestad de la Iglesia está dada in oedificationem, et non in 
destructionem (como afirma Sao Pablo) (104), quiso el Autor Divi¬ 
no dexar dentro de su cuerpo fijos los límites con una Potestad in¬ 
dependiente, cual es la de los Príncipes que contuviese el esceso de 
los que ejercen la Eclesiástica. 

CLXIX. Prelados puso el Legislador Supremo en la Yglesia re¬ 
vestidos de autoridad grande, aunque hoy muy reducida. Pueden 
éstos representar al Supremo Gefe el perjuicio de sus providencias, 
y suspenderlas, como ordenan los mismos Papas: ¿Y qué, se con- 
tentó con este medio el Legislador que nada ignoraba? Nada 
menos: porque sabia que la Autoridad Episcopal, aunque derivada 


(103) ¡Vé qui conditis Leges iniquasl Isai. cap . 10. vers . 1. Aristot, 
in Polit . ¡ib. 3. cap. 7. in fin. et lib. 4 cap. 10. Div. Thom. 2. 2. qucest, 
23. art. 7. in corpor . 

(104) D. Paul, ad Corinth. 10 et ult. 
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inmediatamente de su mano, era esencialmente subordinada á la 
Cabeza de la Yglesía; y que la representación de los súbditos seria 
cuando mas, lenitivo, pero no remedio absoluto. Este solo po¬ 
dría hallarse en un poder independiente, y soberano, que resiste 
al abuso, y al perjuicio inflexiblemente: luego el Gobierno Eclesiás¬ 
tico tiene dentro de su cuerpo uuos canceles puestos por el Legis¬ 
lador Eterno, que no pueden vanarse. In cedifícationem . 

CLXX. En el Ymperio, ó Gobierno Temporal no es necesario 
tal remedio: antes seria nocivo, y ruina de él. El Príncipe dentro 
de sus dominios es como un padre de familias dentro de su casa. 
Tiene quien le instruya, quien le advierta, pero no quien le resista 
con independencia: le es fácil (y esta diferencia pide alguna aten¬ 
ción) conocer los males de su Reyno, ó de su casa, y remediarlos. 
El Papa es un Pastor que tiene por rebano á todo el Orbe Cristiano: 
por la clave de la Escritura Sagrada, Cánones, y Santos Padres 
puede saber con seguridad el pasto que aprovecha, ó daña á las 
ovejas para su felicidad eterna; pero le es imposible alcanzar las 
diversas costumbres, leyes, gobiernos, y estados de las Provincias 
Christianas, de que pende el acierto de la disciplina, como confie¬ 
san los Sumos Pontífices (10o): y así no debe estranarse, que el 
Criador haya confiado á los Príncipes un poder independiente, y 
paternal, para que celen, prevengan y resistan el daño de sus Es¬ 
tados de cualquier mano que venga: porque sea el Papa la causa, 
sea un rival, sean los vasallos, el daño no deja de ser daño. 

CLXXI. Luego si no se varia el constitutivo de la Soberanía 
Temporal, establecida por el mismo Dios dentro de la Yglesia, es 
preciso confesar, que en su centro hay una Potestad Suprema inde- 
pendiente, que resista con una constancia igual á su veneración, el 
perjuicio que la misma Potestad Eclesiástica reconoce y confiesa 
algunas veces en sus providencias (106). Estos canceles no ha 
puesto Dios á la Soberanía Temporal, ni son compatibles con su 
Gobierno. 

CLXXII. Señor, el orden de este opúsculo trajo sin cuidado á 
la pluma una doctrina, que nuestro celo verdaderamente español 
quisiera ver enmendada por 1a* prudencia suma del Consejo. ¡Nues¬ 
tros principales defensores de la Regalía, especialmente los que es- 


(105) Cap . 1 de Constit. in 6. 

(106) Cap . 8. de Fide ínstrument. 
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cribieron en el siglo antecedente, para acudir al perjuicio de algu¬ 
nas Bulas y Leyes Eclesiásticas, sientan, y de propósito se empe¬ 
nan en persuadir una Conclusión, que en orden á la jurisdicción 
eclesiástica nos parece muy cierta, y oportuna; pero comprehen - 
diendo en sus escritos también á la Jurisdicción y Leves Témpora- 
les, la juzgamos nada segura para la tranquilidad del Gobierno 
Monárchico. 

CLXXIII. Sostienen pues y prueban con no pocos Escritores, 
que toda Ley y providencia, asi Eclesiástica como Temporal, no 
obliga, ni tiene fuerza sin la aceptación del Pueblo. En la turbu¬ 
lencia que ya pasó de nuestra vista, y no debe apartarse de nuestra 
consideración, ¿qué efecto podria causar semejante doctrina? Si no 
fuéramos capitulados de importunos, nos detendríamos á convencer 
el corto fundamento de esta opinión en cuanto á las Leyes* Civiles, 
satisfaciendo los argumentos que sin propiedad se traen de las Le¬ 
yes Romanas, y del origen de su imperio. De Dios, y no de otra 
mano tienen los Reyes su Soberanía, aunque los medios sean hu¬ 
manos y diversos (107). 

CLXXIV. Los de España deben su Imperio á Dios en ambos 
mundos, por sus gloriosas conquistas, despojando la perfidia Sarra¬ 
cena, y á la obstinada resistencia y tiranía Gentílica (108): luego 
en el Pueblo Español solo reside la heroica é innata fidelidad para 
la obediencia. ¿Cómo se ha de exigir de los vasallos el cumplimien¬ 
to dócil de las Leyes, si ellos se creen capaces de enervarlas, con el 
acto libre de no admitirlas? El lugar corta al discurso su vuelo en 
este punto; bien seguro de que aun esta insinuación sobra en la 
profunda reflexión, y sabiduría del mas prudente y respetable Se¬ 
nado del Orbe. 

CLXV. Aquí también se nota otra diferencia considerable 
entre las Leyes de disciplina Eclesiástica y las Temporales; que es 
una consecuencia necesaria de su diversa naturaleza. Las tempo¬ 
rales obligan, sin quedar pendientes de la aceptación, como acaba- 


(107) Sapientice cap . 6. Audite Reges , quoniam data est á Domino 
potestas vobis, et virtus ab Altissimo. Dauiel. 2. Ibi: Rex Cceli Regnum 
et fortitudinem dedit tibí: Div. Aus?. de civil . Dei , cap . 21. Ibi: Non Tn - 
buamus dandi Regni ) et Impern Potestatern 9 nisi Deo vero: et ipsi Dan, 
loe. cit: Ibi: lile Reges repudiat, et constituit . 

(108) Doctissim. Pater Victoria in relectione prima de Indiis , et de 
tttulis legitimis... per tot . 
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mos de sentar; porque en el Pueblo no hay otro poder independien¬ 
te y soberano sino e! del Príncipe. Caben súplicas, representado - 
ncs, instancias, pero no resistencia. 

CLXXVí. Ai contrario, en la disciplina de la Yglesia pueden 
ios Príncipes resistir; y lo han practicado desde que tuvieron la di¬ 
cha de entrar en su cuerpo. Los Prelados y fieles tienen la acción 
de representar al Sumo Vicario de Jesu-Christo: resistir absoluta¬ 
mente les es negado; pues son verdaderos súbditos suyos, sin con¬ 
cepto de independencia. El Rey como hijo de la Yglesia, reconoce, 
y venera sobre todos al Padre Universal, sucesor de Sau Pedro; 
mas como Soberano y Vicario del mismo Diosen lo Temporal, 
tiene la independencia, que falta á los demás, para resistir todo 
agravio eu sus Reynos, venga de cualquier mano. 

CLXXVII. Si alguno de aquí infiriese, que eu la Yglesia, ó en 
el Sumo Pontífice no reside Potestad Suprema legislativa en lo espi¬ 
ritual, sobre todo el Orbe Christiano, errará infelizmente. En el 
Concilio General todos los Cathólicos la reconocen, y no obstante 
saben todos, que muchos de sus Cánones han sido resistidos ab¬ 
solutamente, y no admitidos en las Provincias Christianas. 

CLXXVIII. Esta peculiar condición del Gobierno Eclesiástico 
oo disminuye su alto carácter, ni ofende á su veneración mayor 
que á toda Potestad terrena; antes es la divisa heróica de su dulzura 
y templanza. Non in destructionem. Luego es notoria la diferencia 
entre las Leyes Eclesiásticas y Temporales: aquellas, sin la acep¬ 
tación expresa ó virtual del Príncipe no exigen nuestro cumplimien¬ 
to: Estas, admitiendo las prudentes representaciones del Magis¬ 
trado, evacuado este obsequioso y necesario oficio, al fin no reco¬ 
nocen Potestad que las resista, ni otro juicio de reconvención que 
el de Dios. Cuya diferencia entre Poíestad y Potestad, entre Ley 
y Ley, Gobierno y Gobierno, no destruye, sino que maravi¬ 
llosamente afianza las partes esenciales de la República Chris- 
tiana. 

CLXXIX. Pero qué dirémos? (y este creemos ser el apuro de la 
cuestión): ¿Qué dirémos si la Potestad Suprema Eclesiástica ins¬ 
truida de los motivos de la suspensión de sus Bulas, ó providencias 
decisivamente dixese, que no inferían perjuicio al Estado, y decre¬ 
tase su ejecución? ¿A cuál de los dos Legisladores se debería de 
justicia la deferencia? El Maestro Victoria suscita la cuestión si¬ 
guiente: ¿ Si Papa diceret aliquam legem civilem non esse conve- 
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nientem Reiptiblicce, Rex autem diceret contrarium , cujus senten- 
ím standum essett (109 ) 

CLXXX. Las Reglas comunes dicen lo primero, que en lo espi¬ 
ritual debe deferirse á la Yglesia (110); y lo segundo, que al mis¬ 
mo Legislador que forma la Ley, toca el conocimiento de los per- 
juicios de su ejecución; ya sea para reformarla, ó para mandar 
que subsista. Estos son los argumentos de la Potestad Eclesiástica, 
v en que se fundaba tal vez uno de los Capítulos de la Bula de la 
Cena, que ordenaba se pusiesen en ejecución las Bulas, sin embar¬ 
go de cualquiera súplica á su Santidad (111). Y así como la repre¬ 
sentación de los Tribunales Reales dejan en el Príncipe el último 
conocimiento para confirmar, ó revocar sus decretos, lo mismo 
quieren que se egecute con las resoluciones que dimanan de la Po¬ 
testad Eclesiástica. 

CLXXXI. Con todo, estas objeciones ya no necesitaban satis¬ 
facción, quedando destruidas enteramente con la Doctrina que se 
ha sentado. Quando los Príncipes resisten al abuso de los que ejer¬ 
cen la Potestad Eclesiástica, no tratan de lo espiritual, sino del 
perjuicio público, que es cosa temporal, y de hecho: con este prin¬ 
cipio se redarguye justamente álos adversarios: Si la Potestad Ecle¬ 
siástica resolviera decisivamente, vendría á conocer, y determinar 
sobre un punto temporal, y el mas importante, porque toca al Es¬ 
tado; cuyo conocimiento es negado á la Potestad Eclesiástica. 

CLXXXII. Ni la máxima del segundo argumento puede aplicar¬ 
se sino entre los súbditos de un mismo gobierno. La comparación 
seria justa entre la representación de un Prelado al Papa, y de un 
Magistrado al Rey; pero entre dos Potestades Supremas é indepen¬ 
dientes repugna. Si el Príncipe hubiera de ceder al Papa en el co 
nocimiento de los perjuicios de su Reyno, daríamos en el absurdo 
de que la Potestad Temporal y Suprema estaría subordinada, y 
dependiente de la Eclesiástica en cuanto á la defensa del Estado, 
tranquilidad pública y preservación de los males capaces de arrui¬ 
nar la República. 

CLXXXI1I. ¿Pero qué mas? En las cosas de hecho la Yglesia 


(109) Viclor. de Potest. Ecclesice in dub. Utrum potestas spiritualis 
sit supra Potestatem civilem , n. 14. vers. Dubitatur 2. 

(110) Codc. Niraen. 2. can . i. Brachar. 1 . can. 40. Proloq . vart 2 

(111) Cap. 16. in Ccen . Dom . 
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do tiene conocimiento infalible: Ni á San Pedro quiso dar Dios tai 
excelencia. Es pues indispensable que la Potestad Eclesiástica ad¬ 
quiera las pruebas, é instrucción de los hechos por medio de sus 
Ministros; á cuya diligencia, y juicio debería deferir, mayormente 
en las Provincias Christianas tan distantes como España: Pues há¬ 
gase ahora una hipótesi y paralelo: Los Ministros Eclesiásticos infor¬ 
man al Gefe Supremo Eclesiástico de la utilidad de sus Bulas; el 
Rey y su Consejo le aseguran que son perniciosas al Estado. ¿A 
qué Aserción en esta contrariedad debería estarse? ¿Quién puede 
penetrar los arcanos de la Monarquía? ¿Quién se halla instruido de 
sus leyes, costumbres, y diferencias? ¿Quién sino el Rey y sus 
Grandes Tribunales, y mas que todos, el que de todos ha sido ori¬ 
gen y Gefe, con quien hablamos? Vergonzosa parece la respuesta á 
semejante duda, aunque se dejase al arbitrio de los adversarios. 
Luego la competencia en rigor no es con el Papa, sino con los que 
le informan mal instruidos ó preocupados. 

CLXXXIV. íQue excelencia la de los Príncipes! ¡Qué Potestad 
tan prodigiosa dimanada del mismo Dios! Todo es grande y en nada 
mas resplandece, que comparándola con la Yglesia/Pero cuanto es 
mas alta y gloriosa, tanto es mas terrible el peso de sus oficios 
¡Quánta circunspección! ¡Quánta profundidad! ¡Quánto respeto pide 
el exámen de una Ley, ó Decreto de Disciplina Eclesiástica! No 
hay para qué ponderarlo, sabiendo que la Religión, y el bien pú¬ 
blico son los interesados. ¡Dónde irá la valanza, si declina, que no 
cause terribles estragos! 

CLXXXV. Luego el epílogo de la censura dada á la Thésis 
quinta es, que el Estado Eclesiástico está sugeto á la Suprema Po¬ 
testad del Rey, no solo directiva, sino coactivamente, como los de¬ 
más Vasallos; que deben, y pueden ser compelidos los Eclesiásticos 
á la observancia de las Leyes Civiles; que la Potestad Suprema que 
les obliga, no dimana de la autoridad de la Iglesia, sino que es una 
parte esencialmente constitutiva del Soberano; que esta Suprema 
Potestad independiente, por expresa ordenación Divina reside den¬ 
tro de la Yglesia, para contener el exceso, y perjuicio público de los 
que exercen la Eclesiástica; que las Leyes Civiles en tanto son jus¬ 
tas, y útiles á la sociedad, en cuanto se derivan, y ajustan sus con¬ 
diciones á la Ley Eterna, que es la idea de todas en el Legislador 
Divino, y el original de donde deben salir las copias; que aunque 
toleren por necesidad las culpas privadas, que no ofenden á la so- 
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ciedad común, esta misma tolerancia bien ajustada es cumplimien¬ 
to del órden que la Ley Eterna tiene prescrito; que el Eclesiástico 
y lo mismo el Seglar no es buen patricio, si no observa las leyes 
temporales; y por el opuesto, para tener perfectamente el concepto 
de buen republicano, singularmente en España, no puede prescin¬ 
dir de la observancia evangélica, aunque secundum quid , é imper¬ 
fectamente (como dicen los PP.) podrá ser buen patricio el puro 
observante de las leyes humanas; que las leyes de disciplina no 
exigen nuestro cumplimiento, no teniendo aprobación expresa, ó 
virtual del Rey; que las temporales, aunque admitan las prudentes 
representaciones, y súplicas de los Tribunales, no necesitan acep¬ 
tación para obligar; que la regalía indubitable de los Príncipes en 
la convocación, asistencia, y aprobación de los Concilios, no es al- 
gun efecto de la Potestad Eclesiástica, ó delegación de la Autori¬ 
dad Canónica, sino un derecho innato é imprescindible de la Sobe¬ 
ranía; que el uso ó efecto de dicha regalía, resplandece en preve¬ 
nir los daños, que la Disciplina Eclesiástica pudiera causar al Es¬ 
tado, y en resistirlos; en proponer al juicio y determinación del 
Concilio los puntos convenientes al Estado Eclesiástico, y reforma 
de los abusos; en el auxilio de los Cánones para su egecucion con 
la mano Régia; mas no para formar leyes en las materias sagradas; 
y en fin, que el conocimiento del perjuicio público, no aparente, 
sino verdadero de las Bulas y Resoluciones de la Potestad eclesiás¬ 
tica, como cosa de hecho, y tan importante, es propio del Rey, que 
es protector de su Reyno con independencia de toda Potestad 
creada. 


THÉSIS ULTIMA. 

CLXXXVI. La última Thésis nada tiene digno de observación; 
porque laexempcion del Clero en los oficios ó cargas personales, 
es no solo sentada sino muy decorosa y espresa en nuestras Leyes 
- Reales (1*2). La frase con que concluye, no sin dureza, contra los 
que llama nuevos impugnadores de la inmunidad, fué escrita con 
algo de sangre; pero el Colegio no olvida que éstas y otras frases 
igualmente agrias se oyen en las Universidades sin admiración como 
despique de la emulación. 


(H2) Lib. 50. tit, 6. part. 1. 
TOMO Ií. 
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CLXXXVH. Ya, señor, nadie puede desentenderse del perjui¬ 
cio trascendental que trae al Revno esta ilimitada libertad, tolerada 
hasta aquí en las Universidades para defender todo lo que se halla 
impreso, y algunas veces lo que se piensa y no está escrito. En 
otros Reynos ha habido y hay mas orecaucion, ó porque no abun¬ 
da la noble sinceridad que en España, ó porque son mas adictos á 
sus intereses. Bien sensible y bien sentida es la prueba si fijamos 
un poco la vista en los siglos que dieron principio á la nueva dis¬ 
ciplina después de nuestros Concilios. 

CLaXXVUI. En Alemania, en Francia y otras Provincias Cris¬ 
tianas, aunque corren las Decretales como unas basas de! Derecho 
Canónico, observamos, sin embargo, que sus glosadores y ios que 
forman tratados sobre varias materias canónicas son cautos, sino 
todos, muchos en notar ios capítulos que se oponen á sus leyes Pa¬ 
trias. los que ofenden á ¡a Regalía, los que desdicen de sus costum¬ 
bres loables y los que puedea causar perjuicio al Estado, ó pertur¬ 
bar la Paz. Algo de esto se encuentra en la Theórica y Práctica de 
Cabasucio ; y mucho mas incomparablemente en el moderno Fran¬ 
cisco j Flor ente y dejando innumerables, y entre ellos áel eruditísimo 
Claudio Fleuri, de que abunda singularmente la Francia. Y este fué 
eí designio de Barthel en las Notas al Curso Canónico de Eugel. 

CLXXXIX. Por otro lado las Potestades Temporales de otros 
Reynos, han exercitado su poder y corrección algunas veces contra 
ios que han intentado sostener en las Universidades, en Comunida¬ 
des, y en sus escritos, opiniones que puedan herir el sistema del 
Gobierno. En España sin embargo de uno, ú otro exemplar ruido¬ 
so, por lo general se ha mirado este punto con indiferencia. Ya se 
ha visto cuánta conexión tienen tales doctrinas con los sucesos de 
nuestro tiempo, y esta la reflexión y el celo que obligan al Colegio 
á proponer al Consejo, lo primero la formación de un Reglamento 
de las opiniones que toquen á la Regalía, á las Leyes Pátrías, al Go¬ 
bierno y de cualquier modo ofendan al Estado: de suerte que sirva 
de ley inalterable, que debau sostener, y sustentar todos los que 
se expongan al grado del Derecho Canónico, ó Civil, y leer en sus 

Cátedras los Maestros á la juventud. 

CXC. Al mismo tiempo seria útilísimo y no difícil al Consejo 
mandar, que en unanueva impresión de las Decretales se coloca¬ 
sen notas oportunas sobre los capítulos pertenecientes á esta mate¬ 
ria; ordenando, que no solo en las Universidades sino en las Cate- 
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drales, y en todos los concursos se ajustasen los contendores á esta 
norma. 

CXCI. Y lo segundo, para asegurar la observancia de tan im¬ 
portante providencia, que en todas las Universidades hubiese un 
Censor Régio sin cuya aprobación espresa no se defendiesen con¬ 
clusiones, que aun directamente hiriesen estos puntos. Madrid 8 
de Julio de 1770.—Lie. D. Juan Félix Matheo y Montes, Deca¬ 
no.—Lie. D. Francisco Cervera, Diputado primero.—Licenciado 
D. Alvaro Martínez de Rozas, Diputado segundo.—Lie. D. Pedro 
Cañaveras, Diputado tercero.—Lie. D, Pablo Antonio de Ondarza, 
Diputado cuarto.—Lie. D. Matheo Hidalgo de Solanos.—Lie. Don 
Pablo de Moray Jarava.—Doct. D. Joachin Fuertes Piquer, Secre¬ 
tario.» 

Y visto por los del nuestro Consejo este Espediente, teniendo 
presente el Recurso hecho por D. Miguel de Ochoa sometiéndose á 
la equidad del nuestro Consejo, expresando que de palabra procuró 
sincerar el mal sentido que podía darse á sus Conclusiones, y no 
haber sido su ánimo zaherir al Gobierno y lo espuesto sobre todo 
por nuestros tres Fiscales, por auto que proveyeron en ciuco de es • 
te mes, se acordó expedir esta nuestra Carta: Por lo cual os da¬ 
mos comisión en forma tan bastante como es necesaria, v de Dere- 
cho, en ta! caso se requiere, para que recojáis todos los Ejemplares 
impresos ó manuscritos de las Conclusiones defendidas por el Ba¬ 
chiller D. Miguel de Ochoa ea el día treinta y uno de Enero de este 
año, y le haréis que declare las personas á quienes las haya repar¬ 
tido: y pasando personalmente á la Universidad, juntareis al Claus¬ 
tro pleno de ella, y á puerta abierta reprendereis públicamente á 
todos los D. D. y M. M. que en el celebrado en dicho antecedente 
dia treinta de Enero de este año votaron, que se defendiesen las ci¬ 
tadas Conclusiones; previniéndoles que en adelante procedan en todo 
con mas circunspección, adhesión, y respeto á nuestras Regalías, v 
Derechos de la Nación Española; y manifestareis al Padre Maestro 
D. Manuel Diez y al Doctor D. Pedro del Val la satisfacción con 
que el nuestro Consejo queda de su prudente conducta y zelo con 
que se opusieron á la publicación de tales Conclusiones, y en el 
mismo acto reprendereis mas particularmente al Decano de la fa¬ 
cultad de Cánones D. Pedro Martin Ufano, al Doctor D. Antonio 
Villanueva, y al Bachiller D. Miguel de Ochoa, haciendo saber al 
Doctor Ufano queda suspendido por ahora de todas las funciones <V 
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la! Decano. y del ejercicio, y goze de su Cáthedra; y á éste y al 
Bachiller Ochoa, que así mismo quedan suspendidos, con la propia 
calidad de por ahora, de todos los Actos y Ejercicios académicos de 
la Universidad, la cual provea de Substituto para la Cáthedra de! 
Doctor Ufano. Y habilitamos al Doctor de la Facultad de Cáno¬ 
nes, que siga en antigüedad al Decano, para que ejerza sus 
(unciones durante la suspensión. Así mismo prevendréis al Cláus- 
l,ro disponga, que pro Universítate se defiendan otras conclu¬ 
siones que vindiquen la Autoridad. Real sobre todos los puntos 
en que la ha ofendido el Bachiller Ochoa, y advierte el Colegio 
de abogados en su informe ; nombrando el mismo Claustro el 
Presidente, v Actuante que sea de su satisfacción, para que las 
defiendan con desempeño, remitiéndose, antes de imprimirse, ni 
repartirse al nuestro Consejo para su reconocimiento. Y prohibimos 
que en lo sucesivo se promuevan, enseñen ni defiendan Questiones 
contra la Autoridad Real, y Regalías en estos ni otros puntos; á 
cuyo fin la Universidad tendrá presente el contexto del citado Yn- 
forme del Colegio de Abogados de esta Córte, que queda inserto, 
para su inteligencia; y se anotará esta providencia con todas las di¬ 
ligencias de su ejecución en los libros de la Universidad, para que 
no se pueda alegar ignorancia, ni haya la menor contravención, ni 
omisión: Y para precaver que en las Conclusiones, y ejercicios li¬ 
terarios de esta y de las demás Universidades de estos Revnos, se 
experimenten semejantes abusos: mandamos se nombre en cada 
una un Censor Régio que precisamente revea y examine todas las 
Conclusiones que se hubiesen de defender en ellas, antes de impri¬ 
mirse y repartirse, y no permita que se defienda, ni enseñe doctri¬ 
na alguna contraria á la Autoridad y Regalías de la Corona, dando 
cuenta a! nuestro Consejo de cualquiera contravención para su cas¬ 
tigo, é inhabilitar á los Contraventores para todo ascenso, para lo 
cual se le formará, y remitirá instrucción: Declaramos que en to¬ 
das las Universidades en que haya Chancillerías, ú Audiencias han 
de ser Censores Régios los Fiscales de ellas; y en donde no haya 
Tribunal Superior, nombrará el nuestro Consejo el que estime por 
conveniente: Mandamos se añada en las fórmulas de juramento que 
deben prestar todos los que se graduaren en cualquiera facultad y 
grado en las Universidades de estos Revnos, la obligación de ob¬ 
servar y no contravenir á lo resuelto en esta providencia en cuan¬ 
to á no promover, defender, ui enseñar directa ó indirectamente 
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cuestiones contra la Autoridad Real y Regalías de estos, ni en otros 
puntos. Y para laejecucionde todo, también mandamos se libre esta 
nuestra Real Provisión, y que se dirija á todas las Universidades 
para que la observen, y las Chancillerías, y Audiencias Reales para 
que velen sobre su cumplimiento, que así es nuestra voluntad; V 
que al traslado impreso de esta nuestra Carta, firmado de D. Ygna - 
ció Esteban de Higareda, nuestro Secretario y Escribano de Cáma¬ 
ra mas antiguo, y de Gobierno del nuestro Consejo, se le dé la mis - 
ma fé que á su original. Dada en Madrid á seis de Septiembre de 
mil setecientos v setenta.—El Conde de Aranda.—D. Andrés de 
Maraver y Vera.—D. Jacinto de Tudó.—D. Pedro Josepb Valiente. 
—D. Antonio de Veyán.—Yo D. Ygnacio Estéban de Higareda Se¬ 
cretario del Rey nuestro Sr. y su Escribano de Cámara, la hice es¬ 
cribir por su mandado, con acuerdo de los de su Consejo. Registra¬ 
da. D. Nicolás Verdugo. Teniente de Canciller Mayor . D. Nicolás 
Verdugo. Es copia del original de que certifico.— D. Ignacio de Hi • 
gareda. 
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Consagrada nuestra Revista á dilucidar las cuestiones prácticas 
que todos los dias se presentan á los Jueces y Abogados en su deli¬ 
cada misión de declarar el derecho ó de defender el que asiste á las 
partes, estimamos oportuno publicar ¡os luminosos dictámenes, que 
á continuación insertamos, sobre la inteligencia de algunos artículos 
de la ley de Enjuiciamiento civil que se prestan á muy diversas in¬ 
terpretaciones. Al dar á luz semejantes documentos, creemos pres¬ 
tar un señalado servicio á nuestros lectores, porque su publicación 
es hoy día lauto mas importante, cuanto que ni la jurisprudencia en 
la materia es uniforme, ni la mas generalmente seguida está en 
armonía con la doctrina sentada en los mismos ni con las resolucio¬ 
nes tomadas por el Tribunal Supremo en vista de los espedientes 
instruidos al efecto. Conveniente es, pues, en nuestro sentir, que 
ilustrados jurisconsultos vuelvan á hacer recaer sus estudios é in¬ 
vestigaciones sobre el particular, á fin de que, depuradas las cues¬ 
tiones en vista de todos los antecedentes, una buena práctica cal¬ 
cada en el espíritu y letra de la Ley de Enjuiciamiento venga á 
reemplazar á las múltiples que se observan actualmente. 

DICTAMEN 

emitido por el Fiscal del Tribunal Supremo de Justicia sobre los 
puntos siguientes : 

1. ° Si, conforme ála ley 7. a , tít. 22, lib. 5.° de la Nov. Rec 
los hijos tienen prohibición de abogar en las causas en que sus pa¬ 
dres son Jueces, ó éstos tienen que abstenerse de conocer en aque¬ 
llas en que sus hijos toman parte como abogados• 

2. ° Si mediando justa causa de recusación , los Jueces pueden 
abstenerse de oficio de conocer en un asunto , y en tal caso á que 
Juez deben pasarse los autos para que continúe su sustanciacion . 

El Fiscal dice: Que el Sr. Presidente de la Sala primera, poi 
acuerdo de ésta, ha dirigido comunicación al Sr. Presidente deí 
Tribunal manifestando que al examinar los autos seguidos en ei 
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Juzgado de Cangas de Tineo y en la Sala segunda de la Real Au ¬ 
diencia de Oviedo por Dona Ana Fernandez Rojas con D. Gregorio 
González Regueral y consortes, para diciar la sentencia en casa¬ 
ción que pronunció en veinte de febrero último, había llamado la 
atención la inhibitoria del Juez de primera instancia acordada de 
oficio en auto de veintidós de abril de mil ochocientos cincuenta y 
siete, fundada en que el Abogado defensor de la demandante era 
hijo de dicho Juez: Que en su consecuencia, pasó el negocio para 
su prosecución al Juez de paz de dicha villa y Consejo el Licenciado 
D. Saturnino Blanco Lorenzaoa, y promovido incidente sobre si 
debía éste conocer ó el Juzgado de primera instancia que designaba 
el art. íoo de la ley de Enjuiciamiento, se declaró competente por¬ 
que en aquel caso dijo debía considerarse como vacante el Juzgado 
de primera instancia, y estando dispuesto en el Real decreto de 
veintiocho de noviembre de mil ochocientos cincuenta y seis que 


en las vacantes los jueces de paz suplan á los de dicha otra clase, 
declaraba su competencia según resollaba de la sentencia cuya co¬ 
pia se acompaña. Que llevado el incidente en apelación á, dicha 
Audiencia, recayó sentencia confirmatoria de aquella en treinta de 
noviembre de mil ochocientos cincuenta y siete por los mismos fun¬ 
damentos consignados en la apelada. Que en vista de todo, la Sala 
primera de este Supremo Tribunal habia acordado se pusiese en 
conocimiento del Sr. Presidente, para que esta de Gobierno acuerde 
lo que corresponda en presencia de la ley 7. a , tít. 23, libro 5.° de 
la Novísima Recopilación.—Dos son las cuestiones sobre que la 
Sala primera llama la atención de esta de Gobierno en dicho asun¬ 
to, á saber: primera, la procedencia de la abstención acordada por 
el Juez de Cangas de Tineo y aprobada por la Sa a segunda de la 
Audiencia de Oviedo para conocer del espresado negocio por haber 
autorizado la demanda como Abogado un hijo de dicho Juez; y se¬ 
gundo, la de la competencia declarada á virtud de dicha absten¬ 
ción en favor del Juez de paz del mismo punto por los fundamentos 
que se consignaron en ¡a decisión del mismo Juez, confirmados por 
la Audiencia.—Respecto á la primera, la ley recopilada que se 
cita, que es la 7. a , tit. 22 del libro í>.°, es terminante y prohíbe 
apresamente que en ios Consejos y Tribunales de la córte, ni en 
las Chancillerías y Audiencias ninguno pueda ser Abogado diré cíe 
ni indirecte en causa alguna en que su padre, hijo, yerno ó suegro 
lucren Jueces; y en ios demás juzgados en que hubiese un solo 
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Juez, uo pueda abogaren manera alguna padre, ni hijo, ni yerno, 
ni hermano, ni cuñado del tal Juez bajo la pena que se señala. Vése 
claramente que la prohibición es de abogar, y la impone á los le¬ 
trados que se encontrasen en el grado de parentesco ó afinidad con 
los Jueces que en dicha ley se fijan. Si esto pudiera ofrecer duda, 
que ninguna deja el contesto de la ley, bastaría para disiparla el 
fijarse en que la citada y ía 27 del mismo título y libro, que prohíbe 
á los Abogados y Procuradores el pacto llamado de cuota litis, bajo 
las penas que se señalan, fueron partes de una sola, y así se insertó 
eo ía Nueva Recop. constituyendo la 33, tít. 16, lib. 2.°, determi¬ 
nando ¡as obligaciones de los defensores de ¡as partes. Dividióse en 
oo$ para mayor claridad al refundirse en la Novísima, pero ambas 
se colocaron en el título que habla de los Abogados, en el que se 
comprendieron las referentes á su capacidad, preparación, obliga¬ 
ciones y prohibiciones impuestas á los mismos.—Es un error, que 
por desgracia vá cundiendo, el de suponer que esta es una de tan¬ 
tas profesiones científicas en que solo hay que pedir capacidad para 
dirigir á las partes en las contiendas judiciales, teniendo los que la 
ejercen la misma libertad de acción que los que se dedican á las 
otras profesiones. Si esto fuera así, la ley, al acordar su interven¬ 
ción en los juicios, no la hubiera declarado necesaria, dejando en 
libertad á las partes para valerse ó no de letrados en las contiendas 
judiciales. Consideraciones elevadas y de un orden superior y de 
interés público han determinado su necesaria concurrencia en los 
juicios, y entre otras pagando un tributo necesario á la justicia, lo 
es la de la conveniencia de que la defensa esté provista de una per¬ 
sona, no solo de capacidad, sino de ley, á fin de que pueda conci¬ 
liar las obligaciones de la patrocinacion con las que tiene con la so¬ 
ciedad, defendiendo solo lo justo, sin desviarse nunca de! derecho. 
Esto es precisamente lo que mas enaltece á tan distinguida pro¬ 
fesión, lo que la eleva á una categoría no común, confundiendo en 
una las dos clases, que los romanos distinguieron de jurisconsul¬ 
tos y oradores de causas. A este fia, nuestras leyes han segre¬ 
gado con filosófico y moral pensamiento la postulación de la aboga¬ 
cía, atribuyendo aquella al Procurador, que se confunde absoluta¬ 
mente con la parte que representa, dejando á ésta la esposicion del 
derecho, la defensa de la causa dentro de la ley. Así el Abogado 
no puede sustentar contra estaá su patrocinado, aunque al Ínteres 
de este convenga. Su esfera propia es el derecho, sin que le sea 
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dado jamás hacer traición á su conciencia. En esto precisamente 
consiste su libertad, porque su conciencia ha de dirigir precisamen¬ 
te sus actos.—El Procurador puede y aun debe aceptar buenas y 
inalas causas: el Abogado tiene elección y no le es dado admitir sino 
aquellas en que cree que la justicia asiste á su cliente. Aun en las 
que acoje tiene libertad é independencia para la elección de me ¬ 
dios, debiendo solo aducir razones derechas. El Abogado debe leal¬ 
tad á su patrocinado; pero respeto y fidelidad á la ley. Por ello 
nunca se confunde con su cliente en el negocio ni adquiere su ple¬ 
na representación: ésta la conserva el Procurador de quien es la 
postulación en el mismo. Las incompatibilidades, pues, que nacen 
de estos dos cargos, no pueden ser las mismas, no lo son por la ley. 
—-Difícil, dificilísimo es ciertamente señalar el punto de conjunción 
Y de separación del doble vínculo que liga al Abogado con su 
cliente y con la sociedad, mas fácil de practicarse, como todos los 
deberes morales, que de prescribirse y detallarse por la lev.— 
Hé aquí por qué ésta ha procurado por diferentes medios conser¬ 
var la moralidad de una profesión que principalmente se ha de 
asentar en esta condición para ser útil y responder al objeto de la 
ley. A este fin se encaminan todas las disposiciones que señalan los 
deberes impuestos á esta clase, y una de ellas es la ley recopilada 
que estatuye la prohibición de abogar en los negocios donde fuesen 
jueces los padres é hijos, suegros ó yernos, hermanos ó cunados de 
los letrados. Natural es que los litigantes crean que las personas 
ligadas por tan estrecho parentesco con el Juez, pueden ejercer 
influencia en el ánimo de éste para que triunfen sus patrocinados: 
posible es también que en los mismos letrados unidos al Juez por 
tales vínculos, hiciesen un tráfico peligroso de esa influencia. De 
temer era, por último, que en tales casos se menoscabase la liber¬ 
tad de elección de defensores por los justiciables en mengua de la 
profesión y en desprestigio de la administración de justicia. La lev 
no hubiera andado acertada acordando la prohihicion al Juez 
para conocer en tales negocios, ya porque desnaturalizaría la ín¬ 
dole de la institución del Abogado, autorizando así abusos de 
grande trascendencia, ya porque por una pura precaución de po¬ 
licía profesional impedia al Juez que administrase justicia á uno 
ó muchos de sus justiciables.—Si esto es indudable, el Licenciado 
D. S. R. P. no pudo dirigir ni autorizar la demanda que se 
presentó en el Juzgado de su padre, en el cual no le es lícito actuar, 
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ni éste pudo abstenerse del conocimiento, desprendiéndose de la 
jurisdicción que la ley le había encomendado, solo porque su hijo 
faltase á la obligación que aquella le imponía. Lo que en cumpli¬ 
miento de ésta debió hacer, fué rechazar el escrito; mandar que se 
devolviese á la parte para que se valiese de letrado que no tuviese 
incapacidad legal para abogar en su Juzgado, é imponerle la cor¬ 
rección que la misma ley determina. Así habría cumplido con ella, 
no habría dado motivo á la cuestión de inhibición que ante el Juez 
que le sustituyó se agitó, ni á los gastos y perjuicios que á las par¬ 
tes se causaron, ni á otras que han podido ó pueden aun surgir.— 
Pero no fueron solos el Juez de Cangas de Tineo y el Abogado su 
hijo los que faltaron. El indicado Juez en el auto en que acordó su 
abstención no declinó tampoco la jurisdicción en Juez alguno, cual 
era su deber, pasándole el negocio para su continuación. Como el 
Fiscal no tiene á la vista los referidos autos, no puede saber cómo 
ni por quién se pasó el negocio al Juez de paz del mismo pueblo y 
concejo como sustituto general del Juez propietario; pero es lo cier¬ 
to, que una de las parles no lo tuvo por competente y le propuso 
la declinatoria, se dice fuera de tiempo Dicho Juez, tanto por esta 
razón como por las otras que consignó en su decisión, de que se ha 
remitido copia por la Sala primera, se declaró competente, y ha¬ 
biéndose anclado de ella se remitieron los autos á la Audiencia de 

A 

Oviedo que continuó dicha decisión por los mismos fundamentos en 
ella consignados. Dejando para después este punto, que es el que 
constituye la segunda cuestión propuesta, es indudable que la Sala 
segunda de dicha Audiencia, continuando ei auto de que vá hecha 
mención, aprobó la abstención del Juez de primera instancia y por 
consecuencia la facultad de abogar de ios hijos en los pueblos en 
que sus padres son Jueces únicos contra la espresa prohioicion de 
la lev, aunque consideraciones lega! meo te fundadas, que el tiscal 
no puede apreciar porque no tiene á la vista ios autos, pudieran 
haber inclinado el ánimo de la Sala en este negocio á no devolver 
el conocimiento de él al Juez propietario en el estado que ya tenia, 
debió espresarlas en su sentencia, pero habiendo aceptado solo las 
del Juez de paz sin hacer otra declaración, ni aun haber impues¬ 
to corrección alguna al de primera instancia, ni al Abogado su hijo 
que abiertamente faltó á la lev recopilada, aprooó implícitamente 
el proceder de ambos, introduciendo una jurisprudencia perniciosa 
y contraria á la letra y espíritu de la Ley. 
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Pasa el Fiscal á examinar la segunda cuestión, que consiste 
cual vá dicho, en si por la abstención del Juez de Cangas de Ti 
neo, aunque ésta hubiese sido procedente, debió pasar el conoci¬ 
miento al Juez de paz del mismo pueblo ó al que correspondiese 
entre los designados en los artículos 153 y 154 de la ley de Enjui¬ 
ciamiento parael caso de recusación.—Cual lo demuestra la comuni¬ 
cación del señor Presidente de la Sala primera de este Supremo Tri¬ 
bunal, no fué la decisión sino los fundamentos de esta lo que llamó 
la atención de dicha Sala, los cuales podrían, aceptados, pervertir 
la jurisprudencia en punto de tanta importancia por la generalidad 
de los casos á que se estiende. Conviene, pues, fijarla para evitar 
graves inconvenientes.—Lo primero que hay que determinar es si 
los Jueces , no mediando recusación , pueden abstenerse del conoci¬ 
miento de algún negocio . Para el Fiscal es indudable que sí. La ley 
ha reconocido y establecido casos de impedimento en los que el 
Juez no puede serlo, y estos casos no son ni podrán serlo de recu¬ 
sación. Esta no invalida lo actuado antes de haberse interpuesto la 
recusación, al paso que el impedimento lo anula y hace responsa* 
ble al Juez que sabiendo que lo tiene conoce del negocio.—-Y no 
solo debe abstenerse el Juez cuando le asista impedimento, sino 
cuando medie causa justa de recusación, que también debe ponerse 
á cubierto de toda sospecha fundada y cuidar de su buen nombre. 
Todo el contesto del título 5.° de la primera parte de la ley de En¬ 
juiciamiento está demostrando que su tendencia es escusar en lo 
posible que se ventile la certeza y procedencia de las causas de 
recusación, inclinando al Juez recusado á que se separe del cono - 
cimiento, sin comprometer la contienda, en cuanto lo permita su 
propia honra y decoro. Así es que ha preferido autorizar los abusos 
que en las abstenciones puede haber, en perjuicio de tercero segu * 
ramente, á que la cuestión se debata, como lo demuestran los ar> 
líenlos 126, 127 y 129 de la misma. Por ios dos primeros, cuando 
el Juez se separase del conocimiento, no se dá recurso de ninguna 
especie; por manera que aunque la parte no recusante se oponga y 
alegue razones importantes y perjuicios que se le ocasionen, que 
pueden ser de gran cuenta, como desunes demostrará e! Fiscal, no 
puede ser oida ni la oposición admitirse. Por el 129 la decisión, 
accediendo á la recusación, no es apelable, aunque concurran las 
mismas circunstancias, siendo así que la en que se deniegue e c 
susceptible de este remedio. El Sr. Gómez de la Serna, el mas au- 
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ionizado comentador de esta ley, lo confirma espresameate. Pues 
bien: si el Jaez, producida una recusación, puede separarse del co¬ 
nocimiento sin que se permita ventilar su certeza, no se aducirá 
razón que convenza que el Juez aunque la recusación no se pre- 
bente, si se ciee en el caso de la ley por haber causa de recusa¬ 
ción, no puede abstenerse. Esto seria obligarle á conocer obstán¬ 
dole la posibilidad de una fundada sospech a contrariando su con¬ 
ciencia. 1 no se diga que cuando las partes no recusan, renuncian 
su derecho y muestran confianza en el Juez, confianza que le honra 
y no deprime. La recusación no siempre deja de interponerse exis¬ 
tiendo causa legal porque la parte tenga esa confianza, sino porque 
ignore aquella. La confianza misma puede en algunos casos ser 
altamente sospechosa. Un pariente del Juez puede ser mal querido 
de éste, y la confianza que la otra parte mostrare podría muy bien 
proceder, no de la que tuviese en la justificación del Juez, sino de 
ta mal querencia de éste á su pariente. Lo propio podría aconte¬ 
cer con la amistad rota de un Juez con uno de los litigantes, 
etcetera, etc. Además, en algunos juicios se practican actuaciones 
trascendentales que pueden determinar el fallo antes de que una 
de las parles tenga conocimiento de ellas y pueda emplear el re¬ 
medio de la recusación, la justicia reclama, pues, que la ley 
acuerde medios de asegurar aquella. Esto es tanto mas necesario 
hoy cuanto que la ley de Enjuiciamiento no solo ha comprendido 
entre las causas de recusación por otra parte muy limitadas las de 
fundada sospecha, sino las que se reputaron antes y lo son filosó¬ 
ficamente verdaderos impedimentos. Para el Fiscal es induda¬ 
ble que siempre que el Juez se encuentre con causa legal de 
recusación debe abstenerse , aunque no sea recusado . Surge, sin em¬ 
bargo, otra cuestión no menos importante, á saber: si cuando el 
Juez se abstenga sin mediar recusación de parte , deberá consignar 
en el auto de abstención la causa que le impulsa para acordarla . 
Ciertamente que de permitirse la libre abstención sin espresion de 
causas podrían seguirse abusos lamentables, que aunque no sea de 
temer su frecuencia, pueden , sin embargo, ocurrir y ocurrirían. 
Casos pudieran presentarse de grave compromiso en que un Juez 
io eludiese separándose del conocimiento declinando éste y á la vez 
jaquel en quien hubiera de sustituirle con daño y desprestigio de la 
administración de justicia. Pudiera , sin embargo, parecer violento 
obligar al Juez que obedeciendo á su conciencia se abstiene, á qoe 
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esprese los motivos de su separación, á veces de índole secreta, y 
quizá provocando sobre ellos discusión.—En otros países, en Fran¬ 
cia, por ejemplo, y en las otras naciones en que se ha adoptado su 
legislación, como sus Tribunales son Colegiados, se ha buscado un 
temperamento que conciiia tan opuestos intereses, acordando la 
ley que el Juez manifieste al Tribunal la causa que le mueve á su 
abstención; y si éste la creyese justa, se le tenga por abstenido, su¬ 
pliéndole otro Juez, sin que sobre esto se promuevan ni estiendan 
actuaciones algunas. Entre nosotros , sin ley que así lo determine, 
lo introdujo la jurisprudencia en los Tribunales colegiados , sin que 
haya ofrecido inconvenientes de ninguna especie, y aun así se 
practica todavía. Pero la dificultad está en los Juzgados inferiores 
que son unipersonales, y no puede buscarse garantía alguna de 
que la abstención no sea fundada ó tal vez maliciosa. La Ley ha 
guardado absoluto silencio sobre este punto, y la jurisprudencia 
tiene que suplir este vacío.—En lo antiguo, hasta la nueva ley de 
Enjuiciamiento civil no se necesitaba espresar causa para la recu¬ 
sación de los Jueces inferiores, v sin embargo, cuando estos oficio¬ 
samente se abstenían, ó por impedimento ó por razón eficaz que 
debiera alejarles del conocimiento, la jurisprudencia había introdu¬ 
cido la necesidad de laespresion de la causa que motivaba la abs¬ 
tención. El fundamento de esta jurisprudencia era manifiesto. El 
Juez podrá ser recusado sin causa, pero entonces no se separaba del 
conocimiento, sino que debía acompañarse con un conjuez; pero si 
las partes aspiraban á removerle in totum , tenían que mostrarle im¬ 
pedimento legal ó causa justa que no tendiera á difamarle. Si el 
interés, pues, de la parte exigia la consignación ó espresion de cau¬ 
sa, el interés público reclamaba también que el Juez que oficiosa¬ 
mente se abstenia espresase el motivo para que se juzgase si éste 
era ó no fundado y valedero.—Esta jurisprudencia constantemente 
observada por nuestros Tribunales, no hay razón alguna fundada 
para que cese hoy por la nueva ley de Enjuiciamiento , basada en 


esta parte en los buenos principios, y cuyo espíritu es el mismo que 
predominaba en aquella. La razón dicta que el Juez que está obli 


gado á administrar justicia á todos sus justiciables , cuando se escu 


sa, muestre la causa que le asiste para ello . Si en los Tribunales 


Colegiados la jurisprudencia admitida en España y la legislación de 
otros países no ha exigido la consignación de la causa de absten¬ 


ción, siendo este un acto de economía interna del Tribunal, es 
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ZZVT:l m delCrm ? a í° Juez> es eI *** d3be administrar la 
^ no se P ertui 1)a P or la abstención de un Ministro 
concurriendo además la aprobación de los otros que tienen interés’ 

=o mismo en que cada cual llene sus funciones, que en el buen 
nombre uel Tribunal.— Asentados estos principios, abordemos la 
cuestión. Las leyes de procedimientos no son las que ordinariamente 
determinan las sustituciones generales ó particulares de los Jueces, 
f sta corresponde á las leyes orgánicas da los Tribunales. Sin em¬ 
bargo, sucede que alguna vez, cuando al redactar una ley del pro¬ 
cedimiento se ha encontrado inconveniente en algún caso para 
aplicar á él las reglas generales de sustitución, se ha consignado lo 
que el legislador ha creido mas adaptable en la ley del procedi¬ 
miento. Por esto se ha reputado necesariamente como una escep- 
cion circunscrita á dicho caso, y nada mas.—Esto precisamente ha 
sucedido en la ley de Enjuiciamiento civil. En ella no se ha dis¬ 
puesto nada referente á la sustitución general de los Jueces; pero al 
introducir su nuevo sistema de recusación, apartándose del antiguo, 
que rechazaba la doctrina, y admitiendo la separación del Juez re¬ 
cusado, creyó que en este caso debia llamar á suplir, no al susti¬ 
tuto general del Juez, sino á otro. La razón, aunque no la al¬ 
cance el Fiscal, y menos la que tuvo para la designación que 
hizo, la tendrían sus autores, y sobre todo los poderes del Es¬ 
tado que le prestaron su autoridad. Lo cierto es que por los 
artículos -155 y 134 se señalaron los Jueces que en caso de 
recusación debían conocer. Otorgada ésta , dice el primero de 
los citados, quedará separado el Juez , remitiendo los autos, etc. 
En sentir del Fiscal, toda la latitud que puede recibir esta dis¬ 
posición es la de que el Jaez llamado en caso de recusación co¬ 
nozca en los tres casos en que esta causa concurra, á saber: cuan¬ 
do se recuse al Juez y por no separarse este de plano se ventile la 
certeza de la causa y se decida que la hay; cuando al presentarse 
la recusación, el Juez se separase del conocimiento; y cuando sin 
presentarse el Juez se abstenga teniéndose por recusado por me¬ 
diar causa bastante para ello. Quizá consultando su letra no se Te¬ 
ñera mas que al primer caso; pero considerando que la designación 
se hace para él de recusación, el Fiscal lo entiende estens.vo a todos 
lelsTque ■»« causa legal para ello-Pero .» to lí¬ 
menlos, J to q“ «i» le, ni aun ha habíate, no puede dmr» 
que el Juez llamado para aquellos casos lo sea pai a este. L 
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y mas conforme á la interpretación jurídica es que en estos casos 
supla el sustituto general el Juez de paz y porque se ha de entender 
que lo es para todos los en que especialmente la ley no designe otro. 
El impedido legalmeote se equipara al impedido tísicamente, y si á 
éste le sustituye el Juez de paz, tambiea ha de sustituir aquel cuan¬ 
do la ley no haya designado otro sustituto en casos especiales, como 
lo hace el reglamento provisional para la administración de justicia 
en su artículo 46.—Esto es tanto mas necesario, cuanto que la ley 
de Enjuiciamiento civil ha designado por razones que ai legislador 
asistirían al Juez que resida en el pueblo mas inmediato al domici¬ 
lio de ios litigantes; y si lo tuviesen diverso, al del demandado, con 
la sola escepcion del artículo 134. Vése, pues, que en el caso de 
recusación se prescinde de todas las reglas que determinan la com¬ 
petencia y que reconoce la misma ley consultando únicamente eí 
domicilio del demandado. Y como esas reglas no son arbitrarias, 
sino basadas en robustos fundamentos de derecho, para privar de él 
á las partes, es necesario que la ley lo ordene; pero no puede ha¬ 
cerse dando una estension á sus preceptos que la doctrina no tole¬ 
ra.—Aplicando lo espuesto al caso que motiva el espediente, es in¬ 
dudable que la causa en que el Juez fundó su abstención, ni era de 
recusación, ni producía impedimento, aunque con error. Así el Juez 
de paz y la Audiencia, si bien incurrieron en la misma equivocación 
que el Juez propietario, en el supuesto de que partieran, la compe¬ 
tencia declarada á favor del Juez de paz estuvo en su lugar.— 
No pueden sostenerse lo mismo los fundamentos que se adujeron 
en la sentencia que no son admisibles. Díjose que contra una 
determinación judicial consentida nada podia pedirse á la de¬ 
clinatoria promovida. La decisión del Juez propietario, no con¬ 
tuvo mas que su inhibición, pero la cuestión de competencia 
quedó intacta. Añádese que los autos no podian devolverse ai 
Juzgado de primera instancia sin unánime consentimiento de 
las partes que habían consentido su inhibición. La ley no ha reco¬ 
nocido otros medios de privar al Juez competente de su conoci¬ 
miento que la recusación ó la sumisión á otro ordinario, y aquí no 
hubo ni una ni otra La abstención era nula y no obstaba al dere¬ 
cho de las partes. Dícese, por último, que en los casos de inhibición 
se considera vacante el Juzgado para aquel negocio, aseveración 
absoluta que no es exacta, antes sí contraria á la ley.—Tales doc¬ 
trinas no podian dejar de llamar la atención de la Sala primera, y 
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mas al verlas aceptadas por la Audiencia, De desear hubiera sido 
que dicha Sala hubiese podido hacer las declaraciones oportunas 
en su fallo en casación, pero no lo permitía, ni el estado del negocio, 
ni la índole del recurso, según ha visto el Fiscal, examinando la 
sentencia que recayó. La publicidad de sus decisiones, el carácter 
de sus fallos, el influjo que ejercen en la conservación de la juris¬ 
prudencia, habría servido para evitar otros casos iguales ó análo¬ 
gos.—Pero como esta Sala ha de ceñirse á sus atribuciones de ins¬ 
pección, el Fiscal opina que podria advertirse á la Sala segunda 
de la Audiencia de O. que en el negocio de que vá hecho mérito 
debió corregir al Juez de primera instancia de Gangas de Tineo Don 
A. R. P. y al Licenciado D. S. R. su hijo; al primero porque se 
abstuvo legalmente de conocer en dicho negocio, en el que no 
tenia impedimento y sí dicho Letrado, debiendo haber rechazado 
la demanda para que se autorizase por Letrado hábil, cual requie¬ 
re la Ley, reprimiendo convenientemente su falta, y al segundo 
por abogar en el Juzgado de su padre, contra lo espresamente 
prevenido en la ley 7. a , tít. 22, libro 5.° de la Novísima Recopila¬ 
ción: y que también faltó al confirmar la sentencia del Juez susti¬ 
tuto de diez de julio de mil ochocientos cincuenta y siete, en haber 
aceptado todos los fundamentos en la misma consignados, en que 
se establece una doctrina opuesta á la ley.—La Sala sin embargo 
resolverá lo mas acertado. Madrid 10 de abril de mil ochocientos 
sesenta.—Seijas. 
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emitido por el Fiscal de la Audiencia de la Coruña sobre si los 
Jueces, mediando justa causa de recusación, pueden abstenerse 
de oficio de conocer en un asunto, y en tal caso á qué Juez deben 
pasarse los autos para que continúe su sustanciacion. 

El Fiscal de S. M. ha examinado el espediente instruido de 
orden de la Sala de Gobierno, á fin de evacuar el informe que 
por S. A. el Tribunal Supremo de Justicia se ha pedido acerca de 
la práctica que se observe en ios Juzgados de primera instancia del 
territorio de esta Audiencia, con espresion de los fundamentos en 
que se apoye, tiempo por que viene observándose y vicisitudes que 
haya sufrido, sobre los puntos siguientes:—1.° Si cuando media 
alguna de las diez causas de recusación contenidas en el art. 121 
déla ley de Enjuiciamiento civil tí otro impedimento legal, se 
abstienen en algún caso los Jueces de primera instancia, espontánea 
y voluntariamente de conocer en el negocio en que concurre el 
impedimento ó causa de recusación, ó si esperan siempre para 
separarse de su conocimiento á ser recusados por las partes. 2.° A 
quién remiten ó pasan el negocio para que conozca de él, en el 
caso de abstenerse ó separarse voluntariamente de su conocimiento 
los Jueces de primera instancia sin mediar recusación de parte ; si 
al del partido mas inmediato al domicilio del demandado, caso de 
no haber otro en el pueblo , conforme á lo que prescriben para el 
caso de recusación los artículos 133 y 134 de la citada ley de En¬ 
juiciamiento, ó si al Juez de paz del mismo pueblo, considerando 
el caso comprendido en la regla general de sustitución de los Jueces 
de primera instancia por los de paz, establecida por los Reales 
decretos de 28 de noviembre de 1856 y 22 de octubre de 1858 para 
los casos de ausencias, enfermedades ó vacantes de aquellos.— 
Reunidos los informes de los Jueces de primera instancia, se ob¬ 
serva, que ni en la práctica, ni en las opiniones, hay la casi uni¬ 
formidad que se advertía respecto de los particulares sobre que 
versaba la comunicación de 30 de abril del mismo Supremo Tribu¬ 
nal. Por esos informes se vé que solo ha habido ejemplares en ca¬ 
torce Juzgados, y que en los trece ha prevalecido la práctica de 

separarse espontáneamente, habiendo sucedido en uno solamente lo 
tomo ii. 37 
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contrario. Respecto de los otros, varios Jueces se limitan á consig¬ 
nar que no ha habido casos, sin enunciar por su parte opinión; pero 
otros la consignan, siendo mayor el número de los que se inclinan 
á que el Juez no se separe ínterin no recuse la parte, que el de los 
que están por la separación espontánea. La misma falta de acuerdo 
se advierte respecto del 2. a particular que comprende la comuni¬ 
cación. De los trece Juzgados en que ha prevalecido la doctrina de 
inhibirse espontáneamente, en cuatro se ha remitido el negocio al 
inmediato, según lo que ordenan los artículos 133 y 134 de la lev 
de Enjuiciamiento civil, y en los restantes se ha pasado al Juez de 
paz, observándose entre los que emiten opinión igual discordancia, 
y siendo notable que entre los que no se ha verificado ningún caso, 
el mayor número opina por que se pase el negocio á otro Juez de 
primera instancia. Es decir, que ni acerca de un estremo ni de otro 
puede asentarse que haya en éste territorio una práctica uniforme, 
y eso que respecto del segundo de ellos, la Sala de Gobierno con¬ 
testó á las consultas de algunos Jueces sobre el particular trascri¬ 
biendo un dictámen del que suscribe, como verémos después. Esta 
incertidumbre en materias que no carecen de importancia, y la 
variedad que existe acerca de ellas en distritos inmediatos de un 
mismo territorio, no pueden continuar sin mengua del prestigio de 
la administración de justicia, y es muy satisfactorio que el Tribunal 
Supremo haya fijado su atención sobre este punto, á fin de que 
quede definitivamente establecida una práctica uniforme en el sen¬ 
tido de los buenos principios y del verdadero espíritu de la ley.— 
En su anterior dictámen acerca de la comunicación de treinta de 
abril de S. A. el Tribunal Supremo, el que suscribe , haciendo las 
debidas salvedades y con la mayor desconfianza, al tratar una ma¬ 
teria que no deja de tener algún contacto con la actual (pues aun¬ 
que bajo otro aspecto y con relación á un caso especial, se tocó 
allí la cuestión de la inteligencia del artículo 121 de la ley de 
Enjuiciamiento civil) llamó la atención de V. E. acerca de la contra¬ 
dicción que se nota entre lo dispuesto en este artículo y la doctrina 
que se desprendía de la ley 7. a , tít. 22, libro 5. de la N. R., vi¬ 
gente, añadiendo que además habia un vacío en el referido articu o 
en cuanto se omitían en él impedimentos que debieran consignarse 
como causas de recusación. Ahora, aunque con la misma descon¬ 
fianza y repitiendo sus salvedades, tiene que esponer, que en su 
concepto el art. 421 precitado, por lo que hace al particular so re 
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que versa la comunicación de S. A.. el Tribunal Supremo de l.° de 
mayo, se halla defectuoso, echándose de menos en él la amplitud 
v espresion necesarias, á fin de dar con seguridad la solución opor¬ 
tuna á gran número de casos muy comunes que pueden presentar¬ 
se. Para demostrar esa proposición, repite el Fiscal lo que mas ar¬ 
riba deja ya indicado acerca de que en el art. 121 de la ley de En- 
juiciamiento civil se omiten impedimentos que en la legislación an¬ 
tigua se consideraban con razón como bastantes para incapacitar 
al Juez, y añade, que la manera como se halla redactado, no solo 
el citado artículo, sino todo el título 3.°, parte 1.* de la Ley, no sa¬ 
tisface á ninguno de los sistemas racionales entre los que puede op¬ 
tarse, puesto que á juzgar por el contesto material, parece no ha¬ 
berse tenido presente otra manera de separarse los Jueces de cono¬ 
cer en un negocio, que mediando reclamación de la parte. Y sin 
embargo, es imposible desconocer que no todos los motivos que 
contiene el art. 121, se hallan en igual línea, y que aun los que 
opinan en contra de la inhibición espontánea, no es verosímil dea 
á su proposición un sentido tan absoluto que admitan como buena 
doctrina la infracción del principio de derecho natural que se opone 
áque uno pueda ser Juez en su propia causa ó en la de su hijo ó 
padre; principio aquí doblemente respetable cuando al tratar esta 
materia se vienen naturalmente á la memoria las leyes 9 y 10, tí¬ 
tulo 4.°, Part. 3. a en las que se prohíbe á los Jueces intervenir en 
negocios determinados, mediando causas que se hallan reconocidas 
también en el art. 121 entre las que legitiman la recusación. Si se 
admite, pues, que es conforme al espíritu de las disposiciones del 
título 3.°, part. 1. a de la Ley mencionada el que los Jueces hayan 
de separarse espontáneamente mediando ciertos impedimentos, 6 
cualquiera de los que el art. 121 contiene, ha debido espresarse así 
en el mismo título, que es lugar oportuno para verificarlo, pues se 
trata del curso que corresponde dar á los autos cuando acontece 
que por motivos especiales que se refieren á las personas que liti- 
1 gan ó á las cosas sobre que versa el pleito, el Juez no puede enten* 

der. Si por el contrario, se aplica la ley en otro sentido, resulta¬ 
rían contra ella, según queda espuesto, objecciones de mayor grave- 
f dad. Mas como al fin es preciso atenerse á la Ley, tal como se halla 

* redactada, vamos á examinar sus disposiciones, y á ver hasta qué 

i punto, atendiendo á su espíritu, puede conciliarse su inteligencia 

con la doctrina que al que suscribe parece preferible._ La ley 
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pueden decir los que sostienen que el Juez no puede separarse es- 
ponláneainente, impone á éste el deber de permanecer en su pues¬ 
to desempeñando su cargo en todos los negocios cuyo conocimiento 
le corresponde, y le supone imparcial, cualquiera que sean las cir- 
cunstancias que medien, no concediendo mas que á la misma parte 
el derecho de suscitar dudas acerca de ese punto y de pedir que 
aquel se abstenga de conocer. Sin negar la fuerza que dá á ese ra¬ 
zonamiento la manera como se halla redactado el tít. 3.°, parte 1.* 
de la Ley de Enjuiciamiento civil, le parece al que suscribe que 
pueden hacerse contra él graves objecciones. Ante todo, al diluci¬ 
dar esta cuestión, se toca la necesidad de decidir otra de gran tras¬ 
cendencia. La publicación de la ley de Enjuiciamiento civil, ¿ha 
dejado en vigor las leyes 9 y 10, tít. 4.°, y la 6. a , tít. 7.°, Part. 5.% 
en cuanto las disposiciones de aquella no las deroguen directa ó in¬ 
directamente? Guando esto último acontezca, no puede haber lugar 
a duda, y por eso considera el que suscribe implícitamente deroga¬ 
da la ley 6. a del tít. 7.° citado, porque no mencionándose el impe¬ 
dimento de que en ella se habla, entre las causas de recusación 
comprendidas en el art. 121, la parte no tiene medio de alegarlo 
para separar al Juez, viniendo á quedar por tanto suprimido. No 
sucede, empero, lo mismo respecto de los que se contienen en las le¬ 
yes 9 y 10 del tít. 4.° que pueden ser invocados por los interesados 
como causas de recusación; y por tanto, no hallándose derogadas es¬ 
tas dos últimas por la ley de Enjuiciamiento civil, en cuanto son com¬ 
patibles con ella, deben considerarse vigentes como parte integran¬ 
te de las que se refieren á la organización judicial. Si en las observa¬ 
ciones que preceden no hubiese error, tendríamos que en derecho es¬ 
tricto, y ateniéndonos al texto espreso de las disposiciones legales, 
entre los impedimentos que son causa de recusación, habría algunos 
en virtud de los que el Juez debería considerarse incapacitado para 
entender en ciertos negocios. Veamos ahora, aparte de esto, la 
ley de Enjuiciamiento civil, en sí misma y con relación á los prin¬ 
cipios generales en que debe suponerse cimentada. Ha indicado ya 
el que suscribe que en esa ley nada se halla especialmente consig¬ 
nado relativo á la separación espontánea del Juez cuando media al¬ 
guna de las causas que preparan la recusación; mas ese silencio 
absoluto prueba menos que lo que á primera vista parece, por lo 
mismo que recae sobre casos muy comunes fyue quedan sin solu¬ 
ción; ó que habrían de recibirla opuesta á los principios mas re>- 



? ’ SOBRE SI LOS JUECES TIENE# QUE ABSTENERSE DE CONOCER, ETC. 29o 

petables del orden moral y social, que no es posible suponer con- 
eulcados por el silencio de la ley acerca del particular, y mas 
cuando atendiendo al fondo de esta, se vé en el legislador el pro- 
pósito de ajustarla á las prescripciones de aquellos.—Es indudable 
que al especificarse en la ley de Enjuiciamiento las causas legales 
de recusación y al disponerse que si la alegada por la parte fuera 
cierta, el Ministro ó Juez recusado se separe desde luego del co¬ 
nocimiento de los autos, viene á reconocerse implícitamente que 
la existencia de cualquiera de esas circunstancias puede turbar la 
serenidad y la imparcialidad de un ánimo recto, é inclinarle, sin 
apercibirse de ello, á favorecer determinados intereses. Siendo esto 
así, basta levantar la cuestión á la altura que le corresponde para 
deducir que no puede negarse á los Jueces la facultad de inhibirse 
espontáneamente, y aun, que tienen el deber de verificarlo, porque 
no es solo al litigante á quien asiste el derecho de estar seguro de 
que sus negocios se deciden con imparcialidad y justicia. Ese pro- 
blema en sociedades fundadas sobre el principio religioso y entre 
hombres católicos, afecta á intereses de un orden mas elevado que los 
que se ventilan en los juicios. Ante todo ocurre, que el Juez que en el 
desempeño de su cargo no puede desligarse de los deberes que pe¬ 
san sobre él como cristiano, tiene derecho incontestable á la tran¬ 
quilidad de su propia conciencia, y no puede exigirse de él que 
ejerza su ministerio bajo condiciones que la misma ley reconoce 
son propias á turbar la serenidad del espíritu y capaces de inspirar 
un fallo injusto, haciéndole vivir rodeado de escrúpulos acerca de 
aquella responsabilidad que algún dia se nos ha de exigir á todos 
por el Supremo Juzgador. Ni debe decirse tampoco que en casos 
semejantes sea libre la situación del Juez ó Magistrado en términos 
que haya de dejarse á su arbitrio la elección; pues nadie sin teme¬ 
ridad puede presumir de conservar su entendimiento al abrigo de la 
influencia que en él ejercen los impulsos, las sugestiones secretas y 
cautelosas del corazón.—Al lado de esas consideraciones que se re¬ 
fieren á la conciencia de los que tienen la misión de juzgar, las hay 
muy atendibles que enlazan esta cuestión con el decoro y prestigio 
de los mismos y con los verdaderos intereses de la administración de 
justicia. Desde que se admita como regla el supuesto de que la ley 
no dá valor á ninguno délos impedimentos que figuran como causa 
de recusación, por notorios que sean, y que no admite la inhibi¬ 
ción espontánea, á no ser que reclamase uno délos litigantes, acón- 
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tecerá por deducción necesaria que el uso de ese recurso vendría 
acompañado de cierta alarma, y se presentará como una especie de 
ataque á la reputación del recusado. Habrá en efecto que decir, 
como única esplicacion aceptable, que la razón en que se funda la 
medida de separar al Juez, no tanto es la existencia de algunos de 
los citados motivos, ni la presunción que como regla general nace 
de ellos, como la sospecha que con ocasión de los mismos esperi- 
raenta la parte en cada caso concreto, ó lo que es igual, el juicio 
que forme acerca de la influencia que aquellos deben ejercer en el 
ánimo del Juez según sus cualidades personales, que por ese mero 
hecho se someten sin defensa á una apreciación ofensiva. Si se quie¬ 
re ver de relieve la verdad que encierran las observaciones que 
preceden, considérese el caso, muy posible por cierto, de que ha¬ 
llándose dos Magistrados en una misma Sala, con igual impedi¬ 
mento respecto de un litigante, éste recuse al uno y consienta, 
tácita ó espresamente, en que el otro continúe conociendo del ne¬ 
gocio. ¿Seria la presunción que por regla general nace de la pre¬ 
sencia de impedimento, ó mas bien la sospecha personal del re¬ 
cusante lo que vendria á figurar como fundamento de la separa¬ 
ción del recusado? La respuesta no es dudosa. Y sin embargo, 
esa conclusión que, por razones de órden diferente, es acepta¬ 
ble tratándose de Tribunales formados para juicios especiales, 
parece opuesta al pensamiento eminentemente moral que se des¬ 
cubre como base de las disposiciones del tít. 3.°, parte 1. a de 
la ley de Enjuiciamiento civil, dictadas para Tribunales per¬ 
manentes que tienen por su instituto la misión de juzgar, y 
cuyos individuos solo pueden ser removidos del conocimento de un 
negocio por justa causa, no pudiéndose tomar por tal sino aquella 
que, juzgando según las reglas generales de una sana filosofía, es 
de temer turbe la imparcialidad del Juzgador y comprometa los 
intereses de la justicia. La reclamación de la parte no es mas que 
la alegación de alguna de esas causas, la cual nada añade al valor 
de las mismas como criterio para apreciar la situación del Juez, 
que es en lo que la ley tiene que fundarse para ordenar su separa¬ 
ción. Es, pues, lógico y conforme á este pensamiento, el que e¡ 
Juez en tales casos se inhiba, toda vez que le faltan las condicio¬ 
nes de imparcialidad bajo las cuales debe funcionar, á fin de estar 
el mismo tranquilo respecto de sus propios actos, y para que a 
administración de justicia corresponda á los altos fines del legisla- 
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dor, satisfaga á las exigencias de la opinión, y obtenga el respeto 
de los pueblos que miran las buenas instituciones judiciales como 
uno de los mas sólidos apoyos de la moral pública, y como la de¬ 
fensa de todos los derechos. Y no se crea que para satisfacer á las 
necesidades de la administración de justicia y á los escrúpulos de 
la opinión basta la facultad que se dá á la parte de obtener la se¬ 
paración del conocimiento de un asunto del Juez ó Magistrado en 
quien concurran circunstancias que le hagan sospechoso; pues los 
que tienen esperiencia en los negocios, saben bien que el uso de la 
recusación (y sucederá en mayor escala considerándola como acto 
puramente voluntario, y en cuanto no se refiera á una medida ne¬ 
cesaria en virtud de la Ley) ofrece sus dificultades, y que por res¬ 
petos muy naturales se retraen de acudir á ella las partes, sobre 
todo en los Tribunales Superiores, lo cual no quita que después de 
pronunciado el fallo, aquel á quien ha sido desfavorable, se esfuer¬ 
ce en divulgar todo lo que fuese dar apariencias de verosimilitud á 
la idea de que ha sido víctima de una injusticia debida á influen¬ 
cias bastardas.—Resumiendo, pues, lo que vá espuesto, pode¬ 
mos asentar las condiciones siguientes: 1. a Que en el terreno 
del derecho constituyente la existencia de alguna de las causas 
de recusación comprendidas en el artículo 121 de la ley de Enjui¬ 
ciamiento civil, debe legitimar la inhibición espontánea del Juez ó 
Magistrado, y aun hacerla obligatoria, aun cuando no medie recu¬ 
sación de parte. 2. a Que en derecho constituido, el silencio de la 
ley acerca de ese punto no se opone á que se la amplíe en este 
sentido, sobre todo cuando esa ampliación es indispensable para 
ponerla de acuerdo con altos principios de moralidad y de conve¬ 
niencia pública, de que no se puede prescindir. 3. a Que aun los 
que no admitan por completo esa doctrina, habrian de aceptarla 
cuando medien los impedimentos de que se habla en las leyes 9 
y 10, tít. 4.°, Partida 3. a 4. a Que aunque en este territorio no 
hay una práctica uuiforme, ha prevalecido en la mayoría de los 
casos la de separación espontánea del Juez. Y por último, que fuera 
muy conveniente para evitar cuestiones, que el tít. 3.°, parte 1. a 
de la ley de Enjuiciamiento civil se ampliase en este sentido, aña¬ 
diéndose además los impedimentos que, sin razón que lo justifique, 
se han omitido en el art. 121, como hemos tenido ocasión de notar. 

Resuelto de esa manera el primer punto sobre que versa la co¬ 
municación de S. A. el Tribunal Supremo, la del segundo ofrece 
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menos dificultad. Habiéndose indicado en un principio cuál es 
acerca de él la práctica seguida en este territorio, así como que la 
Sala de gobierno había contestado a las consultas que se le habían 
hecho por algunos Jueces, resta añadir, que según la manera como 
la Sala entendió este punto, en caso de separarse espontáneamente 
el Juez del conocimiento de un negocio, por mediar algunas de las 
causas de recusación, debía darle el curso marcado en los artículos 
153 y 134 de la ley de Enjuiciamiento civil. Ciertamente que no 
hablándose en ésta de que el Juez se separe espontáneamente, maí 
podría espresarse la regla que había de seguirse en este caso. Pero 
ese mismo silencio tenemos en los Reales decretos de 28 de noviembre 
de 1856 y 22 de octubre de 1858, en los que se ordena que los Jue¬ 
ces de paz sustituyan á los de partido en ausencias, enfermedades 
ó vacantes, sin mencionar ninguna otra clase de impedimentos. Es 
tudiando esta materia en el texto y en la mente de las disposiciones 
legales en que se trata de la manera cómo han de ser sustituidos 
los Jueces de primera instancia, se advierte que proceden de dis¬ 
tintos orígenes, á saber: la ley orgánica de Jueces de paz, la le¬ 
gislación acerca de procedimientos criminales, y la ley de Enjui¬ 
ciamiento civil. La primera se refiere á los casos en que el Juez de 
primera instancia se encuentre incapacitado para ejercer la juris¬ 
dicción por alguna de las causas que quedan indicadas, ó si se 
quiere, por alguna otra que produzca el mismo efecto, como por 
ejemplo, por sobrevenir algún asunto de tal urgencia y complica¬ 
ción que impida absolutamente al Juez, durante cierto tiempo, el 
entregarse al desempeño de los demás. Guando el impedimento no 
es de esa índole, sino que es especial y concreto á negocio deter¬ 
minado, por razón de las personas que litigan ó de las cosas sobre 
que versa, la decisión acerca de á quién compete el conocimiento, 
es ya parte de la sustanciacion del pleito y corresponde se verifi¬ 
que siguiendo las reglas de tramitación. En los negocios criminales 
se pasa el asunto al Alcalde, á no ser que se haga uso por el Tri¬ 
bunal superior de las facultades que le competen, en virtud de lo 
dispuesto en el art. 38 del Reglamento provisional. Para los plei¬ 
tos civiles, la ley de Enjuiciamiento ordena que se pasen á otro 
Juez de la misma población y en donde no haya mas que uno al 
mas inmediato. Sin duda que el artículo habla solo de cuando^e 
Juez se separe por mediar recusación, porque según ya antes se o a 
notado/no haciéndose en la ley indicación alguna sobre la contin 
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gencia de la inhibición espontánea, mal podia hacerse del giro que 
entonces debiera darse al negocio; pero salva la circunstancia acci¬ 
dental de la reclamación de la parte, el caso en cualquiera de los 
dos supuestos, esto es, haya ó no recusación, es idéntico, ora se 
atienda al origen, ora á los motivos en que se funda la separación, 
y á todo lo que puede figurar como razón determinante para adop¬ 
tar la regla especial que se consigna en los arts. 133 y 134 citados, 
en virtud de la cual se lleva á otro Juzgado, prescindiendo del Juez 
de paz, el negocio de cuyo conocimiento se inhibe el de primera 
instancia dándose por recusado. En este punto el que suscribe, 
salvo el respeto que se halla siempre pronto á rendir á la sabiduría 
de sus superiores, cree que no puede, sin inconsecuencia, estable¬ 
cerse divorcio entre las resoluciones que propone como preferibles 
respecto de los dos eslremos que comprende la comunicación de Su 
Alteza el Tribunal Supremo. Si el silencio que se observa en el tí¬ 
tulo 3.°, parte 1. a de la ley tantas veces citada no es un obstáculo 
para que se crea procedente la inhibición espontánea del Juez 
cuando medie alguna de las causas de recusación que contiene el 
artículo 121, si lo esencial para la adopción de esa medida es la 
existencia de alguna circunstancia que afecta á la imparcialidad 
del Juez, consiguiente es que la identidad de la solución en uno y 
en otro caso alcance al segundo estremo, esto es, al curso que 
deba darse al negocio, una vez que la separación tenga lugar. Tal 
es la opinión del que suscribe, y asi lo estimó, en la ocasión que 
queda mencionada, la Sala de gobierno. Sin embargo, al evacuar 
el informe pendiente, V. E. podrá pesar de nuevo las razones que 
por un lado y otro militan, y aceptar las que juzgue mas sólidas. 
Goruña diez de octubre de mil ochocientos sesenta. 

Nota. El Tribunal Supremo de Justicia, en vista de los espe¬ 
dientes instruidos al efecto, resolvió en 20 de febrero y 6 de mayo 
de 1862: 

l.“ Que las Salas de Justicia de las Audiencias de la Península 
é islas adyacentes y los Jueces de su territorio, observen y hagan 
observar puntualmente lo que dispone la ley 7. a , tít. 22, lib. S.° de 
la Nov. Rec. sobre el ejercicio de la abogacía, en los casos á que 
dicha ley se refiere, cualquiera que sea la práctica en contrario; 
teniendo entendido que no son los Jueces y Magistrados los que de¬ 
ben abstenerse de conocer en tales casos, sino á los Letrados á 

TOMO II. 58 
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quienes está prohibido, y no debe por tanto permitirse el ejercicio 
de la abogacía en los asuntos de que deban conocer como Jueces 
sus padres. 6 cualquiera otro de los parientes espresados en dicha 
ley Recopilada. 

2.® Que en punto á abstención de oficio por causa de impedi¬ 
mento legal, las Salas de Justicia de las Audiencias y los Jueces de 
primera instancia deben atemperarse á lo que sobre el particular 
establecen las leyes ó tiene recibido la jurisprudencia general; y que 
cuando un Juez de primera instancia se abstenga de oficio por dicha 
causa del conocimiento de algún negocio civil, debe remitir los au¬ 
tos al Juez de paz, á quien corresponda sustituirle, por no hallarse 
comprendido este caso en lo que para el de recusación dispone el 
art. 133 de la ley de Enjuiciamiento civil, entendiéndose todo sin 
perjuicio de que si sobre ello les ocurriese alguna duda de ley ú otra 
cosa que esponer, eleven la correspondiente consulta con arreglo á 
lo prevenido en el art. 86 del Reglamento provisional para la admi¬ 
nistración de justicia. 
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Dictámen emitido por el Fiscal de la Audiencia de Valencia D. Ki- 

cardo Díaz de Rueda , con motivo de haber aparecido en el mar 

un hombre muerto. 

El Fiscal ha examinado estas diligencias instruidas con motivo 
de haber aparecido muerto en el mar Ramón Porcal, residente en 
esta capital. Segnn las indicaciones del sumario entró á bañarse, y 
murió por la impresión recibida con el agua, que le detuvo la cir¬ 
culación de la sangre. La Comandancia de marina de esta provin¬ 
cia reclamó la inhibición del Juzgado ordinario, fundándose en el 
decreto de seis de diciembre de mil ochocientos sesenta y ocho, 
por no estar comprendido el caso en los números segundo y terce¬ 
ro, artículo primero de aquel, y sí en el primero y demás del ar¬ 
tículo cuarto. Cita también la Comandancia de marina un prece¬ 
dente de la Sala primera de este Tribunal de cinco de julio último. 
El Juez del distrito correspondiente de esta capital, considerando 
que el hecho tuvo lugar dentro de las aguas del mar, y vistos los 
artículos primero y cuarto del decreto antes citado, se ha inhibido, 
y consulta el auto. El Fiscal siente no estar conforme con esa so¬ 
lución, porque quisiera evitar una contienda de competencia; pero 
á ese sentimiento se antepone el deber de sostener lo que á cada 
jurisdicción corresponde con arreglo á las leyes y á las decisiones 
del Tribunal Supremo. La jurisdicción no puede dividirse en ter¬ 
restre y marina, porque no es exacto que la ordinaria acabe , y la 
especial principie en el punto en que las aguas del mar se apartan 
de la tierra, ó en aquel á que llegan durante su flujo periódico. La 
jurisdicción ordinaria conoce de hechos ocurridos en el mar, así 
como la especial de marina de algunos perpetrados en tierra. Esa 
jurisdicción especial no es marina sino de marina, esa jurisdicción 
especial se introdujo por causa y en interés de la navegación. 
Siempre pues que falte este fundamento, se comete un error en 
atribuirla competencia. Dentro del mar conoce ella de todo lo que 
ocurre á bordo, porque esto se refiere á la navegación. Fuera del 
mar conoce también de los delitos que puedan cometer los marinos 
en activo servicio, de algunos que atañen á los arsenales, y de 
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otros varios que se indican en el título tercero del decreto de seis 
de diciembre, de conformidad con las leyes, ordenanzas y regla¬ 
mentos antiguos, que en una gran parte se insertaron en el título 
sétimo, libro sexto de la Novísima Recopilación. La jurisdicción 
ordinaria á su vez conoce de los hechos criminales que se ejecuten 
dentro de las aguas del mar cuando los perpetradores han entrado 
sin embarcarse, y no tienen sus actos relación alguna con la la idea 
de á bordo, y con los intereses de la navegación. El imperio pues, 
que en repetidos y muy frecuentes casos se ha reconocido ó tolerado 
en la autoridad de marina para juzgar á los delincuentes hasta el 
punto á que llegan en pleamar las, aguas saladas, y aun en los 
muelles, es en concepto del que suscribe una verdadera usurpa¬ 
ción. No niega el Fiscal á esa autoridad especial la facultad de 
juzgar sobre hechos comprendidos en los reglamentos de pesca, en 
toda la estension de las aguas saladas, así como de otros de policía 
de playas y demás á que antes se ha referido; pero pretender esa 
misma estension para el ejercicio de la jurisdicción criminal inde¬ 
pendientemente de toda idea de nave es interpretar falsamente la 
letra y el espíritu de las disposiciones vigentes antes y después del 
decreto de seis de diciembre. La jurisdicción de marina es incom¬ 
petente para juzgar, por ejemplo, al que mata ó roba en puntos á 
donde llega el agua salada, al que entrando á bañarse en el mar 
insulta, amenaza ú ofende de otra manera á cualquiera persona 
que allí haya entrado con el propio objeto, al que persiguiendo á 
alguno que penetra en el mar para librarse de la persecución, se 
lanza tras él, y le alcanza y maltrata dentro de las aguas. Búsque- 
se siempre como criterio regulador la idea de interés de la nave¬ 
gación, y fuera de esa idea, fundamento de la jurisdicción especial, 
reconózcase la competencia de la común ordinaria. Esto es lo que 
disponen las leyes á juicio del Fiscal, y esto es lo que el Tribunal 
Supremo ha esplicado satisfactoriamente en varias decisiones, es¬ 
pecialmente en dos de los años sesenta y uno y sesenta y dos con 
motivo de contiendas suscitadas por el Juzgado de marina de Vigo 
al de primera instancia de la capital de Pontevedra, y de las cua 
una se refiere á cierta mujer que estando recogiendo mariscos, ue 
arrebatada por las olas. En esas dos decisiones reconoce el Tribu 

nal Supremo que son competentes ambas jurisdicciones mientras 

no se aclara si la procedencia es de á bordo ó fuera de él, y esta 
blece que no es necesario que se desprendan de sus respectivas i 
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ligencias, en las cuales puede sobreseer la que no haya encontra¬ 
do méritos para admitir un delito penable por la misma. Si la Co¬ 
mandancia de marina de esta provincia duda sobre si Ramón Por¬ 
cal pudo morir por hechos procedentes de á bordo ó de nave , áun 
tomando esta palabra en su mayor estension, continúe sus dili¬ 
gencias para investigarlo, ó sobresea en ellas si le parece, por¬ 
que la jurisdicción ordinaria no la perturbará en tales proce¬ 
dimientos. Recíprocamente, la Comandancia de marina ha de per - 
mitir que el Juzgado del distrito del Mar de esta capital y la 
Audiencia del Territorio continúen la causa como les parezca, y 
la determinen según crean conforme á derecho. El Fiscal confiesa 
que en alguna decisión del Tribunal Supremo se considera, para 
resolver una competencia á favor de la jurisdicción de marina, que 
el hecho había ocurrido dentro de las aguas del mar; pero siempre 
ha creido el que suscribe que esas palabras se emitieron atendiendo 
á lo que generalmente sucede, esto es, á que generalmente lo que 
ocurre dentro de las aguas del mar, ocurre á bordo. El precedente 
que se cita de la Sala primera de este Tribunal es desconocido del 
Fiscal, y aparte de que pudo versar sobre algún caso mas ó menos 
análogo, y no idéntico, un ejemplo de esa clase, por mas respetable 
que fuera, nunca serviría para establecer una jurisprudencia obli¬ 
gatoria. Por tanto es de parecer este Ministerio que, dejándose sin 
efecto el auto de inhibición consultado, se devuelva la causa al Juez 
de primera instancia con inserción de este dictámen para que sos¬ 
tenga la competencia, sin perjuicio de que el Juzgado de marina 
continúe las investigaciones, ó sobresea en ellas, en cuyo sentido 
dirigirá al mismo Ja oportuna contestación. Valencia ocho de no¬ 
viembre de mil ochocientos sesenta y nueve.— Díaz de Rueda. 
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DERECHO PENAL. 


INFRACCIONES MI MONTES l'(BUCOS. 

Dictamen del Fiscal de la Audiencia de Valencia D. Ricardo Díaz 
de Rueda en causa promovida por hacer en monte público una 
carga de ramaje de pino, valuada en tres reales. 

El Fiscal ha examinado esta causa seguida contra F. de T. por 
hacer en monte público una carga de ramaje de pino, valuada en 
la cantidad de tres reales, y no puede menos de insistir, como siem¬ 
pre lo ha hecho respecto de esta clase de asuntos, en que se decla¬ 
re la incompetencia de la jurisdicción ordinaria. El hecho atribuido 
á F. es una contravención administrativa, y nó un hurto sujeto á 
las disposiciones del Código penal. La circunstancia de apreciarse 
!a reincidencia por el Juez de primera instancia, con arreglo al ar¬ 
tículo 439 de aquel, aumenta la importancia de esta causa, que sin 
eso la tendría grande en razón de la penalidad principal y accesoria 
de todo hurto y de la prisión preventiva que requieren estos deli¬ 
tos. Por eso el Fiscal, aspirando á la concisión que procura guar¬ 
dar en sus dictámenes, espondrá en compendio las razones tantas 
veces emitidas por él, con más ó ménos estension, desde este pues¬ 
to y desde algún otro anterior, probando así una vez más, sinóel 
acierto de sus opiniones, la sinceridad y firmeza coa que las profe¬ 
sa v declara sus fundamentos. 

Hasta el año 48 rigieron las Ordenanzas del 33 con algunas mo¬ 
dificaciones posteriores, como por ejemplo la distinta división de da¬ 
ños de mayor y menor cuantía que se hizo en el decreto de 24 de 
marzo de 4846. Publicado el Código penal, se aplicó á los sustracto¬ 
res de arbolado el art. 437 del mismo en su párrafo 3.°, y tuvieron 
que sufrir prisión preventiva y demás responsabilidades propias del 
delito de hurto. Con arreglo al Código fueron también juzgados desde 
entónces los meros dañadores, según que el hecho constituyera res¬ 
pectivamente delito ó falta. En tal estado se dictó la Real órden de 
26 de junio de 1863, y los montes públicos y particulares tenían tra¬ 
zada allí su respectiva legislación penal, sin que pudieran ofrecerse 
dificultades ó diferencias, salvas las que ocurrieron en alguna Audien- 
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cia sobre aplicación del anticuado capítulo 17, ley 14, tífc. 24, libro 7 
de la Novísima Recopilación. Formóse mas adelante el reglamento 
de 17 de mayo de 1865, y se introdujeron respecto de montes pú¬ 
blicos algunas novedades de consideración. Por él se declaró la 
competencia de los Tribunales ordinarios en tres casos, á saber: 
cuando el daño esceda de mil escudos, cuando la infracción sea el 
medio de perpetrar un delito definido en el Código, y cuando se 
trate de reincidencias espresadas en la sección 7. a , tít. 2.° de las 
Ordenanzas. En entenderlo así no parecía haber dificultad hasta 
que la decisión de 50 de julio de 1866 y otras posteriores crearon 
una jurisprudencia respetabilísima del Consejo de Estado, que el 
que suscribe no alcanza á conciliar con el reglamento de 17 de 
mayo. Este fija en su artículo 120 un precepto general que está 
sujeto á ciertas modificaciones ó escepciones de que mas adelante se 
hace mención. La regla 1. a del art. 121 se comprende perfectamente. 
La ley aplicable es la Ordenanza, y la autoridad competente el Go¬ 
bernador. Alúdese en ella á contravenciones de la especie que se 
refieren, por ejemplo, en las secciones 2. a , 3. a , 4. a , 6. a , etc., tít. 2.° 
délas Ordenanzas de 1833. Una escepcion se establece allí respecto 
de la ley y de la autoridad competente, á saber: la de los casos en 
que el importe del daño esceda de mil escudos, porque respecto de 
ellos es aplicable el Código, y deben conocer los Juzgados y Tribu¬ 
nales ordinarios. La regla 2. a de dicho artículo 121 es la que en 
concepto del Fiscal ha sufrido una interpretación que repugna á su 
letra y espíritu y á las disposiciones subsiguientes. Si la infracción 
penable por las Ordenanzas ha sido medio de perpetrar un delito 
definido en el Código, se reserva el castigo á los Tribunales. Quiere 
decirse evidentemente que los Tribunales, al castigar según el Có¬ 
digo el delito distinto de la infracción cometida en montes, casti¬ 
gan también ésta con la pena de dichas Ordenanzas. Si alguno cor- 
táre arbolado para hacer una hoguera é incendiar mieses ó ediíi - 
oíos, mas órnenos inmediatos, estaría en el caso de aquella regla. 
Sin embargo, todos han podido observar que al decidirse compe - 
tencias sobre corta y sustracción de arbolado en montes públicos, 
se ha considerado que constituyendo ese hecho un delito definido 
en el Código, corresponde su castigo á los Tribunales según la 
regla 2. a , artículo 121. El Fiscal cree que así se altera esencial¬ 
mente esa disposición. No dice ella que si la infracción constituyera 
un delito, etc., sinó si la infracción hubiere sido un medio , etc. La 
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diferencia es filosófica y jurídicamente muy conocida, y no puede 
atribuirse á los autores del Reglamento de 17 de mayo que desco¬ 
nocieran un lenguaje semejante al de que se hace uso en el ar¬ 
ticulo 77 y en el 10, número 11, del Código penal. En éste se halla 
definido lo mismo el daño que el hurto, y si se dá á la regla 2. a ci¬ 
tada la inteligencia que impugna el Fiscal, se anula completamente 
la 3. a subsiguiente, que no solo mantiene la penalidad de las Or¬ 
denanzas, sinó también la competencia respectiva de los Alcaldes v 
Gobernadores, sobrentendiéndose la escepcion de la cuantía supe¬ 
rior á mil escudos. Fíjese la atención en el tít. 6.° de dichas Orde¬ 
nanzas, que íntegramente se conserva en vigor, y se notará desde 
luego que allí no se castigan mas que hurtos y daños de arbolado. La 
consecuencia, pues, rigurosa es que esos hurtos y daños en montes 
públicos no son delitos de la misma clase comprendidos en el Código 
penal, sinó contravenciones que se corrigen gubernativamente. La 
4. a regla del art. 121 mantiene las penas de ordenanza en los casos 
á que se refiere, si bien por tratarse de arresto ó prisión que no es- 
cede de quince dias, se aparta del procedimiento gubernativo, y 
prefiere el de los juicios de faltas. Nada dirá el que suscribe del ar¬ 
tículo 122, y tampoco se ocupará del muy importante 123, porque 
las observaciones á que se presta no son de este lugar. El art. 121 
es la escepcion reproducida de la regla 1. a , aplicable á todos los 
demás casos de daño de aquella cuantía. 

Cree el Fiscal haber demostrado, según se propuso al principio, 
que la regla general está á favor de la competencia de la autoridad 
administrativa, y que solo en tres casos escepcionales puede cono¬ 
cer la jurisdicción ordinaria de infracciones en montes públicos. A 
esta discusión podría seguir otra sobre un punto importante de 
procedimientos en causas de este género; pero el Fiscal se abstiene 
de entrar en ella, ya por no dar mas estension á este escrito, y ya 
también porque no debiendo conocer en su concepto este Tribunal 
del hecho imputado á F. de T., no hay para qué tratar del modo de 
conocer y proceder. Por todo lo espuesto, concluye con la preten¬ 
sión de que la Sala, dejando sin efecto el fallo consultado, se sirva 
acordar la inhibición, la devolución de las actuaciones al Juez de 
primera instancia para que las remita á quien corresponda, y la 
declaración de entenderse de oficio las costas y gastos del juicio, li¬ 
brándose orden desde luego para la excarcelación del procesado. 
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DICTAMEN DEL FISCAL DE LA AUDIENCIA DE MADRID D. CMSPULO GARCÍA 

GOMEZ DE LA SERNA. 


El Fiscal dice: Que encaminada la jurisdicción disciplinaria a 
mantener el respeto, armonía y subordinación entre las diversas 
gerarquías del orden judicial y sus auxiliares, sin quebrantar los lí¬ 
mites respectivos de la esfera de acción independiente de cada una 
de ellas, forma una materia importante bajo el punto de vista prác¬ 
tico de su aplicación. Comprendiéndolo así la Sala, acordó, con su. 
elevado criterio, por iniciativa de su digno Presidente, estudiar la 
cuestión, siempre constante en el laudable anhelo de facilitar el 
' planteamiento y observancia completa de la ley provisional sobre 
organización del poder judicial. 

Convirtiendo esta ley en jurisdicción lo que antes era una fa¬ 
cultad discrecional, ha dado más importancia á las correcciones, en 
perfecta consonancia con la trascendencia mayor que hoy producen 
sus efectos. 

En la modesta esfera que colocaba las correcciones el derecho 
anterior á la ley como atribución disciplinaria del superior, aunque 
podía ser reclamada en justicia, formaba, sin embargo, un sistema 
completo suficiente á llenar las necesidades y contingencias del ser¬ 
vicio. Los Jueces, las Salas de justicia, las de gobierno y el Tribu¬ 
na! Supremo, en su orden respectivo, tenían un anchuroso campo 
que recorrer para reprimir faltas más leves ó graduadas de sus in¬ 
feriores en gerarquía en el orden funcional, desde el simple dígase, 
sencillo aviso de un error, hasta la formación de causa provocada 
por el delito, pasando por la advertencia, prevención, apercibi¬ 
miento y multa. 

tomo n. r>9 
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La practica discreta de los Tribunales había formado una juris¬ 
prudencia equitativa en el empleo prudente de estos medios gradua¬ 
dos, sin que pueda ciertamente decirse con razón que pecara de ex¬ 
cesivamente rigurosa ni exagerada. 

Al establecer el Reglamento provisional en el art. 30, lo que pu¬ 
diera llainaise una ieg¿n de conducía o cortesía ¡udiciaria, recono- 
caa en el Superior ia atribución de censurar y corregir; y como ne¬ 
cesario complemento á la facultad de alta inspección y vigilancia, 
encargada en sus casos y órdenes respectivos á las Audiencias y al 
Tribunal Supremo, los arts. 59 y 92 autorizan mediante justos mo¬ 
tivos ¡a censura, reprensión, apercibimiento, multa y áun la forma¬ 
ción de causa de odcio por los retrasos, descuidos y abusos graves 
que se notaran, dando cuenta en ciertos casos al Gobierno. 

Esta facultad se ejercía de plano en forma disciplinaria, sin 
perjuicio de la audiencia en justicia que se concedía al corregido si 
la reclamaba. Los medios coercitivos se empleaban corno sanción in¬ 
mediata de! cumplimiento de los deberes y eficaz correctivo de fal¬ 
tas leves. La consideración de la gerarquía se conciliaba perfecta¬ 
mente con el derecho justísimo de la audiencia. A la falta del mo¬ 
mento atendía la corrección inmediata, de plano: á la reclamación 
en justicia del interesado respondía la audiencia de! superior dis¬ 
puesto á reformar su acuerdo del momento ante las justas reclama¬ 
ciones de la defensa. 

Tal era el sencillo sistema del Reglamento provisional, que en 
sus modestas proporciones de un bosquejo del código procesal, fuá 
un paso avanzado de la reforma de grandísima y trascedeníal in¬ 
fluencia en la administración de justicia. 

Las Ordenanzas de las Audiencias en su art. 227 y el Reglamen¬ 
to de Juzgados en el 110 dieron en forma preceptiva á las Audien¬ 
cias, Salas de justicia y Jueces, la facultad de corregir de plano 
á sus subalternos, Abogados y Procuradores como medio de ha¬ 
cer efectiva la puntal observancia y cumplimiento de sus disposi¬ 
ciones. 

Creadas las juntas de gobierno del Tribunal Supremo y de 
Audiencias por real decreto de 5 de Enero de 1844 como garantía 
del deber de inspección, recibieron la facultad coercitiva en el ai- 
tículo 10 consignada. La ley de Enjuiciamiento civil en su ait. 4-> 
se ocupó también de las correcciones disciplinarias respecto á 1°" 
Abogados, Procuradores v subalternos de los Tribunales V Juzgador 
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Y finalmente, la orden circular de 23 de Noviembre de 1869 recordó 
el empleo de las correcciones por la inobservancia de los términos 
para dictar sentencia. 

Tal es, reducido á breves y sencillos términos, el cuadro comple¬ 
to que ofrece el estudio de las disposiciones legales anteriores á ia 
ley provisional. La Sala lo conoce perfectamente, y comprenderá sin 
mayores esplicaciones basta qué punto, aplicado por una práctica 
discreta, respondía cumplidamente á todas las necesidades y urgen¬ 
cias del servicio, según ántes se ha manifestado. 

Bajo la denominación de jurisdicción disciplinaria formula y de¬ 
sarrolla la ley provisional sobre organización del poder judicial en ei 
título i 9.° un sistema nuevo y bastante completo dentro del orden 
respectivo de su esfera de acción. 

A ella están sujetos los Jueces y Magistrados, los auxiliares de 
los Tribunales y Juzgados, los Abogados y Procuradores, lodos en 
Un los que toman parte en !a administración de justicia directamen¬ 
te ó por medios auxiliares con carácter definido y funciones deter¬ 
minadas, exceptuados los individuos del Ministerio Fiscal que se 
rigen por disposiciones especiales. 

Los Tribunales de partido y las Salas de Gobierno de las Au¬ 
diencias y del Tribunal Supremo son los encargados de ejercerla 
sobre los que ocupan la gerarquía inferior respectivamente, consti¬ 
tuyéndose para este efecto las Salas de Gobierno en Salas de justi¬ 
cia. No de otro modo pudieran ejercer con propiedad atribuciones a 
que se dá el carácter de jurisdiccionales. 

Establecida de este modo la competencia activa y pasiva, pasa 
la ley á determinar su alcance y define taxativamente los casos en 
que los Jueces y Magistrados serán corregidos disciplinariamente. 

Al llegar á este punto se establece una separación entre los Jue¬ 
ces v Magisirados, los auxiliares de los Juzgados v Tribunales v los 
Abogados y Procuradores, formando tres agrupaciones distintas 
exigidas por el método é impuestas por la diversidad de condiciones 
de su cooperación y auxilio. 

Concreta á los Presidentes y Fiscales de los Tribunales á que 
correspondiera la jurisdicción disciplinaria la iniciativa para pro¬ 
mover la coreccion en cada caso y formula en términos sencillos el 
procedimiento instructivo que debe seguirse: determina después las 
correcciones que'pucden imponerse; esplica sus efectos, y por un 
método inverso, volviendo a! procedimiento, establece el vai.r de- 
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ímitivo de las resoluciones y el recurso de alzada, y preceptúa en 
c¡ art. 747 una regla discrecional de aplicación. 

Siguiendo el mismo orden de su mecanismo establece la lev la 
facultad de los Tribunales de partido, Salas de gobierno de las Au¬ 
diencias y del Tribunal Supremo y de los Jueces para corregir dis¬ 
ciplinariamente á sus auxiliares; expresa los casos de corrección- 
señala las correcciones; esplica sus efectos, y determina el modo 
de recurrir de las impuestas por los Jueces y por los Tribunales de 
partido y el electo resolutorio de las que impongan las Salas de go¬ 
bierno de las Audiencias y del Tribunal Supremo. 

Nada se dice aquí de la facultad de promoverlas ni del procedi¬ 
miento que debe seguirse, sin duda por los términos generales con 
que están redactados los artículos 73o al 739, aplicables también á 
este caso. 


Vienen en último término, completando el cuadro disciplinar, 
las correcciones de los Abogados y Procuradores. Aquí no son 
las Salas de gobierno, sino las Salas de justicia, las que con los 
Tribunales de partido y con los Jueces tienen el encargo de apli¬ 
carlas. 

La desviación del principio general se explica perfectamente por 
los casos de corrección pertenecientes á la falta del momento en ef 
ejercicio funcional activo. Por eso se imponen de plano en los autos 
que dieren lugar á ellas, siendo apelables ante las Audiencias las 
resoluciones de los Jueces municipales, de los de instrucción y de 
los Tribunales de partido, y suplicables ante las mismas Salas que 
las impusieron las dictadas por las Salas de las Audiencias y del 
Tribunal Supremo en la misma forma de sustanciacion establecida 

para los incidentes en materia civil. 

Aunque no forma parte de este capítulo, corresponde al orden 
disciplinar la facultad coercitiva atribuida á los Presidentes para ha¬ 
cer guardar el orden, respeto y consideración debidos en los estra¬ 
dos de los Juzgados y Tribunales y en las vistas y demás actos so¬ 
lemnes, trasportados al tít. 16 como materia propia de la po ícia t 

estrados 

También tendrá en su día aplicación la referencia á la ley de 
procedimientos que hace el art. 622, último del capítu o que e e 

mina las atribuciones de las Salas de gobierno. 

Excusando elogios y censuras, más propias del comentans a - 
del juzgador, se ha limitado el que suscribe en este ana ísis c 
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pe lidiado á presentar á la ilustrada consideración de la Sala el pen¬ 
samiento de la ley en esta parte y el mecanismo de su desarrollo en 
los puntos cardinales. 

Ante un sistema nuevo, completo y armónico bajo el punto de 
vista externo, propio de las condiciones de una ley orgánica, ocur¬ 
re naturalmente la duda de si quedan derogadas las disposiciones 
anteriores sobre la materia de que se ha hecho ai principio una li¬ 
gera explicación, ó si deberán conservarse en bien del servicio en 


la parte que responden á necesidades no previstas por la ley como 
impropias del orden puramente externo de la organización judicial. 

Y no es un vano deseo de disertar ni discurrir: las contingen¬ 
cias diarias del servicio público en las variadas atenciones de la 
administración de j usticia , exigen continuamente el empleo de los 
medios coercitivos, y los Tribunales necesitan saber á qué atenerse 


para seguir un temperamento acomodado, justo y legal. Por eso ha. 
llamado especialmente la atención de la Sala de gobierno, corres¬ 
pondiendo á los altos deberes á su cuidado encomendados, y por 
cierto pocas materias son más dignas del estudio y profunda medi¬ 
tación que dedica á todas sus atenciones. 

Bien conoce el Fiscal las dificultades todas de este estudio deli¬ 
cado y trascendental. 

Respondiendo la ley nueva á un orden de Tribunales distinto y a 
un procedimiento no sólo diverso sino opuesto al actual, ha de ofre¬ 
cer grandes obstáculos ajustar sus disposiciones, precisamente en la 
parte que se refiere á establecer la armonía debida y necesaria con¬ 
cordancia en las diversas gerarqtiías, á sostener la disciplina, orden 
y concierto, sin quebrantar los límites de la acción independiente 

Los Tribunales actuales no son los de la ley; las gerarquías no 
admiten porfecta asimilación; su dependencia y relación en el or¬ 
den funcional varia esencialmente. 


Necesario es que existan profundas diferencias en el modo de 
armonizarlos y mantenerlos; que á la disparidad funcional respon¬ 
dan elementos distintos de subordinación y obediencia. Si los de la 
ley no fueran bastantes, la imperiosa fuerza de la necesidad del 
servicio, privilegiada atención de los Tribunales, impondrá la obli¬ 


gación ineludible de conservar del sistema antiguo todo lo necesa¬ 
rio para realizar por completo los altos fines de la administración de 
justicia. 

Pero hay otra consideración: la ley de organización mira sólo a 


la parte externa; no puede penetraren el detalle del asunto ni ir¬ 
nos en la parte de fondo sin invadir la esfera del procedimiento y 
d< í dcKcho. Adunas debeiá ser complementada en ciertos porme¬ 
nores por las disposiciones reglamentarias. Natural es que su alcan¬ 
ce en la parte disciplinar deje algunos vacíos que otras leyes y dis¬ 
posiciones de la reforma están encargadas de llenar. 

Ley d la vez de procedimiento y de organización el Reglamento 
provisional, abarcaba en su comprensión disposiciones de orden 
distinto y recibió su natural complemento reglamentario en las Or¬ 
denanzas y Reglamentos de los Tribunales y Juzgados. 

La práctica había formado además una jurisprudencia equitati¬ 
va dando á sus disposiciones la elasticidad precisa para atender á 
lodas las contingencias del servicio, y el sistema disciplinario exis¬ 
tente ántes de la ley llenaba cumplidamente el destino propio de su 
condición. 

Aunque se conceptúe derogado en la parte esterna relativa a la 
organización, bien podrá entenderse subsistente por lo que mira ai 
procedimiento en el fondo y detalle de los asuntos en particular, y 
aun si fuese necesario, en la parte reglamentaria para no dejar 
abandonada, falta de medios coercitivos, á la organización actúa! 
en el orden funcional que es la mas importante. 

Esto es lo que sucedería si cediendo á un deseo impremeditado 
de innovación se renunciara ligeramente á todo lo que existe pen¬ 
diente áun la reforma. 

Bien analizados los casos de corrección de Jueces y Magistra¬ 
dos que taxativamente establece el art. 734 de la nueva ley y los 
que señala el 730 para los auxiliares de los tribunales, todos se re¬ 
fieren á la parte esterna, propiamente á la organización. Ninguno 
dice relación á negocio determinado, á detalle de un procedimiento 
especial. 

Faltas de palabra, por escrito ó de obra á sus superiores; falta 
grave de consideración á sus iguales; escesos de autoridad con los. 
auxiliares, subalternos y demás personas que asistan á estrados, 
negligencia en el cumplimiento de los deberes; irregularidad ue 
conducta ó vida viciosa; prodigalidad en los gastos desproporciona¬ 
da á los medios de subsistencia; recomendación de negocios pen 
dientes de juicio; felicitaciones y censuras por los actos del po m 
ejecutivo; inmiscuirse en las elecciones populares; tomar parte 
reuniones, manifestaciones ú otros actos de caráctei político 


en 
con- 


currir en cuerpo, de oficio ó en trago de ceremonia á {¡estas ó ac ¬ 
tos públicos fuera de los casos espresamente esceptuados. Tales son 
las cansas únicas de corrección de Jueces y Magistrados y en parte 
las de los auxiliares de los Tribunales. Esta es la materia propia ¬ 
mente dicha de la jurisdicción disciplina!. 

Todas responden al decoro, nombre y dignidad de la clase; to¬ 
das dicen relación más al funcionario que al ejercicio efectivo de 
las funciones. Obedecen á un pensamiento levantado de engrandeci¬ 
miento; á la noble aspiración de poner á salvo toda prevención des¬ 
favorable á los que intervienen en la administración de justicia. En 
esta parte la esquisita previsión de la lev satisface cumplidamente 
su objeto; nada deja que desear en cuanto se refiere á las per¬ 
sonas. 

La conservación de la clase; la garantía de las personas, dá una 
grandísima importancia á estas correcciones creando propiamente la 
jurisdicción discipiinal con sus Jueces y sus penas, dando forma ai 
procedimiento; y su trascendencia es tal que puede llegar á produ¬ 
cir la separación del funcionario. 

De esta jurisdicción á lo que existia en nuestro derecho, que se 
ha llamado ántes facultad disciplina!, hay una diferencia inmensa. 
Pero esa misma diferencia de objeto, de fines, de medios y de re¬ 
sultados, hace que no se escluvan, sino por el contrario que, armo¬ 
nizados en mutua concordia, sostengan de consuno la dignidad y 
armonía de la clase, y el orden y puntualidad en el servicio. 

Los errores de doctrina; los retrasos de un negocio determinado; 
las pequeñas omisiones en los asuntos particulares, que sin llegar a 
constituir los casos de corrección establecidos en la ley, eran antes 
censurados y corregidos, no pueden quedar desatendidos sin graves 
inconvenientes para el servicio. 

La ley no los ha previsto ni ha podido preverlos sin salir de ia 
esfera esterna de la organización, penetrando en el pormenor de 
cada negocio y en los detalles del procedimiento. Los códigos de 
procedimientos y las disposiciones reglamentarias llenarán sin duda 
los que en la actualidad pudieran á primera vista, sin la debida 
meditación, juzgarse vacíos de la lev. Y mientras se completa la re¬ 
forma, las disposiciones del Reglamento provisional v los demás 
examinados al principio en su puntual observancia, ofrecerán me¬ 
dio seguro de censurar y corregir en cada caso los errores, descui¬ 
dos y demás pequeñas faltas, que sin ser delitos ni infracciones di<- 



riplinarías en el sentido de la nueva ley , merezcan enmienda 


v cor¬ 


rección. 


Las Salas de justicia tienen en la actualidad superioridad ge- 
rárquica real y efectiva en el orden funcional sobre los Jueces,°en 
negocios sometidos á su jurisdicción en la segunda instancia 
así en lo civil como en lo criminal, y probablemente después de la 
reforma del enjuiciamiento civil la conservará en los primeros; y 
sin embargo, en la presente ley no tienen atribución alguna disci¬ 
plinaria para censurar y corregir en cada caso particular los pe¬ 
queños defectos, las omisiones y faltas de poca gravedad, aunque 
merecedoras de enmienda. 


Tienen también por ahora la alta inspección y vigilancia sobre 
el procedimiento en las causas criminales durante la primera ins¬ 
tancia, y la ley no les atribuye facultad coercitiva para imponer 
oportunamente el remedio inmediato, la sanción proporcionada á la 
omisión ó al defecto perjudicial y reprensible aunque no justicia¬ 
ble en la esfera propiamente penal. 

Y no se arguya que pueden impetrar la corrección buscando el 
auxilio de la Sala de gobierno. El remedio es tardío, es insuficiente 
porque no se remueve el obstáculo del momento que es lo más pre¬ 
ciso y urgente, ocasionados á escrúpulos de rivalidad y gerarquía, 
y lo que es más grave, ineficaz é impracticable en muchas ocasio¬ 
nes, porque gran parte de las faltas, omisiones y errores que se 
han conceptuado en el sistema anterior como dignas de corrección. 

v lo son realmente denlo de los estrechos límites de cada proceso. 

*: 

no están comprendidos en los casos que establece la ley en forma 


taxativa según se ha demostrado. 

Lo mismo acontece respecto á los Presidentes de los Tribunales. 
Ejercían ántes los Regentes y desempeñarán los Presidentes de las 
Audiencias en lo sucesivo funciones de vigilancia, atribuidas por el 
Reglamento provisional y por otras leyes; tienen el deber de hacer 
observar las ordenanzas y demás disposiciones reglamentarias, \ 
encomendados ciertos servicios especiales. Para realizarlo eficaz¬ 
mente venian ejerciendo facultades disciplinarias como el medio se 
guro de conseguir desde luego el exacto cumplimiento de esas aten¬ 
ciones. Sin ellas el servicio quedaría incompleto y la Autoridad pre 
sidencial desairada, sin medios propios y eficaces para hacerse res 
petar y obedecer. 

Así sucedería si considerando abolidas y sin fuerza las dispon 
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no concede atribuciones de esta clase á los Presidentes. 

En cuanto á la facultad de promover las correcciones en la 
Sala de gobierno, tiene perfecta aplicación lo insinuado respecto á 
las Salas de justicia. El remedio es tardío é ineficaz; no siempre se¬ 
ria aplicable: entre tanto el servicio estaría por cubrir y desairada 
la autoridad de los Presidentes. 

Ya comprende la Sala con su ilustración, sin que el Fiscal lo 
advierta, que estos no son defectos de la ley. No es que sea incom¬ 
pleto su sistema; es que como ley de organización responde única¬ 
mente á las necesidades que pueden llamarse externas; es que no 
ha podido ni debido, girando en su propia esfera, ocuparse del 
procedimiento en el fondo y detalle de los asuntos particulares sin 
traspasar los límites del procedimiento y del derecho, ni descender 


á minuciosidades reglamentarias. 

Será en su línea completo el sistema; pero las leyes de enjuiciar 
vlos reglamentos se encargarán de llenarlos vacíos, que sin un de¬ 
tenido estudio, pudieran creerse de la ley dentro de la gran refor¬ 
ma legislativa de que forma parte. 

Entre tanto importa seguir un criterio prudente; conservar toda 
la parte de las disposiciones anteriores extrañas á la materia pro¬ 
pia de la ley de organización para que los Tribunales en su estado 
actual, con sus atribuciones funcionales dentro del procedimiento 
vigente, cuenten con medios necesarios de realizar la difícil misión 
que tienen encomendada. 

Pero todavía esta materia compleja ofrece al que suscribe otra 
dificultad, que puede llamarse de conducta. ¿Deberá someterse en 
forma de consulta á la deliberación del gobierno de S. A. buscan¬ 
do la interpretación auténtica, ó deberá resolverse por el Tribunal 
como interpretación práctica, aplicación propiamente de la ley? 

En el sistema que puede llamarse antiguo, cuando el orden ju¬ 
dicial formaba parte del poder ejecutivo, podria sin esfuerzo soste¬ 
nerse lo primero como una consecuencia natural de la centraliza¬ 
ción gubernamental. 

Pero dada la actual organización de los poderes públicos, des¬ 
pués que la Constitución democrática dió crecimiento, independen¬ 
cia y vida propia al poder judicial, después que la ley de organiza¬ 
ción ha desenvuelto convenientemente la esfera de acción de los 
Tribunales, la consulta es imposible: eso que se llamaba in*er~ 
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dictámenes fiscales. 


j>!i'CT 0 " íl, "“' i “ ),,0ll " cil ' ia «• * los poderes pí,- 

»olwr imprescindible tienen los Tribunales de interpretar rec- 
as cj es y e aplicarlas á los casos prácticos propios de su 
uuücimiento para que de este modo se vaya formando la jurispru- 
deaeia. «moa íueote legítima de interpretación. 

Olvidar este deber por consideraciones gerárquicas más ó mé- 
eos respetuosas seria una abdicación. 

¿ cío como la independencia no escluve la armónica concordia 
entre los poderes del Estado ni amengua las gerarquías, y es prero- 
r nlha soiiorana cuidar de que en todo el Reino se administre pron¬ 
ta y cumplida justicia, la importancia de la materia, la gravedad de 
la resolución exige que ai resolverse como caso práctico, de pura 

aplicación, se ponga en el superior conocimiento del Gobierno 
de S. A. 


Tal es la opinión del Fiscal presentada con leal franqueza, cum¬ 
pliendo el deber de iniciativa propio de su ministerio, con la des¬ 
confianza natura! que inspira el criterio personal, sin guía, ni pre¬ 
cedentes en cuestión tan delicada, aunque abrigando la seguridad 
de que la Sala con su grao ilustraccion adoptará el temperamento 
más justo, ya por sí misma, ya sometiendo el caso al Tribunal ple¬ 
no, como de grave deliberación por su importancia y por afectar á 
las atribuciones de las Salas de justicia. 

Resumiendo para concluir y formulando en términos concretos 
las teorías espuestas para su mejor inteligencia y su más fácil apli¬ 


cación, el Fiscal entiende: 

|.° Que el título XIX de la ley provisional sobre organización 
del poder judicial, tiene desde luego perfecta aplicación y debe oh- 


■varse y cumplirse en todas sus partes. 

*2.° Que sólo deroga las disposiciones del Reglamento provisio- 
1 y (le las Ordenanzas y Reglamentos de Tribunales y Juzgados 
¡alivas á la jurisdicción disciplinaria en la parte esterna que mira 
a organización, objeto esclusivo de la ley, quedando subsistentes 
cuanto se refieren al fondo y detalle de los asuntos en particular 
d orden propiamente reglamentado. 

- « Que como consecuencia natural, los Jueces, Tribunaie., » - 
I de gobierno y de justicia deberán ejercer la jurisdicción dise¬ 
ñaría en los casos y en la forma establecida en la lej. 

* • Que las Salas de Justicia deberán conservar en los asun 
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* . . 
propios de su conocimiento y en los sometidos á su inspección y vi¬ 
gilancia las facultades disciplinarias consignadas en el Reglamento 
provisional y en las Ordenanzas, ejerciéndolas en la misma forma y 
casos que lo hacían ántes de la nueva ley. 

o.° Que los Presidentes de las Audiencias deberán ejercer las 
facultades de este orden atribuidas por el Reglamento provisional y 
Ordenanzas á los Regentes, del mismo modo que estos han venido 
haciéndolo hasta aquí. 

6.° Que cualquiera que sea la resolución adoptada, se ponga en 
el superior conocimiento del Gobierno de S. A. 

La Sala no obstante acordará lo que mejor estime. 

Madrid 10 de Noviembre de 1870. 

García G. de la Serna. 


La Sala de gobierno pasó el espediente al Tribunal pleno, y este 
aceptó por unanimidad las conclusiones del Fiscal. 

Pasado después por el Gobierno al Tribunal Supremo en cierta 
consulta, según nuestras noticias, ha merecido la censura fiscal elo¬ 
gios del E. S. Fiscal de dicho Tribunal aceptándose la doctrina sus¬ 
tentada. 







EXTRACCION DE PIEDRA 


PARA CONSTRUIR UNA CARRETERA. 


El artículo 44 de la Constitución se refiere á los casos de verda¬ 
dera expropiación y no á servidumbres transitorias ú ocupaciones 
temporales de terrenos. Es un deber importante de los Tribunales 
y de los particulares no confundir la respectiva materia de recla¬ 
maciones civiles y criminales. La piedra extraída para construcción 
de carreteras no se abona por regla general; y para que sea suscep¬ 
tible de apreciación es necesario que este apilada, ó la cantera se 
halle en explotación. No es posible encontrar ideas de riqueza y va¬ 
lor en el material escondido debajo de la superficie, que sólo la ex¬ 
plotación y el trabajo pueden convertir en parte de la fortuna priva¬ 
da. La propiedad territorial es meramente de superficie, y no se ex¬ 
tiende por consiguiente de arriba abajo, ó sea en la dimensión inde¬ 
finida de profundidad. 


DICTAMEN DEL FISCAL DELA AUDIENCIA DE VALENCIA D. RICARDO 

DIAZ DE RUEDA. 

El Fiscal ha examinado esta causa formada contra D. J. R. , 
contratista de una carretera, por extraer piedra de una finca par¬ 
ticular. El dueño de esta le denunció en el mes de Marzo último, v 
practicadas algunas diligencias, se inhibió el Juez á favor de la au¬ 
toridad administrativa. Consultado este auto, la Sala extraordina¬ 
ria en vacaciones le dejó sin efecto, y mandó que se continuara el 
procedimiento criminal, teniéndose presentes el artículo 14 de la 
Constitución y el decreto de 42 de Agosto de 1849. Practicadas al- 
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fuñas actuaciones más en el Juzgado, se ha pronunciado auto de 
sobreseimiento de acuerdo con el dictámen del Promotor Fiscal, 
<|ue lo pidió así por no existir delito, y solicitó á la vez que se 
reservara al propietario el derecho de reclamar de D. J. R. el 
valor de la piedra extraída y los danos y perjuicios causados en su 
propiedad. 

Este nuevo auto se consulta ahora, y entiende el Fiscal que debe 
aprobarse en su fondo. 

La extracción de la piedra fué un hecho posterior á la promul¬ 
gación de la ley fundamental vigente y del decreto citado; pero á 
1). J. R. se le autorizó con anterioridad competentemente para 
realizarle. Siempre los empresarios de carreteras, en nombre del 
interés público, han tenido el derecho de extraer piedra de fincas 
públicas y particulares. Entre otras disposiciones se inserta por nota 
en el título correspondiente, libro 7.° de la Novísima Recopilación 
la real orden de o de Abril de 180o, por la cual se declaró conve¬ 
niente que los dueños particulares permitieran la extracción de pie¬ 
dra y otros aprovechamientos, recibiendo la compensación adecua¬ 
da, y usando los operarios de ese permiso con la moderación y res¬ 
peto debidos á la propiedad. Existia así una servidumbre impuesta 
por la ley en virtud de consideraciones de utilidad pública, y su 
conservación, aunque sin detalles, se encuentra prescrita en uno de 
los artículos de la lev de enajenación forzosa del alio 36. 

La lev de 2 de Abril, la real orden de 19 de Setiembre v la ins- 
tracción de 10 de Octubre de 1845 trazaron bien la línea divisoria 
entre losactosde verdadera expropiación y los de daños y perjui¬ 
cios causados temporalmente con la ejecución de las obras. Todavía 
se suscitaron algunas dudas sobre la aplicación de esas disposiciones 
y la de la ley de enajenación forzosa, y una real orden de l.° de 
Mayo de 1848 declaró que debían cumplirse las primeras en los ca¬ 
sos de daños, perjuicios y servidumbres, y la segunda cuando la 
ocupación de terrenos de propiedad particular hubiera de ser per- 
pétua ó indefinida. 

A los diez y siete años de publicarse la ley de 17 de Julio de 
1836 se dictó el reglamento para su ejecución, y también se reco¬ 
noció en el mismo la necesidad de extracción de piedra y de otros 
aprovechamientos sin previa indemnización, sobre cuyo punto con¬ 
tiene las disposiciones que habían de observarse. 

ed artículo 14 de la Constitución, al establecer que nadie puc 



de ser expropiado de sus bienes sin prévia indemnización regu¬ 
lada por el Juez, comprendió solamente los casos de verdadera ena¬ 
jenación, y dejó subsistente la orden aclaratoria de l.° de Mavo v 
fodes las demás resoluciones ántes citadas en cuanto al punto que 
es objeto de este dictámen. El artículo constitucional no se refiere 
(el nada á las servidumbies transitorias, y en cuanto á la expropia¬ 
ción no intioduce novedad alguna más que en la forma v compe- 
í encía de la autoridad. Así se declara terminantemente en el preám¬ 
bulo del decreto de 12 de Agosto de 1889, y lo confirman sus dis¬ 
posiciones. Este decreto fué el que determinó que cuando no pudie- 
dpi ^ciarse anticipadamente el importe de los daños y perjuicios, 
se espidiese por el Juez el oportuno mandamiento para realizar la 
ocupación temporal, dejando en suspenso el expediente hasta que 
fuera posible hacer el justiprecio y consiguiente pago. 

Fácil es determinar ahora si el contratista D. J. R. puede ser ó 
no perseguido criminalmente en virtud del artículo 14 de la Consti¬ 
tución v del decreto de 12 de Agosto de 1869. 

»' O 

En cuanto al primero es una verdad incontestable que no puede 
servir de fundamento para una persecución criminal, porque en él 
se trata de las expropiaciones, v el hecho atribuido al contratista 
versa sobre una servidumbre transitoria. 

Respecto del decreto de 12 de Agosto no es ménos cierta la im¬ 
procedencia de la persecución criminal. D. J. R. estaba autorizado 
por la Administración mucho ántes de la fecha del mismo para tomar 
piedra de puntos determinados, y esa autorización equivalía al man¬ 
damiento judicial establecido por aquel. Sería pues cuestionable si 
á ese decreto habria de darse efecto retroactivo hasta el punto de 
anular las autorizaciones legítimas incluidas ya en un contrato an¬ 
terior, ó si por el contrario habria de limitarse su observancia á los 
expedientes que se formáran en adelante. El Fiscal no necesita 
emitir su opinión sobre cuál de los dos estreñios es más aceptable: 
pero desde luego entiende que ese asunto discutible no se presta ó 
dar existencia á un delito. Sise prestara, seria necesario determina! 
la especie de infracción criminal para fundar la continuación de la 
causa. ¿Será robo, como se dice en la carpeta déla misma? ¡No puede 
serlo en manera alguna, porque al extraer la piedra D. J. R. P 01 
medio de sus operarios, no se proponía apoderarse de lo ajeno para 
lucrarse con pérdida del dueño, ni lo hacia por violencia, sino en 
virtud de la autorización administrativa preexistente. Tampoco 
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puede calificarse de hurto, porque faltan la clandestinidad y el es¬ 
píritu de ganancia, ni de usurpación de un derecho real de ajena 
pertenencia, porgúese hacía el aprovechamiento sin esa aspiración 
ni finalmente de daño criminal, porque no habia ánimo de causar 
detrimento, sino de recibir los materiales mediante la compensación 
correspondiente. 

Aun tratándose de una cosa completamente nueva ó posterior 
al decreto de 12 de Agosto del año anterior, subsistirían las mismas 
razones para no admitir la existencia de ninguno de dichos delitos. 
No todos los ataques á la propiedad son hechos penados por la ley, 
y es un deber importante de los tribunales y de los particulares 
ofendidos no confundir la respectiva materia de reclamaciones ci¬ 
viles y criminales. Concédase que D. J. R., con arreglo al art. 5." 
de! mencionado decreto, debiera haber obtenido mandamiento judi¬ 
cial, y no se babrá adelantado nada para indicar su delincuencia. 

Esa infracción, ni allí ni en el Código, está erigida en delito, y 
debió el perjudicado buscar amparo en otra clase de reclamaciones. 
Para eso estaba indicado el interdicto, ó más bien el procurar que 
con suspensión de los aprovechamientos se incoara el expediente y 
se concediera ó negara el mandamiento judicial con arreglo al re¬ 
petido decreto de 14 de Agosto. 

Ai sobreseer el Juez de primera instancia, se ha conformado eu 
general con las opiniones del Promotor fiscal, que pretendió la re¬ 
serva de su derecho al denunciador para reclamar el valor de la 
piedra extraída. Esta parte necesita rectificarse, porque solo por 
excepción puede sostenerse que ese derecho competa á los dueños 
de las fincas de que se extraiga piedra para carreteras. El artículo 
22 del reglamento de 27 de Julio de 1853 contiene las bases para 
l is apreciaciones periciales, y no entra en ellas la idea del valor de 
la piedra. Solo cuando se encuentra apilada y por de conlado no 
destinada á uso particular según el artículo 23 del mismo regla¬ 
mento, ó cuando la cantera se halle abierta y en explotación se¬ 
gún el artículo 18 del real decreto de 10 de Julio de 1861, pro¬ 
cede el abono del material al precio á que se venda en el merca¬ 
do. La razón de estas disposiciones es muy obvia. La propiedad 
territorial es meramente de superficie, y no se extiende por consi¬ 
guiente de arriba abajo , ó sea en la dimensión indefinida de pro¬ 
fundidad. Este es el fundamento en que descansan las leyes de mi¬ 
nas que se han dictado en todos tiempos, y fuera imposible e:\eon- 
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t i';ir ideas de riqueza y de valor en un material escondido debajo de 
la superficie, que sólo la explotación y el trabajo pueden convertir 
en parte de la fortuna privada. Así es que la Administración publi¬ 
ca ó el empresario de carreteras cumple con abonar al dueño de la 
linca aquello en que se haya hecho más pobre por causa de la ocu¬ 
pación y deterioro de la superficie. Así también sucede á veces que 
es ¡mprocende todo abono por ganar las fincas en valor con la ex¬ 
tracción de materiales. 

Sin prejuzgar por tanto nada sobre la extensión del derecho 
que corresponda al denunciadores de parecer el Fiscal que se 
apruebe el auto de sobreseimiento, reservándole el de que se crea 
asistido para que fuera de la forma criminal reclame lo que sea más 
conforme. 

Valencia 24 de Diciembre de 1870. 


Díaz de Rueda, 



COMPETENCIA DE JURISDICCION. 


DICTAMEN DEL FISCAL DEL TRIBUNAL SUPREMO DE GUERRA Y MARINA 
EN LA PRESA DE LA CORBETA AllCC Wcivd. 

El Fiscal de S. M. dice: Que en la madrugada del 22 de Abril 
último fué apresada al frente de Algeciras en aguas españolas, in¬ 
mediato á la bahía de Gibraltar, por las barcas de las escampavías 
Cierva y Reñidora y botes de la goleta Concordia, la corbeta Ali- 
ee Ward, su capitán Federico M. Rugg, perteneciente á la matrí¬ 
cula de Valparaíso, que navegaba con pabellón de la República de 
Chile, Estado enemigo de España. Instruida la correspondiente su¬ 
maria por el comandante del citado buque Concordia , y habiendo 
surgido la duda de si deberia conocer del asunto la Comandancia 
general de la provincia de Algeciras ó el Capitán general del depar¬ 
tamento de Cádiz, se consultó por éste á S. M., quien se dignó re¬ 
solver por Real orden de 24 de abril de 1866 que correspondía su co¬ 
nocimiento á la Junta del espresado departamento con asistencia del 
Auditor, según lo prevenido en el art. 12 de la Ordenanza de cor¬ 
so, y en el 35, tít. 5.°, tratado 6.° de las de la Armada de 1748. 
Fué, en su virtud, remitido lo actuado á la citada Junta, la cual, 
después de haber dado al espediente la tramitación que, con ar¬ 
reglo á las leyes corresponde, oyendo á los interesados, dictó sen¬ 
tencia en 9 de Julio último, de conformidad con el dictámen del 
Auditor, declarando por unanimidad de votos buena presa la de 
la citada corbeta Alice Ward, con cargamento de guano, y man¬ 
dando que el valor de dicho buque con cuanto le pertenece y su 
cargo se distribuya á los apresadores según reglamento con deduc¬ 
ción de los gastos causados. Notificada á los interesados, se inter¬ 
puso apelación para ante V. A. por D. Juan Duncano Shau, repre¬ 
sentante de la casa de Comercio Iíomberg y compañía de París, 
que se titula dueña del cargamento; y el Tribunal de presas, de 
acuerdo con el parecer del Auditor, en providencia de 30 de Agosto 
la admitió libremente y en ambos efectos, aunque tan solo respec¬ 
to del estremo en que se declara en la sentencia buena presa e! 
cargamento de guano, y se manda que su valor se distribuya a 

los apresadores del buque con deducción de los gastos, puesto que 
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t '11 cuanto á la propiedad de este nada ha reclamado D. Juan Dun- 
cano. 


Remitidos los autos á V. A. prévia citación y emplazamiento de 
los interesados, mejoró el apelante el recurso, y conferido traslado 
al representante de los apresadores, además de contestar en el fon¬ 
do al anterior escrito, solicita se sirva inhibirse Y. A. del conoci¬ 
miento de los autos, y remitirlos al Sr. Ministro de Marina para que 
dando cuenta á S. M. resuelva gubernativamente, prévia audien¬ 
cia del Consejo de Estado, sobre la validez de la presa; pretcnsión 
a que no se opone la parte apelante, que acepta las doctrinas en 
que se fúndanlos apresadores para pedirla inhibición, indicando 
serle indiferente que sea una ú otra autoridad la que resuelve el 
asunto; y pretensión á que parece asentir asimismo el citado se¬ 
ñor Ministro, puesto que, habiendo recurrido á él el representante 
de los apresadores pidiendo previniera á Y. A. que con suspensión 
de todo procedimiento se inhibiese del conocimiento del asunto y 
remitiera el espediente á aquella superioridad, manifiesta en la 
Real orden que al efecto dirige á este Tribunal en 8 de Febrero 
acompañando el indicado recurso, para que Y. A. acuerde lo que 
estime conveniente, estar conforme S. M. con la opinión emitida 
por el Auditor de Marina de esta córte, reducida á que los juicios 
sobre presas marítimas han sido, son y no pueden dejar de ser de 
carácter administrativo. 


Espuestos estos antecedentes y planteada en la forma mas so¬ 
lemne que puede darse la cuestión de competencia de jurisdicción, 
toda vez que no solo declina la de V. A. una de las partes que in¬ 
tervienen en el espediente, sino el mismo Sr. Ministro de Marina, 
aunque de una manera indirecta ó implícita, emitirá el que suscribe 

su opinión con la brevedad que le sea posible. 

Notoria es á V. A. la doctrina sobre competencia para conocer 
en materia de presas marítimas, consignada en el tratado 6. , tí¬ 
tulo 5.° de las Ordenanzas de la Armada de 1748, en las de 1. de 
Julio de 1779, con las adiciones dé lo del mismo mes y año para 
Indias, en las de 1797 que es la ley 5. a , tít. o.°, libro 6.° de la 
Novísima Recopilación, en las de Corso de 20 de Junio de 1801, 
que es la ley 4. a de los misinos título y libro, y por fin en las de 1^ 
de Agosto de 1802, para el régimen y gobierno militar de las nía 
trículas de mar. Estas líltimas, de acuerdo con las de 1801, que 
como posteriores forman la legislación vigente, cometen esclusrva 
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mente á los comandantes de las provincias marítimas el conoci¬ 
miento de los juicios de presas con apelación á las Juntas de los 
departamentos, de cuyas providencias pueden asimismo alzarse las 
partes que se sientan agraviadas para ante Y. A. (Artículos 4. , o. 
v 7.° de las de 1802, que guardan conformidad con el 11 y si¬ 
guientes hasta el 17 inclusive de las de Corso.) 

Si estas disposiciones legales no hubieran sufrido modificación 
alguna, indisputable seria la competencia de V. A. para conocer 
en estos autos, porque constituyendo hoy, aunque con distinto 


nombre, el antiguo Consejo de la Guerra, y habiéndose alzado de la 
providencia dictada por la Junta del departamento de Cádiz una 
de las partes interesadas en la presa de que se trata, Y. A. era el 
llamado por dichas leyes á entender en el recurso. Pero preciso e s 
reconocer, que aquellas han sufrido una gran reforma, según la 
cual no cabe de modo alguno la competencia de este Supremo Tri¬ 
bunal en el conocimiento de esta clase de asuntos. 

Al establecer la ley de 6 de Julio de 1845 el Consejo Rea! como 
Cuerpo Supremo consultivo para la mejor administración del Esta¬ 
do, previno en su artículo 11, número 4.°, que debería ser siempre 
consultado sobre la validez de las presas marítimas, cuya disposi¬ 
ción completó el Real decreto de 22 de Setiembre siguiente, orde¬ 
nando en su art. 9.°, caso 5.°, que su conocimiento correspon¬ 
día al Consejo pleno; y habiéndose modificado la organización de 
este alto Cuerpo por la novísima Ley de 17 de Agosto de 1870, de¬ 
nominándole Consejo de Estado, reiteró en su artículo 45, caso 8.°, 
la misma idéntica disposición, ordenando que sea oido necesaria¬ 
mente en pleno sobre la validez de presas marítimas; esto es, sobre 
la procedencia, legitimidad y justicia del fallo en que se las declara 
buena presa; porque si ha de dardictámen sobre la validez , preciso 
es que examine los autos, aprecie y califique el acto del apresa¬ 
miento, y manifieste si el Tribunal que ha instruido la sumaria, 
sustanciado el juicio y fallado, ha obrado en justicia ó ha faltado 
á ella al hacer la declaración de buena presa . De manera que el 
ser oido el Consejo sobre la validez, equivale, es enteramente igual 
á ser oido sobre la declaración de buena presa : entre uno y otro 
concepto hay completa identidad. De aquí se deduce que estas le¬ 
yes han dado á dichos acuerdos carácter puramente gubernativo o 
administrativo; porque no de otro modo prevendrían que siem¬ 
pre, necesariamente sea oido un Cuerpo, que según el art. J.° de 
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la ultima citada ley, es e! Supremo Consultivo del Gobierno en los 
asuntos de gobernación y administración ; y la ley no estaría de 
acuerdo consigo misma, si permitiera al Consejo entender en asun¬ 
tos que no tuvieran precisamente el carácter de gubernativos y ad- 
ministrativos, porque desnaturalizaría la institución en el actomis- 
mo de crearla; y en verdad que las presas marítimas no pueden 
ser consideradas bajo otra forma. 

Dominando todavia en las regiones del Derecho internacio¬ 
nal el principio antiguo, consignado en la Instituía de Justiniano: 
Q xm ™ hostil? us capiuntur, jure gentium , statirn capientium 
¡iunt, las guerras marítimas, que como las terrestres seguirán á la 
humanidad en todas sus faces, se proponen todavía como medio de 
alcanzar los gobiernos el fin á que aspiran al declararlas, destruir 
al enemigo con todo lo que pueda constituir y fomentar su riqueza 
y su poder para obligarle á demandar la paz. Acaso no esté lejano el 
dia en que la caridad, hija del Evangelio, que ha acabado, espe¬ 
cialmente en los pueblos cristianos, con los dos grandes males que 
en lo antiguo eran inseparables de las guerras, la esclavitud y la 
confiscación, consume su obra regeneradora de estinguir el segun¬ 
do, que permanece guarecido en las guerras marítimas: obra lau¬ 
dable y humanitaria, que las naciones civilizadas concurren hoy á 
realizar, economizando el corso, á la cual se ha asociado España de 
la manera mas elocuente, no habiendo concedido ni una sola pa¬ 
tente en nuestra última y actual guerra con las repúblicas de Chile 
y el Perú. Mientras llega ese anhelado dia, cuya aurora despunta, 
se reconoce en el Derecho internacional y se consigna en numero¬ 
sos tratados, el derecho de presas, como consecuencia necesaria é 
inevitable de la guerra, estableciéndose de la misma manera, que 
todo botín pertenece al Soberano que hace la guerra, del cual dispo¬ 
ne, ya para indemnizar á los corsarios y ya también para premiai 
los servicios que á la nación prestan los apresadores. 

Mas aconsejando la equidad que antes de adjudicarla y dividir 
la, se examine si la presa se ha hecho valida y legítimamente, para 
no ofender los derechos de las naciones neutrales, se ha reconocí o 
la necesidad de establecer Tribunales que hagan este exámen, y a 
crearlos, ha sido también preciso determinar la naturaleza de tales 
asuntos.—Jamás ha confundido pueblo alguno el juicio de pre^s ma¬ 
rítimas con los juicios ordinarios, con los procesos civiles. ra a " 
en aquellos de un hecho de guerra; porque la presa no es otra eos 
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«que una conquista hecha al enemigo;» y como la dirección y res¬ 
ponsabilidad de la guerra pertenece esclusivamente al Soberano, de 
él también debe ser la apreciación, el juicio y responsabilidad de la 
presa, buscando el consejo de las altas ilustraciones del país, an¬ 
tes de declarar definitivamente su validez, así como ha podido y 
debido buscarlo antes de declarar la guerra. Corresponde, pues, 
esta grave materia al derecho público del Estado, porque no afec¬ 
ta primariamente intereses individuales, sino los altos intereses de 
la Sociedad, la seguridad, independencia y dignidad de la nación; y 
por lo tanto, ni pueden decidirse las cuestiones que de ella surgen 
por las prescripciones y reglas de las leyes civiles, que no las com¬ 
prende, ni mucho menos por los Tribunales encargados de aplicar¬ 
las, que se mueven dentro de la órbita fija, limitada y concreta que 
las mismas les marcan: ai contrario de lo que sucede en las cues¬ 
tiones que proceden de la guerra. En éstas se tienen presentes los 
tratados, las declaraciones é instrucciones previas, oportunamen¬ 
te publicadas y circuladas en forma solemne, y a falla de estos 
distintos criterios y conjuntamente con ellos los principios de de¬ 
recho internacional y de gentes, consignados en tantos y tantos 
tratados de eminentes publicistas, cuya base no es otra que los 
principios de derecho natural y de eterna justicia, creación de 
Dios. 

Por estas razones, los Estados que han tenido poder marítimo o 
disposición para adquirirlo, han considerado desde los tiempos más 
remotos la policía de la navegación materia de la más alta impor¬ 
tancia y complicación, haciéndola objeto de grandes delegaciones 
del poder Dea!, para poner remedio por esta unidad fuerte y cohe¬ 
siva á los abusos que pudieran cometerse. 

De aquí nacieron los Almirantazgos de Francia, Inglaterra \ 
las dos Sicilias, creados en el siglo XVI, con motivo de las Cruza¬ 
das, Tribunales que así como el de Dinamarca, Rusia y los de los 
Estados-Unidos de la misma clase se conservan en su esencia; pues 
aunque una ley de la República francesa de l.° de Febrero de 1793 
suprimió el de aquella nación, sometiendo á los de Comercio y de 
distrito el juicio de presas, bien pronto quedo anulada por el Con¬ 
sulado en 1798, retirando á los Tribunales civiles el conocimiento 
de tales asuntos, y sometiéndolos al Consejo de Estado, y hoy ai 
imperial de presas; con lo cual se dio nueva vida á la doctrina in¬ 
dicada de ser esta materia puramente administrativa, y los Tribu- 
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nales ó autoridades que en ella entienden delegados y mandatarios 
especiales de! Soberano, único juez de la misma. 

De acuerdo con estos incontestables principios, la Constitución 
fundamental de nuestra Monarquía confiere al Itev, con la respon¬ 
sabilidad de sus Ministros, entre otras prerogativas, en el art, 44 
números 4.° y 6.°, «declarar la guerra y hacer y ratificar la paz 
dando después cuenta documentada á las Cortes, y dirigir las rela¬ 
ciones diplomáticas y comerciales con las demás potencias.» 

;Y qué es lo que acontece cuando surgen cuestiones que se ro¬ 
zan ó tienen relación con el ejercicio de estas prerogativas, por 
mas que haya de descenderse á hechos que afecten en segundo 
termino y como resultado de ellas á particulares? ¿Se les somete 
por ventura ó se les ha sometido alguna vez al conocimiento de los 
Tribunales ordinarios? Jamás: como medios conciliatorios, en lo an¬ 
tiguo solia apelarse á la suerte y al duelo de campeones, aunque 
mas frecuentemente y también en tiempos modernos se han visto 
composiciones amigables— amkce litis compositiones —que han pro¬ 
ducido una cesión voluntaria de derechos— remissio gratuita —ó una 
transacción , buscándose para ello un amigo común, que interpu¬ 
siera sus buenos oficios— bona officia —ó un mediador— mediator 
pararías ,—ó sometiéndose á veces al juicio de un árbitro; y ago¬ 
tados los medios de conciliación, aunque antes de romper entera¬ 
mente las relaciones de amistad, al empezar á emplear los medios 
de fuerza, que en lo antiguo estaban comprendidos bajo la signifi¬ 
cación de la palabra Tallón 9 desterrada ya hoy del derecho de 
gentes, se apela al embargo de capitales ó cosas pertenecientes al 
Estado disidente ó á sus súbditos: al reapoderamiento de la propie¬ 
dad ó derecho que le ha sido arrebatado: al ejercicio de una vio¬ 
lencia semejante á la que se ha esperimentado— retorsio facti : á 
las represalias de personas, derechos ó cosas; y por último, en toda 
estremidad á la guerra. De modo que las cuestiones que se refieren 
á las dos citadas prerogativas se ventilan, como siempre se venti- 
laron, en la vía diplomática, y se deciden por el Soberano, oyendo, 
si le parece oportuno y la ley no lo dispone espresamente, al Coa 
se jo de Estado, por ser asunto de alta política y de administración: 
y cuando se considera que las resoluciones adoptadas afectan 
comprometen la justicia ó los derechos de la nación, se ... a 
cuestión al Parlamento, se debate y hasta se exige la responsa n 
dad á los Ministros, si se les convence de haber incurrido en e 
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Pues á esta clase de asuntos corresponde todo cuanto á la guerra 
se refiere, y por consiguiente las presas, como resultado del dere¬ 
cho de declararla y de las condiciones que el Gobierno determina 
al tiempo de la declaración. 

No es posible ni desnaturalizarlos, ni rebajar la alta importan¬ 
cia y categoría en que la lev mas respetable de todas los coloca. 
Abranse los tratados mas notables de derecho internacional y de 
gentes, general ó marítimo, desde Grocio hasta el presente, y se 
verá á sus ilustres autores Yattel, Bello, Ravneval, Pinchiro, Elliot , 
Azuni, Pando, Negrin, Riquelme, Eugenio Cauchv en su novísima 
obra publicada en 1862, premiada por la Academia de ciencias mo¬ 
rales y políticas de Francia, y tantos otros, estar de acuerdo con 
la doctrina espuesta. 

En ella se fundaron nuestros legisladores al organizar en 1845 
el entonces llamado Consejo Real, y en ella se han apoyado de 
nuevo al reformar este Cuerpo, denominándole Consejo de Estado, 
en la vigente ley de 17 de Ag^to de 1860. 

Pero es mas: tampoco nuestra antigua legislación, todavía vi¬ 
gente hoy en cuanto por aquella no está derogada, se aparta de los 
mencionados principios ni contraría aquella doctrina filosófica. 
¿Cómo seria posible hacer semejante agravio á nuestros sábios pre¬ 
decesores, que en contacto con las naciones más ilustradas del glo¬ 
bo, tenian necesidad de mantener con ellas en épocas florecientes 
para España íntimas y continuas relaciones de todas clases? Nues¬ 
tros Códigos marítimos y Ordenanzas de Corso estaban á la altura 
á que se encontraban las de los pueblos más adelantados; y jamás 
Gobierno ni diplomático alguno español dejó de inspirarse en el es¬ 
píritu civilizador y reformador de que pudiera haber hecho osten¬ 
tación el Gobierno ó diplomático mas ilustrado. 

Estudiadas detenidamente las Ordenanzas de 1801 v 1802, lo 
mismo que las de la Armada de 1748 en materia de presas, no se 
deduce de modo alguno que dejaran de dar á estos asuntos carác¬ 
ter gubernativo. No se pierda de vista ante todo, que en aquella 
época, en que no habia nacido todavía la ciencia de la Administra¬ 
ción con la independencia y separación, respecto de otros ramos 
del derecho, que hoy se la reconoce, las materias y asuntos que 

eran de su peculiar incumbencia estaban confundidos v mezclados 

%> 

coa los de carácter puramente civil y criminal; de lo cual nos ofre¬ 
cen mil ejemplos las mismas leyes de la Novísima Recopilación de 
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época coetánea á las de que estamos ocupándonos. ¿Cómo estrañar, 
pues, que una de ellas puramente política y administrativa, como 
la de Corso, figure en un Código civil, ni tampoco que otras dispo¬ 
siciones de igual índole aparezcan en el que organiza la marina 
mercante, y en el cual hay leyes de todas clases; orgánicas, disci¬ 
plinarias, gubernativas, criminales y de procedimientos....? 

Las materias administrativas, políticas y de gobierno no estaban 
entonces tan peifectamente deslindadas como hoy lo están; v si en 
aquella época pudo confundirse lo judicial con lo gubernativo, los 
piogiesos científicos que hemos alcanzado no permiten hoy que se 
(enfundan. 

En el espíritu, en la mente del legislador de las Ordenanzas 
espresadas estaba, que la jurisdicción que creaba para entender en 
materia de presas, no era igual á la destinada á conocer en asun¬ 
tos comunes de interés privado: que los juicios que respecto de la 
primera debían celebrarse, diferian de los que los Jueces ordinarios 
celebraban para dirimir las contiendas que procedían del derecho 
civil ó criminal: que los Tribunales, al efecto erigidos, eran de una 
índole especial con facultades concretas y peculiares, y que las sen¬ 
tencias que pronunciaban, participaban de esa misma especialidad 
y anomalía, que les hacia desemejarse de las verdaderas sentencias 
dictadas por Tribunales de jurisdicción propia é independiente de 
todo otro poder. 

Si el legislador hubiera querido equiparar las presas á cual¬ 
quiera otro asunto, de los muchos en que entienden los Tribunales 
de justicia, ¿por qué no los sometía pura y simplemente a la juris¬ 
dicción de Marina, á los Juzgados y Tribunales que la desempeñan 
y á las leyes de su peculiar procedimiento? Esta conducta hubiera 
alejado todo género de duda. Pero no lo hizo así: creó un Tribunal 
especial; le marcó un procedimiento especial también, y como no 
podia ménos, su fallo había de participar de esa misma especia¬ 
lidad. 

Las Ordenanzas de la Armada de 4748 demuestran esta opimon 

de la manera más concluyente. o „ 0 

Disponen los artículos 27, 33, 34 y 36, tratado 6. , títuo o., 
que instruida la sumaria por un Fiscal militar del ramo, á presencia 
del Comandante del buque y del Ministro, se someta el conoci¬ 
miento al Intendente del departamento, para que oyendo al u i 
tor, declare si ha de ser buena presa, después de cuya dec aracio > 
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ó antes si el caso es dudoso, debe remitir lo actuado al Rey: es 
decir, en el primer caso para resolver definitivamente, alterar ó 
modificar la resolución del Intendente; y en el segundo, para dar 
solución á la duda y marcar al Tribunal la conducta que ha de se- 

•j 

guir. 

En cuanto á las presas que se conduzcan á puertos de América, 
previene el artículo 46 de los mismos título y tratado, que sean 
Jueces el Comandante de Marina de mas grado ó antigüedad, el 
Ministro de Marina de mas carácter que se halle en el puerto, el 
Gobernador y los Oficiales reales de la plaza: que determinen acor¬ 
des según las órdenes que tuvieren , y que pasen á manos del Rey 
en primera ocasión noticia exacta de todo lo practicado, con los 
instrumentos originales. Respecto de las presas hechas en parajes 
distantes, concede el art. 47 facultades ámplias para disponer de 
ellas á los Comandantes reunidos con el Ministro de la escuadra, ó 
al Jefe y Oficiales del buque si fuese suelto. 

Una idea se destaca de entre todas estas disposiciones legales; 
a saber, la de que tanto el Intendente en los puertos de la penín¬ 
sula (hoy el Capitán general del Departamento), como la Junta 
nombrada para los de Ultramar, no son más que unas comisiones, 
unos mandatarios designados por el Rev para entender en el asunto 
de presas, en virtud de su delegación especial, ad hoc ; por lo cual 
les encarga que resuelvan según las órdenes que tuvieren; esto 
es, las que el mismo Monarca les hubiese dado al declarar la guer¬ 
ra; y que le remitan todas las actuaciones después de terminadas, 
ó le consulten antes las dudas. Estas frases, estas prevenciones y 
encargos revelan de la manera más evidente, que nunca quiso el 
Rey desentenderse, ni delegar en autoridad ni Tribunal alguno la 
facultad absoluta de conocer independientemente en materia de 
presas, y que deseó reservarse y se reservó su revisión y el ejer¬ 
cicio de su personal autoridad en tolos y en cada uno de estos ex¬ 
pedientes. ¿Cómo, pues, podrá sostenerse que ese Intendente y esa 
Junta obraban como obra un Tribunal de justicia, ejerciendo una 
jurisdicción omnímoda , completa, independiente de todo poder que 
no sea un Tribunal Superior de alzada ó de consulta, cuya sen¬ 
tencia sea asimismo completamente ejecutoria , sin que haya posi¬ 
bilidad tampoco de alterar ni modificar su fallo, directa ni indirec¬ 
tamente, en la esencia ni en la forma en lo principal ni en sus ac¬ 
cidentes?^: ese Intendente y esa Junta eran, repetiremos, unas 
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autoridades especialmente comisionadas, mas bien en la vía guber¬ 
nativa que en la judicial, por el Roy que quería entender directa¬ 
mente en las presas como asunto concerniente á la guerra, y por 
!o tanto político y administrativo; cuya opinión confirma más y más 
la misma variedad y anomalía en cuanto á la composición de lo que 
se llama Tribunal, por más que se revistiese su procedimiento de 
ierto aparato judicial, que garantizase la justicia de! fallo que se le 
‘íicomeiidaba. 


r 


Las mismas reflexiones se desprenden délas disposiciones conte¬ 
nidas en las Ordenanzas del corso y de matrícula. Verdad es que 
en ella se usan las voces de Tribunal , juicio , instancia y sentencia , 
peculiares de los juicios ordinarios que se sustancian en los Tribuna¬ 
les de justicia; pero no es menos cierto, qne solo impropiamente 
ó en sentido lato y como por analogía se apela á ellas. Todos los Tri¬ 
bunales, cualquiera que sea su fuero, que ejercen jurisdicción pro¬ 
pia é independiente, se ajustan en el procedimiento y en el fallo ó 
sentencia á reglas fijas é invariables, contenidas en leyes preexis¬ 
tentes, que deben aplicar con todo rigor. En la materia que nos 
ocupa, las reglas señaladas á los Tribunales de presas no son otras 
(¡ue los tratados si existen, las órdenes particulares que se les ha¬ 
yan comunicado por el poder ejecutivo, el sentimiento del honor y 
las inspiraciones de su conciencia, á partir de los eternos principios 
de justicia en que se funda el derecho de gentes. ¥ ¿se ha visto ja¬ 
más que funcione Tribunal alguno de justicia sin otras garantías, 
sin otro criterio, sin reglas precisas y leyes claras y terminantes cu¬ 
ya aplicación les esté encargada? A. lo que esta forma de proceder 
se acomoda es, ó á un juicio puramente arbitral, ó á un procedi¬ 
miento gubernativo cuya base, á falta de ley espresa, es la conve¬ 
niencia y la equidad. 

Para que resalten más las razones en que el Fiscal apoya su opi¬ 
nión, citaré una autoridad, que por nadie será rechazada; á saher, 
la del difunto Monarca Sr. D. Fernando Vil, que en Real orden de 
SI de Agosto de 1831 decia terminantemente,, «que las Juntas de 
departamento no eran Tribunales de Justicia , y que sus juicios st 
limitaban á declarar buena ó mala la presa, sin que pudieran co¬ 
nocer en la parte criminal, que correspondía á los Consejos de guei 
ra y Tribunales de justicia, según las Ordenanzas.» El espresado 
Monarca caracterizaba perfectamente las atribuciones de la Junta e 
departamento, equiparándolas á las que en materia de naufragios a 
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confieren losarts. 10.° y 16.°, tít. 6.° de la Ordenanza de matrícula, 
segnn los cuales, aquella interviene solo mientras que el asunto no 
sale déla esfera gubernativa; porque tan pronto como se le da carác¬ 
ter criminal, se somete judicialmente al conocimiento y fallo del 
Consejo de guerra ordinario; aconteciendo por consiguiente lo mismo 
que se dice en la lleal orden anterior de Agosto de 1851. 

No desvirtúa estas reflexiones la circunstancia de permitirse tres 
instancias en estos juicios, según lo prevenido en las Ordenanzas de 


corso v de matrículas; á saber, la del Comandante de Marina, la de 
la Junta de departamento, y la que podia seguirse ante este Supre¬ 
mo Tribunal; porque la forma particular dada por la ley al juicio, 
aceptando esta voz, mejor dicho al procedimiento, no destruye la 
esencia y naturaleza del mismo; toda vez que si como se ha demos¬ 
trado, el asunto que se ventila es de índole gubernativa ó adminis¬ 
trativa, no dejará de serlo por más que se le revista de formas judi¬ 
ciales; confusión que procede del indicado retraso de las ciencias 
jurídicas á principios del presente siglo, en que todavía no se había 
trazado la línea divisoria entre lo judicial y lo administrativo; como 
lo demostraría, á falta de otros ejemplos, la famosa ley recopilada, 
pragmática de Corregidores, en que se les conferian atribuciones de 
todo género. 

Sin embargo, preciso es dejar consignado que este Supremo Tri¬ 
bunal ha venido conociendo legítimamente de dichos asuntos, puesto 
que aun en el concepto indicado de ser gubernativos ó administra¬ 
tivos, el Tribunal estaba llamado por la ley antigua á conocer y fa¬ 
llar bajo el doble concepto que aquella le daba de Consejo Supremo 
de la Guerra; y de cierto hubiera dejado de hacerlo si publicada la 
ley orgánica del Consejo lleal de 1845, hubiera seguido á ella, co¬ 
mo parecía regular, el oportuno reglamento en que se desarrollaran 
los principios en la misma consignados. Ni se hizo esto, ni se provo¬ 
có en caso ninguno, si es que alguno nuevo ocurrió, la cuestión hoy 
promovida en forma legal y solemne de competencia de jurisdicción 
en vista de lo preceptuado en la ley vigente de 1860, cuestión que 
es preciso ya abordar y resolver. 

No es posible, en concepto del cpie suscribe, que Y. A. con¬ 


tinúe conociendo en asuntos concernientes á presas marítimas. 

Desde el momento en que una ley, como la citada, les da ca¬ 
rácter administrativo, toda vez que somete al conocimiento del pri¬ 
mer Cuerpo de esta clase en la vía consultiva la apreciación de la 
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\alulcz de las presas, V. A. no puede ya seguir conociendo de ella 
111 lllll S im sentido: no como Consejo Supremo de la Guerra, porque 
mi antigua atribución bajo tal concepto lia sido trasferida par la ley 
de 18G0 al Consejo de Estado; pero mucho menos como Tribunal 
Supremo de Justicia en materias de marina. 

Entie las atribuciones de un Tribunal ordinario de Justicia y las 
(¡lie competen á la autoridad administrativa hay antagonismo abso¬ 
luto, incompatibilidad notoria, si se las pretende conciliar y reunir 
en un mismo asunto. No es posible, como parece pretenderse por 
algunos jurisconsultos en la cuestión que hoy debatimos, que las 
presas marítimas puedan ser en primer término objeto de un juicio, 
digámoslo así, civil y ordinario con todas las consecuencias que le 
son propias, y que después y en segundo término puedan también 
serlo de un espediente gubernativo. Este procedimiento seria anó¬ 
malo, irregular y completamente contrario á los principios sobre 
que descansa el derecho administrativo. 

Siempre que se interesa la Administración en un asunto, ella es 
la que empieza á conocer, y lo hace según su naturaleza en la vía 
activa ó en la contenciosa; pero tan pronto como ve ó se le demues¬ 
tra en formal reclamación, que no es de su incumbencia por cor¬ 
responder á los Tribunales de Justicia, se inhibe de él, se abstiene 
completamente de conocer, y deja que estos entiendan con entera 
independencia. 

La jurisdicción civil es completamente diversa de la administra¬ 
tiva, como lo son los asuntos de que una y otra entienden; y como 
no es posible que éstos participen á la vez del doble carácter de or¬ 
dinarios ó comunes y administrativos, de ahí que jamás puedan en¬ 
contrarse ambas jurisdicciones confundidas cu un mismo asunto, 
lo contrario produciría el caos. 

Si aceptando la indicada opinión, acordase V. A retener el co¬ 
nocimiento del espediente del AUce Wanl y dictase sentencia, foi- 
zosamente habría de ser ejecutoria, puesto que pondría término de¬ 
finitivo al juicio; en cuyo caso, debería mandar se remitiese c^rti i 
(‘ación de la misma al Capitán general del departamento de Cádiz 
para su ejecución y cumplimiento; pero entonces, ¿cómo se ic^pe 
taba lo que la ley orgánica del Consejo de Estado dispone; ¿Cuan 
do habia de ser oida esta alta Corporación por el Gobierno sobre a 
validez de la presa, es decir, sobre la justicia que enciérrala decía 
ración de buena presa hecha por el Tribunal del departamento; 
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si la validez estaba declarada definitiva é irrevocablemente por 
Y. A. en una sentencia firme, que ningún poder tendría facultad 
de atacar ni desvirtuar, ¿qué importancia, que resultado había de 
producir la declaración del Gobierno de S. M. á virtud de la con¬ 
sulta del Consejo. 

Continuemos desarrollando la hipótesis.—Supóngase que el Go¬ 
bierno, en cuyo conocimiento se pone la sentencia del Tribunal, 
declara de acuerdo con el Consejo lo contrario de lo que V. A. ha 
declarado. ¿Cuál de las dos declaraciones prevalece? ¿La de Y. A.? 
Entonces la ley del Consejo de Estado, esta alta institución y el Go¬ 
bierno de S. M. quedan en la mas completa desautorización. ¿Pre¬ 
valece la del Gobierno, porque esto es lo que quiere la última noví¬ 
sima ley, que deroga todas las anteriores que con ella no estén con¬ 
formes? Entonces, ¿qué ha venido a ser la santidad de la sentencia, 
la irrevocabilidad y firmeza de la cosa juzgada? 

Una providencia gubernativa la habrá destruido, y por consi¬ 
guiente el art. 66 de la Constitución de la Monarquía, en que se 
previene que á los Tribunales y Juzgados pertenece esclusivamente 
la potestad de aplicar las leyes en los juicios civiles y criminales, 
habrá quedado completamente menospreciado, y el antiguo princi¬ 
pio respetado por todas las generaciones, res judicata pro veritate 
habetur , borrado para siempre como una decepción. Véase lo ab¬ 
surdo de tal opinión. 

Pero encerrándose en el último baluarte, todavía se insiste di¬ 
ciendo, que la ley del Consejo de Estado es aplicable tan solo en el 
caso de que, después de llevada á efecto la sentencia ejecutoria del 
Tribunal de presas del departamento, si no se apela, ó de V. A. si 
se ha apelado, recurra el Gobierno del buque apresado reclamando 
del español por la vía diplomática la reparación de los danos cau¬ 
sados, y atacando la justicia del fallo: entonces, se dice, es cuando 
en esta cuestión internacional ha de oirse necesariamente al Conse¬ 
jo de Estado. 

Semejante interpretación carece completamente de fundamen¬ 
to. El precepto de la ley de 17 de Agosto de 1860 es absoluto: d 
Consejo ha de ser oido necesariamente sobre la validez de Jas pre¬ 
sas: luego no es posible que se haga la declaración definitiva, la 
que ha de llevarse á efecto en España y que por consiguiente ha 
de ser ejecutoria, sin que ántes sea oido el Consejo de Estado. 
Cualquiera interpretación distinta, como abiertamente contraria á 
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ina(]mis ¡We. Pero aunque se aceptara tan 

• - < iteligencia, ¡amas daberia consentirse ni establecerse una 

iiirisprudencia que rebajaría el prestigio y alta autoridad judicial 

(fO y. A. 

La sola hipótesis, la posibilidad tan sólo de que por la vía diplo¬ 
mática, que no es otra cosa que la via administrativa, se recono¬ 
ciese, aunque fuera con las mayores salvedades, que el Tribunal 
no bab¡a sido justo al dictar la sentencia, que ésta no se acomodaba 
a los principios de justicia y reglas del derecho de gentes, ó que no 
bahía respetado bastante los derechos de los dueños del cargamen¬ 
to ó buque apresado, inferiria el mayor de los agravios al Tribunal 
sentenciador; y por más que pretendiera suponerse, en el caso de 
acordar el Gobierno español la indemnización reclamada por el del 
buque, que la sentencia quedaba firme y cumplida la ejecutoria por 
haber pasado al dominio del apresador la propiedad apresada, esto 
no pasaría de una ridicula yfarisáica ficción, puestoqueen la esen¬ 
cia y en verdad el Gobierno resolvía que el Tribunal se habia equi¬ 
vocado, que habia quebrantado la justicia y conculcado los derechos 
de súbditos estranjeros, á quienes prevenía se indemnizase ó rein¬ 
tegrase de los daños y perjuicios que se les habían irrogado: todo lo 
cual equivaldría á una implícita declaración de nulidad de un juicio 
fenecido y al parecer ejecutoriado, al menos respecto del dueño de 
la presa, en la misma forma administrativa, incompatible con las 
prescripciones y doctrinas legales anteriormente indicadas. 

Cualquiera que sea el aspecto bajo el cual se presente la cues¬ 
tión, siempre que se pretenda sostener el carácter judicial en estos 
asuntos para que luego tomen el de gubernativos ó administrati¬ 
vos, resultará esa necesaria incompatibilidad, ese forzoso antagonis¬ 
mo en desprestigio de los Tribunales, en infracción abierta de los 
principios sobre que descansa la administración de la justicia común 

v ordinaria. . 

' iCómo se salva este conflicto? Respetando pura y simplemente 

[a lev actual de 17 de Agosto de 1860; dando á estos asuntos el 
tínico carácter posible, que la misma les da, el administrativo; ven¬ 
tilándose en primer término según las leyes vigentes en esta parte 
SU* ante el Tribunal de presas del correspondiente depa - 
lamento, compuesto de la Junta económica y Auditor, presidida p 
el Capitán general eon amplia audiencia de los interesa 

erando y último, ante el Gobierno de S. M. en 
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Administración, prévia necesaria consulta del Consejo de Estado. 
Así quedarán suficientemente garantidos todos los intereses y dere¬ 
chos que se debatan, y dispuesto y preparado convenientemente ei 
Gobierno á contestar las reclamaciones que por la vía diplomática 
puedan hacérsele sosteniendo y defendiendo sus propios acuerdos, 
ó reformándolos y revocándolos, si así apareciese conveniente, como 
siempre puede hacer todo Gobierno cuando se trata de materias ad¬ 
ministrativas, sin faltar á ninguna ley, ni quebrantar ningún prin¬ 
cipio de derecho. 

En vista de lo espuesto, el Fiscal de S. M. opina y propone 
á V. A. se sirva inhibirse del conocimiento de estos autos, v remi- 
tirios con copia del presente dictámen, si lo cree oportuno, al señor 
Ministro de Marina, para que resuelva lo que considere justo y ar¬ 
reglado á la ley. 

V. A., no obstante, acordará como siempre lo más acertado. 

Madrid 10 de Marzo de 1867. 


Gil Osorio. 
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DEL DESACATO Á LA AUTORIDAD. 


dictamen emitido por el fiscal de la audiencia de valencia don 

RICARDO DIAZ DE RUEDA, EN EL INCIDENTE SOBRE EXCARCELACION DE 
DON FÉLIX ZARRANZ, DIRECTOR DEL PERIÓDICO La Verdad. 

«El Fiscal ha examinado estas actuaciones remitidas en com¬ 
pulsa, y acepta los razonamientos expuestos por el Promotor fis¬ 
cal para apoyar la excarcelación, bajo fianza, de D. Félix Zar- 
ranz. 

Todo desacato es una calumnia, injuria, insulto ó amenaza á la 
autoridad ; pero no toda calumnia , injuria, insulto ó amenaza á la 
autoridad es desacato. El Juez de primera instancia, estableciendo 
entre esas ideas una exacta reciprocidad, se ha preocupado con ia 
letra material del art. 193 del Código, sin reparar que está compren¬ 
dido en el título de los delitos contra el orden público. El desacato 
es, pues, uu ataque á ese orden público que requiere acatamiento 
V reverencia personal á la autoridad, cualquiera que sea su con¬ 
ducta, salvo el empleo de los medios legales de combatirla. A Dios, 
que es inmenso, como dice el Promotor fiscal, debe acatársele en 
todas partes, y donde quiera que este deber se quebrante, es una 
consecuencia precisa la de que se le considere desacatado. 

Como las autoridades, á pesar de la especie de majestad de que 
están revestidas, son séres limitados y no llenan el espacio, es ne¬ 
cesario acercarse ó dirigirse á ellas para acatarlas ó desacatarlas, ó 
lo que es lo mismo, para mostrarlas reverencia ó irreverencia. De 
aquí se sigue que solo en tres casos constituyen desacato las inju¬ 
rias, calumnias ó amenazas á la autoridad: primero, cuando se 
realizan á su presencia material; segundo, cuando en escrito dirigi¬ 
do á ella; y tercero, cuando se trasmiten por medio de algún agente 
enviado por la misma autoridad. Así se observa que el desacato se 
define y castiga en el Código á continuación del atentado. Los o> 
delitos forman grados sucesivos: el atentado envuelve hechos uo 
lentos personales, y el desacato imputaciones ofensivas tammen 
personales. Esa es la gradación, de la cual se pasa después á otra^ 
dos categorías que tienen un lugar mas distante en el Código, a sa 
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ber: la injuria ó calumnia á la autoridad, y la falta de respeto á la 
misma. El desacato es siempre un desorden, y aun cuando se pro¬ 
bara la verdad de la imputación ofensiva que le constituye, no se 
libraría de pena su autor, si bien esa circunstancia podría hacerle 
menos grave v causar una grave atenuación. 

U «j 'O 

Por eso dice bien el Promotor fiscal que el que desacata se atrae 
siempre su propia condenación, y no así el que injuria ó calumnia 
á la autoridad, porque en este segundo caso depende el éxito de la 
verdad ó falsedad del hecho imputado. No de otra manera se con¬ 
cibe que en el cap. 3.°, tít. 3.°, lib. 2.° del Código no se encuentre 
un artículo parecido al 378 y 383. 

La doctrina del auto apelado no solo es perniciosa á la causa 
del orden público, que consiste en el respeto á la ley y á la autori¬ 
dad, sino que envuelve el mayor de los ataques que pueden diri¬ 
girse á la libertad de imprenta. 

La prensa periódica, encargada de inquirir y publicar los abu¬ 
sos que contra la observancia de las leyes se cometan, encontraria 
un obstáculo insuperable en el procedimiento del desacato grave \ 
prisión preventiva que realza el juez del distrito del Mar. Los pe¬ 
riódicos no desacatan, porque no se escriben ó imprimen á presen¬ 
cia de la autoridad, ni se dirigen á ella, sino al público. Véanse las 
leyes especiales que han regido sobre imprenta en distintas épocas, 
y á pesar de las minuciosas clasificaciones de delitos que contienen, 
no se hallará el desacato, yen su lugar aparecerá siempre Ja inju¬ 
ria ó calumnia á la autoridad ó funcionario público. 

Si alguna vez, con malicia ó con imprudencia, se abusa de la 
imprenta para hacer imputaciones ofensivas á las autoridades, fór¬ 
mese el correspondiente proceso por injuria ó calumnia, y en el 
caso de que las personas responsables no prueben la verdad de 
aquellas con arreglo álos artículos citados 578 y 383, impóngaseles 
la pena del injuriante ó calumniador, teniendo presente respectiva¬ 
mente la circunstancia agravante 16 del art. 10 y lo dispuesto en el 
número cuarto del art. 380. Para esto tienen las autoridades á su 
favor el procedimiento de oficio que establece el artículo 391 de! 
Código, el cual no puede aplicarse á las mismas en la esfera priva¬ 
da, como sin esponer razón alguna lo afirma el Juez de primera ins¬ 
tancia. Las personas revestidas de autoridad pueden verse envuel¬ 
tas en conflictos provenientes de las relaciones del hombre privado. 

como propietario, como amo, como profesor, etc., v las ofensas que 
TOMO II. * 45 
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( ; n est( ^ sení i ( lo se causen no están comprendidas en el citado ar¬ 
ticulo 591, y solo pueden perseguirse á su instancia. £1 Fiscal ofen¬ 
dería la ilustración de la Sala si emitiera un dictámen mas estenso 
itteica del punto que es objeto de la apelación, y sin perjuicio de 


provocar oportunamente las cuestiones á que se preste el procedi¬ 
miento en la forma ó en el íondo, concluye con la pretensión de 
que Y. E. se sirva revocar el auto apelado, y en su virtud acordar 
que se alce la prisión del 1). Félix Zarranz, si diere la fianza cor¬ 
respondiente que se le designe.» 


¿Debe ser uno solo el tribunal que persiga los artículos injurio¬ 
sos 6 calumniosos que se publican en un periódico y se reproducen 
en otros con espresion de hacerse por copia? ¿Cuándo hay respon¬ 
sabilidad por parle del periódico que copia de otro un articulo inju¬ 
rioso ó calumnioso? 


INSTRUCCIONES DADAS POR EL FISCAL DE LA AUDIENCIA DE VALENCIA 

DON RICARDO DIAZ DE RUEDA. 

Seguíase causa recientemente en uno de los Juzgados de aque¬ 
lla capital contra el Director del periódico titulado La Verdad por 
haber publicado un artículo tomado de La Regeneración, diario de 
.Madrid, que se consideró ofensivo a! Ayuntamiento de la misma. 
El citado periódico La Verdad empleó el encabezamiento siguien¬ 
te: «Leemos en nuestro apreciable colega La Regeneración .» A es¬ 
tas palabras de referencia sigue el artículo que aparece entre co¬ 
millas para demostrar más y más la idea de una simple copia. De 
las diligencias practicadas en cumplimiento de exhorto dirigido á 
uno de los Juzgados de Madrid, resultó que se estaba procediendo 
en el mismo por la publicación del indicado artículo en La Regene¬ 
ración . # 

Enterado de esos antecedentes el Fiscal de la Audiencia de \ a- 

tencia, dió al Promotor Fiscal las siguientes instrucciones: 

«Es altamente ilegal la pluralidad de procedimientos contra ar¬ 
tículos ó sueltos publicados en un periódico y copiados en otros con 

referencia espresa al primero. 7 

Él ejercicio de la libertad de imprenta está sujeto á las leyes j 
tribunales comunes, sin otras especialidades que las establecí aspo 
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d decreto de 23 de Octubre del año anterior sobre la responsabili¬ 
dad sucesiva de los autores y directores en unos casos, v de los au¬ 
tores, editores é impresores en otros. 

Tratándose del honor, puede la prensa ofender de dos maneras, 
á saber: causando injurias que envuelven necesariamente responsa¬ 
bilidad por no admitirse prueba sobre la verdad de las imputacio¬ 
nes, según el art. 383 del Código, é incurriendo en calumnias a 
cualquiera persona ó en injurias al funcionario público sobre he¬ 
chos concernientes al ejercicio de su cargo, en cuyos casos pro¬ 
bada la verdad de las imputaciones, procede la absolución del acu¬ 
sado. 

Si un periódico injuriare en la primera forma expuesta, la re¬ 
producción del artículo ofensivo en otro constituiría un acto inde¬ 
pendiente, y cada uno de ellos quedaría sometido al Juzgado de la 
respectiva demarcación. El reproductor debe saber que injuriando 
á particulares ó á funcionarios fuera de actos propios de su cargo, 
quebranta un deber requerióle y requerido con sanción pena!, e 
incurre forzosamente en las responsabilidades establecidas por el 
Código. No puede haber escusa en la copia con que, á sabiendas de 
ejecutar una cosa mala y punible, se propaga la ofensa que por su 
naturaleza repele toda prueba sobre la verdad de los hechos (pie la 
constituyen. Hallar entonces relaciones entre el responsable del ori¬ 
ginal y el de la copia seria tan infundado, como si se buscara entre 
el autor de lesiones causadas á alguno en Madrid, y el que sabedor 
de habérsele inferido allí, se las causara á su vez en Valencia. En 
tales casos es evidente que cada delito se circunscribe á un lugar 
determinado, y éste es el que surte fuero y justifica la existencia de 
tantos procesos, cuantos sean los hechos cometidos en diferentes dis¬ 
tritos jurisdiccionales. 

Lo contrario sucede cuando se trata de artículos o sueltos que, 
conteniendo ofensas a! empleado público por razón de su cargo, o 
imputaciones de un delito justiciable de oficio, pueden obtener ó 
nó la absolución según se pruebe ó deje de probar la verdad de los 
hechos imputados. Por regla general es imposible conocer desde 
luego si lo que dice un periódico en los conceptos expresados es 
verdadero ó falso. Las censuras, pues, contra funcionarios públicos, 
que forman una parte muy importante de la misión de la prensa, v 
ias noticias de hechos constitutivos de delito no podrían trasladarse 
eun periódico a otro, si se admitiera la procedencia de la perse 
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rucion criminal en cada uno de los puntos, muchas veces distan- 
,0 '- on í l ue l° s redactores se sirven mutuamente de los materiales 
que encuentran en las demás publicaciones. Antes que el Director 
del periódico es responsable el autor de los artículos ó sueltos, y 
* orno éste no puede suponerse que exista respecto del diario que se 
limita á trasladar la noticia ó censura con espresion del que la con¬ 
tiene, exige el orden que el procedimiento se dirija á la publicación 
originaria. Si allí no consta ó no se revela el autor del artículo per¬ 
seguido como delito, el Director habrá de responder de una ofensa 
causada en su periódico y agravada más ó menos por haber dado 
lugar á su mayor propagación en otros diarios. Así se facilita la ad¬ 
ministración de justicia en interés de la causa pública y de las per¬ 
sonas agraviadas ; así se consigue que el juez competente respecto 
de la publicación originaria dicte providencias para impedir en lo 
posible la circulación, no solo de aquella, sino también de las demás 
que hayan reproducido el artículo, suelto ó noticia, que sea objeto 
del procedimiento; así se evita el conflicto de fallos sobre un mismo 
hecho; así los denunciantes no se verán precisados á multiplicar las 
denuncias y ser parte en un gran número de procesos; así bastará 
en fin un solo Juez, y enlas persecuciones oficiales un solo Promotor 
fiscal, para aplicar las leyes penales de una manera satisfactoria 
para la sociedad, para los particulares y para las autoridades, cor¬ 
poraciones ó clases determinadas del Estado. 

El interés de los mismos procesados, que por serlo no dejan de 
tener derecho á que se les evite toda vejación innecesaria, reclama 
imperiosamente que se les oiga ante un solo tribunal, puesto que uno 
solo es el hecho, y una sola la defensa que pueden oponer á las acu¬ 
saciones que partieran de diversos puntos. 

Enorme seria ciertamente la vejación que se impondría á los 
autores de artículos, y por consiguiente á la libertad de imprenta, 
si encausados en el distrito judicial en que saliera á luz alguno que 
pareciese ofensivo, lo fueran también en los demás en que se le re¬ 
produjera por virtud del cambio recíproco de que se sin en los pe 
riódicos para proveer á su diaria confección y satisfacer las exigen¬ 
cias del público. . ,, i 

Si la prensa se convierte alguna vez por desgracia en vehicu o 

de difamación y calumnia, porque en la imperfección umana no 
hay institución de que no se abuse, no por eso ha de íacerse s 
á los escritores públicos el gravámen de ser llevados á di eren es 
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hunales por un solo hecho que no puede perder su identidad poi la 
reproducción en mayor ó menor número de periódicos, lo cual no 
constituye más que un accidente de propagación más ó ménos es- 
tensa. 

Podrá suceder alguna vez que los autores ó directores de la pu¬ 
blicación originaria obren de acuerdo con la dirección de otros pe¬ 
riódicos para reproducir y estender la ofensa, y entonces se esta¬ 
blece una delincuencia común, cuya parte más grave corresponde 
al punto de dicha publicación originaria, y decide la competencia á 
favor del mismo, sin que se entienda infringido el artículo 41 de la 
Constitución vigente. Esa delincuencia común no está localizada 
en un distrito determinado*, sino que se estiende de uno á otro, y es 
necesario en tal indivisión buscar la unidad de tribunal por razones 
de acumulación y competencia. 

Así lo ha entendido varias veces el Tribunal Supremo de Justi¬ 
cia al decidir competencias sobre conocimiento de delitos conexos ó 
dependientes entre sí, cuya comisión no se ha circunscrito á una 
demarcación judicial. 

Por tanto, no procede la continuación de la causa, y debe pe¬ 
dirse la inhibición y consiguiente remisión de ella al Juzgado de 
Buenavista de Madrid (4).» 


Injuria y calumnia por medio de la imprenta.—Observaciones 
sobre su naturaleza y condiciones. 


DICTAMEN DEL FISCAL DE LA AUDIENCIA DE VALENCIA D. RICARDO 

DIAZ DE RUEDA. 


El Fiscal ha examinado esta causa, formada contra ü. J. R. S., 

por escribir en el periódico de A. El Derecho y el Deber el siguiente 
suelto: 


- Llamamos muy particularmente la atención 
dal sobre los abusos que se han llevado á cabo 
municipales de P. 


de la Diputación provin- 
en las últimas elecciones 


(1) El Juzgado del distrito del Mar de Valencia se inhibió, ele acuer- 

, f OÍ ¡ el dictamen del Promotor fiscal, arreglado á estas instruccioues, y 
la Audiencia aprobo la inhibición. 
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Keunida esta Corporación, esperamos que se fije en este asunto, cuya 
importancia reclama todo su celo, y que no deje sin el correctivo debido 
is> '.legalidades y las arbitrariedades cometidas con el mismo descaro y con 
'gual cinismo que pudieran verificarse en la época de Narvaez y González 


»Lo historia de lo ocurrido en estas elecciones, que está íntimamente 
unida á la de la suspensión de la anterior Diputación provincial, constituye 
ei acto mas despótico y el atentado mas grande contra la inviolabilidad de 
leyes consumado por el Gobernador civil de esta provincia. 

>'Nosotros, que ofrecernos ocuparnos detenidamente de este asunto, no 
podemos menos de llamar seriamente la atención de la Diputación provin- 
eud para que se fije en los hechos que denunciamos, recomendándola la 
lectura del siguiente párrafo que tomamos del periódico de M. La R. 


> Cada vez que nos ocupamos del Gobernador civil de A. tenemos que 
rasurar sus actos, y casi siempre con dureza. Mal aconsejado, ó guiado 
pur instintos altamente reaccionarios, siempre le vemos fuera de la lev 
cuando tiene que tomar alguna resolución. Con motivo de las nuevas elec¬ 
ciones municipales de P., el Sr. G. pasó un oficio al Alcalde de aquella lo¬ 
calidad, previniéndole que se formaran tantos colegios electorales como se 
practicó en las elecciones para Diputados á Cortes. Pocos dias después, no 

conviniendo este acuerdo á los reaccionarios de P.elSr. G., faltando á 

la ley mandó al referido Alcalde que solo hubiera un colegio. Esta era en 
otro tiempo política unionista ó moderada.)) 


Tal es el suelto denunciado como injurioso, y que como tal se 
ha tratado en la declaración indagatoria, en la acusación del Pro¬ 
motor y en la sentencia consultada. El Fiscal no está conforme con 
esa apreciación, y entiende que se ha cuestionado sobre lo que no 
es objeto de cuestión. Si en el suelto inserto hay algo justiciable, ri 
ese suelto ofrece motivos suficientes para encausar á su autor y co¬ 
locarle en situación de que se defienda ó sufra la pena del delin¬ 
cuente, es necesario no ocuparse en indagar, acusar y castigai un 
delito de injuria; es necesario analizar más exactamente el caráctei 
de las imputaciones, y fijarse en la posible existencia de una calum 
r.ia. Si el Gobernador de A. obró ásabiendas déla manera que se 
le atribuve, cometió el delito de prevaricación definido en el urticu 
lo 270 del Código, cometió abusos comprendidos en título 8. , i- 
bro 2.° de aquel, y puede ser perseguido de oficio ante e ri )Un 
competente. Iláse equivocado, pues, la marcha de este asan o. *■ 
1). J. R. S. debe indagársele sobre el alcance de sus palabras en ^ 
sentido de que manifieste si con ellas ha querido imputar a f0 
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nador de A.... que á sabiendas, maliciosamente ó con dolo cometió 
ilegalidades que probadas darían lugar á una persecución de oficio 
contra aquel funcionario. Instruido el sumario bajo ese punto de 
vista, es como puede tratarse y resolverse en justicia la verdadera 
cuestión que entraña esta causa. No todo acto ilegal arguye delito 
de parte del funcionario que le comete. No toda apreciación de ile¬ 
galidad hecha por la prensa acusa, pues, un delito de parte de! 
funcionario á quien se atribuye. La prensa y el funcionario pueden 
incurrir en errores de que no son responsables criminalmente. La 
injuria al funcionario ha de consistir en imputaciones que probadas 
no determinan una persecución oficial. Si la prensa atribuye á un 
funcionario que á sabiendas y con manifiesta injusticia dictó una 
resolución administrativa, ó cometió otros abusos definidos como 
delitos, habrá de probarlo ó sufrir la pena de la calumnia. Si la 
prensa atribuye al funcionario que recibe groseramente ó con tales 
ó cuales muestras de inmoralidad á las personas que tienen nego¬ 
cios ante el mismo, habrá de probarlo ó sufrir la pena de la injuria. 
El Fiscal ha sentado las precedentes proposiciones sin desenvolver¬ 
las, porque no es esta la ocasión oportuna; pero cree que con ellas 
queda suficientemente demostrado que la presente causa ha partido 
de un supuesto equivocado, y no puede servir de medio para rea¬ 
lizar elfinde la justicia. 

Por tanto, y sin perjuicio de exponer en su dia lo demás que 
convenga, es de parecer que la Sala puede servirse dejar sin efecto 
la sentencia consultada, reponer la causa ai estado de sumario } 
devolverla al Juez de primera instancia con copia de este dictámen 
para que, teniéndole presente, proceda con arreglo á derecho (1). 


(1) La distinta calificación del hecho en segunda instancia no lleva con¬ 
sigo la reposición del proceso al estado de sumario; pero en el presente caso 
convenia mucho para dar á la causa la claridad de que carecía. 

En cuanto al fondo, no se contradice la doctrina de este dictámen por 
el nuevo Código reformado, ni por la discusión habida en las Cortes Cons¬ 
tituyentes en i7 de Junio último. 


■5 . 3^3 
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DEL EJERCICIO DE LA ABOGACÍA. 


Sobre si está permitido el ejercicio de la Abogocía, cuando el 

• mz o Magistrado es padre, hijo, yerno etc. del letrado que ha de 
intervenir en el asunto. 


dictamen de la fiscalía del tribunal supremo de justicia. 

ti Fiscal dice: Que ha examinado este expediente, en el cual 
han informado las Audiencias de la Península é Islas adyacentes 
<obre los siguientes puntos: l.° Si en las Audiencias y en sus Juz¬ 
gados, cuando en un negocio judicial demanda ó interviene como 
Abogado el que es padre, hijo, yerno, suegro, hermano ó cunado 
del Juez ó de algún Magistrado á quien competa su conocimiento, 
s °n éstos los que se inhiben ó abstienen de conocer en tal negocio, ó 
si por el contrario, no se permite á ningún Letrado el ejercicio de la 
Abogacía en asunto en que haya de conocer su padre, hijo, etc., 
como Juez ó Magistrado; y 2.° Caso de observarse en este punto 
una práctica contraria á lo dispuesto por la ley 7. a , tít. 22, lib. 5.° 
de la Nov. Recop., se espresa la razón en que se funde, si es uni¬ 
forme en todas las Salas y Juzgados, vicisitudes que haya seguido 
y tiempo desde que venga rigiendo.—Los indicados informes que 
no se estractan aquí por no molestar demasiado la atención de Y. A. 
dan por resultado: 1.° Que tanto en las mismas Audiencias como 
en los Juzgados de su respectivo territorio, son muy pocos los ca¬ 
sos en que un Letrado, pariente del Magistrado ó Juez, dentro de 
los grados señalados en la ley 7. a , tít. 22, lib. 5.° de la Nov. Reco¬ 
pilación, haya tratado de intervenir en negocios en que éstos de¬ 
bían conocer. 2.° Que mientras la inmensa mayoría de los Jueces 
de primera instancia han opinado por que deban rechazarse los es¬ 
critos firmados por Letrados parientes suyos, y su práctica en lo* 
casos ocurridos ha sido conforme en la generalidad con aquella opi¬ 
nión, en las Salas de Justicia de las Audiencias, en vez de prohibir 
al Letrado su intervención en el juicio de que debiera c0l J^ e * e 
Magistrado pariente suyo, éste es el que se ha abstenido; y 3* Q*j e 
cuando durante las interinidades han desempeñado los Jueces c 
paz los Juzgados de primera instancia, en vez de rechazar la inte* 
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vención del Abogado pariente suyo, ellos son los que se han inhibi¬ 
do.—Este Ministerio en la primera parte del dictámen de 10 de 
Abril de 4860, si bien emitido á consecuencia de un caso concreto 
ocurrido en el Juzgado de primera instancia de Cangas de lineo, 
manifestó clara y esplícitamente su opinión sobre la inteligencia de 
la ley 7. a , tít. 22, lib. 5.° de la Nov. Recop.; en él demostró, tra¬ 
tando la cuestión en el terreno de los principios, que el ejercicio de 
la Abogacía ni se rige, ni puede regirse por las mismas reglas que 
otras profesiones científicas, y que el limitar su libertad de acción 
es no solo conveniente sino absolutamente necesario, sobre todo te¬ 
niendo en cuenta que la ley á la verdad, fundándose en considera¬ 
ciones elevadas y de orden superior y de interés público, ha de¬ 
clarado indispensable y precisa la intervención de los Abogados en 
los juicios.—Igualmente hizo ver en dicho dictámen que una de las 
limitaciones puestas á la libertad de acción de los Abogados, se ha¬ 
lla consignada en la repetida ley 7. a , tít. 22, lib. 5.° de la Novísi¬ 
ma Recop., y que ésta establece del modo más absoluto y sin que 
permita la menor duda la prohibición de abogar en los negocios en 
que fueren Jueces los padres, ó hijos, suegros ó yernos, hermanos 
ó cunados de los Letrados.—El resultado que ahora ofrece este 
expediente después de los datos reunidos á consecuencia de lo decre¬ 
tado por el Tribunal, ¿ofrece motivos bastantes para que este Mi¬ 
nisterio modifique las opiniones que sustentó en la primera parte 
del enunciado dictámen de 10 de Abril también de 1860?—Desde 
luego dice el Fiscal que no, porque ninguna de las razones que se 
han aducido para defender los casos en que no se ha observado la 
ley 7. a , tít. 22, lib. 5.° de la Nov. Recop., tiene en su concepto 
fuerza bastante para ello.—La delicadeza de los Magistrados y 
Jueces, que voluntariamente se han abstenido del conocimiento de 
los negocios en que abogaba algún pariente suyo, ha sido una de 
las razones que se han presentado en apoyo de los casos prácticos 
ocurridos en contra de lo dispuesto en la ley; pero semejante razón 
no es ni puede ser aceptable para contrariar una ley prohibitiva, 
romo lo es la de que nos ocupamos, porque entonces quedaría al 


arbitrio de la educación y 


de los sentimientos más ó menos delica¬ 


dos de los Jueces y Magistrados, el cumplimiento de reglas inflexi¬ 
bles que el legislador ha estatuido para la mas recta administración 


de justicia; y además dichos Magistrados v Jueces pueden y deben 
conciliar el cumplimiento exacto de la ley á que estén obligados 

TOMO H. - || 
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|uc otro alguno, con los deberes que les impone su delicadeza 

b,Ca haciendo fl ue parientes Letrados, sobre quienes han de. 
epncer una influencia moral grande, se abstengan de intervenir en 
asuntos de que hayan de conocer, por prescribirlo así la ley, ó bien 
que soliciten de S. M. la traslación á otro Juzgado ó Tribunal don¬ 
de puedan administrar justicia sin las trabas que la delicadeza de 
que se trata les pueda imponer.—Añadirá todavía el Fiscal, que no 

admisible la razón de delicadeza de los Jueces y Magistrados, 
porque se puede prestar á la interpretación de que quieren prote¬ 
gerse los intereses de los Abogados parientes, y nunca los actos de 
tos encargados de administrar justicia deben ser tales que pueda 
dárseles un sentido desfavorable á su rectitud é independencia.— 
La libertad de la Abogacía y la que los litigantes deben tener para 
la elección de la persona que haya de defender sus intereses, ha sido 
otra de las razones que se han alegado en defensa de la práctica de 
la abstención de los Jueces y Magistrados; pero por mas respetable 
que sea aquella libertad y que el Fiscales el primero en reconocer 
que debe existir, nunca puede servir para privar al Juez del carácter 
y legítima jurisdicción de que se halla investido por la ley. Además 
es necesario tener muy en cuenta que el sistema de abstención de 
los Magistrados v Jueces puede muchas veces producir un efecto 
contrario á la razón que se alega en su favor, porque, como espuso 
este Ministerio en su repetido dictámen de 10 de Abril de 1860, na¬ 
tural es que los litigantes crean que las personas ligadas por tan es¬ 
trecho parentesco con el Juez pueden ejercer influencia en el ánimo 
de éste para que triunfen sus patrocinados; posible es también que 
los mismos Letrados unidos al Juez por tales vínculos, hiciesen un 
tráfico peligroso de esa influencia: de temer era, por último, que en 
tales casos se menoscabase la libertad de elección de defensores por 
los justiciables, en mengua de la profesión, y en desprestigio de la 
administración de justicia. También como razón en favor de la abs¬ 
tención de los Jueces y Magistrados se ha dicho que los que en al 
guna Audiencia optaron por ella, se fundaron sin duda enelaitícu o 
79 del Reglamento provisional para la administración de justicia: 
pero semejante razón no es de ningún modo aceptable, porque e 
referido artículo se concreta al caso en que un Magistrado se a e 
impedido de ser Juez en alguna causa; y respecto de los casos e 
que ahora nos ocupamos, la ley no establece el impedimento a uez. 
sino una prohibición absoluta al Abogado.—Quedan lebatidas 
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modo mas victorioso en concepto del Fiscal, las principales razone- 
que se han aducido por los defensores de la práctica de la absten¬ 
ción délos Jueces y Magistrados en los asuntos en que aboga uu 
Letrado padre ó hijo, suegro ó yerno, hermano ó cuñado de los mis¬ 
mos; práctica que, dicho sea de paso, no debiera nunca prevalecer 
como no debe jamás prevalecer ninguna que sea contraria á ley 
clara y terminante, como lo es en su letra y espíritu la 7. a , tít. 22. 
libro S.° de la Nov. Recop., que lo que previene es que en los Con¬ 
sejos y Tribunales de la córte, ni en las Chancillerías y Audiencias , 
ninguno pueda ser abogado directo ni indirecto en causa alguna en 
que su padre, hijo, yerno ó suegro fuesen Jueces; y en los demás 
Juzgados en que hubiese un solo Juez, no pueda abogar en manera 
alguna padre ni hijo, ni yerno, ni hermano, ni cuñado de tal Juez, 
bajo la pena de diez mil maravedís.—Los términos absolutos con 
que en esta ley se espresael Legislador, no permiten la menor duda 
acerca de su inteligencia. Prohíbe espresa y terminantemente abo¬ 
gar, y la impone á los Letrados que se encontrasen en el grado de 
parentesco ó afinidad con los Jueces que en dicha ley se fijan, y de 
ningún modo autoriza á éstos para que voluntariamente, y á fin de 
que sus parientes Letrados puedan abogar, se priven ellos del ca¬ 
rácter y legítima jurisdicción de que están investidos por la ley. 
Todos los Magistrados y Jueces de España están, pues, obligados a 
observar y hacer que se observe estrictamente la repetida ley 7. a . 
título 22, lib. 5.° de la Nov. Recop., ínterin por el poder legislativo 
no se altere, varíe y modifique; y por lo mismo el Fiscal, al paso 
que reproduce la petición que hizo en su enunciado dictámen de 10 
de Abril de 1860 respecto del caso concreto que dio origen al pre¬ 
sente espediente, opina que debe consultarse á S. M. por conducto 
del Ministerio de Gracia y Justicia la conveniencia de que se dirija 
una circular á los Regentes y Fiscales de las Audiencias para que 
vigilen el cumplimiento de dicha ley recopilada en el sentido que 
queda manifestado, ínterin al menos el poder legislativo no lleve su 
reforma á este punto de la organización de los Tribunales y del ejer¬ 
cicio de la profesión de abogado. Tal es el sentir del Fiscal , pero el 
Tribunal como siempre resolverá lo más fundado.—‘Madrid 3 de Fe¬ 
brero de 1862.—Por delegación , Gorostidi. 
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TRIBUNAL SUPREMO (EN PLENO) DE JUSTICIA. 


Madrid 20 de Febrero de 1862.—Líbrese orden a cada uno de 
los Regentes de las Audiencias de la Península é islas adyacentes, 
encargando á las Salas de justicia de las mismas y á los Jueces de 
su territorio que observen y hagan observar puntualmente lo que 
dispone la ley 7. a , tít. 22, lib. 5.° de la Nov. Recop. sobre el ejer¬ 
cicio de la abogacía, en los casos á que dicha ley se refiere, cual¬ 
quiera que sea la práctica en contrario; teniendo entendido que no 
son los Jueces y Magistrados los que deben abstenerse de conocer 
en tales casos, sino los Letrados, á quienes está prohibido, y no debe 
por tanto permitirse el ejercicio de la abogacía en los asuntos de que 
deban conocer como jueces sus padres, ó cualquiera otro de los 
parientes espresados en dicha ley recopilada. Y en cuanto á lo pro¬ 
puesto por el señor Fiscal en su dictamen de 10 de Abril de 1860, 
no bá lugar.—Está rubricado.— Licenciado Manresa. 



INCIDENTES DE POBREZA. 


Es viciosa la práctica de encomendar al conocimiento de los Juz¬ 
gados de primera instancia los incidentes de pobreza ó cualesquiera 
otros que se susciten en las Audiencias . Es muy importante discer¬ 
nirlas nulidades que pueden declararse en cualquier tiempo, y áun 
de oficio , de aquellas otras que requieren una reclamación oportuna 
de las partes. 


DICTAMEN DEL FISCAL DE LA AUDIENCIA DE VALENCIA 
D. RICARDO DIA?. DE RUEDA. 

El Fiscal dice: que P. M. interpuso en asunto civil recurso dt* 
casación, y pretendió que, habiendo variado su fortuna, se le dis¬ 
pensaran los beneficios propios de la gratuita defensa, y se le ad¬ 
mitiera por consecuencia la caución correspondiente en tal con¬ 
cepto. Así resulta del escrito folio primero, fecha 15 de Febrero de 
1869, en el cual se expone también que este Tribunal acordó no 
haber lugar á dicha caución miéntras no se acreditase la calidad 
de pobre acudiendo para ese efecto al Juzgado de 1. a instancia, cu¬ 
ya providencia se reiteró después concediendo á M. el término de 
10 dias para comprobar haber deducido allí la demanda dirigida á 
obtener esa declaración. El Juez por su providencia de 15 de Mayo 
del citado ano declaró pobre para litigar al P. M., y habiéndose al¬ 
zado de esa sentencia la parte de R. y S., se remitieron los autos á 
esta Superioridad, y después de hacerse el apuntamiento y entre¬ 
garse á las otras partes, se han pasado á este Ministerio. 

La tramitación y sentencia que en primera instancia han tenido 
lugar son nulas á juicio del que suscribe, porque el incidente de 
que se trata ha debido sustanciarse en este Tribunal con arreglo á 
los artículos 889 y 890 de la ley de Enjuiciamiento. Miéntras el jui¬ 
cio esté pendiente, ninguna clase de consentimiento puede legitimar 
la confusión de las respectivas atribuciones de los Tribunales en su 
orden jerárquico, ni la alteración de los trámites del enjuiciamiento, 
cuya observancia es de derecho público. 

Los incidentes de pobreza, provocados con ocasión de juicios que 



3311 


DICTAMENES FISCALES. 


radican en las Audiencias, tienen las garantías necesarias para su 
acertada resolución en los mencionados artículos, que excepcional- 
mente establecen el recurso de súplica respecto de providencias de- 
linilivas, ó que se revisten del carácter de tales. 


Sin embargo, después del largo tiempo trascurrido, no quisiera 
el Fiscal prescindir de lo hecho hasta el punto de sustanciarse ahora 
el incidente por todos los trámites del título 8.°, 1.* parte de la ley 
de Enjuiciamiento. Acepta pues las justificaciones hechas en 1. a ins¬ 
tancia como comprobante de la pobreza á que ha venido P. M., y 
por su parte no considera necesario el recibimiento á prueba, y pue¬ 
de procederse á dictar sentencia con arreglo al artículo 344 de 
dicha lev, si los demás interesados renunciáran igualmente á ese 


trámite. 

Por lo expuesto el Fiscal es de parecer que la Sala, teniendo por 
nulas la tramitación v sentencia de 1. a instancia, v entendiendo de 


oficio las costas allí causadas, puede servirse declarar á favor de 
P. M. el derecho de gratuita defensa con la condición del reintegro 


en su caso. 

Valencia 14 de Febrero de 1870. 


ABSOLUCION DE LA INSTANCIA. 


Publicada la ley de procedimientos criminales de 48 de Jimia 
último f subsiste como Antes Informa de determinar ciertas causas por 
absolución de la instancia . Debe establecerse alguna diferencia entre 
los sobreseimientos fundados en la comprobación de la inocencia y 
los que se acuerdan en fuerza del resultado negativo de delincuencia . 

DICTÁMEM DEL FISCAL DE LA AUDIENCIA DE VALENCIA D. RICARDO 

DIAZ DE RUEDA. 

Ei Fiscal ha examinado detenidamente esta causa formada sobre 
el homicidio de R. R. 

Resulta de ella que éste tuvo algunas palabras con P. G. y M., 
á quien dió un golpe con el palo que llevaba, y que en seguida re¬ 
cibió un tiro que le causó la muerte intantáneamente. Hállanse pro¬ 
cesados con tal motivo el citado P. G. y M., su hijo del mismo nom¬ 
bre y JL B. El primero ha sido absuelto de la instancia por el Juez; 
respecto del segundo se ha acordado en concepto de ausente el ar¬ 
chivo de la causa, y sobre el tercero se ha pronunciado la declara¬ 
ción de sobreseimiento con la cualidad de sin perjuicio. 

El Fiscal acepta la relación de los hechos que se contiene en la 
sentencia, y entiende que debilitadas por diferentes motivos las de¬ 
claraciones del padre del muerto y de J. S., no hay méritos bas¬ 
tantes para condenar á P. G. y M., si bien existen datos que impi¬ 
den reconocer su inocencia de una manera irrevocable por medio de 
la absolución libre. 

La de la instancia es por tanto la fórmula que corresponde em¬ 
plear, y que subsiste en opinión del que suscribe, no obstante lo 
que en contrario han pensado y expuesto algunos después de ¡a 
publicación de la reciente lev provisional de procedimientos crimi¬ 
nales (I). 


(1) Entre las opiniones contrarías á que se alude, sobresale por su ca¬ 
rácter oficial la consignada en la circular de la Fiscalía de Barcelona, in¬ 
serta en el Boletín de la Revista de Legislación y Jurisprudencia , uá ¡ji¬ 
ña 289, tomo II del 2.° semestre de 1870. 
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u parraío penúltimo,, artículo lo de ésta, es el único que se re- 
ÍHTe á los casos de absolución, y en ninguno de los que enumera se 
< ncui alia excluida la de la instancia. El art. 2.° de la misma ley no 
contiene tampoco disposiciones incompatibles con aquella, porque 
los acusadores públicos y privados, si concluido el sumario no ba¬ 
ilan en él méritos para pedir el sobreseimiento ni para calificar sim¬ 
plemente el hecho procesal y la participación del procesado, deben 
emitir su juicio con la conveniente reserva, diciendo, por ejemplo, 
que el delito, más ó menos suficiente ó insuficientemente compro¬ 
bado, es éste ó el otro , y la participación, más ó ménos suficiente ó 
insuficientemente indicada, tal ó cual. Así, después de las pruebas 
ó de la renuncia de las mismas, puede el actor formular la preten¬ 
sión que sea más conforme al resultado de la causa. 


En el mismo dia 48 de Junio último se publicó la ley de casa¬ 
ción en lo criminal, y en su art. 2.° se consideran susceptibles de 
ese recurso las sentencias que absuelvan libremente. Esta última 
palabra envuelve el reconocimiento de los fallos absolutorios de 
instancia, los cuales quedaron y debían quedar así excluidos, por¬ 
que no terminan el juicio, ó no hacen imposible su continuación ó 
renovación. 

Más reciente es la Ley orgánica del Poder judicial, y en su ar¬ 
tículo 140 se enumera entre las incapacidades la absolución de la 
.infancia miéntras por el trascurso del tiempo no se convierta en 
libre. Esta conversión se refiere sin duda á la prescripción que es¬ 
tablece el Código reformado en orden á los delitos, porque es bien 
sabido que según la legislación antigua prescribían muy pocos, dado 
que cierta ley del Fuero Juzgo, común á causas ci ^ ^ 

no ha estado en vigor, y en su texto primitiv o más bien parecía 
aplicable á las pendientes paralizadas ó no definidas en treinta anos, 
prohibiendo con sanción penal que se movieran después de ese pe¬ 


ríodo. 

Subsiste, pues, la fórmula de la absolución de la instancia en 
virtud de la jurisprudencia constante de los tribunales, derogatoria 
de la ley 2. a , tít. 22, Partida 3. a , según lo reconoció el Supremo de 
Justicia en su fallo de 5 de Febrero del año 55, y más derogatoria 


áun de otra comprendida en el tít. l.° de la Partida 7. 

La suspensión de un proceso con la condición de renovarle, si 
sobrevinieren méritos que lo aconsejen, no solo es la legalidad exis 
tente, sino la que para ciertos casos es de creer que se consen e } 
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perpetúe, sobre lo cual nada más expondrá el Fiscal para no tras- 

pasar la naturaleza de este dictamen. 

La parte del fallo consultado, en cuanto se manda el archivo de 
la causa respecto del ausente, se ajusta al artículo 19 de la ley pro¬ 
visional ya citada de procedimientos criminales. 

El sobreseimiento sin perjuicio acerca de M. B. no es conforme 
á la regla 4. a , artículo 51 del reglamento provisional para la admi¬ 
nistración de justicia. Aquel fué tratado como reo, y sufrió algún 
tiempo de prisión preventiva, otorgándosele después la libertad por 
haberse desvanecido totalmente ó en gran manera las indicaciones 
en que al principio se fundó su persecución. 

Tres son las situaciones en que puede encontrarse un procesa¬ 
do, á quien favorece el curso sucesivo de un sumario. Puede suce¬ 
der que llegue á resultar justificada cumplidamente su inocencia, ó 
que sin acreditarse esta se debiliten por completo las indicaciones de 
delincuencia, ó que su valor, sin extinguirse absolutamente, se re¬ 
duzca tanto que ya no puedan sostenerse ó tomarse medidas pre- 
caucionales, como la de embargo, prisiou etc. 

En el primer caso procede exactamente el sobreseimiento esta¬ 
blecido por la regla 4. a , artículo 51 del reglamento citado, según la 
cual ha de acompañar el pronurxiamiento de que las actuaciones no 
paren perjuicio en la reputación del que ha sido tratado como reo. 
El sobreseimiento con tal motivo acordado viene á ser como una 
ejecutoria de inocencia. 

Es de sentir que el reglamento provisional no contenga reglas 
tan precisas para los otros dos casos en que sin resultar la inocen¬ 
cia no subsisten motivos para continuar tratándole á uno como reo. 
Este resultado negativo de indicaciones de delincuencia no puede 
equipararse al afirmativo de la inocencia comprobada en el suma¬ 
rio. En tal situación, sin embargo, es de necesidad cesar en el acta 
sumarial, volviendo las cosas al estado que tenían al principio, co¬ 
mo si el considéra lo reo presunto durante algún tiempo no hubie¬ 
ra sufrido ese tratamiento. El sumario es un acto unilateral en que 
la autoridad consigna sin audiencia los datos que en los primeros 
momentos de la comisión de un delito puede reunir para comprobar 
su existencia é indicar sus autores, y si algunos indicios que se pre¬ 
senten al principio, se desvanecen después total ó casi totalmení • 
sin poder establecer la base de un juicio criminal, hay que apresu¬ 
rarse á dejar tranquilo al que por efecto de la imperfección de los 
tomo ii. 45 
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"tedios humanos fue objeto de investigaciones y 
en duda su inocencia. 


medidas que ponían 


Para reparar el mal, preciso es hacer alguna declaración: pero 
esta no debe ser tan absoluta como cuando resulta acreditada la in¬ 
culpabilidad en el curso del sumario. En el caso de sobrevenir ud 
resultado negativo de delincuencia, pero no afirmativo de inocencia 
comprobada, hasta que el tratado reo presunto quede como cual¬ 
quiera persona que no haya sido comprendida en los procedimien¬ 
tos, basta que estos no le perjudiquen en sus actuales méritos, y sin 
imposibilitar por consiguiente para en adelante una persecución cri¬ 
minal más fundada. 

Por lo expuesto, el Fiscal es de parecer que la Sala puede ser¬ 
virse confirmar la sentencia consultada en cuanto á P. (f. v M., v 
aprobarla en los otros dos extremos, si bien entendiéndose sobreseí¬ 
da la causa en sumario respecto de M. B. con la declaración de que 
en sus actuales méritos no puede parar perjuicio en la reputación 
del mismo, y teniendo como de oficio por ahora las costas de la se¬ 
cunda instancia (1). 

Valencia I I de Noviembre de 1870. 


Díaz de Rueda. 


U) Con posterioridad á la fecha de este dictamen se ha publicado en la 
(¡aceta un fallo del Supremo Tribunal de Justicia, declarando inadmisible 
lili recurso de casación por ser la sentencia absolutoria de instancia, sin 
reprobar esta forma de terminación de causas. 



FALSEDAD CON LÜCRO. 


Si la falsedad con lucro tiene el doble carácter de estafa.-—Si 
siéndola pena de la delincuencia el grado máximo, como sucede 
aplicando el art . 77 del Código penal , obliga la regla 45 de la ley 
provisional A imponer el mismo en caso de mero convencimiento. 
Otros puntos jurídicos. 

DICTAMEN EMITIDO POR DON RICARDO DIAZ DE RUEDA, FISCAL DELA 

AUDIENCIA DE VALENCIA. 


El Fiscal ha examinado esta causa, á cuya formación ha 
lugar el hecho de haberse falsificado dos documentos de un espe¬ 
diente de sustitución de quintos. Las consecuencias de ese acto 
fueron las de haberse admitido por sustituto á un individuo que no 
reunia las circunstancias necesarias, mediante el precio convenido 
de siete mil quinientos reales, cuya entrega se verificó en sólo una. 
parte, ó sea en la de dos mil quinientos, resultando además al pa¬ 
dre del sustituido un perjuicio de seiscientos sesenta reales. El Juez 
del partido vio en el suceso dos delitos, uno de falsedad y otro de 
estafa, si bien considerando el primero como medio necesario de 
perpetrar el segundo, y castigándole como más grave. De la misma 
opinión fueron sobre ese punto el Ministerio fiscal de esta Audiencia 
y la Sala de vista, por la cual, aplicando los artículos 450, 44Í*, 
226, 227, 77, 63, 56, 57, 148, 25 y 46 del Código y la regla 45 de 
la ley provisional, se condeno á F. de T., como autor, a siete años 
de presidio mayor, multa de doscientos escudos y accesorias, \ 
a N. N., como cómplice, a cuatro años de presidio menor con las 
accesorias, y á los dos al abono de trescientos diez v seis escudos v 
pago de dos terceras partes de costas y gastos del juicio. Interpuesto 
el recurso de súplica por parte de los procesados, se oyó sobre el á 
este Ministerio, y el que suscribe espuso que no estando conforme 
con la sentencia, aunque bajo distinto punto de vista que el de los 
procesados, se adhería á dicho recurso, y pedia su admisión. Llega¬ 
do el caso de formalizarle, el Fiscal tratará brevemente las siguien¬ 
tes cuestiones: 1.'¿Cuál es el número de delitos? á.“ Si existiera» 
los dos que se admiten en ¡a sentencia de vista ¿podría imponerse la 
pena de presidio mayor en el grado mínimo en virtud de la regla í.l 
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! ° a 1CJ i ,ro ' isional? 3." ¿Procede la multa de doscientos escudo-; 
impuesta a uno de los reos con arreglo al art. “227, ó debe imponer¬ 
le otra en conformidad al 238? 4. a ¿Puede prescindirse de imponer 
multa al halado como cómplice, dado que lo sea, según se ha pres- 
riiulido en la sentencia? 


Los medios artificiosos dirigidos á defraudar, cuando no están 
especificados en el art. 226 del Código, constituyen las estafas y 
oíros engaños de la sección 2. a , cap. 4.°, tít. 14Jib. 2.° del mis¬ 
mo. Si, por el contrario, estuvieren especificados en aquel, cons¬ 
tituyen falsedades, y las falsedades son falsedades y no estafas. Lo 
contrario es de imposibilidad absoluta. Una cosa no puede ser dos 
najo un mismo concepto. Hay hechos compuestos de diferentes 
actos, cada uno de los cuales puede constituir delito, como la serie 
de falsedades necesarias para arreglar, en defecto de los requisitos 
legales, un expediente de sustitución de quintos; pero admitir otra 
entidad criminal es sostener la evidente contradicción de que á la 


vez haya delito en la causa y delito en el efecto, es reconocer, por 
ejemplo, un delito en el golpe que hiere, y otro delito en la herida 
causada por el golpe. Los hechos comprendidos en la citada sec¬ 
ción 2. a , cap. 4.°, tít. 14 del Código penal tienen por medio, por ins- 
I ruínenlo, por esencia ó naturaleza íntima el engaño, ó en su caso 
alguna de las muchas alteraciones de verdad ó falsedades no especi¬ 
ficadas en el art. 226, las cuales no constituyendo delito por sí, se 
confunden con el engaño. Las falsedades cometidas por escrito son 
ordinariamente delitos del mismo nombre en todas las legislaciones, 
v no engaños ó artificios que formen otra categoría de delitos. Si 
en presencia de las falsedades cometidas en un expediente de susti¬ 
tución de quintos se tienen en cuenta los artículos 226 y 227, si se 
atiende además al lucro obtenido ó propuesto según el 2o8, si la 
consideración se estiende también al perjuicio causado según el 
240, no es posible hallar, después de todo eso, otros elementos de 
delincuencia y de penalidad, no es posible pensar en una duplica¬ 
ción, la más contradictoria y repugnante, trasladándose á la sección 
de estafas y otros engaños. Para evitar duplicaciones erróneas d< 
esta especie exceptuó el art. 450 lo análogo, lo semejante del 251 j 
252, y no hizo mención de las falsedades definidas en el 226, P^ r_ 
que respecto de éstas no cabia confusión. No se concibe el criterio 
que preside, tratándose de falsedades, para mantener unas veces a 
delincuencia reducida á la unidad, ó para duplicarla otras con a 
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asociación de la estafa. Si se falsifica un testamento, y con la cua¬ 
lidad supuesta de heredero se obtiene ó hay propósito de obtenti 
(al ó cual cantidad de bienes con defraudación ó perjuicio de \o> 
herederos legítimos, nadie admite la coexistencia de los dos delitos 
de falsedad y estafa, nadie admite más que la existencia del prime¬ 
ro. Trátese, por el contrario, de un documento falsificado para ob¬ 
tener lucro y perjudicar por medio de una sustitución de quinto, 
trátese de una falsa letra de cambio para obtener tal ó cual suma, y 
en estos y otros casos, sin razón alguna, ó por razones que el Fiscal 
no alcanza, se proclama la dualidad de delitos, falsedad y estafa. Si 
la falsedad constituyera delito con separación expresa del lucro y 
perjuicio, si no existieran los artículos 238 y 240, si el Código de¬ 
clarase que el lucro reportado ó propuesto con ella formara un se¬ 
gundo delito, seria admisible aquella dualidad; pero encontrándo¬ 
nos evidentemente fuera deesas hipótesis, falta todo fundamento para 
sostenerla. 

No cabe desconocer, sin embargo, que pueden coexistir la fal¬ 
sedad delito y otro dirigido á obtener lucro. El empleado que sus¬ 
trae fondos puestos á su cargo, y comete falsedades para escusar ese 
hecho ó impedir su descubrimiento, delinque dos veces, porque en¬ 
tóneos la falsedad no es causa eficiente del lucro obtenido y perjuicio 
causado. Esto mismo sucede en otros muchos casos en que aparece 
que la razón suficiente del lucro no es la falsedad, y que á parte de 
esta hay otra entidad criminal que tiene distinta razón de ser. Con- 
(rayéndonos á la materia que nos ocupa, cuando el artificio sin la 
falsedad sirve para lucrarse, para perjudicar, hay estafa; y si ade¬ 
más se comete alguna falsedad, se castiga esta también, como dis¬ 
ponía el Código de 1822, y como se deduce inmediatamente del que 
rige en la actualidad. Por el contario, cuando á pesar de los artifi¬ 
cios no se habría obtenido lucro ni perjudicado, sino cometiendo una 
falsedad á que se dirigían y subordinaban esos artificios , entonces 
la entidad criminal resultante es nada más que falsedad. Donde 
está la fuerza productora, la causa eficiente del lucro ó perjuicio, 
allí se halla el debito, y de allí surgen su naturaleza y su nombre. 
No se invoquen contra la doctrina espuesta varias decisiones de 
competencia del Tribunal Supremo, en las cuales no se ha impug¬ 
nado la doble delincuencia de falsedad y estafa ó defraudación por 
hechos constitutivos de la primera con lucro y perjuicio, porque es 
necesario tener en cuenta que en ciertos casos estaba su jeto el asun- 
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t > á ia ley penal de Hacienda, más creadora y arbitraria en sus cla¬ 
sificaciones: que en otros coexistía la falsedad con malversaciones ó 
defraudaciones sin la relación de causa eficiente, y que de todas ma- 
eoras aquel respetable Tribunal no se ha ocupado más que inciden- 
1 auuente de los hechos, \ no había para qué calificarlos v entraren 
H fondo propio de la casación, que no existe en lo criminal. Al Tri¬ 
bunal Supremo le bastaba considerar en abstracto la falsedad y sus 
«•‘Votos, y cuando en las decisiones de competencia, como por ejem¬ 
plo. en nna del ano 1858 sobre cierta letra falsificada en Madrid y 
realizada en Cáceres ha usado de la palabra estafa, ha sido refirién¬ 
dose á ¡a denominación adoptada por los Jueces inferiores para sig¬ 
nificar el resultado ó efecto de la falsedad, de lo cual no se podia 
prescindir, no como tal estafa erróneamente llamada así por aque¬ 
llos. sino como realización del objeto de aquel delito y parte inte¬ 
grante de! mismo correspondiente á distinto lugar. 


Demostrada la inexistencia de falsedad v estafa en los hechos 
objeto de esta causa, entiende el Fiscal que procede suplir la sen¬ 
tencia de vista en otro segundo concepto, esto es, en cuanto por 
ella no se admitieron dos delitos de falsedad, siendo dos los docu¬ 
mentos falsificados. Como estos fueron medios entre sí ó partes ne¬ 
cesarias para realizar la sustitución, procede la aplicación del ar¬ 
tículo 77 del Código, y en su virtud la imposición de la pena en el 
grado máximo. Con esta idea se enlaza la segunda cuestión pro¬ 
puesta al principio. Si existieran la falsedad y estafa, no podria im¬ 
ponerse la pena en el grado mínimo, según aparece en la sentencie 
suplicada, porque el citado artículo 77 establece como penalidad el 
grado máximo de uno de los delitos, y después de esto la regla 45 de 
la ley provisional no puede producir otro efecto que el de buscar la 
parte inferior de aquel, dividiéndole en tres porciones, y no bajando 
por consiguiente de once anos el castigo que se imponga. El 2. 
párrafo, artículo 82 del Código, legitima esa división del grado 
máximo, de cuyo límite inferior no puede descender el Iribunal, 
salvo que considere aplicable en virtud del artículo 240 alguna re¬ 
baja estraordinaria, que el que suscribe no se decide á proponer en 
esta causa. En razón, pues, de las dos falsedades, pide el Fiscal la 
parte mínima del grado máximo, como la pediría si en lugar de 
aquellos dos delitos viese los otros dos de falsedad y estafa que se 
reconocen en la sentencia. 

¿V la pena personal debe agregarse, no la multa de doscientos 
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escudos que en la sentencia se imponen al reo principal, sino la de 
setecientos cincuenta por lo ménos, que es el tanto del lucro pro- 
puesío. Así se resuelve la tercera cuestión anunciada al principio, 
y nada es más fácil que demostrarlo de una manera inconcusa. El 
artículo 227 del Código, que se ha tenido presente para fijarla 
multa en la sentencia suplicada, no es aplicable al caso actual, por¬ 
que está limitado su alcance por el 238. Si el lucro reportado ó 
propuesto fuese estimable, la multa correspondiente, según este úl¬ 
timo artículo, es la del tanto al triplo; si no fuese estimable , es la 
de cien á rail duros establecida en el citado 227. Solo hay una es- 
cepcion, en la cual no estamos ahora , á saber, cuando el máximo 
de la multa del tanto al triplo no llegue al mínimo de la señalada 
determinadamente. 

No cree el Fiscal que este punto necesite ulteriores razonamien¬ 
tos, y pasando á la cuarta cuestión, es su parecer que al cómplice 
de un delito de falsedad no puede eximírsele de la pena de multa. 
El art. 63 del Código no distingue de penas, y el 82 prescribe lo 
que ha de hacerse cuando sea necesario bajar la mulla á otros gra¬ 
dos. Si pues á F. de T. le corresponde como autor la multa de 750 
escudos, la procedente respecto del cómplice N. N. es la de qui¬ 
nientos sesenta y dos escudos y quinientas milésimas. Algunas in¬ 
dicaciones ofrece la causa de que este último procesado, más bien 
que cómplice, fué co-autor de las falsedades; pero no podiendo 
formarse un juicio completamente seguro; se inclina el que suscribe 
á colocarle en la categoría más favorable de acuerdo con la senten¬ 
cia suplicada , si bien con la diferencia de que la pena personal se 
imponga en el grado máximo por las razones antes espuestas. 

Resta ya llamar la atención de la Sala sobre la forma en que 
aparece acordada la responsabilidad civil. En aquella sentencia se 
condena á los procesados á que abonen ambos á V. B. trescientos 
diez y seis escudos, que es la suma de la cantidad entregada por el 
mismo y de los perjuicios que sufrió. El Fiscal entiende que convie¬ 
ne fijar la cuota respectiva, asignando dos terceras partes al autor y 
una al cómplice, declarando al primero mancomunadamente res¬ 
ponsable de la del segundo, y á éste subsidiariamente de la de 
aquel, con arreglo á los arts. 120 y 121 del Código penal. Por todo 
lo cual concluye este Ministerio pidiendo á la Sala se sirva suplir y 
enmendar la sentencia, etc. Valencia 20 de Octubre de 1869. 

Diaz de Rueda. 
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E LA SUSTRACCIO 


/'Iái susti acción realizada asaltando lugares Meramente cerca— 
dos, ó cerrados sólo lateralmente, tiene el carácter de robo, ó debe 
calificarse de hurto con la circunstancia agravante veintiuna del ar- 
i i culo diez del Código penal? 

DICTAMEN EMITIDO POR EL FISCAL DE LA AUDIENCIA DE VALENCIA 

DON RICARDO DIAZ DE RUEDA. 


El Fiscal ha examinado esta causa segunda en ausencia v re- 
beldía contra J. B. y T. Z. por haber sustraído de uu corral ó apris¬ 
co lina cordera valuada en dos escudos cuatrocientas milésimas. 
Como el hecho se ejecutó escalando las paredes, admite el Juez de 
primera instancia la existencia de un robo en lugar no habitado, y 
le castiga con dos anos de presidio en conformidad al segundo pár¬ 
rafo, artículo 434 del Código. Grave es la diferencia entre esta apre¬ 
ciación y laque ajuicio del Fiscal corresponde, ya se atienda ai 
fondo del asunto, ya á la circunstancia de que ella subsista á los 
veintidós anos de regir el Código pena!, y sobre hechos que fre¬ 
cuentemente han sido objeto del fallo de los tribunales. 

La sustracción perseguida no es robo, sino hurto con la cir¬ 


cunstancia agravante veintiuna del artículo diez. 


Los robos con fuerza en las cesas se comprenden en la sección 
segunda, capítulo primero, título catorce del Código, y todos se re¬ 
fieren espresamente á lugares habitados y no habitados. Esta con- 
Imposición revela desde luego que la diferencia de los lugares esta 
en que sirvan ó no de morada, conviniendo por lo demás en que 
unos y otros son de aquellos que no sólo están cerrados lateral¬ 
mente , sino también por encima. La ¡dea de edificio vá envuelta en 
esas denominaciones, cualquiera que sea su grado de perfección , á 
contar desde la más frágil y pobre choza hasta el más sólido y mag¬ 
nífico palacio. Estos lugares, cerrados lateralmente y por encima, 
son los que tienen aquella inviolabilidad, aquella especie de santi¬ 
dad , que agrava la sustracción hasta el punto de erigirla en robo. 
Fácil es comprender la diferencia de respeto con que deben consi 
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derarse los lugares meramente cercados y los que constituyen edifi¬ 
cio, así como la desigualdad de espíritu criminal que se requiere 
para asaltar los unos ó los otros. Mas se dirigen generalmente las 
cerraduras laterales á impedir la entrada ó salida de animales que 
!a invasión de personas. 

Fíjese la atención en un corra!, un huerto , una finca rústica 
cualquiera, cuyo cierro de pared ó de otra clase menos consistente 
tiene un metro ó ménos de altura. Dentro de cualquiera de esos si¬ 
tios existen árboles con frutos sazonados, y llevado uno de la tenta¬ 
ción de sustraer alguna porción para no comerla en el acto , pene¬ 
tra en aquel lugar por escalamiento 6 remoción del débil obstáculo 
que encuentra. Tal vez reduciendo los hechos á tan pequeñas pro¬ 
porciones, habrá alguno en quien se despierte la idea de que esa 
sustracción no puede constituir un robo. Pues si dentro de estos re¬ 
ducidos límites se acepta la existencia de un mero hurto, es preciso 
admitir por completo la doctrina que sustenta este Ministerio. Que 
el cierro tenga un metro de altura, ó tenga dos ó tres, ó que la sus¬ 
tracción sea de algunas frutas, ó de una cordera, ó de un caballo, 
todo esto constituye verdaderos accidentes, y no es capaz de alterar 
la naturaleza de los hechos. 

El lenguaje del artículo cuatrocientos treinta y tres envuelve, 
romo ántes se ha dicho, una verdadera contraposición, que sería 
impropia traduciendo las palabras lugar no habitado por cualquiera 
cerrado lateralmente. A un lugar de esta última clase no se asocia 
la idea de morada, y en vano fuera por consiguiente escluir lo que 
esencialmente aparece escluido. Para seguir fundadamente la opi¬ 
nión contraria, seria necesario que dicho artículo cuatrocientos 
treinta y tres empezase así: «el robo cometido con anuas ó sin ellas 
en cualquier otro lugar cerrado ó cercado, etc.» Los autores del Có¬ 
digo no podían ignorar que las fincas rústicas cercadas esceden en 
número, considerablemente, á los edificios no habitados, v era im- 
posible que al espresar la idea general se preocuparan con lo ménos 
para no emplear las palabras adecuadas al mayor número. Las 
fuerzas enumeradas en ese mismo artículo denotan bien que se re¬ 
fieren á lugares cerrados lateralmente y por encima, ó sea á edifi¬ 
cios inhabitados por más ó ménos tiempo, ó á otros destinados á 
guardar ganado, aperos de labranza, frutos, etc., como cuadras, 
pajares, hórreos, etc. 

No se invoque contra la doctrina espuesta el artículo cuatro- 
tomo ir. jg 
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necios treinta y siete del Código, que al definir el hurto requiere 
h esehision de fuerza en las cosas, porque es bien claro que se re¬ 
fiere a las fuerzas descriptas respecto de lugares habitados y no ha¬ 
bitados en los artículos cuatrocientos treinta v uno y cuatrocientos 
treinta y tres. Por lo demás, ciertas fuerzas de que allí no se hace 
mención, son compatibles con el hurto, como el asaltar ó escalar la 
pared de una finca rústica, romper ó desatar una cuerda con que 
esfo sujeta la puerta de una casa, entrar en un lugar habitado por 
la vía destinada al efecto y romper puertas interiores, armarios, ar¬ 
ras tí otra clase de muebles ú objetos cerrados ó sellados, cortar ár¬ 
boles de propiedad particular para utilizarlos, subir á ellos para sus¬ 
traer frutos, etc. 


La diferencia de condenas, según que el Códido se aplique de 
urca manera ú otra , no puede ménos de llamar vivamente la aten- 
non de todos los que anhelan la recta administración de justicia. Si 
aprovechándose alguno de la noche y del despoblado, entra en un 
prado cerrado con una pared cualquiera, y sustrae una caballería 
que vale más de cien duros, incurre en la pena de presidio mayor, si 
aquel prado se tiene por lugar no habitado en el sentido del artícu¬ 
lo cuatrocientos treinta y tres. Si por el contrario ese hecho se re¬ 
pelare hurto, aunque agravado por no haber respetado la cerradu¬ 
ra con arreglo á la circunstancia veintiuna del artículo diez , enton¬ 
ces la pena no puede pasar de presidio correccional según el nú¬ 
mero segundo del artículo cuatrocientos treinta y siete. Tan percep- 
1 i ble es en este caso la proporción entre el delito y la pena, como en 
el anterior la desproporción, que llega hasta el punto de castigarse 
el hecho con tanta severidad, como si la sustracción de la caballería 


se hubiera verificado con violencia ó intimidación ménos grave en 


la persona. Aplicando este criterio al delito objeto de la causa, se 
observa que admitiendo la prueba plena y el robo, está en su lugar- 
la pena impuesta de dos anos de presidio, al paso que si se consi¬ 
derase hurto, no debería esceder de un año, teniendo en cuenta la 
entidad de la cosa y la necesidad de aplicar el grado máximo por la 
rircunstancia simplemente agravante del escalamiento de la pared 
del corral ó aprisco. Pero áun no es este el punto de vista que cor¬ 
responde. La prueba del delito se reduce á que el perjudicado de¬ 
claró la confesión que le había hecho uno de los procesados, estan¬ 
do cerca otras dos personas, y á que una de éstas confirmó la cita, 
manifestando la otra no haber podido comprender las palabras. 
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363 

Admítase el convencimiento, sin perjuicio de la defensa que en su 
caso hagan los reos ausentes; pero reconózcase que la prueba está 
muy lejos de arrojar los rayos de luz que dán la claridad suma lia- 
mada evidencia. 

El Fiscal, á pesar de su habitual concisión, ha creído deber tra¬ 
tar este asunto con alguna estension, ya por su importancia, y va 
por haber llegado á su conocimiento la existencia de casos de una 
jurisprudencia opuesta, que si en su íntimo convencimiento no debe 
seguirse, merece la consideración de que se la discuta é impugne. 

Por lo espuesto concluye pidiendo que, en conformidad á los ar¬ 
tículos 457, 40 y 74 del Código y regla 45 de la ley provisional, la 
Sala se sirva imponer á J. B. y T. Z. cinco meses de arresto en lu¬ 
gar de los veinticuatro de presidio correccional y accesorias á que 
fueron condenados en la sentencia consultada, revocando ésta en 
esa parte y confirmándola en lo demás. 

Diaz de Rueda. 
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Lo sustracción ejecutada en lugar habitado sin otra fuerza que 
e! rompimiento de objetos interiores, como arcas, cofres, arma¬ 
rios, etc., es hurto: ese mismo hecho en lugar no habitado contituiie 
u ti robo . 

DICTAMEN DEL FISCAL DE LA AUDIENCIA DE VALENCIA DON RICARDO DIAZ 

DE RUEDA. 

El Fiscal dice: que de! molino de pape! de Játiva se sustrajo una 
arquita que contenia dinero, y que pareció después rota álas inme¬ 
diaciones de aquel edificio. Con tal motivo han sido procesados F. 
F. N. y F. F. S., padre é hijo, que estuvieron trabajando en dicho 
molino por el tiempo en que se considera realizada la sustracción. 
El que suscribe acepta las apreciaciones del Juez de primera instan¬ 
cia, en cuanto á la insuficiencia de las pruebas, y está conforme con 
la absolución libre del primero y de la instancia respecto del segun¬ 
do. Entiende, sin embargo, que no es exacta la calificación legal del 
delito, y áun cuando ahora no haya de imponerse pena, conviene 
que no quede prejuzgada la existencia de un robo, por si en ade¬ 
lante sobrevinieren méritos para renovar los procedimientos. La enu¬ 
meración de fuerza en las cosas, respecto del lugar habitado y no 
habitado, no es igual en los arts. 451 v 453. El que entra en lugar 
habitado por la vía destinada al efecto, y franquea la puerta de un 
cuarto interior, y rompe un arca existente en el mismo, comete un 
hurto con la circunstancia agravante veintiuna, art. 10 del Código. 
El que realiza ese mismo hecho en lugar no habitado perpetra un 
robo. No es propio de este dictám m entrar en el examen de los mo¬ 
tivos de esa diferencia; pero es evidente que la circunstancia tercera 
del artículo 433 no se comprende en la enumeración del artícu¬ 
lo 431, á la cual se refiere el 432. La segunda circunstancia de esos 
artículos, 451 y 435, se identifica, y significa que tanto en lugai 
habitado, como no habitado, hav robo cuando existe rompimiento 
de puertás, ventanas ó paredes pertenecientes al cierro esterior^ 
un edificio. Como la tercera circunstancia del 453 falta en el •*> ? 


< 
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se deduce inmediatamente que el rompimiento de puertas, paredes, 
arcas ú otras cosas interiores en lugar habitado no tiene la virtud 
de erigir la sustracción en robo. En vano seria invocar contra esta 
doctrina el art. 437, porque si bien el hurto escluye la idea de 
fuerza en las cosas, ha de entenderse esta esclusion respecto de las 
fuerzas enumeradas en los artículos que tratan del robo, y nó de 
otras que puedan tener lugar. 

£1 molino en que se verificó el suceso tiene el concepto de lugar 
habitado, porque en él moraban los arrendatarios ó los oficiales del 
mismo. 

Por tanto, considerando la sustracción perseguida como un de¬ 
lito de hurto, el Fiscal es de parecer que en cuanto á lo demás pue¬ 
de servirse la Sala confirmar la sentencia consultada con la decla¬ 
ración de entenderse también de oficio las costas y gastos de esta 
Superioridad, la mitad por ahora y la restante absolutamente. 

Valencia etc. (i). 

Díaz de Rueda. 


(1) El nuevo Código reformado conserva la importante diferencia no¬ 
tada en este dictamen sobre enumeración de fuerzas. 
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DICTAMEN BEL FISCAL DE LA AUDIENCIA DE MADRID D. CRÍSPULO 

GARCÍA GOMEZ DE LA SERNA. 

El Fiscal dice: Que de orden de S. A. ei Regente del Reino, 
comunicada por el Excmo. Sr. Ministro de Gracia v Justicia en tr> 

de Junio, se remitió á la hala una exposición de_ solicitando la 

gracia de dispensa de ley para continuar en la curaduría ejemplar 

de su hija. á pesar de haber contraído segundo matrimonio 

con .> fin de que se instruyera el oportuno expediente, con ar¬ 

reglo a lo dispuesto en la ley de Enjuiciamiento civil y en la Real 
orden de 12 de Abril de 1839. 

La Sala acordó el cumplimiento dando la conveniente orden al 
Juez, y éste remite el expediente considerándolo terminado de 
acuerdo con el Promotor fiscal. 

Dona.de 22 años de edad, se halla padeciendo una amorosis 

ó gota serena en ambos ojos, complicada con una enajenación men¬ 
tal , con completa perversión de sus facultades intelectuales consti¬ 
tuyéndola en una verdadera manía que alterna entre tranquila y 
furiosa sin tener conciencia de lo que dice ni de lo que hace en de¬ 
terminados momentos. Estos padecimientos reconocen por causa 
una caída que sufrió hace 17 años, recibiendo el golpe en el vértice 
de la cabeza, determinándose la ceguera á los 15 dias de esperi- 
mentar la caída y á los tres meses la pérdida completa de la inteli¬ 
gencia, y como ha resistido sin resultado el tratamiento medicinal 
aconsejado por la ciencia, se califica de incurable la enfermedad. As 

se esplican los licenciados en medicina y cirujía D.y D... 

su certificación. 

Doña.fué nombrada en testamento tutora y curadora de $u> 

hijos por su difunto esposo D.y ha venido desempeñando este 

cargo desde que se le discernió por auto del Juez de 2 de Octubie 
de 1869. 

Tres testigos libres de toda escepcion, catedrático el primei o? 
oficial del Consejo Supremo de Guerra el segundo, y profesor n 
música el tercero, de cuyo conocimiento dá fé el escribano, declara.) 


i 
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contestes en la información de ciencia y propio conocimiento set 
cierto el estado de demencia de Doña...., habérsele adjudicado en 
las particiones por muerte de su padre bienes rústicos unidos á h> 
de su madre, para que pudiera ésta administrarlos con mayor faci¬ 
lidad, el solícito y cariñoso atan con que Doña. ha cuidado de 

su hija, la antigua y constante amistad que ha reinado éntre el ti¬ 
nado D., Doña.y su nuevo esposo D., el cariño que éste 

ha profesado siempre á los hijos de su desgraciado amigo, la apti¬ 
tud que por sus conocimientos especiales tiene D. para adminis¬ 

trar v cuidar los bienes rústicos además de sus buenas cualidades 

«j 

morales, y la conveniencia para la menor de que se conceda á su 
madre la dispensa que solicita. Tal es el resultado de la informa¬ 
ción. 


De un testimonio unido al espediente aparecen los haberes* ad¬ 
judicados á la madre y á la hija por muerte del esposo y padre res¬ 
pectivos D., importante el primero 104,400 escudos, 598 milési¬ 

mas, y el segundo 56,132 escudos 546 y media milésimas. 

Ni este testimonio ni los demás presentados han sido cotejados 
con sus originales por no ofrecer duda su autenticidad. 

Bien puede decirse en vista de tal resultado que concurren en 
favor de la gracia solicitada, motivos justos y razonables debida¬ 
mente justificados en el sentido de la ley de 14 de Abril y el Fiscal 
concluiría aquí su dictámen proponiendo la devolución del espe¬ 
diente con informe favorable si no conceptuara necesario, atendido 
el detenimiento y meditación que presiden los acuerdos de la Sala 
examinar, siquiera sea brevemente, la influencia que puedan ejer¬ 
cer en este espediente las novedades trascendentales introducidas en 
algunos derechos de familia por la ley del matrimonio civil de 18 
de Junio. 


No ofrece duda, en concepto del Fiscal que los efectos civiles 
atribuidos al matrimonio por la nueva ley alcanzan de lleno y se 
estienden del mismo modo á los matrimonios canónicos contraidos 
antes del l.° de Setiembre, única forma hasta entonces de constitu¬ 
ción de la familia civil, cuya perfecta legitimidad para lo futuro na¬ 
die podrá negar. Esto no es una retroacción de ley, es la condición 
necesaria de las leyes todas que surten sus efectos modificando las 
anteriores desde su promulgación. 


Parece sin embargo que la estension de estos 
de la familia se ha de limitar á los matrimonios 


efectos en clon!mi. 
existentes a! pro- 
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umlgarse la ley con absoluto respeto de las situaciones particulares 
creadas con anterioridad, á la sombra del derecho. 

Así pues, los cónyuges adquieren entre sí y para con sus hijos 
desde luego, los derechos y deberes de la nueva ley, acomodándose 
la lainilia. en un todo á las condiciones creadas, así en lo que con¬ 
serva de lo antiguo como en las alteraciones introducidas. 

En los actuales matrimonios las madres adquieren la pátria po¬ 
testad sobre sus hijos en la forma que determina el art. 64, y los 
lujos mayores de edad y los que á ella llegaren en lo sucesivo que¬ 
darán emancipados de derecho. 

¿Pero adquirirán del mismo modo las madres que eran viudas 
al publicarse la ley del matrimonio civil la pátria potestad con sus 
electos naturales en la persona y bienes respecto á sus hijos que no 
han salido de la menor edad? Los términos en que se resuelva esta 
ruestion grave y delicada han de tener una trascendencia decisiva 
en este espediente, haciendo que pueda concederse ó que sea escu- 
sada la gracia solicitada. De aquí la necesidad de su exámen. 

Al decir que los efectos civiles de la nueva ley se estienden á 
los matrimonios anteriores, pudiera creerse á primera vista prejuz¬ 
gada y resuelta en sentido afirmativo la cuestión suscitada; pero 
profundizando el sentido de la frase con fria meditación se descu¬ 
bre sin grande esfuerzo la significación propia y natural de estas 
palabras y la inteligencia genuina y filosófica del pensamiento de 
la lev, firmísimos fundamentos de la solución contraria ó ne¬ 


gativa. 

Los efectos del matrimonio civil, sea cualquiera la generalidad 
que se conceda á la nueva ley, se habrán de limitar necesariamente 
á los matrimonios existentes: no á los que estaban disueltos al tiem¬ 
po de su promulgación. Las situaciones de familia, el estado de las 
personas y de los bienes creados según el derecho anterior al ter¬ 
minar la sociedad legal son inalterables. 

La nueva ley no puede variarlos ni modificarlos sin tomar un 
carácter retroactivo, peligroso y contrario á los buenos principios 
jurídicos en materia civil. A la sombra de esos derechos realizados 
desde la disolución del matrimonio nacen y se desarrollan intereses 
legítimos que á las veces afectan á terceras personas. Estos intereses 
no pueden defraudarse, han merecido en todo tiempo un respeto 
profundo de los legisladores. 

La nueva ley ha de .aceptar las situaciones de las familias, e 
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estado, derechos y condiciones adquiridas por los individuos que las 
componen antes de su publicación y aplicar sus electos en las con¬ 
diciones propias en que las encuentran, respetando los derechos a 
los intereses creados. Mas claro, dará á los matrimonios existentes 
los derechos y las obligaciones todas atribuidas al matrimonio civil, 
así en orden á los cónyuges como á los hijos y á los bienes. Las ma- 
dres, en estos matrimonios tendrán la patria potestad en delecto de 
los padres. Los hijos mayores de edad y los que entraren en ella en 
lo sucesivo se reputarán emancipados de derecho. 

Las madres viudas á la publicación del matrimonio civil conser¬ 
van sus derechos sin adquirir los que esta ley pueda conceder á las 
actuales esposas. El matrimonio no existe, no hay términos hábiles 
para el cumplimiento de la ley: la sociedad legal quedó disuelta por 
la muerte del marido y no hay poder humano capaz de animar una 
unión oprimida por la losa del sepulcro. 

Los hijos huérfanos de padre constituidos fuera de la patria po¬ 
testad desde que tuvieron la desgracia de perder á sus progenitores 
no pueden ser privados de su cualidad de personas sui juris vol¬ 
viendo al estado de que salieron, ni ser despojados del usufructo de 
sus bienes sin su consentimiento. 

Seguirán pues en la tutela, sea esta de cualquier clase, tendrán 
intervenida la administración, pero conservarán el estado sui juris 
v harán suyos el producto de sus bienes y de su trabajo. Para ellos 
se rompieron los lazos de la patria potestad, reanudarlos de nuevo 
seria un acto liberticida. 

Así lia sucedido siempre, el hijo una vez emancipado , conserva 
su condición sui juris, salvo las excepcionespréviamente establecidas 
en las leyes y no puede por actos estranos pasar á ser alieni juris. 

Aunque la nueva ley ó cualquiera otra suprimiera del derecho 
la emancipación, á nadie ocurriría ciertamente decir que anulaba v 
dejaba sin efecto las emancipaciones realizadas con anterioridad. 
El que una vez ha recobrado la libertad no puede verse privado de 
ella sino por culpa propia. Lo contrario seria un despojo odioso di 
don más estimado y precioso para el hombre, constituiría un ataqu 
contra el estado civil. 

La condición estable, permanente , de toda emancipación, m 
puede negarse sin insigne agravio á la más natural y frecuente en 
su forma, á la que se realizaba por el solo ministerio de la lev. 

Y no se arguya que dadas las nuevas condiciones, la cuestión 
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carece tic importancia reducida á las exiguas proporciones de un 
cambio de nombres. De la tutela á ia patria potestad, áun limitada 
a la menor edad, hay una gran diferencia, en orden á las personas 
por su carácter, permanencia, derechos y obligaciones, y en cuanto 
á las cosas, por la apropiación de los productos de los bienes, de la 
industria y del trabajo. 

Alteraciones tan capitales, cambios de tal magnitud y trascen¬ 
dencia no pueden deducirse del silencio ni áun del sentido de una 
ley. Exigen un acto terminante, una declaración expresa del legis¬ 
lador, y esta declaración seguramente no se grangearía ios elogios 
de los jurisconsultos. 


Si pues las madres viudas al publicarse la ley del matrimonio ci¬ 
vil no adquieren la pátria potestad sobre sus hijos menores, si estos 
conservan el estado suijuris que tenian desde la muerte de sus pa¬ 
dres ocurrida antes de la promulgación de la ley, seguirán someti¬ 
dos á las propias condiciones de tutela en que se encontraban y las 
madres conservarán en toda su integridad los derechos v deberes 
que les daba el ejercicio de ese cargo. 

Natural consecuencia es que las madres imposibilitadas por las 
segundas nupcias de continuar ejerciendo la tutela, impetren la 
dispensa de ley por via de rehabilitación, como antes hacían, si 
quieren continuar en estos cargos que les fueron conferidos por los 
medios que el derecho autorizaba. En esta parte el antiguo sistema 
ha quedado todo subsistente para salvar las situaciones, derechos é 
intereses importantes de familia de la confusión y del caos. 

Y viniendo al objeto principal de este expediente se demuestra 
que áun tiene razón de ser, que responde á una necesidad y debe 
seguir su tramitación para que la dispensa de ley pueda concederse 
6 negarser 

En virtud de todo lo espuesto, y del análisis hecho al principio 
del resultado de este espediente, entiende el Fiscal que puede la 
Sala servirse acordar su devolución con informe favorable á la con¬ 
cesión de dispensa solicitada por Dona... para continuar ejerciendo 
la curaduría ejemplar de su hija menor é incapacitada Doña. 

La Sala no obstante acordará lo que mejor estime. 

Madrid l.° de Octubre de 1870. —García G. de la $er*a. 


La Sala de Gobierno de la Audiencia acordó informar en los términos 
propuestos por el Fiscal, remitiendo copia de la anterior censura. 
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DICTAMEN DEL FISCAL DE LA AUDIENCIA DE CACERES. 


La diversa práctica que se seguía en las Audiencias acerca de la 
imposición de penalidad aplicable á los delitos cometidos en los 
montes, obligó al Gobierno á instruir espedientes sobre tan impor¬ 
tante materia. Pedidos informes, se emitieron dictámenes muy lu¬ 
minosos, entre ellos el que dió la Audiencia de Gáceres, que inser¬ 
tamos á continuación. Dice así: 

Esta Audiencia, en cumplimiento del acuerdo de S. A., pre¬ 
ceptivo de que informe acerca de la práctica que en la misma se si¬ 
gue en la imposición de la penalidad aplicable á los delitos cometi¬ 
dos en montes que no pertenecen al dominio particular, y de los 
fundamentos en que se apoya ha tomado el oportuno espediente, en 
el que ha emitido el Fiscal el dictámen que por copia acompaño, y 
que la Audiencia acepta en todas sus partes. 

Como en el dictámen se consigna, desde la publicación de la 
Real orden de 26 de Junio de 1863 comenzó á penarse con arreglo 
á las Ordenanzas de 22 de Diciembre de 1833 los delitos cometi¬ 
dos en los montes públicos, reservándose la aplicación del Código 
penal para los delitos perpetrados en los montes de dominio parti¬ 
cular. 

A pesar de la diversidad de las penas, unos y otros delitos fue¬ 
ron objeto de procedimientos criminales hasta la publicación del 
reglamento para la ejecución de la ley de 24 de Mayo de 1863, da¬ 
do en 17 de Mayo de 1865, desde cuya fecha, tratándose de daños 
que no escedan de 1,000 escudos, se ha declarado la incompeten¬ 
cia de los Jueces y se han pasado las sumarias á los Gobernadores 
de provincia ó á los alcaldes, según que los daños eran de mayor o 
de menor cuantía. 

Esta práctica descansa en ¡as dos disposiciones citadas de 26 de 



Junio do 1805 y 17 de Mayo de 1865. Si la inteligencia dada á es¬ 
tas disposiciones hubiera sido uniforme, bastaría citarlas para dejar 


sis v a h peimos comnctos, es indispensable exponer algunas otras 
oonsideraciones. 

Al publicarse en 1848 el Código penal, se castigaban con arre¬ 
glo A uis Oidenanzas de 18¿>5 los delitos c¡ue, con infracción de las 
mismas, se cometían en la generalidad de ios montes de la Nación; 
y los que tenian lugar en los montes, esceptuados de sus disposicio¬ 
nes según el precepto del art. 212, no se penaban como los demás 
delitos de daño y hurto, sino conforme á lo determinado en orde¬ 
nanzas particulares que regian en unas provincias: y haciendo apli¬ 
cación en otras de las Ordenanzas generales anteriores, que están in¬ 
sertas en la Novísima Recopilación.—Publicado el Código, surgió 
la duda de si quedaba ó no derogada la parte penal de las Orde¬ 
nanzas. Varios artículos de aquel trataban especial y concretamente 
de daños cometidos en montes; el art. 7.° solo declaraba excluidos 
de sus disposiciones los delitos militares, los de imprenta, los de con¬ 
trabando v los cometidos en contravención á las leves sanitarias en 
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tiempo de epidemia, y la práctica de los Tribunales tendía á gene¬ 
ralizarse en sentido de que las Ordenanzas de montes habían sido 
derogadas en su parte penal. 

Poco tiempo después se formó el Código y se hizo al art. 7.° una 
adición importante: á los delitos específicamente comprendidos en 
la primitiva redacción de este artículo, se agregaron los demás qüe 
estuvieran penadas por leyes especiales. La cuestión vino á quedar 
reducida á si las Ordenanzas de montes tenían ó no carácter de ley 
penal especial. 

En alguna Real disposición se consideró así. Habiendo pedido ei 
Gobernador civil de las Islas Canarias la derogación del art. 212 de 
las Ordenanzas de 1833 que esceptúa de las reglas generales de las 
mismas á los montes de aquella provincia, por Real orden de 2 de Ju¬ 
nio de 1852, atendiendo entre otras consideraciones á que las Or¬ 
denanzas citadas contienen disposiciones de distinto género de la- 
cuales unas son objeto de ley,* como ias que modifican el derecho c-o 
raun civil y penal y otras puramente reglamentarias, se declaró que 
no podían ponerse en ejecución en aquellas islas las disposiciones ( 
las Ordenanzas generales de montes que son por su naturaleza o je 
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fo de lev, v que se rigiese por ellas y demás disposiciones posteiio- 
res todo lo relativo ¿i la organización y atribuciones del personal, 
gestión, servicio administrativo, conservación, beneficio, parte fa¬ 
cultativa ó pericial y policía administrativa del ramo. La práctica 
mas general de los "Tribunales continuó sin embargo, aun después 
de la reforma de! Código, siendo contraria á la idea de que las Or¬ 
denanzas de montes modificasen el derecho común penal. 

Pero esta práctica, si bien generalizada, no era uniforme; la 
cuestión era grave y difícil: sin recurso de casación no podía haber 
v erdadera jurisprudencia, y la diversidad de opiniones ocasionó la 
consulta de la Audiencia de Sevilla que fué resuelta en Real orden 
de 26 de Junio de 1863. 

Los términos en que se halla concebida esta Real orden son bien 
explícitos. Declara que la parte penal de las Ordenanzas se halla vi¬ 
gente respecto á ios montes que son propiedad del Estado, de las 
provincias, de los Municipios ó Corporaciones de carácter también 
público, siendo aplicables sus disposiciones por los Jueces y Tribu¬ 
nales, con arreglo á las leyes que, en tal concepto y como ley es¬ 
pecial para castigar los delitos é infracciones de las mismas Orde¬ 
nanzas que se cometan en ios montes públicos, forman parte de la 
excepción contenida en el art. 7.° del Código penal vigente; y que 
este rige sola y exclusivamente para castigar los delitos que se co¬ 
metan en los montes de dominio particular, aplicándose además 
sus disposiciones á los montes públicos en los casos y circunstancie 
que ocurran y no se hallen especificados en las Ordenanzas. 

Esta resolución debió aquietar á los Tribunales. Aunque se íu 
sostenido que en vez de aclarar, variaba los preceptos legales ante¬ 
riores, y se ha puesto en duda la legitimidad del cumplimiento que 
se le prestó, esta Audiencia no participa de semejantes ideas. 

El extremo relativo á que las Ordenanzas están vigentes en su 
parte penal páralos delitos cometidos en los montes públicos, que es 
el que ha motivado tales impugnaciones, tiene á su favor el texto 
explícito del Código penal y los precedentes históricos de nuestra 
legislación. 

El art. 7.° del Código declara excluidos de sus disposiciones los 
delitos penados por leyes especiales, y que las Ordenanzas de 1833, 
atendida la época de su publicación, tienen el carácter de ley penal 
especial.—Ni fué esta una novedad entonces.—La Ordenanza ge¬ 
neral, dada por í). Fernando Vi en 7 de Diciembre de 1748; la or¬ 


as 


a 


DICTAMENES FISGA LES 


r- — / 

O Í T 


■Iciianza para la conservación y aumento de los montes de la mari¬ 
da, aplicable á ciertas provincias y distritos, publicada por el mismo 
Monarca en *>¡ de Enero de 1748; otras Ordenanzas especiales y 
multitud de leyes sobre la materia, demuestran que en España nun ¬ 
ca se han penado de igual manera los daños y las sustracciones de 
los montes y los mismos delitos cometidos contra otra clase de pro¬ 
piedad. Esto supuesto, no obstante que por el Código quedaron de¬ 
rogadas ciertas leyes que, reformando las antiguas, establecían pe¬ 
nas para determinados delitos comunes, faltaba motivo para asen¬ 
tar que las Ordenanzas de 1833 fueron una de esas tantas leyes de¬ 
rogadas. Si ha habido siempre en nuestros Códigos disposiciones 
represivas de los ataques á la propiedad en general y otras limita¬ 
das á esos mismos delitos, cometidos en los montes, la Real orden 
que resuelve que, acerca de estos, rige una legislación especial, no 
traspasa los límites de una verdadera aclaración. 

Y no se diga que esa diversidad de penas para unos mismos he¬ 
chos es contraria á las indicaciones de la ciencia v á las teorías en 

«i 

que descansa la codificación. Seria impropio de este informe, limi¬ 
tado á exponer los fundamentos de la práctica que esta Audiencia 
observa, entrar en consideraciones sobre la razón de la penalidad 
especial, que es un hecho incuestionable en nuestra historia: acerca 
de este punto, basta indicar que no se conservan sin algún funda¬ 
mento en la legislación secular de un pueblo, leyes especiales para 
ciertos actos; que á la unidad y belleza artística de un Código, no 
debe sacrificarse la proporcionalidad de las penas, y que en Francia 
que nos ha precedido en la tarea de la codificación al lado de un Có¬ 
digo penal que reprime los daños y las sustracciones, existe un Códi¬ 
go forestal que asigna penas menos severas y análogas á las de nues ¬ 
tras Ordenanzas á la corta v sustracción de árboles, verificadas o a 

*. 

los montes. 

La segunda parte de la Real orden de 26 de Junio de 1865, en 
que se resuelve que el Código penal rige para castigar los delito- 
que se cometen en los montes de propiedad particular, á pesar d*. 
que el art. 211 de las Ordenanzas de 1855 disponía lo contrario, es 
la principal razón que se alega para negar á aquella Real orden e> 
carácter de aclaratoria. 

Si esta razón, bien examinada, tuviera la fuerza que á P r, “* e * 
vista presenta, no se deduciría de ella que la Real órdén de ° 
escedió las atribuciones del Poder Ejecutivo, en cuanto declaraba 
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que los delitos cometidos en los montes públicos estaban sujetos a 
la penalidad de las Ordenanzas, sino en cuanto no hacia la misma 
declaración para los delitos perpetrados en los montes de dominio 
particular, sujetos ántes a las mismas penas. Siendo las Ordenan¬ 
zas una ley penal especial, comprendiendo en sus preceptos los de¬ 
litos cometidos en toda clase de montes, y no habiendo podido la 
Real orden de 1863 variar el art. 244 de las Ordenanzas, no hay 
otra consecuencia posible, sino la de que estas son aplicables á los 
delitos cometidos en los montes, ya sean públicos, ya de dominio 
particular. Y sin embargo, no es esta la consecuencia que se ha de¬ 
ducido; nádie impugna que el Código se aplique á estos últimos de- 
I i tos; lo que se impugna es que no se aplique también á los pri¬ 
meros. 

Pero la razón indicada no tiene la importancia que se le atri¬ 
buye. 

Ante todo es de notar que los montes públicos fueron el objeto 
principal de las Ordenanzas. Los artículos 4.° y o.° declaran suje¬ 
tos al régimen prescrito en las mismas, los montes del Estado, los 
de propios y comunes de los pueblos, los pertenecientes á hospicios, 
hospitales, universidades ú otros establecimientos públicos, depen¬ 
dientes de la real protección y gobierno, y aquellos en que el Estado, 
ios pueblos ó los establecimientos públicos tienen condominio ó co¬ 
munidad de disfrute, ó usos con otros propietarios. Así fue que, pa¬ 
ra la aplicación de ciertos preceptos á los montes de dominio parti¬ 
cular, se redactó el tít. 8.° que contiene disposiciones especialísima> 
y susceptibles de modificación, sin que por esto se alteren las Orde¬ 
nanzas en su parte esencial, ni es su principal objeto. 

Vino después el Código penal, algunos de cuyos artículos tratan 
directamente de danos hechos en monte a^eno v de la sustracción 
del objeto del daño; artículos de que no podía prescindirse. Había, por 
consiguiente, que armonizar las prescripciones de las Ordenanzas el 
artículo 7.° del Código y los demás artículos del mismo, que se ocu¬ 
pan de daño y hurto causados en montes, y la Real orden declara 
que estos últimos artículos, derogando el 244 de las Ordenanzas, 
son aplicables á los montes de dominio particular, quedando por 
el 7.° vigentes las Ordenanzas para los montes públicos. 

En esto, lejos de haber nada contradictorio, encuentra esta Au¬ 
diencia la solución acertada de una grave dificultad legal. Porque 
no puede desconocerse que, entre los montes de dominio particu-- 
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lar y los públicos, hay una radical diferencia; los primeros son para 
*'l dañador ó sus tractor como otra cualquier propiedad: entre los 
segundos hay montes de aprovechamiento vecinal, aprovechamiento 
<!ue se regula por la Administración, y en ellos, la corta ó sustrac¬ 
ción indebidas en tanto son delitos, en cuanto envuelven la viola¬ 
ción de una disposición administrativa. Y si bien, todos los montes 
conocidos con la denominación de públicos, no se hallan en el mis¬ 
mo caso, ni tal vez todos los reos que cometen el mismo hecho en un 
monte dado, se encuentran en idéntica situación, el asimilar los que 
están sujetos á una misma administración, régimen y custodia para 
los efectos de la penalidad en los delitos que en ellos se cometan, 
ovita los graves inconvenientes de una legislación casuística. 

No tiende lo que acaba de esponerse á sostener que la legisla¬ 
ción penal de los montes públicos debe ser distinta de la que garan¬ 
den ios de dominio particular, cuestión gravísima de derecho cons¬ 
tituyente; lo que la Audiencia indica es sólo que la resolución, con¬ 
tenida en la Real orden de 4863, además de no estar en oposición 
con ninguna de las disposiciones legales que se propuso aclarar, al 
decidir que la recta inteligencia de estas conducía á la diferencia 
en la penalidad por unos mismos hechos, según la clase de los 
montes en que se ejecutaran, no establecía una jurisprudencia que 
careciera de sólido apoyo y fuera absurda por sus resultados 

A estas razones que abonan el acierto con que faé espedida la 
Real orden de que se trata, se agrega la autoridad de que venia re¬ 
vestida. Dictada de acuerdo con lo consultado por las Secciones de 
Gobernación y Fomento, Estado y Gracia y Justicia del Consejo de 
Estado, ponía fin á una controversia que se suscitaba frecuente¬ 
mente en los Tribunales; el poder legislativo no estimó invadidas 
sus atribuciones, v las Audiencias, variando la práctica que, en la 
mayor parte de ellas, se habia venido observando, uniformaron su 
jurisprudencia y la siguieron con fijeza hasta la publicación del Re¬ 
glamento de 47 de Mayo de 4865. 

Dos novedades introdujo este reglamento por sus artículos 121 
v 423; encargar á los Gobernadores y á los alcaldes, como auton 
dades administrativas, la aplicación de las penas marcadas en la> 
Ordenanzas y declarar sujetos á las prescripciones del Código pena 
los danos, cuyo importe esceda de 4,000 escudos. En los demás, no 
se hizo variación alguna, los delitos cometidos en los montes de o 
minio particular quedaron sujetos á la legislación común, y las pe 
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mis marcadas en las Ordenanzas se declararon vigentes y aplicables 
á los delitos cometidos en los montes públicos. 

De conformidad con estos preceptos, esta Audiencia varió su 
práctica en lo relativo á la competencia y al procedimiento, y co¬ 
menzó á dictar autos inhibitorios á favor de la administración en las 
sumarias instruidas por corta y sustracción de árboles en los montes 
públicos, siempre que el importe del daño no pasara de 1,000 escu¬ 
dos. Y la generalidad de las Audiencias de la nación hubo de en¬ 
tender de la misma manera el reglamento de 1865, á juzgar por la¬ 
varías competencias negativas, resueltas de acuerdo con lo consul¬ 
tado por el Consejo de Estado. 

Estas consultas y las resoluciones, dictadas en su vista, vienen a 
establecer que, con arreglo al citado reglamento, la simple corta de 
árboles está sujeta á las prescripciones de las Ordenanzas, cuya 
aplicación corresponde á la Administración, y que si la corta va 
acompañada de sustracción, cualquiera que sea la importancia de! 
daño, el hecho constituye delito de hurto, comprendido en el Códi¬ 
go penal y cuya represión compete á los Tribunales de Justicia. 

Como esta Audiencia no ha aceptado en su práctica la doctrina 
asentada por el Consejo de Estado, le es indispensable, para justifi¬ 
car sus actos, exponer los motivos en que se funda. 

Las consultas del Consejo de Estado tienen su apoyo en la regla. 
2. a del art. 121 del reglamento de 17 de Mayo de 1865, según la 
cual, cuando la infracción de un precepto de la ley, del reglamento, 
ó de las Ordenanzas, que tenga una penalidad señalada, haya sido 
el medio de perpetrar un delito definido en el Código, se abstendrán 
fos Gobernadores de conocer de la infracción, v reservarán su casi i- 

«j 

go á los Tribunales. Para deducir de este precepto que, habiendo 
sustracción de árboles dehe aplicarse el Código pena!, hay que par¬ 
tir del supuesto de que la corta está penada por las Ordenanzas y 
que no lo está la sustracción. Bajo esta base, el raciocinio seria con¬ 
cluyente; la corta constituiría la infracción de las Ordenanzas, sien¬ 
do á la vez medio indispensable para ejecutar la sustracción poste¬ 
rior, comprendida como hurto en el art. 457 del Código penal. Pero 
(ai supuesto no puede admitirse porque la sustracción de árboles 
está prevista y penada en las Ordenanzas como lo está en el Código: 
no hay aquí delito medio, sino un hecho, un delito que tiene su pe¬ 
nalidad en las Ordenanzas y en el Código. 

V O 

El caso, á que se refiere la regla 2. a 

TOMO Ií. 


art. 121, es muy dis- 

mO 



linio. Las Ordenanzas, por ejemplo, prohíben, bajo cierta multa, 
encender fuego dentro de los montes y en cierto espacio alrededor 
de los mismos: si contraviniendo á este precepto, se quema un mon¬ 
te por imprudencia, ó el fuego ha sido llevado por un criminal que 
intenciona ¡mente incendia los árboles, la infracción de las Ordenan¬ 
zas ha sido el medio de cometer un delito, previsto en el Código y 
-dio en e! Código. Entendida así la regla, las Ordenanzas en todo 
lo que comprenden rigen como ley penal especial, y el Código como 
legislación supletoria, que es lo declarado en Real orden de 26 de 
Junio de 1885. 

\ que esta es la verdarera inteligencia de la regla de que su¬ 
lfata, lo demuestra en concepto de esta Audiencia la regla siguien¬ 
te, donde se declaran vigentes las penas marcadas en la sección 7/ 
del tít. 2.° y en los títulos 5.°, 4.° y 6.° de las Ordenanzas, ó sea 
toda la penalidad que las mismas establecen. En el tít. 6.° se pena 
la sustracción de árboles; si esta penalidad está vigente, no es apli¬ 
cable á dicha sustracción el art. 457 del Código penal, á no soste¬ 
nerse que un mismo hecho puede ser objeto de dos procedimientos 
y de dos penas. 

Por otra parte, no se comprende que, para la sustracción, haya 
una razón especial que no sea extensiva á otros delitos. La corta 
como la sustracción están previstas en las Ordenanzas y en el Có¬ 
digo: si la sustracción se pena con arreglo al Código, también debe 
penarse conforme á las disposiciones de éste la corta, que es un 
daño. O las Ordenanzas son una ley especial, comprendidas en el 
artículo 7.° del Código penal, ó no lo son: si lo primero, el Código 
no puede tener aplicación á hecho alguno previsto en las Ordenan - 
zas, si lo segundo, todos los delitos definidos en el Código están su¬ 
jetos á su alcance. Esto último seria opuesto á la Real orden de 
1865, y á la regla 3. a del artículo 121 del reglamento de 1865, y 
traspasaría, á juicio de esta Audiencia, los límites de la jurispru¬ 
dencia, llamada sólo á fijar el verdadero sentido de las leyes y á 
suplir, conforme á su espíritu, los vacíos y omisiones que siempre 
dejan estas; formaría, sin embargo, un sistema. Considerar las Or¬ 
denanzas como ley especial para unos delitos, y como ley general, 
derogada por el Código, cuando se trata de otros, no obedece á 
ningún principio. 

Supuesta la inteligencia que dá esta Audiencia á las disposicio¬ 
nes vigentes, se desprenden las dificultades que habia de encontra d 
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para someterse á las doctrinas del Consejo de Estado. Si se tratara 
de una simple cuestión de competencia, habría aceptado el cono¬ 
cimiento de las causas por sustracción de lena, en razón á que las 

JL 

repetidas decisiones ó consultas de aquel alto cuerpo forman re¬ 
glas de jurisprudencia que deben observarse en lo relativo á los lí¬ 
mites de las atribuciones de la Administración y de los Tribunales: 
pero la cuestión de competencia contiene otra de fondo, toda vez 
que la declaración de que el conocimiento corresponde á los Tri¬ 
bunales se funda en que el delito está comprendido en el art. 437 
del Código penal.—Aceptar el conocimiento y fallar aplicando las 
Ordenanzas, seria evadir los conflictos por medio de un asentimien¬ 
to aparente y una oposición real á las consultas del Consejo.—Apli¬ 
car las disposiciones del Código contra las inspiraciones de la con¬ 
ciencia jurídica, envolvería el quebrantamiento de un deber, pues 
ios Tribunales están obligados á fallar con arreglo á sus propias 
convicciones, salvo el caso en que, la jurisprudencia resolviendo 
cuestiones dudosas, fija la interpretación; loque, tratándose de una 
ley civil ó penal, sólo compete á S. A.—No quedaba, por consi¬ 
guiente, otro medio que seguir acordando inhibiciones basta que. 
en vista de repetidos conflictos, tuvieran estos la única solución sa¬ 
tisfactoria. 

Este es el sendero seguido, del que no se ha apartado la Au¬ 
diencia, sin que hasta ahora se haya promovido en este territorio 
competencia alguna negativa, pues los Gobernadores y los Alcaldes 
se han conformado con las resoluciones de las Salas de Justicia, 
y estimándose competentes, han hecho aplicación de las Orde¬ 
nanzas. 


Además de esta aquiescencia, ha contribuido al sostenimiento 
de la práctica lo resuelto por el Ministerio de Fomento en Real or¬ 
den de 17 de Agosto de 1887, de acuerdo con lo informado por las 
secciones de Gobernación v Fomento v de Estado v Gracia v Justi¬ 


cia del Consejo de Estado, entre cuya resolución y las decisiones 
de competencia no hav al parecer uniformidad. 

En la conclusión 4. a del dictámen de las secciones, inserto en 
la Real orden que acaba de citarse, se asienta que, siempre que el 
daño, ocasionado en un monte público, no esceda de 1,000 escudos. 


deberá conocer de él el Alcalde ó el Gobernador, según la cuantía 
del mismo: y que cuando pase del espresado límite, toca á la juris¬ 
dicción ordinaria, como delito determinado y definido en los ar- 
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Imulos 457 y 458 dci Código penal. Esta conclusión, literalmente 
i rusenta, está conforme con la inteligencia que dá esta Audiencia al 
reglamento de 1865, pues, según su contesto, áun habiendo sustrac¬ 
ción ó aprovechamiento, único caso en que tiene cabida el art. 457 
del Código, se aplican las Ordenanzas por la Administración, si el 
importe del daño no escode de la cantidad marcada; lo que está en 
posición con lo establecido en las decisiones de competencia, don- 
Se se presupone que, habiendo sustracción, cualquiera que sea la 
ntidad del daño, debe penarse el hecho por los Tribunales, con ar¬ 
reglo al Código. 

Es cuanto esta Audiencia tiene el honor de informar, y por 
acuerdo de la misma lo comunico á Y. E. acompañando copia del 
dictamen fiscal, á fin de que se sirva elevarlo todo al superior cono¬ 
cimiento de S. A. 

Cáceres l.° de Abril de 18 c 


o 
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Los Jueces de paz (hoy municipales) han sido justiciables en pri¬ 
mera instancia ante los Juzgados de partido por abusos cometidos en 
el ejercicio de sus funciones . Ahora corresponde exclusivamente á 
las Audiencias conocer de sus causas , y en defecto del juicio oral y 
público tienen la garantía de las dos instancias de vista y revista 

DICTAMEN DEL FISCAL DE LA AUDIENCIA DE VALENCIA D. RICARDO 

DIAZ DE RUEDA. 

El Fiscal ha examinado esta causa formada contra D. V. B. é 1. 
Juez de paz que fue del C. de Y., y que de acuerdo con el Promotor 
fiscal remitió en Agosto último á esta Superioridad el Juez de pri¬ 
mera instancia de Lacena por considerarse incompetente según 
el art. o8 del reglamento provisional del año 1835 y 107 del de 1. 1 
de Mayo del 1814. 

Para determinar donde deben sustanciarse y fallarse en primera 
instancia las causas de los Jueces de paz (ahora municipales) es ne¬ 
cesario fijar dos épocas, una anterior á la reciente ley orgánica dei 
poder judicial, y otra posterior á la misma. 

Según la legislación vigente en dicha primera época, era de la 
competencia de los Juzgados de partido, conocer de las causas for¬ 
madas contra los Jueces de paz áun por los abusos cometidos en el 
desempeño de su cargo. 

Los Alcaldes ejercieron en otro tiempo funciones semejantes á 
las que después se encomendaron á los Jueces de paz. Independien¬ 
tes aquellos en muchas atribuciones que les confería el reglamento 
provisional, érales aplicable el artículo 58, número 2.° del mismo. 
Publicóse más adelante el del. 0 de Mayo de 1844, y cualquiera 
que sea el orden con que se suceden las ideas en sus arts. 106 al 
108, podia establecerse sin temor de errar la regla siguiente: Los 
Alcaldes en los abusos que cometan ejerciendo funciones judiciales 
están sometidos á los Jueces de primera instancia , exceptuando los 
que se refieran á los juicios verbales que no excedan de 200 rs. y 
á la ejecución de lo convenido enjuicio de paz. El fundamento está 
bien patente. En aquella parte en que los Alcaldes obraban inde¬ 
pendientemente de los Juzgados de partido tocaba á las Audiencia- 
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exigirlos ir. responsabilidad ea que incurrieran; en todo lo demás 
muque dependían de dichos Juzgados, eran justiciables arde los 
misinos. 

Sustituyéronse el año i85o los Jueces de paz á los Alcaldes con 
;a misma consideración y exenciones; pero se alteró la independen- 
ría en el ejercicio del Ministerio judicial. La ley de Enjuiciamiento 
i vil los some tió á los de primera instancia en las dos cosas excep¬ 
tadas por el artículo 107 de! reglamento de l.° de Mayo de 1844, 
y según ella quedaron constituidos los segundos como superiores 
jerárquicos en todo juicio verbal y en los actos de conciliación. 
Recórrase toda la ley citada, y se observará que los Jueces de paz, 
o auxilian las funciones de ¡os de partido, ó reciben delegación de 
estos, ó lo son de primera instancia respecto de los mismos en virtud 
de ¡as apelaciones que se admiten de los unos á los otros. Otras 
varias disposiciones, v entre ellas el decreto de 14 de Octubre 
de 1801, confirmaron evidentemente su completa inferioridad ge- 

rárnuica. 

1 

No puede existir, pues, el fuero de gerarquía que justifique la 
aplicación, del artículo 58, número 2.° del reglamento provisional. 

Si contra lo expuesto si hiciera valer un argumento de seme¬ 
janza tomado de la regla 15. a de la lev provisional que acompaña al 
antiguo Código penal, se desvanecería fácilmente, considerando que 
allí se establece la competencia de las Audiencias cuando los juicios 
de faltas recorren las dos instancias; y los Jueces, Alcaldes y Te¬ 
nientes han contraído una responsabilidad solidaria. Fuera de estos 
casos los Jueces de partido, como superiores gerárquicos, han te¬ 
nido una competencia indisputable para encausar á los Alcaldes por 
los abusos cometidos relativamente a dichos juicios de faltas. 

Con arreglo á las consideraciones precedentes, no debió el Juez 

de primera instancia inhibirse del conocimiento de este asunto, y 

seria necesario devolvérsele si la Ley orgánica del Poder judicial d 

mediados de Setiembre último no enumerára entre las atribuciones 

• 

de las Audiencias la de conocer de las causas contra Jueces muni¬ 
cipales. Verdad es que en su artículo 276 quiere que esto se ve¬ 
rifique en una sola instancia y en juicio oral y público, cuyas cir¬ 
cunstancias no son ahora posibles; pero una vez admitida la idea 
lundamental de la preferencia dada al Tribunal más alto, no hall^ 
reparo el Fiscal en mantener aquí el conocimiento de esta causa. L a 
ley orgánica del poder judicial debe cumplirse ea todo cuanto se 
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pueda, según la regla prescrita por el Gobierno Supremo, y si aho¬ 
ra no es dado emplear el juicio oraí y público, la garantía que por 
medio de este se ha buscado, se sustituye actual é interinamente 
por la dualidad de instancias de vista v revista. Esta última solo 
se suprimió por el artículo 17 de la ley provisional de Enjuicia- 
miento criminal de 18 de Junio último, cuando hubiera de tener el 
concepto de tercera instancia. 

Expuestas las razones en que se fundan la competencia de este 
Tribunal superior y la validez de los procedimientos, es de parecer 
el Fiscal que á la ilustración del sumario podrá contribuir el fallo 
que haya recaído en la causa seguida contra F. M. y otros, de la 
cual se sacó el testimonio dirigido á la persecución del Juez de paz. 
La Sala puede por tanto servirse acordar que se ponga testimonio 
de la sentencia que allí se haya dictado por este Tribunal y tam¬ 
bién de la de primera instancia si aquella hubiere aceptado alguna 
parte de esta. 

Valencia 15 de Noviembre de 1870. 


Diaz de Rueda. 
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Cuando á la voluntad de lomar la cosa ajena se signe el acto de 
tomarla, se consuma el hurto ó robo respectivamente. El accidente 
une después de ese acto priva de la cosa al delincuente , no puede al¬ 
terar una esencia ya constituida.—•Opiniones de varios comentado¬ 
res del Código penal. 


DICTAMEN DEL 


FISCAL DE LA AUDIENCIA DE VALENCIA 


DON RICARDO DIAZ DE RUEDA. 


h\ Fiscal ha examinado estas diligencias formadas sobre hurto 
de una camisa y de un pedazo de otra , cuyo precio era inferior al 
de diez pesetas. Dada esta entidad , y considerando el Juez que el 
hecho se frustró, deduce que no es delito ni falla, y ha pronunciado 
auto de sobreseimiento. 

A la puerta de la casa, plaza de San Jáime de esta capital, nú¬ 
mero 4, estaban sobre una silla ¡os efectos sustraídos en ocasión de 
pasar por allí cuatro ó cinco jóvenes, uno délos cuales los tomó sin 
que lo notara su dueño que se hallaba cerca. Advertido éste por 
unos niños que lo observaron, se dirigió precipitadamente hác-ia las 
cuatro esquinas de la calle de Caballeros, en donde encontró cuatro 
ó cinco jóvenes desconocidos. Como uno de ellos tuviera eu la ma¬ 
no un lio de ropa blanca, le preguntó por su procedencia , y le con¬ 
testó mientras se marchaban los otros, que aquellos desconocidos 
trataban de vendérsela. Conducido á la presencia del alcalde de 
barrio, fue entregado á la autoridad judicial, y practicadas las pri¬ 
meras diligencias , se acordó su libertad , y después el sobresei¬ 


miento. 

Este es el suceso que erróneamente se ha calificado de hurto 
frustrado, y ha sido reducido á la nada en el orden criminal aten¬ 
diendo á la cuantía que en caso de consumación no determinaría 
más que una falta. 

No desconoce el Fiscal que lia sido muy general la práctica de 
reputar frustrado el hecho, cuando su autor se queda sin la cosa 
sustraída en un tiempo más ó ménos corto después de la ejecion. 
Siempre ha creído, sin embargo, que esta interpretación es contra- 
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ria á la lev, y que no puede explicarse sino por el predominio de 
un sentimiento de benignidad y por el influjo de las confusiones á 
que se presta el lenguaje común. 

Esa jurisprudencia importaba ménos á la causa pública cuando 
las sustracciones todas constituían delito sin otra excepción que la 
de aquellas que consistian en frutos para comerlos en el acto; pero 
hoy que hasta la cuantía de cuarenta y ochenta reales respectiva¬ 
mente sólo se comete una falta, la cual no se castiga no siendo 
consumada intereresa mucho mantener en todo su vigor las prescrip¬ 
ciones del Código penal, fundadas en los más obvios principios (1). 

Cuando á la voluntad de tomar la cosa ajena se sigue el acto de 
tomarla, se consuma el hurto, y el accidente posterior que priva al 
delincuente de la tenencia, y le impide su aprovechamiento , no 
puede alterar una esencia ya constituida, ni producir el efecto con¬ 
tradictorio , y absolutamente imposible de que lo hecho se convierta 
en no hecho. El acto frustrado es propia y vigorosamente el golpe en 
vago, es la causa que desplega su actividad sin producir efecto. Este 
es el sentido gramatical y filosófico de la palabra, y es sobre todo 
su sentido jurídico. Los términos de no lograr el mal propósito que 
empleaba el antiguo Código, pudieron tomarse por algunos como la 
enunciación de una causa final frustrada, en vez de una causa efi - 
cíente también frustrada que realmente significaban; pero la nueva 
redacción que se contiene en el reformado quita todo motivo de 
equivocación, y deja sin apoyo alguno, ni áun aparente, la benigna 
inteligencia de reputar frustrado un hurto cuando el hurtador ha 
tomado la cosa ajena, y ha inferido á la propiedad inviolable el 
ataque real que constituye la delincuencia perfectamente consuma¬ 
da. Por lo expuesto se concibe bien que los hurtos y los robos son 
generalmente delitos intentados ó consumados, y que apenas se rea¬ 
liza la existencia de los frustrados. Tiene alguno noticia de que otro 
posee tal ó cual cantidad en algunos paquetes de monedas, y se di¬ 
rige á sustraerlos; pero ántes de que lo verifique, concibe sospechas 
el dueño, y coloca cuidadosamente piedras en el lugar de aquellas. 
.Llega el ladrón que se apodera de tales paquetes, que contienen 


(1) Con la adición hecha al artículo 5.° del Código por decreto pubh- 
dado en la Gaceta de 21 de Enero, queda atenuado respecto de faltas el 
mal de confundir lo consumado con lo frustado. 

TOMO II. 
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una sustancia inútil ó sin valor, y huye con eilos, lié aquí el ver¬ 
dadero ejemplo de la sustracción frustrada. 

Para comprender debidamente la división de los delitos en inten- 
lados, frustrados y consumados, es necesario fij ar la atención en 
las clasificaciones que admiten las ideas generales. Hay cosas que 
convienen á una especie; pero que no son propias de cada uno de 
sus individuos. Por eso, si bien una propiedad de los delitos es 
el poder tener el triple carácter de intentados, frustrados y consu¬ 
mados, no debe inferirse que cada uno de ellos sea susceptible de 
esos tres estados, ó que cada delito consumado pueda ser frustrado 
ó intentado. El homicidio es el que mas fácilmente admite esa tri¬ 
ple cualidad en razón de los medios que se requieren para come¬ 
terle, y es por lo mismo el que sirve generalmente de ejemplo para 
aclarar en qué consisten los delitos frustrados. 

Los hechos criminales pueden ser más ó ménos simples ó com¬ 
puestos, y los medios de ejecución más ó ménos rápidos ó instan¬ 
táneos, más ó ménos eficaces y de un éxito más ó ménos seguro y 
dependiente de la actividad humana. De aquí se sigue que algunas 
veces los delitos se consuman desde luego, que otras se quedan en 
los límites de más ó ménos adelantados, ó sea intentados, y que 


rara vez por desgracia falta á la acción desplegada por entero el 
efecto á ella correspondiente. Es tan fácil infringir las leyes cuando 
hay voluntad de infringirlas, que casi siempre se consuma el delito, 
á no ser que se requiera sucesión de actos y tiempo, y el delincuente 
pueda ser interrumpido en ellos, en cuyo caso no pasa la acción de 
una mera tentativa. No hay verdadera gradación en los delitos in¬ 
tentados, frustrados y consumados, ó no puede decirse que el frus¬ 
trado principia en donde acaba el intentado, y que donde aquel 
termina empieza el consumado. El delito intentado es la acción 
principiada; el frustrado y el consumado son la acción empleada 
por completo, si bien en un caso con efecto y en otro sin él. 

Las acciones morales y las criminalmente justiciables se cons¬ 
tituyen por los motivos, por los medios empleados y por el fin pro¬ 
puesto. Nada importa pues que el hurtador no consiga el fin de 
poseer tranquilamente ó de aprovechar la cosa sustraída, nada im¬ 
porta que el daño haya desaparecido por la restitución. La causa 
eficiente ha obrado empleando los medios, y eso basta para que el 
delito sea consumado ó frustrado según que aquellos hayan produ¬ 
cido ó no sn efecto inmediato. Por eso, la delincuencia, lo mismo 
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que la moralidad, es inminente, y si para medir é imputar la pri¬ 
mera recurre la inteligencia humana á resultados, se debe á su 
imperfección, porque no pudiendo sondear el interior, presume por 
aquellos el grado de intención y deliberación y la fuerza ó intensi¬ 
dad de los actos de la voluntad. 

No confundiendo la acción con el fin es como se percibe clarísi- 
mamente la diferencia entre el delito consumado y el frustrado. Un 
viajero es asaltado por ladrones que le atan, le golpean, le aplican 
al pecho la boca de un trabuco, y le despojan del dinero que lleva. 
Cuando los criminales han ejecutado todo esto, ó cuando huyen ó se 
retiran, á los diez, veinte, cuarenta ú ochenta metros aparece una 
pareja bienhechora de Guardia civil, que se apodera de ellos, y los 
priva del dinero robado. ¿Será frustrado este delito? El Fiscal re¬ 
chaza esa calificación equivalente á la declaración de no haber sido 
lo que fué. Esto mismo es aplicable en su concepto al caso en que 
el ladrón oculta la cosa y se descubre en su poder, en que la arroja 
huyendo, ó la esconde y se encuentra, en que es perseguido y se 
le alcanza y quita, y en otros muchos semejantes que envuelven to¬ 
dos el hecho de haberse apoderado de lo ajeno. 

Si esos actos no se tuvieran por hurtos ó robos consumados, se 
tropezaría con una dificultad gravísima para calificarlos cuando en 
las mismas circunstancias el ladrón se arrepiente y devuelve la cosa 


a 


sustraída. En vez de alcanzarle en la fuga puede él retroceder y 
entregarla. En vez de encontrársele lo escondido en tai ó cual punto , 
puede él sacarlo de allí y restituirlo enseguida. Si esta conducta, 
que en el Código criminal de 1822 constituía una circunstancie 
atenuante expresa, no quita al delito el carácter de consumado, 
nada puede concebirse más contradictorio y repugnante que reco¬ 
nocerlo así, y al mismo tiempo considerar frustado el hurto ó robo 
cuando nó por voluntad del ladrón, sino contra ella, suelta éste ó se 
recobran las cosas que no le pertenecen. 

El Fiscal, que por la importancia del asunto y por el respeto 
debido á contrarias opiniones (1) se ha creído en el deber de dar 


(1) A la opinión sostenida en este dictamen no se oponen los comen¬ 
tarios de los eminentes jurisconsultos Sres. Pacheco y Alvarez (D. Cirilo). 
A ella se aproxima en el punto principal el distinguido Letrado S. Selva. 
De quien discrepamos mucho es del Sr. Groizard, si bien nos compla¬ 
cemos en reconocer la ilustración que revelan sus comentarios, de kv 



DICTAMENES FISCALES. 


588 

alguna extensión á este dictámen, ha procurado sin'embargo conte¬ 
nerse dentro de ciertos límites, y no va más allá en el exámen de la 
materia por el recelo de que traspasaría de otro modo la naturaleza 
de los escritos propios del Ministerio que representa. 

Por las consideraciones expuestas que somete á la ilustración de 
la Sala, es de parecer que esta se sirva dejar sin efecto el auto de 
sobreseimiento, y mandar que se devuelva la causa al Juez de pri¬ 
mera instancia para que la continúe, sustancie y determine con ar¬ 
reglo á derecho, consultando á su tiempo la sentencia que dictáre. 

Valencia 19 de Enero de 1874. 

^ * 

Díaz de Rueda. 


cuales tal vez nos ocupemos cuando esté mas adelantada su publicación. 
Parécenos que con la nueva definición de nuestro Código, casi igual á la 
del portugués han de ocurrir ménos dudas en la calificación de delitos 
frustrados, y han de venir á uniformarse todas las opiniones. 



DE LA REHABILITACION. 


Las rehabilitaciones no se conciben sin una inhabilitación deter¬ 


minada preexistente . Las penas una vez extinguidas no dejan im¬ 
presa la de inhabilitación no contenida en la sentencia. 


DICTAMEN DEL FISCAL DE LA AUDIENCIA DE VALENCIA 
DON RICARDO DIAZ DE RUEDA. 


El Fiscal ha examinado este expediente sobre rehabilitación que 
para el ejercicio de derechos políticos solicita F. de T., condenado 
en 1842 á 10 anos de presidio con retención , cuya cualidad le fue 
alzada en 1852. 

Impuesta esa pena con arreglo á la jurisprudencia de los Tribu¬ 
nales que ántes de 1848 sustituía á las leyes penales, anticuadas 
casi todas, no podían comprenderse en la sentencia las accesorias 
que el Código vino á establecer después con la mayor precisión. 

Sin embargo, en diferentes leyes, como por ejemplo la de 8 de 
Enero de 1845, se consideró necesaria la rehabilitación para ios 
que hubieren sufrido penas corporales aflictivas ó infamatorias. 

El Código de 1848, declarando que la ley no reconoce pena al¬ 
guna infamante, borró las inhabilitaciones que por ese concepto pu¬ 
dieran creerse establecidas, y redujo la rehabilitación á los casos 
de inhabilitación perpetua ó temporal áun no extinguida. En este 
sentido debían entenderse, á juicio de! Fiscal, los artículos 44 y 45 
de! antiguo Código, conformes sustancialmente al 45 y 48 del re¬ 
formado. Según ellos son objeto de rehabilitación los sentenciados 
á inhabilitación , habiendo de procederse en la forma que determine 
la ley, que no puede ser otra que la de indultos de 18 de Junio ul r 
timo, mientras no se establezcan reglas especiales respecto de 
aquella clase de penas. Siendo esto cierto, parece que la ley elec¬ 
toral de 20 de Agosto último, en cuanto por su art. 2.° se exige la 
rehabilitación á los que han sufrido penas aflictivas ó correcciona¬ 
les, debe limitarse á los casos en que con ellas concurra alguna ¡n- 
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habilitación que no se haya extinguido al mismo tiempo, y que se 
haya impuesto ya por accesión, ó ya como principal (1). 

Por las breves consideraciones expuestas entiende el Fiscal que 
la Sala puede servirse informar al Gobierno Supremo no ser nece¬ 
saria la rehabilitación miéntras no se halle comprendida en la sen¬ 
tencia alguna pena de inhabilitación que subsista; ó que si á esto 
no hubiere lugar por razones que no alcanza, se sirva otorgar la 
gracia que solicita F. de T. en atención á la conducta irreprensible 
que ha observado desde el año de 1852. 

Valencia 22 de Noviembre de 1870. 

Díaz de Rueda. 


(1) Parécenos que la ley electoral necesita reforma en el punto á que 
se hace referencia. Bien lo da á entender, y lo prueba este dictámen. 


i'-—- 


DE LAS REBELDIAS. 


TRES DICTÁMENES DEL FISCAL DE LA AUDIENCIA DE VALENCIA SOBRE 

ESTA MATERIA. 


No son rebeldes los que se fugan ó ausentan después de haber 
contestado á una demanda civil ó criminal ó de haber nombrado 
defensores que contesten . Es viciosa la práctica muy generalizada 
en contrario . La rebeldía de que alguna vez se habla en el curso 
del juicio es impropia , y no produce el efecto de hacer condicional el 
fallo, como se ve en la ley de Enjuiciamiento civil respecto del ape¬ 
lado que no se presenta ante el Tribunal Superior. 

El Fiscal ha examinado esta causa, cuyo curso se aplaza indefi¬ 
nidamente mandando al Juez de primera instancia que cite y em¬ 
place al reo cuando se presente ó sea habido. 

Tratada otras veces esta cuestión por el que suscribe, expon¬ 
drá brevemente los fundamentos del recurso interpuesto y admi¬ 
tido. 

El procesado M. A. se defendió en primera instancia, y como 
al ser citado y emplazado para ante este Tribunal Superior no fue¬ 
ra habido, se le declaró rebelde, y se practicó aquella diligencia 
con los estrados. La Sala considera en la providencia suplicada que 
«desde ese acto se le reputa rebelde y contumaz, y en su conse¬ 
cuencia no cabe continuarse la segunda instancia basta tanto que 
»se presente ó sea habido.» 

Mfiv distinto es el juicio que el Fiscal ha formado de los contu¬ 
maces y rebeldes. Estos son en su concepto los que no responden 
al llamamiento á juicio, ó sea los que no comparecen á contestar la 
demanda civil ó criminal que se presenta contra ellos. M. A. res¬ 
pondió á la acusación, hizo la defensa que creyó más conforme por 
medio de Procurador y Abogado, y fué condenado incondicional- 
mente. Dejó pues de ser contumaz, y cuando este concepto deja de 
existir, es imposible que reviva en el curso ulterior del juicio. Ni en 
lo civil ni en lo criminal existe contumacia ó rebeldía cuando se 
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contesta á la demanda, ó se nombran defensores que contesten 6 
se deja la designación al turno ó al oficio del Juez. Pasar por re¬ 
belde y haber comparecido á defenderse son ideas que pugnan 
entre sí, porque precisamente la obediencia al llamamiento judicial 
es la exclusión déla rebeldía. Una vez aceptada la contienda, si el reo 
o demandado no persevera en ella, si no toma parte en todos los trá¬ 
mites, si se muestra indiferente, ó se ausenta ó procura pasar des¬ 
apercibido, le parará el perjuicio consiguiente, y no podrá aspirar á 
que se le abran de nuevo las puertas del juicio por las cuales había 
(nitrado, saliéndose después yoluntariamente, y dándose por vencido, 
o demostrando que para vencer no necesita su constante interven¬ 
ción. El Fiscal comprende la división de los juicios contra reos pre¬ 
sentes y contra reos ausentes; pero no alcanza la razón de esa tercer 
categoría de juicios en parte contra reos presentes y en parte contra 
reos ausentes, no alcanza que una sentencia sea absoluta en pri¬ 
mera instancia, y condicional en la segunda. Si prevaleciera la 
teoría contraria, los reos no sujetos á prisión preventiva podrían 
interrumpir á placer el curso de las causas en plenario, ó después 
de la sentencia del Juez, ó durante el curso de la segunda instan¬ 
cia, podrían obligar en cualquier estado á la solemne declaración 
de rebeldía, podrían hacer hipotético el fallo con marchar, mo¬ 
mentos antes de dictarse, á un punto cualquiera en la mira de co¬ 
nocer el pensamiento del Tribunal antes de ser irrevocable, dando 
á su Procurador el encargo de llevar á conocimiento del mismo la 
ausencia en ignorado paradero. La lev de Enjuiciamiento en asun¬ 
tos civiles y la primera, título 57, libro 12 de la Novísima Re¬ 
copilación en los criminales demuestran bien que no existe jui¬ 
cio contra ausentes y rebeldes propiamente tales después de com¬ 
parecer á contestar la demanda ó acusación. Si en tuerza de 
ciertas prácticas pudiera creer alguno lo contrario ántes de 18 de 
Junio último, lio se concibe que tal creencia subsista desde esa fe¬ 
cha en que la ley provisional de procedimientos criminales prescri¬ 
bió por su artículo 19 que las causas contra reos ausentes se sus¬ 
tancien hasta la conclusión del sumario, y se archiven terminado 
que este sea. Si de aquí no se deduce que no hay causas contra 
reos ausentes en plenario ó en segunda instancia, será necesario 
desconfiar de las reglas más obvias de los raciocinios legítimos. El 
Fiscal no encuentra dificultad alguna en la práctica de la doctrina 
que sustenta. Si un reo se ausenta después de nombrar defensores, ó 
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de dejar su nombramiento al olido del Juez, cumplirán aquellos 
su deber con instrucciones ó sin ellas del propio modo que estando 
presente, puesto que en este caso seria libre también para darlas o 
rehusarlas. Si el reo se ausenta ó no parece cuando haya de notifi¬ 
cársele la sentencia con citación y emplazamiento para ante el 
Tribunal Superior, como sucede en el caso actual, procede la pu¬ 
blicación del fallo para que llegue á su noticia, y para que se tenga 
por citado y emplazado para ante dicho Tribunal con el apercibi¬ 
miento de que si no compareciere allí en el término de 15 dias, 
se le nombrarán defensores de oficio. Esta situación se diferencia 
muy poco de aquella en que notificado, citado y emplazado perso¬ 
nalmente el reo, rechaza oralmente toda defensa. Ausentándose sig¬ 
nifica eso mismo tácitamente, y no queda por consiguiente más di¬ 
ferencia que el accidente de la expresión. 

Hay escritores de derecho que, tratando de los juicios contra 
ausentes, enseñan que al presentarse ó ser habidos se les indaga si 
la causa estaba en sumario 6 en su principio cuando se fugaron, y 
que el proceso se continúa si se hallaba en plenario. Esta doctrina 
se comprenderá si se tiene en cuenta que el reo puede fugarse o 
ausentarse cuando la causa se entrega al Promotor fiscal para acu¬ 
sar (hoy para manifestar su juicio sobre diversos puntos), cuando le 
devuelve despachada y el Juez no ha dictado el auto de traslado, 
cuando la ha dictado y no se ha practicado la diligencia de notifi¬ 
cación v nombramiento de defensores. En todos estos casos la fuga 

v O 

se realiza en el sentido de esos escritores cuando la causa está en 
plenario, y es bien claro que si después el reo fuere habido ó se 
presentare, no hay para qué volver al sumario instruido con su pre¬ 
sencia, ni reiterar ningún acto que con esa circunstancia haya te¬ 
nido lugar. La continuación es consiguiente, y lié aquí explicada 
una doctrina que no puede referirse al tiempo en que el procesado 
desaparece después de haber hecho ó encomendado su defensa. 

Por lo expuesto el fiscal pide á la Sala se sirva suplir y enmen¬ 
dar el auto suplicado, y mandar al Juez de primera instancia que 
publique la sentencia por edictos fijados en su Juzgado é insertos en 
periódicos oficiales á fin de que llegue á conocimiento del procesado, 
citándole y emplazándole á la vez para que en el término de 15 dias 
comparezca ante este Tribunal superior á nombrar defensores, aper¬ 
cibido de que en otro caso se le nombrarán de oficio. 

Valencia 28 de Diciembre de 1879. 


TOMO JT. 
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La práctica impugnada se ha llevado hasta el panto de tener por 
rebeldes á los que se fugan ó ausentan después de defenderse en se¬ 
rian da Instiincia. 


El Fiscal dice que en 27 de Octubre de 1868 fueron condenados 
porcada uno de dos homicidios á 14 años de reclusión, penas acce¬ 
sorias, responsabilidad civil y costas M. L y F. C., así como ab¬ 
suelto de la instancia IL L. Consultado este fallo con la Audiencia, 
seguíanse los trámites de la segunda instancia, y ya se había pre¬ 
sentado en ella el escrito de defensa á nombre de los dos primeros 
cuando estos se fugaron de la cárcel de C. Comunicado el suceso por 
el Juez de primera instancia, continuó la causa en su curso ordina¬ 
rio, se hizo la defensa escrita del otro procesado, se tuvieron los 
autos por conclusos con citación, se notificó á los dos Procuradores, 
se pasó el proceso al Ponente, y señalado dia para la vista, se cele¬ 
bró esta con asistencia de Letrados y Procuradores, y recayó sen¬ 
tencia definitiva en 8 de Febrero de 1859, confirmando la de prime¬ 
ra instancia sin alteración alguna. Al final de la misma se mandó 
que se llamara por edictos en la forma ordinaria para oir sentencia 
al M. L. y F. C., y que se llevara á efecto en cuanto á l\. L. Obsér¬ 
vase la novedad de que ya desde entonces se prescindió del Procu¬ 
rador de los primeros, puesto que resulta no habérsele notificado el 
fallo. Con fecha 12 del mismo mes se fijó en la puerta de la Audien¬ 
cia y se remitió al Gobierno de la provincia para su inserción en el 
Boletín oficial un edicto firmado por la Presidencia de la Sala lla¬ 
mando á los dos fugados para que en el término de treinta dias se 
presentáran en las cárceles de esta ciudad á ser notificados de la 
sentencia. En 50 de Marzo se les declaró rebeldes y contumaces, y 
se señalaron los estrados del Tribunal para que se entendieran con 
ellos las sucesivas actuaciones, librándose orden al Juez de primera 
instancia para que diera cuenta luego que fueran capturados ó se 
presentasen. En tal estado quedó este proceso hasta que en 11 del 
actual lia participado el Juez la captura de F. C., con cuyo motivo 
se ha pasado á este Ministerio. 

El Fiscal no comprende por qué se dejó en suspenso una sen¬ 
tencia que constituía ejecutoria, ni por qué se omitió la notificación 


DE LAS REBELDÍAS. 39<:> 

del Procurador de los fugados, ni por qué se llamó á éstos y se les 
declaró rebeldes. La procuración en ningún caso, y ménos siendo 
olicial, se acaba por la fuga ó por la ausencia, y esta no imprime el 
carácter de rebeldía, cuando se ha contestado á una demanda civil 
ó criminal, ni envuelve responsabilidad de ninguna especie. No lla¬ 
mar sino capturar á los dos reos que se fugaron era lo que corres¬ 
pondía á la acción de la justicia. El que suscribe se abstiene de toda 
ampliación en esta materia, porque la ha tratado extensamente en 
otras ocasiones. 

La sentencia dictada en esta causa es inalterable en el fondo, 
como sucede con toda ejecutoria; pero la parte final en que se sus¬ 
pende la ejecución, y se acuerda el llamamiento por edictos con to¬ 
do lo demás que á su tenor se ha realizado después, no pertenece 
á la esencia de la misma, y está sujeta á las alteraciones que la Sa¬ 
la considere justas. En tal concepto el Fiscal es de parecer que 
puede servirse mandar se notifique la sentencia al procurador de los 
dos fugados, y se libre * certificación al Juez de primera instancia 
para que se ejecute, no sólo respecto del capturado F. C., sino tam¬ 
bién en cuanto á M. L., tan pronto como éste sea aprehendido, á 
cuyo efecto desplegará el mavor celo, v estará en perseverante oh- 
servacion. 

Valencia 18 de Febrero de 1870, 


El sentido de la rebeldía se ha confundido hasta el extremo de 
declararla contra el que resultando insolvente al ejecutar la senten¬ 
cia no se presenta d sufrir la prisión subsidiaria. 

El Fiscal dice que insolvente de la multa M. (i., se le ha busca¬ 
do inútilmente para hacerle sufrir la prisión subsidiaria. El Juez de 
primera instancia no se ha limitado á emplear los medios condu¬ 
centes á la captura, sino que le ha llamado por edictos bajo aperci¬ 
bimiento de pararle el perjuicio que hubiere lugar. Difícil seria adi¬ 
vinar ese perjuicio si aquel funcionario no le hubiera revelado en el 
auto que consulta, por el cual ha creído deber declarar rebelde ^ 
contumaz á G., señalándole los estrados del Juzgado. No cabe des¬ 
conocer en mayores proporciones ¡a índole de la rebeldía, aplicable 
á juicios incoados y de ningún modo á los fenecidos. El penado no 
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licuó obligación de acudir ai llamamiento que se le haga para sufrir 
la condena, y á la autoridad loca buscarle y hacérsela cumplir sin 
que el incurra en responsabilidad, fuera de los casos en que la que¬ 
branta. Es de parecer, por tanto, el que suscribe, que la Sala se 
sirva dejar sin efecto el auto consultado, limitándose á encargar a! 
Jaez que esté á la mira para ejecutar la sentencia, cuando el pe¬ 
nado se presentare, ó fuere habido. 

Valencia 5 de Marzo de 1870 (1). 


Di n de Rueda 


0) En los edictos que se publican oportunamente, ó sea en sumario. 
•*$ frecuente llamar á los ausentes para que se presenten en la cárcel á res- 
pender de los cargos. No creemos que el darles la cita para ese lugar, sea 
el mejor medio de atraerles á que se defiendan. Parece que seria lo mejor 
llamarles para que se presenten en el Juzgado, y si lo verifican, podrá 
decretarse ó ejecutarse la prisión siendo procedente. 

En los asuntos civiles es también muy frecuente tener por rebelde al 
que no lo es en manera alguna, y confundir la rebeldía verdadera con la 
impropiamente tal. En la Gaceta hemos visto, por ejemplo, á fines de Abril 
de este año de 1871 una sentencia de remate publicada con arreglo á lo 
que sobre juicios en rebeldía se dispone en la ley de Enjuiciamiento civil, 
porque el ejecutado que reconoció la deuda no se opuso en los tres dias 
que señala el art. 960 y se le acusó la rebeldía según el 961. Así se agrava 
? a situación del deudor con aumento de costas, y se perjudica al acreedor 
impidiendo que la sentencia sea inmediatamente ejecutoria, ú obligándole 
á que preste fianza para que lo sea. Al ejecutado se le cita de remate, y no 
precisamente para que comparezca á contestar. La citación le sirve de 
aviso por si tuviere alguna de las escepciones que están determinadas. ¿Se¬ 
rá propiamente rebelde porque no tenga ninguna? Es asimismo frecuente, 
v algo análogo hemos leído impreso recientemente, declarar rebelde al 
demandante ó al apelante cuando en el curso de la instancia respectiva se 
muere, por ejemplo, su procurador, y no apodera otro en el plazo que se 
le señala. Actor rebelde, apelante rebelde, son ideas que no pueden co¬ 
existir. Dejamos para otra ocasión esta materia de rebeldías en lo civil, 
porque requiere más extensión que Ja que conviene á una nota. 




DE LAS PENAS EN CAUSAS DE CONTRABANDO Y DEFRAUDACION. 


Las multas del duplo al séxtuplo respecto de delitos de contra¬ 
bando y defraudación , se dividen adre los co-reos. Lo que corres¬ 


ponde hacer cuando antes ó después de incoarse los procedimientos 
muere alguno que pueda ser reo, no debería dar lugar á diversas 
apreciaciones. El enjuiciamiento especial de causas de contrabando 
y defraudación se suple por los procedimientos comunes. En esas 
causas no debe condenarse ya en los gastos del juicio. 


DICTAMEN DEL FISCAL DE LA AUDIENCIA DE VALENCIA !>. RICA FIDO 

DIAZ DE RUEDA. 


El Fiscal ha examinado nuevamente este proceso formado con 
motivo de haberse aprehendido quinientas arrobas de sal, reciente¬ 
mente fabricadas por un número considerable y no determinado de 
personas. Cuatro solamente son los reos conocidos y encausados, y 
el Juez de primera instancia en la sentencia que anteriormente se 
dejó sin efecto, les hizo responsables de las consecuencias del delito 
en su totalidad. Siendo seis mil ochocientos setenta v cinco reales 
el importe de la sal, el Juzgado impuso á dos, veinte mil seiscien¬ 
tos cinco reales de multa, á otro, trece mil setecientos cincuenta, 
y á un muerto la misma multa que á los primeros, ó lo que es lo 
mismo, el triplo á tres, y el duplo á uno que era menor de diez y 
ocho anos, constituyéndose así una suma de setenta y cinco mil 
quinientos sesenta y cinco reales. 

El Fiscal que suscribe reprobó ese criterio en su dictamen del 
año anterior, no sólo porque á cuatro se les consideraba responsa¬ 
bles de un hecho perpetrado por mayor número, sino porque aun 
admitida esa responsabilidad, no podría pasar la multa del séxtuplo 
de la cuantía del género. 


En la dificultad de conocer fijamente el número de personas res¬ 
ponsables, fué de parecer el que suscribe que al ménos se determi¬ 
nara hasta donde fuera posible; y repuesta la causa á sumario con 
tal objeto, se han practicado nuevas diligencias, y se ha sustancia¬ 
do y fallado segunda vez. 

No ha sido del todo infructuosa la ampliación dada ai sumario. 
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porque ahora existen algunas indicaciones de haber tomado parte 
rn la (alineación de la sal ocho ó diez hombres, si bienhácia el lu¬ 
gar del hecho se vieron muchas gentes, especialmente mujeres y 


fimos. 


Uno de los tres procesados vivos (cuya espresion se usa por estar 
encausado también un muerto) no compareció á defenderse, y des¬ 
pués de ser llamado par medio de edictos, recayó respecto de él 
fa declaración de contumaz v rebelde. 

En cuanto al muerto, no se ha otorgado audiencia á los here¬ 
deros, ni con ellos se ha entendido diligencia alguna. 

El Juez de primera instancia, en la nueva sentencia apelada por 
ios reos presentes, condena á R. M. y J. N. en la multa del triplo 
del valor de 1a. sal como ántes, y á M. G. á una multa igual, ménos 
un real, con una cuarta parte de costas y gastos á cada uno; impo¬ 
ne asimismo al fallecido A. S. una multa y parte de costas y gastos 
i-líales á la de los dos primeros, «empero sobreseyendo respecto de 
él en el caso de no tener bienes;» ratifica el comiso acordado por la 
Junta administrativa, y sobresee sin perjuicio en cuanto á los con¬ 
trabandistas ignorados. 

El ánimo se contrista al ohserver tantas infracciones de fondo v 
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forma cometidas en la administración de justicia, pues de una y otra 
clase las hay en el fallo de que se trata. El Juez de primera instan¬ 
cia, desatendiendo las indicaciones contenidas en el dictámenque 
se le trasmitió, ha insistido en imponer á cada uno de los cuatro 
procesados la multa del triplo de todo el género, sin excluir al me¬ 
nor de diez y ocho anos á quien ántes condenó en el duplo. A 
ochenta y dos mil y tantos reales asciende ya la pena pecuniaria, 
que comparada con el importe de lasa!, no es ya el triplo, ni el cuá- 
druplo, ni el quíntuplo, ni el séxtuplo, último límite legal, sino una 
(*antidad doce veces mayor. 

Entre las dificultades que encierra la recta aplicación de las le¬ 
yes, nunca creyó el que suscribe que pudiera contarse la acertada 
inteligencia de los artículos 25 y 27 del decreto de 20 de Junio de 
1852. Si, pues, hace ya años observó con sorpresa que se sostenía 
por algunos la indivisión de las multas entre los reos de contraban¬ 
do y defraudación, y que se necesitaban sentencias del Tribunal Su¬ 
premo para corregir ese error (I), la Sala comprenderá con cuanta 


(1) Tan generalizada ha estado esa práctica, que ni aun las sentencias 
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extrañeza habrá visto ahora que á los diez y nueve anos de regir 
el mencionado decreto, todavía se dicten sentencias contrarias á su 
verdadero sentido y á una jurisprudencia obligatoria. 

Ni en los artículos 25 y 27 citados, ni en ningún otro del decreto 
de 20 de Junio se prescribe que á cada reo, cuando concurren va¬ 
rios, se le haya de considerar aisladamente para el electo de impo¬ 
nerle la multa íntegra. Las penas del duplo al cuádruplo ó del tri¬ 
plo al séxtuplo están fundadas en la proporción de perjuicios exacta¬ 
mente apreciados, y si ellas se entendieran por cada reo distributi - 
vamente, se falsearla la base, v la cantidad encerrada en los límites 
del duplo al séxtuplo llegaría al décuplo, al céntuplo, y cu una pa¬ 
labra, á sumas escesivas y sin relación con la penalidad estable¬ 
cida. 

Estas consideraciones, que son las mismas que se hacen en va¬ 
rias sentencias del Tribunal Supremo, demuestran que el fallo de 
que se trata es contrario á la recta inteligencia de la ley penal de 
Hacienda, según la comprenden la razón y la jurisprudencia autori¬ 
zada de aquella superioridad. 

A la razón y á la autoridad contradice, pues, el Jaez de primera 
instancia al exponer en uno de sus considerandos «que no constan¬ 
do si todos los que se ocupaban en la elaboración de sal iban en co¬ 
mún ó separadamente, mientras no se pruebe esto último, debe su¬ 
ponerse lo primero, y por tanto hacerse responsable por toda la can¬ 
tidad de sal ocupada á los procesados, para evitar también en el 
caso contrario el perjuicio consiguiente á la Hacienda pública.» 

Por el resultado de la causa no debe suponerse, sino creerse que 
los contrabandistas obraban en común, y precisamente para estos 
casos en que no existen áun partes separadas ó individuales, es para 
los que se necesita tener presente la base de la proporción que es¬ 
tablece la ley al determinar las penas. Por lo demás, cuando á cada 
contrabandista ó defraudador se le encuentra con una porción peeu- 


del Tribunal Supremo han bastado para corregir ei error. Por los anos 
de 1802 á 1863, vio el que esto escribe un largo dictamen del Fiscal de 
la Audiencia de Sevilla en que combatía la sentencia de un Juez de Cádiz, 
que como siempre había dividido la multa entre cinco co-reos compren¬ 
didos en una causa de contrabando, imponiendo á cada uno la quinta 
parte del cuádruplo. Ese dictámen fue impugnado por el Juez, y á éste no 
se le obligó á variar su opinión. Lamentable seria que alguna familia se 
hubiese arruinado por el pago de esas multas injustas, ó por prolongarse 
con ellas indebidamente Ja prisión subsidiaria. 
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iar de genero, es bien manifiesto que la responsabilidad se asigna 
'• cada uno pnr el valor de lo que lleve ó haya defraudado. De esta 
manera el principio de la penalidad permanece siempre el mismo 
sin traspasar el límite del duplo al séxtuplo fraccionado necesaria¬ 
mente, cuando los reos aparecen en común, y necesariamente entero 


cuando cada uno es aprehendido con su correspondiente cuerpo de 
delito. 


El Juez de primera instancia, ¡asistiendo sin exponer nuevas ra¬ 
bones, en una opinión ya combatida por esta Fiscalía, se ha preocu¬ 
pado sin duda en fuerza del hábito de aplicar el Código penal sobre 
¡os negocios ordinarios. A dos ó más reos de un delito de falsedad, 
por ejemplo, que hubiesen reportado ó intentado algún lucro, les 
corresponde la multa del tanto al triplo, no dividida como en los 
delitos de contrabando y defraudación, sino en una cuantía para 
cada uno comprendida dentro de esos límites. 

Bien se alcanza la razón de diferencia. La ley penal de Hacien¬ 
da es más libre, más arbitraria en sus determinaciones que el Código 
común, porque ella no parte de deberes preexistentes y requeribles 
por su naturaleza con la sanción del castigo, sino que crea radical¬ 
mente ciertos deberes, y erige su infracción en delito requiriendo 
de este modo con pena lo que eu sí mismo no seria requerióle. Esa 
raayorlibertad, esa facultad creadora de dicha legislación especial 
no puede menos de producir efectos que son peculiares de ella. Así 
en el decreto de 20 de Junio no se hace distinción de lo intentado, 
frustrado v consumado, así en los delitos de contrabando y defrau¬ 


dación tiene ménos' imperio la regla de que las acciones se reputan 
voluntarias, á no ser que conste lo contrario, así con relación al 
asunto de que se trata se ha tomado por tipo para las penas una 
cantidad lija sobre el importe del género ó del derecho defraudado 
como medida de comparación del perjuicio, que no es mayor cual¬ 
quiera que sea el número de los delincuentes. Con exigir el duplo 
al séxtuplo queda satisfecha la Hacienda respecto de esos delitos 
creados por ella íntegramente. La legislación común al contrario, 
castigando actos reprobados por su misma naturaleza, consulta otros 
principios que ella no ha inventado para buscar la proporción, la 
analogía y las demás condiciones adecuadas de las penas, y no re¬ 
parte estas entre los co-reos, sino que las impone á cada uno en la 
estension que ha prefijado para corregir y evitar los delitos, cuya 
malicia alcanza por entero á cada individuo que se ha asociado 
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para su perpetración. La responsabilidad criminal respecto del con¬ 
trabando y defraudación viene á ser á manera de una responsabili¬ 
dad civil del duplo al séxtuplo que se reparte sin mancomunidad, 
viene á ser á manera de lo que en el antiguo derecho constituia el 

objeto de la acción llamada penal. 

Queda, pues, establecido que si los cuatro procesados fueran los 
únicos reosdel contrabando objeto de esta causa, la pena correspon¬ 
diente á cada uno habría de consistir en la cuarta parte del triplo, 
cuadruplo, etc., según las circunstancias atenuantes ó agravantes 
que se admitieran. 

La multa impuesta en la sentencia apelada es considerablemen¬ 
te excesiva é injusta en otro concepto. Los reos fueron más de cua¬ 
tro, como lo reconoce el Juez de primera instancia, y no habiendo 
mancomunidad en las penas, es bien manifiesto que la parte de los 
desconocidos no puede recaer sobre los procesados. Aceptando las 
indicaciones de que fueran diez los delincuentes, corresponde á ca¬ 
da uno por viade multa la décima parte del triplo, cuádruplo, etc. 
No hay para qué desenvolver más este punto después de lo que 
queda expuesto. 

Viniendo ya al muerto, que también ha sido penado, ofrece esta 
causa un ejemplo más de cómo se extravía la jurisprudencia sobre 
materias que todos los juzgadores debieran comprender de una mis¬ 
ma manera. Hay quien en caso de muerte del reo sobresee, unas 
veces con costas y otras sin ellas, pero reservando al perjudicado 
las acciones de que se crea asistido. Hay (¡quien no establece esa 
reserva. Hay algunos para quienes la muerte extingue hasta la res¬ 
ponsabilidad civil, si ella es anterior á la sentencia. Hay quien,como 
el Juez de primera instancia de X, condena al muerto sin au¬ 


diencia suya, que es imposible, y sin la de sús herederos, que no se 
ha procurado. Hay, en suma, tal variedad, que conviene fijarse con 
interés en este asunto hasta obtener la uniformidad que reclama la 
buena administración de justicia. 


La responsabilidad criminal ó penal puede ser personal y pecu¬ 
niaria. La primera acaba en cualquier tiempo con la muerte des¬ 
tructora de la persona, y la segunda cesa también con ella cuando 
precede á la sentencia firme. Así lo declara terminantemente el ar¬ 
ticulo 432 del Código reformado, y así se deducía sin vacilar de la 
legislación y jurisprudencia anteriores al mismo. 


La responsabilidad civil, que no debe confundirse 

TOMO II. 


con las pena - 

51 
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».c limarías, es la que no sufre alteración, aunque muera el reo du ¬ 
rante el proceso ó antes de incoarse. La acción sobre ella se trasmi¬ 
te a los herederos y contra los herederos, según el art. 125 del nue¬ 
vo Código, conforme al 119 del antiguo. Engendrada desde el mo¬ 
mento del delito la obligación que afecta á los bienes y no á la per¬ 
sona, no puede impedir la muerte que se empleen los medios con¬ 
ducentes á realizarla. Evítese la confusión de las legislaciones que 
se han sucedido, y no se vuelva la vista á la de Partidas sobre el 
carácter trasmisible de la acción llamada penal, sobre los casos en 
que el reo podía ser acusado después de fallecer y sobre las dife¬ 
rencias establecidas, en razón de que su muerte fuera anterior « 
posterior á la contestación. Es, pues, una verdad indisputable que 
la responsabilidad civil se trasmite á los herederos, ó queda inhe¬ 
rente á los bienes que haya dejado el reo si aquellos se acojen al be¬ 
neficio de inventario (1). 

La forma de llegar á la declaración de esa responsabilidad no 
debiera suscitar apreciaciones diversas. Las mismas razones que 
justifican la formación del sumario como preliminar del juicio para 
averiguar y castigar los delitos, militan en el caso de que por muer¬ 
te del delincuente haya de exigirse solamente la responsabilidad ci¬ 
vil. Al perjudicado le basta no renunciar á su interés, y la justicia 
criminal tiene el deber de proceder de oficio hasta resolver si hay 
ó no lugar á reparar ó indemnizar según el resultado del proceso, 
ejecutando en caso afirmativo la sentencia que dicte. 

Dentro de los límites de un juicio civil no cabe inquirir, discu¬ 
tir y probar si alguno cometió el delito que se le atribuye, si obró ó 
no con circunstancias eximentes de toda responsabilidad, y si sus 


(t) El artículo 132 del Código dice lo siguiente: «La responsabilidad 
penal se extingue: l.° por la muerte del reo en cuanto á las penas perso¬ 
nales siempre, y respecto á las pecuniarias solo cuando á su fallecimiento 
no hubiese recaído sentencia firme.» Sobre esta^ parte de dicho articulo 
dice un Comentador lo siguiente: «¿Y en cuanto á la restitución y repara¬ 
ción de daños y perjuicios ai ofendido? Creo que la ley no releve a los no- 
rederos de estas obligaciones; pero convendría que así se expresara.» fc*- 
tas palabras del distinguido Letrado á que nos referimos pueden indu¬ 
cir vacilación en el ánimo de algunos, y debemos advertir que no lia y mo¬ 
tivo alguno para ello. En cuanto á la responsabilidad civil expresado es a 
en el art. 125, y no podía repetirse en el 132, que trata terminantemen 
de la responsabilidad penal. 
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hicnes ó herederos han de sujetarse al resarcimiento de los per¬ 
juicios (1). 

El procedimiento criminal con audiencia de los herederos es 
pues el único que debe incoarse, ó en su caso continuarse, cuando 
cometido un delito fallecen los presuntos autores, cómplices ó en¬ 
cubridores. 

Puede sin embargo sobreseerse por completo en casos que la 
razón y la ley determinan con toda precisión, á saber: cuando cor¬ 
responde la aplicación de la regla 4. a , art. 51 del reglamento pro¬ 
visional; cuando el perjudicado renuncia á la indemnización, ó se 
pone de acuerdo con los herederos del delincuente, ó estos mani¬ 
fiestan desde luego su conformidad con la reparación ó indemniza¬ 
ción que el Juez regule, y finalmente cuando se trata de un delito 
que no lleva consigo más responsabilidad que la penal. 

Este último es el caso exactamente aplicable al penado A. S. 
que falleció cuando el proceso tenia diez ó doce folios, que no in¬ 
currió con el delito en responsabilidad civil, que con la muerte se 
libró de la penal, y que ni áun dió lugar á que se causaran 


Vv 


Las consideraciones precedentes que el Fiscal ha expuesto otras 
veces con más ó ménos extensión, justifican la necesidad de revo¬ 
car también en esta parte la sentencia apelada, insostenible en e! 
fondo y más áun en la forma de dictarse de plano ó sin audiencia de 
ios herederos. 

El Juez, después de condenar a! difunto S, anadio que sobre¬ 
seía en el caso que no hubiera dejado bienes. No puede ciertamente 
llevarse más allá la contradicción en las ideas. Sobreseer es cesar en 


~ wi OV.IÍ1ÍUI1U licuó oU i) i (;_ rw 

derecho de reclamar en juicio civil Sin querer se comete así una iniqui¬ 
dad interrumpiendo el procedimiento y dificultando en muchos casos la 
comprobación del delito y la indicación del delincuente, con 

ilílP.P i ncnrio 1 O v*An rv / \ U M ! 1 1 * • i • . . . . 


« ; ; 1 } y id muicacion uei delincuente, con 10 cu tu 

nace ilusoria la responsabilidad civil, nacida desde el momento de ejecu- 
ai.^e el acto criminal, y que se acaba como las obligaciones puramente ci¬ 
viles según a mayor abundamiento lo declara el art. 135 del Código pe- 
nal. breemos firmemente que no sólo es lo legal lo que se defiende en esto 
dictamen para los casos de muerte del delincuente, sino loque forzosamen- 
fe babra de reconocerse y consignarse de un modo expreso en la futura ley 
de Enjuiciamiento criminal. 
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h continuación de un proceso, es interrumpir su curso, y condenar 
es terminarle por sentencia. En la causa, pues, no sobree el Juez, 
porque condena, y en las diligencias de ejecución tampoco, porque 
no existen ni pueden existir hasta después de la sentencia. 

Entre los penados que viven hay uno que fué declarado rebelde, 
y á quien sin embargo se le condena sin !a cualidad de oirle si se 
presentare ó fuere habido. Conviene suplir esta omisión, sin duda 
involuntaria, y la Sala puede hacerlo teniendo por consultado el fa¬ 
llo en cuanto al rebelde. Las sentencias en causas de contrabando y 
defraudación son ejecutorias en primera instancia por voluntad de 
las partes que no apelan; pero los estrados no pueden mostrar su 
asentimiento por ese medio negativo, y es necesario estar á la le¬ 
gislación común, supletoria en cuanto al enjuiciamiento del decreto 
de 20 de Junio de 4852. Al invocar el Fiscal en este caso la legis¬ 
lación común considera como única aplicable la anterior á la ley 
provisional de 18 de Junio del año próximo pasado, cuyo artículo 19 
y último no es compatible con el 84 del mencionado decreto espe¬ 
cial. Ya pues que el Juez no consultó la sentencia en la parte rela¬ 
tiva al ausente y al difunto, que no podían consentirla renunciando 
í\ la apelación, hay que tener por acordada esa consulta y fallar lo 
que se crea más conforme á justicia. 

El Juez de primera instancia admite una circunstancia agravan¬ 
te fundada en el valor del género, y dos atenuantes, una peculiar 
de M. G. como menor de 18 años, y otra común á todos, que hace 


consistir «en el poco daño causado por el delito, puesto que por no 
haberse vendido la sal no fué perjudicada la Hacienda.» La agra¬ 
vante y primera atenuante son conformes á los arts. 22 y 25 del de¬ 
creto de 20 de Junio de 1852; pero la otra es completamente inad¬ 
misible como contraria á la base conocida de que parte la penali¬ 
dad, que es el valor del género aprehendido. 

El sobreseimiento sin perjuicio acordado por el Juez, respecto 
de los reos desconocidos, exigía también la consulta con arreglo al 
penúltimo artículo del decreto de 20 de Junio, y siguiendo 
el procedimiento antes indicado puede tenerse por hecha y aprobar¬ 
se dicha declaración adicionada con la de entenderse de oficio por 
ahora una parte de costas ocasionadas en las diligencias practicadas 


sin éxito para descubrirlos. 

Por último, la condena en costas y gastos del juicio debe sim 
plificarse haciendo uso de la primera palabra solamente, porque e 
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lenguaje del artículo oo del tantas veces repelido decreto, es de re¬ 
ferencia al Código penal común, modificado en esa parte. 

Por todo lo expuesto, el Fiscal es de parecer que la Sala, revo¬ 
cando la sentencia del Juez de primera instancia, se sirva aprobar 
el comiso del género aprehendido, condenar á K. M. y ,1. N. en la 
décima parte del cuadruplo del valor de aquel y una cuarta partí* 
de costas a cada uuo, con la cualidad de oir al segundo en su caso; 
imponer asimismo á M. (I. la multa de una décima parte del triplo 
del expresado valor y otra cuarta parte do costas; declarar que 
desde el principio se entienda sobreseída la causa respecto del di¬ 
funto A. S., y aprobar el sobreseimiento sin perjuicio en cuanto á 
los reos desconocidos con la declaración de ser de oficio, por ahora, 
la restante cuarta parte de cosías 
encia lo de Abril de 1871. 


l)m de Rueda. 
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